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Todo  lo  cual  dispusieron  y  mandaron,  ordenando  se  re- 
gistrase en  el  libro  correspondiente  y  que  se  publicase, 
firmándolo  por  ante  mi: 

Salvador  María  del  Carril.  —Fran- 
cisco Delgado.  — José  Barros  Pa- 
zos. —  José  B.  GoRosTUGA.— José 
Domínguez. 

N.  Rojo. 

Secretario. 


Acuerdo    nombrando   ügier    de  la  Suprema  Corte. 

En  Buenos  Aires  á  quince  de  Abril  de  mil  ochocientos 
setenta  y  tres,  reunidos  en  su  Sala  de  Acuerdos  el  Señor 
Presidente  y  Vocales  de  la  Suprema  Corte  con  el  objeto 
de  nombrar  Ugier  en  reemplazo  del  que  ha  fallecido, 
acordaron  nombrar  á  Don  Pedro  Gaché,  y  ordenaron  se 
comunicase  este  nombramiento  al  Poder  [Ejecutivo  Nacio- 
nal, se  registrase  en  el  libro  correspondiente  y  se  publicara 
en  los  diarios  de  esta  ciudad,  fírmándolo  ante  mf : 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
ciSGü  Delgado.  —  José  Barros 
Pazos. —  José  B.  Gorostiaga.— 
J.  Domínguez. 

N.  %o. 

Secretario. 
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y  Rmiemmi  Hnos.  contra  Antonio  Lopoz  9  O, 
«oftre  pago  de  artíeuloi  navales: 


Sumario. — I""  La  Suprema  Corte  puede  mandar  practicar 
ante  ellas  las  diligencias  probatorias  de  primera  instancia 
que  estimare  viciosas  ó  insuficientes. 

S**  Contratada  la  reparación  de  un  buque  por  un  tanto, 
los  que  suministran  los  objetos  para  ellfti  conservan  el  pri- 
vilegio del  art.  1021  del  Cód.  de  Com.,  si  al  venderlos  al 
maestro  calafate,  no  siguieron  la  fé  de  este,  ni  se  les  dio 
conocimiento   de  sú  contrato. 

3^  Mucho  mas  en  el  caso  en  que  los  dueños  del  buque 
no  justifiquen  concluyentemente  haber  pagado  á  aquel  el 
precio  de  las  obras  contratadas. 
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Caso. -^Vini  y  Roncoront  hermanos  demandaron  á  López 
y  G%  dueños  del  buque  c  Maria  Juana  >  por  el  pago  de 
8139;^  m/c.»  importe  de  objetos  suministrados  para  la  re- 
paración de   dicho  buque. 

Contestaron  López  y  G^,  que  el  capitán  del  buque  habia 
celebrado  un  contrato  con  el  maestro  calafate,  Antonio  Pe- 
reirá  Magalhaes  para  las  reparaciones  del  mismo  buque  por 
el  precio  de  20  mil  jf  m/c. ;  y  que  habiendo  los  demandan- 
tes entregado  los  objetos  cuyo  importe  exigían  á  Magalhaes 
que  se  habia  fugado,  no  tenian  ellos  obligación  de  pagar 
dicho  importe. 

Conferido  traslado  de  la  escepcion,  replicaron  los  de- 
mandantes; que  ellos  hablan  entregado  las  mercaderías 
por  orden  de  López  y  C*;  que  ei  contrato  con  el  calafa te- 
ro no  estaba  probado  ni  podia  obligar  á  terceros ;  que  ade- 
más sus  mercaderías  hablan  sido  empleadas  en  el  buque. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  sobre:  i^  si  los  demandantes 
habian  entregado  las  mercaderías  por  orden  de  López  y 
Ca;  ^^  si  estas  fueron  invertidas  en  el  buque;  3®  si  López 
y  C*  habian  contratatado  por  un  tanto  y  con  quien  sus  re- 
paraciones. 

Producidas  las  pruebas  y  presentados  los  alegatos  do  bien 
probado  por  una  y  otra  parte,  se  dictó  el  siguiente. 

WmUm   del  Jaea  9ecel«nAl« 


Buenos  Aires,  Agosto  3  de  1872. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  Finí  y  Roncoroni  Hermanos 
contra  D.  Antonio  López  y  Compañía,  por  cobro  de  la  canti- 
dad de  ocho  mil  ciento  treinta  y  nueve  pesos  moneda  cor- 
riente, importe  de  objetos  suministrados  para  la  reparación 
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del  buque  t  María  Juana  >  de  propiedad  de  los  úUimoSi  y  re- 
sultando: 1®  que  Pini  Roncoroni  Hnos.,  fundándose  en  el 
hecho  de  haber  suministrado  para  las  reparaeiones  del  es: 
presado  buque  los  materiales  que  se  detallan  en  las  cuen- 
tas de  f.  1  y  2,  pidieron  que  se  condenase  á  los  propieta- 
rios al  pago  del  valor  de  dichos  materiales ;  2""  que  los 
demandados  sin  entrar  á  examinar  como  lo  maniñestan  en 
su  escrito  de  f.  11,  la  verdad  del  crédito  reclamado  porque 
no  podian  saberla,  opusieron  la  escepcion  de  que  Pini  y 
Roncoroni  no  tenian  acción  alguna  contra  ellos,  sino  pura 
y  simplemente  una  acción  personal  contra  el  maestro  calafa* 
te  D.  Antonio  Pereira  Magalhaes,  con  quien  contrataron  las 
reparaciones  que  demandaba  el  buque,  como  lo  demostra* 
ba  el  contrato  que  acompañaban  y  que  corre  á  f.  55,  agre- 
gando que  dicho  maestro  se  había  fugado  sin  hacer  las  re* 
paraciones  á  que  se  habia  obligado,  y  que  siendo  en  todo 
caso  al  ultimo  y  no  á  los  demandados  á  quienes  se  habían 
suministrado  los  materiales,  debían  dirigir  su  acción  con- 
tra el  primero  y  no  contra  los  últimos,  que  no  habian 
centrado  con  ellos   Pini  Uoncoroni  hermanos; 

3^  Que  corrido  traslado  del  documento  á  los  demandan* 
tes,  lo  evacuaron  estos  diciendo  que  dicho  contrato  era 
impertinente  porque  ni  ellos  lo  conocian,  ni  podría  obligar 
á  terceros  que  no  habian  sido  parte  en  él,  y  esto  aun 
aceptando  la  existencia  del  contrato  que  López  tendría 
que  probar,  agregando  que  no  conocian  al  maestro  calafa- 
te, y  que  solo  dieron  los  materiales  en  virtud  de  orden  de 
López  y  €■ : 

A""  Que  el  Juzgado  recibió  la  causa  á  prueba  á  fín  de 
acreditarlos  siguientes  puntos:  1*  si  es  verdad  que  Pini  y 
Roncoroni  habian  proporcionado  por  orden  de  López  y  Cs  al 
buque  c María  Juana»  los  materiales  que  se  detallan  en 
las  cuentas  presentadas ;  2<>  si  dichos  materíales  fueron  in- 
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vertidos  60  el  boque;  y  3<^  si  era  verdad  que  López  y  €> 
habían  eontratado  por  un  tanto  las  reparaciones  del  buque 
y  con  quién. 

5o  Que  la  prueba  producida  corre  de  f.  19  á  f.  73  y  la 
de  los  demandantes  consiste  en  lo  siguiente:  i®  en  la  abso- 
lución de  las  posiciones  por  López  de  í.  39  á  41  en  las 
que  dicOi  primerOt  que  ignora  si  las  mercaderías  detalla- 
das ea  la  cuenta  que  corre  en  autos  fueron  ó  no  emplea- 
das en  las  reparaciones  del  buque;  que  aunque  es  cierto 
quePini  y  Roncoroni  hermanos  le  pasaron  la  cuenta,  nunca 
la  reconoció,  siendo  dicha  cuenta  pasada  en  total  y  dirigi- 
da al  carpintero,  la  misma  que  corre  á  f.  102,  y  siendo 
falso  que  hubiese  reconocido  la  exactitud  de  la  misma  en 
la  cantidad  de  tres  mil  seiscientos  ochenta  y  seis  pesos 
moneda  corriente,  como  lo  pretenden  los  demandantes  atri- 
buyendo á  dicho  reconocimiento  el  que  se  encuentre  una 
cruz  marcando  aquella  cantidad ;  pues  el  absolvente  ni  ha 
puesto  dicha  señal,  ni  ha  dado  orden  de  que  la  pusieran ; 
siendo  falso  ademas  de  que  solo  hubiese  desconocido,  des- 
pués de  la  fuga  del  carpintero,  la  cuenta ;  2^  en  la  abso- 
lución de  posiciones  (f.  41  á  44)  por  el  Capitán  del  buque 
<  María  Juana  >  quien  confiesa  que  el  maestro  carpintero 
tomó  á  la  vez  que  el  absolvente  varios  artículos,  como  en 
los  primeros  dias  del  mes  de  Agosto,  los  mismos  que  fue- 
ron empleados  en  el  buque  y  conducidos  por  el  Capitán 
con  los  comprados  por  él ;  no  siendo  cierto  que  hubiese 
examinado  los  artículos  elejidos  por  el  maestro,  ni  averigua- 
do sus  precios,  ni  tomado  nota  de  los  mismos,  y  falso 
igualmenite  que  el  absolvente  manifestase  que  dichos  artícu- 
los eran  por  cuenta  de  López  y  C* ;  segundo,  que  la  de- 
claración de  los  testigos  D.  Pedro  Lond  y  D.  Ricardo  Lond, 
que  trabajaron  en  el  mismo  buque,  y  los  que  de  f.  46  á 
48  afirman  que  estuvieron  presentes  en  el  Almacén  de 
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Pini  y  RoDcoroni  euando  el  calafate  Pereira  quizo  lomar 
lo  que  necesitaba  para  las  reparaciones  del  buqu^  í  María 
Juana,  >  y  que  negándose  Pini  y  Roncoroni  á  entregarlas 
sin  una  orden  del  dueño  del  buque;  que  también  estuvie- 
ron presentes  cuando  entró  el  G¿| pitan  y  dijo  á  los  de- 
mandantes que  podían  entregar  las  mercaderías,  las  que 
se  entregaron  efectivamente  en  presencia  del  Capitán  que 
ias  examinó,  y  en  presencia  de  los  testigos,  quienes  tra- 
bajaron  también  en  el  buque,  por  lo  que  les  consta  que 
dichas  mercaderías  fueron  empleadas  en  las  reparaciones 
del  mismo. 

6"*  Que  la  prueba  producida  por  los  demandados  consis- 
te, primero,  en  la  declaración  de  los  testigos  D.  Francia* 
co  García  f.  31  y  32  y  D.  José  Fresno  f.  56  vta.,  quie- 
nes declaran  que  las  firmas  que  se  encuentran  al  pié 
del  contrato  de  f.  55  les  pertenecen ;  segundo,  en  el  in» 
forme  del  Juez  de  Paz  de  las  Conchas  del  que  resulh 
que  D.  Pedro  y  D.  Ricardo  Lond,  testigos  presentados 
por  Pini  y  Roncoroni,  dieron  poder  á  D.  José  Maria  Ruti 
para  representarlos  en  la  gestión  que  promovieron  contra 
Antonio  López  y  G*  para  cobrar  sus  sueldos,  y  conside- 
rando: 

i  o  Que  está  justificado  por  la  confesión  del  Capitán 
del  buque  « María  Juana  t  que  los  artículos  cuyo  impor- 
te se  cobra  en  el  presente  juicio,  fueron  entregados  al 
maestro  caUíate  Antonio  Pereira  Magalhaes,  y  que  fueron 
empleados  en  las  reparaciones  de  dicho  buque. 

2o  Que  una  vez  constatado  aquel  punto,  quedan  é  resol- 
ver dos  puntos  mas:  primero,  si  la  entrega  de  los  artícu- 
los fué  hecha  eu  virtud  de  orden  de  Antonio  López  y  C*, 
dueños  del  espresado  buque  <  liaría  Juana »  ó  en  su  defec* 
to  del  Capitán  de  este ;  segundo,  si  dado  el  caso  de  no 
estar  justificado  que  la  entrega  se  hizo  en  virtud  de  orden 
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de  alguna  de  las  personas  referidas,  tienen  derecho  Pini 
y  Roncoroni  para  cobrar  al  dueño  del  buque  los  objetos 
empleados  en  sus  reparaciones  y  entregados  al  maestro 
encargado  de  practicar  aquellas. 

3o  Que  la  prueba  producida  por  los  demandantes  no  es 
bastante  para  dar  por  justificado  el  hecho  de  haber  Pini  y 
Roncoroni  hermanos,  entregado  los  artículos,  cuyo  precio 
reclama,  en  virtud  de  haberles  dicho  el  Capitán  que  era 
por  cuenta  de  Antonio  López  y  G*,  pues,  tanto  estos 
como  aquel,  lo  niegan  categóricamente;  y  aunque  afirman 
lo  contrario  los  testigos  Pedro  y  Ricardo  Lon,  constando 
que  estos  se  dicen  acreedores  contra  los  mismos  Antonio 
López  y  G*,  y  esto  precisamente  por  trabajos  hechos  en  el 
mismo  buque  t  María  Juana, »  es  evidente  que  tienen  interés 
en  que  las  reparaciones  hayan  sido  hechas  directamente  por 
los  propietarios  del  buque ;  y  su  testimonio  tachable  con 
arreglo  á  la  ley  18,  titulo  i  6,  Partida  3*,  é  inciso  cuar- 
to del  art.  127  de  ley  de  Procedimientos,  no  es  bástanle 
para  hacer  fé  en  juicio  con  arreglo  Á  la  ley  32  título  y  Par- 
tida citadas. 

4o  Que  aunque  por  regla  general  todos  los  créditos  pro. 
candentes  de  reparaciones  de  un  buque  (art.  1021  inciso 
2o  del  Gódigo  de  Gomercio)  tienen  privilegio  sobre  el 
mismo,  es  necesario  que  dichos  créditos  hayan  sido  con' 
traidos  por  personas  capaces  de  obligar  al  buque,  ó  que  las 
reparaciones  de  que  proceden  se  hayan  convertido  en  uti- 
lidad de  los  dueños,  porque  los  contratos  solo  producen 
efecto  entre  los  contrayentes  y  sus  representantes  legales 
y  convencionales  ( art.  226  del  Gódigo  de  Gomercio  y  59, 
título  1"^,  Sección  3^  libro  2o  Gódigo  Givil)  y  en  caso 
de  que  el  hecho  de  una  persona,  y  sin  contrato  ni  tácito, 
redundase  en  beneficio  de  otra,  esta  estaría  obligado  á 
indemnizar  á  aquella  en  virtud  del  principio  de  que  á  na- 
die es  lícito  enriquecerse  con  daño  de  otro. 
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5*^  Que  lo  que  se  deduce  del  precedente  con- 
siderando es  que  los  créditos  por  refacciones  de  un  buque, 
solo  tienen  privilegio  sobre  este  cuando  han  sido  contraidos 
directamente  por  el  Gapitaní  como  representante  legal  del 
dueño  ó  armador,  ó  por  alguno  de  los  últimos,  y  no 
cuando  la  refacción  ha  sido  contratada  con  un  tercero, 
quien  haya  contraido  deudas  para  la  refacción,  y  que  en 
este  caso  solo  hay  acción  personal  contra  el  empresario 
que  tomó  á  su  cargo  la  refacción  por  un  tanto^  porque 
este  no  es  el  representante  legal  ni  convencional  de  los 
dueños  ó  armadores,  siendo  esta  además  la  doctrina  mas 
comunmente  admitida  como  puede  verse  en  Massé  libro 
Bexto,  título  séptimo,  capitulo  primero,  nota  al  párrafo 
2976  y  Fouqué  en  su  obra  c  Principios  de  derecho  ma- 
rítimo, >.  segunda  parte,  capitulo  XL,  que  sostienen  que  el 
privilegio  acordado  sobre  el  navio  á  los  proveedores  de 
materiales,  y  á  los  obreros  empleados  en  su  construcción, 
no  tienen  lugar  sino  en  el  caso  en  que  el  constructor  lo 
hiciese  por  su  cuenta,  y  no  cuando  lo  hiciese  como  em- 
presario por  cuenta  de  otro  en  virtud  de  un  contrato  y 
por  un  tanto,  y  por  el  Código  Civil  en  el  título  cde  la 
preferencia  de  los  créditos  >  como  puede  verse  en  el  art. 
57  del  citado  título. 

G""  Que  en  el  presente  caso  se  han  entregado  los  ma. 
teriales  que  se  cobran  al  maestro  calafate  Antonio  Perei- 
n  Magalhaes,  quien  está  justificado,  hacia  las  reparacio- 
nes en  virtud  del  contrato  de  f.  55,  esto  es,  por  un  tanlo^ 
pues  la  verdad  de  dicho  contrato  se  halla  constatada  por 
los  testigos  D.  Francisco  García  y  D.  José  Presno,  que 
han  reconocido  pertenecerles  las  firmas  que  se  encuen* 
tran  en  el  mismo;  y  por  consecuencia  López  y  G«  no  go. 
zan  de  privilegio  sobre  el  buque  c  María  Juana, »  ni  ii^ 
nen  acción  personal  contra  los  propietarios. 
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7<>  Que  h  doctrina  espuerta  en  loa  preoedefitéA  consi- 
derandos es  tanto  inaa  aplicable  al  caso,  cuanto  que  Pím 
j  Roncoroni  hermanos  no  ignoraban  quienes  eran  los  pro- 
pietarios del  buque,  como  consta  de  sur  escrito  de  demafi-* 
da,  siendo  en  esta  circunstancia,  según  los  aotores  oita- 
doS|  cuando  mas  es  especialmente  aplicable  dicha  doctriniEí. 

8o  Que  no  puede  decirse  que  en  este  caso  compate  á 
los  demandados  la  acción  de  in  rem  verso,  porque  si  utili- 
dad ha  habido  para  los  propietarios  del  buque,  esta  ti^ 
es  gratuita,  puesto  que  su  remuneración  se  halla  com- 
prendida en  el  precio  convenido  con  el  maestro  calafete; 
por  consecuencia  no  seria  el  caso  de  aplicarse  el  principio 
juridiüe  que  determina  que  nadie  debi  Mrifuteefw  em  dan» 
de  otro;  á  lo  que  se  agrega  además  que  Ids  demandantes 
no  han  deducido  la  acción  de  in  rem  verso,  y  que  por 
consecuencia  la  sentencia  no  puede  contener  una  decisíun 
á  su  respecto,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  trece 
de  la  ley  de  Procedimientos. 

9^  Que  aunque  los  señores  Pini  y  Roncoroni,  hermanos, 
tendrían  derecho  para  deducir  su  acción  contra  los  pro- 
pietarios del  buque  hasta  la  concurrencia  de  lo  que  pu^ 
dieran  deber  al  maestro  que  contrató  la  refacción,  á  la  ra^ 
zon  espuesta  al  fínal  del  precedente  considerando,  que  ilo 
permitiria  decidir  una  acción  no  deducida,  sé  agrega  que 
no  hay  constancia  de  que  Antonio  López  y  G*  sean  deu- 
dores al  encargado  de  las  reparaciones  del  buque  c  Marftf 
Juana  t  de  cantidad  alguna  procedente  de  dichas  répai^cio*- 
nes,  ni   de  otra  causa  diferente. 

Por  estos  fundamentos  fallo,  absolviendo  á  los  Señores 
López  y  G*  de  la  demanda  que  contra  ellos  han  deduti- 
do  Pini  y  Roncoroni  hermanos,  por  cobro  de  cantidad  de 
pesor  procedentes  de  materiales  suministrados  para  las  r^ 
paraciones  del  buque  >Marisí  Aiana,  >  con¿|lcototte  á  iM 
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demandantes  á  quienes  se  salvan  los  derechos  contra  quien 
compitiere,  y  repónganse  los  settos,  notificándose  con  et 
original. 

Manuel  ZavaUta. 
Apelada  esta  sentencia  se  dictó  el  siguiente 


IWto  ém  ím  Smprmmuí  Corte 


Buenos  Aires,  Setiembre  24  de  1872. 

Vistos,  para  mejor  proveer,  y  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  por  el  articulo  doscientos  veinte  y  dos  déla  ley 
de  procedimientos,  se  recibe  nuevamente  esta  causa  á 
praeba  por  el  término  de  quince  dias,  la  cual  recaerá 
sobre  los  hechos  siguientes: 

Primero :  Si  cuando  los  Señores  Pini  y  Roncoroni  Her- 
manos vendieron  los  articules  cuyo  precio  cobran  en  este 
asunto,  tenían  verdadero  conocimiento  del  contrato  celebrado 
por  Don  Vicente  Lamas,  Capitán  del  Bergantin  Español 
c  Mafia  Juana » ,  con  Don  Antonio  Pereira  Magalhaes,  pa- 
ra la  refacción  pov  un  tanto  de  dicho. buque; 

Y  segundo:  Si  el  precio  estipulado  por  dicha  refacción 
en  el  contrato  de  foja  cincuenta  y  cuatro,  ha  sido 
pegado  totalmente  al  empresario,  por  el  Capitán  del  refe- 
rido buque,  ó  por  sus  dueños  Don  Antonio  López  y  Gom* 
pañía. 

Salvadob  Maru  del  GariuIí.  — 
Franosgo  Delgado^  -^  JO0É 
Barros  Pazos.  — J.  B.  Go- 

ROSfflAOA.  -^ 
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Respecto  al  primer  punto  López  y  G*.  defirieron  posi- 
ciones, que  fueron  negadas  por  Pini  y  Roncoroni. 

Respecto  al  segundo  se  presentaron  unos  recibos  por 
7600  $.  firmados  por  Pereira,  sobre  cuya  autenticidad  se 
practicó  una  pericia  caligráfica  de  resultado  afirmativo ; 
7  se  produjo  una  prueba  para  demostrar  que  las  repara- 
ciones del  buque  fueron  llevadas  á  término  por  el  maes- 
tro calafate  D.  Rafael  Terraza  á  quien  pagaron  la  suma 
de  U,607  $. 

Oidas  las  partes  con  un  alegato  se  dictó  el  siguiente 


nOlo  de  lA  Saprem»  Corím. 

■ 

Baeoos  Aires,  Enero  11  de  1873. 

Vistos    considerando:    primero,   que  está   probado  por 
la  confesión  de  Don  Vicente  Lamas,  capitán  del  patacho 
c  María  Juana «  que  él  intervino  en  la  corppra  de  los  efec. 
tos  hecha  á  los  demandantes  para  la  refacción  de   dicho 
buque  por  el  maestro  calafate   Pereira   Magalhaes,  reci^ 
biéndolos  y  haciéndolos  conducir  juntamente  con  otros  que 
él  mismo  habia  comprado  (posiciones  de  foja  cuarenta  y 
una  á  cuarenta  y  cuatro); — segundo,  que  está  igualmente 
justificado  y  reconocido  por  el  Capitán  que  dichos  artícu- 
los fuerpn  empleados  en  la  refacción  del    c  María  Juana  > ; 
—  tercero,  que  á  no  ser  así,  ellos  habrian  quedado  en  el 
buque  á  donde  fueron  conducidos,  y  en  poder  del   Capí? 
tan,  después  de  la  desaparición   del   maestro  calafate; — 
cuarto,  que  habiendo  afirmado  los  vendedores  que  por  no 
querer  fiarse  de  dicho  maestro  calafate  enviaron  un  de- 
pendiente á   saber  de  López   sí  la   compra    era   por  su 
cuenta,  á  lo  que  contestó  afirmativamente,  y  siendo  es- 
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to  corroborado  por  el  mismo  dependiente  que  desempeñó 
la  diligencia,  poniendo  por  testigo  del  hecho  al  socio  de 
LopeKi  este  ha  confesado  que  vió  al  dependiente,  aunque 
eyade  la  contestación  sobre  el  fondo,  diciendo  que  no  se 
fijó  en  lo  que  hablaba  (foja  setenta  y  dos); — quinto,  que 
de  lodo  esto  se  desprende  que  los  vendedores  no  siguie- 
ron solamente  la  fé  del  maestro  calafate,  y  basta  para 
compron^eter  la  responsabilidad  del  buque  y  de  sus  due- 
ños, en  virtud  del  privilegio  acordado  á  los  gastos  de  re- 
facción por  el  artículo  mil  veinte  y  uno  del  Código  de 
Comercio; — sesto,  que  para  que  esta  responsabilidad  no 
tuviese  lugar,  dadas  las  circunstancias  referidas,  habria  si- 
do indispensable  que  los  vendedores  hubieran  tenido  co- 
nocimiento de  que  la  refacción  del  buque  habia  sido  con- 
tratada por  un  tanto;  y  lejos  de  haberse  justificado  esta 
satisfactoriamente,  resulta  que  ni  el  Capitán  al  conducir 
los  efectos,  ni  el  propietario  en  ningún  tiempo  hiciesen 
á  aquellos  prevención  alguna  sobre  el  particular; — séptí- 
m0|  que  por  otra  parte  tampoco  se  ha  justiGcado  de  una 
manera  concluyante,  que  el  maestro  calafate  recibiese  de 
los  propietarios  el  precio  de  la  obra  con  arreglo  á  su  con- 
trato;—por  estos  fundamentos:  se  revoca  la  sentencia  ape- 
lada, y  se  declara  que  López  y  Compañía  están  obligados 
á  pagar  á  Pin!  y  Roncorooi  Hermanos  el  importe  de  la 
cuenta  que  reclaman,  y  satisfechas  las  costas,  devuél- 
vanse. 

Salvador  M.  del  Carril. — Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos.— Josi 
B.  GoROSTiAGA: — J.  Domínguez. 


T.  IV. 
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CAMJ^A  n. 


D.    Ciriaeo  Guevara  contra  D.  Vicente  5oto,  par 

cobro  ejecutivo  de  pesos. 


Sumario.'^ío  El  término  de  la  prescripción  para  eje- 
cutar por  un  documento  privado  se  cuenta  desde  que  ad- 
quiere fuerza  ejecutiva. 

2o  La  existencia  en  poder  del  que  se  dice  acreedor  del 
documento  de  crédito,  hace  presumir  que  la  deuda  no  ha 
sido  pagado. 

« 

Caso. — En  4  de  Agosto  de  i860,  Don  Vicente  Soto  flp- 
mó  un  pagaré  por  550  $  plata  á  la  orden  de  D.  Manuel 
G.  García,  exigible  á  los  cinco  meses  de  la  fecha  y  firman- 
do como  garante  D.  Ciríaco  Guevara. 

En  i  5  de  Julio  de  1861,  Soto  firmó  otro  pagaré  por 
496,58  es.  á  la  orden  de  D.  Horacio  Miranda  á  90  dias 
con  la  misma  garantía  de  Guevara. 

Con  estos  dos  documentos  que  aparecen  haber  sido 
chancelados  por  el  fiador  Guevara,  este  se  presentó  en 
22  de  Febrero  de  1870^  ante  el  Juez  Federal  en  Mendo- 
za, pidiendo  que  Soto  reconociera  la  firma  puesta  en 
ellos. 
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Proveído  de  conformidad,  Solo  oon  fecha  i 5  de  Marso 
de  1874,  reconoció  la  firma  y  oo  el  oonlenido  de  eatos 
documentos. 

Con  este  reeooocimiento,  D.  José  J.  Correa,  por  Gue- 
vara, inició  ejecución  contra  Solo  por  la  cantidad  de 
4046  $  58  oís    y  sus  intereses. 

En  la  citación  de  remate,  el  ejecutado  se  opuso  á  la 
ejecucioa  deduciendo  la  escepcion  de  prescripción  del  de* 
recbo  de  ejecutar,  y  Hubsidiariamente  la  de  pagu, 

Que  ios  documentos  con  que  se  ejecuta  contienen  una 
simple  obligación  personal  que  se  prescribe  en  diez  años, 
habiendo  trascurrido  ese  término  desde  le  fecha  de  loa 
documentos . 

Que  como  esas  obligaciones  procedian  de  un  dinero 
qne  á  su  nombre  se  tomó  á  interés  de  Don  Carmelo  Gar- 
da para  Guevara  y  oon  su  fianza,  habiendo  este  dispues- 
to de  él  ea  su  mayor  parte  para  sus  negooios  particula- 
res, y  mas  tarde  Soto  entregó  á  Guevara  la  cantidad  de 
4500  y  tantos  pesos  que  recibió  de  D«  José  Pontea, 
y  en  el  arregb  de.  cuentas  que  tuvieron,  Soto  le  pagó  el 
dinero  que  le  habia  tomado  de  aquella  cantidad  como  asi 
mismo  el  que  Guevara  pagó  á  Miranda ,  y  por  el  resto, 
que  Guevara  le  quedó  debiendo,  le  otorgó  un  vale  por 
800  y  tantos  pesos  pagadero  á  la  vista  por  cuya  canti- 
dad lo  está  ejecutando,  es  indudable  que  la  obligación  ha 
sido  pagada  sin  que  pueda  demostrar  lo  contrario  el  he- 
cho de  haber  quedado  los  pagares  en  poder  de  Guevara 
por  uo  abuso  de  confianza. 

Que  además  el  pago  se  justifica  con  el  hecho  de  haber 
Guevara  demandado  á  Soto  en  4869  por  el  valor  de  una 
eoenta  de  todo  to  qoe  á  su  juicio  creyó  que  Soto  le  de- 
bia,  ineluyen44>  en  ella  varios  documentos;  y  que  si  le 
kubiera  dabido  tan^bian  loa  qw  Aboca  pretendoi  los  ha- 
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bria  incluido  ó  se  habría  reservado  el  derecho  para 
demandarlo  por  cuerda  separada. 

Pidió  se  rechazara  con  costas  la  ejecución. 

Corrido  traslado,  Correa  pidió  no  se  hiciera  lugar  á  las 
escepciones,  y  se  dictara   sentencia   de  trance  y  remate. 

Que  la  escepcion  de  prescripción  es  inadmisible  por- 
que, aún  cuando  la  obligación  contenida  en  los  documen- 
tos es  personal,  no  ha  trascurrido  todavía  el  tiempo  es- 
tablecido por  la  ley  para  la  prescripción  de  la  acción 
ejecutiva,  el  cual  en  los  documentos  simples,  empieza 
con  el  reconocimiento  de  la  firma,  época  en  que  recien 
empiezan  á  ser  ejecutivos. 

Que  en  cuanto  á  la  escepcion  de  pago,  se  limita  á  ne- 
garla, haciendo  notar  solamente  que  el  hecho  de  haber 
demandado  á  Soto  por  una  cantidad  de  pesos,  no  prueba 
que  solo  fuese  acreedor  por  esa  cantidad,  habiendo  esta- 
do en  su  derecho  al  exigir  el  pago  de  lo  que  le  debia 
por  una  causa  y  dejar  para  después  el  cobro  de  lo  que 
le  debia  por  otra;  á  lo  cual  se  agrega  que  no  le  con- 
venia incluir  en  una  demanda  ordinaria  una  cantidad  que 
pudia  cobrar  ejecutivamente. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba,  y  con  la  pro- 
ducida por  las  partes  se  dictó  el  sígnente. 


FteUo  dd  Jlwra   4e  Scectoi 


Mendoza,  Setiembre  17  de  1872. 

Vistos  estos  autos  ejecutivos  seguidos  por  D.  Ciríaco 
Guevara  contra  D.  Vicente  Soto,  por  c^bro  de  mil  cuaren- 
ta y  seis  pesos  bolivianos,  cincuenta  y  ocho  centavos  que 
representan  los  documentos  de  f.  1  y  2  y  que  el  Sefior 
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Goevara  ha  pagado  como  fiador  ;  el  ejecutado  ha  recono- 
cido su  firma  alegando  las  esoepciones  de  prescripción  del 
derecho  de  ejecotar  y  pago  de  la  deuda.  En  la  estación 
oportuna  se  recibió  esta  causa  á  prueba.  Y  consideran- 
do por  lo  que  respecta  á  la  primera  escepcion.  Que  los 
referidos  documentos  de  f .  1  y  2  fueron  otorgados  el  pri- 
mero el  cuatro  de  Agosto  del  sesenta,  á  cinco  meses  de 
su  fecha;  y  el  segundo  en  quince  de  Julio  del  sesenta  y 
uno  pagadero  á  noventa  dias; — Que  el  término  señalado 
para  la  prescripción  en  la  ley  6*,  tít.  15,  lib.  4»  R.  C. 
en  que  el  ejecutado  funda  la  escepcion,  debe  contarse  en 
los  documentos  privados,  desde  que  adquieran  fuerza  eje- 
cutiva, es  decir,  desde  el  reconocimiento  en  este  caso, 
porque  de  otro  modo,  la  prescripción  de  la  acción  eje- 
cutiva se  habria  consumado  antes  de  principiar  lo  que  im- 
portaría un  contrasentido: — Que  habiéndose  practicado  el 
reconocimiento  en  quince  de  Marzo  del  año  próximo  pa- 
sado, no  han  trascursado  los  diez  años  que  la  ley  exige 
para  la  prescripción  de  la  via  ejecutiva;  —  Que  aun  supo- 
niendo qiie  el  término  debiera  contarse  desde  la  fecha  en 
que  los  documentos  fueron  exigibles,  no  se  ha  cumplido 
para  la  prescripción  del  documento  de  f  2  el  tiempo  de 
la  ley,  puesto  que  venció  en  quince  de  Octubre  del  se- 
senta y  uno,  y  fué  reconocido,  como  se  ha  dicho,  en  15 
de  Marzo  del  próximo  pasado. 

Por  estas  consideraciones,  se  declara  improbada  la  es- 
cepcion de  prescripción.  —  Y  considerando  por  lo  que  res^ 
pecta  á  la  de  pago;  —  Que  no  ha  sido  justificada  con  la 
prueba  testimonial  rendida,  pues  los  testigos  ignoran  las 
preguntas  contenidas  en  el  interrogatorio  de  f  44  á  cuyo 
tenor  fueron  examinados;  —  Que  aunque  el  ejecutante  con- 
fiesa á  f.  67  que  el  año  sesenta  y  dos  recibió  de  Ponte» 
mil  quinientos  veinte  pesos  que  este  debia  á  D.  Vicente 
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Sato  y  que  oon  ese  dinero  pagó  á  Pontea  un  potrero  ^oe 
le  compró,  no  resulta  que  esa  cantidad  hubiese  aido  da* 
da  en  pago  de  los  [documentos  porque  se  ejecuta,  y  ade« 
más,  Guevara  declara  que  devolvió  á  Soto  esa  cantidad,  y 
por  otra  parte  la  existencia  en  poder  del  acreedor  ejecu- 
tante de  los  documentos  de  f.  1  y  2  hace  presumir  que  la 
deuda  no  fué  pagada; — Que  no  haber  Guevara  compren* 
dido  en  el  cobro  que  hizo  á  Soto  el  año  sesenta  y  ocho 
los  documentos  porque  hoy  ejecuta,  no  es  una  prueba 
de  que  estuviesen  pagados,  pues  pudo  omitirlos  por  otras 
causas  que  no  fuesen  el  pago  que  se  dice  verificado.  Por 
estas  consideraciones  de  acuerdo  con  la  opinión  de  Lla- 
mas en  su  comentario  á  la  ley  63  de  Toro;  Escriche, 
prescripción  de  acciones ;  articulo  277  de  la  ley  de  14  de 
Setiembre  del  63  sobre  procedimientos  de  los  Tribunales 
Nacionales. — Mando  se  lleve  adhlante  la  ejecución  hasta 
hacer  cumplido  pago  al  acreedor  del  principal,  intereses 
y  costas  en  que  se  condena   al   ejecutado. 

Juan  C.  Albarraein. 

Apelada  esta  sentencia  por  el  ejecutado,  fué  confirma- 
da por  el 

Fttll0  4e  I»  SapreHB»  Corte. 

Buenos  Aires,  Enero  It  de  1873. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  setenta  vuelta,  satisfechas  y  re- 
puestas los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos. —  J.  B,  GOROSTUGA.  —  J. 

Domínguez. 
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GLA.U8A    III* 


Don  Juan  José  Rodrigues  con  Don  Juan  A.  Pando^ 

sobre  cobro  de  pesos. 


Sumario.  — No  mejorándose  la  apelación  en  el  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la 
primera  rebeldía  qtfe  acusa  el  apelado. 


Caso. — En  unos  actos  seguidos  en  el  Juzgado  Nacional 
de  Mendoza  por  D.  Juan  J.  Rodrigues,  contra  D.  Joan 
A.  Pando  sobre  cobro  da  pesos,  no  habieado  el  apelante 
mejorado  el  recurso  en  el  término  del  emplaa^amiento,  la 
parte   del  apelado  le  acusó  rebeldísii 


WmMm  4e  Ia  Sai^rmMi  C^rto. 


Buenos  Aires,  Enero  14  de  1873. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado,  y  pon  ar- 
reglo al  artículo  doscientos  catorce  de  la  Ley  de  Proce- 
dimientos, declárase  desierto  el  recurso  de  apelación  —  y 
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satisfechas  las   costas  y   repuestos  los  sellos  por  el  ape- 
lante, devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  — -  José 
Barros  Pazos.  —  J.  B.  Gorostiaga. 
—  J.    Domínguez. 


*—* 


CAUSA    IV. 


Los  Señores  Don  Luis  Bergallo  y  Ca.  €ontra  Don  José  A. 
Ferrer^  por   cobro  ejecutivo  de  pesos. 


Sumario.  — La  excepción  de  juicio  pendiente  no  está 
comprendida  en  las  únicas  admisibles  en  el  juicio  ejecu- 
tivo con  arreglo  al  art.  270  de  la  Ley  de  Procedimientos 
Nacionales. 


Caso. — Bergallo  y  G».  demandaron  ejecutivamente  á 
Ferrer  por  el  valor  de  dos  pagarés  vencidos,  por  la  suma 
de  1800  $. 
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Ed  la  eitacion  de  remate  Ferrer  se  opuso  á  la  ejecución 
deduciendo  la. excepción  de  juicio  pendiente^  Dijo:  que  se 
habia  presentado  al  Tribunnl  de  Comercio  manifestando  su 
quiebra  y  posteriormente  al  juez  en  lo  civil,  pidiendo  es- 
peras ó  haciendo  cesión  de  bienes,  cuya  solicitud  se  es- 
taba tramitado,  habiéndose  señalado  dia  por  la  reunión  de 
acreedores. 

Corrido  traslado,  pidieron  los  ejecutantes  se  rechazara  la 
excepción,  por  no  ser  de  las  comprendidas  en  el  art.  270 
de  la  Ley  de  Procedimientos,  y  por  ser  falsa  no  habiendo 
ni  declaración  de  quiebra  ni  contestación  á  la  demanda 
de  cesión  de  bienes. 


nato  d^  'Summ  SeMlMUil 


é 


Mendoza,  Setiembre  6  de  1872. 

Vistos :  y  considerando  que  el  artículo  doscientos  setenta 
de  la  ley  sobre  procedimientos  de  los  Tribunales  Naciona* 
les  se  refiere  á  las  esperas  concedidas  y  no  á  las  [que 
han  8Ído  simplemente  solicitadas;  que  la  escepcion  de  juicio 
pendiente  no  está  comprendida  entre  las  únicas  admisibles 
en  el  juicio  ejecutivo,  y  por  otra  parte  que  el  ejecutado 
espresa  en  su  escrito  de  oposición  que  aún  no  se  ha  ad- 
mitido la  cesión  y  formado  solemnemente  el  concurso; 
por  estas  consideraciones  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
en  el  citado  articulo  doscientos  setenta,  se  declara:  Que 
las  escepciones  opuestas  no  son  admisibles. 

Juan  C.  Albarracin. 

Apelada  esta  sentencia  por  Ferrer,  y  concedido  el  recurso 
en  relación  se  dictó  el  siguiente 
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Vttilo  M  im  ñwifwmam  OMPte. 


Buenos  Airesi  Enero  16  de  1873. 

Viütos:  por  8UI  fundementos,  se  confirma  con  costas  el 
ttuio  Apelado  de  Tojü  treinta  y  una  vuelta,  y  satisfechas  las 
ooetai  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvaimni  Mama  dbl  Garmu.  -^  FaAHCisoo 
DftiOAdo  «—loaá  Barros  Pasos.  -*-  iost 

B.  GOROSIUGA. -*  J.  OoiliNGWS. 


cj^cmA  V. 
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9ú  En  drantos  menofea  de  SOO  4  'b*  ^^  admite  la 
prueba  de  testif^os. 

30  El  oonveoio  de  oonduoir  sin  Inoro  unas  meroaderías, 
«o  importa  oblíifarse  también  al  pago  de  loa  ^00(09  que 
aquella  demandan. 

io  El  acreedor  tiene  derecho  á  retener  l^a  coeea  de 
las  que  procede  su  crédito. 

5o  Aunque  el  importe  del  crédito  sea  menor  del  que 
pretende,  la  retención  no  infiere  perjuicios  al  deudor,  si 
este  no  obló  lo  que  realmente  debía,  ó  no  dio  fianza  por 
ello. 


GeiD. •t^-Dnoaeinaque  hermamoa,  ooorrieron  a)  JiMgade  Ae 
Seeeion  de  Buenos  Aires,  exponiendo,  qne  habían  nendu- 
cido  deade  Toiosa  dos  baúles  de  mercadarias  eonsignedos 
á  Don  Cesáreo  Ravanaque,  y  que  este  ae  habia  negado  á 
recibirloa  y  pagar  la  cuenta  de  gastos  de  flete  y  despacho, 
y  la  comisión,'  importante  8026  ^ ;  y  pidieron  el  embargo 
de  los  baúles,  y  el  pago  de  la  cuenta  con  intereses  y 
coalas. 

Llamados  á  juicio  verbal,  contestó  Ravanaque  que  no  es- 
taba obligado  é  pagar  mas  que  los  derechos  de  aduana 
y  los  gastos  de  Toiosa  á  Burdeos;  que  en  lo  demás  se 
habia  convenido  que  los  demandantes  no  le  oobrarian  nv 
da  por  la  conducción ;  y  reconvino  á  Doussinaque  herma- 
nos por  los  daños  y  perjuicios  de  la  demora  que  estima- 
ba en  20,000  $- 

Corrido  traslado  contestaron  los  demendantes  negando 
la  conveneion  y  los  perjuioios  por  ser  imputable  la  demo- 
ra al  mismo  Ravanaque  que  no  quizp  recibirse  de  sus 
mereaderiaa. 

El  jttfjs  ordenó  el  embargo  de  los  baúles,  priendo  de- 
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sembargase  previa  fianza  de  resultas  y  recibió  ia  causa   á 
prueba  sobre  la  existencia   de  la  convención. 

Producidas  las  pruebas  y  habiéndose  acreditado  por  la 
de  Ravanaque,  con  la  declaración  de  tres  testigos,  la  exis- 
tencia de  la  referida  convención,  y  por  Doussinaque  las 
partidas  de  gastos,  se  dictó  el. siguiente 


l*allo   del    Jluex  Seccional. 


Buenos  Aires,  Octubre  29  de  1872. 

Vistos  esto^  autos  seguidos  por  los  Sres.  Doussinaque 
Hnos.  contra  D.  Cesáreo  Rabanaque,  por  cobro  de  fletes  y 
reconvención  deducida  por  el  último  por  daños  y  perjui- 
cios procedentes  de  la  retención  de  las  mercaderías  de 
cuyo  flete  se   trata,  y  resultando: 

Primero — Que  Doussinaque  Hnos.  han  conducido  desde 
Europa  para  D.  Cesáreo  Rabanaque  las  mercaderías  que  se 
detallan  en  la  cuenta  de  foja  primera,  y  exigen  del  últi- 
mo el  pago  de  dicha  cuenta  por  fletes,  comisión  y  des- 
pacho. 

Segundo  —  Que  los  mismos  Doussinaque  Hnos.  solicita- 
ron y  obtuvieron  de  este  Juzgado  bajo  su  responsabilidad, 
el  embargo  de  las  mercaderías  que  se  hallaban  en  la 
Aduana. 

Tercero — Que  Rabanaque  desconoce  el  derecho  de  los 
demandantes  para  cobrar  flete  de  conducción  y  de  descarga, 
asi  como  comisión,  reconociéndole  solamente  derecho  para 
cobrar  los  derechos  pagados  á  la  Aduana  y  los  gastos  de 
Tolosa  á  Burdeos;  y  deduce  reconvención  por  los  daños 
y  perjuicios  procedentes  del  embargo  de  las  mercaderías, 
daños  y  perjuicios   que  estima   en  la  cantidad   de  veinte 
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mil  posos  moneda  corriente,  fundándose  en  que  los  de- 
mandantes se  habían  comprometido  á  conducirle  gratuita- 
mente las  mercaderías,  cuyo  flele  le  cobran. 

Cuarto  —  Que  los  demandantes  sostienen  ser  falso  que 
hubiese  precedido  el  convenio  á  que  se  refiere  Rabanaque, 
en  lo  .que  deducen  su  derecho  para  retener  las  mercade- 
rías, mientras  su  dueño  no  abone  el  flete  que  les  debia, 
y  que  por  consecuencia,  si  algún  perjuicio  habia  sufrido 
debía  imputárselo  á  sí  mismo,  agregando  que  en  la]  hipóte- 
sis mas  favorable  para  Rabanaque  los  perjuicios  que  co- 
bra serian  exhorbitantes. 

Quinto — Que  el  Juzgado  recibió  la  causa  á  prueba  con 
el  fin  de  acreditar  sí  era  efectivo  el  convenio  á  que  se 
reieria  la  parte  de  Rabanaque. 

Sesto — Que  Rabanaque  ha  acreditado  con  las  declara- 
ciones de  los  testigos  Indalecio  Betolaza,  Manuel  Villauro- 
sa,  Marcelino  Arrastia  y  Mariano  Arrastia  —  Primero:  Que 
antes  de  partir  para  Europa  Don  Pedro  Doussinaque  le 
prometió  á  Rabanaque  que  le  traería  todas  las  mercade- 
rías que  le  diese  el  padre  del  último;  y  Segundo  :  Que 
en  la  ciudad  de  Pamplona  dicho  D.  Pedro  Doussinaque 
hizo   igual  promesa  al  padre  de  Rabanaque. 

Séptimo  —  Que  según  Rabanaque,  al  absolver  las  posi- 
ciones de  foja  cincuenta,  Doussinaque  no  habia  desem- 
bolsado cantidad  alguna  ni  ha  hecho  mas  desembolsos  que 
los  que  figuran  en  la  cuenta  desde  Tolosa  á  Burdeos  y  los 
derechos  de  Aduana,  cuyo  importe  ha  reconocido. 

Y  considerando:  —  Prímero :  Que  la  convención  es  la 
primera  ley  á  que  deben  someterse  los  contratantes  y  de* 
be  cumplirse  conforme  ó  lo  dispuesto  en  ella. 

Segundo  —Que  tratándose  de  conducción  de  mercaderías 
cuyo  monto  de  flete  no  alcance  á  doscientos  pesos  fuer- 
tes, puede  justificarse  por  testigos. 
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Tercero  -^  Que  habiendo  juatificado  Rabanaqae  kaber 
convenido  con  Pedro  Doussinaque  que  el  último  le  coa- 
duciria  gratuitamente  sus  mercancías,  no  pueda  el  dicho 
Doussinaque  pretender  lucro  alguno. 

Cuarto  —  Que  sin  embargo  de  lo  espuesto  en  el  prece^ 
dente  considerando^  no  habiendo  Rabanaque  pretendido  quo 
Doussinaque  se  hubiere  obligado  ademas  á  hacer  por  su 
cuenta  los  gastos  que  demandara  la  conducción  de  dichas 
mercaderías  y  habiendo  ademas  reconocido  Rabanaque  el 
deber  de  abonar  los  gastos  hechos  desde  Tolosa  á  Bur- 
deos y  los  derechos  satisfechos  en  esta  Aduana,  por  el 
mismo  hecho  ha  reconocido  deber  todos  y  cualesquiera 
gastos  qué  á  causa  ó  con  motivo  de  dichas  mercaderiaa 
hubiese  tenido  que  hacer  el  conductor  de  ellas 

Quinto-— Que  Doussinaque  ha  justificado  con  el  agente 
del  vapor  c  Gironde »,  que  es  en  el  que  vinieron  las  mer- 
caderías, que  pagó  flete  por  las  mismas  en  Burdeos,  y  con 
el  informe  de  la  Administración  de  Rentas,  ha  justificado 
que  dichas  mercaderías  fueron  incluidas  en  manifiesto  ge- 
neral del  dicho  vapor  c  Gironde  i  y  que  satisfizo  los  de- 
rechos correspondientes  á  las  mismas 

Sesto  — *  Que  con  arreglo  á  los  dos  últimos  coasideran- 
dos  debe  Rabanaque  abonar  á  Doussinaque  lo  que  abo- 
nó por  fletes,  derechos  de  introducción  y  gastos  de  de- 
sembarque 

Séptimo^— Que  en  cuanto  á  la  reconvención  deducidaí 
si  bien  es  verdad  que  Doussinaque  Hnos,  solicitaroo  el 
embargo,  pretendiendo  mas  de  lo  que  lejítimamente  les 
corresponde,  también  lo  es  que  Rabanaque  no  ha  recono- 
cido todo  lo  que  se  debía  á  los  demandantes,  á  lo  que 
se  agrega  que  no  ha  hecho  la  oblación  de  lo  que  él  mis- 
mo reeoDocia  deber,  y  por  conseeueacia,  Doussinaque  Haos* 
como  acreedores  lejltimos  que  eran,  podían,  en  garantía 
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de  8u  crédito,  retener  las  mercaderías  del  deudor,  tanto 
mas  cuanto  que  el  crédito  procedía  de  las  mismas  mer- 
cancías; y  por  consecuencia,  si  perjuicios  ha  sufrido  Ra- 
banaque  debe  «imputarse  á  sí  mismo  que  no  abonó  lo  que 
debia,  ni  otorgó  la  fianza  necesaria  para  obtener  el  de- 
sembargo. 

Por  estos  fundamentos  y  con  arreglo  á  los  artículos 
doscientos  veinte  y  seis,  doscientos  diez  y  ocho,  ciento 
ochenta  y  seis  y  mil  doscientos  cincuenta  y  nueve  del  Có- 
digo de  Comercio  —  fallo:  condenando  á  D.  Cesáreo  Raba- 
naque  al  pago  de  la  cuenta  de  foja  primera  con  dedoc- 
cion  de  la  primera,  cuarta,  quinta  y  penúltima  partidas  de 
la  espresada- cuenta — declarándose  el  Juzgado  incompeten- 
te en  cuanto  á  la  cuarta  por  no  ser  perteneciente  al  em- 
barque ó  desembarque  de  las  mercancias,  debiendo  ade- 
mas la  parte  de  Rabanaque  abonar  sobre  el  saldo  que  re- 
sulte el  interés  de  Banco  y  absolviéndose  á  los  Sres.  Pe- 
dro Doussinaque  Hnos.  de  la  contrademanda  que  contra 
ellos  se  ha  deducido  por  dicho  Rabanaque,  debiendo  abo- 
nar las  costas  en  el  orden  que  las  hubieran  causado  y  las 
comunes  por  mitad.  —  Repónganse  los  sellos  y  notifíquese 

con  el  original. 

Manuel  ZavaUta. 

Fallo  de  1»  Suprema  Üorte. 

Buenos  Aires,  Enero  18  de  iS18. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia 
apelada  de  foja  ochenta  y  seis  vuelta ;  satisfechas  las  cos- 
tas y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril  —  Francisco 
Delgado  —  J.  Barros  Pazos  —  J. 
B.    Gorostiaga — Joss  Domínguez. 
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CíAJÜ»A  VI« 


D,  Juan  Marchan  con  D.  Miguel  Lanieri^  sobre  sustitu 

cum  de  personería. 


Sumario. -^V  No  habiéndose  evacuado  un  traslado  ni 
en  el  lérmino  ordinario,  ni  en  el  de  24  horas  señalado, 
bajo  apercibimiento  de  rebeldia,  no  puede  conferirse  nuevo 
traslado,  y  debe  darse  por  evacuado  el  conferido. 

2^  No  puede  subrogarse  un  deudor  á  otro  sin  el  con- 
sentimiento del  acreedor,  art.  14,  lit.  2,  Sec.  1^,  lib.  2, 
Cód.  Civil.  

Caso. — Estando  pendiente  un  incidente  sobre  recusa- 
ción de  arbitro  en  una  causa  sobre  cumplimiento  de  con- 
trato, seguida  por  D.  Juan  Marchall  contra  los  Señores 
D.  Santiago  Meabe  y  D.  Hilarión  Vivanco,  como  contra- 
tistas directos  y  representantes  de  cía  Sociedad  del  Pro- 
greso,» se  presentó  D.  Miguel  Lanieri  como  cesionario 
de  todos  ios  socios  de  dicha  Sociedad,  la  que  calificó 
de  anónima  y  pidió  ser  tenido  por  parte  en  sustitución 
de  los  referidos  Señores  Meabe  y  Vivanco. 

Conferido  traslado,  Marchall  dijo:  que  los  litigantes  no 
pueden  sin  voluntad  de  la  otra  parte  subrogar  en  un  ter- 


DB  iUSTiClA  KÁCIOMAL.  33 

cero  8u  personería  después  de  la  litis-contestacion ;  que 
la  sociedad  paresia  mas  bien  colectiva  y  no  le  convenia 
admitir  la  sustitución  de  una  sociedad  anónima;  concluyó 
pidiendo  que  no  se  hiciera  lugar  á  la  subrogación 
de  Lanieri  á  menos  que  otorgase  una  fianza  de  reconoci- 
do arraigo  en  cuyo  caso  consentiria  en  desprenderse  de 
bs  garantías  que  le  ofrecía  la  responsabilidad  personal 
7  social  de  los  Señores  Meaba  y  Vivanco. 

Corrido  traslado  y  no  espidiéndose  Lanieri,  Marchall 
le  acusó,  rebeldía.  El  Juez  le  intimó  se  expidiera  dentro 
del  término  de  24  horas  bajo  apercimiento  de  rebeldía, 
y  trascorrido  este  término  oFreció  Lanieri  como  fiador  á 
D.  Adolfo  Blayer.  Marchall  pidió  se  justificara  el  arraigo 
del  fiador,  Lanieri  se  opuso  pidiendo  nuevo  traslado  del 
escrito  anterior  de  Marchall  para  demostrar  que  no  tenia  de- 
recho á  exigir  la  fianza.  Llamados  autos  se  dictó  el  si- 
guiente 


WmHm  del  Jlu»m  Seectaiua. 


Buenos  Aires,  Octubre  23  de  1872. 

Y  vistos;  considerando  primero:  —  Que  á  la  parte  de  La- 
nieri se  le  corrió  traslado  del  escrito,  que  Marchall  se  opo* 
nia  en  admitir  la  personería  de  aquella  mientras  no  presentase 
fiador  á  las  resultas  del  juicio ;  á  lo  que  se  agrega  que  La- 
nieri no  ha  evacuado  dicho  traslado  á  pesar  de  haber  tras- 
currido no  solo  el  término  ordinario,  sino  el  de  veinte  y 
cuatro  horas  que  se  le  acordó  con  el  mismo  objeto  bajo 
apercibimiento  de  rebeldía,  y  por  consecuencia  no  solo  no 
puede  correrse  nuevo  traslado,  sino  que  el  corrido  debe 
considerarse  desierto   y  consentida  por  Lanieri  la  petición 

T.  IV.  3 


4^ueídi  por  MarshalL-^^S^odo:  que  m  aa  prtoeipía 
4a  derecho f  qua  no  puede  iabro^ne  uo  deudor  á  otro 
»ia  con^^aotimíento  del  acreedori  como  espreíameote  lo 
a»Ubleca  r^l  artículo  catorce,  título  aeguado,  aeccion  pri- 
mara, libro  aeguodo  del  Código  Civil;  por  eatoa  fuoda- 
wentüi  no  ha  lugar  á  lo  lolicítado  por  la  parte  de  Laoieri, 
6  intimeaele  jualiñque  el  arraigo  del  fiador  prppueatOi  6 
que  en  lu  defecto  tome  la  paraooería  de  eate  juicio  su 
oedente.    Repónganle  loa  aelloi. 

Manuel  ZaváUta. 

Intarpuaito  reourio  de  apelación  y  coiioed&do  en  relaoioa 
•a  dioió  al  aiguíante. 

Buenos  Airas»  Enero  SI  de  1873. 

Vistos:  por  sua  ftindamentosi  se  oonflrma  con  costasi 
e)  auto  apelado  da  foja  cuarenta  y  cuatro  vueltai  y  aa- 
tisfeohaa  eatas,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del   Carril. — Fran- 
asco    Dblgado.  — «  José    Barros 

PaIOS. — JosA    B.     GOROSTUGA. — 
Josa   OOHINGUSI. 


B»  JOBttttA  NA^UOMAt.  d& 


CAUSA  VU. 


JDm  Jnan.  €HnUt$  etnim  Don»  Rsima  dB  Mer^ 

t 

eadalf  par  cobra  da  pa9ú$. 


Sumario — lo  Uo  recurso  Je  rescisión  deducido  des- 
pués áe  vencido  el  término  que  marca  la  ley,  debe  ser 
rechazado. 

2^  Ese  término  empieza  á  contarse  desde  la  publica- 
ción de  la  sentencia  de  que  se  pide  rescisión. 

3o  En  las  demandas  en  qué  una  de  las  partes  es  ar- 
gentina y  la  otra  eetrang^ra,  la  Justicia  Nacional  es  siem- 
pre competeote,  onalquiera  que  sea  la  cantidad  que  se 
litigue. 

Casa — En  4  de  Agosto  de  1871  Don  Juan  Giraldas,  ex- 
tranjero, demandó  ante  el  Juez  Federal  de  la  Sección  dé 
Buenos  Aires  á  Doña  Petrona  de  Afercadal,  argentina,  la 
cantidad  de  $  49,400  m/c.  por  efectos  y  dinero  prestado, 
y  en  un  otraH  espuso  que^  residiendo  la  demandada  en  las 
islas  de  San  Femando,  pedia  se  librase  oficio  para  que  le 
notificase  el  emplazamiento.  • 

£1  Juzgado  proveyó  traslado  y  al  otraH  como  se  pedia» 
seftiüboda  para  la  compartnoia  al  tétmino  da  6  dial,  y  li» 
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brandóse  el  oficio  al  Juez  de  San  Fernando  el  9  del  mis- 
mo mes. 

En  15  de  Setiembre,  no  habiendo  sido  devuelto  el  ofi- 
cio por  el  Juez  de  San  Fernando,  Giraldes  pidió  que  se 
reiterase,  lo  cual  se  hizo  con  fecha  19  del  mismo  mes. 

En  20  del  mismo  el  demandante  espuso  que  la  deman- 
dada vivia  en  el  €  Paseo  de  Julio»  número  127  y  pidió 
que  aquí  se  le  notificasen  las  providencias  pendientes;  y 
habiéndose  proveído  de  conformidad,  el  actuario  con  dos 
testigos,  hizo  constar  que  habia  notificado  á  la  demandada, 
quien  se  habia  negado  á  firmar. 

Con  fecha  3  de  Octubre,  Giraldes  acusó  rebeldía  á  la  de- 
mandada por  no  haber  contestado  la  demanda,  y  el  Juzga- 
do señaló  el  término  de  24  horas  para  contestarla  bajo 
apercibimiento  de  darla  por  contestada  en  rebeldía;  y  esta 
providencia  fué  notificada  como  la  anterior,  haciendo  cons- 
tar el  actuario  que  la  Señora  Mercadal  se  habia  negado  á 
firmar. 

Vencidas  las  24  horas,  el  Juzgado  llamó  autos  en  re- 
beldía de  Doña  Petrona  de  Mercadal  y  posteriormente  con 
fecha  Marzo  18  de  1872  pronunció  senteúcia  definitiva  con- 
denándola á  pagar  la  cantidad  demandada  con  intereses  y 
costas. 

Con  fecha  Marzo  21  Giraldes  pidió  y  obtuvo  que  la  sen- 
tencia definitiva  se  notificase  á  la  demandada  por  edictos  y 
librando  oficio  al  Juez  Paz  de  San  Fernando. 

La  sentencia  se  publicó  en  el  periódico  c  El  Mercantil » 
de  23  de  Marzo;  y  en  cuanto  al  Juez  de  Paz,  contestó  que 
no  habia  notificado  á  la  Señora  Mercadal  porque  no  habia 
sido  ei\poDtrada. 

Con  fecha  8  de  Mayo  Giraldes  pidió  se  declarase  ejecu- 
toriada y  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  la .  sentencia 
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dictada  en  rebeldía  y  el  Juagado  con  fecha  ÍA  del  mismo 
mes  proveyó  como  se  pedia. 

En  seguida  Giraldas  denunció  como  bienes  de  la  de- 
mandada para  ejecutar  la  sentencia,  una  isla  en  el  Partido 
de  San  Femando,  y  pidió  se  librase  oficio  al  Juez  de  Pas 
para  su  tasación,  lo  cual  ordenado  y  cumplido  por  el  Juez 
de  Paz,  fué  aprobada  la  tasación  con  fecha  22  de  Julio  y 
ae  mandó  hacer  almoneda   del  bien  tasado. 

Con  fecha  8  de  Agosto,  el  Juez  de  1>  Instancia  de  la 
Provincia  Dr.  Garcia  Fernandez  á  solicitud  de  Doña  Petro* 
na  de  Mercadal,  hizo  saber  al  de  Sección  que  por  au  Juz- 
gado se  seguian  \o6  autos  testamentarios  de  Don  Fausti- 
no  Mercadal,  hijo  de  aquella  señora,  y  que  tenieiido  co* 
nocimiento  que  ante  el  Juez  de  Sección  seguia  D«  Jupn 
Giraldas  un  incidente  contra  la  sucesión,  .esperaba  que  Ip 
remitiera  á  aquel  Juzgado. 

El  Juez  de  Sección  contestó  que  los  autos  eran  contra 
Doña  Petrona  de  Mercadal  y  no  contra  D.  Faustino  como 
se  decia. 

En  este  estado,  Don  Bernabé  Basoalto  por  Doña  Petro- 
na de  Mercadal  se  presentó  al  Juzgado  de  Sección  espo- 
niendo, que  en  el  espediente  se  habian  cometido  faltas  de 
gravedad  por  lo  que  pedia  se  declarase  nulo  todo  lo  obrado. 
Que  en  primer  lugar  Giraldes  habia  dicho  al  actuario 
que  su  representada  tenia  su  domicilio  en  esta  ciudad  lo 
cual  era  falso;  agregando  que  en  esa  época  ella  se  en- 
contraba en  las  Islas  del  Paraná,  donde  tiene  su  domici- 
lio. 

Que  en  segundo  lugar,  siendo  ella  vecina  del  Partido  de 
San  Fernando  y  habiendo  sido  la  demanda  por  menos  de 
$  20,000  tenia  derecho  á  exigir  que  se  le  demandase  an- 
te el  Juez  de  Paz  de  aquel  Partidoi 

Que  en  tercer  lugar  la   citación  por  edictos  nada    im- 


38         FALLOS  DB  hK   SUPREMA  €ORTE 

portaba  porque  su  representada  no  sabia  leer  y  vivia  en 
despoblado  á  donde  no  van  diarios  ni  personas  de  esta 
ciudad. 

Fundado,  en  que  nada  debia  al  demandante,  en  que  la 
demandada  no  habia  sido  notificada  en  forma  y  en  que 
el  asunto  era  de  la  competencia  del  Juez  de  Paz,  pidió  se 
declarase  nulo  todo  lo  obrado  con  costas  á  Giraldes. 

Corrido  traslado,  Giraldes  contestó:  á  lo  primero  que  no 
era  exacto  que  hubiese  dicho  que  el  domicilio  de  la  de- 
mandada era  en  esta  ciudad,  sino  que  habia  venido  y  se 
encontraba  en  la  casa  indicada  en  la  cual  consta  que  se 
constituyó  el  actuario  y  le  notificó  las  providencias  pen- 
tlieutes. 

A  lo  segundo,  que  el  Juez  de  Paz  no  era  competente  pa- 
ira conocer  en  causas  seguidas  por  un  extrangero  contra 
una  argentina. 

A  lo  tercero  contestó  que  no  hay  ley  alguna  que  anu- 
le las  notificaciones  hechas  por  edictos,  por  el  hecho  de 
no  saber  leer  y  vivir  en  despoblado  la  persona  notificada. 

Que  aun  prescindiendo  de  esto,  y  suponiendo  que  no 
hubiese  sido  la  demandada  la  persona  notificada  por  el 
actuario  al  principio  de  estos  autos,  hay  el  hecho  del  ofi- 
cio reiterado  al  Juez  de  San  Fernando  para  que  notifica- 
ra la  sentencia  á  la  demandada ;  y,  habiendo  el  Juez  de 
Paz  contestado  que  no  se  le  encontraba  se  hizo  la  notifi- 
cación por  edictos  como  lo  previene  el  art.  190  de  la 
Ley  de  Procedimientos. 

Que  por  otra  parte,  el  recurso  estaba  deducido  fuera 
del  término  que  señala  el  art.  192,  el  cual  habia  empe- 
zado á  correr  desde  la  notificación  en  forma  por  edictos. 

Pidió  se  rechazara  con  costas  el  recurso  deducido. 
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FaUo  del  Jlues  de  ñemekon. 


Buenos  Aires,  Octubre  11  de  1872. 

Ttstos  estos  autos  seguidos  entre  Doña  Petrona  Herca- 
dal  y  Don  Juan  Giraldes  sobre  rescisión  de  una  senten- 
cia pronunciada  en  rebeldía  de  la  primera  en  demanda 
deducida  por  dicho  Giraldes,  y  resultando: 

Primero — Que  la  sentencia  pronunciada  en  rebeldía  fué 
publicada  en  el  periódico  c  El  Mercantil  t  de  veinte  y  dos 
de  Marzo  del  presente  año; 

Segundo — Que  Doña  Petrona  Mercadal  ha  deducido  el 
recurso  de  rescisión  6on  fecha  cuatro  de  Setiembre,  se- 
gún resulta  del  cargo  puesto  á  sü  escrito  de  fojas  cua- 
renta y  ocho  á  cincuenta; 

Tercero — Que  con  fecha  ocho  de  Agosto  último,  el  Se- 
ñor Juez  de  primera  Instancia  Doctor  García  Fernandez, 
solicitado  por  dicha  Doña  Petrona  Mercadal,  se  dirigió  á 
este  Juzgado  en  la  suposición  de  que  ante  él  se  seguia 
un  juicio  contra  la  sucesión  de  D.  Faustino  Mercadal,  hi- 
jo de  aquella,  y  haciendo  saber  que  por  el  Juzgado  á  su 
cargo  se  seguian  los  autos  testamentarios  del  dicho  Don 
Faustino  Mercadal,  lo  que  demuestra,  á  pesar  del  falso  su- 
puesto, de  ser  la  demanda  contra  lá  sucesión  de  Don 
Faustino,  que  Doña  Petrona  tuvo  conocimiento  de  la  cau- 
sa seguida  ante  este  Juzgado  contra  ella  el  dia  ocho  de 
Agosto  referido; 

Cuarto — Que  el  recurso  de  rescisión  lo  funda  lá  solici- 
tante en  no  haber  sido  citada  legalmente,  en  no  haber  te- 
nido conocimiento  de  su  citación  por  edictos  y  én  ser  es- 
te Juzgado  incompetente,  porque  estando  domiciliada  eli 
el  partido  de  San  Fernando,  y  tratándose  dé  una  demanda 
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por  cantidad  de  pesos,  de  que  puede  conocer  el  Juez  de 
Paz  de  dicho  Partido,  ante  él  ha  del^ido  ser  demandada 
y  no  ante  este  Juzgado. 

Considerando:  Primero — Que  además  de  constar  de  au- 
tos, €(úe  Doña  Petrona  de  Mercadal  fué  notiHcada  dos  ve- 
ces en  persona,  por  cuya  razón  se  siguió  la  causa  en  re- 
beldía de  la  misma,  el  recurso  deducido,  no  lo  ha  sido 
dentro  del  plazo  señalado  por  el  articulo  ciento  noventa  y 
tres  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos,  por  cuanto, 
acordando  este  el  de  quince  dias  contados  desde  el  si- 
guiente al  de  la  notificación,  debe  contarse  este  plazo 
desde  la  publicación  de  la  sentencia  con  arreglo  al  artí- 
fiülo  ciento  noventa  de  la  misma  ley. 
..  Segundo — jQue  aunque  el  artículo  ciento  noventa  y  cua- 
tro .  de  la  misma  ley,  el  condenado  en  rebeldía,  puede  so- 
licitar la  rescisión,  acreditando  que  no  ha  podido  tener 
noticia  ni  de  la  demanda,  ni  de  la  sentencia,  aun  des- 
pués de  vencido  el  espresado  plazo  ó  el  que  se  le  hubie- 
se acordado  en  la  sentencia,  consta  en  este  caso  que 
cuando  menos  tuvo  conocimiento  de  la  sentencia  el  ocho 
de  Agosto  último  y  por  consecuencia,  habiendo  deducido 
el  recurso  el  cuatro  de  Setiembre,  lo  ha  deducido  después 
de  vencido  el  término  legal  y  no  le  es  aplicable  el  arti- 
..culo  ciento  noventa  y  cuatro  citado. 

Tercero  r-Q^^  aunque  es  evidente  que  todo  lo  actuado 
.seria  nulo  si  el  Juzgado  no  fuese  competente  para  cono- 
cer en  la  demanda  á  que  se  refiere  el  recurso  pendiente, 
también  es  evidente  é  incuestionable  con  arreglo  á  la  Ley 
que  determinó  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  Naciona- 
les, que  este  Juzgado  es  competente  para  conocer  en  di- 
cha demanda  por  tratarse  de  causa  civil  entre  Don  Juan 
Giraldes,  extrangero,  y  Doña  Petrona  Mercadal,  argentina, 
(artícuk)  segundo»  inciso  segundo  de  la  última  ley  citada. ) 


Por  estos  fundamentos,  fallo:  no  haciendo  lugar  al  re- 
curso deducido  por  Doña  Petrona  Mercada),  y  declarando 
firme  y  valedera  la  sentencia  recurrida,  con  declaración  de 
que  las  costas  causadas  serán  á  cargo  de  la  recurrente 
Doña  Petrona  Mercada!. — Repónganse  los  sellos. 

»  _ 

Manuel  Zavaleta, 

Apelada  esta  sentencia  por  la  demandada,  la  Suprema 
Corte,  después  de  la  vista,  defirió  confesión  judicial  al 
demandante,  quien  dijo  que  la  deuda  provenia  de  dinero 
prestado  y  de  gastos  funerarios  del  hijo  de  la  demandada, 
todo  lo  cual  constaba  en  sus  libros  que  hablan  estado  en 
poder  del  Juez. 

Ailto  de  la  Suprema  Cfei^e. 

Buenos  Aires,  Eaero  21  de  1813. 

Vistos :  por  lo  que  resulta  de  la  precedente  diligencia  y 
por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto  ape- 
lado de  foja  sesenta  y  cinco,  y  satisfechas  y  repuestos  los 
sellos,   devuélvanse. 

Salvador  María  dbl  Carril.^  José 
Barros  Pazos.  ~  José  B.  Coros- 

TUGA. — J.     DomlfGUEZ. 
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cüLUS/k  Tin. 


Della  Zoppa  hermanos^  con  el  ¡Ueo^  sobre  revocación  de 

una  resolución  de  aduana. 


Sumario.  —  1^  La  resolución  de  las  diferencias  que  sur- 
gen entre  los  comefciantes  y  los  yislas  de  la  aduana,  sobre 
aforo  de  mercaderías,  corresponde  según  los  articules  i42, 
m  y  145  de  las  Ordenanzas  de  Aduana  de  i4  de  Agosto 
de  1866,  á  la  Dirección  General  de  Aduanas. 

2o  No  habiéndose  creado  aun,  ni  establecido  esta  Direc- 
ción General  de  Aduanas,  el  t^.  E.  es  la  única  autoridad 
cohipetente  para  resolverlas,  con  arreglo  al  art.  149  de  las 
mismas  ordenanzas. 


(jaso.  ^-^DeÁh  Zoppa  Hnos.  pridieron  á  la  aduana  el  des- 
pacho de  106  rollos  de  ctffo,  cáñamo  blanco.  El  Vista  in- 
formó que  los  tollos  eraii  de  ima  especie  distinta,  es  decir, 
de  piola  gruesa.  El  tribunal  de  Vistas  confirmó  este  infor- 
me y  el  administrador  de  R.  N.  condenó  á  Della  Zoppa 
Hnos.  al  pago  de  dobles  derechos  sobre  la  diferencia  de 
valor. 

Della  Zoppa  hermanos  apelaron  al  juzgado  nacional.  Di- 
jeron que  su  mercadería  era  cabo  y  no  piola  gruesa ;  que 


podían  aombra rse  peritos ;  <iue  ellos  habían  ofrecido  aban- 
donar las  mercaderías  si  se  insistía  en  el  aforo,  y  no  comr 
prendían  porque  la  aduana  no  aceptaba  este  abandono  ^ue 
debía  convenirle  mucho  mas  que  la  pena  impuesta. 

Corrido  vista  al  fiscal,  dijo  este  que  debía  estarse  á  la 
decisión  del  tribunal  de  Vistas  con  arreglo  á  la  jiArispru- 
dencía  establecida  en  este  aentido. 


WmUm   del  Sumu  tte^rímimh 


Buenos  Aires,  Octubre  22  de  1872. 

Y  vistos :  siendo  jurisprudencia  establecida  por  resolución 
de  la  Suprema  Corte  de  veinte  y  tres  de  Marzo  del  corriente 
año,  recaída  en  los  autoa^  traídos  en  apelación  por  D.  Adolfo 
Modet,  que  la  ciasríicacion  hecha  por  el  tribunal  de  Vistas 
debe  hacer  fé  en  los  tribunales,  sin  que  sea  permitido  el 
nombramiento  de  peritos  al  objeto  de  averiguar  si  esta  clast- 
(icacion  es  ó  no  bien  hecha,  y  estando  basada  la  sentencia 
apelada  en  el  informe  del  tribunal  de  Vistas  y  en  la  disposi- 
ción del  articulo  novecientos  noventa  y  tres  de  las  Ordenan- 
zas de  Aduanas,  confirmase  esta  por  sus  fundamentos,  y  en 
su  coMecuencia,  remítanse  loa  autos  al  administrador  de 
aduana  para  que  lleve  adelante  su  resolución  de  foja  cuatro : 
hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  ügarriza. 

Interpuesto  y  concedido  libremente  el  recurso  de  apela- 
ción. Delta  Zoppa  Hnos.  pidieron  el  nombramiento  de  peritos 
ó  la  aceptación  del  abandono  de  las  mercfl^derias. ;  dijeron 
que  la  Suprema  Qorte  no  podía  haber  sentado  la  doctriipa 
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atribuida  por  la  sentencia  apelada  ;  que  el  caso  de  Modet 
era  distinto  por  tratarse  en  aquel  de  la  diferencia  entre 
calidades  de  una  misma  especie,  y  en  esle  de  diferencia  de 
especie ;  que  sí  el  tribunal  de  Vistas  fuera  declarado  infali^ 
ble,  se  haría  de  él  el  arbitro  y  dueño  de  la  fortuna  de  todo 
el  comercio. 

Se  pasó  vista  al  Procurador  General,  quien  dijo ;  que  la 
cuestión  no  podia  resolverse  sin  recurrír  á  los  peritos,  los 
que  la  Corle  habia  rehusado  en  otros  casos ;  que  no  podría 
tampoco  aprobarse  el  absurdo  de  la  sentencia  apelada  de- 
clarando infalible  al  tribunal  de  Vistas,  quienes  pertenecien- 
do á  otros  ramos  son  los  mas  incompetentes;  que  por  las 
Ordenanzas  de  Aduanas  no  han  de  traerse  ante  los  tribu- 
nales ordinarios  estas  cuestiones  las  que  deben  resolverse 
por  la  dirección  general  de  aduanas,  y  no  existiendo  esta 
por  el  Superior  Gobierno ;  concluyó  pidiendo  que  la  Corte 
se  declarara  incompetente  revocando  la  sentencia  apelada 
en  virtud  de  los  arts.  142  á  145  de  las  Ordenanzas  de 
Aduanas  y  remitiendo  los  autos  al  P.  E.  en  virtud  del  art.  149. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Enero  23  de  4873. 

Y  vistos :  de  acuerdo  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
Señor  Procurador  General  y  por  los  fundamentos  del  fallo 
de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional  de  diez  y  seis  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos  en  el  caso  de 
los  Señores  Bemberg,  Heimendhall  y  Compañía  con  la  Adua- 
na, se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  catorce,  y  satisfechas 
que  sean  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  por 
su  orden  al  administrador  de  rentas,  para  que  pase  este 
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asunto  al  Poder  Ejecutivo,  por  ser  éste  la  única  autoridad 
competente  para  decidir  las  cuestiones  que  se  susciten 
sobre  la  partida  del  arancel  que  corresponda  á  algún  arti- 
culo, mientras  no  se  cree  y  establezca  la  Dirección  General 
de  Aduanas. 

Salvador  María  del  Carril.  —Fran- 
GisGO  Delgado.  — José  Barros  Pa- 
zos. —  José  B.  60R08TIA6A.~J0SÍ 
DomNGUBZ. 


(•••i 


CAUSA.    WJL 


D.  Jo$¿  Latardí»  euUn  D,  Tmá$  P'utraaen  ^  D.  A»- 
gd  Bam,  ten  iiqmiaám.  i»  una  lúáedad. 


Samario.  — i*  Todas  las  eoestíones  sodale«  qne  te  to»- 
oten  entfe  loeios  doraeta  la  esisleocía  de  b  sociedad, 
so  liqaidacíoo  ó  prtíeíoo,  deben  ser  decididas  por  j^ie' 
ees  arbitndons  aembndos  por  las  partes,  'art  511  v 
1036  Cód.  (b  Coa.) 
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i^  La  liquídaoíoo  social  debs  comprender  ^  arreglo  é^ 
las  coeatas  y  responsabilidades  de  cada  socio  para  con' 
la  sociedad. 


Coio. — D«  José  Layarello  ocurrió  al  juzgado  nacional  de 
esta  sección  exponiendo;  que  habia  celebrado  un  contra- 
to con  el  Gobierno  Nacional  para  la  construcción  del  vapor 
de  fierro  cEl  gran  Chaco»  para  la  navegación  del  rio 
Bermejo ;  que  se  habia  trasladado  á  Santa-Fé  para  acabar 
de  armarlo  con  el  auxilio  de  14,000  pesos  bolivianos  su- 
ministrados por  D.  Mariano  Cabal  como  parte  social  de 
este  en  dicho  negocio;  que  Cabal  trasfirió  su  acción  á 
D.  Tomás  Pietranera,  que  se  estableció  entonces  una 
sociedad  entre  él,  Pietranera  y  D.  Ángel  Basso;  que  em- 
prendió un  primar  viaje ;  que  desembarcado  en  el  puerto 
de  la  Esquina  Grande  se  dirigió  á  Salta  conduciendo  un 
resto  de  carga ;  que  en  Salta  fué  detenido  por  un  pleito ; 
que  los  socios  le  abandonaron,  y  Basso  se  fugó  del  Puerto 
Rivadavia  con  el  vapor  que  estaba  embargado  por  orden 
del  Juez  Federal ;  que  Pietranera  remató  y  después  compró 
el  vapor;  y  que  por  estos  hechos  entablaba  demanda  con- 
tra los  ex-soüios  por  la  devolución  de  su  capital  social ; 
por  el.  saldo  del  importe .  del  vapor,  y  por  los  daños  y  per- 
juicios. 

Contestó  la  demanda  Pietranera,  diciendo  que  él  de- 
sembolsó todo  el  dinero  que  costó  la  construcción  del 
vapor;  que  pudo  hacerlo  suyo  y  sin  embargo  quiso  ser 
generoso  formando  con  Lavarello  una  sociedadi  en  la  que, 
en  caso  de  liquidación,  se  le  consideraba  un  capital  que 
no  habia  puesto;  que  Lavarello  faltó  á  sus  deberes  de 
cspitio  y  do  socio  abandonando  el  vapor  y  disponiendo, 
como  dueño,  de  la  carga;  que  causó  inmensos  gfistos  cpn* 
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vieigo  de  ^cer  p^rdor  Isi  ^bvepQÍoa  4^  6flt)Í9J^qQ;  qui^ 
en  este  estado  los  socios  baoi^pdo  u^o  de  s^s  der^^ohoA 
se  apoderaron  del  ysj^v  y  1q  trajeron  á  Q^epoa  Aires; 
pidió  se  rechazara  la  d^ips^nda  de  léavarellp,  y  loi  pMtra- 
demandó  por  los  daños ,  y  perjuicjos  q^Oi  resi^ltasea  do  1^^ 
liquidación  de  la,  sociedad;  previa  rendioion  d$|  Queq^as  4#^ 
las  somas  y  merc^tderíeis  que  el  repibi^^. 

Citado  por  edictqs  D.  Ángel  Bas^pi  se.  dicM  m  3U{  re-* 
baldía  el   siguiente 


Fallo  del  JíiMft^  Sceciqni^. 


r      t 


Buenos  Aires^  No^embre  2  de  1872. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  José  Lavarello  contra 
D.  Tomás  Pietranera  y  Di  Ángel  Basso  condominos  del 
vapof  c  Gran  Ghteo  >  por  cobro  del  capital  aportado  á  la  so^ 
ctedad  por  diebo  Lavarello,  con  lo  demás  deducido  y  conside-i 
rendo:-^  Primero,  Que  la  acoien  deducida  por  LavareHó  como 
lo  ha  deplarado  la  Suprema  Oévte  en  la  sentencia  de  fo-* 
jas  cuarenta  y  cuatro,  no  es  reivindicatoría  del  vapor  <  Oi^an 
Chaco »  sino  personal  contra  sus  ex«soc¡os  por  cobro  del  ca- 
pital introducido  para  la  compra  de  dicho  vapor,  utilida- 
des] de  la  sociedad  y  daños  y  perjuicios  provenientes  de 
la  disolución  de  la  misma; — Segundo,  Que  el  ex«soQÍo 
Pietranera  contramanda  á  la  vez  á  Lavarello  para  que 
rinda  cuenta  de  la  administración  del  vapor  como  capi- 
tán que  fué  de  él  y  para  que  se  le  condene  á  la  indemniza- 
ción de  los  daños  y  perjuicios  que  con  su  proceder  como 
tal  capitán  ha  erogado  á  la  sociedad  ¡Tercero, —  Que  consta 
de  autos  que  los  condominos  del  vapot  cGran  Chaco» 
han  hecho    uso    común  de  él   y   por  consecuencia  han 
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eonstituido  una  sociedad  que  con  arreglo  al  artículo  108& 
del  Código  de  Comercio  queda  sometida  á  las  reglas  gene- 
rales establecidas  para  las  sociedades  en  el  libro  2,  título 
8o  del  mismo  Código ;  Cuarto,  Que  consecnente  á  lo  estable- 
cido en  el  precedente  considerandoi  las  acciones  deducidas 
en  el  presente  juicio  y  de  que  se  ha  hecho  mérito  en  los  dos 
primeros  considerandos  de  esta  sentencia,  lo  han  sido  en 
ejercicio  de  ia  acción  pro-socio  que  la  ley  acuerda  á  todos 
los  asociados;  Quinto,  Que  todas  las  cuestiones  sociales  que 
se  suscitaren  entre  los  socios  durante  la  existencia  de  la  so- 
ciedad, su  liquidación  ó  partición  deben  ser  decididas  según 
el  artículo  511,  Código  de  Comercio,  por  jueces  arbitrado- 
res,  y  por  consecuencia  las  acciones  deducidas  deben  de 
acuerdo  oon  dicha  prescripción  y  con  la  del  artículo  1035 
del  mismo  Código,  ser  decididas  por  jueces  arbitradores, 
nombrados  por  las  partes. 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  declarando  que  las  accio- 
nes deducidas  deben  ser  decididas  por  jueces  arbítradores 
que  nombrarán  las  partes  en  el  dia  que  determinará  el  Jua- 
gado, así  que  esta  sentencia  hubiese  pasado  en  autoridad 
de  cosa  juzgada — Repónganse  los  sellos  y  notiCquese  eoo 
el  original. 

Manuel  Zavahta. 


Pietranera  apeló  y  concedido  la  apelación,  expresando 
agravios,  dijo :  que  él  contrademandó  á  Lavarello  pidiendo 
la  rendición  de  cuentas  de  lo  que  debia  como  capitán  á 
la  sociedad;  que  la  liquidación  social  era  imposible  sin  esta 
previa  rendición  de  cuentas. 

Corrido  traslado,  contestó  Lavarello:  que  la  contrademan- 
da  tiene  que  conocerse  y  fallarse  por  el  juez  de  la  demanda; 
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que  aun  admitiendo,  que  la  rendición  de  cuentas  fuera 
una  cuestión  previa  no  podia  resolverse  por  un  tribunal  dis- 
tinto; que  en  la  liquidación  social  debian  comprenderse 
todas  las  cuentas  y  actos  déla  gestión  social;  y  por  con- 
sif^iente  la  sentencia  apelada  estaba  perfectamente  arregla- 
da á   derecho. 


WwMm  de  Mm  ftaprema  Clerte. 


Buenos  Aires,  Enero  30  de  1873. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  y  considerando  que  la  liquida- 
ción social  debe  comprender  el  arreglo  délas  cuentas  y  res- 
ponsabilidades de  cada  socio  para  con  la  sociedad,  se  con- 
firma con  costas  la  sentencia  apelada,  y  satisfechas  las  da 
esta  instancia,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.— José  B.   Gorostuga. — 

J.    DOBIINGUEZ. 


T,  lY. 
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CLA.USA  ^SL. 


Los  Sres.   Roberto  DouddU  y  C^  cml  el  Procurador 
Físealf  sobre  revocación  de  una  resolución  de  la 

Aduana. 


Sumario. — 1^  En  todos  los  casos  de  falsa  manifestación 
hay  infracción  de  las  ordenanzas  de  la  Aduana,  ya  sea  que 
la  manifestación  proceda  de  error  ó  de  mala  fé. 

2^  En  el  caso  de  error  evidente  é  imposible  de  pasar 
desapercibido,  la  ley  confiere  únicamente  á  los  administrado- 
res la  facultad  de  admitir  este  hecho  como  circunstancia 
atenuante  (art.  1422)   ó  escusante  (art.  1S23). 

3""  Siendo  los  propósitos  de  esta  ley  que  los  administra- 
dores solos,  quienes  por  su  posición  están  mas  al  cabo 
de  los  antecedentes,  aprecien  las  referidas  circunstancias,  no 
es  admisible  que  sus  resoluciones  á  este  respecto  puedan 
ser  susceptibles  de  una  apelación. 


Caso — Doudall  y  C*  presentaron  á  la  Aduana  un  ma- 
nifiesto pidiendo  el  despacho  de  4  cajones  con  seis  sillas 
de  montar  y  de  6  con  doce. 
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El  vista  informó  que  habia  error  ea  el  contenido  del  ma- 
nifiesto por  contener  los  4  cajones  6  sillas  cada  uno,  y 
12  cada  uno  los  otros  seis. 

Doudall  y  G*  declararon  que  el  exceso  en  los  cajones 
provenia  de  la  omisión  de  la  palabra  cada  uno  en  la  copia 
de  la  &ctura. 

El  administrador  de  la  Aduana,  usando  de  la  facultad 
del  art.  1122  de  las  ordenanzas  conmutó,  en  vista  de  la 
enormidad  del  error,  la  pena  de  comiso  en  la  dobles 
derechos. 

Doudall  y  G*  apelaron  ante  el  Juez  de  Sección,  pidien- 
do la  absolución  de  toda  pena.  Dijeron :  que  su  mani- 
fiesto era  exacto ;  que  debia  naturalmente  entenderse  que 
cada  uno  de  los  4  cajones  contuviera  6  sillas  y  12  cada 
uno  de  los  6 ;  que  aun  admitido  el  error  no  pedia  pasar 
desapercibido  y  con  arreglo  al  art.  1123  de  las  ordenanzas, 
debia  ser  exento   de  pena. 

Gonferida  vista  al  Fiscal,  dijo  este  que  los  recurrentes 
habían  declarado  primero  que  hubo  error  y  pretendian 
ahora  que  no  hubo ;  que  esto  no  era  serio ;  que  el  error  en 
el  manifiesto  es  siempre  una  infracción  de  las  ordenanzas; 
que  lar  circunstancia  de  ser  evidente  el  error  se  admite  como 
atenuante  por  los  art.  1122  y  1123;  que  estos  artículos 
hacen  solo  facultativa  la  absolución,  y  no  podía  mandarse 
por  el  juez  que  el  administrador  tomara  por  precepto  de 
la  ley,  lo  que  es  ona  mera  fiícultad* 


FaD»  úiHS\ 


Boeaot  Airas,  Odtibre  9  áe  1872. 

T  vbtos  estof  autos  traídos  en  apdacíon,  por  D«  Roberto 
DondaH,  j  eooflderaiido :  ie  Que  del  contesto  áá  art.  1123 
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de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  resulta  claramente  que  en 
todos  los  casos  de  falsa  manifestación  hay  infracción,  ya 
sea  que  aquella  proceda  de  error  ó  de  mala  fé; — 2^  Que 
aun  en  los  casos  de  error  evidente,  imposible  de  pasar  de- 
sapercibido, la  ley  no  absuelve  al  que  lo  padece,  sino  que 
únicamente  confiere  á  los  administradores  la  facultad  de 
admitir  este  hecho  como  una  circunstancia  atenuante 
(art.  1122)  6  escusante  (art.  1123)  según  las  circunstan- 
cias del  caso;  —  3o  Que  siendo  los  propósitos  de  la  ley  al 
conferir  estas  facultades  á  los  administradores  que  sean 
ellos,  que  por  su  posición  están  mas  al  cabo  de  los  ante- 
cedentes de  cada  despachante  en  la  Aduana,  los  que  apre* 
cien  las  variadas  circunstancias  de  cada  hecho  particular 
y  cuya  constatación  es  las  mas  veces  difícil  en  los  límites  de 
un  proceso,  no  seria  por  lo  tanto  admisible  que  sus  juicios, 
á  este  respecto  puedan  fundar  una  apelación;  y  4^  Que 
estando  la  resolución  apelada  de  acuerdo  á  las  prescripciones 
vigentes,  los  apelantes  no  pueden  decirse  agraviados  por 
ella;  por  estos  fundamentos,  y  los  de  la  resolución  ape- 
lada de  f.  1  vta.  se  confirma  con  costas,  y  en  su  conse- 
cuencia devuélvanse  para  que  el  administrador  lleve  ade- 
lante su  ejecución,  hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  Ugarrixa. 

Doudall  y  C^  apelaron,  y  concedida  la  apelación  pidieron 
la  revocación  del  auto  apelado.  Dijeron  que  no  habia 
contradicción  en  la  declaración  anterior  y  lo  que  ahora  sos* 
tienen;  que  no  hubo  error  en  la  cantidad  manifestada, 
sino  un  simple  error  de  lenguaje;  que  el  art.  1123  aunque 
sea  por  su  forma  una  mera  facultad,  importa  por  su  con- 
tenido, un  verdedaro  precepto  de  la  ley. 

Conferida  vista  al  Sr.  Procurador  General,  pidió  este  tam- 
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bien  la  revoeaeion  del  auto  apelado.  Dijo:  que  había  sido 
abundante  a^pregar  en  el  manifiesto  la  palabra  iada  uno ;  que 
el  administrador  había  debido  amonestar  al  Vista  por  sü 
celo  malentendido;  que  el  art.  4123  es  un  verdadero  pre- 
cepto^ por  considerar  la  ley  que  no  ha  habido  fraude  en 
las  declaraciones  provenientes  de  un  error  evidente  é  im- 
posible de  pasar  desapercibido. 


Fidlo  de  to  ftuprenuí  Cmríe. 


Buenos  Aires^  Febrero  4  de  1873. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  nueve;  satisfechas  y  repuestos  los 
sellos  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — Josí 
B.  GoROSTUGA. — J.  Domínguez. 
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Los  Sres^  Forrest  y  (^  contra  el  capitán  del  vapor 
c  Entre  Rios  >,  por  cobro  de  daños  y  perjuicios. 


Sumario.  —  No  hay  derecho  á  retener  los  fletes  para  res- 
ponder á  los  daños  que  se  pretenden  sufridos  por  la  carga, 
cuando  el  fletador  no  hace  oposición  al  crédito  de  aquellos, 
y  el  fletante  no  se  halla  en  el  caso  de  deber  arraigar 
el  juicio. 

Caso.  —  Forrest  y  C*,  cargaron  á  bordo  del  vapor  cEntre 
Ríos»  167  bultos  de  alambre  con  destino  á  Gualeguay  y 
para  entregar  á  Senestraro  y  G^. 

El  capitán  del  vapor  manifestó  la  carga  á  la  orden  de  los 
Sres.  Black  en  lugar  de  los  Sres.  Senestraro  y  G&,  y  á  su 
llegada  al  destino  no  compareciendo  nadie  á  recibirse  de  la 
carga,  la  dejó  en  el  muelle  del  Ferro-Garril,  donde  sufrió 
dos  aguaceros. 

Forrest  y  G^  demandaron  al  capitán  por  los  gastos,  los 
daños  y  perjuicios  y  las  costas. 

Gorrido  traslado,  contestó  el  capitán  que  el  lanchero, 
del  que  recibió  los  efectos  de  Forrest  y  G»,  le  manifestó 
que  la  carga  era  para  los  Sres.  Black;  que  así  él  lo  maní- 
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festó ;  que  llegado  á  Gualeguay,  no  concurriendo  Black, 
dejó  loa  efectos  á  cai^o  del  Resguardo  ;  concluyó  pidiendo 
se  rechazara  la  demanda  y  reconvino  á  Forrest  y  G^  por  el 
pago  del  flete. 

Forrest  y  G*  oblaron  el  flete,  pidiendo  que  quedara  depo- 
sitado en  el  Banco  de  la  Provincia,  á  la  orden  del  juzgado, 
para  responder  á  los  daños  reclamados. 

Fallo   del    Jíuez  Seccional. 

Baenos  Aires,  Octubre  29  de  1872. 

Habiéndose  deducido  contrademanda  por  el  cobro  de  los 
fletes,  y  no  haciendo  oposición  en  cuanto  á  dichos  fletes  el 
fletador,  y  no  siendo  el  caso  de  arraigar  el  juicio,  entre- 
gúese la  cantidad  oblada  al  capitán  del  vapor  «Entre  Rios» 

y  autos  como  están  llamados. 

Zavaleta. 

Forrest  y  G%  pidieron  revocatoria  de  este  auto  apelando 
in  iubsUUum^  dijeron ;  que  en  la  causa  de  Frendelburg 
Schatz  y  G&  con  el  capitán  del  <  Scotland »  por  fallo  del 
juzgado,  confirmado  por  la  Suprema  Corte  se  habia  acor- 
dado á  los  demandantes  la  retención  de  los  fletes,  fundán- 
dose en  que  la  demanda  era  por  daños  sufridos  por  lascar- 
ga ;  que  hay  privilegio  especial  sobre  el  flete  por  los 
daños  y  perjuicios  sufridos  por  la  carga,  y  que  la  entrega 
del  flete  haria  ilusorio  semejante  privilegio. 

Auto  del  JíacB  ftoccloiuil. 

Baenos  Aires,  Noviembre  5  de  1872. 
Por  los  fundamentos  del  auto  recurrido  y  no  habiendo 


56         FALLOS  DB  LA  SUPREMA  CORTE 

analogía  entre  este  caso  y  el  citado  en  el  presente  escrítOi 
por  cuanto  en  el  último  hubo  demora  por  parte  del  capitán, 
á  lo  que  se  agrega  que  el  último  era  estrangero  no  domi- 
ciliado en  la  República,  no  ha  lugar  á  la  revocatoria  que  se 
solicita  y  se  concede  en  relación  la  apelación  interpuesta. 

Zavakta. 


Fallo  de  Ui  Suprema  Clerte. 

Buenos  Aires,  Febrero  6  de  1873. 

Vistos:   por  los  fundamentos  de  los  autos  de  foja    cin" 
cuenta  y  nueve  vuelta  y  sesenta  y  cuatro  vuelta,   se  con 
firma  el  apelado  de  foja   cincuenta  y  nueve   vuelta,   con 
costas;  satisfechas  las  cuales  y   repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos. —  J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J. 

Domínguez 


*—* 
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CÍ1.USA    JLn. 


Dm  Angd  Texo  contra  Dm  Cárbs  De  Mot  y  Don  Juan 

Cruz  Yarda  f  sobre  ewipeíencia. 


Sumario. — El  conocimiento  de  la  ejecución  de  un  laudo 
sobre  cuestiones  sociales,  seguida  de  común  acuerdo  ante 
la  Justicia  Provincial,  debe  continuarse  ante  ella,  aunque 
entre  dichas  cuestiones  se  comprenda  una  referente  á  la 
propiedad  de  un  vapor. 


Caoo.  — La  sociedad  c  Garlos  De  Mot  y  G*  >  para  la  pro- 
visión de  caballos  al  ejército  brasilero,  constituida  por  los 
Sres.  Garlos  De  Mot,  Juan  Gruz  Várela  y  Ángel  Texo,  se 
disolvió  de  común  acuerdo  de  los  socios,  renunciando  De 
Mot  y  Várela  á  favor  de  Texo  sus  derechos  con  escepcion 
de  los  referentes  á  las  estipulaciones  provenientes :  1^,  de 
la  negociación  de  caballos ;  2o,  de  las  raciones  suministra- 
das hasta  el  30  de  Octubre  de  1869;  So,  del  condominio 
del  vapor  c  Gonde  d'  Eu>.  Estos  tres  puntos  fueron  some- 
tidos  por  común  acuerdo  á  resolución  arbitral,  y  los  arbi- 
tros arbitradores  nombrados  por  las  partes  dictaron  su 
fallo  en  31  de  Mayo  de  1870  en  el  que  respecto  al  vapor 
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c  Conde  d'  Eu  >  resolvreron  que  debía  ser  vendido,  dividién- 
dose su  importe  entre  los  condóminos. 

De  Mot  y  Várela  demandaron  en  seguida  á  Texo  ante  el 
Juzgado  de  Comercio  de  Buenos  Aires,  pidiendo  la  ejecu- 
ción del  laudo. 

Texo  se  opuso,  diciendo  que  el  laudo  no  tenía  los  re- 
quisitos de  ley.  El  juez  ordenó  el  cumplimiento  del  laudo, 
Texo,  encontrándose  entonces  en  estado  de  moratorias  inter- 
puso recurso  de  apelación  que  se  le  negó,  De  Hot  y  Várela 
insistieron  en  la  ejecución  del  laudo. 

El  Juez  de  Comercio,  acompañado,  por  haber  sido  recu- 
sado por  Texo  y  por  hallarse  impedido  el  otro  Juez  de 
Comercio,  por  él  de  semana  en  lo  civil,  mandó  suspender 
la  ejecución  en  los  demás  puntos  del  laudo  y  proceder  á  la 
venta  del  vapor  por  el  martiliero  Meyans,  con  cuyo  nom- 
bramiento estuvieron  conformes  las  partes. 

Hecho  este  nombramiento,  Texo  ocurrió  al  Juzgado  Na* 
cional  pidiendo  se  librara  exhorto  al  Juez  de  Comercio 
para  que  se  inhibiera  y  remitiera  los  autos,  diciendo,  que 
él  había  entendido  que  la  decisión  del  Juzgado  de  Comercio 
se  limitaría  á  las  cuestiones  que  no  se  referían  al  vapor ; 
que  en  estas  se  trata  de  la  propiedad  del  buque ;  y  de  la 
liquidación  de  los  créditos  referentes  al  baque ;  que  su 
conocimiento  correspondía  por  consiguiente  al  Juzgado  Na* 
cional,  y  era  nulo  todo  lo  obrado  por  el  Juzgado  de  Co- 
mercio por  no  ser  prorogable  la  jurisdicción  en  este  caso. 

Líbrádose  oficio  por  el  Juez  de  Sección,  él  de  Comercio 
no  accedió  á  la  remisión  del  espediente,  dictando  el  si- 
guiente 


Buenos  Aires,  Setiembre  5]de  1871. 
Y  vistosi  considerando :   que  el  laudo  que  se  ha  man- 
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dado  ejecutar  no  ha  rósüelto  cuestiones  sobre  postfsioa  6 
propiedad  entre  los  propietarios  del  vapor  c  Gande  d'  Eu.  ^ 
que  hubiesen  sido  sometidas  á  la  decisión  arbitral  en  esa 
forma ;  que  ese  arbitramiento  tuvo  por  objeto  dirimir  dudas 
y  diferencias  que  existian  entre  los  socios  Texo  y  De  Mot 
y  Várela  con  motivo  de  diversas  negociaciones  que  ellos 
realizaron  siendo  una  de  estas  la  esplotacion  del  vapor 
nombrado ;  que  la  adjudicación  que  se  hace  en  el  laudo 
del  importe  del  vapor  es  una  parte  de  la  resolución  arbitral 
sbbre  el  conjunto  de  diferencias  que  eran  llamados  á:  de- 
cidir los  arbitros ;  que  esa  sola  incidencia  del  laudo  no 
importa  lo  que  Texo  pretende,  ai  puede  determinar  por  si 
solo  que  el  conocimiento  de  esta  causa  sea  de  competencia 
de  la  jurisdicción  nacional ;  máxime  cuando  el  mismo  Texo 
ha  reconocido  la  jurisdicción  de  este  juzgado,  como  se  nota 
en  el  1^  párrafo  del  escrito  precedente  y  consta  de  autos. 
Por  estos  fundamentos  oficiese  al  Señor  Juez  de  Sección 
haciéndole  saber  que  el  Juzgado  de  Comercio  no  accede  á 
la  remisión  de  los  autos  por  reputar  de  su  esclusiva  com- 
petencia el  conocimiento  de  la  causa,  etc. 

Tomás  Isla — Migtiel  García  Fernandez, 
Recibida  esta  contestación,  se  dictó  el  siguiente 

FaUo  del  Jíues   Seccional. 


Bnenos  Aires,  Junio  27  de  1872. 

Por  recibido.  Insistiendo  el  que  suscribe  en  la  incompe- 
tencia del  Juez  de  la  Provincia  desde  que  la  cuestión 
versa  sobre  la  propiedad  de  un  buque,  remítanse  los  obra- 
dos á  la  Suprema  Corte,   comunicándose  esta  resolución  al 
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Iu62  de  Comercio  á  los  efectos  del  art«  52  de  la  ley  de 
Procedimientos. 

Ugarriza. 


Fallo  de  1»  Suprem»  C^orte. 


Buenos  Aires,  Febrero  6  de  1873. 

• 

Vistos:  por  los  fundamentos  del  auto  de  foja  noventa  y 
cuatro  vuelta,  de  los  actuados  ante  el  Tribunal  de  Comer- 
cio de  Buenos  Aires,  se  declara  que  este  es  el  competente 
para  conocer  en  la  causa;  devuélvanse  en  consecuencia 
los  autos,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos,  y 
hágase  saber  por  oficio  al  Juez  de  Sección. 

Salvador  María  del  Carril.  — 
Francisco  Delgado.  —  José 
Barros  Pazos.  —  J.  B.  Go- 

ROSTUGA.  — 
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CÍ1.USA  JLUM. 


Ikn  Antonio  Lacorte  con  Doña  Mauricia  Aboca  de  Troneo- 

$0^  por  locación  de  obra. 


Sumario.  —  !<>  Un  presupuesto  de  obras  con  su  precia 
firmado  por  el  locador,  importa  un  principio  de  prueba  por 
escritOi  que  hace  verosímil  el  convenio  de  locación  de 
obras. 

2o  El  hecho  de  haberse  principiado  estas,  sin  nueva 
oonvenoion,  supone  que  las  partes  se  han  referido  al  pre- 
supuesto. 

3^  Las  modificaciones  en  la  ejecución  de  los  trabajos 
insinuadas  por  el  dueño  y  aceptadas  por  el  locador  sin 
oposición  alguna  y  sin  prevención  de  que  serian  pagadas 
á  mas  del  precio  del  presupuesto,  se  suponen  comprendi- 
das en  este  sin  alterarlo. 


Ca$o.  — Antonio  Lacorte  albañil  demandó  á  Doña  Mauri- 
cia Abacá  de  Troncóse  por  el  pago  de  39,277  $  por  tra- 
bajos hechos  en  una  casa  de  su  propiedad. 

Dijo :  que  á  petición  de  la  demandada  él  le  dio  un  presu- 
puesto de  obras,  fijando  el  precio  y  el  tiempo  del  trabajo; 
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que  sobrevenida  la  epidemia  el  presupuesto  quedó  sin  efec- 
to; que  se  empezaron  después  los  trabajos  con  varias  mo- 
dificaciones y  en  la  inteligencia  de  pagarlos  después  de 
terminados  por  lo  que  valian;  que  se  encontró  en  la  ne- 
cesidad de  dejar  los  trabajos  por  las  impertinencias  de  la 
demandada ;  que  habiendo  exigido  el  pago  esta  se  negó  á 
satisfacerle  fundándose  en  el  presupuesto ;  que  no  tenia  in- 
conveniente en  concluir  los  trabajos,  si  la  demandada  le 
dejaba  trabajar  en  paz,  y  se  tasaran  por  peritos  sus  tra- 
bajos; que  sin  embargo  acompañaba  su  cuenta  por  el  im- 
porte de  59,297  $^  y  habiendo  recibido  á  cuenta  20,000 
$  interponía  demanda  por  el  saldo  en  39,297  $^  intere- 
ses y  costas. 

Corrido  traslado,  la  evacuó  la  demandada  negando  los 
hechos;  acompañó  el  presupuesto  y  el  recibo  de  Lacorte  por 
20,000  $]  dijo  que  Lacorte  se  habia  comprometido  hacer 
los  trabajos  por  el  precio  de  40,000  $^  20,000  al  princi- 
piarse la  obra  y  el  saldo  al  terminarse ;  que  ella  habia 
cumplido  con  su  obligación;  que  Lacorte  habia  mal  eje- 
cutado y  no  concluido  los  trabajos;  que  lo  contrademan- 
daba  por  consiguiente  para  que  cumpliera  el  contrato  ó 
pagara  los  daños  y  perjuicios  que  estimaba  en  20,000  ^. 

Conferido  traslado  de  la  contrademanda,  pidió  Lacorte 
se  rechazara  con  costas;  dijo  que  el  presupuesto  no  era 
un  contrato;  que. quedó  sin  efecto;  que  la  demandada  vi-* 
viendo  en  la  casa  presenció  los  trabajos  y  sus  modifica- 
ciones ;  que  no  se  los  dejó  concluir  y  que  al  recibirse  de 
la  obra  no  acusó  su  mal  estado. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba  y  producidas  estas  y  pre- 
sentado el  informe  por  los  peritos  nombrados  por  el  juez 
que  avaluaron  los  trabajos  de  Lacorte  en  46,863  ^  y  en 
4^000  $  los  que  faltaban  para  concluir  el  edificio  con  ar- 
reglo al  presupjuesto,  se.  dictó  el  siguiente 
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Fallo  del  Summ  de  Seeeton. 


Bnenos  Aires,  Octubre  7  de  1872. 

Y  vistos  estos  autos  iniciados  por  D.  Antonio  Lucorte 
contra  Doña  Hauricia  Abacá  de  Troncóse  por  cobro  de  can- 
tidad de  pesos,  procedentes  de  la  construcción  de  tina  ca- 
sa para  la  demandada,  sin  previo  convenio  sobre  el  pre- 
cÍ0|  el  que  ba  fijado  el  demandante  en  cincuenta  y  nueve 
mil  doscientos  noventa  y  siete  pesos  como  resultado  de 
la  cuenta  de  f.  1  de  las  actuaciones  agregadas  y  consíde<- 
rando:  1^  que  la  demanda  de  Lacorte  se  funda  en  la  fal- 
ta de  contrato  anterior  á  la  construcción  que  ha  ejecuta- 
do para  la  Señora  de  Troncóse; — 2^  que  contestando  es- 
ta última  ha  presentado  el  documento  de  f.  3  que  con- 
tiene un  detalle  prolijo  de  las  obras  á  ejecutarse,  conclu- 
yendo por  comprometerse  el  que  lo  suscribe  á  realizarlas 
por  el  precio  de  cuarenta  mil  pesos  moneda  corriente,  y 
el  de  f.  3  en  que  se  dá  por  recibido  de  la  mitad  de  esta  can« 
tidad; — 3"^  que  aun  en  la  suposición  de  que  el  referido  do- 
cumento de  f.  1  no  sea  un  verdadero  contrato  entre  las 
parles  litigantes,  importa  por  lo  menos  un  principio  de 
prueba  por  escrito,  por  cuanto  su  existencia  en  poder  de 
la  demandada  y  la  firma  del  demandante  hacen  verosímil 
el  convenio  á  que  él  se  refiere;  — 4""  que  esta  verosimilir 
tud  toma  aun  mayores  formas  teniendo  en  consideración 
que  por  ambas  partes  se  ha  procedido,  sin  nueva  conven- 
ción al  respecto,  á  poner  en  ejecución  lo  convenido  en 
ese  documento,  ejecutando  Lacorte  las  obras  y  entregando 
la  de  Troncóse  la  mitad  del  precio  convenido;  — -  5o  que  el 
hecho  solo  de  haber  Laoorto  dado  principio  á  la  obra,  des* 
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pues  de  haber  entregado  el  presupuesto  de  f.  2,  sin  nueva 
convención,   supone  necesariamen|e  que  su  intención  era 
referirse  á  él,  en  cuanto  á  las  condiciones  de  la  construc- 
ción, pues  no  es  presumible  que  de  otro  modo  se  hubie- 
se omitido  formalizar  un  contrato  por  escrito,  cuando  por 
la  importancia  del  asunto,  no  es  aceptable  la  prueba  tes- 
timonial según  el  57,  cap.  5o,  tít.  lo,  Sec.  3%  Código  Gi* 
vil; — Q""  que  de  la  prueba  producida  por  la  parte  de  La- 
cofte  resulta  que  la  demandada  se  dio  por  satisfecha  de 
la  obra  en  cada  uno  de  los  ramos  que  la  forman,  habien- 
do presenciado  frecuentemente  el  trabajo  á  medida  que  se 
hacia  y  presentado  las  observaciones  que  creia  oportuno;-^ 
7o  que  estas  últimas,  aceptadas  como  fueron  por  Lacor- 
te,  sin  oposición  alguna,  ni  prevención  de  que  serian  pa- 
gadas á  mas  del  valor  convenido,    suponen,  6  bien  que 
estaban  comprendidas  en  el  presupuesto  pasado  ó   que  no 
alteraban  en  nada  su  costo; — 8o  que  la  parte  demandada 
al  absolver  las  posiciones  del  pliego  de  f.  38  ha  confesa- 
do que  ofreció  mil  pesos  porque  se  hiciese  sobre  cal   la 
pared  de  la  calle  y  mil  pesos  porque  se  hiciesen  dos  za- 
guanes en  vez  de  uno  como  era  el  convenio;  y  9o  que  del 
informe  de  los  peritos  á  f .  120  resulta  que  la  obra  aún  no 
estaba  concluida  en  conformidad  al  contrato  de  f •  2  y  que 
lo  que  aun  falta  importaría  cuatro  mil  pesos;  por  estas 
consideraciones,  declaro  que  la  parte  de   Lacorte  no  ha 
probado  su  acción,  debiendo  estarse  á  lo  convenido  en  el 
presupuesto  de  f.  2,  con  la  única  adición  de  los  dos  mil 
pesos  mas  ofrecidos  por  la  demandada  por  las  reformas 
espresadas:  en  su  consecuencia  la  Señora  de  Troncóse 
deberá  abonar  por  saldo  de  cuenta  dies  y  ocho  mil  pesos 
reteniendo  los  cuatro  mil  restantes  para  hacer  terminar  la 
obra  de  acuerdo  á  lo  convenido,  por  ser  un  hecho  que 
por  su  naturaleza  puede  ser  ejecutado  por  otro.— Art.  6, 
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tit.  8,  sec.  1',  Código  Civil. — Hágase  saber  y  repónganse 
los  sellos.  ^ 

Andrés  ügarríza. 

Doña  Mauricia  Abacá  de  Troncóse  apelé  de  esta  sen- 
tencia y,  concedido  el  recurso  libremente,  pidió  se  revo- 
cara, condenándose  á  Lacorte  á  cumplir  el  contrato  ó  á 
indemnizarla  los  perjuicios  en  20,000  fj  pagando  además 
las  costas  y  costos  de  la  1*  Instancia  y  de  la  secuela  del 
juicio. 

Dijo:  que  no  se  habia  resuelto  nada  sobre  su  recon- 
vención; que  se  habia  reconocido  que  el  documento  de 
f.  2  era  un  verdadero  contrato ;  que  habia  probado  te  dis- 
conformidad de  la  obra  ejecutada  con  el  contrato,  y  que 
ella  no  se  habia  recibido  de  la  casa  que  quedaba  aun  sin 
habitar. 

Corrido  traslado  de  la  expresión  de  agravios,  contestó 
Lacorte  pidiendo  la  confirmación,  con  costas,  del  auto 
apelado. 

Dijo :  que  si  á  alguien  causaba  agravio  la  sentencia  no 
era  á  la  adversaria  sino  á  él;  que  consentid  en  ella  tan 
solamente  para  poner  término  á  la  cuestión;  que  el  do- 
cumento de  f.  2  no  era  un  contrato  y  el  presupuesto  fué 
modificado  por  voluntad  de  la  demandada  que  quizo  dos 
zaguanes  en  lugar  de  uno  y  presenció  los  trabajos ;  que 
los  peritos  habian  estimado  sus  trabajos  en  46,000  $,  es 
decir,  mas  del  presupuesto ;  que  el  juez  no  podia  conde- 
narlo á  la  indemnización,  puesto  que  los  trabajos  fueron 
presenciados  por  ella,  ni  á  las  costas,  pues  él  habia  jus- 
tificado lo  que  le  correspondia  y  ella  le  habia  reconveni- 
do temerariamente. 


T,  IV. 
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Fallo  de  1»   Supreriui   Corte 


Buenos  Aires,  Febrero  6  de  1873. 

Vistos,  por  sus  fundamentos,  se  conGrma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  ciento  cuarenta  y  tres;  satisfechas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

.  Salvador  M.  del  Carril — FraíTcisco 
Delgado  —  J.  Barros  Pazos — J. 
B.    GoRosTíAGA  —  J.  Domínguez. 


CAUSA  :x:iv. 


D^  Griselda  Robledo  con  D.  Ramón  Guzman,  sobre 

cobro  de  pesos. 


Sumario. — 1®  La  confesión   de  la   deuda   hace  prueba 
plena  de  ella. 
S""  No  pueden  hacerse  valer  en  2*  instancia  los  documen- 
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tos  que  no  han  sido  presentados  en  la  primera'»  sin  haber-^; 
se  manifestado  razón   para  no  presentarlos,  teniéndolos  én 
su  poder,  y  sin  que  consta   su  autenticidad. 

2""  Mucho  mas  Ciíando  en  ellos  no  ha  tenido  intenvencion 
]a  contraparte. 

Caso. — El  presbítero  D.  Apolinario  Ferreyra  dio  en  Ju- 
lio i4  de  1858,  la  cantidad  de  689  pesos  4  realesi  di- 
nero efectivo,  á  D.  Ramón  Guzman,  quien  se  obligó  á  pa* 
gar  el  interés  mensual  de  1  ^/o* 

En  una  nota  al  dorso  de  esta  obligación  declaró  el  aeree* 
dor  en  fecha  de  Febrero  20  de  1856  que  concedia  á  Guz* 
man  el  plazo  de  5  años  para  el  pago  del  capital  dispensan- 
do ios  intereses  corridos  y  los  que  corriesen  ed  el  tiempo 
del  plazo. 

Con  testamento  nmicupativo  de  9  de  Mayo  de  1864  el 
mismo  presbítero  instituyó  por  su  heredero  universal  á 
Da  Griselda  Robledo,  j  nombró  por  sus  albacbas  in  iolidum 
á  D.  Manuel  Lupe  Ferreyra,  D.  Francisco  de  Paula  Avella- 
neda presbítero,  y  al  Dr.  D.  Marcos  A.  Figueroa.  Man- 
dó el  testador  que  su  heredera  no  pudiese  vender  bienes 
raices  sin  la  aprobación  de  sus^  albaceas,  á  los  que  dejó 
indicada  su  inversión  después  de  la  muerte  de  la  herede- 
ra. 

D^  Griselda  Robledo  en  Junio  1"^  de  1872  presentando 
la  obligdcion  de  Guzman  lo  demandó  ante  el  Juzgado  Nacio- 
nal de  Tuooman  por  el  pago  del  capital,  intereses  morato- 
rios  y  costas  de  la  cobranza. 

Corrido  traslado  confesó  Guzman  haber  recibido  dicha 
cantidad,  pero  dijo  haber  chancelado  su  deuda  desde  mu* 
cho  tiempo. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba  y  vencido  el  término  ee 
presentó  Guzman  diciendo  que  presentaría  atis  pruebas  en 
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prosecución  del  juicio,  y  pidió  se  profeyese  como  de  jus- 
ticia. 

Fallo  del  Jíues  Seedonml* 


Tucaman,  Agosto  16  de  1872. 

Víalos  estos  autos  seguidos,  de  la  una  parte  D.  Vicen- 
te Rodríguez,  como  apoderado  de  D^  Griselda  Robledo, 
residente  en  la  Provincia  de  Gatamarca,  y  de  la  otra,  D. 
Ramón  Guzman ;  cobrando  el  primero  al  segundo,  canli« 
dad  de  pesos,  en  virtud  de  la  obligación  espresada  en  el 
documento  que  figura  á  f.  2  de  estos  mismos  autos,  y 
considerando:  Primero — Que  el  demandado  D.  Ramón 
Guzman,  confiesa  terminantemente  en  su  escrito  de  f.  10, 
de  contestación  á  la  demanda,  que  et  cierto  que  recibió  del 
Señor  Presbítero  D.  Apolinario  Ferreyra  la  cantidad  á  que 
se  refiere  el  documento  praentado  por  el  Señor  Rodríguez  ^ 
lo  que  caracteriza  por  su  parte  y  en  legal  forma,  la  confe- 
sión espresa  de  la  obligación  porque  se  le  demanda, 
observando  las  palabras  del  art.  15,  tít.  5^,  seo.  2*  del 
Código  Civil,  y  las  de  la  Ley  2',  tít.  13,  parL  5*  cuando 
dice:  —  Grande  es  la  fuerza  que  há  la  conocencia  que  hace 
la  parte  enjuicio,  estando  su  contendor  delante.  Cá  por  ella 
se  puede  librar  la  contienda,  bkn  an^  como  si  io  que  cono- 
cen^  fuere  probado  por  buenos  testigos  ó  por  verdaderas  car- 
tas,—  Segundo:  Que  aunque  el  demandado,  después  de  la 
confesión  hecha,  y  que  se  ha  trascripto  anteriormente, 
opuso  en  su  mismo  escrito  de  foja  10  la  eecepcion  de 
pago,  ofreciendo  probarla,  en  el  momento  opartuno,  no  lo 
ha  verificado  bajo  ninguna  forma,  á  pesar  de  haberse,  con 
tal  objeto,  abierto  esta  causa  á  prueba,  por  el  término 
de  quince  dias,    como  se  observa  por  el  auto  expedido 
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en  A  de  Julio  y  qae  se  registra  á  f.  10  de  estos  mismos 
autos. 

Por  tales  consideraciones,  Fallo:  que  debo  declarar  y 
declaro,  que  O.  Ramón  Guzman  debe  á  D^  Griselda  Ro- 
bledo la  cantidad  de  ieiscientos  ochenta  y  nueve  pesos  cua- 
tro reales^  resultantes  del  documento  ya  espreaado  de  f.  2, 
con  mas  los  intereses  del  uno  por  ciento  mensual;  previa 
liquidación  de  estos  dichos  intereses,  con  arreglo  á  la  de- 
claración y  tiempos  consignados  al  respaldo  del  mismo 
documento  citado;  asignándose  al  mencionado  deudor,  D. 
Ramón  Guzman  el  término  de  diez  dias  para  hacer  á  D^ 
Griselda  Robledo,  ó  su  apoderado  D.  Vicente  Rodríguez, 
el  pago  de  las  cantidades  que  en  virtud  de  esta  senten- 
cia resulta  deber,  con  costas;  hágase  saber  y  repónganse 
los  sellos. 

Agustín  J.  de  la  Vega, 

Guzman  apeló  y  concedido  el  recurso  libremente,  es- 
presando agraviosi  presentó  un  recibo  del  albacea  D.  Ma- 
nuel López  Ferreyra,  declarando  haber  recibido  de  Guz- 
man 800  pesos  en  pago  total  de  un  documento  de  mayor 
cantidad  otorgado  á  D.  Apolinario  quien  se  lo  dejó  á  él, 
de  cuyo  documento  no  habia  podido  por  consiguiente 
disponer  la  heredera  sin  su  consentimiento  y  mandando 
entregar  chancelado  el  referido  documento  al  mismo  Guz- 
man. Presentó  también  una  carta  del  mismo  albacea  D. 
Manuel  Lope  Ferreyra  dirigida  á  un  Sr.  González  apodera- 
do de  la  heredera  para  el  cobro  de  la  deuda  de  Guzman, 
mandándole  entregar  á  este  su  obligación  por  estar  chan« 
celado.  Fundándose  en  estos  documentos  que  llevan  la 
fecha  de  Marzo  11  de  1867,  pidió  Guzman  la  revocatoria 
del  auto  apelado. 

Conferido  traslado  contestó  el  apoderado  de  la  deman* 
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dante,  que  Guzman  nohabia  presentado  sps  documento» 
en  el  término  de  prueba;  que  no  pueden  presentarse  en 
2a  instancia  ante  la  Corte  en  ausencia  de  ios  interesa- 
dos que  conocen  todos  los  detalles;  que  estos  documen- 
tos  carecen  de  toda  autenticidad ;  que  aunque  fueran  cíer<- 
tas  no  obligan  á  la  demandante ;  que  tienen  la  fecha  de 
Marzo  de  1867,  y  son  por  consiguiente  posteriores  de  dos 
años  al  arreglo  testamentario  que  tuvo  lugar  en  Diciembre 
de  1865,  que  el  albaeea  D.  Manuel  López  Ferreyra  en 
1867  no  pedia  renunciar  á  derechos  que  ya  no  pertene- 
cian  á  él  sino  á  la  heredera.  Concluyó  pidiendo  la  con-^ 
firmacion  cod  costas  del  auto  apelado. 


Fallo  úm  la  8u|ireiiia  €owíe, 


Buenos  Aires»  Febrero  6  de  1813. 

Vistos:  persas  fundamentos  y  considerando:  primero,  que 
el  demandado  no  solo  no  presentó  dorante  la  sustanciacion 
del  juicio  en  primera  instancia  los  documentos  que  pre«* 
tende  hacer  valer  en  la  presente,  y  que  debían  existir 
en  su  poder,  sino  que  no  hizo  mención  de  ellos  ni  mani- 
festó razón  alguna  para  no  presentarlos;  «—segundo,  que  esos 
documentos  no  tienen  autenticidad  alguna; — y  tercero,  que 
ellos  aparecen  otorgados  por  el  albaeea  del  acreedor,  conoe'- 
diendo  uúa  quila  ó  remisión  de  parte  de  la  deuda,  mientras 
el  documento  de  crédito  se  hallaba  y  ha  continuado  hasta 
el  momento  de  entablar  la  demanda  en  poder  de  la  herede^ 
ra  instituida,  que  ninguna  parte  ha  tenido  en  esa  transac* 
eion,  ^  se  confirma  con  costas  la  sentencia  apelada  de  foja 
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veinte  vuelta,  y  satisfechas  las  de  esta  inktaacia  y  repueft* 
tos  los  sellos  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Ca^iril.  —Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos.  — J.  B.  Gqrostiaga.  •— J.  Do- 

MINGUEZ. 


Ci%U«i%  HLVé 


Don  CiriacQ,  Guevara  contra  D.  Juan  Fourcaudj 

por  cobro  de  pesoe. 


Sumario.  —  El  comisionado  de  hacer  cobrar  un  créditb 
del  Gobierno  Nacional,  debe  satisfacer  su  importe  al  comi- 
tente, demostrándose  que  el  crédito  fué  pagado. 


Caso.  —  fin  Noviembre  de  1863,  0.  Giriaoo  Guevara,  .arr 
gratinoi  ftomiftioiió  é  D.  JuAq  Fo^rcaud^  estrangero,  para 
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que  hiciese  las  diligencias  necesarias  á  fin  de  obtener  el 
reconocimiento  y  pago  por  el  Gobierno  Nacional,  del  libra- 
miento n""  7453,  fecha  12  de  Diciembre  de  1861  por  la 
suma  de  2,000  pesos  plata,  estendido  al  portador  por  pro* 
veeduría  de  Sotomayor,  Ortiz  y  G*. 

En  Febrero  de  1872)  D.  Ramón  González  por  Guevara, 
demandó  á  Fourcaud  la  rendición  de  cuentas  de  su  come- 
tido, pidiendo  fuese  condenado  á  la  entrega  del  valor  del 
documento  y  sus  intereses,  ó  á  la  devolución  de   este. 

Tramitida  la  causa,  se  dictó  este 


Vallo  del  JFaem  áe  Seeeioa. 


San  Juan,  ilgosto  8  de  1872. 

Vistos  :  entre  D.  Ramón  González,  apoderado  de  D.  Gi- 
riaco  Guevara,  vecino  de  Mendoza  y  D.  Juan  Fourcaud, 
natural  de  Francia,  comerciante  y  vecino  de  esta  ciudad, 
sobre  cantidad  de  pesos  procedentes  de  un  libramiento 
contra  el  Gobierno  Nacional  á  favor  de  Guevara,  de  cuyo 
cobro  fué  encargado  Fourcaud,  con  lo  alegado  y  probado 
por  las  partes ;  y  considerando  por  el  mérito  de  los  autos: 

i^  Que  por  el  recibo  de  f.  1^  otorgada  por  Fourcaud, 
consta  haberse  recibido  y  hecho  cargo  del  cobro  del  men- 
cionado libramiento,  obligándose  á  remitirlo  á  Buenos  Aires 
para  su  cobro,  y  en  su  caso  entregar  á  Guevara  su  importe 
que  ascendía  á  la  suma  de  das  mil  paos  p/ato,  con  el  in- 
terés del  doi  for  ciento  memual  desde  su  vencimientO|  ó 
devolverlo  si  no  fuere  pagado. 

2o  Que  por  la  prueba  rendida  por  el  demandado  consta, 
que  remitió  la  letra  á  la  casa  de  D.  Martin  Fragueiro  del 
Rosario  de  Santa  Fé,   quien  á  su  vea  la  mandó  á  Buenos 
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Aires,  apareciendo  del  informe  de  la  Contaduría  General  A 
f.  27,  que  el  libramiento  en  cuestión  se  encontraba  en  esa 
oGcina,  jirado  á  la  orden  de  Sotomayor,  Ortíz  y  hermanos, 
suponiendo  no  haberse  pagado,  porque  según  decreto  de 
catorce  de  Abril  del  63,  fueron  declarados  sin  valor  alguno 
los  procedentes  da  proveeduría  al  Gobierno  de  la  Confede- 
ración de  la  casa  de  Sotomayor,  Orliz  y  hermanos. 

3o  Que  consta  asi  mismo  de  los  autos,  que  presentada 
posteriormente  en  quiebra  la  casa  de  Martin  Fragueiro., 
Fourcaud  ha  promovido  juicio  jestionando  ante  el  Tribunal 
de  Comercio  del  Rosario,  contra  Fragueiro,  la  rendición  de 
cuentas  ó  devolución  del  libramiento  de  Guevara,  sin  que 
aparezca  por  la  esposicion  ó  la  prueba  de  las  partes  el  re- 
sultado definitivo  de  dicho  juicio. 

4*  Que  establecidos  así  los  hechos  que  constan  de  autos, 
é  importando  la  obligación  de  Fourcaud  respecto  de  Guevara, 
un  mandato^  que  por  su  naturaleza  es  consensual  y  de  buena 
fé ;  no  puede  responsabilizarse  al  mandatario  por  la  falta  de 
cumplimiento  del  contrato,  habiendo  prestado  toda  la  dili- 
gencia que  para  su  cobro  -habria  hecho  en  sus  propios  in- 
tereses ;  tanto  mas  cuanto  que  el  mandatario  no  se  obligó 
á  practicar  la  diligencia  personalmente,  pues  consta  del 
recibo  de  f.  i'  que  su  obligación  se  limitó  á  remitir  el  li- 
bramiento para  su  cobro ;  habiendo  hecho  la  remisión  á 
una  casa  comercial  que  en  ese  tiempo  gozaba  de  buen  cré- 
dito mercantil,  no  pudiendo  proveerá  la  quiebra  posterior 
de  dicha  casa  y  cuya  circunstancia  no  influye  para  la  de- 
cisión de  este  asunto,  pues  consta  que  el  libramiento  existe 
impago,  en  el  archivo  de  la  Contaduría  General,  cuyo  hecho 
es  independiente  de  la  voluntad  del  encargado  Fourcaud,  y 
del  sobencargado  Fragueiro  por  haberse  declarado  ineficaz  en 
virtud  de  decreto  gubernativo  de  fecha  catorce  de  Abril  del 
63,  ó  sea  iieU  meses  antes  de  la  fecha  del  mandato,  (arti- 

T.  IV.  6 
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culos  1^  y  2o,  Tít.  8o,  Sección  1*,  Libro  2o,  y  art.  78, 
tit.  9o,   Sección  3%  Libro  2o  del  Código  Civil.) 

5^  Que  aun  considerado  este  caso,  ó  la  obligación  de 
Fóurcaud  de  un  carácter  mercantil,  y  regido  por  el  Código 
Comercio ;  los  artículos  309  y  342  eximen  al  mandatario 
Fóurcaud  de  toda  obligación  respecto  de  su  mandante, 
desde  que  practicó  todas  las  diligencias^ecesarías  á  fín  de 
llenar  su  comisión. 

Por  estas  consideraciones :  fallo  definitivamente  juzgando, 
y  de  conformidad  á  los  artículos  del  Código  Civil  y  de  Co- 
mercio citados,  absuelvo  de  la  presente  demanda  á  D.  Juan 
Fóurcaud,  siendo  de  cargo  del  actor  las  costas  del  juicio. 
Hágase  saber,  pudiendo  el  actuario  notificar  la  presente 
original  fuera  de  la  oficina,  y  repónganse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 

Habiendo  apelado  la  parte  de  Guevara,  la  Suprema  Corte 
para  mejor  proveer,  pidió  informe  al  Presidente  de  la  Con- 
taduría, primero,  y  en  seguida  á  la  Administración  del  Cré- 
dito Público. 

De  estos  informes  resultó  que  el  libramiento  mencionado 
habia  sido  reconocido  y  pagado  con  la  cantidad  de  1,702 
pesos  plata  y  40  centavos,  de  fondos  públicos  del  6  7o 
de  interés  y  uno  de  amortización,  en  28  de  Marzo  de  1865 
á  D.  José  Gregorio  Lezama. 

■Ul«  4e  te  §«fremii  G«rto. 

Buenos  Aires,  Febrero  6  de  1873. 

Vistos :  resultando  de  los  informes  de  la  Contaduría  Ge- 
neral á  foja  noventa  y  ocho,  y  de  la  O0cina  del  Crédito 
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Público  Nacional  á.  foja  ciento  fres,  que  el  libramiento  núr 
mero  Hete  mil  cuatrocientos  cincuenta  y  tres,  que  ha  origina- 
do este  pleito,  expedido  en  doce  de  Diciembre  de  mil  ocho 
cientos  sesenta  y  uno  al  portador,  por  proveeduría  de  Soto- 
mayor,  Ortiz  y  Compañía,  y  por  la  cantidad  de  dos  mil 
pesos  plata';  fué  reconocido  y  pagado  por  el  Gobierno  Na- 
cional con  la  cantidad  de  mil  setecientos  dos  pesos  plata  y 
cuarenta  centavos  de  fondos  públicos  del  seis  por  ciento  de 
interés  anual,  y  uno  por  ciento  de  ^mortizaeioni  en  veinte  y 
ocho  de  Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco  á  Don  José 
Gregorio  Lezama,  reclamante  de  dicho  libramiento;  se  revoca 
la  sentencia  apelada  de  foja  cincuenta  y  siete  vuelta,  y  con 
arreglo  á  lo  convenido  por  el  documento  de  foja  primera, 
se  condena  á  Don  Juan  Fourcaud  á  la  entrega  á  Don  Ci- 
ríaco Guevara  de  la  referida  cantidad  de  titulo^  de  renta 
pública,  con  los  intereses  percibidos  desde  la  fecha  do  su 
inscripción,  y  salvas  sus  acciones  por  comisión  y  gastos  de 
cobranza.  Satisfechas  en  consecuencia  las  costas  de  esta 

instancia,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

« 
Francisco  Delgado.  —  José  Barros 

Pazps.  —  José  B.  Gorostuga.  — 

J.   Domínguez. 


I  ^iijM 
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CAXjmA    ILWE. 


Don  Arturo  Amiguet  contra  Don  Luis  M.  Saaveíra^ 
sobre  reivintícacion  de  un  caballo. 


Sumario. — 1^  Los  Juzgados  de  Sección  son  competen- 
tes para  conocer  de  demandas  en  que  una  de  las  partes 
es  argentino  y  la  otra  extrangero. 

2o  El  dueño  de  un  caballo  que  se  encuentra  en  poder 
de  otro  tiene  derecho  para  reivindicarlo  toda  vez  que  no 
conste  que  salió  de  su  propiedad  por  alguna  causa  legal. 

3o  En  causas  de  menor  cuantía  es  admitida  la  prueba 
testimonial. 

4o  Para  comprobar  la  compra-venta  en  el  caso  del  nú- 
mero anterior  se  necesitan  cuando  menos  dos  testigos  há- 
biles que  declaren  constarles  de  ciencia  propia  el  conve- 
nio de  transferencia  de  la  cosa  por  un  precio  cierto. 

5o  El  dueño  de  una  cosa  tiene  derecho  para  ser  in- 
demnizado de  los  daños  y  perjuicios  que  le  irrogue  la  re- 
tención por  otro. 

6o  Es  una  estimación  moderada  de  los  daños  y  per- 
juicios,  el  interés  del  valor  de  la  cosa. 

7o  En  este  caso  el  precio  puede  ser  determinado  por 
el  juramento  del  dueño  de  la  cosa  demandada. 


■p 
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Caso.^-'D.  Arturo  Amiguet,  extrang^ero,  demandó  á  D. 
Luis  M.  Saavedra,  argentino,  la  devolución  de  un  caballo 
de  estimación,  con  mas  los  daños  y  perjuicios  y  las  cos- 
tas de  la  causa. 

La  discusión  de  la  causa  se  detalla  en  el 


FaDo  del  JFaes  de  Seeeloa. 


Buenos  Aires,  Setiembre  24  de  1872. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  el  ciudadano  extrange- 
ro  D.  Arturo  Amiguet  contra  el  ciudadano  argentino  D. 
Luis  Saavedra  por  la  devolución  de  un  caballo  de  la  pro* 
piedad  del  primero  que  dice  retenerle  el  segundo  y  que 
estima  aquel  en  ocho  mil  pesos  moneda  corriente  é  in- 
demnización de  los  danos  y  perjuicios  procedentes  de  la 
retención  de  dicho  caballo  y  resultando. 

Primero.  ~  Que  está  justificado  por  la  confesión  del  de- 
mandado, al  contestar  á  la  demanda  en  su  escrito  de  fo- 
jas quince  á  diez  y  siete,  que  retiene  en  su  poder  el  ca- 
ballo que  reclama  Amiguet  oponiendo  que  aunque  fué  de 
la  propiedad  del  último,  este  se  lo  vendió  por  la  canti- 
dad de  quinientos  pesos  moneda  corriente,  mas  la  man- 
tención del  caballo  en  la  caballeriza  del  demandado,  todo 
lo  que  hacia  la  cantidad  do  novecientos  pesos  próxima- 
mente; agregando  que  D.  Emilio  Amiguet,  hermano  de  D. 
Arturo,  se  habia  presentado  á  los  tres  ó  cuatro  dias  des- 
pués de  la  venta,  manifestándole  que  siendo  este  menor 
de  edad  y  aquel  su  tutor,  la  venta  era  nula;  y  que  no 
obteniendo  la  devolución  del  caballo,  lo  demandó  ante  el 
Juez  de  Paz  de  la  Piedad,  diciéndose  no  ya  tutor  de  su 
hermano,  sino  dueño  del  caballo  por  haberlo  comprado,  y 
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que  cuando  habia  principiado  á  rendir  proeba  en  dicho 
Juzgado;  pidió  Amiguet  al  Juez  que  ae  escusase;  y  agre^ 
ga  que  aunque  no  tiene  derecho  ya  para  ocurrir  al  Juzga- 
do Nacional,  no  tiene  inconveniente  en  que  este  resuelva 
la  cuestión  con  presencia  de  lo  actuado  en  el  Juzgado  de 
Paz; 

Segundo.  —  Que  el  Juzgado  ordenó  que  el  Juez  de  Paz 
de  la  Parroquia  de  la  Piedad  informase  acerca  de  lo  es- 
puesto por  el  demandado,  é  informando  dicho  Juez  á  fo- 
jas veinte  y  nueve  vuelta,  dice  que  en  primero  de  Agosto 
del  año  próximo  pasado,  D.  Emilio  Amiguet  se  presentó 
contra  D.  Luis  Saavedra  cobrándole  un  caballo  pelo  overo 
negro,  marca  TR,  á  lo  que  el  demandado  opuso  falta  de 
personería  en  el  demandante,  diciendo  que  el  que  le  ven- 
dió el  caballo  fué  su  hermano  Arturo,  lo  que  negado  por 
el  demandante,  decidió  al  Juez  de  Paz  á  recibir  la  causa 
á  prueba,  y  que  cuando  estaba  produciéndose  esta  se  es- 
cusó  dicho  Juez  por  creérsele  parcial  por  el  demandante: 

Tercero. — Que  consta  por  la  confesión  del  demandante 
en  su  escrito  de  demanda  que  Saavedra  le  entregó  $  500 
ro/c,  los  que  dice  aquel  que  fueron  en  calidad  de  prés- 
tamo y  sirvieron  según  el  mismo,  de  protesto  á  Saavedra 
para  decir  que  habian  sido  entregados  como  precio  de 
compra  del  caballo ; 

Cuarto.  —  Que  el  Juzgado  abrió  un  término  de  prueba 
dentro  del  cual  debía  acreditarse,  primero:  Si  era  ver- 
dad que  D.  Arturo  Amiguet  vendió  á  D.  Luis  Saavedra  el 
caballo  en  cuestión ;  segundo :  cual  era  el  verdadero 
valor  de  dicho  caballo; 

Quinto. — Que  la  prueba  producida  por  el  demandante 
consiste,  primero :  en  la  declaración  del  General  Don 
Eustaquio  Frias  (f.  48  á  50],  según  el  cual  Amiguet,  que 
es  muy  aficionado  á  caballos,    habia    comprado  en    Rojas 
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ea  presencia  del  testigo  el  caballo  objeto  de  e&te  litis  por 
la  cantidad  de  $  1,400  m/c,  agregando  que  era  un  ca- 
ballo overo  negro  sin  adición,  que  habia  traído  Amiguet 
personalmente  de  Rojas,  costeando  un  peón  según  se  lo 
dijo  antes  de  ir  el  caballo  á  poder  de  Saavedra,  y  que 
corre  muy  bien,  lo  cual  le  constaba  por  haberle  visto  cor- 
rer á  la  sortija  con  los  mejores  caballos  durante  ocho  dias 
consecutiyos ;  segundo:  en  la  declaración  de  D.  Guiller- 
mo Doso  (f.  50  vuelta  á  52)  según  el  cual  habia  com- 
prado Amiguet  el  dicho  caballo  en  $  1,400  m/c,  lo  que 
le  consta  por  habérselo  dicho  el  mismo  vendedor  y  mu- 
chos vecinos  de  Rojas,  agregando  que  el  Juez  de  Paz  de 
esa  localidad  ofreció  en  presencia  del  testigo  $  3,000 
ro/c.  y  que  era  un  buen  negocio;  tercero:  en  la  decla- 
ración de  D.  Fortunato  Martínez  que  á  f.  64  dice  no  po- 
der decir  qué  precio  valdría  el  caballo;  pero  que  es  bo- 
nito, no  tiene  adición,  y  sabe  por  vecinos  de  Rojas  que 
es  buen  parejero; 

Seito.  —  Que  la  prueba  producida  por  el  demandado  con- 
siste en  la  siguiente:  primero,  declaración  de  D.  Garlos 
Herrero,  según  el  cual  (f.  60  y  61),  pasando  ocho  á  diez 
meses  antes  del  29  de  Mayo  en  que  prestó  su  declara- 
ción, por  la  caballeriza  y  cochería  de  D.  Luis  Saavedra, 
calle  de  la  Piedad,  de  dos  á  tres  de  la  tarde,  le  pregun- 
tó Saavedra  cuánto  podría  valer  un  caballo  overo  negro 
que  estaba  en  ese  momento  en  la  puerta,  á  lo  que  le 
contestó  que  valdría  $  300  ó  350  m/c,  en  tono  de  bro- 
ma, pero  que  á  su  juicio  no  valia  mas  de  $  500,  agre- 
gando dicho  Saavedra  que  habia  ofrecido  $  900  m/c,  que 
después  de  cambiar  algunas  palabras  convinieron,  en  pre« 
sencia  del  declarante,  en  concluir  la  venta  por  los  di- 
chos $  900  m/c,  entregando  Saavedra  en  ese  acto  $ 
500,  y  comprometiéndose  á  entregar  el  saldo  cuando  re- 
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cibiese  el  certificado  de  propiedad ;  segundo :  declaración 
de  D.  Fulgencio  Palacios,  según  el  que  (f.  55  á  57) 
yendo  á  la  sucursal  de  cochería  de  D.  Luis  Saavedra,  si- 
tuada en  la  calle  de  Cangallo,  lo  que  baria  diez  meses 
próximamente,  á  fines  de  Mayo  último  en  que  prestó  su 
declaración,  á  solicitar  trabajo,  donde  se  bailaba  á  la  sa- 
zón D.  Arturo  Amiguet,  oyó  á  este  que  decia  á  la  mujer 
del  capataz  que  sentia  decirle  que  el  caballo  no  le  per- 
tenecia  porque  se  lo  babia  vendido  por  $  900  m/c. ;  que 
aunque  conoció  el  caballo  porque  lo  vio  estando  en  dicha 
sucursal  del  corralón  de  San  Miguel  no  puede  estimar  su 
valor,  y  que  mientras  esto  sucedia  se  hallaba  también 
presente  Juan  Ortigosa;  tercero:  declaración  de  D.  Juan 
Ortigosa  (f.  62  á  64)  según  el  que,  yendo  con  Palacios,  el 
anterior  testigo^  á  la  sucursal  antes  espresada,  con  el  ob- 
jeto de  buscar  trabajo,  diez  ú  once  meses  antes  de  su  de- 
claración y  en  circunstancias  en  que  el  testigo  pregunta- 
ba á  la  mujer  del  capataz  de  D.  Luis  Saavedra,  se  pre- 
sentó un  joven  que  le  dijo  á  aquella  que  venia 
á  ponerle  en  su  conocimiento  que  habia  vendido  el 
caballo  por  $  900  m/c.  á  dicho  Saavedra  por  tener  que 
ausentarse  del  país;  cuarto:  declaración  de  D.  Mauricio 
López  (f.  68)  el  que  dice  constarle  que  D.  Arturo  Ami- 
guet  vendió  á  D.  Luis  Saavedra  el  caballo  que  reclama 
este,  lo  cual  le  consta  por  haberse  encontrado  presente 
cuando  su  hermano  le  reclamó  dicho  caballo  al  Sr.  Saa- 
vedra, diciéndole  que  era  menor  de  edad,  y  él,  D.  Emi- 
lio, su  tutor;  y  que  el  precio  según  dijo  entonces  el 
mismo  Saavedra,  fué  el  de  $  500  m/c.  además  de  la  man* 
tención  que  debia; 

Sétimo. — Que  el  Juzgado  exigió  juramento  á  ambos  in- 
teresados acerca  de  sus  respectivas  afirmaciones,  ratificán- 
dose ambos  en  la  que  hablan  hecho  en   sus  respectivos 
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escritos,  y  manifestando  Amiguet  que  estimaba  como  pre- 
cio tninimum  de  su  caballo  el  de  $  8,000  m/c; 

Octavo.  —  Que  habiéndose  ordenado  la  comparecencia 
de  los  interesados  y  de  los  testigos  Herrero,  Palacios  y 
Ortigosa,  tuvo  lugar  dicho  comparendo  como  consta  de 
r.  86  á  88  y  su  resultado  fué  el  siguiente ;  primero : 
preguntado  el  testigo  Ortigosa  si  conocía  á  Don  Arturo 
Amiguet  contestó  que  no  lo  conocia;  preguntado  el  mismo 
quien  era  el  joven  que  en  su  declaración  de  f.  68  refiere 
haberle  oido  decir  á  la  mujer  del  capataz  de  Saavedra  que 
babia  vendido  á  este  último  el  caballo  en  $  900  m/c.  por 
tener  que  ausentarse  del  país,  contestó;  que  cree  que  es 
el  mismo  Señor  que  está  presente,  señalando  al  decir 
esto  á  I).  Arturo  Amiguet,  pero  que  no  puede  asegurarlo 
por  el  mucho  tiempo  que  habia  trascurrido;  preguntado 
8Í  conoce  el  caballo  en  cuestión ;  contestó  que  nó ;  se- 
gundo: el  testigo  Palacios  fué  preguntado  si  conocia  á 
D.  Arturo  Amiguet  y  si  conocia  el  caballo,  objeto  de  este 
juicio,  contestó:  que  cuando  prestó  su  anterior  declara- 
ción vino  á  saber  recien  que  la  persona  que  se  hallaba  pre- 
sente y  que  es  la  misma  á  que  se  refirió  en  aquella,  se  lla- 
maba D.  Arturo  Amiguet;  que  también  conoce  el  caballo, 
porque  al  retirarse  de  la  cochería  llegó  un  peón  moreno  con 
un  caballo  overo  que  supuso  era  el  de  que  habia  hecho 
mérito  el  dicho  Amiguet;  —  tercero:  D.  Garlos  Herrero  se 
ratificó  en  su  declaración  precedente,  agregando  que  no  sa- 
be si  el  Señor  Amiguet  que  estaba  presente  fué  el  ven- 
dedor, pero  que  este  habia  estado  el  mismo  dia  á  ofrecer- 
le en  venta  su  caballo,  y  que  no  se  lo  compró  porque  no 
le  gustó;  cuarto:  D.  Arturo  Amiguet  declaró  ser  falso 
lo  declarado  por  los  testigos  Palacios  y  Ortigoza  á  quie- 
nes no  conoce;  manifestó  igualmente  que  D.  Garlos  Her- 
rero estaba  en  contradicción  en  su  declaración  prestada  an- 
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te  este  Juzgado  y  la  que  prestó  en  el  Juzgado  de  Paz  de 
la  Piedad,  agregaado  que  el  testigo  después  de  decir  lo 
qoe  valia  á  su  juicio  el  caballo,  se  retiró  inmediatamen- 
te, siendo  falso  por  consiguiente  que  hubiese  vendido  el 
caballo  como  lo  afirma  Herrero ;  quinto  :  preguntado  D. 
Arturq  Amiguet  con  que  objeto  preguntó  D.  Luis  Saavedra 
á  D.  Garlos  Herrero  lo  que  valdría  el  caballo  si  no  se 
trataba  de  la  venta  del  mismo,  contestó,  que  era  proba* 
blemente  con  el  objeto  de  inducirlo  á  que  se  lo  vendiera, 
pues  estaba  interesado  en  su  adquisición,  y  hasta  le  pro- 
metió que  le  compraría  los  que  habia  traido  de  Rojas ; 
sesto :  la  declaración  prestada  por  Herrero  en  el  Juzgado 
de  Paz  de  la  Piedad,  que  según  Amiguet  es  contradicto- 
ria á  la  prestada  en  este  Juzgado,  corre  á  f.  31  en  tes- 
timonio, y  su  autenticidad  está  reconocida  por  el  testigo 
en  la  diligencia  de  careo;  y  según  dicha  declaración  ál 
dia  siguiente  de  haber  el  testigo  dado  su  opinión  sobre 
el  precio  habia  sabido  que  el  Sr.  Saavedra  habia  compra- 
do el  caballo  en  $  500  m/c,  mas  el  valor  de  la  manten- 
ción ^trazada  que  estaba  adeudando  su  dueño,  siendo  así 
que  en  este  Juzgado  declaró  haber  quedado  concluido  el 
negocio  en  su  presencia,  y  haber  visto  entregar  $  500 
m/c.  á  cuenta  del  precio. 

Y  considerando:  Primero.  Que  este  Juzgado  es  com- 
petente para  conocer  en  la  presente  causa  por  tratarse,  de 
causa  civil  en  que  son  partes  un  extrangero  y  un  ciuda- 
dano (inciso  2o  del  art.  2o  de  la  Ley  sobre  jurisdicción 
de  los  Tribunales  Nacionales);  y  porque,  si  bien  es  verdad 
que  sobre  la  misma  cosa  dedujo  demanda  ante  el  Juzga- 
do de  Paz  de  la  Parroquia  de  la  Piedad,  no  fué  entre  las 
mismas  partes  puesto  que  el  demandante  no  era  el  mis- 
mo que  interviene  en  estos  autos,  á  lo  que  se  agrega 
qqe  el  demandado  le  negó  la  personería   en  este  juicio ; 
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Segundo.  ^^Qw  justificado  como  está  que  Saavedra  tie*' 
ne  en  su  poder  el  caballo  en  cuestión,  y  que  este  fué  de 
la  propiedad  de  Amiguet,  es  evidente  el  derecho  que  tier 
ne  el  último  para  reivindicarlo,  toda  vez  que  no  se  cons- 
tate que  habla  salido  de  su  propiedad  por  alguna  causa 
legal ; 

Tercero.  —  Que  en  este  caso  se  ha  puesto  la  escepcion 
de  haber  dicho  Amiguet  vendido  á  Saavedra  el  caballo, 
objeto  de  este  litis,  sin  presentarse  documeifto  que  lo 
acredite,  pero  pretendiendo  Saavedra  que  el  precio  de  ven- 
ta fué  el  de  $  900  m/c,  es  admisible  la  prueba  testi- 
monial de  acuerdo  con  la  disposición  contenida  en  el  art. 
57,  tít.  lo,  Sec.  3a,  lib.  2o  del  Código  Civil; 

Cuarto,  —  Que  siendo  la  compraventa  un  contrato  en 
virtud  del  cual  uno  de  las  partes  se  obliga  á  trasferir  á 
la  otra  la  propiedad  de  una  cosa,  y  el  otro  contratante  se 
obliga  á  recibirla  y  á  pagar  por  ella  un  precio  cierto  en 
dinero,  para  justificar  que  ha  habido  entre  D.  Arturo  Ami- 
guet y  D.  Luis  Saavedra  se  requieren  cuando  menos  dos 
testigos  hábiles  que  declaren  constarles  de  ciencia  propia 
que  los  espresados  Señores  habian  convenido  el  primero  en 
transferir  la  propiedad  del  caballo,  objeto  de  este  litis,  á  D. 
Luis  Saavedra  y  este  á  pagar  por  dicho  caballo  un  precio 
cierto  determinado  en  una  suma  que  el  comprador  debía 
pagar,  ó  cuya  designación  ^  se  dejaba  al  arbitrio  de  una 
persona  determinada  ó  que  lo  era  con  referencia  á  otra 
cosa  cierta  (arts.  1°  y  28,  tít.  3%  Secc.3a,  lib.  2^»  Código 
Civil,  y  LL.   28  y  32,  título  46,  P.  3*); 

Quinto.  —Que  la  prueba  producida  por  Saavedra  no  reú- 
ne los  requisitos  determinados  en  el  precedente  conside- 
rando ,  primero :  Porque  no  hay  los  dos  testigos  hábiles 
que  declaren  haber  pasado  en  su  presencia  el  contrato  que 
Saavedra  afirma  haberse  realizado  entre  él  y  Amiguet;  y  e 
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Único  testigo  que  lo  declara,  D.  Garlos  Herrero,  no  mere- 
ce fé  sobre  dicho  punto  no  solo  porque  es  singular,  y  su 
dicho  en  esta  parte  está  contradicho  por  el  demandante, 
circunstancia  que  priva  de  toda  fuerza  probatoria  á  su  tes- 
timonio con  arreglo  á  la  ley  32,  tít.  16,  P.  3»,  sino  por- 
que hay  contradicción  entre  la  citada  declaración  y  la  que 
el  mismo  testigo  prestó  en  el  Juzgado  de  Paz  de  la  Par- 
roquia de  la  Piedad  en  la  que  afirma  que  al  dia  siguien- 
te de  haberle  preguntado  Saavedra  en  presencia  de  Ami- 
guet,  cuanto  podría  valer  el  caballo,  supo  que  aquel  ha- 
bia  comprado  el  caballo,  lo  que  es  una  prueba  evidente 
que  de  estar  á  la  última  citada  declaración,  la  compra 
del  caballo  no  pasó  en  presencia  del  testigo  Herrero,  y  por 
consecuencia  su  testimonio  no  tiene  valor  alguno,  puesto 
que  una  declaración  está  destruida  por  la  otra,  y  que  sí 
dos  testigos  no  estuviesen  acordes  acerca  de  los  puntos 
sustanciales  no  merecen  fé,  con  arregb  á  la  ley  28,  tí- 
tulos y  partidas  citadas,  tampoco  merece  fé  ei  testigo  que 
estuviera  en  contradicción  consigo  mismo ;  segundo : 
porque  á  mas  de  la  contradicción  en  que  ha  incurrido  el 
espresado  testigo  Herrero,  con  la  circunstancia  notabilisima 
de  que  la  declaración  prestada  ante  el  Juez  de  Paz  de  la 
Piedad  lo  fué  con  fecha  3  de  Agosto  del  año  próximo  pa- 
sado, mientras  que  la  prestada  en  este  Juzgado  es  de  fi- 
nes de  Mayo  del  corriente  año,  y  por  consecuencia  aque- 
lla inmediatamente  después  de  la  supuesta  venta,  se  agre- 
ga que  ante  dicho  Juzgado  de  Paz  produjo  también  Saa- 
vedra el  testimonio  de  D.  Rufino  Quintana,  según  el  cual, 
( f.  30  vuelta )  la  venta  se  hizo  en  su  presencia,  dándole  el 
Sr.  Saavedra  $  500  m/c.  por  saldo ;  tercero :  Porque 
los  testigos  Palacios  y  Ortigosa  no  han  presenciado  el  con- 
trato, y  aunque  ambos  afirman  que  estando  en  la  coche- 
ría de  Saavedra,  situada  en  la  calle  de  Cangallo,  llegó  un 
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joven  que  le  dijo  á  la  mujer  del  capataz  que  habla 
vendido  el  caballo  á  dicho  Saavedra  por  $  900  m/c,  y 
que  dicho  precio  es  el  mismo  en  que  el  último  pretende 
haberlo  comprado,  y  aunque  de  los  testigos  aludidos,  uno 
de  ellos,  Palacios,  afirma  sin  trepidar  que  el  que  tal  co- 
sa decía  era  el  demandante,  y  el  otro  testigo.  Ortigosa  se 
limita  á  afirmar  su  creencia  de  que  él  era,  sin  poder  ase- 
gurarlo; y  por  consecuencia,  si  bien  hay  una  -fuerte  pre- 
sunción en  contra  de  Amiguet,  no  hay  la  prueba  com- 
pleta que  la  Ley  requiere,  y  no  siendo  una  prueba  com- 
pleta puede  ser  una  falsedad,  y  por  lo  tanto,  no  merece 
fé,  tanto  menos  cuanto  que  siendo  testigos  casuales,  y  no 
conociendo  de  antes  á  D.  Arturo  Amiguet,  y  habiendo 
transcurrido  tanto  tiempo  entre  la  relación  que  presencia- 
roYi  y  su  declaración,  no  es  difícil  que,  con  conocimiento 
del  presente  juicio,  y  ligando  este  con  las  palabras  que 
oyeron,  tuvieron  la  intima  persuacion  de  que  la  persona 
que  litiga  con  Saavedra  sea  la  misma  que  dijo  aquellas 
palabras,  lo  cual  seria  tanto  mas  probable  cuanto  que  so- 
lo uno  de  los  testigos,  Palacios,  declara  que  conoce  el  ca- 
ballo, y  esto  por  inducción,  y  por  consecuencia  la  pre- 
sunción respecto  á  la  identidad  de  la  persona  del  deman- 
dante y  de  aquel  á  quien  se  refieren  las  declaraciones  de 
los  testigos  no  está  corroborada  por  la  presunción  que 
resultaría  si  estuviese  constatada  la  identidad  del  caballo 
que  Saavedra  pretende  haber  comprado  con  el  caballo  que 
según  los  testigos  habian  oido  decir  que  había  sido  vendido 
al  mismo  individuo ;  cuarto :  Porque  el  haber  presen- 
tado Saavedra  testigos  como  Herrero  y  Quintana  que  se 
refieren  á  actos  diferentes,  manifestando  sin  embargo  que 
le  consta  de  ciencia  propia  por  haberlo  presenciado  que 
el  negocio  quedó  terminado,  no  pudiendo  admitirse  que 
el  mismo  negocio  quede  definitivamente  arreglado  en  dos 
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ocasiones»  lógicamente  debe  admitirse  que  estas  contfá-^ 
dicciones  no  tienen  otra  esplicacíon  sino  es  que  ni  Her- 
rero ni  Quintana  han  presenciado  la  venta  y  que  solo  se 
trataria  de  algún  proyecto  que,  aunque  pudo  después  ser 
aceptado  ;  concluido,  no  consta  sin  embargo  esa  circuns- 
tancia á  los  testigos;  quinto:  Finalmente,  porque  cons- 
tando de  una  manera  incuestionable  y  tan  clara  cerno  la 
luz  que  Amiguet  era  el  propietario  del  caballo  que  se  li- 
tiga, no  puede  privársele  de  dicha  propiedad  sino  en  vir- 
tud de  pruebas  tan  irrefragables  é  incontestables  como 
aquella; 

Sesto. — Que  demostrado  el  derecho  del  demandante  pa- 
ira exigir  la  entrega  del  caballo,  lo  tiene  igualmente  para 
exigir  los  daños  y  perjuicios  que  la  retención  del  mismo 
le  hubiese  irrogado ; 

Séptimo.  —  Que  es  una  estimación  moderada  de  dichos 
daños  y  perjuicios  la  que  reclama  Amiguet,  reducida  á  co- 
brar los  intereses  del  valor  del  caballo ; 

Octavo. — Que  Amiguet  ha  acreditado  haber  comprado  el 
caballo  en  cuestión  por  un  precio  mucho  mayor  que  en 
el  que  Saavedra  dice  haberlo  comprado,  j  ha  justificado 
además,  que  era  un  caballo  de  estimación  pues  estos  pun- 
tos están  constatados  por  las  declaraciones  de  los  testi- 
gos que  presentó,  como  resulta  del  análisis  de  la  prueba ; 

Noveno.  —  Que  aunque  no  ha  justificado  que  el  valor 
del  caballo  sea  $  8,000  m/c.  en  que  lo  estima  en  su  de- 
manda, tratándose  de  un  objeto  retenido  indebidamente  de- 
be estarse  á  la  estimación  que  hiciera  de  él  su  dueño, 
tanto  mas  cuanto  que  el  demandado  pudo  y  debió  evitar 
el  pago  de  los  perjuicios  como  la  discusión  de  esta  cau- 
sa, entregando  el  caballo  en  el  momento  en  que  se  le 
notificó  la  demanda ; 

D&imo. -^Que  la  doctrina  espuesta   en  el  precedente 
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considerando  es  de  mas  rigorosa  aplicación  en  este  caso 
en  que  el  demandante  ha  estimado  bajo  de  juramento  su 
caballo  en  el  mínimun  de  $  8,000  m/c,  y  dicha  estima- 
ción debe  aceptarse  de  acuerdo  con  el  espirita  de  la  ley 
2f  tíL  3"",  part.  3",  8e|;un  la  cuali  cuando  el  demandado 
reconociese  tener  en  su  poder  la  cosa  demandada,  sin  te- 
nerla y  el  demandante  justificase  que  era  suya,  estaría 
obligado  el  demandado  á  abonar  al  demandante,  cuanto 
jurase  este  que  valia  aquella; 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  condenando  á  D.  Luis 
Saavedra ,  primero ,  á  devolver  á  D.  Arturo  Amiguet  el 
caballo  objeto  de  este  litis;  segundo,  á  abonar  los  in- 
tereses desde  la  demanda,  á  estilo  de  banco,  sobre  el  va- 
lor del  mismo  caballo,  que  se  estima  á  los  efectos  de  los 
intereses  en  el  de  $  8,000  ro/c. ;  tercero,  á  abonarle 
asi  mismo  el  menor  valor  que  tuviere  dicho  caballo  por 
adición  que  hubiese  adquirido  durante  el  presente  juicio; 
y  cuarto ,  al  pago  de  las  costas  del  presente  juicio,  así 
como  á  la  devolución  de  la  montura  y  freno  que  también 
se  reclama  en  la  demanda.  —  Repónganse  los  sellos  y  no- 
tifiquese  con  el  original. 

Manuel  Zavaleta. 

Apelada  esta  sentencia  por  Saavedra,  fué  confirmada  por 
este. 

lUlo  de  Ia  Soprenm  C^rie. 


BaenoB  Aires,  Ifehvéto  11  de  1(78. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas 
la  sentencia  apelada,  debiendo  Amiguet  pagar  á  Saavedra, 
de  conformidad  de  partn,  tos  qctinientos  pesos  que  con- 
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flesa  haber  recibido  prestados,  y  el  importe  de  la  manten- 
ción del  caballo  hasta  la  fecha  de  la  demanda  ante  el  Juz- 
gado de  Paz,  con  el  interés  correspondiente. — Satisfe- 
chas las  costas,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  —  J.  B  Gorostuga  — 
j.  domirgiiez. 


■  !■•  í** 


Cü^UBik  ILWMM^ 


D.  Cárloi  Justo  contra  D.  Antonio  Serra  y  D.  Juan 

Gabemetf  por  cobro  de  pesoi. 


Sumario. — El  auto  de  prueba  no  es  apelable,  sea  que 
se  haya  diotado  á  solicitud  de  parte,  ó  que  haya  sido 
dictado  de  oficio. 
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Caso.  — En  una  causa  seguida  por  D.  Garlos  Justo  con- 
tra D.  Antonio  Serra  y  D.  Juan  Gabernet,  por  cobro  de 
pesos,  el  Juez  de  Sección  dictó  un  auto  de  prueba. 

El  apoderado  de  los  demandados  apeló  sosteniendo  que 
en  su  contestación  habia  una  escepcion  de  puro  derecho 
sobre  los  hechos  de  la  demanda,  la  eual  debia  ser  resuelta 
sin  necesidad  de  prueba. 

El  Juez  de  Sección  no  hizo  lugar  al  recurso,  y  el  apo- 
derado de  los  demandados  ocurrió  en  queja  ante  la  Su- 
prema Corte. 


FaIIo  de   la  Saprevui  €oW%e 


Buenos  Aires,  Febrero  15  de  1873. 

No  siendo  apelable  el  auto  de  prueba,  según  el  artícu- 
lo doscientos  siete  de  la  ley  de  procedimientos,  cuya  dis- 
posición es  aplicable,  sea  que  haya  solicitud  de  parte, 
sea  con  mayor  razón,  que  haya  sido  dictado  de  oficio,  en 
virtud  del  articulo  noventa  y  uno  de  la  misma  ley,  no 
ha  logar  al  recurso  deducido;  y  remítanse  estas  actua- 
ciones al  Ju^z  de  Sección,  para  que  sean  agregadas  á  los 
autos,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  FRAif- 
GisGo  Delgado.  — <  José  Barros 
Pazos. — J.  B.  Gorostiaga. — 
J.    Domínguez. 


T.  IV.  6. 
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CAU^SA  3Ltriki. 


Don  Agustín  Rio9  can  Doña  Teodora  I  seas  y  D,  Luis  Scri- 

banif  sobre  pnqriedad  de  una  finca.  —  Incidente  sobre 

notifieaeiM  al  eseribano  D.  losé  V.  CaJn'al. 


Sumario, — No  puede  notificarse  una  sentencia  á  quien 
no  ha  sido  parte  ni  tenido  intervención  en  el  juicio. 


Caso. — En  unos  autos  seguidos  ante  el  Juzgado  Fede- 
ral de  Buenos  Aires  por  D.  Agustin  Rios  y  Teodora  Iseas 
contra  D.  Luis  Scribani  por  reivindicación  de  una  finca, 
el  demandado  al  contestar  la  demanda  espuso:  que  desde 
que  se  admitía  la  personería  de  Rios  en  su  calidad  de 
esposo  y  Heredero  de  Doña  Rosalía  Iseas,  muerta  en  1860, 
siiéüdio  así  que  su  escritura  aparecia  otorgada  en  1863 
por  la  inisma  Doña  Rosalia,  bajo  la  fé  del  Escribano  au- 
torizado D.  José  Victoriano  Gabral,  solicitaba  fuese  este 
notíficado  para  los  efectos  consiguientes  tanto  de  la  de- 
manda, como  de  las  ulterioridades  del  juicio. 

El  Juzgado  proveyó  de  conformidad  y  el  Escribano  Ga- 
bral fué  notificado  de  esa  providencia;  pero  no  de  las 
subsiguientes. 


Después  de  ^dmido  «I  thmao  'de  ]la  iprndüa^'b^part^ 
de  Sonbani  espino  «que  etl«iido:Ilamafdo8>aiit(s  para  eeof- 
tencia  y  habiendo  sido  Gabral  el  Esoril^ialOi'airioeúifHíte'de 
su  escrítore/por  cuya  razón  antes  habia  sido  notificado, 
pedia  de  nuevo  se  le  notificara  la  providencia  pendiente. 

El  Juzgado  proveyó  de  conformidad,  pero  el  Escribano 
Gabral  no  fué  notificado. ' 

Igual  solicitud  repitió  la  misma  parte  con  posterioridad 
y  tampoM  dlSabí»!  .ftiéfAOtifioedA, 

Sustanciada  la  causa  y  dictada  sentencia  definitiva  en 
)a  cual  se  condenó  á  Scríbani  á  éiiti'egar  á'iUos'lacasa 
eñ  cuestión,  desechando  por  "consecuencia  'la  <^ccioü  in- 
tentada por'  Doña  Teodoro  beas  'y  las  escepcioires  opues- 
tas por  Scrfbáfni,  4a  sentencia' ñiénótiftaaáa  ál' Escribano 
Gabral  á  soKdtüd  de'  la  parte  conidenada. 

En  este  estado  Gabral  pidió  se  dejara  áia  efticto  la  no- 
tificación futídádo  en  que^no'hbbia  sfdo  pifrte  en  bl  jui- 
cio, en  que  no  habia  sido  oido,  en  que  ^W  háfbía  'iiyter- 
veqido/Gín  Ja^pnieba  j^ripfiajffente  en  que  ni  aún  persone- 
lía -par^^apolftriteAmioflwa  que  la  sentencia  solo  podría 
«ir  >a|)elad£H[X9^^laB  2paiiefi  que  habian  intervenido  en  el 
juicio..  . 

Pidió  que  en  caso  no  se  dejara  sin  efecto  la  notificación 
se  le  concediera  apelación  en  relación  para  ante  la  Supre- 
ma Gorte. 

FaIIo  del  Jues  de  Seceloii. 


...  ^q^e^^igg* flctttbre-,31  de  1872. 

No  habiendo  el  Juzgado  pronunciádose  acerca  del  al- 
cance legal  que  tendría  la  notificación,  la  que  producirá 
los  efectos  jurídicos,  que  hubiere  lugar  y  no  siendo  esta 
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la  oportunidad  de  pronunciarse  sobre  estos,  no  ha  lugar  á 
la  revocatoria  solicitada ,  y  concédese  la  apelación  en  rela- 
ción que  se  interpone. 

ZavaUta.  . 


lUlo  de  Ia  SupreMW  €orim. 

Buenos  Aires,  Febrero  15  de  4873. 

Resultando  que  en  estos  autos  no  se  ha  deducido  ac- 
ción ninguna  contra  el  Escribano  Don  José  Victoriano 
Gabral,  no  habiendo  sido  parte  el  mismo  ni  tenido  inter- 
vención en  el  juicioi  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja 
trescientos  veinte  y  dos  vuelta;  y  en  atención  á  que  en 
el  negocio  que  ha  sido  materia  del  presente  pleito  apa- 
rece haberse  cometido  un  delito,  pase  en  vista  al  Señor 
Procurador  General. 

Salvador  M*  nte  Carril. — 
Frargisgo  Delgado.  — José 
Barros  Pazos.  *^J-  B  Goros- 
TUGA— J.   Domínguez. 
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CAU8JL   JLMJL. 


Don  Jacinto  Febréi  de  Rwira  con  la  Municipalidad  de  la 
Ciudad  de  Buenos  Aires^  sobre  desojo. 


Sumario.  —  No  mejorándose  la  apelación  en  el  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  pri- 
mera rebeldía  que  acuse  el  apelado. 


Cmo.— -En  unos  autos  seguidos  por  D.  Jacinto  Febrés  de 
Revira  con  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires  sobre  despojo* 
no  habiendo  el  Procurador  Municipal  mejorado  la  apelación 
en  el  término  del  emplazamiento,  Revira  le  acusó  rebeldía. 


Fallo  de  la  Siqivmna   Ciarte 


Buenos  Aires,  Febrero  18  de  1873. 

Por  lo  que  resula  del  precedente  certificado  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  articulo  doscientos  catorce  de  la  Ley 
de  Procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación;  devuéL 
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vanse  en  consecuencia  los  autos,  previo  pago  de  costas  y 
reposición  de  sellos  por  el  apelante. 

SiLTADOR    M.    DEL    CARRIL  —  FRANCISCO 

Delgado  —  J.  Barros    Pazos — J. 
B.    GíQ^osTiACA  —  J.  Domínguez. 


Lo$  consignatarios  de  la  barca  francesa  c  Vilk  de  Lille 
con  el  Dr.  D,  Eduardo  Costa^  sobre  estadías. 


Sumario. -^l^  La  escepcíon  de  fuerza  mayor  no  es  ad- 
misible, cuando  esta  acaece  después  de  haber  caido  en  mora 
el  demandado. 

S"*  Gáidó  en  mora  el  fletador  de  un  buque  por  su  sola 
culpa,  está  en  la  obligación  de  pagar  al  capitán  los  gastos 
que  se  hubieren  originado  al  buque. 


<  II I    II 


Cofo. — Aq;^,  el  Juzgado  de  Sección  de  Buenos  Aires,  se 
siguió  una  causa  entre  Dussaud  fréres  y  el  Dr.  D.  Eduardo 
Costa»  cuyos  antecedentes  se  detallan  en  el 


FaUo  del  Jues   de  Seeeioii. 


Baenos  Aires,  Octubre  24  de  1872. 

Vistos,  estos  autos  seguidos  por  los  Sres.  Dussaud  fréres 
contra  el  ür.  Don  Eduardo  Costa,  por  cobro  de  estadías 
causadas  á  la  barca  «VíUe  de  Lilie»  y  resultando  : 

I""  Que  en  siete  de  Enero  del  año  ppdo.  celebraron  las 
partes  el  contrato  de  fletamento  dé  la  barca  francesa  tVille 
de  Lille,»  que  corre  á  L  5,  y  por  el  cual  convinieron 
que  dicha  barca  recibiera  en  el  puerto  de  Campana  un  car- 
gamento de  fardos  aprensados,  y  de  carneros  ó  capones  ep 
pié,  como  se  determinó  en  dicho  contrato,  para  conducir  á 
Rio  de  Janeiro,  por  el  flete  espresado  en  el  mismo,  acor- 
dándose al  fletador  30  dias  corridos  para  oargar  y  descargar, 
contados  en  los  respectivos  puertos  desde  el  dia  siguiente 
al  en  que  el  capitán  pasase  aviso  por  escrito,  de  que  su 
buque  se  hallaba  listo  y  debidamente  habilitado  por  la  Adusj- 
na  para  cargar  ó'  descargar,  debiendo  ser  anotados  al  pié 
del  cüttrato  los  que  se  invertiesen  en  Campana  para  [k 
carga  y  abonarse  lo  que  se  invirtiesen  de  mas  á  razón 
de   cuarenta  pesos  fuertes  cada  uno. 

2"*  Que  el  8  de  Marzo  del  mismo  año  modificaron  el  con- 
trato en  los  términos  que  aparece  del  documento  de  f.  4, 
acordándose  1 5  dias  corridos  además  de  los  30  concedidos 
en  el  contrato,  á  contarse  desde  el  21  de  Febrero,  y  sus- 
tituyéndose el  cargamento  convenido  en  él  por  otro  com- 
puesto de  capones,   caballos  y  animales  vacuno?;  .^^^do 
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de  cuenta  del  fletador  la  mantención  y  la  colocación  de  pi*- 
pas  para  el  agua  de  dichos  animales  y  obligación  de  de- 
volver á  su  regreso  á  este  puerto  las  tablas,  que  para  el 
corralón  debia  dar  el  fletador. 

3^  Que  la  póliza  tiene  á  su  flnal  una  nota  de  D.  Luis 
Costa,  en  que  bajo  la  Arma  de  este  se  declara  que  el 
cVille  de  Lille»  entró  al  puerto  de  Campana  el  21  de  Fe- 
brero del  ano  ppdo.  y  salió  al  26  de  Abril  del  mismo  año, 
y  consta  además  de  autos  por  la  carta  de  f.  6,  que  con 
fecha  6  del  mismo  mes  citado,  el  capitán  del  espresado  bu- 
que se  dirigió  al  Dr.  D.  Eduardo  Costa,  haciéndole  saber 
que  en  dicha  fecha  espiraban  los  dias  acordados  por  el 
contrato  de  fletamento,  y  que  en  consecuencia  el  buque 
estaría  en  sobre  estadías  desde  el  7  del  mismo. 

4^  Que  apoyándose  en  los  antecedentes  espuestos  los 
^res.  Dussaud  fréres  se  presentaron  á  este  Juzgado  dedu- 
ciendo demanda  contra  el  Dr.  D.  Eduardo  Costa,  pidiendo 
que  se  le  condenara  al  pago  de  los  20  dias  de  sobrestadías 
trascurridos  desde  el  7  de  Abril  inclusive  hasta  el  26  del 
mismo,  á  razón  de  cuarenta  pesos  fuertes  cada  uno  y  al 
pago  de  los  intereses  y  costas  del  juicio. 

5**  Que  el  demandado  opone  la  escepcion  de  que  se  le 
cobran  estadías  que  han  corrido  durante  la  feria  motivada 
por  la  epidemia,  esceptuándose  tres  ó  cuatros  dias  á  contar 
desde  el  7  de  Abril  hasta  que  se  decretó  dicha  feria ;  y  que 
habiendo  quedado  suspendidas  durante  ella  hasta  los  térmi- 
nos de  las  letras,  no  debian  considerarse  corridas  las  esta- 
días sobredichas ;  porque  no  siendo  puerto  habilitado  el  de 
Campana,  sino  una  dependencia  del  de  esta  ciudad,  donde 
tenían  que  hacerse  todas  las  operaciones  necesarias  para 
despachar  el  buque  y  en  aquella  época  en  que  morían  de 
400  á  500  personas  por  dia,  á  nadie  podría  obligársele  á 
venir  agesta  ciudad  á  correr  con  diligencias  de  despacho  y 
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á  buscar  prácticOi  debiendo  por  el  contraria  los  demandan- 
tes agradecerle  que  él  hubiera  venido  á  esta  con  dicho 
objeto ;  y  que  en  cuanto  á  los  pocos  diaSi  no  comprendidos 
dentro  de  la  feria,  estaban  compensados  por  los  que  el 
cVitle  de  Lille»  perdió  en  tomar  lastre. 

6""  Que  el  demandado  dedujo  además  reconvención  con-* 
tra  los  propietarios  de  la  «Ville  de  Lillet ;  primero,  por  é> 
valor  de  los  objetos  de  almacén  y  de  dos  toneladas  de  cat^ 
bon  dé  piedra,  que  fueron  entregadas  a)  buque  en  Campana, 
y  que  estima  en  3  ó  4,000;^  m/c,  prometiendo  presentar 
la  cuenta  de  dichos  objetos ;  segundo,  por  la  cantidad  de 
5,000  f  m/c.  en  que  estima  lüs  perjuicios,  que  dice  ha* 
berle  causado  el  capitán  de  la  «Ville  de  Lillet  por  haber, 
por  una  incuria  incalificable,  abierto  en  las  pipas  que  ser-' 
vian  para  el  agua,  un  agujero  para  sacarla  con  valde,  por 
ahorrarse  el  trabajo  de  pasar  el  contenido  de  una  é  otra, 
si  es  que  no  tenia  bomba,  6  que  estuviese  descompuesta, 
como  se  habia  dicho;  y  tercero,  por  falta  notable  en  las 
tablas,  que  sirvieron  para  el  corral,  á  no  ser  qué  se  pro- 
base que  habian  sido  entregadas  á  tas  lanchas,  estímMdo 
dicha  falta  en  8,000  $  m/c. 

7^  Que  los  demandantes  oponen  contra  la  reconvención 
lo  siguiente  :  1^,  contra  la  primera  partida,  que  por  repe-> 
tidas  ocasiones  habian  solicitado  del  demandado  la  cuenta 
referente  á  ella,  para  abonar  lo  que  se  le  debiera ;  pero 
que  no  lo  han  conseguido,  como  lo  prueba  elhecho  mismo 
de  la  reconvención,  en  la  que  no  se  Oja  con  precisión  la 
cantidad  adeudada,  ni  se  detallan  los. artículos  suministra- 
dos á  la  «Ville  de  Lille»,  agregando  además,  que  no  tiene 
derecho  para  cobrar  el  valor  de  las  dos  toneladas  de  carboü 
de  piedra,  porque  fueron  suministradas  al  capitán  para 
destilar  el  agua  para  los  animales,  que  constituian  el  car- 
gamento;  pero  que  asi  mismo  estaban  dispuestos  á  abo- 
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narlaffi  8i  ÍMÍstí4n4i9.  €)1  defo^DjiadOj  e»  4us¡  pra1;ei^pionas> 
laq  pra^atal^  la  cuenta  de  ella¡s ;  como  pagarán  también 
aipi  necesidad  de  pleito  la  cuenta  de  los  demaj^  artículos 
^n  prpn^.  se  les  presente ;  S"",  ooBtra  la  segunda  partida 
opone  la  falta  de  todo  derecho  por  parte  del  diemandado 
pi^ra.  cobrar  pi^rjuicioa  propedentes  de  deterioro  en  las  píp^s, 
quQ,  dioeni  se  recijbieron  i  borc^j  siu  determii^ar  cantidad 
ni  coQdiciQn,  porque  fuerojí  bajo  lai  vigilancia  y  cuidado  de 
iQf,  I^iP!ibrQs  puestos^  pon  el  {l,^tador  ^  bordo  para,  cridar 
Ipfl  aniqí^leA ;  4.  Í9  q^e  soi  ^gcega  que  l^s  pipas  no  debían 
$»r  49TM4lt^3  coa  ^rreglo  al  contrato  y  si  las  devolvió»  fué 
pf>X(^9i  fuarqp  á  carg(¡^  4?  Ir^is  persona^  sobredichas ;  y.  que 
avn;  w^ifá^  tuyii^f e  el  Qptsint^  l^  ob\iga.c¡op  de  devolverlas, 
c(^^  4rr,9^p  ^f  a^t.  \^^  á^i  C6,d^£Q  de  ^o/Eperc^  no  tenia 
4pr|ecb(0  ^  fletador  á  eecl9i3;i|0  algunp  ppr  haJt>er  tra8,currido 
el.  ^rq^inp,  deAtrp  4^1  PVistl  debif^  p)  pargador  pedir  el  recp- 
OQoimipQto  judicial ;  8.'',  en  cuanto  á  )a  redamación  res- 
pactp.  de  Ips  tablas  que  pudieroq  imitar,  oponen  la  e^cepr 
cion  de  qma  no  habitjpdo  sido  pn^regadas  contadas  ni  niedi^ 
da^t  W.  tiene  pl  fletante.  Is^  oJblij^ciop  dp  acceditar  la  entrega 
de  una  cantidad  determinada,  leprodupipndo  en  cuanto  á 
eslíe  pi^ntp  la  pscepoipit  que  opuso  el  anterior,  apoyán<][ose 
ea  al  art.  1246  ya  cit¿)do,  y  agregs^ndo  la  escepcion  de  la 
prpscripcion  del  arl.  4211  del  orismo  Código,  según  el  cual 
no  debp  admitirse  en  juicio  acción  alguna  pntre  el  capitán 
y  lo^  cargadorpa.  sino  aP  acompaña  alguno  de  los  ejempla* 
res  del  epnocimienitp  orii^naU 

S""  .Que  el  J.uzgado  abrió  la  causa  á  prueba  sobre  los  si- 
guiantes  P|i^t9s  pomprendidos  en  las  escepciones  opuestas 
por  pl  d^a/adadpi :  I"",  ^j  po^  el  capitán  se  adeudan  cuatro 
mil  ppfps  di  Dr.  ppn  ^duf^rdo  Costa,  por  suministros  de 
objptoa  de  alnvicpn  y  carbón ;  2"",  si  por  aquel  se  han  pau- 
saAp  fieijuicLpa  pn  |a^  pipaa  dp|^(jnf4as  para  el  agua  que 


iiipMtan  oinob  iml  peso»;  fS^i  si  :bi  falta! mí :láSriabtá8f 
importa  ocho  mil  pesos.  i 

Y  €OQSid9ran4o  respep^od^,  la  demanda,:       ,  ,     ,       ^  \, 

Primero — Que  está*  constakadói  por  la<  nota  poésta  ^oiW' 
Luis  Costa:  al  pié  délisontrato  de  fle^iainentbi  de.T¡  5  y  del 
t«aor  del  doeumento 'de  f.  4  que  -es  ^artd  intg^raote^dál^l^, 
qoe  el  pIa9M>  ^típulhdó  en  ambos,  pana  la  earga  y'des^. 
eargftc  eiQpeiá  á  cofrteridesdei  el  .%i  de.  Fettirecio  iaclusim.' 

Segusuto  —Que  de>  la  nota  citadaí  y;de  la  oonfestoa-es*^ 
presa  del  demándalo  eo  ibu  esérito  de  dontosüaoion  á  ia 
depanda  \ín.  19  y  20)  eonstá^ne  el  cVUle  d0  UUé»  ptartió 
el  2B  de  Abril  del  mismo  aBQf(íl^71). 

Tendería  •n-^Qkié  el  plazo  de  é5i  dias|  corédds^;  #sli|)uládoe> 
en  los  referidos  doeiimedtoé  dé  fsi  5  y  4  pava  la  oarga  y 
desáuírga,  ha  vencida,  el  6  del  aúamo  mes  4fr  Abril ;  y  que 
pet  la  tanto  las  eatadíiaa  han  debido  prinQipiac  á  eonrer 
deséft  esta  fecha,  eomo  así  también'  ila  deoláta  «1  misifao' 
demandado  én  su  escrito  ya  pitado. 

Cuarta-^  Qué  la  esqepcion  áe  iqe?za  miaybr  opiiestá  por 
el  Dr.  Costa  no  es  admisible  en  él  presante  casóy  porionao^^' 
to  la  feria  decretada  i  caiisa  de  la  epidemia,  hd  eohreveiiido 
ayunos  dias  después  de  estar  venoidp  et  .plafl6  aeordadó> 
para  la  earga  y  descav^a^  es^to  es,  después  de  hajbet  oaidoi 
en  mora;  y  no  ha  probado  en  manera  alguna  la' áariipfiln*s 
sacien,  que  invoca,  6  la  demora  que  hubiera  sufrido  .ü; 
eausa  ó  pef  culpa  del  capitap  del  «Villa  de  UUe»  (arl  1^0 
del  Código  de  Gdmerei4r)u 

Quinté — ;Qud  oaidd  en  m,oca  el  fletadeír  por  su  sola  oftilj^a, 
está  en  la  oblig?icioo  de  pa^^r  al  oapjtati  lei  ^^astob :  qdid' 
se  hubieren  originado  al  buque.  (  >    ' 

iSkslo  r- Qu^e , estos  gaMoa  ban  sido  previstoa  en  el  psasente 
oa^o  en  Is^  forana  determiAidA  led  Jos.  dodumantes'  de  f&.  4 
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y  5t  dstimándolos  por  cada'  día  eorri^o  en  la  soma  de  40 
pesos  fuertes. 

Sétimo — Que  con  arreglo  á  los  precedentes  consideran- 
dos son  20  los  dias  de  estadías  trascurridos  desde  el  7  de 
Abril  iaclüstve  al  26  del  mismo  también  inclusive. 

Y  considerando  respecto  á  la  contrademanda  : 
'  Primero — Que  los  demandantes  han  manifestado  que  es- 
tán dispuestos  á  abonar  el  importe  de  los  objetos  de  alma- 
cea  suministrados  al  buque  en  Campana,  tan  luego  se  les 
presente  la  cuenta  ;  asi|  como  el  valor  de  las  2  toneladas 
dé  carbón  de  piedra  si  se  determina  el  precio. 

Segundo  -^  Que  el  demandado  solo  ha  acreditado  lo  que 
cobra  por  valor  de  4,977  $  m/c*  que  arrojan  los  recibos 
de  fs.  140  y  442  y  que  han  sido  reconocidos  por  los  de* 
mandantes  como  resulta  á  fií.  424  y  125w 

Teroero-^Que  los  demandantes  absolviendo  posiciones 
manifestaron  estar  conforme  en  abonar  el  precio  de  dos  tone- 
ladas de  carbón  como  se  ha  dicho  en  el  4^  considerando, 
toda  vez  que  se  constatase  aquel ;  y  debe  considerarse  por 
constatado  el  de  500  f  por  tonelada  por  el  hecho  de  no  ha- 
ber sido  tachado  como  exajerado* 

Ouarto — Que  la  reconvención  por  los  perjuicios  que  se 
dice  causados  á  las  pipas,  asi  como  respecto  á  la  falta  de 
las  tablas,  no  solo  no  está  justificado  ni  es  arreglado  al 
art.  4246  del  Código  de  Comercio  invocado  por  la  contra* 
parte. 

Quinto — Qud  tampoco  está  justificado  el  punto  relativo  á 
estadías  causadas  por  no  tener  el  buque  el  lastre  necesario. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  condenando  al  Dr.  Don 
Kduardo  Costa  al  pago  dentro  de  diez  dias  de  la  [can- 
tidad de  800  pesos  fuertes  que  importan  los  20  dias  de 
estadías  con  sus  intereses  desde  la  demanda,  previa  deduc- 
ción de  la  suma  de  dos  mil  novedentos  setenta  y  siete  pe^ 
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808  m/o.  importe  de  las  2  primeras  partidas  de  la  cuenta  de 
f.  i  16,  y  de  las  dos  toneladas  de  carbón  como  igualmente 
al  pago  de  la  mitad  de  la  multa  correspondiente  al  contrato 
de  fletamento  y  al  de  las  costas  del  juicio.  Repónganse  los 
sellos  y  notifíquese  con  el  original. 

Manuel  Zavaleta. 

Habiendo  apelado  el  Dr.  Costa,  se  dictó  este  « 


lUlo  de  Ia  Supvenuí  Cérie. 


Buenos  Aires,  Febrero  20  de  1873. 

Inultos:  por  sus .  fundamentos  ae  donflirmá  con  costas  el 
auto  apollado  de  foja  ciento  veinte  y  eino€[^  y  sstísfecíhat  l^s 
costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Gareil.t— Francisco 
Delgado.-^  José  Barros  Pa2os. — José 
B.  GoROSTiAGA. — J.  Domínguez. 


»##•< 


ffoe 
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Los  Señores  Pmi  Hermanos. f/  jCa.  con  J).  MelvUk 
Bagletf  —  sobre  competencia. 


Skmario.'»-'l^  La  Justicia  Slamiisl  ¡no  éb  ) etAfi jpéténte 
optara  Iob  dssos  que 'aipgoM/Léy  Maoiotaal  otafiítflQue^tt»- 
mo  delitos. 

2o  No  es  admisible  acción  alguna  relativa  á  claBifíca- 
clon  de  patente  dé  invención  sino   se  acompaña  esta. 


»  initií  iji  I  I     > 


Caso — Los  Señores  Pini  Hermanos  y  G*.  fabricantes  de 
licor  demandaron  ante  el  juez  nacional  de  esta  sección  en 
lo  criminal  á  D.  Melville  Bagley  por  invocar  y  explotar  in- 
debidamente el  privilegio  de  fabricar  y  vender  el  licor 
<  Hesperidina »  y  pidieron  se  declarará  libre  esta  indus- 
tria y  se  condenará  á  Bagley  á  las  penas  infligidas  por 
la  ley  de  Patentes  de  1864,  art.  60  y  á  la  indemnización 
de  los  perjuicios  causa^cTos." 

Corrido  traslado  contestó  Bagley  declinando  la  compe- 
tencia del  juez  federal   ratione  personen  y  ratUme  materke. 

Dijo ;  que  los  demandantes  y  él  eran  igualmente  extran- 
geros;  que  él  habia  acusado  á  los  demandantes  ante  el 
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jttés  del  atliúéú  pA>\ill6ih! '  no  por  ffthlflcáddh 'dé  phtente 
6  privii^O  btltíio^d,  siü6  pbr  fóldlñftatiioii  4é  ütís  pro- 
pias aéfiaios  y  <tnilr(!láb ;  'qdfe  'tratábase  dé  lin  délHío  'tíoiríe- 
tido  én  h  ^roviooia-y  'soiíndlido  'á  én  ' júírMioéibn ;  qué 
Ibs  déiüaifldáhtes  DO  la  ádélínarón,  éstátídb  yá  ta  éau^á 
en  él  éitédb  'plénaüb. 

•Ihdo  triiBlado  de  la 'I§id6é|íd(/D  'dijm^ii  Ids  teláb^áát^s 
Tiub  déUa  irebhaiitfrá^;  <yaé  4a  l^y  dé  Nbi^ibtíibée  dé  Wít 
tiirt.  57  'etitabiééé  'ijUé  >Ias  %ótílbá!éb  't^Yátl^tds  'á  Fds-  pfíVHe- 
Igitifs  deben  dédnéít^e  Áúüe  Kn  ¡iíigá'itía  Yédé^léb ;  qtíe  ta 
-Aéter^-^^a  ¡^íú^Wi  ^  efe'¿la^Va  'de'la  '\é^AHlioú'tíátí{tíüa\ ; 
•que  Vá^éy  !¿8  1yáb9s>ád(^s'adb'>Uio!ibién>ét  filstflc&cióii'dé 
^Q  pViviH^o;  qile  >bll¿s  liafc«án  'fleglibáído'ta  'ÜUblpéteilcia 
dtd  jaez  <dlál  driméQ 'py&vibbial. 


'  Baenos  Aires,  Noviembre  20  de  1872. 

Y  vistos:  éáfosabtos  éli%>ré1táti^  Vil  inéiddüte 'iJfbmtí- 
vidé  por  D.  ^Melt^le  <B«gIéy,  'sóbfé'lóUM^étédcia,  '¿ki  'él 
.juidO'que,  éoátHi'él,  h!átt  entaUadb  >lds 'S^dl^a!  Fibi 'Rér- 
tcíiVós  yC:  por  f^ábér  Mirodálilb ''él '¿obé"dé  "úUá '^atdUfe 
-dé  klléttcibtt  >^é  <t\o  lé'fia:kido'°'¿ÓQc^ffi\la'yÚsid^ráh- 
A):  _  lo  que  Bita^ü^  'de  'Tas "partes  'eta' él "¡MWsé'pH- 
•t%hdé  partentada  por''%I 'Goliérao   de 'fa>Nacidn 'jiafá  "la 
-febriéaéi<9Ql«él<'Kcor*conoéido'báib  él  nbMbre  de    ktíés- 
peridina>  iio  '^bieiido,  éo  eodséétféheia  presentado  1a'|)fl- 
tente  respeotiT9;-^2o' que  por  el  contrario,  de  sas  mis- 
mas esposiciones  resulta  que  no  han  solicitado  ni  obleni- 
'^  -tal  pflteiite,  >v¿rtf8ado  '4ai!cú<éíátibn'''B0tñb{fdto  A  la^Jus- 
ticia  provincial  sobre  publi(«bÍÑMt>  elb  W'^\J»  Btfj^ie 
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dice  patentado  y  propiedad  de  Ua  marcas  y  etiquetas  usa- 
das para  librar  al  espeodio  la  citada  fabricación  ;--^3o  qu6 
cualquiera  que  sea  el  sentido  y  alcance  de  las  publica^ 
piones  que  se  denuncian,  dirigidas  á  obtener  preferencia 
en  la  venta,  están  estas  protegidas  por  el  principio  |;ene'- 
ral  de  la  libertad  de  la  prensa,  y  no  pueden  importar  la 
ipvooacion  falsa  de  una  patrate  que  no  se  tiene,  para  de- 
terminar la  aplicación  del  articulo  59  de  la  Ley  de  Pa- 
tentes,, por  cuanto  este  último  se  refiere  únicamente  á  la 
invocación  ante  autoridad  nacional,  dirigida  al  propósito 
de  obtener  una  resolución  contra  la  libertad  de  las  inr 
dustrias ; — 4o  que  esta  interpretación  resulta  comprobada 
por  el  contesto  de  los  artículos  57  de  la  Ley  de  Paten- 
tes y  65  de  la  Ley  Penal,  disponiendo  el  primera  que 
no  sea  oida  ninguna  demanda  sobre  falsificación  de  pa- 
tentes de  invención  sin  acompañar  la  que  se  hubiese  espe- 
dido al  querellante,  y  el  segundo  estableciendo  como  ele- 
mento esencial  del  delito  de  falsedad  en  general,  la  circuns- 
tancia de  que  el  documento,  en  que  se  hubiese  cometi- 
do; haya  sido  presentado  ante  la  autoridad  nacional  —  y 
5o  que  no  estando  según  resulta  de  ios  anteriores  consi- 
derandos, comprendido  el  caso  sometido  sub-judice  por  los 
Señores  Pini  Hermanos  y  Gv  en  ninguna  ley  Nacional^ 
que  lo  califique  como  delito,  no  puede  tomar  conocimien- 
to de  él  la  justicia  Nacional;  por  estos  fundamentos  de- 
claro comprobada  la  escepcion  de  declinatoria  de  jurisdic* 
cion  deducida  por  la  parte  de  Bagley  y  en  au  consecueo. 
cia  ocurran  donde  corresponda.  —  Hágase  saber  y  repón- 
ganse loa  sellos,  notificándose  con  el  original. 

Andrés  ügarrixa. 

Lois  denundantes  apelaron  y  concedido  el  recuno  ea 
reiaí»ioa  ae  dictó  d  siguiente : 
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WmUm  ém  1»  Suprenm  Corte 

Buenos  Aires,  Febrero  20  de  1873. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  veinte  y  cinco,  y  satisfechas  las 
costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —Fran- 
cisco Delgado.  — José  Barros  Pa- 
zos. —  J.  B.  GoROSTiAGA.  —i.  Do- 
mínguez. 


CAUS^  X.X.II. 


Dm  Nicolás  Artigas  con  D.  Miguel  Moragas,  so- 
bre nulidad  de  un  contrato. 


Sumario. — No  mejorándosela  apelación  en  el  término 
del  emplazamientOl  se  declara  desierto  el  recurso  á  la 
primera  rebeldía  que  acuse  el  apelado. 


ff.  nr. 
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Caso.  —  En  los  autos  seguidos  por  D.  Nicolás  Artigas 
con  D.  Miguel  ^iop^g^^,  el  apeUnte  oo  niejpró  el  recurso 
en  el  término  del  emplazamiento;  y  el  apelado  le  acusó 
rebeldía. 

P»ll«  de  1»  Suprenm  C^rte. 


Jpü^enps  Aijr^,  í^rprq  ÍO  d#  líl?. 

P^  b  Q^e  resulta  del  preoe4date  certificado  y  á  méri- 
to de  lo  dispii^tD  en  9I  firtioulQ  doscientos  catorce  de  la 
Isa  ^9  pro9^^D)ieQtQ9y  4eQi\&t3i^%  desierta  la  apelación ;  de- 
vuélvanse en  consecuencia  ifls  Autos,  previo  pago  de  cos- 
tas y  reposición  de  sellos  por  el  apelante. 

FaANCISCO  DE  LAS  CARRERAS — SALVADOR  Ha- 

rU  DEL  Carril  —  Francisco  Delgado-— 
Jo&É  BiARAfi  Pazos— BfiMíTO  Carrasco. 
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GAUSÜL    XXIII. 


Don  Agustín  Junio  con  Don  Simón  Filippi 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario. — 1^  El  capitán  que  ha  recibido  del  dueño  del 
buque  una  cantidad  de  dinero  para  emplearla  en  deter- 
minados objetos  para  el  buque,  está  obligado  á  rendir 
cuenta  de  su  gestión  al  referido  dueño,  y  á  devolver  la 
cantidad  cuya  inversión  no  se  justifica. 

2o  Partiendo  un  buque  de  un  puerto  intermedio  por 
orden  de  su  dueño  ó  del  representante  de  este  durante 
la  lejilima  ausencia  del  capitán,  debe  considerarse  á  este 
como  despedido  sin  justa  causa,  y  por  lo  tanto  con  d^ 
recho  á  que  se  le  abonen  sus  sueldos  y  gastos  de  viaje 
basta  su  regreso  al  punto  de  partida,  los  que  no  estan- 
do justificados  deben  estimarse  prudencialmente. 


Caso. — D.  Simón  Filippi,  capitán  del  vapor  «Paso  de 
la  Patria»,  recibió  de  D.  Agustín  Justo,  propietario  de  es- 
te, la  cantidad  de  i06  libras  esterlinas,  para  sueldos  de 
la  tripulación  y  gastos  del  buque.  El  vapor  salió  para 
Corrientes  coa  órdeo  al  capitán  4e  obedecer  al  byo  del 
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propietario,  y  llegado  al  puerto  del  Rosario  continuó   su 
marcha  sin  el  capitán  que  se  habia  quedado  en  la  ciudad. 

Fundado  en  estos  hechos  Justo  demandó  á  Filippi  por 
la  devolución  con  intereses  y  costas  de  las  106  libras, 
recibidas  por  él  y  no  habiéndolas  invertido  en  los  suel- 
dos y  gastos  del  buque. 

Corrido  traslado,  Filippi  acompañó  tres  recibos  de  can- 
tidades gastadas  para  el  buque ;  y  pidiendo  el  rechazo  de 
la  demanda,  dijo  que  llegado  al  Rosario,  habia  bajado 
allí  á  hacer  provisiones,  y  cuando  regresó  al  buque,  en- 
contró que  se  hablan  embarcado  varios  pasajeros,  entre 
ellos  unos  militares ;  que  entonces  bajó  de  nuevo  á  tierra 
para  dar  cuenta  á  la  Capitanía;  que  en  ese  tiempo  el  hi- 
jo de  Justo  hijo  zarpar  sin  el  capitán  llevándose  consigo  to- 
da su  ropa  y  el  resto  del  dinero  que  habia  recibido  y  es- 
taba en  su  camarote.  Contrademandó  además  á  Justo  por 
un  mes  de  sueldo  en  2,500  $  y  por  los  gastos  de  hotel 
y  demás  en  el  Rosario  en  2,600  ^. 

Conferido  traslado  de  la  contrademanda  contestó  Justo ; 
que  no  podian  admitirse  las  pretensiones  de  Filippi  por 
haber  dejado  el  buque  por  su  voluntad;  que  de  los  tres 
recibos  acompañados  admitía  uno  solo  en  pesos  bolivia- 
nos 23|  y  rechazaba  los  otros  dos,  el  uno  por  no  Ueyar 
fecha  y  el  otro  por  ser  de  fecha  posterior  á  la  salida 
del  buque  del  Rosario. 

Producidas  las  pruebas  de  que  hace  mención  la  sen- 
tencia de  1*  Instancia  se  dictó  el  siguiente: 

VwXkm  del  iVues  Seeei^mil* 

Buenos  Aires^  Noviembre  15  de  1878. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Agustin  P.  Justo, 
propietario  del  vapor  cPaso  de  la  Patria,  t  contra  D.   Si- 
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mon  Filippi  por  cobro  de  cantidad  d^  pesos  entregados 
para  el  sueldo  de  la  tripulación  y  demás  gastos  del  dicho 
vapor  y  resultando : 

Primero.  —  Que  en  tres  de  Febrero  del  corriente  añO| 
el  deroandadoi  como  capitán  del  vapor  <  Paso  de  la  Pa- 
tria», recibió  del  demandante  la  cantidad  de  ciento  seis 
libras  esterlinas,  para  sueldos  de  la  tripulación  y  gastos 
de  dicho  vapor. 

Segundo.  —  Que  el  vapor  salió  para  Corrientes  con  or- 
den el  capitán  de  obedecer  á  D.  Agustín  P.  Justo,  hijo, 
como  consta  del  escrito  de  contestación  á  la  demanda. 

Tercero. — Que  llegado  el  vapor  al  puerto  del  Rosario, 
continuó  de  allí  su  marcha,  sin  el  capitán,  el  que  habia 
quedado  en  la  ciudad  del  Rosario. 

Cuarto.  —  Que  fundado  en  los  precedentes  hechos,  la 
parte  de  Justo  ha  entablado  demanda  contra  el  capitán 
pidiendo  se  le  condene  á  la  devolución  con  intereses  y 
costas  de  la  cantidad  de  quinientos  diez  y  nueve  pesos 
cuarenta  centavos  fuertes,  que  según  el  documento  de  f. 
i*  habia  recibido  dicho  capitán,  y  no  la  habia  iovertído 
en  los  objetos  para  que  lo  recibió,  sino  la  retenia  en  su 
poder,  desde  que  abandonó  el  vapor. 

Quinto.  — Que  la  parte  del  capitán  acompañó  los  doou« 
mentos  de  f.  31  á  35  consistentes  en  una  protesta  levan- 
tada en  la  ciudad  del  Rosario  por  la  marcha  del  vapor  i 
su  mando,  y  en  las  cuentas  y  recibos  siguientes:-— le 
Recibo  de  catorce  pesos  fuertes  abonados  al  Escribano 
que  autorizó  la  protesta  de  que  se  ha  hecho  anterior- 
mente referencia; — 2o  Recibo  de  doscientos  pesos  mone* 
da  corriente  otorgado  por  José  Firrin  en  que  se  espresa 
ser  aquella  suma  el  flete  del  equipaje  del  capitán  á  bor- 
do del  vapor  c  Paso  de  la  Patria ;  >  —  3^  Una  cuentra  con-* 
tra  el  vapor  c  Paso  de  la  Patria »   pasada  por  provisiones 
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para  diobo  vapot  por  Bartolo  Tiscornia  y  O.  del  Rost- 
rio  é  importante  veinte  y  nueve  pesos  tres  reales  ;—4<> 
Otra  cuenta  también  del  mismo  vapor  importante  veinte 
y  tres  pesos  siete  reales  procedentes  de  articules  sumi- 
nistrados por  Miguel  Solecci,  también  de  la  dicha  ciudad 
del  Rosario. 

Sesto.^-Que  el  demandado  se  excepciona  diciendo,  que 
al  llegar  al  Rosario  de  Santa  Fé,  recibió  orden  del  Señor 
Justo  de  fondear  y  bajar  á  tierra  á  tomar  provisiones,  re- 
gresando bastante  tarde  á  bordo  sin  conseguir  todas  las 
que  necesitaban  ni  que  llevaran  á  bordo  las  compradas» 
por  lo  avanzado  de  la  hora,  encontrándose  en  dicho  bu- 
que con  varios  pasageros  y  entre  ellos  algunos  militares, 
sobre  lo  cual  no  dándosele  esplicacion  alguna  y  á  fin  de 
evitar  responsabilidades  bajó  nuevamente  á  tierra  á  dar 
ouenta  de  lo  ocurrido  á  la  Capitanía  del  PuertOf  en  cuya 
oircunstancia  dicho  Señor  Justo  intimó  á  mano  armada  á 
la  tripulación  que  levaron  anclas  y  zarparan,  orden 
que  tuvieron  que  obedecer  en  virtud  de  la  fuerza 
que  se  les  hacia ;  que  á  consecuencia  de  lo  cual  le 
llevaron  en  el  buque,  asi  su  ropa  como  la  del  piloto  y 
las  libras  esterlinas  que  le  habian  entregado  y  estaban  de^ 
positadas  en  su  camarote,  con  esoepcion  de  una  pequeña 
cantidad  que  habia  gastado  al  salir  de  este  puerto  y  de 
la  que  se  gastó  en  la  eompra  de  provisiones  en  el  Ro- 
sario. 

Que  el  mismo  Filippi  dedujo  á  su  vez  contrademanda 
por  las  cantidades  siguientes:  1*  Por  dos  mil  quinientos 
pesos  correspondientes  á  un  mes  de  sueldos  durante  el 
tiempo  en  que  por  culpa  de  Justo  estuvo  sin  ocupación; 
--^S^  La  de  dos  mil  seiscientos  pesos  importe  de  gastoe 
de  hotel  y  demás  que  hizo  mientras  permaneció  en  el 
Rosario,  fafista  regresar  á  esta  ciudad; -^8^  £1  importe  da 
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tres  recibos  de  gdstos  de  provisiones  y  coridaocioá  ri  bu^ 
({06  en  el  Rosario  eotno  iffoalmeote  el  importe  de  lo  abo- 
nado al  Esotibano  que  autorizó  la  protesta,  agregando  que 
solo  el  importe  del  recibo  de  f.  34  fué  lo  que  gastó  del 
dinero  que  recibió,  habiendo  quedado  el  resto  á  bordo. 

Séptimo. — Que  la  parte  de  Justo  opone  contra  las  par» 
tiáas  la  y  2a  de  la  contrademahda  así  como  i>elulivanlen« 
fe  á  los  gastos  dé  protesta,  que  no  está  obligado  á  abo» 
narios  porque  el  capitán  dejó  el  mando  del  buque  de  vo<^ 
luntad  propia  y  hasta  desobedeciendo  las  órdenes  de  la 
persona  que  iba  á  bordo,  y  á  quien  debia  obedecer  seguii 
su  propia  confesión  y  que  por  consecuencia  no  tiebe  de- 
recho á  cobrar  sus  sueldos  ni  gastos  de  protesta «  y  si  al- 
gunos gastos  hizo  en  el  Rosario  debe  imputárselos  á  si 
prepio ; 

Ooe  en  cuailto  al  recibo  de  d  34  itíiportante  veinte  y 
tres  peáos  nieto  reales  bolitiaños^  no  tiene  ineonveniente 
etl  aceptarlo  por  las  pocas  pioviálones  qué  el  espitan  Ue« 
v6  á  bordo  caando  volvió  al  buque,  pero  que  ne  pded¿ 
aceptar  la  ée  f.  63,  por  ser  de  feeba  en  c|ue  el  capitán, 
no  podia  comprar  víveres^  ni  la  de  f.  32  porqué  no 
tiene  feeba  tíi  sé  comprende  que  es.  lo  que  pud<t  haberse 
conducido  á  bordo. 

Oetávo.  -^  Que  el  Juzgado  reeibié  la  causa  á  p^ba  pa- 
hi  acreditar  los  hechos  alegados  por  ambas  partes,  resul*^ 
tanéo  jusliflcado  que  durante  la  ausencia  del  dapiitan  sé 
embarcaron  varios  pasageros  con  uniforme  militar  y  qué 
el  vapor  ¿arpó  del  puerto  del  Rosario  de  noche  sin  (|ue 
dichas  operaciones  las  hiciera  cóii  oonoeimi^áto  dé  la  Ga^ 
pitedié  de)  Ptierto,  ^  que  rio  se  ha  ácreditédo  la  cantidad 
qae  tuviese  infvetftida  el  capitán  en  servido  dei  buque  con 
me  tampoco  que  D.  Agustín  Justo  hubiese  obligado  á  vi-* 
va  fuetea  á  lelrar  anotas  y  zarpar,  pues  la  parte  del  capí-» 
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tan  DO  ha  producido  mas  prueba  que  la  declaración  del 
marinero  Juan  Jubici,  que  aunque  declara  de  conformidad 
con  io  espuesto  por  Filippi,  por  su  sing;ularidad  no  hace 
fé  en  juicio  con  arreglo  á  la  ley. 

Noveno. — Que  aparte  de  los  hechos  espuestos  en  el  pro* 
cedente  párrafo  la  parte  de  Justo  ha  justificado  con  la 
confesión  de  Fílippi  al  absolver  este  posiciones  á  f.  61 
vuelta  y  siguiente  haber  dicho  Filippi  llevado  consigo  al 
bajar  en  el  Rosario  todas  las  libras  esterlinas  que  se  le 
entregaron  para  el  viage  y  por  consecuencia  que  es  falao 
lo  afirmado  por  el  representante  del  demandado  en  el  es- 
crito de  contestación  á  la  demanda. 

Y  considerando  en  primer  lugar  en  cuanto  á  la  deman- 
da deducida  por  Justo: 

Primero. — Que  estando  justificado  que  Filippi  como  ca- 
pitán del  vapor  cPaso  de  la  Patria»  recibió  la  cantidad 
espresada  en  el  recibo  de  f  1*  para  los  objetos  determi- 
nados en  el  mismo,  está  obligado  por  el  art.  1130  del 
Código  de  Comercio  á  rendir  cuenta  de  su  gestión  al  due- 
ño ó  armador  del  buque,  obligación  que  por  otra  parte  es 
conforme  á  los  principios  generales. 

Segundo, — Que  el  capitán  no  ha  justificado  haber  in- 
vertido las  cantidades  que  dice  en  provisiones  para  el  bu- 
que sino  es  la  de  veinte  y  tres  pesos  siete  reales  bo- 
livianos que  Justo  ha  reconocido,  y  por  consecuencia  el 
demandado  debe  devolver  lo  que  recibió  con  destino  al 
buque  con  deducción  de  dicha  suma  reconocida. 

Considerando  en  segundo  lugar,  respecto  á  la  contra- 
demanda deducida  por  Filippi: 

Primero,  —  Que  está  justificado  por  la  confesión  del  de- 
mandante, por  las  declaraciones  de  los  testigos  presenta- 
dos por  él  mismo  y  por  el  informe  de  la  Capitanía  del 
Puerto  del  Rosario,  que  la  parte  demandante  admitió  pa- 
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sageros  á  bordo  del  vapor  c  Paso  de  la  Patria  >  y  sarpó  á 
horas  desliusadas  de  dicho  puerto  sin  conocimiento  ni  con- 
sentimiento del  capitán,  con  lo  que  ha  violado,  el  articu- 
lo 29  del  reglamento  para  las  capitanías  de  puertos  de; 
la  República  que  previene  que  todo  paquete  á  su  salida 
deberá  ser  visitado,  recojiendo  el  oficial  que  la  pase  vis- 
ta nominal  de  los  pasageros  que  conduzca. 

Segundo. — Que  los  capitanes  de  buques  tienen  obliga* 
cion  de  cumplir  todos  los  deberes  impuestos  por  I09  re- 
glamentos de  marina  y  por  consecuencia,  Filippi  procedió 
en  regla  bajando  á  tierra  á  dar  cuenta  de  lo  ocurrido,  y 
no  debe  imputarse  á  él  si  mientras  practicó  aquello,  el  va- 
por siguió  su  marcha  sin  el  capitán. 

Tercero.  —  Que  de  conformidad  á  lo  espuesto  en  el  pre- 
cedente considerando,  por  el  hecho  de  haber  partido  el  vapor 
sin  el  capitán,  debe  considerársele  á  este  como  despedido 
sin  justa  causa  por  el  representante  del  dueño  ó  armador 
que  iba  á  su  bordo,  en  cuyo  caso  con  arreglo  al  artícu- 
lo 1050  del  Código  de  Comercio,  tiene  derecho  á  que 
se  le  abonen  sus  sueldos  y  gastos  de  viage  hasta  su  ro- 
greso  al  puerto  de  partida. 

Cuarto.  —  Que  no  habiéndose  justificado  los  gastos  de 
viage  que  hiciere  el  capitán  Filippi  ni  los  dias  que  demo- 
ró hasta  stt  regreso,  debe  estimarse  estos  prudencialmente . 

Quinto.  —  Que  atenta  la  distancia  que  hay  entre  este 
puerto  y  el  del  Rosario  como  igualmente  el  sueldo  que 
según  el  capitán  fué  convenido,  se  puede  calcular  que  la 
cantidad  de  setenta  pesos  es  bastante  para  cubrir  dichos 
sueldos  y  gastos. 

Sexto  y  finalmente  que  las  demás  partidas  de  la  recon- 
vención no  están  justificadas. 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  condenando  á  Don  Si- 
món Filippi  á  abonar  á  D.  Agustín  P.  Justo  la  cantidad 
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de  ciento  seis  libras  esterliúds  6  bu  dquiferiefite  en  mo- 
neda de  ley,  con  deducción  de  la  cantidad  de  veinte  y 
tres  pesos  .siete  reales  bolivianos  que  ha  justificado  haber 
invertido  en  provisiones  para  el  buque,  mas  la  de  setenta 
pesos  fuertes  que  se  le  reconocen  por  sueldos  y  gastos^ 
debiendo  abonar  sobre  el  saldo  los  intereses  de  Banco  á 
contar  desde  la  demanda,  y  sin  especial  condenación  en 
costas. --«^ Repónganse  los  sellos  y  notiflqoesé  con  el  ori- 
ginal. 

Manuel  Zavohta. 

Filippi  apeló  y  concedido  el  recurso  en  relación,  se  dic- 
tó el  siguiente 


twMo  úe  1»  0u|ireBi»  Corte. 


Buenos  Aires,  Febrero  32  de  1813. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  ape- 
lado de  foja  ciento  diez  y  siete,  y  satisfechas  las  costas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  i^bl  Garail.  ^  Fuanoboó 
DfiLGADio. -- José  Barrios  Pa^ 

ZOS.  —  í.  B.   GOROSTIAGA.  —  J. 

Domínguez. 
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CAUSA  XULIV. 


Ihn  Jo$¿  Manuel  Estrada  eon  la  Municipalidad  de 
Buenos  Aires  ^  sobre  cimpeíencia. 


Sunuim.  -*- 1  o  No  puede  recumrae  de  las  senteneíift  del 
Siiperíor  Tribunal  de  Justioia  de  las  Provincias  ante  la 
Suprema  Corte,  sino  en  los  eaaos  enuineradoa  pot  el  arL  i4 
de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863  sobre  jurbdiocion  y 
eompetencia  de  los  Tribunalea  Naoionales. 

2^  No  está  comprendido  en  estos  el  de  una  aentenots 
decidiendo  sobre  oompetenoia  de  dos  aatoridades  provin** 
cíales  en  la  delinea  cien  y  apertura  de  calles  públicas,  y  no 
siendo  definitiva  la  resolución  de  la  autoridad  declarada 
competente. 

Caso. —  D.  Lino  Lagos  pidió  y  obtuvo  de  la  Municipalidad 
la  delincación  de  un  terreno  de  su  propiedad  en  la  calle 
Artes  entre  la  de  Juncal  y  otra  oaUe  nueva  que  debia 
abrirse. 

Uno  de  sus  linderos  D*  José  Manuel  Bstradaf  denunció 
á  la  Municipalidad  que  La^  detentaba  en  su  propiedad 
una  calle  pábtioa  de  16  varas  y  pidió  se  reiviadieara. 

Tratada  por  la  Municipalidad  la  naeva  oalle,  por  la  mayor 
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parte  en  el  terreno  de  propiedad  de  Estrada,  entabló  este 
contra  la  Municipalidad  acción  posesoria  de  despojo  ante  el 
Tribunal  Provincial  de  1*  Instancia. 

La  Municipalidad  reclamó  su  esclusiva  competencia  en 
virtud  del  art.  18,  Sec.4*  de  la  ley  de  Noviembre  3  de  1868. 

El  Juzgado  se  declaró  incompetente  con  sentencia  de 
Junio  8  de  1872  que  fué  confirmada  por  el  faiio  del  Su- 
perior Tribunal  de  Justicia. 

Contra  estos  fallos  Estrada  recurrió  directamente  á  la  Su- 
prema Corte,  diciendo  que  la  Constitución  nacional  declara* 
inviolable  la  propiedad ;  que  la  Municipalidad  no  puede  abrir 
nuevas  calles  en  terrenos  particulares  sin  el  correspondiente 
juicio  de  expropiación  ante  la  autoridad  judicial ;  que  los 
fallos  recurridos  violan  las  garantías  constitucionales  esta- 
bleciendo la  incompetencia  del  poder  judicial  y  que  recurría 
de  elloi  en  virtud  de  los  artículos  3,  4,  5,  21 1  22  y  23 
de  la  ley  de  Octubre  16  de  1862  y  del  art  14,  inc.  2^'  y  23 
de  la  ley  de  Setiembre  14  de  1863. 

Se  confirió  vista  al  Procurador  General  quien  pidió  que 
no  se  hiciera  lugar  el  recurso  por  no  estar  comprendido 
en  los  casos  señalados  por  la  ley  de  14  de  Setiembre  de 
1863. 

Fallo  de  1»  Suprenm  Corte. 

Buenos  Aires,  Marzo  4  de  1873. 

Vistos  :  no  habiéndose  decidido  por  la  sentencia  de  que 
se  recurre,  sino  la  cuestión  sobre  competencia  de  dos  auto- 
ridades provinciales,  en  la  delineacion  y  apertura  de  una 
calle  pública ;  y  no  siendo  definitiva  la  resolución  que  la 
Municipalidad  ha  diotado  en  este  asunto,  porque  puede  en<* 
tablarse  de  ella,  el  recurso  que  establece  el  articulo  treinta 
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de  la  ley  orgánica  de  esta  Corporación  ;  se  declara  de  con- 
formidad con  lo  pedido  por  el  Señor  Procurador  General , 
que  el  presente  recurso ,  no  está  comprendido  en  ninguno 
de  los  casos  que  enumera  el  articulo  catorce  de  la  ley  de 
catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres; 
sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacio- 
nales. Satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vase en  consecuencia  los  autos,  con  oficio. 

Salvador  Maru  dbl  Carril.— Fran- 
cisco Delgado,  —  José  Barros 
Pazos.  —  José  B.  Gorostiaga. 
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CAUBÜL  ILILV. 


D.  Estanislao  de  la  Reta  contra  D.  Antero  Barriga^ 
sobre  etmtplimiento  de  contrato. 


Sumario.  —  lo  El  juicio  declarativo  de  quiebca  en  pais 
extrangero,  no  puede  cumplirse  en  la  República  en  per- 
juicio de  tercero8|  contra  los  cuales  no  tiene  la  autoridad 
de  cosa  juzgada. 

2o  Decaido  el  demandado  del  derecho  de  contestar  la 
demandaí  el  actor  obtiene  lo  que  pide  si  fuera  justo  y  pa- 
ra hacer  constar  esta  justicia  el  juez  está  autorizado  por 
los  art  185  y  186  da  La  Isy  dfi  eoijuiciamiento  para  re- 
cibir la  causa  á  prueba. 

3o  La  parte  que  ha  consentido  el  auto  de  prueba  y 
aprovechado  su  término,  no  puede  sostener  que  el  juez 
no  tenia  derecho  á  dictarlo. 

4o  El  simple  certificado  de  un  escribano  declarando  ha- 
berse tomado  razón  de  una  hipoteca,  no  es  prueba  sufi- 
ciente del  carácter  hipotecario  de  la  escritura  relativa, 
máxime,  cuando  falten  en  ella  la  constancia  de  su  re- 
gistro, y  la  determinación  de  los  límites  y  linderos  de  la 
finca  que  se  dice  hipotecada. 

&o  Ño  68  válida  contra  los  terceros  la  toma  de  razón 
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da  hipóte^,  verifleada  después  que  pl  fiíndq,  qua  sp  pev^ 
si^ue  como  hij^tecaríoi  salió  del  peder  del  deudor. 


Ca90. — D.  Estanislao  de  la  Reta  demandó  ante  el  Juz- 
gado Nacional  de  la  Sección  de  Mendoza  á  D.  Vicente 
Sánchez  por  la  entrega  de  una  cantidad  de  animales  vacu- 
nos y  caballares,  resultante  de  una  escritura  que  presentó. 
Fondo  su  acción  em  que  dicha  cantidad  de  animales  se  le 
iabia  por  D.  Geciliano  Alvarez  quien  hipotecó  ai  europti* 
miento  del  contrato  la  estancia  de  la  Carrera  y  en  que  el 
demandado  era  el  actual  poseedor  da  este  fundo  en  repre- 
aentaftion  da  la  testanentaiia  de  su  padre. 

Cerrido  traslado,  opuso  Sánchez  articule  de  incompe' 
tenoí^  que  fuá  desechadp,  por  el  faHo  d^  la  Suprema  Certa 
de  Julio  16  de  1870. 

Revueltos  loa  autos  al  Juzgadp  de  Seeemí,  y  deelarado 
Sanobez  eo  rei^eMia,  se  preoentó  D.  Antoro  Barriga  eom» 
eemiirador  y  dv^eSa  de.  la  refernlA  estanoia  interviniendo  ea 
la  OAuaa  en  el  estada  en  qüo  se  encentraba. 

Dijo ;  que  el  crédito  coniía  Alvarez  no  era  hipoleoarío ; 
fue  Alvarez  Qunoplió  ya  ooa  su  compromiso ;  que  además 
au  obligación  esJlaha  prescrita ;  que  finalmenW  insistia  en  la 
escepcioo  de  incompetencia  la  que  es  perpetua  fundándose 
W  que  AWarez  había  hacho  cesión  de  bienes  ante  los  trii* 
buAalea  ifi  Chile,  ora  oaosentipiento  de  todos  sus  acreo-^ 
dores. 

M  Jfíi^z  s^  diolará  competente  y  abrió  la  causa  á  prueba 
M  1^  priMipal. 

Randidaa  las>  prueban  9a  las  fue  la  parta  de  Reta  exhiMé 
U9  «wtififta^Q  del  EMUihano  Majoma,  deoh^anda  que  la 
QMtgüHDA  bipotecariiL  dq  i^v^rez  fui  vastada  ea  el  Libro 


120  FALLOS  DI  Ll  SUPREMA  CORTE 

de  Hipotecas  que  se  perdió  en  el  terremoto  y  presentado 
los  alegatos  de  ambas  partes,  se  dictó  el  siguiente 


Fallo  ékéí  Jiies  itoccional. 


Mendoza,  Setiembre  30  de  1872. 

Vistos :  D.  Estanislao  de  la  Reta  se  presenta  con  las  es- 
crituras públicas  de  fs.  1  y  3  contra  D.  Vicente  Sánchez 
(hijo),  demandó  á  la  testamentaría  del  padre  de  éste  Don 
José  Vicente  Sánchez  por  la  cantidad  de  animales  vacunos 
y  caballares  á  que  se  refiere  la  [escritura  de  f.  8,  premio 
estipulado  hasta  que  se  haga  la  entrega  ó  el  interés  legal 
sobre  el  capital  á  que  asciende  el  ganado  que  en  aquella 
fecha  se  le  adeudaba. 

Funda  su  demanda  en  que  la  escritura  de  f.  3  es  hipo- 
tecaria, y  que  habiendo  fallecido  el  deudor  primitivo  D. 
Geciliano  Alvarez,  en  la  República  de  Chile,  el  adquirente 
del  fundo  hipotecado  D.  José  Vicente  Sánchez,  es  responsa- 
ble, y  por  su  muerte,  su  testamentaria. 

Agrega  que  cualquiera  que  sea  el  medio  por  el  cual  el 
fundo  se  trasmitiese  al  causante  de  la  testamentaria  Sánchez 
su  derecho  contra  el  actual  poseedor  es  indudable,  desde 
que  las  autoridades  de  la  República  de  Chile  no  tienen 
jurisdicción  sobre  las  obligaciones  hipotecarias  celebradas 
en  este  país. 

Habiéndose  declarado  decaido  el  derecho  del  Sr.  Sánchez 
para  contestar  la  demanda  se  presentó  D.  Antero  Barriga 
Cónsul  de  Chile  en  San  Juan,  á  seguir  el  juicio  en  el  esta- 
do en  que  se  encontraba  por  haber  comprado  á  Sánchez  el 
fundo  que  se  dice  hipotecado  y  propone  á  la  consideración 
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del  Juzgado  los  siguientes  puntos,  para  que  esclarecidos  se 
resuelva  esta  causa. 

lo  Que  el  crédito  que  pretende  hipotecario  el  Sr.  Reta, 
no  tiene  tal  carácter. 

2o  El  contrayente  D.  Geciliano  Alvarez  cumplió  legal- 
mente  el  compromiso  contraido,  según  consta  del  espe- 
diente de  concurso  formado  á  sus  bienes  en  Santiago  de 
Chile. 

3o  La'obligaciou  contenida  en  ese  contrato,  cuyo  cum- 
plimiento se  demanda,  se  hallaba  proscripta  á'la  fecha  de 
la  iniciación  de  este  juicio. 

4o  La  escepcion  de  incompetencia  de  la  Justicia  Nacional, 
puesta  como  dilatoria  por  el  apoderado  de  Sánchez,  queda 
vijente  como  escepcion  perpetua,  porque  habiendo  hecho 
D.  Geciliano  Alvarez  cesión  de  bienes  á  favor  de  sus  acree- 
dores, la  que  fué  aceptada  judicialmente,  quedó  abierto 
el  juicio  universal  á  donde  únicamente  podría  cobrarse  el 
crédito  del  Sr.  Sánchez,  en  caso  de  ser  efectiva. 

5o  D.  Vicente  Sánchez  no  ha  sido  detentador  de'^la  es- 
tancia del  Ancón  y  la  Carrera  como  lo  dice  el  demandante, 
pues  la  obtuvo  en  subasta  pública  ordenada  por  el  Juez  del 
Concurso,  y  siguió  en  esta  Provincia  largo  espediente  para 
conseguir  la  posesión  judicial  que  se  le  mandó  dar  con 
todas  las  solemnidades  de  estilo. 

A  f.  68  el  juez  recibió  la  causa  á  prueba  para  establecer 
si  era  ó  nó  competente  y  se  declaró  competente  á  f.  131; 
á  ñ  146  vuelta  se  recibió  á  prueba  sobre  lo  principal  para 
que  se  justificase  si  el  ganado  por  capital  é  intereses  fué 
satisfecho  6  nó,  en  el  todo  6  por  lo  menos  lo  que  se  hu- 
biese entregado  á  cuenta. 

Las  partes  han  rendido  la  que  han  creido  convenir  á 
sus  derechos. 

Y  considerando :  Que  no  es  exacto  que  el  juzgado  no 
T.  rr.  9 
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deba  pronunciarse  sobre  la  competencia  por  baber  sido  re- 
suelto este  incidente  por  la  Suprema  Corte,  -  como  asegura 
la  parte  de  Reta  en  su  alegato  é  informe,  pues,  la  reso- 
lución suprema  de  f.  44  vuelta  confirmatoria  del  auto  de 
Abril  8  de  1870,  se  limita  á  desechar  la  eseepcion  dila* 
toria  de  incompetencia  por  haber  sido  deducida  fuera  del 
término,  esta  escepcion  y  atento  el  art.  1®  de  la  ley  de  14 
de  Setiembre  de  1863,  debe  quedar  subsistente  como  pe- 
rentoria. 

Que  la  cuestión  de  competencia  fué  resuelta  á  f .  181, 
por  el  principio  general  que  el  juicio  declarativo  de  la 
quiebra  en  país  extranjero  no  puede  cumplirse  en  la  Re- 
pública en  perjuicio  de  terceros,  contra  los  cuales  no  tiene 
la  autoridad  de  cosa  juzgada,  porque  no  han  sido  parte  en 
él  y  cuyo  efecto  por  lo  que  respecta  al  estatuto  real,  no 
puede  ultrapasar  los  limites  del  juez  que  la  dictó ;  princi- 
pio qu«  está  espresamente  consignado  en  el  art.  1531  del 
Código  de  Comercio. 

Y  considerando :  por  lo  que  respecta  á  la  acción  princi- 
pal ;  que  es  inexacta  la  aseveración  del  demandante  que  el 
juzgado  no  debió  recibir  la  causa  á  prueba  una  vez  deeaido 
el  derecho  del  demandado  á  contestar  la  demanda,  porque 
tal  facultad  le  está  concedida  como  se  deduce  del  art.  185 
de  la  Ley  de  enjuiciamento,  al  establecer  que  declarado  en 
rebeldía  el  demandado,  el  actor  obtendrá  lo  que  pidiere 
siendo  justo  y  para  formar  juicio  sobre  el  grado  de  justicia 
que  se  pide,  el  art.  186  autoriza  al  juez  para  recibir  la 
causa  á  prueba,  debiendo  además  tenerse  en  consideración 
que  el  Sr.  Barriga  se  presentó  á  seguir  el  ¡aífiía  antes  de 
dictarse  el  auto  de  prueba  y  tenia  perfecto  derecho  para 
seguirlo  en  el  estado  en  que  se  encontrase  como  la  misma 
parte  de  Reta  lo  ha  reconocido  siguiendo  con  él  la  causa ; 
que  negado  el  carácter  hipotecario  de  la  escritora  de  £  3, 
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la  prueba  correBpondia  al  que  pretendía  hacer  vder  ese  ti- 
tulo y  BO  se  ha  producido  mas  que  el  informe  de  f.  154 
vuelta,  oon  referencia  á  la  carta  de  t  153,  cuya  prueba 
es  inauüoiente ;  I"",  porque  aunque  se  alega  que  en  el  terre- 
moto que  tuvo  lugar  el  20  de  Mano  del  61 ,  se  perdió  el 
Registro  de  Hipotecas,  el  interesado  ha  debido  solicitar  la 
inscripción  antes  de  presentarse  en  juieio,  para  el  efecto 
de  perseguir  los  bienes  gravados  como  está  dispuesto  por 
el  auto  acordado  21,  tit.  9,  libro  3^,  R.  perla  L.  3,  tíL  16, 
libro  10,  N.  R. ;  2'',  porque  por  las  leyes  citadas  y  reat 
cédula  para  Indias  de  21  de  Setiembre  de  1802,  se  estable- 
ce que  el  Escribano  ante  quien  se  otorgue  la  obligación 
oríjinal  Mpotecaria,  debe  poner  en  el  protocolo  constancia 
del  registro  y  esta  constancia  no  aparece  en- la  copia  de 
f.  3,  que  se  dice  orijinaL 

Y  finalmente,  porque  contra  la  presunción  que  habría 
del  Registro  milita  la  circunstancia  de  no  determinarse  en  la 
referida  escritura  de  f.  3,  los  limites  y  linderos  de  la  finca 
que  se  dioe  hipotecada  como  está  mandado ;  á  que  se  agrega 
que  inútiles  serian  las  disposiciones  que  con  tanto  cuidado 
han  reglamentado  la  toma  de  razón  de  las  hipotecas,  si  hu- 
biese de  producir  el  mismo  efecto  un  simple  certificado. 

Que  la  Ley  Provincial  de  11  de  Mayo  del  60  que  se  in- 
voca ha  reconocido  estos  mismos  principios,  pues,  esa  ley 
no  hizo  mas  que  establecer  una  oficina  especial  para  re- 
gistrar las  Hipotecas,  y  en  su  art.  4^,  se  dice  testualmente 
t  desde  la  publicación  de  la  presente  Ley  toda  obligación 
hipotecaría  deberá  registrarse  en  el  archivo  nuevamente 
creado  y  las  que  se  presentasen  en  juicio  sin  este  requisito 
no  valdrán  como  tales,  sino  como  simples  escrituras,  con- 
forme lo  previenen  las  Leyes  generales  Españolas  vijentes 
entre  nosotros.  >  Que  siendo  asi  está  demás  considerar 
la  prueba  testimonial  rendida  sobre  las  cantidades  de  ga* 
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nado  que  recibió  el  actor  á  cuenta  del  crédito  pues  la  ac- 
ción solo  ha  podido  deducirse  contra  tercero  en  el  supuesto 
de  que  el  crédito  fuese  hipotecario,  porque  es  muy  sabido 
que  las  acciones  personales  solo  pueden  entablarse  contra 
el  contrayente  y  sus  herederos. 

Por  estas  consideraciones  y  de  acuerdo  con  los  dispues- 
to en  los  articules  59  y  63,  tít.  !<>,  Seo.  3%  Libro  S^" ; 
artículos  24,  25,  27,  28,  31,  38  y  43,  tít.  14,  Libro  3^ 
Código  Civil,  absuelvo  de  la  demanda  á  D.  Antero  Barriga. 
Sin  especial  condenación  en  costas. 

Juan  C.  Albarradn. 

Apeló  la  iparte  de  Reta  y  se  le  concedió  el  recurso  libre* 
mente. 

Espresando  agravios  acompañó  unos  documentos  y  dijo : 
que  la  sentencia  debia  confirmarse  en  la  sola  parte  en  que 
admite  la  competencia  de  los  tribunales  argentinos,  y  revo- 
carse en  lo  demás ;  que  el  fundo  en  cuestión  está  bajo  la 
la  jurisdicción  argentina  y  el  juicio  de  concurso  en  Chile 
no  puede  perjudicar  á  los  acreedores  argentinos ;  que  el  jues 
a  quo  no  debió  admitir  á  audiencia  á  la  parte  contraria  des- 
pués de  declarada  su  rebeldía ;  que  la  prueba  de  ser  el  fbndo 
hipotecado  no  le  incumbía  por  ser  inatendible  la  negación 
de  la  parte  contraria  que  la  opuso  después  de  declarado 
rebelde;  que  resultaba  de  los  documentos  acompañados; 
I"*,  que  el  escribano  que  estendió  la  escritura  de  la  deuda 
de  Alvarez  lo  era  también  de  hipotecas  ;  2'',  que  la  escritu- 
ra fué  registrada  antes  de  la  compra  de  Sánchez ;  3"*,  que 
la  jurisprudencia  de  la  Provincia  era  que  podia  hacerse  en 
cualquier  tiempo  la  inscripción  de  las  escrituras  anteriores 
al  terremoto  ;  4*",  que  el  certificado  del  Escribano  Mayorga 
hacia  plena  fé  en  juicio  y  que  no  se  habia  acostumbrado 
poner  en  el  protocolo  la  constancia  del  registro ;  que  los 
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linderos  de  la  finca  hipotecada  estaban  determinados  en 
lo  posible  con  relación  á  la  división  de  las  propiedades  ru- 
rales de  Mendoza ;  que  la  ley  provincial  de  11  Marzo  de 
1860  no  podia  aplicarse  á  las  obligaciones  anteriores. 

Dado  por  contestado  en  rebeldía  el  traslado  conferido  á 
D.  Antero  Barriga,  y  escusándose  el  Señor  Presidente  de 
la  Suprema  Corte  por  causa  de  parentezco  con  una  de  las 
partes,  se  dictó  el  siguiente 


Vallo   de  la   ñuprmauk  €>mwim 


Buenos  Aires,  Hano  6  de  1873. 

Vistos :  por  los  fundamentos  de  la  sentencia  apelada, 
referentes  á  la  toma  de  razón  de  la  hipoteca,  los  cuales 
quedan  subsistentes  á  pesar  de  los  documentos  presentados 
con  la  espresion  de  agravios,  pues  ellos  nada  concluyente 
agregan  sobre  el  registro  primitivo  de  la  hipotecaí  y  la  toma 
de  razón  á  que  se  refieren,  aparece  ordenada  en  época  en  que 
el  fundo  que  se  persigue  como  hipotecado  habia  salido  ya 
del  dominio  del  dnudor  Don  Geciliano  Alvarez.  Conside- 
rando en  cuanto  al  procedimiento,  á  mas  de  lo  espuesto 
sobre  el  particular  en  la  misma  sentencia,  que  de  la  Reta 
consintió  el  auto  de  prueba,  y  trató  de  aprovechar  su  tér- 
mino, según  resulta  á  fojas  sesenta  y  nueve  y  siguientes, 
teniendo  presente  que  el  apoderada  de  Barriga  ha  recono- 
cido espresamente  en  el  acto  de  verse  la  causa,  la  compe- 
tencia de  los  Tribunales  Nacionales,  y  que  las  disposiciones 
del  Código  Civil,  invocadas  por  el  Juez  de  Sección  con- 
cuerdan  sustancialmente  con  la  Legislación  anterior,  se 
confirma  con  costas  la  espresada  sentencia  corriente  á  foja 
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doscientos  una,  y  satisfechas  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

Frangisgo  Delgado.  —  Josa  Barros 
Pazos.  —  José  B.  Gorostuga.  — 
J.  Domínguez. 


CAMjmA    XJLVI. 


Doña  Pilar  Lobo  de  Arrieta  contra  D.  Augusto  Liebc^ 

sobre  desatoja. 


Sumario. -^El   fallecimiento  de    uno    de    los    socios 
es  causa  de  disolución  del  contrato  de  sociedad. 


Caso.  —  D^  Pilar  Lobo  de  Arrieta  demandó  ante  el  Juz- 
gado Nacional  de  Tucuman  á  D.  Augusto  Liebe,  pidiendo 
fuera  condenado  al  desalojo  de  una  quinta  que  fué  entre- 
gada á  Liebe,  por  el  finado  esposo  de  la  demandante  por 


í 
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el  término  de  seis  meBes,  ya  vencidos,  con  ia  obligación 
de  partir  las  utilidades.  La  demandante  se  reservó  la  acción 
competente  sobre  los  frutos  percibidos. 

Corrido  traslado,  contestó  Liebe  que  la  demanda  debia 
rechazarse ;  que  él  habia  celebrado  un  contrato  con  el  espo- 
so de  la  demandante,  estipulando  que  tendría  la  quinta  por 
A  años  á  partir  de  utilidades  y  que  se  le  pagarían  las  me* 
jeras ;  que  sin  embargo  entregaría  la  quinta  siempre  que  se 
le  pagaran  las  mejoras  y  gastos  y  los  perjuicioB  de  la  res- 
cisión del  contrato. 

Corrido  traslado  de  la  escepcion,  contestó  la  demandante 
negando  la  existencia  del  contrato,  dijo  que  se  entregó  solo 
la  quinta  á  Liebe  por  seis  meses;  con  el  objeto  de  probar 
8tt  conducta  para  ajustar  después  un  contrato  por  A  años. 

Llamada  la  causa  á  prueba  y  producida  esta,  se  dictó 
el  siguiente 

Falle  del    Juea  Seeeleiiel. 


Tacoman,  Julio  23  de  1872. 

Y  vistos  estes  autos,  de  la  una  parte  D*"  Pilar  L.  de  Arrieta 
y  de  la  otra  D.  Augusto  Liebe,  reclamando  la  primera  el 
desalojo  de  una  quinta,  y  negándose  el  segundo  á  ello, 
alegando  no  haberse  vencido  el  término,  por  el  que  según 
contrato,  habia  recibido  la  referida  quinta,  y  considerando: 
i  o  Que  según  lo  probado  en  autos,  es  indudable  que  Don 
Augusto  Liebe,  tomó  al  Qnado  D.  Pió  Arrieta,  la  quinta  de 
que  se  trata,  por  cuatro  años,  al  partir  de  utilidades,  se- 
gún los  testigos  contestes  que  han  declarado  el  hecho,  y  á 
los  que  ninguna  tacha  se  les  ha  impuesto  por  la  deman- 
dante ;  2**  Que  el  contrato  entre  Liebe  y  Arrieta,  no  puede 
ser  otro  que  eH  de  Saciedad^  puesto  que  se  entregaba  una 
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flnoa  por  un  término,  á  partir  de  utilidades  de  sus  pro- 
ductos entre  ambos  contrayentes.  Art.  I»,  Gód.  Civili  tit.  7, 
cap.  1^ ;  3^  Que  no  es  del  caso  entrar  á  considerar  la  va- 
lidez del  espresado  contrato,  en  cuanto  á  su  forma,  puesto 
que  de  cualquiera  manera,  con  la  muerte  de  D.  Pió  Arrietai 
uno  de  los  socios,  habría  por  el  mismo  hecho  terminado 
la  sociedad.  El  mismo  Código  Civil  art.  111,  cap.  1^ 

Por  tales  consideraciones,  y  sin  entrar  en  esta  vez  á  ocu- 
parse de  cualquiera  otra  consecuencia  legal,  dado  el  caso 
del  considerando  anterior,  se  declara :  Que  de  todas  ma- 
neras, legal  ó  no,  el  contrato  celebrado  entre  Don  Pió  Ar- 
rieta  y  Don  Augusto  Liebe,  ha  terminado,  en  virtud  del 
fallecimiento  de  uno  de  los  socios,  según  la  terminante 
disposición  de  la  ley,  y  que  por  consiguiente,  dicho  Don 
Augusto  Liebe,  se  halla  en  el  deber  de  entregar  á  Ds  Pilar 
Arríete,  la  quinta  cuya  devolución  le  reclama,  lo  que  de- 
berá veriñcarse  á  los  quince  dias  de  ser  notificada  esta 
resolución.    Hágase  saber. 

Agustín  Justo  de  la  Vega. 


Apelada  la  sentencia  anterior  fué  confirmada  por  el  si- 
guiente 


VUto  de  I»  Wmmrmtmm  Oevte 


Buenos  Aires,  Hano  8  de  1873. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia 
apelada  de  foja  diei  y  nueve  vuelta,  sin  peijoicio  do  las 
aocioaes  con  que  ambas  partes  se  coosiderea  por  rma  de 
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mejoras,  frutos»  6  utilidades.    Y  satisfechas  las  costas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  — 
Francisco  Delgado.  —  José 
Barros  Pazos.  —  J.  B.  Go- 

ROSTIAGA.  — 


CJLUSA  ILXiril. 


Don  Juan  Van  Deun  con  D.  Carlos  Villamonte^  sobre 
arbitramiento. — Recurso  de  queja. 


Sumario.  —  Con  documentos  simples  úo  reconocidos  en 
juicio,  no  se  puede  interponer  compensación  en  un  juicio 
ejecutivo. 


Caso.— En  3  de  Marzo  de  [1873,  D.  Juan  J.  M.  Liaste, 
en  representación  de  D.  Juan  Van  Deurs,  se  presentó  ante 
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la  Sapretna  Corte  enlabiando  recurso  de  ^ueja  por  apela- 
ción denegada  por  el  Juez  Federal  de  Buenos  Aires.  Dijo 
que  en  unos  autos  seguidos  contra  su  representado  por  D. 
Garlos  M.  Yillamonte  las  partes  habían  coDsentido  en  some- 
ter la  decisión  del  asunto  al  fallo  arbitral  del  mismo  Juez; 
quien  habia  laudado  reconocimiento  á  favor  de  Villamonte 
el  derecho  á  una  compensación  de  i  ,900  $  fts. 

Que  su  representado  habia  oblado  1,090^  fts.,  presen- 
tando recibos  y  giros  de  Villamonte  hasta  el  completo  de  la 
suma  prefijada  en  el  laudo. 

Que  el  Juez  de  Sección  decia  que  este  hecho  importaba 
una  escepcion  al  laudo,  cuando  por  el  contrario  lo  acataba, 
puesto  que  determinándose  en  él  una  suma  por  toda  com- 
pensación á  favor  de  Villamonte,  desde  que  probaba  con 
los  recibos  de  este  mismo  haberle  entregado  ya  una  parte 
de  esa  suma,  solo  estaba  en  el  caso  de  oblar  el  saldo. 
Que  en  el  supuesto  de  que  él  habia  habia  deducido  una 
escepcion,  el  Juez  le  habia  negado  apelación  para  ante  la 
Suprema  Corte ;  por  lo  que  pedía  que,  traídos  los  autos  se 
resolviese  el  recurso,  revocando  el  auto  en  que  rechazaba 
la  oblación  en  los  términos  en  que  la  habia  hecho. 

La  Suprema  Corte  pidió  informe  al  Juez  de  la  causa  y 
evacuándolo  este  dijo,  que  los  autos  referidos  coutenian  un 
lado  condenando  á  Van  Deurs  á  abonar  á  Villamonte  una 
cantidad  que  según  se  espresa  en  el  mismo  laudo  se  cal- 
cula moderadamente  al  total  de  los  gastos  de  Villamonte. 

Que  solicitado  el  cumplimiento  del  laudo  por  la  vía  de 
apremio,  la  parte  de  Van  Deurs  al  intimársele  el  manda- 
miento obló  parte  de  la  cantidad  á  que  fué  condenado  pre- 
sentando por  el  resto  recibo  y  cartas  de  Villamonte,  quien 
habia  negado  á  aquel  acción  para  reclamarla  en  otra  vía 
que  la  ordinaria;  el  Juzgado  fundado  en  el  art.  3i4  de  la 
ley  de  procedimientos,  no  hizo  lugar  á  la  reserva  del  im- 
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porte  de  dichos  recibos,  y  deducida  apelación  del  citado 
autOi  el  Juzgado  no  hizo  lugar  á  ella  con  arreglo  á  los 
artículos  300  y  320  de  la  ley  de  procedimientos. 

Baenos  Aires,  Marzo  11  de  1873. 

Resultando  del  precedente  informe  que  los  documentos 
presentados  para  que  sean  compensados,  no  tienen  fuerza 
ejecutiva  y  no  ha  lugar  al  recurso  interpuesto,  y  remítanse 
estas  actuaciones  al  Juez  de  la  causa  para  se  agreguen  á 
sus  antecedentes,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de 
sellos. 

Salvador  H.  del  Carril.  —  Fran- 
asGO  Delgado.  — >  Jo^  Barros 
Pazos.  —  J.  B.  Gorostiaga.  — 
J.    Domínguez. 
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CülUSA     3L1K.VIII. 


El  Danto  de  Mendoza  contra  el  Banco  <  La  Union  de  Caea$f 
Raffo  y  C%  »   sobre  entrega  de  una  cantidad  de  dinero. 


Sumario.  —  1^  En  la  obligación  alternativa  de  pagar  plata 
boliviana  6  su  equivalente  en  moneda  de  ley,  por  plata  bo- 
liviana debe  entenderse  aquella  especie  de  esta  moneda  que 
es  consentida  generalmente^' por  los  usos  del  comercio  y 
tiene  un  valor  estable.  < 

2^  La  moneda  boliviana  conocida  con  el  nombre  de  Mel- 
garejos no  es  consentida  por  los  usos  de  comercio,  ni 
tiene  valor  estable. 

S<^  El  interés  que  debe  pagar  el  deudor  moroso  es  él  que 
cobran  los  Bancos  Públicos  del  lugar. 


Caso.  —  El  Banco  c  La  Union»,  de  Casas,  RaíTo  y  G* »  de 
la  ciudad  de  Mendoza,  emite  billetes  de  uno,  cinco,  diez 
y  veinte  pesos  pagables  al  portador  en  plata  boliviana  ó  su 
equivalente  en  moneda  de  ley. 

D.  Tiburcio  Benegas  gerente  del  t  Banco  de  Mendoza  », 
se  presentó  á  dicha  casa,  exijendo  la  conversión  de  billetes 
de  la  misma  por  la  suma  de  5,500  bol.  La  casa  los  convirtió 


I 

I 
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á  la  vista,  pagando  en  cheques  del  Banco  de  Mendoza  y  en 
plata  boliviana,  y  ofreciendo  500  bol.  en  la  moneda  cono- 
cida con  el  nombre  de  Mdgarejosn  Benegas  no  quiso  recibir 
esta  moneda  por  no  tener  curso  legal.  La  caso  no  quiso 
Di  pagar  los  billetes  en  otra  moneda,  ni  devolverlos,  de- 
jando los  Melgarejos  en  su  mostrador  á  disposición  del  Ban* 
co  de  Mendoza.  Benegas  entabló  contra  la  referida  casa, 
demanda  ejecutiva  por  el  pago  de  los  500  bol.,  intereses, 
costas  y  costos,  daños  y  perjuicios. 

Corrido  traslado,  la  parte  demandada  pidió  ser  absuelta 
con  costas.  Dijo  que  su  obligación  es  alternativa  debiendo 
pagar  en  plata  Boliviana  ó  en  moneda  de  ley ;  que  á  ella 
correspondia  la  elección  y  que  elijió  pagar  en  plata  bolivia- 
na ;  que  los  melgarejos  son  plata  boliviana  y  fueron  caicu* 
lados  por  ella  según  el  valor  que  teoian  en  plaza,  el  dia 
del  pago. 

Llamada  la  causa  á  prueba  sobre  la  admisión  de  los  Mel« 
garejos  como  tipo  boliviano  y  sobre  su  valor  en  plaza  y 
producida  esta,  se  dictó  el  siguiente 


Falto    del  Summ  Seedenal. 


Mendoza,  Octubre  31  de  1872. 

Vistos :  D.  Tiburcio  Benegas  encargado  de  la  gerencia 
del  Banco  Mendoza  se  presentó  con  unas  actuaciones  prac- 
ticadas ante  el  Gefe  de  Policía,  de  las.  que  resulta  que  el 
veinte  y  tres  de  Octubre  del  año  ppdo.  compareció  á  la 
casa  de  cambio  cLa  Union,  de  Gasas,  Raffo  y  G^»  un  emple«« 
do  del  Banco  Mendoza,  exigiendo  la  conversión  de  bille- 
tes de  aquella  casa  por  valor  de  cinco  mil  quinientos 
pesos  I  los  cuales  fueron  convertidos  á  la  vista,  entregando 
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dicho  valor  en  cheques  del  Banco  Mendoza  y  $n  moneda 
boliviana,  habiendo  sido  desechados  quinientos  pesos  en 
moneda  de  la  conocida  con  el  nombre  de  Melgarejos. 

Con  estos  antecedentes  y  fundándose  en  que  la  moneda 
Melgarejo  no  es  de  curso  legal  en  la  Nación  y  que  sufre 
variaciones  considerables^  el  Sr.  Benegas  pide  mandamiento 
de  ejecución  y  embargo  contra  D.  Felipe  Gasas  y  Forres 
como  gerente  de  la  c Union  Gasas,  Raffo  y  G*>  por  la  can- 
tidad de  quinientos  pesos  qoe  el  Sr.  Gasas  se  niega  á  con- 
vertir en  otra  moneda  que  en  Melgarejos,  reteniendo  los 
vílletea  representativos  de  esa  cantidad. 

De  esta  solicitud  se  corrió  traslado  al  Sr.  Gasas,  y  con* 
testándola  eipone :  Que  no  habiendo  el  Sr.  Braegas  ma- 
nifestado raaon  alguna  admisible  para  resistirse  á  recibir 
los  quinientos  pesos  en  Melgarejos,  él  no  está  obligado  á 
devolverle  los  billetes,  si  se  tiene  en  consideración  que  en 
la  actitud  hostil  asumida  por  el  Banco  Mendosa,  el  solo 
hecho  de  haber  devuelto  billetes  se  interpretaría  cómo  una 
dificultad  para  realizar  la  conversión,  lo  que  le  ocasionaría 
graves  perjuicios.  Que  por  los  cuatro  billetes  qoe  acom- 
paña se  vé  que  él  solo  se  compromete  á  pagar  plata  boli- 
viana ó  moneda  equivalente,  y  que  el  Melgarejo  es  moneda 
boliviana  según  lo  acredita  su  tipo.  Que  su  valor  el  dia 
del  cobro  fué  de  seis  reales  cada  uno  y  que  por  el  mismo 
valor  pretendió  hacer  la  conversión.  Que  además  siendo 
alternativa  la'  obligación  contenida  en  los  billetes,  la  elec- 
ción correspondo  al  deudor  según  se  establece  en  el  artí- 
culo doscientos  cincuenta  y  tres  del  Gódigo  de  Gomercto  y 
en  el  artículo  tercero,  titulo  nueve,  sección  primera ,  libro 
segundo,  Gódigo  Givil. 

Que  por  lo  espuesto  él  ha  eumplido  su  obligación  y  el 
Banco  Mendosa  coatra  su  voluntad  ha  dejado  en  su;  casa 
los  quinientos  pesos  en  Melgarejos,  de  loa  qoe  puede  dis- 
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poner  cuando  la  ertine  conveniente  ;  y  coBcIuye  ofre<^ndo 
^nsi^ar  esos  quinientos  pesos  y  otros  tantos  mas  en  Qti»a 
monedfi  boliviana  hasta  que  se  resuelva  este  juicio,  si  el 
Juzgado  oree  conveniente  ordenarlo. 

La  causa  fué  recibida  á  prueba^  Y  considerando :  que 
la  obligación  contenida  en  los  billetes  de  Gasas,  Raffo  y  G* 
es  de  entregar  plata  boliviana  ó  su  equivalenle  en  moneda 
de  ley: 

Que  por  plata  boliviana  debe  entenderse  aquella  especie 
de  esta  moneda,  que,  aunque  no  de  curso  legal  en  la  Re- 
pública, es  consentida  por  los  usos  del  comercio  y  tiene 
un  valor  estable,  reuniendo  asi  uno  de  los  principales  re- 
quisitos de  la  moneda,  porque  de  otro  modo,  la  obligaron 
seria  de  entregar  cantidades  de  cosas,  contra  la  estipula- 
lacion  eontenida  en  los  referidos  billetes.  Que  la  moneda 
Innominada  Melgarejos  es  de  introducción  moderna  en  la 
Provincia  y  no  está  aceptada  generalmente  en  los  cambios, 
ni  tiene  un  valor  uniforme,  como  se  prueba  por  el  infor- 
me del  8r.  Administrador  de  Aduana  á  f.  21 ,  donde  afirma 
este  empleado  que  cuando  principió  á  circular  esta  moneda 
se  recibieron  algunas  eta  muy  corta  cantidad,  pero  susci- 
tada la  presente  causa,  la  Aduana  suspendió  el  recibo  de 
kf  Melfarelos.  Que  el  misno  Sr.  Gasas  dá  á  enteodei!  en 
sus  escritos  que  no  siempre  fué  uniforme  el  valor  de  eaa 
moneda,  por  cuya  causa  y  para  cortar  dificultades  en  la 
circulación,  los  Bancos  de  la  Provincia  incluso  el  del  Sr. 
Gasas  fijaron  al  Mefgarejo  con  fecha  doce  de  Setiembre  del 
setenta  y  uno  el  precio  de  cinco  reales  y  medio  por  cada 
uno.  Que  aun  suponiendo  que  el  Sr.  Gasas  hubiese  proba- 
do que  la  moneda  Melgarejos  fué  aceptada  por  algunas 
casas  de  comercio  ú  oñcínM  páblicas,  eaa  aceptacioQ  debe 
eon^derarse  como  un  contrato  voluntario»  desde  que  oo 
podria  eon  justicia  eompeleif e  al  que  se  negare  á  feoibida^. 
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no  existiendo  disposición  alguna  al  Mspecto,  oomo  resulta 
del  informe  del  .^Ministerio  de  Gobierno  á  foja  veinte  y  siete, 
ni  estando  esa  moneda  aceptada  uniformemente  por  los 
usos  del  comercio  como  antes  se  ha  dicho.  Que  aunque 
son  exactas  las  disposiciones  legales  que  cita  el  demanda* 
do,  ño  lo  es  la  aplicación  que  hace  de  ellas»  al  presente 
caso,  por  cuanto  no  ha  elegido  para  hacer  el  pago  uno  de 
los  objetos  de  la  obligación  alternativa  como,  se  ha  de(nos«- 
trado  anteriormente. 

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto por  los  artículos  253  y  295  del  Código  de  Comercio; 
46,  tít  7%  Sec.  í\  lib.  2%  Código  Civil.  Declaro  que'  el 
actor  no  está  obligado  á  recibir  los  quinientos  pesos  en 
olelgai^jos,  y  mando  que  el  gerente  del  Banco  Casas,  Raffo 
y  C>,  ^^gue  al  demandante  esa  cantidad  en  moneda  boli- 
viana de  curso  consentido  ó  su  equivalente  en  moneda  de 
ley,  y  además  los  intereses  4  razón  de  8  o/o  anual  desde 
la  contestación  de  la  demanda,  sin  especial  condenación 
en  costas.  Repónganse  los  sellos  y  devuélvanse  los  billetes 
acompañados. 

Jmn  C.  AWarradn. 

Esta  sentencia  fué  confirmada  con  una  declaración  por 
el  siguiente 


Wmiúm  de  la  Svprenui  C^rle. 


Buenos  Aires,  Marzo  il  de  i  873. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costaSi 
el  auto  apelado  de  foja  sesenta  y  sietOi  con  declaración 
que  los  intereses  que  deben  pagarse  son  los  cobrados  por 
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hs  Bancos  Públicos  de  la  ciudad  de  Mendoza  ;  y  satisfechas 
1b8  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Franosgo 
Delgado.  —  José  Barros  Pa* 
zos.  -^  j.  b.  gorostiaga.  —  j. 
Domínguez. 


GAUSilL   ILIUOL. 


Criminal^  contra  Severo  Blanco^  por  rebelión. 


Sumario.'^ í^  El  hecho  de  reg^resar  un  individuo  á  su 
casa,  en  un  Departamento  ocupado  por  la  rebelión,  ce- 
diendo á  las  instancias  de  la  familia  para  protejeirla  contra 
las  violencias  y  depredaciones  de  los  rebeldes,  organizar  á 
sus  espensas  una  partida  de  voluntarios  con  el  propósito 
de  protejer  el  Departamento,  usar  de  su  influencia  con  los 
robeldes  para  hacer  devolver  especies  tomadas  por  ellos, 
í  tomar  sumas  prestadas  para  dar  á  los  rebeldes,  á  fin 
t.  IV.  10 
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do  evitar  saqueos  y  exacciones,  no  son  hechas  que  oonsti* 
tuyen  el  delito  de  rebelión. 

2o  No  puede  imponerse  penSí  sino  con  pruebas  claras 
como  la  luz« 

3o  Es  tachable,  y  por  consiguiente  debe  ser  rechazada, 
la  declaración .  de  un  enemigo  capital  del  acusado. 


CoM.— -D.  Severo  Blanco  fué  acusado  por  el  Procurador 
Fiscal  ante  el  Juez  Federal  de  Gatamarca  de  haber  tomado 
parte  en  la  rebelión  de  1867 ;  y  pidió  contra  él  la  pena  de 
cuatro  años  de  estrañamiento  y  mil  pesos  fuertes  de  multa. 

Oida  la  defensa  y  producidas  las  pruebas  correspondien- 
tes, se  dictó  este 

Falle  del  Jfutm  de  Seeeieii. 


Gatamarca,  Octobre  5  de  1872. 

Vista  esta  causa  criminal  seguida  á  instancia  del  Fiscal 
contra  D.  Severo  Blanco,  natural  de  esta  Provincia  y  ve- 
cino del  distrito  de  Copacabana  en  el  Departamento  de  Ti- 
nogasta,  jurisdicción  de  la  misma,  por  haberse  alzado  pú- 
blicamente y  en  abierta  hostilidad  contra  el  Gobierno  de 
la  Nación,  b^jo  las  órdenes  del  caudillo  Severo  Chumbita 
en  el  mes  de  Abril  de  1867,  de  la  que  recitan  los  hechos 
siguientes ; 

lo  En  el  mes  de  Febrero  del  citado  año  67,  existia  en 
Copacabana  una  compañía  de  milicias  movilizada  en  serví'* 
ció  de  la  Naoion,  la  que  se  sublevó  ccmtra  eu  comandante 
Remigio  Gontrera,  pronunciándose  desde  hiego  por  le  rebe- 
lión enoabesada  entonces  en  aqudlas  iiupeáiaeionei 


Severo  Chumbita  á  quien  dichos  ^uUevaclos  se  le  rQupiepon 
en  los  Sauces,  Provincia  de  la  Rioja,  y  algunos  días  después 
á  las  fuerzas  también  rebeldes  del  caudillo  ohileno  Estanis- 
lao Medina,  y  en  seguida  se  marcharon  en  dirección  á  Ti^ 
nogasta,  en  cuya  plaza  pelearon  y  derrotaron  la  división 
Nacional  del  Coronel  Córdova,  el  dia  i  del  siguiente  Mar- 
zo; é  inmediatamente  se  entregaron  dichos  invasores  al 
saqueo  general  de  la  poblacioui  regresándose  como  á  me- 
diados del  mismo  para  dicho  lugar  de  los  Sauces  donde  se 
incorporaron  á  Várela,  caudillo  principal  de  la  rebelión,  y 
asi  organi^adoSf  emprendieron  su  marcha  contra  el  ejército 
Nacional  al  mando  del  General  Taboada  que  los  derrotó  en 
el  PasQ  de  Bailas  f  eon  cuyo  motivo  Chumbita  regresó 
con  los  restos  de  su  división  y  llevando  parte  de  su  familia 
en  dirección  á  Tinogasta,  según  todo  ello  es  de  pública 
notoriedad  y  lo  acreditan  los  testigos  de  uno  y  ot^o  suma- 
rio defb.  5  ái8,  y  de  57  á  71. 

S°  Guando  tales  sucesos  se  desarrollaban,  el  procesado 
Blanco  se  haUaba  en  Gopiapó,  República  de  Chile,  pero 
en  correspondencia  con  su  señora  y  otras  pérsonaS|  quie- 
nes, á  mas  de  tenerlo  al  corriente  de  todos  ó  parte  de 
elloS|  lo  llamaban  con  instancias,  según  unos  para  que  apo- 
yase la  rebelión,  y  según  otros  para  que  los  preservase  de 
los  nuevos  desastres  á  que  se  veian  espuestos  mediante  su 
influencia  para  con  Várela,  Chumbita,  etc.,  debida  á  la 
antigua  amistad  y  servicios  que  les  había  dispensado  :  co- 
mo en  e&cto  emprendió  su  viage,  llegando  á  su  casa  de 
Copacajbana  como  el  12  de  Abril  del  citado  año.  peclara- 
ciones  citadas  á  fojas  65,  67  vuelta  y  7Q.  Id.l  indagatoria 
¿  foja  73.  Id.  declaraciones  de|  plenario  á  fojas.  167 
172  y  174  vuelta ;  contestando  4  la  2*  pregunta  del  ipter- 
n)^torÍQ  de  i  l&i.  Declaraciones  defs,  i76, 185, 186  vta., 
188  vta.  y  192  vta.,  á  la  id.  2'  del  interrogatorio  de  f.  169. 


140       FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

3o  En  estas  circunstancias  empezaron  también  á  llegar 
á  dicho  distrito  diversos  grupos  de  los  derrotados  con  al- 
gunos de  sus  Gefes  y  oficiales,  entre  los  que  figuraban 
Carlos  Ángel,  Froylan  Juárez,  Ambrosio  Chumbita,  etc.,  y 
en  seguida  Severo  Chumbita  con  su  comitiva  antedicha, 
con  quienes  Blanco,  no  solo  se  asoció  desde  luego,  pres- 
tándoles no  solo  su] mas  decidida  protección  y  servicios 
tanto  personales  como  pecuniarios,  sino  que,  según  se 
cree,  los  persuadió  y  determinó  para  rehacerse  y  continuar 
la  rebelión;  y  finalmente  se  puso  en  contacto  con  Várela,  á 
quien  lo  nombró  Gefe  de  Estado  Mayor,  empleo  que  entró 
desempeñar  bajo  las  órdenes  ó  de  acuerdo  con  dicho  Ghum* 
bita.  Sumario  citado  á  fs.  59  vta.,  62,  65, 68  y  70.  Indaga- 
toria id.  á  fs.  93  y  94  al  número  4^  Confesión  id.  á  f.  104 
núm  5o.  Ratificación  de  f.  149.  Contestación  de  fs.  164 
vta.,  167,  172,  173  vta.  y  174  vta.,  á  la  8*  pregunta 
de  f.  162.  Declaraciones  de  fs.  176,  179,  180  y  184  vta. 
y  186  vta.,  á  la  cuarta  pregunta  del  id.  de  f.  160,  id.  295 
id.  de  f.  202, 

4®  Una  vez  colocado,  según  qneda  dicho,  al  frente  de 
la  rebelión  del  Departamento  de  Tinogasta,  se  entregó  con 
asiduidad  al  sostenimiento  de  su  causa,  poniendo  á  su  ser- 
vicio sus  propios  recursos  y  demás  elementos  con  que  con- 
taba ;  á  mas  de  haber  ejecutado,  entre  otros  hechos  de 
menor  importancia,  los  siguientes :  1^  El  allanamiento  y 
registro  con  fuerza  armada  de  la  casa  habitación  de  Don 
Saturnino  Rivero  y  su  familia,  en  la  noche  del  27  de  Abril 
ya  citado,  con  intimidación  y  arresto  de  sus  moradoresi  á 
mas  de  haberse  llevado  al  retirarse  un  caballo  de  estima  de 
Rivero,  que  después  le  devolvió;  y  la  partida,  otro  de  Mi- 
chel  una  escopeta,  etc.  Sumario  citado  á  fs.  60  y  62  vta. 
Indagatoria  id.  á  f.  97.  Declaraciones  id.  á  ü.  159|  160  y 
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161.   2^  Igual  allanamiento,    registro  y  robo  de  la  casa  de 
D.  Ramón  Tula,  pero  sin  que  se  halle  acreditado  suflcieu- 
temente  que  Blanco  tuviere  participación  directa  en  este 
hecho.    Sumario  citado  id.    Confesión  id.  á  f.  107.   Pre- 
guntas id.  á  fs.  167,  172  vta.  y  175.   3o  La  intimidación 
y  arresto  de   los  recaudadores  de  impuestos   provinciales 
D.  Uladislao  Salcedo,  y  D.   Simón  Avellaneda,  exigiéndo- 
les la  rendición  de  cuentas  y  entrega  de  fondos  recolecta- 
dos. Sumario  id.  á  fs.  58,  59  vta.,  62  vta.,  65,  68  y  70.  In- 
dagatoria  id.  á  fs.  95  y  98.  Preguntas  id.  á  la  5».  Declara- 
ciones id.  de  fs.  207  y  210  á  la  5\  Pregunta  id.  4o  Haber 
percibido  á  título  de  empréstito  y  bajo  su  responsabilidad 
150  ^  bol.  de  poder  de  D.  Ramón  Cuello  ;  20  $  bol.  de  D. 
Jacinto  Zalazar  y  15  ^  bol.  de  D.  Domingo  Tegerina,  que 
adeudaban  á  dicho  Tesoro.  Sumarios  id.  de  fs.  5  á  18  á  la 
pregunta  7a,   é  id.  id.  fs.   58,  60,  65  vta.,  68  y  70  vta. 
Indagatoria  id.  á  f.  98.  Confesión  id.  á  fs.  103, 106  y  vta. 
Preguntas  y  declaraciones  próximas  citadas  y  documento 
de  f.  213.   5o  La  construcción  de  lanzas  para  su  escolta, 
hechas  en  parte  con  fierro  tomado  á  varios  vecinos.   Su* 
mario  y  declaraciones  citadas,   é  id.    indagatoria  id.  á  f. 
100,  números  12  y  13.  6o  Haber  mandado  tomar  algunos 
efectos  para  vestuario  á  titulo  de  fiador  de  las  casas  de  D. 
Anselmo  Garatea  y  D.  Clásico  Galindez,  llevando  bajo  recibo- 
ai  primero  como  20  y  tantos  pesos  y  á  éste  como  60.  Citas 
precedentes.    Confesión  id.  á  f.  106  vta.  Declaraciones  id. 
á  fs.  205  vta.  y  209  vta.    5o   De  estos  y  demás  testimo- 
nios en   que  se  apoya  el  anterior  relato  resulta,  que  los 
9aqueo9y  exacciones  y  tantos  otros  atentatos  y  tropeliaSf  que 
se  atribuyen  á  dicho  procesado  por  la  voz  pública^  son  al 
parecer  meras  exageraciones   vulgares  propagadas    en  las 
poblaciones  de  aquel  Departamento  por  un  espíritu  de  fac- 
ción  y  malquerencia  para  con  aquel,   puesto  que  lejos  de 
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eso  Blanco  fué  mafi  bien  un  elénüdnto  moderadoír  de  lá 
barbarie  desordenada  de  la  soldadezca,  según  resulta  de  la 
simple  comparación  de  los  hechos  suscintamente  relaciona-* 
dos  de  uno  y  otro  período :  siendo  este  último  como  de  dos 
semanas  ó  sea  del  14  al  28  del  citado  Abril,  en  que  dichas 
montoneras  fueron  desalojadas  por  la  división  pacificadora 
del  Comandante  D.  Gabriel  Paz.  Declaraciones  á  f.  10  vta. 
al  núm.  6o  id.  á  f.  62  vta.  al  ñn.  Confesión  id.  al  núm.  14 
al  fin.  Ratificación  de  f.  149  vtd.  id.  Pregunta  4^  á  fs.  164 
vta.,  167|  172  vta.,  173  vta.  y  175.  Declaraciones  de  &. 
176  vta.  á  200,  á  las  preguntas  3%  5*  y  9*  del  interro- 
gatorio de  f.  169  id.  id.  de  fs.  220  á  222.  Oficios  de  fs. 
211  y  212  reconocidos  á  f.  217  y  certificado  de  f.  244. 

Y  considerando :  1^  Que  según  resulta  de  los  hechos 
establecidos,  el  procesado  Blanco  es  reo  del  delito  de  re- 
belión definido  por  el  art.  14,  Inc.  2o  de  la  Ley  Penal  de 
14  de  Setiembre  de  1868.  2''  Que  su  rol  se  ha  reducido 
á  ejercer  un  mando  subalterno  en  ella  y  como  tal  sugeto 
á  la  pena  de  destierro  por  4  ó  6  años,  ó  á  pagar  una  multa 
de^fts.  1,000  á  3,000,  Ó  una  y  otra  pena  conjuntamente, 
segiin  las  circunstancias  del  delito,  art.  16,  ley  citada.  3o 
Que  los  hechos  relatados  bajo  los  seis  incisos  del  párrafo 
cuarto,  no  pueden  considerarse  como  otros  tantos  crímenes 
particulares,  cometidos  durante  ó  con  ocasión  de  la  rebe- 
lión á  que  se  refiere  el  art.  18  de  id. ;  sino  que,  atenta 
su  menor  entidad,  deben  serlo  como  meras  circunstancias 
agravantes  del  mencionado  delito  principal,  como  en  efecto 
lo  ha  entendido  la  Suprema  Corte  en  repetidos  casos  aná- 
logos y  es  conforme  á  las  doctrinas  del  Dr.  Tejedor,  Curso 
de  Derecho  Criminal  en  sus  párrafos  149  á  162  y  163  al 
165  del  tomo  1^,  fundado  en  las  leyes  y  autoridades  que 
cita.  4o  Que  estos  mismos  principios  de  justicia  y  equidad 
ex^en  se  tomen  también  en  consideración  las  oircunstan- 


DB  lUSnClA  NACIONAL.  148     , 

dad  atentiaiited  de  eulpabilidad  6  de  la  severidad  de  la  ley, 
como  lo  son,  á  mas  de  la  prisión  de  ouatro  y  medio  me- 
ses que  ha  sufrido,  las  aducidas  al  final  de  la  acusación 
fs.  i09  á  111,  y  en  los  párrafos  2o  al  9""  de  su  defensa  de 
113  á  116,  autor  citado,  números  105  al  107  id.  Por 
tanto  y  omitiendo  otras  consideraciones : 

Fallo,  condenando  al  espresado  reo  Don  Severo  Blanco 
á  sufrir  la  pena  de  destierro  por  cinco  años  y  al  pago  de  las 
costas  del  proceso ;  sin  perjuicio  de  la  restitución  del  di« 
ñero,  efectos  y  demás  valores  tomados  ilegítimamente,  y  de 
la  reparación  de  los  perjuicios  causados  á  que  por  derecho 
hubiere  lugar.   Hágase  saber. 

Joaquín  Qidroga. 

De  esta  sentencia  apeló  el  procesado,  y  tramitada  la  se- 
gunda instancia,  se  dictó^el 


FaUe  4a  ím  Supvenm  €meim. 


Buenos  Aires,  Marzo  11  de  1873. 

Y  vistos :  de  este  proceso  resulta,  Primero ^  que  durante 
la  rebelión  encabezada  en  mil  ochocientos  sesenta  y  siete 
por  Várela  j  Ghumbita,  cuyas  operaciones  abrazaron  las  Pro- 
vincias de  la  Ríoja  y  Gatamarca,  regresó  el  procesado  Don 
Severo  Blanco  desde  Gopiapó,  donde  residia  desde  muchos 
anos  atrás,  á  su  casa  en  el  Departamento  de  Tinogasta, 
cediendo  á  las  repetidas  instancias  de  su  esposa  para  que 
viniera  á  protejer  su  familia  contra  las  bolencias  y  depre- 
daciones de  los  rebeldes ;  Segundo^  que  apenas  arribó  á 
aquel  pueblo  recibió  del  caudillo  Várela  un  nombramiento 
de  Oefe  de  Estado  Mayor,  pero,  que,  lejos  de  desempeñar 
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ese  cargo,  se  ocupó  de  organizar,  como  en  efecto»  oi^a- 
nizó  á  sus  espensas,  una  partida  de  diez  y  seis  hombres 
voluntarios,  •  que  montó  en  caballos  de  su  propiedad ,  con 
el  laudable  propósito  de  protejer  el  Departamento  de  Tí- 
nogasta,  del  que  no  salió  durante  los  dias  que  permaneció 
en  contacto  con  la  montonera,  esto  es,  desde  el  diez  y  seis 
al  veinte  y  ocho  de  Abril  del  sesenta  y  siete,  en  que  fue- 
ron dispersadas  las  fuerzas  rebeldes  por  la  división  pacifi- 
cadora de  Tucuman  ;  Tercero^  que,  lejos  de  haber  cansado 
mal  alguno  al  vecindario,  ni  cometido  delito  de  ningún 
género,  con  ocasión  de  la  rebelión,  consta  del  proceso  que 
usó  de  la  influencia  que  tenia  sobre  Várela  y  Ghumbita, 
por  los  servicios  que  en  tiempos  anteriores  les  habla  pres- 
tado en  Gopiapó,  para  hacer  devolver  á  varios  vecinos  los 
caballos  que  les  habian  quitado  los  subalternos  de  aquellos, 
consiguiendo  también  desarmar  una  partida  de  los  derrota- 
dos del  «Poso  de  Vargas»  para  evitar  las  violencias  y  de- 
sórdenes que  habrían  cometido  si  se  les  dejaba  entrar  ar- 
mados á  la  población ;  Cuarto^  que  consta  igualmente 
del  proceso^  que,  habiendo  recibido  orden  de  sacar  una  con- 
tribución forzosa  del  vecindario,  y  auxilio  de  otros  artículos 
para  las  fuerzas  rebeldes,  el  procesado  Blanco  tomó  varias 
sumas  prestadas ;  bajo  su  garantía  particular,  para  evitar 
las  estorciones  y  los  vejámenes  que  habría  ocasionado  la 
ejecución  de  ese  mandato,  estando  probado  en  la  causa, 
que,  de  su  peculio,  pagó  dichas  cantidades :  Quinto^  final- 
mente que  los  mismos  testigos  que  incriminan  al  acusado, 
han  sido  tachados  por  ser  sus  enemigos  capitales,  habiendo 
probado  esa  tacha  con  la  plenitud  que  se  requiere  en  de- 
recho para  invaliflar  su  testimonio.  Por  estas  consideracio- 
nes que  están  de  acuerdo  con  las  que  ha  espuesto  el  Se- 
ñor Procurador  General  en  su  respuesta  de  foja  doscientos 
ochenta  y  seis  para  pedir,  corno  pide,  la  revocación  de  la 
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sentencia  apelada;  y  en  virtud  de  ia  Ley  veinte^  eéis,  tí* 
tulo  primeroi  Partida  sétima ,  que,  declarando  que  c  la 
persona  del  orne  es  la  mas  noble  cosa  del  mundo,  »  dispone, 
de  conformidad  con  la  sétima,  titulo  treinta  y  uno  de  la  mis* 
ma  Partida,  que  no  sea  penado  sino  <  con  pruebas  claras  co- 
mo la  luz  »y  se  revoca  dicha  sentencia  y  ae  absuelve  al 
procesado  Don  Severo  Blanco  de  toda  culpa  y  cargo,  de- 
jándole en  el  goce  de  la  buena  opinión  y  fama  que  tuviera 
antes  de  su  prisión :  y  se  devuelven  para  que  sea  puesto 
inmediatamente  en  libertad. 

Salvador  Maru  DEL  Carril. —Fran- 
cisco Delgado.  — José  Barros  Pa- 
zos. —  J.  B.  GoROSTUGA.  — J.  Do- 
mínguez. 


——* 


CAMJ»A  TLJLIL. 


Don  Manuel  Costo,  contra  Don  Dario  Fernandez^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  — 4  o  Ningún  servicio  se  supone  prestado  grátui- 
^^ente  mientras  no  se  pruebe  lo  contrarío. 
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3^  La  fidtfl  de  pateftte  dé  fbüda  no  influyó  ^flrá  ^e  loft 
^e  conooiTMi  á  domer  éti  aúá  ¿asa  ae  oonaidetett  deaobli*- 
gados  de  pagar  lo  que  oonsumeti. 

8o  No  habiéndose  hofeho  en  la  6ontestacion  objeción  al- 
guna respecto  dé  las  partidas  de  uúa  cuenta,  que  funda 
la  demandaí  debe  esta  reputarse  eiaóta. 

4o  Soló  puede  él  juez  moderar  el  quantum  en  la  parte 
qué  óreyeré  éxagei^idá. 


Cúio.  —  Manuel  Costa  demandó  á  Dario  Fernandez  por  el 
pago  de  7éá  ps.  fls.  85  cent,  importe  de  comidas  sumi* 
nistradás  por  14  meses. 

Conferidé  traslado  contestó  Fernandez  que  debia  dese- 
charse la  demanda ;  que  él  habia  comido  en  casa  de  Costa 
en  virtud  de  sus  invitaciones :  que  él  ofreció  pagar  á  Costa 
una  suma  mensual  que  él  rehusó ;  que  no  podia  Costa 
cobrar  esta  cuenta  por  no  ser  su  casa  una  fonda  con  pa- 
tente. 

Recibida  la  causa  á  prueba  y  con  las  rendidas  de  una 
y  otra  partOi  se  dictó  el  siguiente : 


Corrientes^  Octubre  3  de  1872. 

Y  vistos :  estos  autos  seguidos  por  Don  Anibal  Chiesa 
apoderado  de  Don  Manuel  Costa  contra  Don  Dario  Fernan- 
dez, por  cobro  ae  setecientos  ochenta  y  cinco  pesos  fuer- 
tes ochenta  y  cinco  centavos,  procedentes  de  alimentos  y 
gastes  estraordinavios,  según  ae  detallan  en  la  cuenta  que 
ha  presentado  coA  eu  demándaí  á  lo  aue  ha  contestado  Fer- 


nadefe :  Qué  el  ori|f6b  de  donde  se  pretende  &nttabát  el 
crédito  es  Completamente  falso,  cdmo  lo  probará  á  su  tiem^ 
po.  -^  Que  es  cierto  que  concurría  á  participar  de  la  mesa 
de  Costal  pero  por  invitaciones  que  éste  lé  haóiá.  —  Que 
abrigando  temores  de  que  le  cobrase  le  ofreció  contribUilt 
con  una  suma  de  dinero  para  ayudar  el  gasto  de  lá  casa, 
pero  Costa  rehusó  aceptar  manifestándole  que  lo  invitaba^ 
no  por  interés,  sino  por  amistad.  — *  Que  la  casa  de  Góátá 
no  88  un  hotel  que  pague  patente,  y  que  no  llenando  ébtá 
exigencia  de  la  Ley  tampoco  puede  exigir  protección  de 
esta. 

Y  considerando  t  —  1^  Que  Femandet  no  ha  Justificado 
la  esoepcion  que  ha  alegado  dé  haber  concurrido  á  éomef 
á  la  casa  de  Costa  por  invitación  amistosa  que  este  le  hizo ; 
y  antes  bÍM,  se  deduce  lo  contrario  de  laa  deéíáMéioüiéé 
de  los  testigos  de  Costa,  pues  la  mayor  parte  de  elloé  diéen 
que  Femandea  invitaba  á  comer  algunas  personas  y  pedia, 
cigarros  y  vino  jerez  de  la  casa  de  negocio  de  aquel  \  lú 
que  revela  que  asistía  por  compensación,  pues  un  invitado 
no  procede  con  tanta  libertad ;  siendo  por  otra  paiKe  eétri 
la  presunción  legal  por  cuanto  ningún  servicio  se  supone 
gratuito,  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario,  y  tanto  tatés^ 
habiendo  durado  por  el  espacio  de  muchos  meses. 

fi^  Que  Fernandez  al  contestar  la  demanda  no  ha  obje^- 
tado  la  exactitud  de  la  cuenta  en  cuanto  á  sus  partidas  quei 
espresan  el  número  de  meses  que  concurrió  á  comer,  los 
invitados  que  llevó  por  su  cuenta  y  los  gastos  estráordi^ 
nanos  que  hiió,  sino  que  ha  guardado  silencio  sobre  estos 
puntoB  ;  y  según  el  art.  66  de  la  Ley  de  ProeedimientoBi 
el  demandado  debe  contestar  confesando  ó  negando  loe  he^ 
chos  contenidos  en  la  demanda,  pudiendo  tomarse  su  silen*^ 
cío  6  respuestaá  evasivas  borne  una  confesión  ^  y  en  éáte 
caso  coneuire  además  la  binmñátnneib  de  qiié  be  teelilfOB 
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declaran  uniformemente  que  conourrió  á  la  mesa  por  mu- 
chos meseSi  aunque  no  pueden  determinar  el  tiempo  íijO| 
escepto  Urtun  que  calcula  ser  exacto  el  tiempo  que  espresa 
la  cuenta ;  que  invitó  á  varias  personas  por  su  cuenta  y 
pidió  estraordinarios. 

3""  Que  sin  embargo  no  hay  razón  para  cobrar  doce  reales 
por  invitado,  cuando  á  Fernandez  le  cobra  un  peso  diario, 
pues  no  se  ha  justiñcado,  ni  espüesto  siquiera  que  hubiese 
variación  en  la  mesa  cuando  este  convidaba  á  alguno  á 
comer. 

4o  Que  Costa  ha  justificado  ademas  que  su  mesa  era 
bien  servida,  diciendo  el  testigo  Santurcenio  á  f.  43  que 
podria  cobrarse  justamente  treinta  pesos  fuertes  al  mes. 

5o  Que  estando  justificado  que  Fernandez  adeuda  á  Costa 
una  cantidad  por  alimentos  y  gastos  estraordinarios,  y  no 
constando  con  exactitud  cual  sea,  debe  el  juez  deferir  el 
juramento  al  actor  para  completar  lo  que  falta  á  la  prueba, 
según  se  deduce  de  la  Ley  2,  tit.  S'',  Part.  3»,  el  cual  en 
este  caso  seria  inútil  repetirlo,  por  cuanto  ya  se  ha  pres- 
tado absolviendo  las  posiciones  propuestas  por  aquel,  y 
tambiem  porque  el  art.  86  de  la  ley  de  procedimientos 
pitada,  autoriza  para  tenerlo  por  confeso  cuando  hay  defec- 
to en  la  contestación,  debiendo  por  lo  tanto,  en  tal  caso, 
limitarse  á  moderar  lo  que  sea  exagerado,  de  conformidad  á 
la  ley  de  partida  citada. 

6o  Que  aunque  se  hubiese  probado  que  Costa  no  paga 
patente  por  su  casa,  esto  en  nada  influye  para  que  los  que 
concurrían  á  comer  se  consideren  desobligados  de  pagar  lo 
que  consumen,  como  está  de  manifiesto  y  lo  indica  la  razón 
natural,  desde  que  no  hay  ley  que  prohiba  cobrar  sus  cré- 
ditos al  que  no  los  paga. 

Por  estos  fundamentos,  definitivamente  juzgando,  fallo  y 
declaro  que  Don  Anibal  Chiesa  ha  probado  su  acción,  y 
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Don  Darío  Fernandez  no  ha  probado  las  escepciones  alega- 
das, debiendo  en  su  consecuencia  pagar  á  aquel  la  cantidad 
de  setedentoi  ochenta  y  cinco  pesos^  ochenta  y  cinco  centavos 
fuertes  (^785,85),  que  le  adeuda  por  alimentos  y  gastos 
68traordinario8|  deduciéndose  de  este  la  suma  de  veinte  y 
$eis  pesos  y  medio^  que  resultan  moderando  á  un  peso  los 
doce  reales  que  se  cobran  por  convidado,  según  lo  estable- 
cido en  el  tercer  considerando,  cuyo  exceso  no  debe  abonar 
Fernandez.  Cada  uno  pague  sus  costas  y  las  comunes  por 
mitad.  —Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Carlos  Luna. 
Esta  sentencia  fué  confirmada  por  el  siguiente : 


IWlo  de  1»  Saprenm  Ccsríe. 


Buenos  Aires,  Mano  15  de  1873. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  ciento  veinte  y  tres  vuelta;  y  satisfechas 
estas  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

Salvador   H*  ñau  Carril.— 
Francisco    Delgado.  — José 
Barros  PAZés.  -^  J«  B  Goiu»- 
TiAGA— J.   Domínguez. 


m 


FALim,  W  itA  SVMMA  CORTE 


Cii^usi^  yaoM^ 


D.  Teodoro  ShoAen^  oontw  D.  Bkairdo  Vo&fear»  tobre 

mtnflifMcnto  de  un  contrato. 


Sumario.  —  lo  Las  excepciones  opuestas  á  una  demanda 
deben  ser  probadas  por  el  demandado. 

2o  Los  testigos  que  declaren  de  ciencia  propia  son  mas 
fidedignos  que  los  que  lo  hacen  por  referencias. 

3p  túñ  testigos  presentadoi  por  las  dos  partes  no  pue- 
den  9er  tachados. 

4e  Sus  tachas  para  ser  admitidas*  debeo  probaifse  en  el 
tármino  de  la  prueba. 

5e  El  autor  de  un  despojo  está  obligado  á  restituir 
la .  «MA  de9poíada  y  pi^tr  daños  y  perjuicios. 

fia  Guando  no  es  posible  constatar  la  identidad  de  la 
íUMLt   deba  restitoir  al  falor   que  tenia. 


Ca$o.  — D.  Ricardo  Valdez,  argentino  y  D.  Teodoro  Sho- 
ders  estranjeroi  celebraron  en  10  de  Febrero  de  1871 
un  contrato  para  la  esplotacion  de  una  labor  de  la  mina 
San  Pedro,  alias  Upulungos,  en  Famatina,  —  Shoders  se 
comprometió  á  hacer  los  gastos  necesarios  y  Yaldez  cedió 


!a  mtficioDBda  iabor,  debi^odo  Ip9  metoles  qq^  9»  MtvfH 
J68en  ser  dividos  por  mitad,  roensualmeota  con  oonooi'* 
miento  y  repr^entacion  de  amboa. 

En  Viiínx)  de  4872,  Shoderg  se  presentó  ante  olJoea 
Federal  de  la  Rioja,  demandando  á  Valdey  por  b«]l>9ria 
despojado  de  los  metales  estraidos»  60  oijqaw  ma>  ^ 
menos  que  tenia  apilados  en  las  oancliaa  de  la  min«i  loa 
cuales  Valde^  hal)ia  dividido  por  si  y  ante  ni  m  daito 
aviso,  por  lo  que  lo  demandaba  pidiendo  fuese  conde» 

nado  á  abonar  22,000^  bolivianos:  18,000  valor  de  la 

mitad  de  los  metales,  y  4,000  por  jndemniaaoíon  de  per- 
|uioioer 

YaUea  contesta  qne  Shoders  no  babia  qnerído  penni** 
tir  la  diviaion  mensual  de  les  metalea«  «orno  deeia  el 
contrato ;  que  la  eanttdad  no  era  60  cajones,  sin^^  31 
cajones  de  50  quintales  mas  4$  quintales  y  04  Ubraa  loa 
cuales  habia  romaneado  y  dividido  con  conocimiento  del 

encargado  de  Shoders;    que  se  babia  vistp  en  la  nece« 

sidad  de  hacer  la  división  porque  SMers  estaba  di«po- 
niendn  de  los  metales  sin  su  autorisaeion,  loa  cnale» 
bebía  estraido  de  la  labor  cedida  y  de  otia  mas  no  com^ 
prendida  en  el  contrato.**-^ Pidió  se  recbas¿ra  la  demand» 
y  contrademandó  á  Shoders  por  i  5,200  pesca  boüvianosr 
valor  de  los  metales  que  decióse  sustraídos  por  este  y 
gastos  en  la  conservación  y  cuidado  de  los  divididos 
por  él 
Produoidaa  las  pruebas  por  una  y  otra  parto  se  dict^  «I 

FnUis  Mi  f9wiw  de  SMelMi^ 

w  . 

IMoja»  Setiembre  9  de  iS73, 

Y  vialoi,  lee  autcMi  seguidos  por  D.  Garlea  San  BcaHMi 
«orno  apoderado  de  Don  Teodow  fibodem    ttiáñ  fi« 
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Franoisoo  A^ero  en  representación  de  0.  Ricardo  Valdes, 
demandando  el  primero  daños  y  perjuicios  por  falta  de 
cumplimiento  del  contrato  de  f.  3,  que  celebró  para  la 
esplotacion  de  una  labor  de  la  mina  c  San  Pedro  »  alias 
c  Upulungos  » I  y  el  segundo  el  valor  de  los  metales  es- 
traídos  indebidamente  por  el  Sr  Schoders  de  otra  labor 
de  la  citada  mina  y  los  daños  y  perjuicios  causados  por 
falta  de  cumplimiento  en  el  mencionado  contrato ;  con  el 
mérito  de  autos,  lo  alegado  y  probado  por  las  parles ,  y 
considerando : 

i^  Que  el  documento  de  f.  3  es  un  contrato  de  sociedad 
reconocido  y  aprobado  á  fs.  204  y  213  vta.  por  las  partes, 
en  el  cual  el  Sr.  Schoders  se  obliga  á  poner  su  industria 
]  el  capital  necesario  para  la  esplotacion  de  una  labor  de 
la  mina  c  Upulungos  »  con  que  el  Sr.  Valdez  debia  contri^ 
tribuir;  dividiendo  ambos  de  común  acuerdo  mensualmente 
en  partes  iguales  los  metales  esplotados.  Art.  V^  tít.  Te, 
Sec.  3%  Lib.  2^  Código  Civil. 

2o  Que  del  contrato  de  f.  3,  planilla  de  f.  7  vta.  y  decla- 
raciones de  fs.  83,  88,  89  vta.,  99,  102  y  106  sobre  el 
número  de  trabajadores  que  Schoders  puso  en  la  mina  Upu- 
lungos, durante  los  diez  meses  que  la  esplotó,  resulta  pro- 
bado que  éste  se  ha  obligado  é  introducido  á  la  sociedad 
pbr  dicho  contrato,  un  capital  mayor  de  mil  pesos  fuertes. 

3o  Que  asi  mismo  está  probado  por  las  planillas  de  fs. 
32  y  62  y  declaración  de  fs.  132,  133  vta.,  148, 149,  153, 
158,  159,  162,  164,  166  y  168,  sobre  el  número  de  ca-* 
jones  de  metal  estraidos  de  la  labor  trabajada  por  Schoders; 
que  Valdez  contribuyó  por  su  parte  á  la  formación  del  ca- 
pital social,  con  una  suma  mayor  á  la  cantidad  enunciada. 

4o  Que  dicho  contrato  no  tiene  valor  alguno  jurídico 
para  la  prueba  de  la  existencia  de  las  obligaciones  cuyo 
cumplimiento  se  cuestiona ;  porque  ol  reconocimiento  judi-* 
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cial  que  ambos  litigantes  han  hecho  de  él,  no  suple  la  falta 
de  la  forma  instrumental   en  que   debió    ser  formalizado. 
Arts.  33,  34  y  35,  til.  2,  arts,  8  y  11,  tít.    4%  Sec.    2%. 
47,  48,   inciso  3o  y  55,  lít.    1%  y  15,  tít.  7%   Sec.  3s 
lib.  2o  del  Código  Civil. 

5**  Que  no  existiendo  el  contrato  principal,  son  necesa* 
ñámente  de  ningún  valor  las  obligaciones  que  nazcan  por 
falta  de  cumplimento  de  alguna  de  sus  cláusulas. 

6o  Que  no  obstante  lo  espuesto,  quedan  los  Sres.  Val* 
dez  y  Schoders  sujetos  á  las  prestaciones  que  recíprocamen- 
te se  deban  de  los  actos  que  hubiesen  practicado  como 
consecuencia  de  dicho  contrato,  y  que  resultaren  justiñca- 
dos  en  autos  por  confesión  de  parte  ó  por  prueba  testi- 
monial. Arts.  16,  tIt.^6o,  Sec.  2%  y  16,  tít.  7o,  Sec.  3% 
lib.  2*  del  Código  Civil. 

7*  Que  de  los  documentos  de  fs.  3  y  86  y  las  declara- 
ciones de  fs.  85,  92,  100.  104,  105,  107,  108,  110,  153 
y  158  consta  que  D.  Teodoro  Schoders,  esplotó  á  su  costa 
dos  labores  de  la  mina  San  Pedro,  alias  Upulungos  ;  siendo 
una  la  estipulada  en  el  contrato  de  f.  3,  y  la  otra  entre- 
gada con  acuerdo  de  Valdez  por  su  administrador  Francisco 
L.  Yallejo  para  desahogar  ó  dar  aire  á  la  primera. 

8o  Que  el  apoderado  de  Valdez  no  ha  probado  con  las 
declaraciones  de  fs.  123,  132  vta.,  133,  149,  151,  159,, 
161  vta.,  166  vta.  y  186  la  escepcion  que  opuso  de  que  la 
segunda  labor  fué  trabajada  sin  su  acuerdo  ni  consenti- 
miento ;  no  solo  porque  aquellos  se  limitan  á  afirmar  que 
estando  Schoders  en  Buenos  Aires,  su  mayordomo  Andra- 
de  puso  trabajo  en  la  mencionada  labor,  sin  espresar  si 
fué  6  nó  con  autorización  de  Valdez,  sino  también  porque 
apareciendo  probado  en  autos  que  según  las  instrucciones 
de  este,  su  administrador  Vallejos  dividió  en  dos  partes 
iguales  con  arreglo  al  contrato  todos  los  metales  estraidos 
T.  ly.  1* 
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por  Schoders  de  la  citada  mina ;  resulta  de  este  hecho 
demostrado  por  confesión  implícita  de  Valdez  que  prestó  $u' 
consentimiento  para  la  esplotacion  de  la  segunda  labor,  con 
el  propósito  de  percibir  la  parte  de  metales  que  le  acor- 
daba el  contrato. 

9o  Que  estando  probado  por  las  declaraciones  de  fs.  83 
vta.,  88  vta.,  92  vta.,  99,  102  y  106  que  Valdez  no  ha 
sustraido  hasta  al  tiempo  de  la  partición  una  sola  piedra 
de  las  esplotadas  por  Schoders,  por  haber  este  dejado  al 
cuidado  de  ella  á  su  administrador  Ángel  Albornoz  cuando 
se  concluyó  el  trabajo  ;  la  prueba  producida  por  Valdez 
constante  á  fs.  132  vta.,  133,  U8,  U9,  153,  158,  159, 
162,  164,  166  y  186  debe  estimarse  como  mas  conclu- 
yente  que  la  del  apoderado  de  Schoders  de  fs.  83  vta.,  87, 
88,  89  vta.,  103,  105,  106,  107,  110,  113  y  161  vta. 
para  justificar  que  la  cantidad  de  metales  esplotados  por 
éste  de  las  dos  labores,  han  sido  treinta  y  un  cajón  cua- 
renta y  cinco  quintales,  noventa  y  cuatro  libras,  sea  cin- 
cuenta quintales  el  cajón  peso  neto.  1^  Porque  algunos  de 
los  testigos  del  apoderado  de  Valdez  declaran  de  ciencia 
propia,  por  haber  presenciado  el  peso  que  tenian  los  me- 
tales cuando  se  romanearon.  Ley  28,  tít.  16,  P.  3*.  —  i"" 
Porque  no  siendo  objeto  de  un  reconocimento  pericial, 
reducido  al  cálculo  probable  de  la  existencia  de  un  hecho, 
la  materia  sobre  que  versa  el  testimonio  de  los  segundos, 
las  aseveraciones  que  hacen  de  que  á  su  juicio  tenian  como 
sesenta  cajones  de  metal  los  esplotados  por  Schoders,  no 
es  una  prueba  directa  que  esté  revestida  como  la  primera 
de  los  requisitos  que  requiere  el  derecho.  Leyes  29  al  final 
y  Gregorio  López  en  su  glosa  5*  á  dicha  ley,  y  40,  tit.  16, 
P.  3&.  —  3o  Porque  habiendo  sido  presentados  por  ambos 
itigantes  casi  todos  los  testigos  de  esta  causa  para  com- 
probar sus  respectivas  pretensiones,  la  calidad  de  deudor  ó 
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de  loeador  de  erervicios  áé  cada  ano  de  ellos  parla  con  el 
Sr.  Valder  á  el  Sr.  Schoders,  no  es  una  circunstancia  que 
pueda  apreciarse  como  una  tacha  legal  con  el  fin  de  inva- 
Udar  sus  declaraciones  ;  por  cuanto  ambos  litigantes  han 
reconocido  implícitamente  su  idoneidad  personal  para  de- 
clarar, por  el  hecho  solo  de  su  presentación  ;  —  y  4^  Por- 
que aun  cuando  las  tachas  fueran  legales,  el  Juez  no  puede 
ni  debe  tomarlas  en  consideración,  por  no  haberlas  deduci- 
do y  probado  en  la  estación  correspondiente  del  juicio. 
Art.  124  de  la  ley  de  Procedimientos. 

10.  Que  de  la  confesión  de  Valdez  de  f.  13  y  declaracio* 
nes  de  fs.  91  á  97, 109  vta.,  110  vta.,  153, 158, 162, 164 
vta.,  166  y  186  resulta  plenamente  probado  que  D.  Fran- 
cisco L.  Vallejos,  administrador  de  la  mina  cUpulungos», 
invocando  órdenes  que  tenia  de  Don  Antonio  G.  Guzman, 
administrador  general  de  Valdez,  se  apoderó  con  oposición 
y  protesta  de  D.  Ángel  Albornoz,  representante  de  Schoders, 
de  todos  los  metales  esplotados  por  éste,  los  romaneó  y 
dividió  en  partes  iguales,  colocándolos  en  dos  pilas,  la  una 
al  estremo  sud  y  la  otra  al  estremo  norte  de  la  cancha. 

11.  Que  este  hecho  importando  un  despojo  de  los  meta- 
les, que  estaban  bajo  la  administración  y  cuidado  de  Scho- 
ders, hace  responsable  á  Valdez  de  los  daños  y  perjuicios 
que  le  hubiese  causado ;  pues  que,  aunque  está  probado 
por  los  testimonios  de  fs.  70,  132,  133,  150,  153,  155  y 
186  que  Schoders  y  su  mayordomo  Albornoz  se  han  ne- 
gado varias  veces  á  partir  los  metales  según  las  estipula- 
lacienes  del  contrato,  esa  negativa  solo  le  daba  á  Valdez 
el  derecho  de  compelerlo  judicialmente  á  su  división.  Art. 
3*,  tlt.  9,  Sec.  2a,  lib.  »>,    1^  y  ai,   tiU  3o,  lib.  3o  del 

Código  Civil. 

12.  Que  el  apoderado  de  Schoders  no  ha  justificado  la 
segunda  partida  de  cuatra  mih  pesos  bolfviaiK>s  de  la  planüb 
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de  f.  7  vta.  que  cobra  á  Valdez  como  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  sufridos  á  causa  ó  con  ocasión  del  des- 
pojo que  se  le  hizo  de  los  melales  esplotados. 

13.  Que  eslá  probado  por  las  declaraciones  de  fs.  147, 
U8,  U9,  150  vta.,  151  vía.,  153,  155,  159,  161,  166  y 
186  que  no  se  han  estraido  metales  de  la  mina  Mellizas 
de  propiedad  de  Schoders,  por  cuyo  valor  demanda  este  á 
Valdez  en  la  primera  partida  de  la  planilla  de  f.  7  vta. 

14.  Que  Valdez  no  ha  justificado  con  su  reconvención 
la  acción  que  ha  deducido  contra  Schoders  sobre  daños  y 
perjuicios  por  falta  de  cumplimiento  del  contrato  de  f.  3. 
1^  Porque  es  incierto,  según  el  mérito  de  autos,  que  el 
mencionado  Schoders  haya  trabajado  otras  galerías  de  la 
mina  Upulungos  que  las  que  le  fueron  entregadas  con  acuer* 
do  de  él;  ni  mucho  menos  que  haya  suslraido  de  la  can- 
cha los  melales  esplotados  ;  siendo  por  consiguiente  infun- 
dado el  cargo  de  veinte  y  cuatro  mil  pesos  bolivianos  que  le 
hace  á  aquel  en  la  primera  partida  de  la  planilla  de  f.  32 
y  que  la  reduce  á  doce  mil  pesos  en  la  de  f.  62.  2o  Porque 
estando  probado  con  la  confesión  del  Sr.  Schoders  de  fs.  128 
y  217,  y  con  las  declaraciones  de  fs.  83,  84  vta.,  99  vta., 
102,  106,  113  vta.,  114,  154,  157  y  186  vta.  que  aquel 
dio  á  D.  Jorge  Grauffrod,  sin  acuerdo  de  Valdez,  dos  arro- 
bas de  metal  de  los  que  habia  sacado  de  la  mina  Upulun- 
gos para  que  fueran  ensayados  en  Buenos  Aires;  debe  re- 
ducirse á  su  justo  precio  el  cargo  de  tres  mil  pesos  bolivianas 
formulado  por  Valdez  en  la  segunda  partida  de  la  mencio- 
nada planilla ;  y  3^  Porque  Valdez  no  ha  justificado  con  la 
declaración  de  f.  153,  el  valor  que  cobra  en  la  tercera  par- 
tida como  gastos  hechos  en  la  guarda  de  los  metales,  y 
aunque  lo  hubiera  probado,  no  podria  repetirlos  de  Schoders 
por  cuanto  traen  su  origen  de  un  hecho  abiertamente  con- 
trario á  las  disposiciones  vigentes. 
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i5.  Que  constando  de  las  declaraciones  de  fs.  151,  153, 
159,  164  vta.,  166,  168  vta.,  169  vta.,  170  vta.,  171  vta  , 
172,  173,  ili  y  186  que  después  de  iniciada  esta  causa 
estaban  los  metales  bien  acondicionados  y  divididos  en  dos 
pilas,  la  una  al  estremo  sud  y  la  otra  al  norte  de  la  misma 
cancha  en  que  fueron  depositados  por  Schoders;  éste  al 
acreditar  con  las  declaraciones  de  fs.  89,  90,  103,  109  y 
148  que  aquellos  se  habian  mezclado  después  de  hecha  la 
partición,  con  otros  de  ley  inferior  que  pertenecian  á  Val- 
dez,  no  ha  justificado  el  fundamento  de  [su  acción  para 
solicitar  el  pago  de  ellos  en  vez  de  su  restitución ;  1°  Por- 
que e)  dicho  de  los  primeros  al  afirmar  en  mayor  número 
de  ciencia  propia  la  existencia  actual  de  un  hecho,  es  una 
prueba  directa  que  está  revestida  de  los  caracteres  de  in- 
destructibilidad que  el  derecho  requiere  para  que  merezca 
plena  fé;  2o  Porque  constando  de  autos  que  habian  en  la 
cancha  otras  pilas  de  metal  de  propiedad  del  Sr.  Valdez, 
la  mayor  parte  de  los  segundos  solo  afirman  que  al  subir 
á  la  cancha  vieron  que  los  metales  estaban  confundidos  sin 
espresar  si  eran  los  de  ochoders ;  y  3o  Porque  aunque  así 
fuera,  apareciendo  de  las  declaraciones  de  los  mismos  que 
los  metales  con  que  fueron  mezclados  eran  de  ley  inferior, 
resulta  que  fácilmente  pudo  obtenerse  su  separación. 

16.  Que  estando  acordado  el  término  ordinario  de  prue- 
ba para  que  las  partes  las  pidan  durante  él  y  no  al  Juez 
para  que  les  evacué ;  la  protesta  de  f.  200  que  el  Señor 
Schoders  ha  formulado  ante  el  Juez  de  Paz  de  Famatina 
contra  la  validez  de  algunas  declaraciones  por  haber  sido 
tomadas  después  del  vencimiento  de  aquel,  es  infundada  é 
ilegal  por  cuanto  consta  de  las  diligencias  de  fs.  57  vta., 
66  vta.  y  73  vta.  que  se  comitió  á  dicho  Juez  antes  de 
vencerse  el  ordinario  y  de  los  proveidos  de  fs.  36  vta.,  41 
y  73  que  fueron  recibidas  en  el  extraordinario.   Arts.  92, 
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93  y  102  de  la  ley  de  Procedimientos — Fallos  de  la  Supre- 
ma Corte,  causa  GI,  tomo  6^  pág.  161. 

Por  estos  fundamentos  y  en  virtud  de  las  leyes  citadas, 
fallo,  definitivamente  y  declaro:  1^  Que  es  nulo  por  falta 
de  forma  instrumental  el  contrato  de  sociedad  de  f.  3,  cele- 
brado entre  D.  Ricardo  Valdez  y  D.  Teodoro  Schoders  en  la 
ciudad  de  Buenos  Aires  con  fecha  diez  de  Febrero  de  1871 . 
ÍP  Que  condeno  al  Sr.  Valdez  á  restituir  al  Sr.  Schoders  los 
treinta  y  un  cajón  cuarenta  y  cinco  quintales  noventa  y  cuatro 
libras  de  metal,  de  á  cincuenta  quintales  peso  neto  el  cajón , 
que  este  esplotó  á  su  costa  de  dos  labores  de  la  mina  cUpu- 
lungos»  para  que  se  haga  la  división  y  liquidación  en  partes 
iguales,  según  el  convenio  celebrado  :  absolviendo  al  Sr.  Val- 
dez en  los  demás  cargos  de  la  demanda  por  no  haber  sido 
probados ;  y  3^  Que  el  Sr.  Schoders  es  deudor  de  dos  arro- 
bas de  metal  que  sustrajo  de  la  cancha  sin  consentimiento 
de  este  para  que  fueran  ensayados  en  Buenos  Aires,  de- 
biendo hacerse  la  deducción  de  ellos  de  la  parte  que  le 
corresponda  á  aquel  en  la  división  que  se  practicare,  y  se 
le  absuelve  en  cuanto  á  lo  demás '€b  la  reconvención  inter- 
puesta por  el  Sr.  Valdez  ;  sin  especial  condenación  en  cos- 
tas :  repónganse  los  sellos  y  notíñquese  original  esta  re- 
solución. 

Mardoqueo  Molina.  * 

Apelada  esta   sentencia  por  Schoders  fué  revocada  por 
este. 

Fallo  de  la   Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Marzo  15  de  1873. 

Vistos  :  por  los  fundamentos  de  la  sentencia  apelada  ten- 
dentes á  establecer  como  resultado  de  la  prueba  producida, 
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que  la  cantidad  de  metal  estraido  por  Don  Teodoro  Schoders 
de  la  mina  c  Upulungos  >  es  de  treinta  y  un  cajones,  cua- 
renta y  cinco  quintales,  noventa  y  cuatro  libras  de  á  cincuen- 
ta quintales  peso  neto  el  cajón  ;  y  que  los  hechos  en  que 
se  basan  los  cargos  de  la  reconvención  deducida  por  Don 
Ricardo  Valdez  solo  resultan  justificados  en  cuanto  á  dos 
arrobas  de  mineral,  de  que  confiesa  Schoders  haber  dis- 
puesto. —  Y  considerando :  Primero,  que  la  demanda  de 
Schoders  se  funda  en  los  perjuicios  que  le  ha  inferido  Valdez 
apoderándose  de  propia  autoridad  de  los  metales  esplotados  y 
procediendo  á  pesarlos  sin  su  consentimiento  ni  intervención, 
contra  lo  espresamente  estipulado  en  el  contrato  de  foja 
tres ;  y  pide  por  vn  de  indemnización  que  se  le  pague  el 
valor  de  la  parte  que  le  corresponde  á  razón  de  seiscientos 
pesos  el  cajón,  con  los  gastos  hechos  para  la  esplotacion. — 
Segundo,  que  el  proceder  de  Valdez,  según  resulta  de  la 
prueba  y  de  sus  propias  confesiones,  ha  sido  verdaderamen- 
te abusivo  y  atentatorio,  como  se  demuestra  en  el  décimo 
considerando  de  la  sentencia'.  —  Tercero,  que  aunque  varios 
testigos  declaran  que  los  metales  tomados  y  pesados  por 
Valdez  han  permanecido  intactos  y  completamente  separa- 
dos de  los  demás  que  existian  en  la  misma  cancha,  otros 
aunque  en  menor  número,  afirman  que  han  sido  confun- 
didos con  otros  metales  de  Valdez  de  calidad  inferior.  — 
Cuarto,  que  cualquiera  que  fuese  la  verdad  á  este  respecto 
hasta  el  momento  de  declarar  los  testigos,  no  constando 
que  se  haya  ocurrido  á  la  autoridad  competente  para  pro- 
veer á  la*  custodia  de  los  metales,  y  habiendo  quedado  estos 
á  disposición  de  Valdez  y  de  sus  agentes,  ha  podido  en 
cualquier  momento  alterarse  el  estado  de  las  cosas.  — 
Quinto^  que  por  consiguiente,  la  restitución  ordenada  por 
la  sentencia  á  fin  de  proceder  á  nuevo  romaneo  y  partición, 
no  habría  seguridad  de  que  recayese  sobre  los  mismos  me- 
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tales  trabajados  por  Schoders  y  daría  lu^ar  á  cuestiones 
que  deben  evitarse.  —  Sesto,  y  finalmente  que  el  precio  que 
Schoders  exige  es  mucho  mas  bajo  que  el  designado  por 
Valdez  en  su  contrademanda,  y  no  puede  dudarse  por  lo 
tanto  que  es  equitativo.  —  Por  estas  razones,  y  no  habien- 
do objeto  en  apreciar  el  contrato  de  foja'  tres,  bajo  el  punto 
de  vista  de  su  forma  instrumental,  desde  que  los  interesados 
lo  reconocen  y  lo  invocan  en  apoyo  de  sus  respectivas  pre- 
tenciones.  —  Se  revoca  la  espresada  sentencia  en  cuanto 
ordena  la  restitución  de  los  metales.  —  Se  condena  á  Valdez 
á  pagar  á  Schoders  como  indemnización,  el  valor  de  la  mi- 
tad de  los  metales  de  que  se  apoderó,  á  razón  de  seiscien- 
tos pesos  el  cajón  de  á  cincuenta  quintales,  con  deducción 
de  la  parte  correspondiente  al  mismo  en  las  dos  arrobas 
de  que  dispuso  Schoders  ;  y  se  confirma  en  cuanto  desecha 
las  demás  pretenciones  de  ambas  partes ;  satisfechas  las 
costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

Salvador  M.  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — José 
B.  GoROSTiAGA. — ^J.  Domínguez. 


\  •  • 
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CIA.UBA     lLlK.lLn. 


Los  señorea  D.  Alejandro  Roca  y  Hermanos^  contra 
D.  Felipe  Recalde. — Sobre  competencia. 


Sumario.  —  lo  Los  jueces  federales  son  competentes  en 
las  causas  que  versen  sobre  negocios  particulares  de  un 
cónsul  extrangero. 

S""  Sometido  un  acto  desde  el  principio  á  la  jurisdicción 
federal  por  consentimiento  de  las  partes,  el  hecho  perso- 
nal  de  una  sola  no  es  bastante  para  cambiar  la  jurisdicción 
recíprocamente  aceptada. 


CaM.  —  Don  Felipe  Recalde,  siendo  Cónsul  General  de 
la  República  del  Paraguay,  aceptó  una  letra  girada  por  el 
gobierno  de  la  misma  á  favor  de  los  Sres,  D.  Alejandro 
Roca  y  G*.  El  dia  del  vencimiento,  Recalde  se  negó  á  pa* 
gar  diciendo  que  habia  dejado  de  ser  cónsul  y  no  tenia 
fondos  del  gobierno  Paraguayo.  Se  protestó  la  letra  y  los 
Sres.  Roca  demandaron  ejecutivamente  á  Recalde  ante  el 
Juez  de  Sección.  Declarádose  este  incompetente  apelaron 
los  demandantes  ante  la  Suprema  Gorte,  que  revocó  la  sen* 
tencia  apelada  con  fallo  de  Agosto  17  de  1872. 
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Devueltos  los  sotos ,  el  Juez  de  Sección  mandó  intimar 
el  pago  dentro  de  tercero  dia.  Este  auto  se  notificó  al 
Cónsul  del  Paraguay  D.  Segundo  Machain ;  quien  dijo  no 
tener  fondos  ni  instrucciones  de  su  gobierno,  y  que  la  ejecu- 
ción debia  ser  diríjida  contra  Recaído  que  firmó  la  letra. 

El  Juez  mandó  que  los  demandantes  manifestaran  contra 
quien  entendian  entablar  la  demanda.  Los  demandantes 
manifestaron  que  contra  el  representante  del  Gobierno  Pa- 
raguayo y  por  consiguiente  contra  el  Cónsul  Machain.  El 
Juez  mandó  intimar  el  pago  á  Machain  quien  dijo  haber 
recibido  de  su  gobierno  las  siguientes  instrucciones ;  que 
él  no  debia  contestar  la  demanda  ;  que  todas  las  letras  del 
Gobierno  Paraguayo  habian  sido  pagadas  por  los  señores 
Terrero  Hnos.  según  convenio  publicado  en  el  diario  la 
c  República,  >  en  13  de  Junio. 

Los  demandantes  ocurrieron  al  Juzgado  diciendo  que  por 
un  error  manifiesto  habian  dirijido  la  acción  contra  Machain; 
que  el  aceptante  de  la  letra  era  Recalde  y  con  él  debia  en- 
tenderse el  auto  de  solvendo. 

Se  intimó  el  auto  de  solvendo  á  Recalde  quien  dijo,  que 
todo  lo  obrado  era  nulo ;  que  él  habia  aceptado  la  letra 
como  cónsul  y  no  como  particular;  que  el  cónsul  actual 
era  Machain ;  que  la  Corte  Suprema  habia  declarado  com- 
petente el  Juzgado  para  ejecutar  el  Cónsul  del  Paraguay ; 
que  él  como  particular  no  podia  caer  bajo  la  jurisdicción 
nacional;  que  los  demandantes  habian  reconocido  haber  in- 
tent^o  su  acción  contra  el  Cónsul  del  Paraguay.  Pidió  por 
consiguiente  se  declarara  la  nulidad  de  todo  lo  obrado  ó 
se  le  concediese  el  recurso  de  apelación  en  relación. 

Corrido  traslado  contestaron  los  demandantes  ;  que  debia 
rechazarse  la  petición  de  Recalde ;  que  la  Corte  habia  de- 
clarado la  competencia  del  Juzgado  en  la  acción  contra 
Recalde ;  que  habia  cosa  juzgada  sobre  esta  competencia  ; 
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que  además  las  esoepciones  dilatorias  no  pueden  oponeirae 
8ÍDÓ  dentro  de  los  9  dias  subsiguientes  al  de  la  notificación , 
y  este  término  ya  se  habia  vencido.  Dijeron  en  otrosí  que 
DO  pedia  concederse  la  apelación  interpuesta  in  $ub$idiufn 
por  tratarse  de  un  juicio  ejecutivo. 


FaII#    del  Jínea  Seeeioiuil. 


Buenos  Aires,  Enero  29  de  1813. 

Vistos,  y  resultando:  I''  Que  D.  Felipe  Recaído,  mien- 
tras era  Cónsul  General  de  la  República  del  Paraguay, 
aceptó  una  letra  girada  por  el  Gobierno  de  la  misma  á  fa- 
vor de  los  Sres.  A.  Roca  y  Hnos.,  según  todo  consta  de  la 
letra  que  corre  agregada  á  foja  primera  de  estos  autos. 

2o  Que  llegado  el  dia  en  que  debia  efectuarse  el  pago  de 
la  letra,  fué  exigido  él  de  dicho  Recaído,  quien  se  negó  á 
pagarla  dando  por  razón  haber  dejado  de  ser  tal  Cónsul, 
por  lo  que  le  fué  protestada  la  letra  en  veinte  y  nueve  de 
Marzo  del  año  próximo  pasado,  como  lo  acredita  el  testi- 
monio de  protesto  que  corre  á  fojas  dos  y  tres. 

3o  Que  la  Suprema  Corte  por  su  resolución  de  foja  diez 
y  seis  vuelta  declaró  ser  de  la  competencia  de  este  Juzgado, 
con  arreglo  al  inciso  3^,  art.  2o,  de  la  ley  sobre  jurisdic- 
ción y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales,  el  cono- 
cimiento de  la  demanda  ejecutiva  iniciada  por  A.  Rocdaí  y 
Hnos.  contra  el  ex-Cónsul  de  la  República  del  Paraguay. 

4o  Que  intimado  el  pago  de  la  letra  á  Recaído  ha  dedu- 
cido la  escepcion  de  incompetencia  de  jurisdicción,  fun- 
dándose en  que  no  era  ya  Cónsul  del  Paraguay,  ni  era 
negocio  particular  suyo,  y  que  por  consecuencia  era  nulo 
todo  el  procedimiento  seguido. 
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Y  considerando :  i  o  Que  siendo  nulo  el  procedimiento 
seguido  ante  un  Juez  que  no  fuese  competente,  esta  es- 
cepcion  es  previa  y  puede  oponerse  en  cualquier  estado  de 
la  causa,  y  por  consecuencia  en  el  juicio  ejecutivo,  sin 
esperar  á  la  citación  de  remate. 

S''  Que  según  el  inciso  3^  del  art.  i^  de  la  ley  sobre 
jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales, 
los  Jueces  de  Sección  son  competentes  para  conocer  de  las 
causas  que  versen  sobre  negocios  particulares  de  un  Cónsul 
extrangero,  como  ha  sido  considerado  el  presente  por  la 
Suprema  Corte  en  el  auto  referido  de  foja  19  vuelta. 

3^  Que  no  se  opone  á  dicha  competencia  el  hecho  de 
haber  Recaído  dejado  de  desempeñar  las  funciones  de  Cón- 
sul General  del  Paraguay,  porque  sometido  el  acto  desde 
un  principio  á  la  jurisdicción  federal  por  consentimiento  de 
ambas  partes,  el  hecho  personal  de  una  sola  no  es  bastante 
para  cambiar  la  jurisdicción  reciprocamente  aceptada. 

4^  Que  por  otra  parte,  desde  antes  de  iniciada  esta  ges- 
tión D.  Felipe  Recaído  no  era  ya  Cónsul  del  Paraguay,  y 
este  no  fué  un  obstáculo  para  que  la  Suprema  Corte  decla- 
rase ser  el  caso  de  la  competencia  de  este  Juzgado,  no 
pudiendo  admitirse  que  la  Corte  se  referia  al  actual  Cón- 
sul, porque  este  no  aceptó  la  letra  cuyo  cobro  se  persigue, 
ni  ella  se  referia  á  asuntos  que  le  sean  propios  y  por  con- 
secuencia seria  un  absurdo  admitir  que  en  el  caso  se  tra- 
taba de  negocios  particulares  del  actual  Cónsul  del  Para- 
guay. 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar,  con  costas,  al  artículo 
promovido  por  D.  Felipe  Recaído,  y  siga  adelante  el  juicio 
ejecutivo,  según  su  estado.  Repónganse  los  sellos  y  noti- 
fíquese  con  el  original. 

Manuel  ZavaUta. 
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Recaído  apeló  pidiendo  se  le  concediera  el  recurso  en 
relación. 

Dijo  que  él  como  ei-Gónsul  no  estaba  sujeto  á  la  juris- 
dicción federal;  que  la  Corte  no  le  habia  declarado  como 
tal  sujeto  á  dicha  jurisdicción ;  que  el  origen  de  este  pleito 
era  la  falsedad  de  la  demanda  representándole  como  cónsul: 
que  él  no  habia  consentido  jamás  en  la  jurisdicción  fede* 
ral,  ni  el  consentimiento  de  las  partes  puede  alterar  las 
leyes  de  orden  público. 

Concedido  el  recurso,  se  dictó  el  siguiente 


Fallo  de  te  Suprenuí  Corto 

Buenos  Aires,  Marzo  20  de  1873. 

Vistos :  por  los  motivos  enunciados  en  los  fallos  de  esta 
Suprema  Corte  de  foja  diez  y  seis  vuelta  y  de  foja  once 
vuelta  del  espediente  agregado,  y  por  los  fundamentos 
del  auto  apelado  de  foja  cincuenta  y  ocho,  se  confirma  este, 
con  costas';  satisfechas  las  cuales  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. — 
FRANasGO  Delgado.  —  Josa 
Barros  Pazos.  —  J.  B.  6o- 
RosTiAGA.  —  J.   Domínguez. 
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CAuajt  S.XX.IU. 


Dan  Juan  ttartin  Nuñez^  contra  Don  Antonio  Mar^ 
chalf  tobre  daños  y  perjuicio$. 


Sumario, -^i^  No  puede  decirse  probado  un  contrato  de 
venta  por  cartas  de  un  socio  declarando  haber  compradoi 
si  resulta  haberse  prevenido  por  este  socio  ai  vendedor  que 
era  necesario  terminar  el  contrato  con  su  consocio  f  no  se 
presenta  prueba,  en  que  conste  el  consentimiento  de  éste 
en  el  mismo. 

2o  Para  que  el  vendedor  pueda  usar  de  las  acciones 
que  le  acuerda  el  art.  535  del  Gód.  de  Gom-  contra  el 
comprador  moroso  ó  que  se  niega  á  cumplir  lo  pactado,  es 
necesario  que  cumpla  con  lo  que  prescribe  el  mismo  artí- 
culo respecto  del  depósito  é  interpelación  judicial. 

3o  Disuelta  una  sociedad,  no  puede  hacerse  por  uno  de 
los  socios  nada  de  nuevo,  que  altere  el  estado  de  las  co- 
sas y  comprometa  la  responsabilidad  de  los  demás  so- 
cios. 


Coio.  —  Don  Juan  Martín  Ni»»' demandó  á  Don  Antonio 
Marechal  por  cobro  de  128|000  ps.  m/c.  precio  ó  intereses 
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de  400  caballos  yeodido&y  y  de  25iyOOQ  p8«  n^a  por  euidi«>* 
do  y  mantención  de  dicho&  caballos» 

Dijo  que  había  vendido  á  los  señores  Marechal  y  Poogratz, 
que  teoian  una  sociedad  para  comprar  caballos  y  vender^ 
los  al  Gobierno  Nacionali  400  caballos  al  precio  de  320  ps. 
cada  uno,  que  no  se  entrenzaron  por  culpa  de  los  compra- 
dores ;  que  habiendo  desaparecido  Pongralz,  que  era  el  g^ 
rente  de  la  sociedad  y  habia  contratado  con  él  dicha  compra, 
debía  Marechal  cumplir  con  las  obligaciones  contraídas  por 
la  sociedad» 

Corrido  traslado,  opuso  Marechal  las.  siguientes  excep- 
ciones; que  no  tenia  sociedad  solidaria  con  -  Pongrats ;  que 
aun  admitida  la.  sociedad  I  Nuñez  no  habia  tenido  contrato- 
alguno  con  él ;  que  admitida  aun  la  sociedad  y  la  veqta', 
Nunez  no  tenia  derecho  para  exigir  lo  que  reclamaba. 

Las  pruebas  rendidas  están  relacionadas  en  el  siguiente : 

Fallo  del  Jíiies  SecctamM* 

Buenos  Aires,  Diciembre  4  de  1872. 

Y  vistos :  estos  autos  seguidos  por  D.  Juan  Martin  Nuñez, 
contra  D.  Antonio  Marechal,  por  cobro  de  la  cantidad  de 
ps.  128,000  m/c,  precio  é  intereses  de  400  caballos,  mas 
la  de  ps.  25,000  de  igual  moneda  por  cuidado  y  manten- 
ción de  dichos  caballos,  en.  los  que  el  juzgado  es  compe- 
tente por  ser  el  demandante  argentino  y  el  demandado 
estrangero  y  resultando : 

lo  Que  la  demanda  se  funda  en  haber  Nuñez,  como  lo 
pretende,  vendido  i  los  Sres.  Pongratz  y  Marechal,  que 
tenian  una  sociedad  para  comprar  caballos  y  revenderlos  al 
Gobierno  Nacional,  400  caballos^  al  precio  de  ps.  820  cada 
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uno,  á  entregar  en  un  dia  determinado  y  que  no  se  entre- 
garon por  culpa  de  los  compradores. 

2o  Que  Marechal  opuso  las  siguientes  excepciones:  1* 
no  tener  sociedad  solidaria  con  Pongralz,  —  2&  que,  aun 
admitida  la  existencia  de  dicha  sociedad,  Nuñez  no  le  ha 
vendido  caballos,  ni  ha  tenido  contrato  alguno  con  él, — 3* 
que  aun  admitida  la  existencia  de  la  sociedad  y  del  contra- 
to de  venta,  el  vendedor  no  tiene  derecho  para  exigir  lo 
que  reclama. 

3o  Que  recibida  la  causa  á  prueba,  consiste  esta  en  la 
siguiente  :  —  1*  carta  de  f.  Í38  de  fecha  22  de  Octubre  del 
año  pasado,  según  la  cual  Pongratz,  contestando  á  otra  de 
D.  %8Ó  M.  Barsoba,  del  15  del  mismo  mes,  en  que  le 
proponía  un  negocio  en  representación  de  Nuñez,  le  decia: 
que  aceptaba  el  negocio  de  400  caballos,  sanos,  mansos  y 
gordos,  al  precio  de  ps.  320  m/c.  cada  uno,  á  recibirlos 
hasta  fines  del  mismo  mes  en  el  potrero  de  dicho  Nuñez, 
en  Barracas  al  Sud,  debiendo  el  último  proporcionar  los 
peones  para  la  conducción  pero  á  cargo  de  Pongratz  y  éste 
abonar  el  precio  en  el  momento  de  recibir  los  caballos.  — 
2o  En  las  posiciones  absueltas  por  Nuñez  y  por  su  apode- 
rado D.  José  M.  Barsoba  que  intervino  personalmente  y 
según  las  cuales  el  dia  A  de  Noviembre  del  año  pasado, 
hablan  los  dichos  convenido  personalmente  en  el  hotel  de 
la  paz  las  condiciones  del  contrato  con  Pongratz  y  en  pre- 
sencia de  Marechal.  —  3o  Declaración  de  D.  Juan  B.  Gai- 
Uard  que  á  f.  144  dice  que  fué  nombrado  arbitro  por 
Pongratz  para  decidir  las  cuestiones  suscitadas  entre  los 
socios  Marechal  y  este ;  que  en  las  cuentas  de  Pongratz 
figuraba  un  negocio  de  caballos  con  Nuñez,  que  pretendía 
incluirlo  en  la  liquidación,  y  que  no  existiendo  documento 
alguno  que  lo  constatara,  le  manifestó  el  declarante  i  Pon* 
grata  la  necesidad  de  constatarlo  por  ese  medio  y  entonces 
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Pongratz  recabó  de  D.  Juan  M.  Nuñez  una  carta  en  la  cual  le 
indicaba  se  recibiese  de  los  caballos,  so  pona  de  pagar  los 
daños  y  los  gastos  que  originase  por  la  demora  ;  —  4^  De* 
claracion  de  D.  Yictor  Pongratz,  ex-socio  de  Marechal  y  en 
pleito  con  éste,  en  la  que  el  testigo  se  ratifica  en  el  con- 
tenido de  la  carta  de  f.  138  y  en  la  de  f.  137  de  12  do 
Noviembre  del  año  pasado,  en  que  dice  que,  por  motivos 
que  no  es  del  caso  esplicar,  no  le  ha  sido  posible  recibirse 
de  los  caballos  en  el  dia  convenido;  pero  que  esperaba 
que  lo  baria  muy  pronto  y  arreglarla  los  daños  y  perjuicios 
hasta  donde  fuesen  justos  y  equitativos,  —  5""  Declaración 
del  Dr.  D.  Ángel  Casares,  en  que  de  f.  125  á  128  dice 
que  sabe  por  haberlo  oido  en  el  escritorio  de  Barsoba,  que 
está  contiguo  á  su  estudio,  que  entre  el  dicho  Barsoba, 
Nuñez  y  Pongratz  se  arregló  un  contrato  de  venta  de  ca- 
ballos por  cuenta  de  la  sociedad  Pongratz  y  Marechal ;  pero 
que  ignora  el  número  de  caballos  y  el  precio  que  se  con- 
vino, creyendo  que  esto  tuvo  lugar  antes  de  haber  recibido 
un  telegrama  que  Pongratz  le  hizo  desde  la  Costa  del  Salado 
en  que  le  pedia  lo  disculpara  con  Barsoba  de  no  haber  ido 
á  recibir  los  caballos  por  haberse  visto  de  improviso  obli- 
gado á  salir  para  el  Azul.  —  6""  Que  la  parte  demandante 
pidió  se  recabase  una  copia  del  telegrama,  no  habiéndose 
conseguido  por  haberse  remitido  á  Montevideo;  pero  in- 
formando la  oficioa  respectiva  del  telégrafo  que  en  5  de 
Noviembre  se  habia  recibido  un  telegrama  que  estaba  ano- 
tado en  los  libros.  —  7""  Declaración  de  los  testigos  D.  Car- 
los Roque  y  D.  Yictor  Roque  á  f.  75  que  afirman  que  es- 
tando ellos  en  una  pieza  del  hotel  de  la  Paz  con  Pongratz 
y  Marechal  manifestó  dicho  Pongratz  á  propósito  do  haber 
Marechal  hablado  de  esta  demanda,  que  jamás  habia  cele- 
brado negocio  alguno  de  compra  de  caballos  con  Nuñez, 
ni  tenia  idea  de  él,  ni  debia  inquietarse  Marechal  por  lo 

T.  IV.  ii 
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que  Nuñez  dijiera.  —  8^  Que  M^reqhal  sigqe  juicio  ejecuti- 
vo contra  Pongratz  por  cobro  de  cantidad  de  pesos,  que  el 
último  fué  condenado  á  pagar  por  los  arbitros  que  deci- 
dieron las  cuestiones  sociales  suscitadas  entre  ambos. 

Y  considerando  :  1^  Que  las  cuestiones  á  resolver  son  las 
siguientes:  —  1^  Si  ha  existido  spciedad  entre  D.  Yictor 
Pongratz  y  D.  Antonio  Marechal  para  comprar  caballos  con 
el  objeto  de  revenderlos  al  Gobierno  Nacional; — 2^  Si  du- 
rante dicha  sociedad  celebró  Pongratz  por  cuenta  de  esta 
el  negocio  de  caballos  á  que  se  refiere  la  demanda  entabla- 
da por  Nuñez  y  3""  si  dada  la  existencia  de  dicho  contrato 
tiene  derecho  Nuñez  para  exigir  la  indemnización  de  daños 
y  perjuicios,  que  es  objeto  de  este  litis. 

2""  Que  de  las  constancias  de  autos  resulta  comprobada 
hasta  por  confesión  del  mismo  Marechal,  que  ha  existido 
entre  él  y  Pongratz  la  sociedad  cuya  existencia  forma  el 
objeto  de  la  primera  cuestión,  y  queda  por  consecuencia 
esta  fuera  de  toda  discusión. 

3^  Que  negada  la  existencia  del  contrato  de  la  venta  de 
caballos  que  Nuñez  dice  haber  hecho  con  Pongratz  por 
cuenta  de  la  sociedad;  y  excediendo  dicho  contrato  del 
valor  de  200  fies.,  debe  justificarse  por  alguno  de  los  me- 
dios de  prueba  autorizados  por  el  art.  192  del  Código  de 
Comercio. 

4^  Que  la  prueba  producida  consiste,  como  se  ha  visto 
en  las  cartas  de  fojas  137  y  38  escritas  por  Pongratz  y 
reconocidas  por  éste  y  en  las  declaraciones  de  testigos  y 
demás  de  que  se  ha  hecho  relación  en  la  primera  parte 
de  esta  sentencia. 

5"*  Que  no  siendo  parte  en  este  juicio  D.  Víctor  Pongratz, 
por  cuanto  la  demanda  no  ha  sido  deducida  contra  él, 
sino  contra  D.  Antonio  Marechal,  no  puede  decirse  que 
haya  en  el  caso  confesión  de  parte. 
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6*  Que  aunque  las  cartas  reFeridas,  justiñcada  la  auten- 
ticidad de  ellas,  importarían  la  confesión  extra-judicial  de 
uno  de  los  socios,  toda  vez  que  hubiese  sido  hecha  durante 
la  existencia  de  la  sociedad,  pero  para  obtener  dicha  au- 
tenticidad seria  necesario  constatar  no  solo  que  las  cartas 
habian  sido  escritas  por  Pongratz,  sino  que  la  fecha  de 
ellas  era  cierta. 

7^  Que  la  declaración  de  Pongratz  no  es  bastante  para 
producir  el  justificativo  requerido,  tal  cual  se  espresa  en 
el  precedente  considerando:  lo  porque  establecido,  que  no 
es  parte,  como  se  ha  establecido  anteriormente,  su  dicho 
no  tiene  mas  importancia  que  el  de  un  testigo  único  y  no 
imparcial,  puesto  que  estando  en  litis  con  Marechal,  su 
testimonio  puede  ser  apasionado  ;  todo  lo  cual  impide  que 
haya  prueba  en  juicio  con  arreglo  á  la  Ley  32,  tit.  16, 
Parí.  3* ;  —  2**  porque  no  está  probado  con  otros  testimo- 
nios que  las  cartas  sean  de  la  fecha  que  espresan ;  ni  se 
ha  presentado  testigos  que  declaren  constarles  que  el  de- 
mandante hubiese  recibido  realmente  dichas  cartas  en  fecha 
en  que  la  sociedad  estuviese  todavía  en  vigor ;  circunstan- 
cias que  serian  necesarias  para  justificar  la  confesión  extra- 
judicial —  y  3"^  porque  la  declaración  de  Pongratz  está  con- 
tradicha por  la  de  los  testigos  D.  Carlos  y  D.  Victor  Roque 
que  afirman  que  Pongratz  dijo  en  presencia  de  ambos  á 
Marechal  que  no  habia  tenido  ningdn  negocio  con  Nuñez. 

S""  Que  el  demandante  no  ha  rendido  mas  prueba  directa 
que  las  cartas  analizadas  ya,  asi  como  la  declaración  de 
Pongratz,  cuya  insuficiencia  está  establecida,  la  declaración 
del  Dr.  D.  Ángel  Casares,  la  de  no  precisar  la  fecha,  el 
número  de  caballos,  objeto  del  contrato,  ni  el  precio  esti- 
pulado, asi  como  por  su  singularidad  no  hace  plena  prueba 
en  juicio  con  arreglo  á  la  Ley  32,  tit.  16,  Part.  3» ;  y  aun- 
que se  la  considere  conjuntamente  con  las  demás  pruebas 
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producidas,  tampoco  es  bastante  para  hacer  plena  prueba, 
desde  que,  como  se  ha  demostrado  anteriormente,  el  testi- 
monio de  Pongratz  es  sospechoso. 

9''  Que  aun  en  la  hipótesis  de  haber  existido  el  contrato 
alegado  por  la  parte  de  Nuñez,  no  tendría  este  derecho  para 
exigir  el  pastoreo  de  los  caballos  que  dice  haber  vendido, 
puesto  que  estos  no  han  sido  determinados,  ni  está  probado 
que  reunieran  las  condiciones,  que  según  la  confesión  del 
mismo  Nuñez,  debian  tener ;  sino  que  dicho  contrato  solo 
le  acordaría  el  derecho  de  interpelar  al  comprador  para 
que  los  reciba  en  caso  de  ser  con  arreglo  al  contrato,  y 
para  que  en  caso  de  negativa  de  parte  del  comprador  pedir 
la  rescisión  del  contrato  ó  reclamar  su  precio  con  el  interés 
corriente  por  la  demora,  poniendo  los  caballos  vendidos  á 
disposición  de  la  autoridad  judicial  para  que  ordene  su 
depósito  y  venta  pública,  con  arreglo  á  los  arls.  5¿1  y  535 
del  Código  de  Comercio  y  al  art.  17,  tit.  3"",  Sec.  3*,  lib. 
2«  del  Código  Civil. 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  absolviendo  á  Don  Antonio 

Marechal  de  la  demanda  que  contra  él  ha  deducido  D.  Juan 

Martin  Nuñez,  con  declaración  de  que  las  costas  causadas 

son  á  cargo  del  actor.     Repónganse  los  sellos  y  notífiíquese 

con  el  original. 

Manuel  Zavaleta. 

Nuñez  apeló  y  concedido  el  recurso  libremente,  espre- 
sando agravios  pidió  la  revocación  de  la  sentencia  y  dijo  : 
que  estaban  probados  la  existencia  de  la  sociedad  Marechal 
Pongratz  y  la  existencia  del  contrato  de  venta  demostrada 
principalmente  por  las  dos  cartas  de  Pongratz ;  que  el  juez 
a  quo  no  atribuye  fuerza  probatoria  á  estas  cartas  por  no 
haberse  probado  no  ser  antedatadas,  siendo  esta  la  base  de 
la  sentencia ;  que  esta  exigencia  del  juez  no  es  admisible 
por  haber  sido  reconocidas  las  cartas  por  el  socio  PoDgratz 
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y  confirmadas  por  un  telegrama  de  cuya  fecha  no  puede 
dudarse;  que  el  contrato  fué  perfeccionado  por  el  consenti- 
miento de  las  partes ;  que  el  comprador  no  hizo  observa- 
ciones sobre  la  calidad  de  las  cosas  vendidas  y  habia  reco- 
nocido que  estaba  en  mora ;  que  por  consiguiente  era  apli- 
cable el  art.  541  del  Código  de  Comercio,  estableciendo 
que  perfeccionada  la  venta  y  puesta  la  cosa  vendida  á  dis- 
posición del  comprador  son  de  su  cuenta  los  daños  y  gastos; 
que  el  contrato  fué  perfeccionado  antes  del  31  de  Octubre, 
es  decir  antes  de  disuelta  la  sociedad ;  que  además  las  so- 
ciedades disueltas  se  consideran  aun  existentes  para  las 
operaciones  pendientes  empezadas  durante  su  existencia. 

Corrido  traslado  contestó  Marechal,  que  su  sociedad  con 
Pongratz  quedó  disuella  en  31  de  Octubre ;  que  no  puede 
por  consiguiente  obligarlo  un  contrato  que  la  parte  contraria 
pretende  haberse  arreglado  en  4  de  Noviembre ;  que  las 
cartas  de  Pongratz  no  tenian  ninguna  autenticidad  ni  valor ; 
que  en  la  venta  de  cosas  indeterminadas  que  no  se  tienen 
á  la  vista  se  presume  en  el  comprador  el  derecho  de  exa- 
minarlas ;  que  en  caso  de  negarse  el  comprador  á  recibir 
sin  justa  causa  los  objetos  comprados,  el  vendedor  para 
hacer  efectivos  sus  derechos  tiene  que  depositar  los  objetos 
vendidos  en  poder  de  la  autoridad  é  interpelar  judicial- 
mente al  comprador  para  constituirlo  en  mora ;  que  no  hubo 
en  el  caso  ni  perfeccionamiento  del  contrato,  ni  depósito,  ni 
Interpelación  judicial;  concluyó  pidiendo  la  confirmación 
(le  la  sentencia  apelada  con  la  condenación  en  costas  de  la 
parte  de  Nuñez. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Marzo  ii  de  1873. 

Vistos,  y  considerando:  que  el   contrato  sobre  venta  de 
caballos  que  sirve  de  fundamento  á  la  demanda,  no  resulta 
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debida  y  concluyentemente  justificado;  Primero,  porque, 
aun  admitiendo  como  verídicas  en  todo  las  cartas  de  Pon- 
gratz  de  fojas  ciento  treinta  y  siete  y  ciento  treinta  y  ocho, 
Nüñez  ha  declarado  á  foja  ciento  ochenta  y  dos  vuelta  que  en 
la  noche  del  cuatro  de  Noviembre  —  fecha  en  que  estaba  ya 
disuelta  la  sociedad  —  Pongratz  le  previno  que  era  necesario 
terminar  el  contrato  con  Marechal,  y  con  ese  objeto  pasaron 
á  conferenciar  con  él ;  Segundo^  que  Marechal  ha  negado 
los  incidentes  de  esa  conferencia,  y  no  hay  mas  prueba  del 
consentimiento  que  se  dice  haber  prestado  en  ella,  que  el 
dicho  solo  de  Nufiez;  ni  Barsoba,  ni  Pongratz  lo  afirman, 
pues  de  lo  que  ambos  esponen  (fojas  ciento  setenta  y  siete 
á  ciento  setenta  y  nueve  y  foja  ciento  ochenta  y  ocho)  re- 
sulta que  Marechal  nada  dijo  que  importara  la  aprobación 
del  contrato,  ni  volvió  á  presentarse  después  de  hablar 
aparte  con  Pongratz.  Considerando  por  otra  parte,  que  su- 
puesta la  existencia  y  perfeccionamiento  legal  del  contrato, 
el  caso  de  la  cuestión  está  previsto  en  el  articulo  quinien- 
tos treinta  y  cinco  del  Código  de  Comercio  ;  que  Nuñez  ha 
procedido  faltando  absolutamente  á  lo  que  en  dicho  artículo 
se  prescribe  para  que  el  vendedor  pueda  usar  de  las  ac- 
ciones que  acuerda  contra  el  comprador  moroso  ó  que  se 
niega  á  cumplir  lo  pactado  ;  que  la  carta  de  Pongratz  de 
foja  ciento  treinta  y  siete  no  bastaría  para  relevarlo  de 
llenar  los  requisitos  de  la  ley.  Primero^  porque  en  todo 
caso  habría  sido  indispensable  el  depósito  judicial  de  la 
cosa  vendida.  Segundo,  porque  dicha  carta  no  podría  sur- 
tir el  efecto  de  constituir  en  mora  al  comprador  con  ar- 
reglo al  articulo  quinientos  treinta  y  seis.  Tercero,  porque 
no  puede  admitirse  que  habiendo  intervenido  personalmente 
en  la  negociación,  según  el  demandante,  y  estando  pre- 
sente el  socio  capitalista  á  quien  se  intentaba  responsabi- 
lizar, se  prescindiera  de  él  para  reclamar  contra  Pongratz  que 
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se  hallaba  en  el  <Azul>  ;  y  ñnalmente,  porque  eon  esa 
fecha,  la  sociedad  entre  Marechal  y  Pongratz  estaba  disuel- 
ta, como  antes  se  ha  notado,  y  nada  nuevo  podía  hacer  el 
último  que  alterase  el  estado  de  las  cosas,  y  comprome- 
tiera la  responsabilidad  del  primero  ;  por  estos  fundamen- 
tos y  los  concordantes  de  la  sentencia  apelada,  se  confirma, 
con  declaración  de  que  las  costas  de  ambas  instancias, 
deben  ser  satisfechas  según  hayan  sido  causadas,  en  aten- 
cion  á  no  aparecer  de  evidente  temeridad  la  demanda. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  —  J.  B.  Gorostiaga.  — 
J.    Domínguez. 


*—* 


CíAMJ^A    ltiJilf,M\. 


D.  Bonifaeia  Miñáis   contra  D.  Juan  Bemis,   iobre 

mtüueian  de  un  depóiito. 


Sumario. — i*  Aon   cuando  el  contrato  de   depósito  oo 
puede  probarse  por  testigosi  cuando  excede  de  doieientoi 


476        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

pesos  fuertes ;  sin  embargo  la  prueba  será  completa  si 
concurre  la   confesión   del  depositario. 

2i>  El  contrato  de  depósito  no  está  subordinado  á  forma 
alguna  particular  y  se  considera  consumado  en  el  hecho 
de  estar   en  poder  del  depositario  la  cosa  del  deponente. 

3o  El  consentimiento,  en  los  casos  en  que  no  se  requiere 
una  voluntad   espresa,    puede  manifestarse  por  hechos. 

A^  Son  hechos  de  esta  naturaleza  en  el  contrato  de 
depósito,  el  permitir  dejar  la  cosa  en  casa  del  depositario 
y  trasladarla  después  á  su  habitación  para  mayor  seguridad. 

B''  El  depositario  debe  poner  en  el  cuidado  de  las 
cosas  depositadas  el  mismo  cuidado  que  en  las  suyas  pro- 
pias ;  y  no  responde  del  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor 
sino  cuando  estos  acaecen  por  su  culpa» 

6°  La  prueba  del  caso  fortuito  ó  de  la  fuerza  mayor 
y  de    la   inculpabilidad   corresponde   al  depositario. 

1^  Mucho  mas  cuando  del  proceso  resultan  presun- 
ciones de  que   el  depositario  hurtó    el  depósito. 

S""  El  que  demanda  arca  cerrada  ó  sellada,  no  está 
obligado  á  probar  la  cantidad  ó  cosa  que  contenia,  en 
caso  de  haber  sido  abierta  por  el  depositario  ó  por  su 
culpa,  debiendo  estarse  entonces  á  la  manifestación  ju- 
rada que   haga   el  deponente. 


Caso.  —  D.  Ramón  Portales  en  representación  de  D.  Bo- 
nifacio Minos,  argentino,  se  presentó  ante  el  Juez  Federal 
de  Corrientes  demandando  á  D.  Juan  Bernis,  estrangero,  la 
suma  de  334  onzas  de  oro  que  contenia  un  baúl  depo- 
sitado en  su  poder.  —  Dijo  que  su  representado  habia  en- 
tregado á  Bernis  un  baúl  cerrado  que  contenia  el  dinero» 
ropa  de  uso  y  otros  objetos,  para  que  lo  condujese 
desde  su  estancia  hasta  el  pueblo  del  Paso   de  los  Li- 
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bres,  y  después  eonsintió  dejarlo  en  su  poder  en  depó- 
sito. —  Que  Bernis  se  habia  fiojido  robado  para  sustraer 
el  dioero  del  baúl;  pero  que  no  babia  tal  robo  sino 
que  él  mismo   rompió  la  cerradura. 

Bernis  contestó  que  no  habia  tal  depósito  porque  Minos 
entregó  el  baúl  á  Da.  Eugenia  Veron  de  Astrada  en  la 
estancia  y  no  á  él,  recomendándole  lo  entregase  á  D. 
Prudencio  Acuña  en  caso  que  ella  regresase  antes  que  él 
bajase  al  pueblo  ;~  pero  que  habiendo  venido  y  parado 
en  su  casa,  tuvo  el  baúl  en  su  cuarto  y  lo  dejó  allí  sin 
recomendarlo  á  su  cuidado  ni  decirle  que  contenia  dine- 
ro.—  Que  en  la  noche  del  Jueves  Santo,  habiendo  salido  la 
gente  de  la  casa  para  ir  á  la  procesión,  fué  abierto  un 
postigo  de  su  cuarto  y  robada  su  casa  y  quebrada  la 
cerradura  del  baúl,  como  constaba  de  las  diligencias  que 
hizo  la  autoridad  á  quien  dio  parte  esa  misma  noche, 
resultando  que  el  postigo  habia  sido  abierto  por  fuera. — 
Pidió   se  rechazara  con  costas  la   demanda. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba^  y  con  la  pro- 
ducida por  las  partes,  se  dictó  este : 


Fallo  del  JTues  de  Seeeion. 


Corrientes,  Octubre  17  de  1872. 

Y  vistos:  los  autos  seguidos  por  D.  Ramón  Portalea, 
apoderado  de  D.  Bonifacio  Míños^  contra  D.  Juan  Bernia, 
por  cobro  de  337  onzas  de  oro  que,  dice,  contenia  un 
baúl  cerrado  que  depositó  en  poder  de  éste,  como  sigue  : 
Que  según  resulta  de  la  sumaria  que  acompaña  su  repre- 
sentadoi  entregó  á  Bernis  un  baúl  cerrado  que  contenia 
dinero   para  que  lo   condujese  desde  su  estancia   hasta 

T.  IV.,  13 
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el  pueblo  del  Paso  de  los  Libres  y  después  consin- 
tió dejarlo  en  su  casa  en  depósito. — Que  Bernis  se  fin- 
gió robado  para  sustraer  el  dinero  del  baúl;  pero  que 
todos  los  datos  que  arroja  el  sumario  revelan  que  no 
hubo  tal  robo  y  fué  él  mismo  el  que  rompió  la  cerra- 
dura de  aquel.  Que,  en  consecuencia  entablaba  la  acción 
civil  de  hurto,  pidiendo  se  le  condenase  á  la  devolución 
de  la  cantidad  de  trescientas  treinta  y  siete  onzas  que 
con  tenia  el  baúl,  intereses  y  costas.  A  lo  que  ha  contes- 
tado Esquer,  apoderado  de  Bernis,  que  no  ha  habido  tal 
depósito,  porque  Minos  entregó  el  baúl  á  Da.  Eugenia 
Veron  de  Astrada  en  la  estancia,  y  no  á  él,  recomen- 
dándole lo  entregase  á  D.  Prudencio  Acuña  en  caso  que 
ella  regresase  antes  que  él  bajase  al  pueblo ;  pero  que 
habiendo  venido  y  parado  en  su  casa,  tuvo  el  baúl  en 
su  cuarto  y  lo  dejó  allí  sin  recomendarle  su  cuidado, 
ni  decirle  que  coutenia  dinero.  Que  en  la  noche  del 
Jueves  Santo,  habiendo  salido  la  gente  de  la  casa  para 
ir  á  la  procesión,  fué  abierto  un  postigo  de  su  cuarto  y 
robada  su  casa  y  quebrada  la  cerradura  del  bauK  como 
consta  de  las  diligencias  que  hizo  la  autoridad,  á  quien 
dio  parte  esa  misma  noche.  Que  el  postigo  fué  abierto 
por  fuera  y  no  por  dentro.  Que  por  lo  tanto  debia  recha- 
zarse la  demanda  con  costas. 

Y  considerando: — ^^ 

lo  Que  Esquer  no  puede  poner  en  duda  el  depósito  del 
baúl  cerrado  en  poder  de  su  poderdante,  bajo  el  pro- 
testo de  que  no  hubo  contrato  escrito,  pues  este  lo  con- 
fiesa muy  esplicitamente  á  f .  ^  vta. ;  y  resulta  de  todo 
el  proceso,  pues  á  la  autoridad  que  fué  á  reconocer  la 
casa  se  le  puso  de  manifiesto  el  baúl  con  la  cerradura 
quebrada,  diciendo  que  pertenecia  á  D.  Bonifacio  Minos. 
Es  verdad  que   el   contrato  de  depósito   no  puede    ser 
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probado  por  testigos    caando  excede    de   ps.  200,  según 
el  Art.   20,   Cap.  lo,   Tít.    15,  Sec.  3^  del  Código  Civil, 
que  cita  Esquer;    pero  en  este  caso   lo  está   por  La  con- 
fesión  del  mismo  Bernis,   quien  ha  pretendido  negar  des- 
pués que  el  baúl  le   fuese   entregado   en    depósito,   afir- 
mando que  Minos  lo  dejó  en  su  cuarto,  sin  recomendarle 
su   cuidado.  ¿Dejaría  por  esto  de  ser  un    verdadero  con- 
trato  de   depósito   el  que   nos  ocupa?  No;  porque  el  de- 
pósito  no   está   subordinado   á  forma   alguna    particular, 
según  el   Art.   19   del    Tít.    y    Seo.  citada;   y    habiendo 
estado   el  baúl   de  Minos    en  poder  de    Bernis,  ha    con- 
sentido   en    guardarlo,    pues   el   consentimiento,    en    los 
casos  en  que  no  se  requiere  una  voluntad  espresa,  puede 
ser  tácito  y  manifestarse    por  hechos,   Art.   23,    Tít.   lo^ 
Sec.  2a,  y  en    este  caso  los  hechos,    aun  prescindiendo 
de  su   categórica    confesión,  manifiestan    de  una   manera 
indudable   que   Bernis  consintió   en    ser    depositario   del 
baúl   y  lo   fué  en  efecto;   de  otro  modo  no  podría  espli- 
carse  como  Minos   lo  dejó  en  casa   de   Bernis  y   porque 
este  lo  trasladó  á  su  cuarto    para  mayor   seguridad. 

2o  Que  está  justificado  también  que  el  baúl  contenia 
fuerte  cantidad  de  dinero,  lo  que  resulta  de  la  esposicion 
de  D.  Juan  Bernis  á  f.  4  vta.,  quien  dice  que  cuando 
traía  el  baúl  se  quebró  la  carreta  dos  veces  y  al  ba- 
jarlo se  sentía  corría  algo  como  dinero  adentro :  y  á 
f.  32  vta.  :  que  cuando  le  entregó  el  baúl  fué  en  cali- 
dad de  que  era  un  baúl  con  ropa ;  pero  que  cuando 
ha  tenido  que  moverlo  ha  sentido  que  corría  un  objeto 
de  peso  adentro,  al  parecer  dinero ;  de  las  declaraciones 
de  Remigio  Avales,  f.  5  vta.,  Augusto  Manoyes,  f.  6  vta. 
y  Augusto  Parmantier,  f.  8  vta.,  que  afirman  que  los 
Bernis  les  dijeron  que  tenían  un  baúl  con  dinero  perte- 
neciente á  Minos,  y  que  oo  podían  disponer  de  él  porque 
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estaba  cerrado  ;  de  la  declaración  de  Federico  Pérez,  de- 
pendiente de  Bernis,  f.  10  vta.,  á  quien  le  contaron  que 
tenian  un  baúl  con  «mucho  dinero  perteneciente  á  Minos, 
que  se  los  dejó  recomendándoles  el  cuidado,  y  que  al 
ayudar  á  Bernis  á  trasladarlo  á  su  cuarto  sentió  un 
objeto  pesado  adentro;  por  fin,  de  las  de  Soilo  Quiroz  y 
Nicolás  Romero,  f.  137  y  13  vta.,  que  dicen  que  sintieron 
el  ruido  del  dinero  y  notaron  el  peso  al  alzar  el  baúl 
á  la  carreta,  añadiendo  el  primero  que  vio  en  el  baúl 
muchas  onzas  al  aproximarse  para  recibir  seis  patacones 
que  le  iba  á  dar  Minos ;  y  si  á  esto  se  agrega  las  mani- 
festaciones que  hicieron  los  hermanos  Bernis  á  la  auto- 
ridad y  á  diferentes  personas  en  el  acto  que  sucedió  el 
robo,  de  que  el  baúl  contenia  dinero,  calculando  hasta 
la  cantidad,  y  de  que  enviaron  á  su  dependiente  á  donde 
estaba  Miño»  á  avisarle  del  robo  y  preguntarle  qué  dinero 
conocido  tenia  para  por  este  medio  hacer  las  diligencias 
convenientes  ;  resulta  una  prueba  completa  de  que  efecti- 
vamente el  baúl  contenia  dinero,  lo  que  no  puede  ser 
desvirtuado  por  el  hecho  de  haber  prestado  á  los  Bernis 
setecientos  cincuenta  pesos^  pidiéndolos  de  Gelabert  y  Aza- 
mar,  después  que  el  baúl  estuvo  en  poder  de  aquellos,  pues 
bien  pudo  suceder  que  cuando  hizo  ese  préstamo  no  estu- 
viese en  el  pueblo,  donde  estaba  el  baúl,  y  no  quisiese 
entregarles  las  llaves,  6  que  interviniese  cualquier  cir- 
cunstancia, que  lo  imposibilitase  á  no  sacar  su  dinero 
del  baúl ;  y  por  lo  tanto  el  hecho  confesado,  no  es  bas- 
tante ni  para  formar  una   presunción. 

3o  Que,  según  los  artículos  21  y  22,  TU.  15,  Seo.  3» 
del  Código  Civil,  el  depositario  debe  poner  en  el  cuidado 
de  las  cosas  depositadas  el  mismo  cuidado  que  en  las 
suyas  propias,  y  no  responde  del  caso  fortuito  ó  fuerza 
mayor,  si  no  cuando  estos  acaecen  por  su  culpa ;  pero 
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la  prueba  de  que  efectívameDte  se  perdió  la  cosa  por 
caso  fortuito  sin  culpa  del  depositario,  corresponde  á 
este  y  no  al  deponente ;  pues  es  una  escepcion  que 
opone  á  la  obligación  que  tiene  de  restituir  el  depósito, 
y  es  regla  general  que  in  exeptionibus  portibus  actores  fun- 
gilurea»que  probare  debet;  además  la  Ley  14,  Tít.  14,  Par.  3^ 
lo  dice  terminantemente  por  estas  palabras :  c  Otrosí  que 
et  orne  que  alguna  vez  fué  apoderado  de  alguna  cosa  porque 
k  fui  prestada  ó  dada  en  guarda  que  siempre  deben  sos- 
pechar que  la  tiene  maguer  lo  negase  en  juicio  fasta  qtu 
pruebe  que  la  perdió  por  hurto,  por  fuerza  ú  otra  ocasión,  f 
En  seguida  la  ley  manifiesta  que  en  caso  pruebe  el  deu- 
dor el  caso  fortuito,  se  libra,  á  no  ser  que  el  acreedor* 
probase  que  este  sucedió  por  su  culpa  ;  pero  Gregorio 
López  comentando  la  palabra  ocasión,  bajo  el  número  6 
dice:  que  se  libra  solo  en  aquellos  casos  fortuitos  que 
suelen  venir  generalmente  sin  culpa ;  pero  no  en  aquellos 
que  suceden  regularmente  por  culpa,  como  el  hurto,  en 
cuyos  casos  debe  probar  que  no  la  hubo.  El  Art.  1161 
del  proyecto  de  Código  de  Goyena  dice :  que  siempre  que 
la  cosa  se  hubiese  perdido  en  poder  del  deudor,  se  pre- 
sume sucedió  esto  por  su  culpa  y  no  por  caso  fortuito ; 
y  el  Art  1672  del  mismo,  hablando  de  las  cosas  de- 
positadas, cerradas  y  selladas,  dice  en  el  Inc.  3^,  se  pre- 
sume siempre  culpa  en  el  depositario,  salvo  la  prueba 
en  contrario.  De  estas  doctrmas  y  leyes  resulta  que  la  prue. 
ba  del  caso  fortuito  corresponde  al  que  lo  alega  y  ade- 
más que  debe  resultar  justificado,  al  menos  con  pre- 
sunciones vehementes,  que  éste  ocurrió  sin  culpa  de^ 
deudor. 

4"  Que  el  robo  que  dice  Bernia  haber  tenido  lugar  en 
su  casa,  en  la  noche  del  Jueves  Santo,  no  está  justifi- 
cado, pues  no  es   bastante  el  que  se  encontrasen  las  ven- 
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tanas    y   puertas  abiertas   y    las   cerraduras    fracturadas, 
cuando    estos  hechos    han    podido  ser  ejecutados    por  el 
mismo    Barnis,  y  las   presunciones  que    resultan   de    los 
sumarios   que   se   han    levantado   revelan  mas   bien    que 
asi   sucedió  y  no   que  una   persona  estraña  penetró  en  la 
casa ;  y  en   efecto,  el  informe  de   los  cuatro  peritos  que 
examinaron  primeramente  el   postigo  de    la  ventana,  fojas 
r.  4   y  41,  no  arroja  ninguna  luz  sobre   si  el  postigo   fué 
abierto  por    fuera  ó   por  dentro,   por  cuanto   Roca  dice  : 
que  no  se  anima    á  formar  juicio;   mientras  que  Quierel 
dice :   que   lo    fué    por   dentro,    porque   á  su    juicio    fué 
abierto  con  un  instrumento  fuerte  y  derecho    (en  lo  que 
convienen  todos    ellos)  y  haciendo   la    prueba   de  abrirle 
por  fuera   con  un   formón,   se  notó    la    señal  que  dejaba 
este    instrumento,    de  la    cual    carece   absolutamente  este 
postigo,    agregando    en    su    ratificación  á    f.  141    que    el 
formón  se  qyiebró  al  hacer  la  prueba  ;  y  aunque  los  pe- 
ritos que   últimamente  han    reconocido  el  postigo  á  soH* 
citud    de   Esquer,    cuyas  declaraciones   corren    á  f.  428, 
dicen  que  lo  fué  por  fuera,   sin  embargo,  habiendo  tras* 
currido    mucho  tiempo    desde  que   se    hicieron  los    pri- 
meros  reconocimientos,  no  hay  seguridad  de  que  el   pos- 
tigo se  encuentre  en  el  mismo  estado,  especialmente  afir- 
mando estos  que  los    tornillos    se   encontraban   vencidos, 
mientras,   que  cuando  lo  examinaron  los   peritos  Roca  y 
Queirel   no   lo  estaban ;    pero  este  último  dice :  que  solo 
en  el   caso  que    los  tornillos  estuviesen    mal  colocados, 
podría   haberse  abierto  por  fuera  pero   examinándolos  no 
se  notó  nada :   además  de  que  el  nombramiento  de  á  estos 
peritos  no  se  ha    podido  ni  hecho  en  forma    de  derecho. 
Tampoco    existe    presunción  alguna  de  que  fuese  Correa 
el    autor  del   robo ;  y  por    el  contrario,    de  la  declara- 
ción de  D.  José  y  D.  Cándido    Ledesma,   conformes  con 
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la  de  aquel,  aparece  que  Correa  no  pudo  perpetrarlo ; 
pues,  D.  José  Ledesma  asevera  que  fué  á  oir  el  sermón 
dejando  á  Correa  escribiendo  unas  cartas  y  cuando  volvió 
ya  las  habia  concluido;  y  Correa  afirma  que  cuando  re- 
gresó Ledesma  acababa  de  tirar  la  bolsa  de  maiz  que  le 
pidió  Bernis  cuando  estuvo  en  su  casa,  de  lo  que  resulta 
que   no  hubo   ni   tiempo    material   para  perpetrarlo. 

5o  Que  hay  varias  presunciones  que  revelan  que  fue  D. 
Juan  Bernis  el  autor  del  robo,  las  cuales  aunque  no  for* 
man  una  prueba  completa,  sirven  para  destruir  la  exis- 
tencia de  un  caso  fortuito,  que,  según  se  ha  visto, 
corresponde  probarlo  al  que  lo  alega  y  cargar  sobre  este 
la  obligación  de  restituir  la  cosa  depositada.  Esas  pre- 
sunciones son  las  siguientes: — Que  Bernis  quedó  solo  en 
su  casa  y  estuvo  con  las  puertas  cerradas,  como  resulta  de 
las  declaraciones  de  Andrade  y  Graciono  Etchegoyen  á 
f.  8  vta.,  quien  quizo  quedarse  á  dormir  por  estar  can- 
sado del  viaje  y  notó  que  Bernis  se  apuraba  instándolo 
que  fuese  y  lo  esperase  en  lo  de  Guzquet  para  tomar 
vino,  á  lo  que  puede  agregarse  la  indiferencia  con  que 
recibió  la  noticia  del  robo  dada  por  el  mismo  Graciano 
y  el  hecho  de  haber  trasladado  el  baúl  á  su  cuarto  el 
dia  antes  del  suceso  —  2o  La  contradicción  en  que  incur- 
rieron los  hermanos  Bernis  ante  el  Juez  de  Paz,  ase- 
verando Bautista  que  el  robo  sucedió  en  el  acto  del  ser- 
món y  Juan  que  tuvo  lugar  durante  la  procesión,  según 
aparece  de  la  declaración  de  f.  42  vta.,  ratificada  por 
los  testigos  Zamudio  y  Duffy  á  fs.  142  y  143  —  S^"  Las  po- 
cas ó  ningunas  diligencias  que  hicieron  para  descubrir  el 
adron,  como  se  deja  ver  por  las  sumarias  mismas  —  4o 
La  muy  grave  que  resulta  de  las  cuatro  onzas  con  el 
sello  de  Centro  América,  encontradas  en  el  baúl  entre- 
^do  por  los    Berniff  á  la  Sra.   de   Minos;   y    en  efecto, 
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consta  de  la  declaración  de  Pérez  ¿  f.  10  que  fué  enviado 
á  la  estancia  de  Minos  á  participarle  lo  ocurrido  y  pre- 
guntarle de  las  monedas  conocidas  que  tenia  á  fin  de 
descubrir  el  ladrón  y  de  la  carta  del  mismo  Pérez  á  f.  116 
resulta  que  les  avisó  que  Minos  le  habia  dicbOi  que 
tenia  cuatro  onzas  de  arbolito  de  señal  entre  las  demás, 
lo  que  confiesa'  D.  Juan  Bernia  absolviendo  la  séptima 
posición  á  f.  137  donde  dice  que  les  avisó  que  tenia  onzas 
con  el  sello  de  Centro  América,  que  tiene  un  árbol ; 
consta  asi  mismo  que  los  Bernis  entregaron  el  baúl  á  la 
Sra.  de  Minos  sin  tomar  inventario  y  que  fué  abierto 
luego  de  llegar  á  lo  de  Massoyer,  sacando,  este  las  cua- 
tro onzas  con  el  sello  de  Centro  América.  No  hay  nin- 
guna circunstancia  que  rebele  que  en  esto  ha  habido 
fraude,  pues  el  registro  se  hizo  inmediatamente  en  pre- 
sencia de  varios  testigos  que  dicen  vieron  las  onzas,  f.  5 
hasta  8  vta.  —  Y  si  cuando  se  tomó  el  inventario  de  lo 
que  contenia  el  baúl  no  eiíslian  las  espresadas  monedas, 
la  presunción  legal  es  que  Bernis  las  puso  después,  pues, 
no  se  ha  probado  circunstancia  alguna  que  haga  presu- 
mir lo  contrario,  antes  bien,  los  testigos  se  han  ratifi- 
cado en  sus  anteriores  declaraciones,  negando  completa- 
mente  las  preguntas  que  Esquer  les  ha  hecho  para  pro- 
bar habia  sospecha  de  que  fué  Massoyer  el  que  las  pu- 
so. —  6^  Que  Bernis  es  culpable  de  haber  manifestado  á 
varias  personas,  según  se  ha  manifestado  mas  arriba,  que 
el  baúl  contenia  dinero  lo  que  lo  hace  responsable  según  el 
Art.  26,  Tit.  15,  Seo.  3s  del  Código  Civil,  á  reparar  el  daño 
que  causase,  pues,  por  este  hecho  y  el  de  haber  dejado 
la  casa  sola,  quedaría  demostrado  que  el  caso  fortuito 
habia  sucedido  por  su  culpa,  dado  que  estuviese  probado 
aquel. 
7^  Que  es  doctrina  constante»    fundada  en  el   derecho 
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romano  y  español  que  el  que  demanda  arca  cerrada  ó 
sellada  no  está  obligado  á  probar  la  cantidad  ó  cosa  que 
contenia,  en  caso  que  haya  sido  abierto  sin  su  consen- 
timiento por  el  depositario  ó  por  su  culpa,  debiendo  es* 
tarse  entonces  á  la  manifestación  jurada  que  haga  el 
deponente,  como  se  deduce  de  la  Ley  15,  Tit.2^,  Pat.  3a, 
art.  2o,  Tit.  15,  Seo.  S'^,  Código  Civil,  y  los  códigos  modernos 
y  especialmente  el  art.  1672  del  proyecto  del  Código  de 
Goyena  —  Por  estos  fundamentos,  fallo  definitivamente  juz- 
gando: que  debo  declarar  que  D.  Ramón  Portalea  ba  probado 
suficientemente  su  acción,  y  que  D.  Gabriel  Esquer,  apode- 
rado de  Bernia,  no  ha  probado  como  probar  debia  la 
excepción  alegada,  y  en  su  consecuencia  debe  devolver 
á  aquel  la  suma  de  trucientas  treinta  y  siete  mzm  de 
OTO  que  ha  manifestado  contenia  el  baúl  cerrado  que  le 
dio  en  depósito  con  los  intereses  del  uno  por  ciento  men- 
sual desde  la  demanda,  menos  las  cuatro  onzas  que  se 
encontraron  en  el  baúl.  Cada  uno  pague  sus  costas  y  las 
comunes  por  mitad.  Hágase  saber  y  repónganse  los  sollos. 

Cirhz  Luna. 

Esta  sentencia  de  que  apeló  Bernia  fué  confirmada  por 
el  siguiente  : 

Fallo   de   la   ftuprenuí  Corte. 


Buenos  Aires,  Marzo  22  de  1873. 

Vistos :  Por  los  fundamentos  de  la  sentencia  apelada  y 
considerando :  Que  la  prueba  del  depósito  hecho  por 
Minos  en  poder  de  Bernis  no  solo  es  legal  y  concluyante 
con  arreglo  al   Código   Civil,  sino  muy  principalmente  con 
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arreglo  á  la  Legislación  anteriolr,  bajo  cuyo  imperio  tuvo 
lugar  aquel  ( mil  ochocientos  setenta )  —  Que  á  mas  de  lo 
espuesto  en  el  séptimo  considerando  de  dicha  sentencia,  es 
de  tener  presente  con  respecto  á  la  cantidad  contenida  en  el 
baúl  depositado,  que  los  Bernis  como  lo  han  declarado  ellos 
mismos,  tenian  motivos  para  creer  que  esa  cantidad  era 
considerable,  y  según  su  creencia  mayor  aun  que  la  reclama» 
da  por  Minos ;  y  que  al  ñjarla  éste  en  trescientas  treinta  y 
siete  onzas  en  su  contestación  á  la  carta  de  Bernis  conduci* 
da  por  el  dependiente  Pérez,  lo  hacia  para  darle  una  instruc* 
cion  que  le  sirviera  de  Gobierno,  sin  el  ánimo  de  hacer  un 
cargo  contra  él,  lo  que  dá  á  esa  declaración  un  carác- 
ter de  verosimilitud  tanto  mayor  cuanto  que  Minos  es 
un  hombre  honrado  como  lo  reconoce  Bernis  á  foja  sesenta 
y  nueve;  se  confirma  con  costas  la  espresada  sentencia,  y 
satisfechas  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril — Francisco 

Delgado — J.  Barros   Pazos— J. 
B.    GoROSTiAGA — J.  Domínguez. 
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Cfiminalt   contra  Luis  Basso  y  Mariana  Podeitá, 

por  hurto  á  bordo. 


Sumario.  —  1^'  La  circunstancia  de  haberse  encontrado 
en  poder  del  acusado  la  mayor  parte  de  los  objetos  hur* 
tados,  sin  que  pueda  dar  una  espKcacion  satisfactoria  de  la 
procedencia,  establece  prueba  completa  de  ser  aquel  el 
autor  del  hurto. 

2<>  El  hurto  á  bordo  cometido  con  premeditación  y  efrac- 
cion,  puede  ser  penado  con  cuatro  años  de  trabajos  for* 
zados. 


Caso.  — En  la  noche  del  9  al  10  de  Noviembre  de  1873, 
estando  fondeada  cerca  del  muelle  de  Buenos  Aires  la  balle- 
nera de  Juan  Desulabich  con  carga,  y  habiéndose  dormido 
los  tripulantes,  se  sustrajeron  cuatro  cajones  conteniendo 
cada  uno  una  máquina  de  coser,  rompiendo  para  ello  las 
amarras. 

Levantado  el  correspondiente  sumario,  el  Procurador  Fis- 
cal dijo,  que  los  autores  del  hurto  eran  el  preso  Luis 
Basso,  y  los  prófugos  Felipe  Bado  y  Antonio  Caiieta,  ayu- 
dados como   cómplice  por  Mariana    Podestá   manceba  de 
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Bas80 ;  y  pidió  contra  este  último  y  la  Podestá  una  pena 
arbitraria  por  estar  en  desuso  las  leyes  españolas  que  cas- 
tigan ese  delito. 
Tramitado  el  proceso  se  dictó  este 


Fallo  del  JTues  de  Seceion. 


Buenos  Aires,  Enero  22  *de  i873. 

Y  vistos,  estos  autos  seguidos  contra  Luis  Basso  y  Ma- 
riana Podestá,  presentes,  y  prófugos  Felipe  Hado  y  Antonio 
Caizeta,  por  hurto  y  ocultación  de  cuatro  máquinas  de 
coser,  cometido  á  bordo  de  una  ballanera  y  resultando:  1^ 
Que  en  la  noche  del  nueve  al  diez  de  Noviembre  del  año 
próximo  pasado,  estando  fondeada  cerca  del  muelle  la  balla- 
nera de  Juan  Desulabich  con  carga,  tomada  de  una  barca 
alemana  perteneciente  á  los  Sres.  Guerrero,  se  sustrajo  de 
la  troja  cuatro  cajones  conteniendo  cuatro  máquinas  de  co- 
ser, habiendo  para  ello  cortado  la  amarra,  que  sugetaba 
la  cubierta  de  la  carga,  8eg:un  todo  resulta  del  parte  del 
comisario  Agrelo  f .  2  y  declaraciones  Je  Bernabé  Rodríguez 
r.  18,  José  Mayo  f.  20  y  Juan  Desulabich  f.  29.  2^  Que  una 
d^  las  máquinas  hurtados  fué  llevada  por  encargo  de  Luis 
Basso  á  la  casa  de  remate  de  D.  Martin  Hidalgo  y  la  otra 
á  la  de  los  Sres.  Bequio  Olivera,  donde  fueron  encontradas 
y  recogidas  por  la  Policía,  el  parte  ya  citado  y  declaracio- 
nes de  Luis  Basso  f.  6,  Jacinto  Monteroso  f.  16  vta.,  Ber- 
nabé Rodríguez  f.  18,  Martin  Hidalgo  f.  23  y  Eloi  Olivera 
i.  26.  3"*  Que  prosiguiéndose  en  las  averiguaciones  por  los 
datos  recogidos,  fué  encontrada  la  tercera  máquina  en  la 
Boca  en  casa  de  María  Gapellini  á  donde  fué  Uevuda  por 
Basso  y  el  zapatero  Raffo,   después  de  haberse  descubierto 
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por  la  Policía  la  que  se  encontró  en  casa  de  Hidalgo,  se- 
gún resulta  de  los  declaraciones  anteriores  y  de  Mariana 
Podestáy  f.  11,  y  Emilio  Raffo,  f.  8;  4o  Que  do  las  declara- 
ciones citadas  de  Luis  Basso,  Mariana  Podestá,  Jacinto 
Monteroso  y  Emilio  RaíFo,  resulta  que  las  máquinas  espre- 
sadas fueron  traidas  á  la  Boca  por  el  primero  en  compañía 
de  los  prófugos  Felipe  Bado  y  Antonio  Gaizeta,  compañe- 
ros todos  en  el  trabajo  en  un  bote,  y  que  este  último  arrojó 
al  agua  la  cuarta  máquina  para  impedir  fuese  descubierta 
por  la  Policía,  —  y  considerando :  i''  Que  establecida  la  exis- 
tencia del  delito  por  los  antecedentes  consignados  mas  ar- 
riba, el  hecho  de  haberse  encontrado  la  mayor  parte  de 
los  objetos  hurtados  en  las  casas  de  remate,  donde  habian 
sido  llevados  por  orden  de  Basso,  y  en  poder  de  Mariana 
Podestá,  manceba  del  mismo,  y  que  obraba  por  sus  órde- 
nes, establece  prueba  completa  de  ser  aquel  autor  en  el 
hurto.  2"  Que  esta  prueba  se  corrobora  aun  mas,  teniendo 
en  consideración  que  el  procesado  no  ha  dado  una  es- 
plicacíon  satisfactoria  sobre  el  origen  de  las  máquinas, 
limitándose  á  decir  que  las  habia  comprado  en  la  Ensenada 
á  sus  compañeros  de  trabajo,  ignorando  que  fuesen  hurta- 
das, lo  que  es  completamente  inverosímil.  3o  Que  respecto 
á  Mariana  Podestá,  se  prestó  á  la  ocultación  del  hurto, 
proporcionando  la  casa  de  María  Gapellini  para  ocultar  una 
de  las  máquinas  que  buscaba  la  Policía,  valiéndose  de  en- 
gaños para  obtener  las  llaves  de  la  dueña  que  estaba  acci- 
dentalmente enferma  en  otra  casa.  4o  Que  la  misma  con. 
fiesa  á  f.  35  que  cuando  el  sacó  la  máquina  de  la  casa  de 
Raífo  para  llevarla  á  la  que  ella  habia  destinado,  sabia  que 
la  Policía  la  buscaba,  y  que  cedió  á  las  amenazas  que  se  le 
hicieron  y  al  temor  de  ser  descubierta.  5o  Que  habiéndose 
cometido  el  hurto  á  bordo  lejos  de  la  habitación  de  la  Po- 
destá, y  aprovechándose  de  la  circunstancia  casual  de  estar 
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2o  Igual  prueba  debe  existir  para  acreditar  el  conveoio 
de  cambio  de  ruta. 

3o  Guando  los  efectos  cargados  han  sido  entregados  bajo 
la  clíiusula  de  ignorarse  peso  y  contenido,  el  capitán  no 
está  obligado  á  entregar  en  el  puerto  de  descarga  sino  los 
efectos  que  se  encontraren  en  el  buque,  á  no  ser  que  se 
probare  falta  ó  rotara  de  efectos  por  culpa  del  capitán  ó 
de  la  tripulación. 

^0  El  cargador  que  recibe  los  efectos  cargados  sin 
embargo  de  haber  sido  prevenido  de  que  habiafaltas  ó 
roturas,  y  no  pide  el  examen  judicial  de  los  efectosen  las 
48  horas  después  de  la  descarga,  pierde  el  derechoá  todo 
reclamo. 

Caso.  —  Los  Sres.  A.  6.  Boyé  y  G%  fletaron  en  Marsella 
el  buque  c  Georges  et  Mathilde  »  para  conducir  un  com- 
pleto cargamento  á  Buenos  Aires  ó  al  Rosario. 

El  buque  cargó  73,200  tejas  recibidas  por  los  Sres.  H. 
Martin  de  Martin  Hnos.,  y  47,225  y  30,500  baldosas  re- 
cibidas por  el  Sr.  M.  E.  Arnaud.  Los  conocimientos  se 
hicieron  al  portador  y  fueron  firmados  por  el  capitán  del 
buque  Sr.  J.  Flotard.  Llegado  el  buque  á  Buenos  Aires, 
Flotard  demandó  á  D.  Adolfo  Modet  cesionario  de  dichos 
conocimientos  para  que  pagara  ó  afianzara  los  fletes  deven- 
gados, autorizándose  la  descarga  de  las  mercadertas.  Dijo 
que  Modet  le  pidió  siguiera  viage  para  Zarate;  que  se  cam- 
biaron algunas  esplicaciones  entre  ellos  sin  ponerse  de 
acuerdo,  quedando  vigente  la  estipulación  del  contrato  de 
fletamento;  que  por  consiguiente  su  viage  quedaba  con- 
cluido y  Modet  tenia  que  recibirse  de  la  carga  y  pagar  el 
flete.  Modet  contestó  que  el  contrato  de  fletamento  había 
sido  modificado  por  la  convención  de  seguir  viage  á  Zarate; 
acompañó  unas  cartas  de  los  Sres.  A.  Barran  y  A.  Briet 


DB   JUSTICIA  NACIONAL.  198 

consignatarios  de  las  tejas  vendidas  á  él,  en  las  que  hablan 
dichos  Sres.  de  las  condiciones  con  que  el  buque  seguiría 
el  viage  á  Zarate ;  pidió  ser  autorizado  judicialmente  para 
recibir  la  mercancía  y  remitirla  á  Zarate  adonde  ia  habia 
vendido ;  protestando  reservarse  sus  derechos  por  los  daños 
y  perjuicios  contra  los  consignatarios  y  el  capitán. 

Hecha  la  entrega  de  la  mercancía  con  la  fianza  de  Modet 
sobre  el  pago  del  flete,  Modet  demandó  á  Flotard  por  los 
daños  y  perjuicios  y  por  falta  de  1,276  tejas. 

Corrido  traslado  contestó  Flotard,  que  era  falso  el  con- 
venio sobre  el  cambio  de  ruta  á  Zarate ;  que  se  hicieron 
algunas  diligencias  para  ver  si  era  posible  este  viage  y  él 
buscó  también  un  práctico  ;  que  después  se  habló  de  las 
condiciones  que  no  fueron  aceptadas  por  el  mismo  Modet; 
que  respecto  á  la  falta  de  tejas,  él  no  tenia  ninguna  res- 
ponsabilidad, teniendo  el  conocimiento  la  cláusula  que  el 
capitán  ignora  el  peso  y  contenido  de  la  carga  no  respon- 
diendo de  lo  que  se  rompa  y  derrame ;  que  reconvenía  á 
Modet  por  el  pago  del  flete  dejando  á  salvo  sus  acciones 
por  los  daños  y  perjuicios. 

Corrido  traslado  de  la  reconvención,  dijo  Modet,  que  la 
convención  de  la  continuación  del  viage  á  Zarate  se  pro- 
baba por  las  diligencias  hechas  por  Flotard  sobre  práctico 
y  estaba  pronto  á  probarla  con  otros  medios  de  prueba ; 
que  respecto  á  la  falta  de  las  tejas  no  era  cuestión  aquí 
de  peso  ni  de  contenido,  sino  de  numero ;  que  no  habiendo 
cumplido  Flotard  con  su  obligación  en  la  entrega  de  las 
mercancías,  no  estaba  él  obligado  á  pagar  el  flete  teniendo 
el  derecho  de  retenerlo. 

El  Juez  para  mejor  proveer  pidió  informe,  sobre  sí  el 
capitán  habia  sido  despachado  en  Diciembre  último  con 
dirección  á  Zarate,  y  el  Administrador  de  Rentas  Nacionales 
contestó    negativamente. 

T.  IV.  14 
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WmXSm  del  Jíues  de  deed^n. 


Buenos  Aires»  Noviembre  21  de  1872. 

• 

Vistos,  estos  autos  seguidos  entre  D.  Adolfo  Modet  y  el 
capitán  del  buque  francés  «GeorgeMathilde»  por  cobro  del 
fletamento  de  dicho  buque,  por  una  parte,  y  por  indemni- 
zación de  daños  y  perjuicios  procedente  de  falta  de  cumpli- 
mento, al  mismo  contrato,  por  la  otra,  resulta  lo  siguiente: 

lo  Que  en  ocho  de  Agosto  del  año  próximo  pasado  el 
armador  del  buque,  cGeorge  Mathilde»,  por  una  parte  y 
los  Sres.  A.  6.  Boys  y  C*,  por  la  otra,  celebraron  contrato 
de  fletamento  de  dicho  buque  'para  recibir  en  Marsella  un 
completo  cargamento,  y  conducirlo  á  Buenos  Aires,  ó  al 
Rosario  en  el  Rio  Paraná,  según  las  órdenes  que  se  le 
darían  en  Buenos  Aires,  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas 
de  la  llegada  del  buque,  mediante  el  flete  total  de  veinte  y 
tres  mil  quinientos  francos,  y  concediéndole  para  la  carga 
en  Marsella  veinte  y  cinco  dias  corridos  á  contar  desde  el 
dia  siguiente  á  aquel  en  que  el  buque  hubiese  sido  puesto 
á  disposición  de  los  fletadores,  y  para  la  descarga,  que  de- 
bería hacerse  á  la  diligencia  del  capitán  y  á  expensas  y 
riesgos  de  los  fletantes,  á  los  plazos  de  uso,  y  hasta  diez 
dias  mas  en  caso  necesario ;  pero  debiendo  abonarle  estos 
últimos  á  razón  de  cincuenta  centavos  por  tonelada  de  car- 
ga cada  uno. 

2o  Que  el  buque  recibió  la  carga  que  se  detalla  en  los 
conocimientos ;  cuya  traducción  corre  á  fs.  6  y  7,  con- 
sistente en  tejas  chatas  y  baldozas  forma  Havre,  espresando 
el  capitán  al  firmar  los  conocimientos,  que  ignora  peso  y 
contenido,  y  que  no  responde  de  lo  que  se  rompa  6  der- 
rame. 
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3o  Que  el  baque  llegó  á  este  puerto  y  fué  descargado 
en  él  en  virtud  de  órdenes  que  se  le  intimaron  por  este 
Juzgado  á  D.  Adolfo  Modet,  dueño  de  dicho  cargamento, 
previa  protesta  hecha  por  el  cargador  ante  este  Juzgado  en 
8u  escrito  de  f.  25,  en  el  cual  pretende  haberse  convenido 
por  el  capitán  y  consignatario  que  se  pondría  en  marcha 
con  dirección  á  Zarate,  en  cuyo  puerto  entregaría  la  carga, 
con  cuyo  motivo  habia  hasta  despachado  su  buque  á  dicho 
destino, 

4o  Que  efectuada  la  descarga,  la  parte  de  Modet  adujo 
demanda  contra  el  capitán  del  buque  por  no  haber  cum- 
plido el  contrato  que  dice  haber  celebrado  para  seguir  con 
su  cargamento  á  Zarate,  acompañando  como  justificativo 
de  este  contrato  los  documentos  siguientes :  1^,  carta  de 
f.  19  del  28  de  Noviembre  de  1871  en  que  los  Sres.  A. 
Barran  y  A.  Briet  manifiestan  á  la  parte  de  Modet  las  con- 
diciones del  contrato  celebrado  para  que  el  <  George  Ma- 
thilde »  desembarque  en  Zarate  las  mercaderías  que  de  la 
pertenencia  de  Modet  tenia  á  bordo  ;  2^,  copia  de  carta 
de  Modet  al  consignatario  A.  Barran  y  A.  Briet  en  contes- 
tación á  la  carta  anterior  en  que  no  aceptan  las  condiciones 
espresadas  en  la  carta  del  consignatario. 

5"^  Que  la  misma  parte  de  Modet  ha  deducido  también  de- 
manda por  falta  que  dice  haber  resultado  en  el  cargamento. 

6o  Que  la  parte  del  capitán  ha  negado  la  existencia  del 
contrato  en  virtud  del  cual  se  hubiese  convenido  que  el 
buque  entregaria  la  carga  en  Zarate,  negándole  á  la  vez 
derecho  para  cobrar  las  tejas  que  decia  faltarle,  citando 
eomo  prueba  de  no  haberse  arribado  á  aquel  contrato,  las 
mismas  cartas  acompañadas  por  Modet  y  como  justificativo 
de  no  ser  responsable  por  falta,  por  tener  el  conocimiento 
la  cláusula  de  ser  el  peso  y  contenido  desconocidos  y  de 
no  responder  por  rotura  y  derrame. 
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7^  Que  la  misma  parte  del{capitan  ha  deducido  contra- 
demanda por  el  cobro  de  los  fletes. 

8o  Que  el  Juzg^ado  pidió  informe  á  la  Administración  de 
Rentas  sobre  si  era  verdad  que  el  buque  había  ido  con 
dirección  á  Zarate,  resultando  de  dicho  informe  ser  falso 
que  el  capitán  Flotard  hubiese  despachado  su  buque  para 
Zarate. 

Y  considerando:  1^  Que  la  acción  deducida  por  Flotard 
comprende  dos  puntos  :  primerOi  el  de  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  procedentes  de  no  haber  el  capitán 
cumplido  la  obligación  que  se  dice  haber  contraído  de  se- 
guir con  su  buque  á  Zarate ;  y  segundo,  sobre  entrega  de 
las  mercancías,  en  virtud  del  contrato  de  fletamento. 

2o  Que  el  convenio  de  seguir  á  Zarate,  aunque  no  pue- 
da en  rigor  reputarse  un  cambio  de  ruta,  sea  que  se  con- 
sidere como  tal,  sea  que  se  considere  como  un  nuevo 
contrato  debe  ser  justiñcado  en  la  forma  prevenida  en  el 
Código  de  Comercio. 

3"^  Que  dicho  convenio  ha  sido  negado  por  la  parte  del 
capitán  y  no  aparece  justificado  por  las  cartas  acompaña- 
das, -pues  estas  solo  demuestran  que  hubo  un  proyecto  de 
contrato  que  no  llegó  á  perfeccionarse,  pues  no  consta  el 
acuerdo  de  los  contratantes. 

4o  Que  según  el  art.  1185  del  Código  de  Comercio,  el 
contrato  de  fletamento  de  un  buque  debe  probarse  por 
escrito,  sea  por  la  póliza  de  fletamento,  sea  por  el  conoci- 
miento, como  se  espresa  por  el  art.  1185  del  mismo  Có- 
digo citado  mas  arriba. 

5^  Que  si  el  contrato  de  fletamento  debe  justificarse  por 
escrito,  también  debe  justificarse  en  la  misma  forma  el 
cambio  de  ruta,  por  cuanto  de  lo  contrario,  importaría  en 
las  partes  contratantes  el  derecho  de  contestar  las  cláusu- 
las espre^adas  en  el  contrato  y  de  valerse  para  ello  de  la 
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l^eba  testimonial  en  contra  de  lo  que  se  deduce  de  los 
artículos  1185,  1186  y  1211   del  Código  de  Comercio. 

6^  Que  de  lo  espuesto  en  los  precedentes  considerandos 
resulta  claramente  demostrado  que  en  esto  caso  no  se  ha 
convenido  cambio  de  ruta  y  por  consecuencia  que  la  parte 
de  Modet  no  tiene  derecho  para  exigir  indeiíinizaciones 
fundada  en  el  citado  convenio. 

Considerando  en  cuanto  á  la  reclamación  deducida  por 
falta  de  la  carga,  que  es  contraria  á  los  conocimientos,  los 
que  estipulan  ser  el  peso  y  contenido  desconocidos,  pues 
ai  el  contenido  es  desconocido  también  lo  es  el  número  de 
las  tejas  que  componian  el  cargamento,  y  en  tal  caso  la 
reclamación  es  inadmisible,  no  solo  por  ser  contraria  á  la 
convención,  la  que,  según  el  art.  209  del  Código  de  Co- 
mercio, es  ley  para  los  contratantes,  sino  también  por- 
que en  un  caso  de  esta  naturaleza  el  capitán  solo  está 
obligado  á  entregar  los  efectos  que  se  encontraren  en  el 
buque,  como  lo  previene  el  art.  1 206  del  mismo  Código. 

Considerando  en  cuanto  á  la  reconvención  deducida  por 
parte  del  capitán,  que  ella  está  justificada  por  la  confesión 
de  la  parte  de  Modet,  que  en  su  escrito  de  f.  172  dice 
haber  recibido  ciento  cincuenta  y  siete  mil  trescientos  ocho 
tejas,  sin  que  obste  á  esto  el  que  las  hubiese  recibido  por 
su  propia  cuenta  ó  por  la  de  A.  Barran  y  A.  Briet,  por 
cuanto  el  flete  debe  abonarse  en  proporción  á  la  cantidad 
de  tejas  que  tanto  Modet  como  los  dichos  Barran  y  Briet 
debian  recibir,  y  por  consecuencia  la  falta  que  resulta 
entre  lo  recibido  y  lo  espresado  en  los  conocimientos,  debe 
distribuirse  á  prorata  entre  todos  los  cargadores. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  absolviendo  á  Don  J.  Fio- 
iard,  capitán  del  buque  cGeorge  et  Mathilde  »  de  la  demanda 
que  contra  él  ha  deducido  D.  Adolfo  Modet  y  condeno  á 
esta  á  pagar  á  dicho  capitán  el  flete  correspondiente  según 
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el  contrato  á  la  carga  recibida,  guardada  la  proporción  es- 
tablecida en  el  último  considerando  de  esta  sentencia  y  sin 
especial  condenación  en  costas.  Repónganse  los  sellos  y 
notifíquese  con  el  original. 

Manuel  Z aválela. 


Modet  apeló;  concedido  el  recurso  libremente  produjo 
unos  documentos  de  los  consignatarios  Barran  y  Briet  re- 
ferentes al  viage  á  Zarate  y  á  la  entrega  de  las  tejas  y  bal- 
dozas ;  espresando  agravios  pidió  se  revocara  la  sentencia 
y  dijo :  que  respecto  á  los  daños  y  perjuicios  se  había  omi- 
tido el  auto  de  prueba;  que  presentaba  por  consiguiente 
los  referidos  documentos;  que  uno  de  estos,  una  carta  de 
los  Sres.  Barran  y  Briet  posterior  á  la  de  él,  en  que  modi- 
ficaba las  condiciones  propuestas  por  ellos,  y  autorizándole 
á  dar  todas  sus  instrucciones  para  la  descarga  á  Zarate,  era 
una  prueba  de  que  se  habian  aceptado  sus  modiñcaciones; 
que  la  no  existencia  del  despacho  de  la  Aduana  puede  pro- 
bar su  error  en  haber  creido  que  existia  tal  despacho, 
pero  no  se  opone  á  la  existencia  4ol  convenio ;  que  res- 
pecto á  la  entrega  resultaba  una  falta  de  8,523  piezas;  que 
la  cláusula  del  conocimiento  no  puede  estenderse  á  la  falta 
de  número  y  se  refiere  á  los  objetos  cerrados  de  los  que 
puede  decirse  que  se  ignora  el  contenido,  no  respondiendo 
de  rotura  ó  derrame ;  que  por  consiguiente  el  capitán  de- 
bia  entregar  la  carga  en  la  condición  en  que  la  recibió  ó 
pagar  su  precio ;  que  respecto  al  pago  del  flete  la  son- 
ancia ordenando  su  disminución  por  la  falta  de  número,  se 
contradice  con  el  considerando  anterior  sentando,  que  el 
capitán  no  debia  responder  por  el  número ;  que  él  no  está 
obligado  á  pagar  el  flete  sino  después  de  terminada  la  to- 
tal entrega. 
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En  rebeldía  de  la  parle  apelada  se  dictó  el  siguiente 

Falle  de  1»   Saprem»   Caerte 

Buenos  Aires,  Abril  3  de  1873. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  considerando  que  la 
carta  fecha  treinta  de  Noviembre,  presentada  en  testimonio 
á  foja  doscientos  diez  y  siete  no  es  concluyente  para  justi- 
ficar la  obligación  contraída  por  el  capitán  Flotard  de  ir 
al  puerto  de  Zarate :  que  si  ella  puede  constituir  una  pre- 
sunción de  la  existencia  de  un  convenio  con  aquel  objeto, 
no  contiene  el  convenio  mismo,  ni  la  aceptación  de  las 
condiciones  propuestas  en  la  correspondencia  de-  fojas  diez 
y  nueve  y  veinte  y  una,  ni  se  refiere  en  nada  á  dicha 
correspondencia ;  no  pudiendo  por  lo  tanto  afirmarse  que 
lo  convenido  consta  por  escrito  como  lo  requiere  la  ley; 
que  la  parte  de  Modet  reconoce  haber  manifestado  el  ca- 
pitán que  habia  á  bordo  una  cantidad  de  tejas  rotas,  y  no 
consta  que  exigiese  la  entrega  de  la  mercancía  asi  inutili- 
zada, ni  ha  alegado  que  la  rotura  proviniese  de  culpa  del 
capitán;  y  teniendo  presente  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
segundo,  artículo  mil  doscientos  cuarenta  y  seis  del  Código 
de  Comercio,  se  confirma  con  costas  la  sentencia  apelada, 
y  satisfechas  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos. —  J.  B.  GoROSTUGA.  — J.  Do- 
mínguez. 
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D.  Mariano  Puig^  con  D.  Pedro  del  Carril^  $obre 

exhÁbicion  de  unoi  titules. 


Sumariom — lo  El  art.  55  déla  ley  de  procedimientos  no 
autoriza  á  pedir  la  exhibición  de  títulos  de  propiedad  para 
fundar  en    ellos  una  demanda. 

2o  El  Juez  no  puede  ordenar  de  oficio  una  dilig^encia 
no  pedida  por  la  parte  antes  de  entablar  demanda. 


Caso — D.  Mariano  Puig,  vecino  de  Santa  Fé,  se  pre- 
sentó ante  el  Juez  Federal  de  Entre*Rios  y  dijo:  que  te- 
niendo que  deducir  acciones  para  recuperar  el  terreno  de 
la  estancia  del  c  Yeso » ,  pedia  de  acuerdo  con  el  inciso 
2^  del  art.  55  de  la  ley  de  procedimientos,  que  D.  Pe- 
dro del  Carril  manifestara  en  qué  carácter  poseía  el  enun- 
ciado  terreno. 

El  Juzgado  proveyó  ordenando  que  del  Carril  exhibiese 
los  documentos  que  le  daban  derecho  á  la  estancia  del 
€  Yeso  » . 

Vencido  el  término  de  la  ley,  Puig  pidió  se  ordenase 
la  exhibición  en  el  término  de  24  horas  bajo  el  mas 
serio  apercibimiento. 
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Notificado  del  Carril  espuso  que  él  no  era  mas  que 
un  encargado  de  la  estancia  del  <  Yeso  i ,  y  que  el  cam- 
po pertenecia  en  propiedad  á  su  señor  padre,  el  Dr.  D. 
Salvador  M.  del  Carril,  vecino  de  Buenos  Aires  por  com- 
pra que  de  él  hizo,  y  que  con  él  debía  entenderse  el 
señor  Puig. 

Posteriormente  D.  Pedro  del  Carril  en  representación 
de  su  padre  pidió  se  le  tuviera  por  parte,  y  proveído 
de  conformidad,  se  le  ordenó  de  nuevo  la  exhibición  de- 
cretada. 

Del  Carril  pidió  revocatoria  de  este  auto  ó  apelación 
en  subsidio,  negando  á  Puig  la  facultad  de  pedir  y  al 
Juez  de  ordenar,  la  exhibición  de  unos  títulos  de  propio* 
dad,  cuando  ninguna  acción  se  habia  entablado  todavia, 
no  estando  esa  diligencia  comprendida  entre  las  previas 
que  autoriza  la  ley  de  procedimientos. 

WmXMm  del  Jíues  Secateniil. 


Y  vistos:  y  resultando  de  ellos  —  que  la  parte  de  Carri! 
se  opone  á  dar  cumplimiento  al  auto  en  que  se  le  manda 
exhibir  los  documentos  que  tiene  de  la  estancia  <  Yeso  > , 
y  de  la  providencia  que  asi  lo  ordenaba  pidió  revoca- 
toria por  contrario  imperio  é  interpone  en  subsidio  el 
recurso  de  apebcion — Y  considerando :  Primero,  Que  la 
exhibición  ordenada  a  petición  de  la  parte  de  D.  Mariano 
Puig  de  los  documentos  con  que  posee  el  Sr.  del  Carril 
la  estancia  del  c  Yeso  > ;  en  manera  alguna  puede  estar 
en  oposición  el  art.  55  en  los  incisos  respectivos,  y  que 
autorizan  al  demandante  para  hacer  uso  de  la  acción  ad 
exhibendum — 2"".  Queta  parte  de  Puig  ha  pedido  en  su 
primer  escrito,  de  acuerdo  con   el  inciso    2^  del  art.   55 
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de  la  ley  de  14  de  Setiembre  del  63,  que  el  Sr.  Carril 
diga  en  qué  carácter  posee  la  estancia  del  c  Yeso » ,  y  que 
el  Tribunal  para  obviar  dilaciones  de  trámites  y  facilitar 
á  las  partes  la  ejecución  de  lo  que  pedia  la  primera,  y 
la  obligapion  de  responder  la  2^,  ordenó  como  mas  espe- 
ditivo  la  exhibición  de  los  títulos,  pues,  esto  llenaba  la 
exijencia  del  primero  á  la  vez  que  satisfacía  la  obligación 
de)  2^**-  3"^.  Que  la  exhibición  de  títulos  en  manera  alguna 
puede  ser  perjudicial  á  la  parte  que  los  tiene,  y  á  mé- 
rito de  los  cuales  posee  el  bien  sobre  el  que  otro  cree 
tener  derecho,  pues,  tan  lejos  de  perjudicarle  la  exhi- 
bición le  favorece,  pues  ella  puede  dar  en  resultado,  como 
sucede  las  mas  veces,  el  desistimiento  por  completo  de 
la  parte  que  se  creia  con  algún  derecho,  pues  la  docu- 
mentación en  legal  forma  destruye  por  completo  las  pre- 
tenciones  del  que  se  creía  tener  derecho  al  bien  posei- 
do. — Por  estas  consideraciones  y  otras  de  orden  y  utili- 
dad pública,  no  ha  lugar  á  la  revocatoria  solicitada;  —  Y 
en  cuanto  al  recurso  de  apelación  interpuesta  en  sub- 
sidio, siendo  este  manifiestamente  ilegal  y  en  abierta 
oposición  al  art.  205,  tít.  20,  de  la  ley  de  14  de  Se- 
tiembre de  1863: — Tampoco  há  lugar  con  costas,  bagase 
saber  y  publíquese — Asi  lo  pronuncio,  ordeno  y  mando 
en  el  salón  del  J.  N.  de  Entre-Rios,  ciudad  del  Paraná 
á  los  20  dias  del  mes  de  Julio  de  1872. 

Ramón  Febre. 

Notificado  este  auto,  el  Dr.  D.  Salvador  María  del  Carril, 
hijo,  con  poder  de  su  padre,  ocurrió  de  hecho  ante  la 
Suprema  Corté. 

Pedido  informe  al  Juez  de  Sección  y  posteriormente  los 
autos,  se  dictó  este: 
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Buenos  Aires,  Abril  3  de  1873. 

Autos,  y  vistos :  del  espediente  seguido  en  el  Juzgado  de 
Sección  de  la  Provincia  de  Entre-Rios  resulta:  primeroi  que 
por  el  escrito  de  foja  primera  pidió  don  Mariano  Puig 
que  don  Pedro  del  Carril  ocupante  del  terreno  denoro  i* 
nado  del  cYeso»,  situado  en  ella,  declárase  en  qué  ca- 
rácter lo  poseía,  para  poder  deducir  las  acciones  que 
le  compitieran  para  recuperarlo,  usando  del  derecho  que 
le  acuerda  el  inciso  segundo  del  articulo  cincuenta  y 
cinco  de  la  ley  de  procedimientos  de  la  Justicia  Nació- 
nal — SegundOj  que  el  mismo  Puig,  después  de  decretada 
de  oficio,  á  foja  1  vuelta,  la  exhibición  de  los  titules  de 
propiedad,  dijo  testualmente  en  su  libelo  de  foja  doce  c  que 
€  él  habia  solicitado  que  el  señor  Carril  manifestase  con 
c  qué  título  posee  el  terreno  del  «Yeso»,   si  como  pro- 

<  pietario,  ó  poseedor,   ó   mero   detentador,  para    de  este 

<  modo  saber,  qué  acción  debe  entablar,  contra  quién  y 
c  cómo  debe  interponerla  >  -*  Tercero^  que  don  Pedro  del 
Carril  ha  manifestado  en  su  escrito  de  foja  cinco  que 
el  campo  de  que  se  trata  es  de  la  propiedad  de  su  pa- 
dre el  Doctor  don  Salvador  Maria  del  Carril,  que  lo  hubo 
por  compra,  y  tiene  sos  títulos  en  esta  ciudad,  siendo 
él,  don  Pedro,  representante  suyo  solamente. 

Y  considerando  —  Primero,  que  con  la  preindicada  mani- 
festación, queda  completamente  satisfecha  la  petición  dedu- 
cida por  Puig  á  foja  una,  puesto  que,  dándole  ella  á  cono- 
cer el  carácter  con  que  don  Pedro  del  Carril  ocupa  el  terre- 
no del  « Yeso  »  y  el  titulo  con  que  lo  adquirió  su  padre, 
el  Doctor  don  Salvador  Maria    del  Carril,    ya  se    halla 
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en  aptitud  de  deducir,  acerca  de  su  dominioi  las  accio- 
nes que  crea  corresponderle,  ó  desistir  de  ese  propósito; 
y  segundo,  que  con  sujeción  á  !o  prescrito  en  los  artí- 
culos óincuenta  y  cinco  y  cincuenta  y  seis  de  la  ley  de 
procedimientos,  ni  Puig  ha  podido  pedir  con  derecho,  ni 
el  Juez  ordenar  legalmente  la  exhibición  de  los  títulos 
de  propiedad  del  referido  terreno ;  por  estos  fundamentos, 
y  siendo  c  la  verdad  la  cosa  que  los  judgadores  deven 
c  catar  en  los  pleitos  sobre  todas  las  cosas  del  mundo, 
i  según  la  ley  once,  titulo  cuarto  partida  tercera,  concor- 
c  dante  con  la  diez,  título  diez  y  siete,  libro  cuarto,  Recopi- 
« lacion  Castellana,  que  dispone  que  los  Jueces  en  cualquiera 
c  instancia,  determinen  y  juzguen  los  pleitos  según  la  ver- 
c  dad  que  hallaren  probada  en  ellos.  >  Dejándose  sin  efecto 
el  auto  de  foja  una  vuelta,  espedido  ultra-petita  y  de  ofi- 
cio, y  previo  pago  de  costas,  devuélvanse  los  de  la  ma- 
Wia,  para  que  Puig,  con  vista  de  la  manifestación  hecha 
por  don  Pedro  del  Carril  á  foja  cinco,  use  de  su  dere- 
cho como  viere  convenirle. 

Francisco  [Delgado,  —  José 
Barros  Pazos.  —  J.  B.  Go- 

R0STIAGA. 
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D.  Jacinto  Cintró^  contra  D.  José  Aleiaturij  y  el  gerente 
dd  Banco  de  Montevideo,  sobre  cobro  ejecutivo  de  pesos. 


Sumario — lo  Los  Tribunales  Nacionales  son  competentes 
en  el  conocimiento  de  un  incidente  cuyo  principal  corres- 
ponde á  su  jurisdicción. 

2^  No  habiendo  declaración  de  quiebra,  no  puede  apli- 
carse la  disposición  del  art.  1531  del  Código  de  comercio, 
respecto  de  la  preferencia  de  los  acreedores  residentes 
en  el  Estado,  sobre  los  acreedores  estranjeros. 
'  3o  El  reconocimiento  de  la  firma  de  un  documento  pri- 
vado no  prueba  la  verdad  de  su  fecha  respecto  á  ter- 
ceros, aun  en  materia  comercial,  cuando  no  haya  el 
medio  particular  de  asegurar  la  verdadera  fecha  con  la 
mención  que  se  haga  del  documento  en  los  libros  debi- 
damente  tenidos. 

4o  La  comprad-venta  de  títulos  de  la  deuda  Nacional  no 
es  un  acto  de  comercio,  máxime  cuando  los  contrayen- 
tes no  son  comerciantes,  como  son  un  rentista  y  un  tran- 
seúnte, y  cuando  no  ^conste  haberse  celebrado  la  com- 
pra-venta con   la  mira   de   especular. 

5^  La  cláusula  de  afectarse  al  pago  de  una  deuda  los 
fondos  depositados  en  poder  de  un  tercero,  no  puede 
considerarse  ni  como  hipoteca,  porque  esta  no  puede 
constituirse  sino  sobre  bienes  inmuebles,  ni  como  prenda 
cuando  no  se  entreguen  los  titules  al  acreedor,  y  no  se 
notifique  la  celebración  del  relativo  contrato  al  depositario. 
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6^  En  el  caso  de  dos  embargos  sucesivos  debe  res- 
petarse el  primero  á  preferencia  del  segundo  cuando  el 
acreedor  á  cuya  solicitud  se  ha  trabado  el  segundo,  no 
tiene  un   privilegio  especial  sobre  los  fondos  embargados. 

7o  A  las  luces  y  prudencia  de  los  jueces  está  conñada 
la  apreciación  de  las  presuncioaiss  no  establecidas  por 
la  ley. 

Cobo  —  D.  Jacinto  Castro  demandó  ejecutivamente  á  D. 
José  Aloiaturi  por  el  pago  de  12000  pesos  fuertes,  fun- 
dando su  acción  en  el  siguiente  documento: 

c  Debo  y  pagaré  á  D.  Jacinto  Castro,  ó  á  su  orden,  el 
dia  23  del  mes  de  Agosto  próximo,  la  cantidad  de  12,000 
pesos  ftes.  por  igual  valor  recibido  del  mismo  en  títulos  de 
la  Denda  Pública  Nacional  á  mi  entera  satisfacción,  y 
afecto  especialmente  á  este  pago  los  fondos  que  tengo 
depositados  en  poder  de  D.  Ambrosio  Lezica  de  este 
comercio. 

«Buenos  Aires,  Julio  3  de  1871. 

c/.  Alciaturi.^ 

Despachado  el  auto  de  solvendo  Castro,  pidió  el  embar- 
go de  los  referidos  fondos  afectados.  El  Juez  accedió, 
pero  o<m  este  '  motivo  se  suscitó  un  incidente  por  ha- 
ber sido  anteriormente  embargados  los  mismos  fondos 
por  el  Juzgado  de  Comercio  de  la  provincia,  en  cum- 
plimiento de  un  exhorto  de  los  Tribunales  de  Monte- 
video en  juicio  seguido  por  el  Banco  Montevideano  con- 
tra Aloiaturi,  por  cobro  de    pesos. 

Este  incidente  quedó  resuelto  con  el  fallo  de  la  Su- 
prema Corte  de  20  de  Enero  de  1872,  mandando  de- 
positar los  fondos  en  el  Banco   de   la  Provincia. 

Devueltos  los  autoe»   Castro  pidió  que  el  gerente   de 
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Banco  dedujera  dentro  de  9  días  sus  acciones  acerca 
del  mejor  derecho  á  dichos  fondos. 

El  gerente,  deduciendo  tercería  de  oposibion  esduyente 
dijo  que  el  crédito  de  Castro  era  simulado  prometiendo 
producir  pruebas. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  y  rendidas  estas  lo  que  se 
examina  por   el  Juez  de  Sección,  se  dictó   el  siguiente 

Falle  del  JÍimb  Seccieniü. 

Buenos  Aires,  Octubre  15  de  1872 
Vistos  estos  autos  seguido^  por  D.  Lucio  V.  López  en 
representación  del  Banco  Montevideano  de  Montevideo  so- 
bre tercería  de  oposición  ó  mejor  derecho  á  unos  fondos 
pertenecientes  á  D.   José  Alciaturi  y  resultando : 

1^  Que  D.  Jacinto  Castro  inició  demanda  ejecutiva  con- 
tra D.  José  Alciaturi  por  la  cantidad  de  pfs.  12,000  pro- 
cedentes de  igual  valor  recibido  en  títulos  de  la  Deuda  Pú- 
blica Nacional,  según  se  espresa  en  el  documento  pri* 
vado  de  foja  1&  reconocido  por  Alciaturi  á  foja  7,  y  en 
el  que  se  afectan  especialmente  al  pago  del  crédito 
espresado  los  fondos  que  el  deudor  tenia  depositados 
en  poder  de  D.  Ambrosio  P.  Lezica,  siendo  dicho  do- 
cumento de  tres   de  Julio  del  año   ppdo. 

2*"  Que  Alciaturi,  al  reconocer  la  firma  y  verdad  del 
contenido  del  citado  documento,  pidió,  que  para  evi- 
társele costas,  se  intimase  á  D.  Ambrosio  P.  Lezica, 
la  entrega  de  los  fondos  que  tenia  en  su  poder,  y  que 
en  seguida  se  chancelase  el  crédito  cuyo  abono  solici- 
taba D.  Jacinto  Castro;  y  habiendo  este  Juzgado  orde- 
nado de  conformidad  á  la  vez  que  el  embargo  solicitado 
por  el  acreedor,  manifestó  dicho  Sr.  Lezica  á  foja  8 
que  era  verdad  que  existia  en  poder  de  la  sociedad  de 
y  Lanas,   desde   Setiembre  de  1870,  la  castidad 
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de  pfs.  10|000;  pero  que  el  16  de  Agosto  de  1871  se 
les  notiQcó  por  el  Tribunal  de  Comercio  de  esta  ciudad, 
un  exhorto  librado  por  los  Tribunales  de  Montevideo, 
ordenándoles  el  embargo  de  dicha  suma,  la  que  por  lo 
tanto,  quedó  á   disposición   de  dicho  Tribunal; 

3^  Que  la  parte  de  Castro  pidió  en  virtud  de  la  mani- 
festación del  Sr.  Lezica  que  se  dejase  sin  efecto  el  em- 
bargo preventivo  que  á  su  solicitud  se  habia  decretado 
para  que  no  se  le  hiciera  responsable  de  cualquiera  ul- 
terioridad  que  por  tal  causa  ocurriera  ( foja  9 ) ;  pero  poste- 
riormente acompañó  la  carta  de  foja  11  que  le  babia 
entregado  Alciaturí,  de  la  que  resultando  que  los  fondos 
afectados  á  su  crédito  habian  sido  confiados  á  D.  Am- 
brosio P.  Lezica  y  no  á  la  sociedad  de  Lezica  y  Lanus, 
pidió  que,  en  atención  no  solo  á  aquella  circunstan- 
cia y  á  la  de  estar  afectados  dichos  fondos  á  su  cré- 
dito, sino  también  á  la  de  que  aun  existiendo  otro  em- 
bargo, siendo  este  á  favor  de  acreedores  domiciliados 
en  el  estranjero,  no  pueden  los  últimos  tener  prefe- 
rencia sobre  los  acreedores  de  este  país,  y  sobre  bienes 
existentes  en  él,  con  arreglo  al  art.  1531  del  Código  de 
Comercio,  se  intimase  á  dicho  Sr.  Lezica  entregase  los 
fondos  que  de  la  pertenencia  de  D.  José  Alciaturi  tenia 
en  su  poder,  á  pesar  del  embargo  decretado  por  los  Tri- 
bunales  de  Montevideo; 

4^  Que  el  Juzgado  antes  de  proveer  sobre  el  fondo  da 
la  solicitud  deducida  por  Castro,  ordenó  que  D.  Am- 
brosio P.  Lezica  manifestase  si  tenia  en  su  poder  otros 
fondos  de  la  pertenencia  de  Alciaturi,  además  de  los 
embargados  por  los  Tribunales  de  Montevideo,  ya  su 
solo  nombre,  ya  como  parte  de  la  razón  social  Lezica 
y  Lanus ;  habiéndolo  efectuado  en  los  términos  que  cons- 
tan de  la  diligencia  de  foja  15  vta.,  según  la  caal|  á  pesar 
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de  estar  solo  firmada  por  Lezica  la  carta  relativa  al  cré- 
dito de  Alciaturiy  es  la  sociedad  quien  debe  los  ps.  10,000 
espresados  en  la  citada  carta,  únicos  que  adeudaba  á  di- 
cho Alciaturi,  ya  como  socio,  ya   con   su  sola  firma; 

5""  Que  el  Juzgado  ordenó  se  intimase  á  D.  Ambrosio 
P.  Lezica  retuviese  con  arreglo  al  art.  1531  del  Código 
de  Comercio,  en  su  poder  y  á  la  orden  de  este  Juzgado, 
todos  los  fondos  que  correspondiesen  á  Alciaturi,  y  que 
se  hiciese  saber  esta  disposición  al  Tribunal  de  Monte- 
video que  ordenó  el  embargo  por  medio  del  exhorto  corres- 
pondiente, y  habiéndose  librado  dicho  exhorto  con  fecha 
22  de  Setiembre  de  1871,  en  25  del  mismo  mes  pi- 
dió Castro  que  no  pudiendo  tener  otro  objeto  el  refe- 
rido exhorto  que  el  de  que  los  acreedores  de  Alciaturi 
hicieran  valer  sus  derechos  sobre  los  fondos  que  que- 
dasen libres  después  de  satisfecho  su  crédito  y  no  alcan- 
zando la  cantidad  existente  en  poder  de  Lezica  para 
cubrirlo,  se  requiriese  del  último  la  entrega  de  ella  con 
sus  intereses  para  chancelar  aquel  en  seguida  hasta  donde 
alcanzase; 

6o  Que  el  Juzgado  en  vista  de  la  esposicion  hecha  por 
los  SS.  Lezica  y  Lanus  en  su  escrito  de  foja  51 ,  no  hizo 
lugar  por  el  auto  de  foja  55  vta.  á  la  solicitud  dedu- 
cida por  la  parte  de  Castro,  la  que  apeló  de  dicho  auto, 
concediéndose  el  recurso  por  el  auto  de  foja  66  vta. 

7o  Que  pendiente  la  apelación  se  presentó  D.  Lucio 
V.  López,  como  representante  del  Banco  Montevideano,  á 
cuya  solicitud  hablan  los  Tribunales  Orientales  decretado 
el  primer  embargo,  y  de  conformidad  de  partes  se  de- 
positó en  el  Banco  de  la  Provincia  á  disposición  de  este 
Juzgado  la  cantidad  de  ps.  11,205—90  cts.,  importe  de  la 
cantidad  adeudada  á  Alciaturi  por  los  SS.  Lezica  y  Lanus, 
debiendo  esta  suma  permanecer  en  dicho  establecimiento 
T.  IV.  15 
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ínter  se  decidía  quien  tenia  mejor  dereoho  á  ella^  á  eu}o 
efecto  el    representante   del   Banco   Montevideano   dedujo 
terceria   de  oposición   escluyente    contra    Gastroi    soste- 
niendo  que  el  crédito  con  que  el   último  aparece  ejecu- 
tando é  Alciaturi   es  simulado,   por  lo    que  el   Juagado, 
previa   contestación  negativa   del  ejecutante   Castro,  reci* 
bió  la   causa  á    prueba  sobre   el  punto  de   dicha  simu- 
lación,  consistiendo  la  producida  por  la  parte  del  Banco 
Montevideano  en  los  testimonios  que   debidamente    lega- 
lizados que  corren  á  fojas  70,  80  y  156  á  180,  y  que  justifi- 
can:   lo  Que  la  Comisión  Fiscal   Liquidadora  del   citado 
Banco   siguió  contra  Alciaturi  un  juicio  ejecutivo,  que  fué 
continuado   posteriormente  por  el  representante  del   mis* 
mo  Banco,  por  cobro  de  diez  letras  aceptadas  por  la  casa 
de  Alciaturi  y  C^  del  Salto  Oriental  importantes  ps.  40,000 
moneda   corriente  Nacional   de   Montevideo;  —  2®  Que  en 
dicho  juicio  se  libró  exhorto  por  el  Juez  que  conocía  de 
él   al  Juzgado  de  Comercio  de   esta    ciudad,   que  es  del 
que   se  ha  hecho   mención   en   el  segundo   párrafo,  del 
mes   de  Agosto  del  año  próximo  pasado  para  el  embargo 
de  los  ps.  10,000,  existentes  en  poder   de  los  SS.    Le^ 
zica  y  Lanus;  —  3o  Que  D.  José  Alciaturi  era  socio  de  la 
casa  Alciaturi  y  C%  aceptantes  de  las  letras  espresadas; 
8o  Que  la  parte  de  Castro  ha  producido  la  prueba  que 
se   registra    de  fojas  187  á  194,  y  consistente  de  las   de- 
claraciones de  D.   Ángel  Texo,  D.  Manuel  Delgado  y  D. 
Benito  Magnasco,   según  las  que  Alciaturi   estuvo  en  Bue- 
nos Aires   de  tránsito  para  Montevideo,  algunas  horas  del 
dia  3  de  Julio  de  1871  en  que  aparece  otorgado  el  docu« 
mentó  de  foja  1   en  que  Castro  funda  su   acción  ejecu- 
tiva contra  aquel; 

9o  Que  la  parte    del  Banco  Montevideano,  fundándose 
en  que  de  la  prueba  producida  por  la  misma  y  de  que 
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86  ha  heohd  mención  en  el  párrafo  anterior,  resulta  de- 
mostrado que  en  2  de  Noviembre  de  1869  Alciatori  era 
deudor  á  su  representante  de  ps.  40,000  moneda  Orien- 
tal, y  que  se  trataba  de  un  concurso  y  de  un  A  deuda 
insolvente  en*el  Estado  Oriental^  sostiene:  -^  i^  Que  no  sien- 
do este  Juzgado,  con  arreglo  al  inciso  i"*  del  art.  12  dé 
la  Ley  sobre  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales, 
coihpetente  para  conocer  en  la  causa  de  reclamación 
en  juicios  universales  de  concurso  de  aereedores  y  par- 
tición de  herencia,  tampoco  lo  es  tratándose  de  un  con- 
curso radicado  en  el  Estado  Orietatal,  y  respecto  de  per* 
sona  como  Alciaturi  que  nunca  ha  sido  comerciante,  ni 
residente  siquiera  aquí ;  — •  2o  Que  el  crédito  reclamado  por 
Castro  es  siniulado,  porque  ó  no  conocía  á  Alciaturi,  y 
no  se  comprende  que  adelantara  tan  considerable  suma 
á  un  hombre  desconocido,  sin  domicilio,  sin  residencial 
sin  responsabilidad  y  sin  negocio  en  un  país  donde  ape- 
nas está  pocas  horas ;  ó  lo  conocía,  y  en  tal  caso,  es* 
taba  instruido  del  estado  de  sus  negocios  y  conocía  su 
insolvencia,  y  se  constituyó  cómplice  de  una  ocultación 
de   fondos  en  perjuicio   de   los   acreedores  lejítimos. 

Y  considerando :  —  lo  Que  este  Juzgado  es  competente 
para  conocer  en  la  presente  causa;  —  1^  Porque  la  cues- 
tión que  se  ventila  no  es  sino  un  incidente  del  juicio 
ejecutivo  seguido  por  U.  Jacinto  Castro,  contra  D.  Josó 
Alciaturi  en  el  que  el  Juzgado  es  competente  por  la  di- 
versa nacionalidad  de  las  partes  interesadas;  y  es  sabido 
que  el  incidente  debe  seguirse  ante  el  mismo  Juez  que 
conoce  de  lo  principal; — 2o  Porque  la  misma  parte  del 
Banco  Montevideano  ha  reconocido  la  competencia  de  este 
Juzgado  por  el  hecho  de  deducir  ante  él  la  tercería  de 
oposición  escluyente,  sin  deducir  á  la  vez,  ya  que  no 
previamente,   escepcion  de   competencia,    como  debió  ha- 
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cerlo  con  arreglo  á  los  artículos  72,  75  y  85  de  la  Ley 
de  Procedimienlos ;  —  3o  Porque  prescindiendo  de  que  se 
trate  ó  no  de  un  incidente  del  juicio  seguido  por  Cas- 
tro contra  Alciaturi,  y  suponiendo  que  no  existiera  vin- 
culo alguno  entre  uno  y  otro  siendo  parte  el  ciudadano 
Argentino  D.  Jacinto  Castro  y  una  sociedad  extrangerai 
como  es  el  Banco  Montevideano,  el  Juzgado  seria  com- 
petente con  arreglo  al  inciso  2o  del  art.  2o  de  la  Ley 
sobre  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales;  —  4o  Por- 
que, aunque  según  el  inciso  I''  del  art.  12  de  la  última 
ley  citada,  el  inciso  2^  del  art.  2o  no  es  aplicable  en 
caso  de  juicio  universal  de  concurso  de  acreedores  ó  de 
partición  de  herencia,  los  documentos  presentados  no  com- 
prueban que  Alciaturi  esté  concursado,  aunque  por  otra 
parte  esté  justificada  su  calidad  de  deudor  al  Banco  Mon- 
tevideano; á  lo  que  se  agrega  que  el  último  articulo  ci- 
tado solo  es  aplicable  en  los  casos  en  que  se  trata  de 
concursos  seguidos  en  la  República,  y  por  consecuencia 
de  casos  en  que  sean  los  Tribunales  Argentinos  los  que 
esclusivamente  decidan  en  todos  los  resortes  de  las  cues- 
tiones que  se  ventilaran,  y  en  el  caso  sub-júdioe  la  parte 
del  Raneo  Montevideano  pretende  precisamente  lo  contrario , 
esto  es,  que  Tribunales  extrangeros  sean  precisamente  los 
que  decidan  la  cuestión  que,  sobre  mejor  derecho  á  los 
fondos  depositados  en  el  Banco,  se  sigue  entre  dicha 
parte  y  D.  Jacinto  Castro,  hijo  de  esta  República  y  do- 
miciliado en  la  misma; 

2^  Que  establecida  la  competencia  de  los  Tribunales 
Nacionales  para  entender  en  la  presente  demanda,  la  cues- 
tión queda  reducida  á  los  mismos  términos  en  que  la 
planteó  el  Banco  Montevideano,  de  la  simulación  del  cré- 
dito cuyo  cobro  persigue  D.  Jacinto  Castro,  y  por   con- 
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secuencia  á  quien  incumbe  la  prueba,  y  cual  sea  el 
mérito  de  la  producida; 

3^  Que  la  prueba  de  la  simulación  del  crédito  corres- 
ponde rendirla  al  Banco  Montevideano,  no  solo  porque 
la  legitimidad  de  dicho  crédito  está  justificada  por  el 
deudor,  Alciaturi,  sino  porque,  siendo  la  simulación  un 
fraude  y  presumiéndose  este,  corresponde  probarlo  á  quien 
lo   alegue; 

4e  Que  el  estado  de  insolvencia  en  que  la  casa  de  Al- 
ciaturi  y  G&  del  Salto  Oriental  se  encontraba  en  Julio  de 
1871 1  no  es  una  'prueba  de  que  el  documento  que  en 
dicha  fecha  firmó  Alciaturi,  fué  simulado,  ni  es  bas- 
tante para  arrojar  sobre  la  parte  de  Castro  la  carga  de 
la  pruebra,  porque  si  bien  en  principio,  los  créditos  con- 
traidos por  el  fallido  deben  considerarse  fraudulentos  y 
como  tendentes  á  perjudicar  á  los  acreedores,  en  este 
caso,  no  se  ha  exhibido  la  declaratoria  de  insolvencia 
de  Alciaturi;  á  lo  que  se  agrega,  que  no  está  probado 
que  Castro  tuviese  conocimiento  de  la  situación  del  deu- 
dor y  que,  aunque  Alciaturi  estuviese  concursado  en  Mon- 
tevideo y  aunque  Castro  hubiese  tenido  conocimiento  de 
tal  cosa,  ésta  en  los  términos  del  art.  1531  del  Código 
de  Comercio,  no  puede  invocarse  contra  los  acreedores 
que  el  fallido  tuviese  en  nuestro  territorio,  ni  surte  efecto 
alguno  legal  respecto  de  los  mismos,  por  cuanto,  como 
acto  emanado  de  una  autoridad  estraña,  solo  tiene  valor 
dentro   del  territorio   sugeto  á   dicha  autoridad. 

5^  Y  finalmente,  que  se  trata  en  este  caso  del,  mejor 
derecho  que  tengan  respectivamente  el  Banco  Montevi- 
deano y  D.  Jacinto  Castro  sobre  los  fondos  depositados 
en  el  Banco,  y  siendo  el  último  acreedor  residente  en 
nuestro  territorio,  debe  en  los  términos  del  art.  1531 
citado,   ser  preferido  sobre  dichos  fondos,    con  tanta   ma- 
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yor  razón,  cuanto  que  ellos  estaban  especialmente  afec- 
tados á  la  garantía  de  sus  créditos  y  que,  la  parte  del 
Banco  Montevideano  no  reside  en  el  territorio  del  Estado, 
y  solo  litiga  en  virtud  del  derecho  general  que  sobre  los 
bienes   del  deudor  compete    á  los   acreedores. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  declarando  que  el  Banco 
Montevideano  no  ha  justificado  legítimamente  la  acción 
deducida  contra  D.  Jacinto  Castro;  en  su  consecuencia 
no  ha  lugar  á  la  tercería  de  oposición  escluyente  inten- 
tada por  el  primero,  debiendo  entregarse  al  dicho  D. 
jacinto  Castro  en  pago  de  su  crédito  contra  el  espre- 
sado Alciaturi,  y  satisfacerse  las  costas  causadas  por  el 
Banco  Montevideano.  —  Repónganse  los  sellos  y  notiiiquese 
con  el   originsil. 

Manuel  ZavaUta. 

Apeló  la  parte  del  Banco  de  Montevideo  y  concedido 
el  recurso  libremente  renunció  á  espresar  agravios  di- 
ciendo que  por  lo  que  resultaba  del  espediente  mismo 
tenia  que   revocarse  la  sentencia  apelada. 

Castro   y  Alciaturi,  pidieron  se   confirmara  la  sentencia. 

Conferida  vista  al  Sr.  procurador  general,  la  evacuó 
diciendo  que,  según  los  datos  y  presunciones  existentes 
en  autoipi,  debia  considerarse  simulado  el  crédito  de 
Castro. 

Fallo  de  lii   Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Abril  3  de  1873. 

Vistos:  En  lo  relativo  á  la  escepcion  de  incompetencia, 
se  confirma  la  sentencia  apelada  de  foja  doscientas 
veinte  y    una,  por  los  motivos  que  en  ella  se  enuncian. 
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Y  respecto  á  la  ouestion  príacipal  sobre  mejor  dere<* 
eho  á  los  diez  mil  pesos  fuertes,  que  don  José  Alcia- 
tari  tenia  depositados  á  interés,  en  poder  de  don  Am* 
brosio  P.  Lezica — resulta  de  autos: — Primero,  Que  estos 
fondos  fueron  embargados  en  veinte  y  seis  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  setenta  y  uno,  por  orden  del  Juez 
de  Comercio  de  esta  Provincia  en  virtud  de  exhorto  del 
de  igual  clase  de  Montevideo,  espedido  á  petición  del 
Banco  Montevideano  en  el  espediente  ejecutivo  que  allí 
sigue  contra  don  José  Aloiaturi  y  compañía,  por  cobro 
de  cuarenta  mil  pesos  moneda  Nacional,  procedente  de 
diez  letras  por  cuatro  mil  pesos  cada  una,  que  fueron 
protestadas  sucesivamente  desde  el  tres  de  Febrero  hasta 
el  dos  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve, 
según  consta  de  los  testimonios  presentados  á  fojas  se- 
tenta y  ciento  cincuenta  y  seis  de  los   autos. 

Segundo  —  Que  esta  misma  cantidad  de  dinero  fué 
embargada  también  en  primero  de  Setiembre  de  mil  ocho- 
eientos  setenta  y  uno,  por  mandato  del  Juez  Nacional  de 
esta  Sección,  á  petición  de  don  Jacinto  Castro,  en  el 
juicio  ejecutivo  promovido  contra  don  José  Alciaturi,  por 
cobro  de*  doce  mil  pesos  fuertes,  procedentes  del  do- 
cumento de  foja  primera,  datado  á  tres  de  Julio  de 
mil  ochocientos  setenta  y  uno,  y  protestado  por  falta  de 
pago  en  veinte  y  cinco  de  Agosto  del  mismo  año,  se- 
gún consta  á  foja  ocho. 

Tercero  —  Que  de  conformidad  de  partes,  dichos  fondos 
fueron  depositados  después  en  el  Baneo  de  esta  Provin- 
cia y  é  la  orden  del  Juez  de  Sección,  Ínterin  se  de- 
cide la  cuestión  sobre  mejor  derecho  á  ellos,  suscitada 
entre  el  Banco  Montevideano   y  don  Jacinto   Castro. 

Dados  estos  antecedentes,    y   considerando: 

Priimero  —  Que  don   José  Alciaturi  no  ha  sido   decía* 
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rado  en  quiebra  n¡  concursado,  por  sentencia  de  Tri- 
bunal competente,  ni  en  Montevideo,  ni  en  esta  Pro<- 
vincia,  pues  que  si  tal  sentencia  se  hubiese  pronuncia- 
do, no  serian  el  Banco  Montevideano,  ni  don  Jacinto 
Castro  quienes  gestionasen  en  este  asunto,  sino  los  Sín- 
dicos del  Concurso.  Que  es  inaplicable  por  consiguiente 
al  presente  caso,  la  disposición  del  articulo  mil  qui- 
nientos treinta  y  uno  del  Código  de  Comercio,  sobre  los 
efectos  de  la   declaración  de  quiebra  en   país    estrangero. 

Segundo  —  Que  ninguna  escepcion  se  ha  opuesto  contra 
]a  legitimidad  del  créllito  que  cobra  el  Banco  Montevi- 
deano, y  cuya  existencia  está  comprobada  por  diversos 
instrumentos  públicos  datados  en  mil  ochocientos  sesenta 
y   nueve. 

Tercero  —  Que  el  crédito  de  Don  Jacinto  Castro  se  fuña- 
da en  el  documento  privado  de  foja  primera,  que  aun- 
que reconocido  por  Don  José  Alciaturi,  no  prueba  res- 
pecto al  Banco  Montevideano  la  verdad  de  la  fecha  tres 
de  Julio  de  mil  ocho  cientos  setenta  y  uno  que  en  el 
se  espresa,  siendo  solamente  para  él  y  en  relación  á 
terceros  cierta  la  de  veinte  y  cinco  de  Agosto  del  mis- 
mo año,  que  es  la  fecha  en  que  fué  protestado  por  fal- 
ta de  pago,  ante  escribano  público  y  testigos — con  ar- 
reglo á  lo  proscripto  por  los  artículos  veinte  y  tres  y 
veinte  y  cuatro,  título  cinco,  sección  segunda,  libro  se- 
gundo, Código  Civil; 

Cuarto — Que  aun  suponiendo  que  en  materia  comer- 
cial no  pueda  aplicarse  sin  modificaciones,  este  principio 
del  derecho  civil;  sin  embargo,  no  puede  sostenerse,  que 
el  contrato  de  compra-venta  de  títulos  de  la  deuda  pú- 
blica nacional  á  que  se  refiere  el  documento  de  foja  pri- 
mera, sea  un  acto  de  comercio  —  porque  las  personas 
que    lo   han  celebrado,   un  rentista  y  un    transeúnte,  no 
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son  comerciantes  y  sus  actos  no  pueden  presumirse  con- 
forme á  la  ley,  actos  de  comercio;  -porque  no  está  in** 
cluido  entre  las  operaciones  que  el  artículo  siete  del  Có- 
digo de  Comercio,  reputa  actos  de  comercio  en  general 
—  porque  la  adquisición  de  títulos  de  la  deuda  pública, 
es  permitida  á  los  corredores  por  el  articulo  ciento  sie* 
te  del  mismo  Código,  como  un  acto  que  no  es  comer- 
cial ni  por  su  forma,  ni  por  su  origen,  y  como  una 
escepcion  á  la  prohibición  que  se  les  impone  de  no  ejer- 
cer especie  alguna  de  negociación  y  tráfico  —  porque  tam- 
poco está  probado  que  dichos  títulos  se  hubiesen  com- 
prado ó  revendido  con  la  mira  de  especular  sobre  la  di- 
ferencia entre  el  precio  de  la  compra  y  el  de  la  reven*' 
ta — y  finalmente,  porque  la  razón  de  los  que  opinan  que 
el  precitado  principio  no  debe  regir  en  materia  comer- 
cial, es  que  existe  en  el  comercio,  un  medio  particular 
de  asegurar  la  verdadera  fecha  en  que  una  obligación  ha 
sido  contratada,  esto  es,  la  mención  que  se  ha  hecho 
de  ella  en  los  libros;  y  consta  en  el  presente  caso,  por 
confesión  del  mismo  Castro,  á  foja  dos  cientos  cincuen- 
ta y  ocho,  que  no  ha  llevado  libros  con  que  poder  com- 
probar 1»  verdad  de  la  fecha  que  espresa  el  documento 
de  foja  primera; 

Quinto  —  Que  aunque  por  dicho  documento  Aloiatorí 
€  afecta  al  pago  de  la  deuda  que  en  el  se  espresa,  los 
fondos  que  tiene  depositados  en  poder  de  Don  Ambro- 
sio P.  Lezica»,  no  puede  considerarse  esta  cláusula  ni 
como  una  hipoteca  ni  como  una  prenda,  que  confieran 
á  Castro  privilegio  especial  sobre  dichos  fondos— porque 
siendo  la  hipoteca  un  derecho  real,  solo  puede  consti- 
tuirse sobre  bienes  inmuebles — y  porque  sería  indispen- 
sable, para  que  pudiera  quedar  constituida  la  prenda  que 
te  hubiese  entregado  á  Castro  el  título  contra  Don  Am- 
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hrosio  P.  Lesicaí  y  que  sd  hubiese'  además  notificado  á 
este  la  celebraoion  del  contrato,  condiciones  ambas  que 
no  se  han  cumplido  en  el  presente  caso; 

Sesto-^Qyxe  nc  existiendo  quiebra  declarada  de  Alcia« 
turi — que  habiendo  sido  embargados  por  el  Banco  Mon- 
tevideano los  fondos  que  su  deudor  Alciaturi  tenia  de* 
positados  á  interés  en  poder  de  Don  Ambrosio  P.  Le- 
sica  con  nueve  dias  de  anterioridad  á  la  protesta  del 
documento  de  foja  primera,  que  es  la  única  fecha  cier- 
ta de  su  otorgamiento  en  relación  á  terceros,  y  quince 
dÍM  antes  del  embargo  trabado  por  Castro  sobre  los 
mismos  fondos  —  que  no  teniendo  este  privilegio  espe- 
cial alguno  sobre  ellos— -y  que  aun  en  el  supuesto  de 
que  su  crédito  fuera  intachable  —  correspondería  en  jus- 
ticia que  se  mandara  respetar  el  primer  embargo  de  los 
referidos  fondos,  y  llevar  adelante  la  ejecución ; 

&fjpftmo— Que  hay  ademas  sobre  la  escepcion  de  si- 
mulación opuesta  al  documento  de  foja  primera  las  gra- 
viaimas  y  concordantes  presunciones  expuestas  por  el 
Señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  y  de 
las  cuales  se  induce  con  precisión,  ¿  juici,o  de  esta 
Corte  de  Justicia  á  cuyas  luces  y  prudencia  ^stá  con- 
fiada la  apreciación  de  las  presunciones  que  no  han  si- 
do establecidas  por  la  ley,  que  dicho  documento  es  fal- 
so, en  su  contenido,  y  que  solo  ha  sido  otorgado  con 
la  mira  de  eludir  el  embargo  de  fondos  hecho  por  el 
Banco  Montevideano,  y  de  defraudar  aus.  derechos. 

Por  estos  fundamentos  se  revoca  en  esta  parte  la 
Sientencia  apelada  de  foja  dos  cientos  veinte  y  una,  y 
se  declava  que  debe  satisfacerse  con  preferencia  el  cré- 
dito del  Banco  Montevideano  contra  Don  José  Alciature, 
con  los  fondos  pertenecientes  á  este,  que  existen  depo- 
sitados en  el  Bancos  de  esta  Provincia,  hasta  dondd  al- 
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eanseiii  préfia  preaenlaoion  de  los  doeumentoa  orti^iía^ 
ks  de  la  deuda,  cuyos  testimonios  corren  agregados  á 
foja  ciento  cincuenta  y  seis.  — Satisfechas  en  conse- 
cuencia las  costas  de  esta  instancia  por  Don  Jacinto 
Castro,  y  repuestos  los  selloSi   devuélvanse  los  autos. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  -^  José  Barros 
Pazos.  —  J.  B.  Corostiaga.  — 
J.    Domínguez. 


C^USü.    ILlLXIliL. 


Bm  Jaté  Viñas    contra   Den  Aguitin  BaaOf   sobre 
cumplimiento  de  un  contrato  de  fietamento. 


Sumario.  —  1*  Si  hiisn  el  artículo  10  de  la  ley  de 
Procedimiento  impone  al  actor  la  obligación  d^  pro- 
ducir Qon  su  dentuda  las  escrituras  y  documentos  que 
justifique  su  der^hpi  dicha  obligajoion  no  es  tal  que  su 
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omisión  autorice  al  demandado  para  rehusarse  á  contes- 
tar la  demanda^  formando  artículo  de  previo  pronuncia* 
miento. 

2o  El  Código  de  Comercio  no  legisla  sobre  procedi- 
mientosi  ni  la  disposición  del  art.  1211  puede  fundar 
una  excepción  dilatoria. 

3o  .  En  un  contrato  de  fletamento,  al  que  se  dice  due- 
ño de  la  carga  y  que  contrató  con  el  Capitán,  no  pue- 
de desconocérsele  la  personería  legitima  para  litigar  con 
este. 


CoiO.  —  D.  Ramón  Calderón  por  D.  José  Viñas  se  pre- 
sentó ante  el  Juzgado  Federal  de  Buenos  Aires  esponien- 
do :  que  su  representado  cargó  en  este  puerto  á  bordo 
de  la  goleta  c  Anunciación  >  varios  bultos  de  mercaderías 
con  destino  al  puerto  del  Paraná,  celebrando  el  contra- 
to de  netamente  con  el  patrón  de  dicha  goleta  D.  Agus- 
tín Basso. 

Que  llegado  á  Santa  Fé  el  patrón  hizo  embarcar  en 
sus  lanchas  las  mercaderías  mencionadas  y  las  despa- 
chó al  Paraná  en  momentos  en  que  se  presentaba  una 
tormenta  deshecha,  de  lo  cual  resultó  la  pérdida  de  8 
bultos,  por  cuyo  valor  que  estima  en  $  32,460  m/c, 
entabló  formal  demanda  contra  el  mencionado  patrón. 
Acompañó  á  la  demanda : 

lo  Un  certificado  de  la  Aduana  de  esta  ciudad  en  el 
cual  consta,  que  en  2  de  Setiembre  de  1872  se  embar- 
caron en  la  goleta  c  Anunciación  >  por  D.  José  S.  Vi- 
ñas y  hermano  entre  otros,  los  8  bultos  á  que  se  re- 
fiere la   demanda. 

2o  Un  recibo  del  patrón  Agustín  Basso  por  10  bul- 
tos,  espedido  en   la  Boca  el  2  de  Agosto  de  1872. 
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3o  Un  certificado  de  la  Administración  de  Rentas  del 
Paraná  en  que  consta  el  naufragio  de  algunos  de  los 
bultos  conducidos  por  la  goleta  nacional  c  Anunciación,  i 

4o  Una  protesta  en  los  mismos  términos  de  la  de- 
manda levantada  por  los  SS.  D.  José  S.  Viñas  y  ber* 
mano  y  D.  Fulgencio  Palacios  y  G^.,  ante  el  Escribano 
de  Marina  del  Paraná  con  feoba  28  de  Setiembre  de 
1872  y 

5o  Una  nómina  de  los  bultos  que  se  dicen  naufra- 
gados. 

Corrido  traslado,  D.  Antonio  Dodero  por  Basso,  pro* 
movió  artículo  de  previo  pronunciamiento,  diciendo  que 
la  acción  no  se  habia  entablado  con  los  recaudos  lega- 
les, pues,  no  se  acompañaba,  tratándose  de  un  contra- 
to de  fletamento,  un  ejemplar  del  conocimiento  original ; 
no  constando  tampoco  justificada  la  personería  de  Vi- 
ñas, pues  de  los  documentos  presentados  se  deduce  que 
los  que  se  dicen  dueños  de  las  mercaderías  son  D.  Jo- 
sé S.  Viñas  y  hermano  y  D.  Fulgencio  Palacios. 

Que  el  fundamento  de  estas  escepciones  está  en  el 
art.  1211  del  Código  de  Comercio  y  en  el  principio  ge- 
neral de  derecho  que  nadie  puede  demandar  á  otro  sin 
justificar  previamente   su  personería.- 

Corrido  traslado  del  articulo,  Calderón  presentó  poder 
en  forma  de  Fulgencio  Palacios  y  C^.  y  pidió  se  recha- 
zara el  artículo  con  espresa  condenación   en  costas. 

Que  al  demandar  acompañó  el  recibo  de  la  carga  cuan- 
do se  le  entregó  al  patrón,  las  guías  de  la  Aduana  en- 
tregadas desde  el  momento  en  que  Basso  se  presentó 
en  el  Paraná  y  la  protesta,  levantada  oportunamente;  con 
lo  cual  cumplió  su  deber,  presentando  los  recaudos  que 
tenia,  los  cuales  imponen  al  reo  suficientemente  del  orí- 
gen  del  pleito,  de  lo  que  se  pide  y  de  la  causa  en  que 
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ie  fonda.  Que  la  l6y  lo  bbliga  ¿  preseátar  loa  ifeoaüdos 
que  tenga  y  no  loa  que  no  ban  existido  jamáai  pues  M 
hubo  contrato  escrito  de  fletametato* 

Que  el  demandado  incurre  en  error  ál  citar  el  átt.  4211 
del  Código  de  Gomeroio,  pues  que,  no  demanda  el  fleta 
ainó  los  perjuicios  per  un  fletamento  mal  cuihpKdo  por 
•I  patrón,  y  porque  dicho  contrato  está  prdbado  eb  au- 
tos sin  que  esto  obste  á  que  en  el  término  competeatb 
se  amplio  su  justiflcaoion. 

En  cuanto  á  la  falta  de  personería »  dice  que  no  ha 
podido  deducirse  porque  el  patrón  Qasso  contrató  el  fle- 
tamento personalmente  con  Viñas,  quien,  como  carga* 
dor,  tiene  el  derecho  de  ejercitar  las  acciones  á  que 
hubiese  lugar. 

Que  ademási  José  S.  Viñas  es  socio  de  Viñas  her'* 
manos  y  de  la  razón  social  Fulgencio  Palacios  y  &«,  de 
manera  que  por  esta  razón,  fuera  de  haber  sido  carga- 
dor, tenia  personería  para  haber  entablado  la  demanda* 


Fall«  del  Suwm  Bec«l«Bfil« 

Buenos  Aired,  Febrero  11  de  1813. 

Y  vistos  —  Considerando :  —  1^  Que  si  bien  el  artícu* 
lo  10  de  la  ley  de  procedimientos  impone  al  actor  la 
obligación  de  producir  con  su  demanda  las  escrituras  y 
documentos  que  justifiquen  el  derecho  que  se  deduce; 
dicha  obligación  do  es  tal  que  su  omisión  autorice  al 
demandado  para  rehusarse  á  contestar  i  la  demanda,  co- 
mo se  ve  al  segundo  párrafo  del  dicho  articulo  citado. 

2o  Que  por  otra  parte,  la  simple  omisión  de  doca- 
flsentos  no  baala  para  que  en  loa  términoa  del  articulo 
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73  de  la  ley  de  procedimientos  pueda  el  demandado  es- 
eusarse  de  contosfcir  ¿  la  denHmda^  Ibraiando  artículo 
previo  á  dicha  contestación. 

3o  Que  el  articulo  1211  del  Código  de  Comercio  no 
puede  ser  un  obstáculo  para*  entrar  á  la  discusión  del 
juicio  ó  del  punto  controvevtidoi  poi^qae  pw  la  iiiatara- 
ie2a  de  dicho  Código  no  debe  pneflumirse  qM  legislas  sé** 
bre  el  procedimiento)  como  seria ,  si  el  deiMindado  w^ 
taria  ó  no  obligado  á  coatesiar  á  la  demanda,  y  cuando 
mas  podrá  constituir  su  disposición  una  escepcion  pe- 
rentoria, que  debe  oponerse,  como  tal,  contestando  á  la 
demanda. 

4tO  Que  no  puede  decirse  que  hay  defecto  legal  en 
el  modo  de  proponer  la  demanda,  tratándose  de  perso- 
nas que  no  están  sujetas  á  ciertas  y  determinadas  for- 
malidades previas  oara  poder  arrastrarse  mutuamente  á 
juicio,  y  en  asunto  en  que  están  expresados  con  clari- 
dad los  fundamentos  de  la  demanda,  la  cosa  que  se  pi- 
de y   contra  quien. 

5o  Que  diciéndose  el  demandante  dueño  de  las  mer- 
cancías, como  igualmente  ser  él  quien  contrató  con  el  de- 
mandado el  flete  de  ellas,  no  puede  desconocérsele  la 
personería  legítima   para  litigar. 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  al  articulo  pro- 
movido por  D.  Agustín  Basso,  á  quien  se  le  intimará 
conteste  derechamente  á  la  demanda  dentro  del  término 
legal.  —  Repóngase  los  sellos. 

Manuel  ZavaUta. 
Apelado  este  auto  por  Dodero  fué    confirmado  por  el 
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Buenos  Aires,  Abril  5  de  1873. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  da  foja  cuarenta  vuelta;  satisfechas  las 
costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos. —  J.  B.  GOROSTUGA.  —  J. 

Domínguez. 


CSJlUSJL    XLi. 


Doña  Clemencia  Perera  contra  D.  Eugenio  Aldás^ 

por  cobro  de  pesoi. 


Sumario.  —  lo  Declarado  en  rebeldía  el  demandado,  el 
actor  debe  obtener  lo  que  pidiera  siendo  justo. 
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2^  Es  justo  que  uno  pague  lo  que  debe,  constante  en 
escritura  pública. 

3o  Habiendo  .mora  en  el  cumplimiento  de  una  obli{;aoion, 
el  deudor  debe  abonar  los  intereses  raoratorios. 

4^  Obligándose  el  deudor  á  pagar  la  deuda  y  sus  intere- 
ses cuando  mejore  de  fortuna,  es  obligación  del  acreedor, 
para  cobrar  intereses  anteriores  á  la  demanda,  acreditar 
que  antes  de  ella  se  cumplió  la  condición. 


Caso. — D.  Ramón  Galderoui  en  representación  de  doña 
Clemencia  Perera,  se  presentó  ante  el  Juzgado  de  Sección  en 
Buenos  Aires,  esponiendo:  que  en  Diciembre  de  1847  Aldas 
contrajo  la  deuda  de  3,477  $  moneda  metálica  de  la  Provincia 
de  Enlre-Rios,  con  la  obligación  de  pagarlaá  los  tres  meses, 
y  además  el  uno  y  medio  por  ciento  de  interés  mensual. 

Que  demandado  ejecutivamente  en  1853  ante  el  Juez  de 
1^  Instancia  del  Paraná,  se  le  pagaron  á  su  representada 
873  S  50  cts. 

Que  debe,  pues,  el  saldo  del  capital  2,603  $  50  cts. 
con  los  intereses  devengados,  y  por  el  cual  enlabiaba  de- 
manda en  forma. 

Acompañó  á  la  demanda  testimonio  de  unas  actuaciones 
seguidas  ante  el  Juez  de  1*  Instancia  de  la  Provincia  de 
Entre  Rios  en  el  año  de  1853  en  las  cuales  consta  : 

lo  Que  en  18  de  Diciembre  de  1847  ante  el  Alcalde  ma- 
yor de  la  villa  de  Gualeguaychú,  D.  Eugenio  Aldas  otorgó 
escritura  de  obligación  á  favor  de  D'  Clemencia  Parara 
por  la  suma  de  3,477  ^,  cuya  cantidad  se  obligó  á  pagarle 
totalmente  á  los  tre&  meses  después  que  el  Gobierno  de  la 
Provincia  decretase  licencia  para  los  libres  trabajos  de 
campo;  y  si,  pasado  dicho  término,  no  hubiese  concluido 
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de  pagar  la  deuda,  se  comprometía  á  pagar  el  rédito  del 
uno  y  medio  por  ciento. 

2o  Una  solicitud  de  D.  Nicanor  Molina  en  representación 
de  D'  Clemencia  Parera,  fecha  Diciembre  I""  de  1853,  en 
que  espresa  que,  habiéndose  verificado  la  venta  de  los 
bienes  embargados  de  D.  Eugenio  Aldas,  cuya  suma,  935  $ 
no  alcanzaba  á  cubrir  la  deuda  documentada,  pedia  se 
ordenase  al  Juez  de  Paz  de  Gualeguayohú  que,  después  de 
pagada  la  planilla  de  costas  ocasionadas  en  ese  Juzgado, 
remitiese  por  la  Administración  de  Hacienda  el  remanente, 
exigiendo  á  Aldas  la  caución  juratoria  de  que,  cuando  lle- 
gase á  mejor  fortuna,  pagaria  el  resto  de  la  deuda,  á  cuya 
solicitud  el  Juzgado  proveyó  de  conformidad. 

3^  Contestación  del  Juez  de  Paz  de  Gualeguaychú  remi- 
tiendo 896  $^  líquido  producto  de  los  bienes  de  Aldas  que 
se  habian  vendido. 

i""  Una  orden  del  Juzgado  de  1*  Instancia,  mandando 
entregar  esa  cantidad  á  la  ejecutante,  con  deducción  de  las 
costas  del  juicio. 

5o  Un  recibo  de  la  ejecutante  por  873  $  Ivs. 

Corrido  traslado  de  la  demanda,  Aldas  no  lo  evacuó  en 
el  término  de  la  ley ;  por  lo  que.  Calderón  le  acusó  rebel- 
dia,  señalando  el  Juzgado  el  término  de  24  horas  para  con* 
testar,  pasado  cuyo  término  el  Juzgado  llamó  autos  en 
rebeldía,  y  posteriormente  pronunció  la  siguiente  sentencia: 


Fallo  del  JTues  tUeedonal. 


Buenos  Aires,  Febrero  8  de  1873. 

Vistos  estos    autos  seguidos  por  Da  Clemencia  Parera, 
vecina  de  Entre-Rios,  contra  D.  Eugenio  Aldas,  vecino  de 
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esta  Provincia,  por  cobro  de  cantidad  de  pesca,  y  resul- 
tando : 

i*  Que  consta  por  la  escritura  pública,  otorgada  en  i 8 
de  Diciembre  de  1847,  que  el  demandado  era  deudor  de 
D*  Clemencia  Parera  de  la  cantidad  de  tres  mil  cuatro- 
cientos setenta  y  siete  pesos  moneda  metálica  (testimonio 
de  escritura  corriente  á  f.  1  y  2) . 

S""  Que  consta  por  el  testimonio  auténtico  de  las  actua- 
ciones seguidas  ante  el  Juez  de  1^  Instancia  de  la  Pro- 
vincia de  Entre-Rios,  en  la  ciudad  del  Paraná,  que  en  el 
año  de  1853  se  siguió  ante  dicho  Juzgado  un  juicio  ejecu- 
tivo, persiguiendo  el  cobro  de  la  deuda  espresada  en  el 
precedente  párrafo,  y  que  en  virtud  de  dicha  ejecución  fué 
abonada  á  la  ejecutante  la  cantidad  de  873^4  reales,  el 
día  19  de  Diciembre  del  espresado  año,  habiéndose  suspen- 
dido la  ejecución  por  falta  de  bienes  del  ejecutado,  (testi- 
monio corriente  á  f.  3). 

3o  Que  la  acreedora  ha  deducido  demanda  ordinaria 
contra  el  deudor  por  la  cantidad  de  $  hol.  2,603  50  cts., 
intereses  y  costas ;  y  corrido  traslado  de  la  demanda,  fué 
notificado  á  f .  17,  y  no  habiendo  obedecido  la  intimación 
que  se  le  hizo,  fué  nuevamente  emplazado  para  que  dentro 
de  24  horas  evacuase  el  traslado  que  se  le  habia  conferido, 
como  consta  á  f.  21  vta.,  sin  que  á  pesar  de  haber  sido 
apercibido  de  seguirse  el  juicio  en  rebeldía,  lo  hubiese  eva- 
cuado, por  lo  que  el  Juzgado  llamó  autos  en  rebeldía  de 
dicho  demandado. 

T  considerando:  1^  Que  declarado  en  rebeldía  el  deman- 
dado, el  actor  debe  obtener  lo  que  pidiera  siendo  justo, 
como  lo  dispone  el  art.  185  de  la  ley  de  procedimientos. 

2o  Que  es  juslo  que  cada  uno  pague  lo  que  debe  y  en 
este  caso  está  probado,  no  solo  por  escritura  pública  sino 
también  por  la  conducta  del  demandado,  que  este  es  deu- 
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dor  de  la  cantidad  objeto  de  este  juicio,  porque  las  escri- 
turas públicas  hacen  plena  prueba  en  juicio,  y  porque  el 
demandado  debió  contradecir  los  hechos  espuestos  en  la 
demanda  en  caso  de  no  ser  ciertos ;  y  su  rebelión  hace 
presumir  que  no  los  contradijo  porque  eran  ciertos. 

3^  Que  es  de  derecho  que  cuando  ha  habido  mora  en  el 
cumplimiento  de  la  obligación,  debe  abonar  el  deudor  los 
intereses  moratorios  con  arreglo  al  contrato,  cuando  este 
determina  un  interés,  en  cuyo  caso  se  encuentra  la  pre- 
sente cuestión,  como  se  vé  por  el  testimonio  de  escritura 
corriente  en  autos. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  condenando  á  D.  Eugenio 
Aldas  á  pagar  á  Doña  Clemencia  Parera  la  cantidad  de  $  bol. 
2,603-50  cts.  con  los  intereses  del  contrato,  á  contar  des- 
de la  fecha  de  la  notificación  de  la  demanda,  y  al  pago  de 
las  costas  del  juicio.    Repónganse  los  sellos  y  notifíquese 

con  el  original. 

Manuel  Zavaleia. 

De  este  auto  apeló  Calderón  en  la  parte  en  que  no  es 
condenado  Aldas  al  pago  do  los  intereses  estipulados  en  la 
escritura. 

FaUo  de  la  ñupreMnm  €?orte. 

Buenos  Aires,  Abril  5  de  1873. 
Vistos  :  no  habiéndose  acreditado  en  autos  que  Don  Eu- 
genio Aldas  hubiese  mejorado  de  fortuna,  antes  de  la  in- 
terpelación judicial,  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado 
de  foja  setenta  y  seis  vuelta,  satisfechas  las  de  la  Instancia 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M»  del  Carril. — 
Francisco  Delgado.  — José 
Barros  Pazos.  —  J.  B  Goros- 

TlXGk—J.     DOBimGUEZ. 
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CIA^USÜL     JLVA. 


D.  Joaquín  Lecube  contra  D.  Juan  del  Campo, 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  1®  Para  procederse  ejecutivamente,  es  nece- 
sario que  se  demande,  con  un  instrumento  que  traiga 
aparejada  ejecución,  una  cantidad  líquida  ó  cuya  base  de 
liquidación  exista  en  el  titulo  de  obligación. 

2o  Un  documento  por  el  cual  un  comerciante  se  obliga 
á  pagar  á  un  acreedor  el  saldo  que  resulte,  de  lo  que  este 
perciba  del  concurso,  no  tiene  base  suficiente  de  liquida- 
ción. 


Ceuo.  — En  6  de  Febrero  de  1851  D.  Juan  F.  del  Campo 
otorgó  á  favor  de  los  Sres.  Lecube  y  Castro  el  documento 
del  tenor  siguiente : 

cDigo  yo  el  abajo  firmado  que  siendo  deudor  á  los  Sres. 
Lecube  y  Castro  por  la  cantidad  de  catorce  mil  setecientos 
ochenta  y  cinco  pesos  con  tres  reales  moneda  corriente, 
importe  de  efectos  que  compré  á  dichos  Señores,  para  la 
tienda  que  tuve  en  la  esquina  de  la  calle  Parque  y  Perú, 
y  como  esta  so  halla  concursada  hoy  por  los  acreedores,  es 
de  mi  espontánea  voluntad  otorgarles  á  dichos  Sres.  Lecu- 
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be  y  Castro  éste  documento,  obligándome  á  pagarles  cuan- 
do mejore  de  fortuna  el  déficit  que  resulte  en  favor  de 
dichos  Señores,  después  de  vendidas  las  tiendas  y  repartido 
á  prorateo  el  importe  que  resulte  de  ellas. 

Con  fecha  13  de  Julio  de  1872  el  Dr.  D.  Julián  Aguirre 
en  representación  de  D.  Joaquin  Lecübe,  vecino  de  la 
Provincia  de  Santa  Fé,  pidió  ante  el  Juez  de  la  Sección  de 
Buenos  Aires  que  D.  Juan  del  Campo,  vecino  de  esta  ciu- 
dad, reconociera  la  firma  puesta  en  el  documento  men- 
cionado, y  no  habiendo  comparecido  del  Campo  en  el 
término  que  sele  designó,  el  documento  fué  declarado  reco- 
nocido en  rebeldía. 

Con  este  reconocimiento  el  Dr.  Aguirre  entabló  ejecu- 
ción contra  del  Campo,  por  11,088  ^  75  evos.  m/c. 

En  la  citación  de  remate,  del  Campo  se  opuso  á  la  eje- 
cución, oponiendo  las  escepciones  de  inhabilidad  del  titulo 
y  de  prescripción. 

Funda  la  primera,  en  que  el  documento  de  f.  2,  no  trae 
aparejada  ejecución  por  no  contener  una  cantidad  líquida, 
ni  existir  en  él  una  base  de  liquidación,  pues  solo  dice  que 
se  compromete  á  abonar  el  saldo  que  resulte  á  favor  de 
los  Sres.  Castro  y  Lecube  después  de  haber  percibido  el 
dividiendo  que  les  correspondiese  en  el  concurso  i  de  ma- 
nera que  para  que  hubiese  una  base  de  liquidación,  seria 
necesario  presentar  los  documentos  que  demostrasen  el 
monto  á  que  ascendió  el  dividendo  que  los  ejecutantes  per- 
cibieron. 

Que  por  otra  parte,  el  documento  está  estendido  á  favor 
de  Castro  y  Lecube,  por  cuya  razón  no  puede  este  solo  pre- 
sentarse á  cobrarlo,  asumiendo  una  personería  que  no  tiene. 

Funda  la  escepcion  de  prescripción  en  que  han  trans- 
currido mas  de  20  años  desde  la  fecha  en  que  se  firmó  el 
documento  hasta  la  en  que  se  le  demanda  con  él. 
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Corrido  traslado,  el  ejebutante  eontestó  que  el  documento 
de  f.  2  traía  aparejada  ejecución,  pues  indica  una  cantidad 
líquida  ó  fácil  de  liquidarse  con  los  justiñcatívos  del  divi- 
dendo que  se  hubiese  pagado  al  acreedor,  cuya  prueba  en 
este  caso  corresponde  al  deudor  y  es  fácil  de  producirse, 
pidiendo  la  certificación  correspondiente  en  el  Tribunal  de 
Comercio. 

Que,  según  el  art.  248  de  la  ley  de  procedimientos,  no 
es  necesario  que  se  haga  una  liquidación  previa  de  la  deuda, 
sino  que  basta  con  que  esa  liquidación  pueda  hacerse  en 
el  momento  del  pago,  como  dice  el  art.  293. 

Que  respecto  á  la  personería  solo  debe  esponer  que  tiene 
en  su  poder  los  documentos  que  la  justifican  plenamente 
los  cuales  presentará  en  el  término  de  la  prueba. 

De  la  escepcion  de  prescripcio.n  dice  que,  al  oponerla, 
no  se  ha  meditado  sobre  el  tenor  del  documento,  en  el 
cual  del  Campo  dice  que  pagará  cuando  mejore  de  for- 
tuna, lo  cual  es  un  acontecimiento  futuro  é  incierto;  es 
decir,  una  condición  suspensiva  ;  de  manera  que  la  pres- 
cripción no  puede  empezar  á  correr  desde  la  fecha  del  do- 
cumento, sino  desde  que  se  cumplió  la  condición,  como 
lo  determina  el  art.  14,  tít.  1%  Sec.  3a,  Lib.  4%  Cód,  Civ. 

Que  toca  á  su  representado  en  su  carácter  de  acreedor 
interpelar  al  deudor  cuando  juzga  que  ha  mejorado  de  for- 
tuna, lo  cual  sucede  ahora  como  es  notorio  en  esta  plaza, 
en  la  que  del  Campo  ejerce  el  comercio ;  á  lo  cual  debe 
agregarse  que  hace  mas  de  8  años  que  Lecube  reside  en 
la  Provincia  de  Santa  Fé,  cuya  circunstancia  haría  doblar  el 
término  de  la  ley,  si  la  escepcion  de  prescripción  pudiera 
alegarse. 

Pidió  se  rechazaran  las  escepciones  con  espresa  conde- 
nación en  costas. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba  por  diez  días. 
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La  única  prueba  que  se  produjo  fué,  por  parte  del  eje- 
cutante, un  certificado  del  actuario  en  que  consta  que  en  el 
diario  c  El  Nacional  >,  fecha  Abril  12  de  1864,  corre  un 
aviso  al  comercio  en  que  se  dice  que  la  casa  Lecube  y 
Castro  girará  en  adelante  bajo  la  razón  de  Joaquín  Lecube, 
siendo  este  el  encargado  de  la  liquidación. 


Fallo  del  JTuez  de  Seeeion. 


Buenos  Aires,  Febrero  11  de  1873. 

Y  vistos  estos  autos  ejecutivos  iniciados  por  D.  Joaquín 
Lecube  contra  D.  Juan  F.  del  Campo,  por  cobro  de  pesos 
en  virtud  del  documento  privado  de  f.  2,  que  fué  tenido  por 
reconocido  en  rebeldía  del  ejecutado  por  el  auto  de  f.  10 
vuelta,  y  considerando:  I""  Que  en  la  estación  correspon- 
diente el  juicio  del  deudor  ha  opuesto  las  escepciones  de 
inhabilidad  del  título  por  no  espresar  cantidad  líquida  y 
estar  otorgado  á  favor  de  los  Sres.  Lecube  y  Castro,  y  pre- 
sentarse solo  el  primero  como  actor;  y  prescripción  por  mas 
de  veinte  años.  2o  Que  si  bien  el  referido  documento  no 
contiene  la  espresion  de  cantidad  líquida,  espresa  suñcien* 
tómentela  base  de  liquidación,  reconociendo  en  él  el  otor- 
gante que  debia  catorce  mil  setecientos  ochenta  y  cinco  $ 
con  tres  reales,  y  comprometiéndose  á  pagar  el  déficit  que 
resulte  después  de  vendidas  las  tiendas  y  repartido  á  pro- 
rata el  importe.  3^  Que  si  bien  este  hecho  fundaba  el  auto 
de  solvendo  que  espidió  el  Juzgado,  incumbia  al  ejecutante 
presentar  en  la  estación  respectiva  del  juicio  las  pruebas  y 
documentos  para  dejar  liquido  el  crédito  que  persigue,  sin 
lo  que  no  existe  base  para  la  sentencia  de  remate.  4°  Que 
á  pesar  de  haber  solicitado  el  ejecutante  á  f.  56 ,  se  prac- 
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tique  una  medida  tendente  á  este  objeto  lo  que  le  fué 
acordado,  ha  quedado  esto  sin  efecto  por  no  haber  ejerci- 
tado los  medios  legales  á  su  alcance,  debiendo  imputarse  á 
su  culpa  el  que  no  haya  resultado  liquido  su  crédito.  5o 
Que  habiendo  sido  suscrito  el  documento  de  crédito  á  fa- 
vor de  los  Sres.  Lecube  y  Castro,  que  formaban  entonces 
una  sociedad  de  comercio  y  probado  por  la  diligencia  de 
f.  62  vta.,  que  el  primero  quedó  encargado  de  la  liquida- 
ción, está  sufícien tómente  autorizada  la  personería  del  actor. 
6o  Que  siendo  la  fecha  del  citado  documento  seis  de  Fe- 
brero de  mil  ochocientos  cincuenta  y  uno,  y  habiéndose 
entablado  la  demanda  en  Julio  trece  del  año  próximo  pa-> 
sado,  han  transcurrido  con  exveso  los  veinte  años  que,  como 
único  requisito  para  la  prescripción  liberatoria  exijen  los 
artículos  3%  tít.  1^  y  4o,  tít.  2%  lib.  4o,  Sec.  3»,  Cód.  Civ. 
7^  Que  la  espresion  del  documento  c  obligándome  á  pagar 
cuando  mejore  de  fortuna  t ,  no  importa  una  condición  im« 
puesta  á  la  obligación,  sino  una  dilación  indefinida  para  el 
pago  que  no  varia  la  naturaleza  pura  de  la  obligación,  des- 
de que  en  todo  tiempo  podia  el  acreedor  ejercitar  su  acción 
—  Dalloz,  Obligations,  no  1115  y  ZacharioB,  Des  obliga- 
tions  et  contr.  no  22. —  y  8^  Que  en  este  concepto  la  pres- 
cripción ha  corrido  útilmente  desde  la  fecha  del  documento, 
de  acuerdo  al  art.  10,  tít.  i\  lib.  4o,  Sec.  3»,  Gód.  Civil: 
por  estos  fundamentos,  fallo,  declarando  que  el  ejecutado 
ha  probado  sus  escepciones  de  inhabilidad  del  titulo  por  no 
estar  liquidada  la  cantidad  y  prescripción,  en  su  conse- 
cuencia no  ha  lugar  con  costas  á  la  ejecución  entablada 
por  D.  Joaquín  Lecube  contra  D.  Juan  F.  del  Campo,  le- 
vántese el  embargo  pendiente,  chancélese  la  fianza  otorgada, 
hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Anárü  Dgarriza 
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De  esta  senteneia  apeló  el  Dr.  Aguirre,  y  el  Vecurso  se 
otor|;ó  en  relación. 


WtMm  de  1»   tSaprenuí  Caerte. 

» 

Buenos  Aires,  Abril  28  de  1873. 

Vistos^  y  considerando :  que  para  precederse  ejecutiva- 
mente, es  Decesario,  según  los  términos  del  articulo  dos* 
cientos  cuarenta  y  ocho  de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  que  se  demande  con  un 
instrumento  que  traiga  aparejada  ejecución,  una  cantidad 
liquida  ó  cuya  base  de  liquidación  exista  en  el  título  de 
obligación;  que  en  el  documento  de  foja  una  no  hay  obli- 
gación por  deuda  líquida,  ni  bases  suficientes  de  liquida- 
ción i  para  la  cual  el  mismo  demandante  reconoce  que 
son  indispensables  datos  que  existen  en  el  Juzgado  de  Co- 
mercio de  la  Provincia  y  que  hasta  ahora  no  figuran  en 
este  espediente ;  que  siendo  por  consiguiente  dicho  docu- 
mento inhábil  para  ejecutar,  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  setenta  y  tres,  en  cuanto  admite  la 
escepcion  de  inhabilidad,  debiendo  reservarse  la  de  pres-* 
cripcion  para  el  juicio  correspondiente. 

Salvador  María  del  Carril.  —Fran- 
cisco Delgado.  — José  Barros  Pa- 
zos. —  J.  B.  GoROSTiAGA.  —  J.  Do- 
mínguez. 


••••4 
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CIA^USA     3LL.II. 


Los  Sres,  Rocca  y  Ca.  contra  D.  Felipe  Recaída^  por 
cobro  de    una  letra  de  cambio. 


Sumario. — En  el  juicio  ejecutivo  el  auto  de  embargo 
es  inapelable. 

Caso.  —  D.  Felipe  Recaído,  siendo  cónsul  de  la  Re- 
pública del  Paraguay  aceptó  una  letra  de  aquel  Gobier- 
no de  que  eran  tenedores  los   Sres.  Rocca. 

Iniciada  ejecución  y  dictado  el  auto  de  embargo  con- 
tra Recaído,  este  pidió  al  Juez  de  Sección  que  lo  deja- 
ra sin  efecto  ó  le  concediese  apelación  para  ante  la  Supre- 
ma Corte,  alegando  que  había  dejado  de  ser  Cónsul  del 
Paraguay  y  que  no  tenia   fondos  de  aquel  Gobierno* 

El  Juez  de  Sección  negó  uno  y  otro  recurso,  por  lo 
que  Recaído  ocurrió  directamente  ante  la  Suprema  Cor- 
te, pidiendo  que  revocara  el  auto  de  embargo. 

i'Mto  de   la  Suprema   Corle. 

« 

Buenos  Aires,  Abril  24  de  18l3. 

Resultando  de  la  precedente  eaposicion  que  el  auto  dé 
que  esta  parte  recurre  directamente  no  es  ápalabloi  se- 
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gun  la  Ley  de  Procedimientos.  —  No  ha  lugar  y  remíta- 
se al  Juez  de  Sección  para  que  mande  agregar  esta  ac- 
tuación á  la  causa,  previo  pago  de  costas  y  reposición 
de  sellos. 

Salvador  H.  del  Carril — Francisco 
Delgado  —  J.  Barros    Pazos — J. 

V  B.     GOROSTLAGA  — J.     DOHINGIJEZ. 


CilLUSil.    :X.L.III. 


D.  Nicolás  Cerruti  contra  la  Sociedad  italiana  de  Mutuos 
Seguros  Fluviales,  sobre  cobro  de  seguro. 


Sumario.  —  I"*  La  competencia  del  juez  no  excluye  la  de 
jurisdicción  arbitral,  sea  que  esta  provenga  de  la  ley  sea 
que  nazca  de  la  convención  de  las  partes ;  porque  en  uno 
y  otro  caso  debe  haber  un  juez  competente  para  compeler 
á  las  partes  á  acatar  y  ejecutar  lo  que  la  ley,  ó  ellos 
mismos  hubiesen  proscripto. 
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2o  Los  estatutos  de  una  Soeiedad  son  una  ley  para  los 
socios  y  deben  interpretarse  sus  cláusulas  en  el  sentido 
del  cual  resulte  la  eflcacia  de  los  mismos. 


Caso. — El  buque  italiano  c  Michioso  >  naufragó  en  la 
costa  de  San  Isidro.  El  capitán  hizo  abandono  de  él  á 
favor  de  la  Sociedad  de  mutuos  seguros  fluviales  por  la  que 
estaba  asegurado  por  la  suma  de  4,000  pesos  fuertes. 
D.  Nicolás  Gerruti,  dueño  del  buque,  negándose  la  Socie- 
dad á  pagar  el  seguro,  la  demandó  ante  el  Juzgado  de 
Sección.  Corrido  traslado  de  la  demanda,  la  Sociedad  pro- 
movió  articulo  de  incompetencia,  por  estar  prevenido  en 
sus  estatutos,  que  las  diferencias  entre  ella  y  los  que  con 
ella  contratan  han  de  resolverse  por  arbitros. 

Conferido  traslado  de  la  escepcion,  contestó  Cerruti  se 
rechazara  por  ser  el  juzgado  competente  ratione  materitB  y 
ratione  personcB.  El  juez  falló  declarándose  competente.  La 
Sociedad  evacuando  directamente  el  traslado,  pidió  se  re- 
chazara la  demanda ;  dijo  que  la  póliza  del  seguro  habia 
caducado;  que  el  abandono  no  se  habia  hecho  judicial- 
mente ;  que  sobre  todo  la  cuestión  debia  decidirse  por  ar- 
bitros con  arreglo  á  los  estatutos  de  la  Sociedad. 


Fiill«  4el  Summ  ic— l—i. 


* 

Buenos  Aires^  Marzo  14  de  1873. 

Vistos,  y  considerando :  Que  no  es  eiacto  que  el  aoto 
de  fs.  47  vta.  á  49,  bayn  decidido  el  punto  de  si  la  pre- 
sente cuestión  deba  ó  no  decidirse  por  los  arbitros  nom« 
brados  por  la  Asamblea  general»  por  cuanto  la  escepcion 
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opuesta  y  que  tnvo  en  vieta  resolver  dioho  auto,  se  referia 
á  la  competencia  de  este  Juzgado,  y  por  consecuencia  es 
falso  que  el  Juzgado  haya  declarado  que  esta  cuestión  no 
deba  decidirse  por  dichos  arbitros. 

S"*  Que  la  competencia  del  Juzgado  no  excluye  forzosa- 
mente la  de  jurisdicción  arbitral,  sea  que  esta  provenga 
de  la  ley,  sea  que  nazca  de  la  convención  de  las  partes, 
porque  en  uno  y  otro  caso  debe  haber  un  juez  competente 
para  compeler  á  las  partes  á  acatar  y  ejecutar  lo  que  la 
ley  Q  ellos  mismos  hubiesen  prescripto. 

3""  Que  al  contrario  de  haber  este  juzgado  declarado 
no  iser  el  caso  de  arbitramiento,  el  auto  referido,  eo 
su  quinto  considerando,  parece  mas  bien  admitirlo  al 
declarar  que  el  arbitramiento  no  excluye  la  competencia  de 
este  Juzgado,  sino  que  únicamente  la  limitaría  á  compeler 
á  las  partes  á  someterse  á  aquel. 

4""  Que  los  estatutos  de  la  compañía  son  una  ley  para 
los  socios,  y  por  consiguiente  si  ellos  determinan  que  las 
cuestiones  que  se  susciten  con  motivo  del  abandono  de  un 
buque  deben  decidirse  por  los  arbitros  que  ellos  mismos 
espresaren,  deber  es  de  los  socios  asegurados  someterse  á 
djoha  prescripción,  con  arreglo  al  art.  209  del  Código  de 
Comercio. 

5o  Que  el  art.  58  de  los  estatutos  corrientes  á  f.  7,  de- 
termina que  todas  las  contestaciones  que  puedan  surgir  con 
los  asociados  se  someterán  á  la  decisión  de  los  arbitros 
nombrados  por  la  Asamblea  General. 

6°  Que  aunque  el  último  inciso  del  artículo  últimamente 
citado,  dispone  que  el  asociado  que  por  desconfianza  no  se 
presentase  i  asistir  á  la  insaculación  de  los  arbitros,  ó 
que  rehusare  su  conformidad  al  juicio  de  los  mismos  ó  la 
ejecución  del  arbitramiento  dejará  de  hacer  parte  de  la 
asociación  sin  neoesidad  de  sentencia  de  los  Tribupales,  y 
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que  de  este  artículo  deduce  la  parte  demandante  bu  de* 
recbo  para  prescindir  del  juicio  arbitral,  tal  conciasion  no 
08  autorizada,  porque  la  mente  de  los  estatutos  no  puede 
haber  sido  dejar  al  arbitrio  de  los  asociados  el  recurrir  al 
juicio  arbitral  ó  al  juicio  ordinario,  ó  á  dejar  sin  efecto 
aquel  en  las  contestaciones  sobre  abandono  cuando  fuese 
contrario  á  las  pretensiones  del  asociado  y  en  el  arbitrio  de 
este  recurrir  sobre  el  mismo  punto  resuelto  á  los  jueces 
ordinarios,  porque  en  tal  caso  dioho  artículo  seria  com^ 
pintamente  ineficaz,  á  lo  que  se  agrega  que  el  mismo  artí-* 
culo  no  reserva  al  asociado,  que  no  se  conformare,  su  de* 
recbo  para  recurrir  á  las  justicias  ordinarias. 

7o  Que  es  un  deber  interpretar  la  citada  cláusula  de  los 
estatutos  en  sentido  tal  del  cual  resulte  la  eílcacia  de  la 
misma,  (base  3^  del  art.  296  del  Gód.  de  Gomercio). 

8o  Que  la  manera  única  de  entender  la  citada  cláusula, 
es  que  solo  tienen  facultad  los  asociados  para  rehusarse  á 
la  decisión  de  los  arbitros  en  las  otras  contestaciones  que, 
según  los  mismos  estatutos,  puedan  surgir,  pero  no  en  las 
cuestiones  de  abandono  que  la  asociación  ha  querido  sus- 
traerlas al  estrépito  de  los  juicios. 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  declarando  que  el  presente 
caso  es  de  arbitramiento  forzoso,  y  en  consecuencia  el  Juz- 
gado designará  dia  en  que  las  partes  deberán  comparecer 
á  nombrar  los  arbitros,  asi  que  este  auto  hubiere  pasado 
eo  autoridad  de  cosa  juzgada,  si  antes  no  avisasen  haberlo 
hecho  privadamente.  Repónganse  los  sellos  y  notifíquese 
coD  el  original. 

Manuel  Zavaleta. 

Cerruli  apeló;  concedido  el  recurso  libremente,  espre- 
sando agravios,  dijo :  que  debía  revocarse  la  sentencia ; 
que  el  art.  58  de  los  estatutos  de  la  Sociedad  se  referia  á 
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los  socios  y  no  á  los  acreedores  de  la  Sociedad ;  que  él 
había  dejado  de  ser  socio  por  la  pérdida  del  buque  con  ar- 
reglo á  los  mismos  estatutos  y  no  era  sino  un  acreedor  de 
la  Sociedad ;  que  habia  además  cosa  juzgada  sobre  la  com- 
petencia del  juzgado. 

Corrido  traslado  contestó  la  Sociedad ;  que  no  existia  cosa 
juzgada  sobre  la  competencia  en  este  sentido,  habiéndose 
el  juez  declarado  compétente  ratione  materi(B  para  conocer 
en  el  asunto  hasta  donde  se  lo  habrían  permitido  las  leyes 
del  contrato ;  que  la  competencia  del  juez  no  puede  des- 
truir las  estipulaciones  de  las  partes  que  se  han  compro- 
metido á  someterse  á  arbitros  ;  y  que  no  habia  (diferencia, 
en  cuanto  á  esto,  entre  el  carácter  del  demandante  y  el  se- 
ñalado por  los  estatutos.  Pidió  se  confírmase  la  sentencia. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Baenos  Aires,  Abril  24  de  1873. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  síesenta  vuelta  ;  satisfechas  las  de  la 
Instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril. — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 
J.  B.    Gorostiaga.  —  J.  Domínguez. 
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CÜ^USilL  XI^IT« 


D.  YieenU  Casares  ¿  hijo  contra  D.  Juan  Skaw^ 

por  tobro  de  pesos. 


Sumario.  —  No  es  justo  que  una  medida  excepcional, 
adoptada  para  un  estado  de  casos  extrardinarios,  se  aplique 
cuando  este  estado  de  cosas  baya  dejado  de  existir ;  y  por 
consiguieqle  la  tarifa  doble  de  lanchage  que  se  convino  por 
la  descarga  de  los  buques  en  el  tiempo  .de  la  epidemia  en 
que  estuvo  cerrada  la  Aduana,  no  puede  cobrarse  en  el 
caso  de  una  descarga  efectuada  varios  dias  después  de 
puesta  de  nuevo  en  servicio  la  Aduana. 


Caso* — El  vapor  cMarína»  llegó  al  puerto  de  Buenos  Aires 
el  29  de  Mayo  de  1871,  llevando  58  cajones  de  mercaderías  á 
consignación  del  Sr.  Shaw.  Estas  mercaderías  fueron  descar- 
gadas, el  lo  de  Junio  siguiente  por  las  lanchas  de  los  Sres. 
Casiares,  quienes,  según  publicaciones  hechas  por  los  dia- 
rios y  de  acuerdo  con  los  agentes  de ,  los  vapores,  hablan 
aumentado  al  doble,  el  preqio  del  lanchage  en  el  tiempo  de 
leepidemia^  en  que  estuvo  cerrada  la  Aduapa.  Los  Sres. 

Casares  exijieroa  á  Sbaw  el  doble  lanchage  ei)  5,075  ;^  m/c^ 
T.  IV.  47     ' 
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y  negándose  este  á  pagarlo  le  demandaron  ante  el  Juzgado 
de  Sección. 

Corrido  traslado^  contestó  Shaw  que  él  no  debía  sino  la 
mitad  de  la  cantidad  demandada;  que  fué  justo  pagar  el 
doble  lanchage  en  tiempo  de  la  epidemia,  y  él  lo  pagó  ; 
pero  que  el  vapof  <  Marina »  entró  en  el  puerto  muchos 
dias  después  que  el  servicio  ordinario  de  la  Aduana  habia 
vuelto  á  funcionar  y  habian  por  lo  tanto  cesado  las  cir- 
cunstancias excepcionales,  motivo  de  dicho  aumento. 

Recibidla  U  causa  á  prueba,  el  juez  pidió  iiifoirinei  á  la 
Aduana  sobre  si  despiaes  del  1^  da  Mayo  se  hacia  la  des- 
carga en  condiciones  normales,  y  á  la  Cámara  Sindical  de 
la  Bolsa  de  Comercio;  sobre  sí  en  el  mes  de  Junio  se  hizo 
la  descarga  á  lanchage  doble.  Contestaron:  la  Aduana,  que 
la  descarga  no  pudo  por  algún  tiempo  después  de  la  epide- 
mia efectuarse  en  las  mismas  condiciones  que  antes;  y  la 
Cámara  'Sindical  de  la  Bolsa,  que  los  lancheros  cobraron 
lanchage  doble  en  los  primeros  meses  de  187i  y  que  la 
Aduana  no  funcionó  regularmente  hasta  la  mitad  de  Julio. 

Con  estos  antecedentes  se  dictó  el  siguiente 


jFaUo  del  Jíues  SecdMUü. 


Buenos  Aires,  Febrero  22  de  1873. 

Vistofii :  estos  autos  seguidos  por  los  Sres.  Vicente  Gasa^^ 
res  é  hijos  contra  D.  Juan  Shaw  por  cobro  de  cantidad-  de 
pesos,  prooedentes  del  lanchage  de  mercancías  oondueídas 
á  este  puerto  por  el  vapor  tHarina*,  y  resultando! 

1*  Que  consta  por  confesión  del  demandado  que  el  va^ 
por  «Marina*  condujo  á  su  consignación  las  meróaocias 
espresadas  en  la  cuenta  de  foja  primera,  y  pee  informe  de 
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la  AdmiaislracioA  de  Rentas  á  f.  49  vta.,  qué  dicho  va<« 
por  entró  á  Anea  de  Mayo,  empezó  á  descargar  el  29  y 
termsfió  la  descarga  el  1^  de  Junio  de  1871. 

S""  Que  la  descarga  se  hizo  por  los  Sres.  Vicente 
Casares  é  hijos  autorizados  por  los  consignatarios  Sres. 
Woodgait  bnos.  quienes  previnieron  al  comercio  haberse 
efectuada  aquella  á  lanchage  doble  á  consecuencia  de  las 
demoras  producidas  por  la  epidemia ,  ferias,  etc.,  como 
consta  del  aviso  de  fecha  30  de  Junio  del  mismo  año  que 
se  registra  en  los  periódicos  que  corren  á  f.  61. 

3^  Que  la  descarga  de  buques  no  se  efectuaba  durante 
el. mes  de  Junio  del  citado  año  1871  en  las  condiciones 
^dinarias,  por  la  gran  aglomeración  de  carga,  pérdidas  de 
empleados  en  h  Aduana,  falta  da  peones,  etc.,  causas  que 
obligaban  i  permanecer  á  las  lanchas  por  varios  dias  con 
la  carga  que  tenian,  como  lo  justifican  el  informe  de  la 
Aduana  corriente  á  fs.  58  vta.  y  59,  y  el  de  la  Cámara 
Sindical  de  la  Bolsa  de  Comercio  á  fs.  68  vta.  y  69. 

4o  Que  consta  asi  mismo  por  el  citado  informe  de  la 
Cámara  Sindical  que  las  causas  espresadas  en  el  precedente 
párrafo^  tuvieron  por  efecto  hacer  pagar  doble  lanchage 
á  los  cargadores  por  la  descarga. 

Y  considerando:  lo  Que  el  demandado  reconoce  la  obli- 
gación de  pagar  el  lanchage,  oponiéndose  únicamente  al 
dobla  lanchage  que  se  le  cobra,  y  por  consecuencia,  el 
último  punto,  esto  es,  si  debe  ó  nó  pagar  doble  lanchage, 
es  el  único  sugeto  á  discusión. 

2^  Que  dicho  punto  está  resuelto  por  la  costumbre  del 
puerto  mientras  se  hizo  la  descarga,  la  que  era,  según  se 
ha  espuesto,  abonar  doble  lanchage  en  compensación  de  la 
gran  déiíiora  con  que  se  hacia  la  descarga,  demora  que, 
importaado  ctonsbrvar  Ib  carga  por  muchos  dias  eo  las  tan- 
chao  ivBpreiQíitaba  oon  solo,  la  paralizabíoo  do  estaa^  siaói 
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gastos  efectivos  por  la  tripulación  que  debían  tener  á  bordo, 
y  no  era  justo  que  dicha  paralización  y  aquellos  fastos, 
causados  en  servicio  áe  los  cargadores  y  en  beneficio  exdu* 
sivo  de  los  mismos,  fuesen  soportados  por  los  lancheros. 

3^  Que  en  materias  comerciales,  y  en  fletes  especial-* 
«ente,  en  el  silencio  de  la  ley  y  á  falta  de  convención 
debe  estarse  á  la  costumbre  del  comercio,  como  lo  previe^ 
nen  la  regla  X,  y  el  art.  12i4  del  Código  de  Comercio. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  condenando  á  Don  Juan 
Shaw  á  abonar  á  los  Sres.  Vicente  Casares  é  hijos  la  oanti» 
dad  demandada,  importante  cinco  mil  setenta  y  seis  pesos 
moneda  corriente  con  sus  intereses  á  estilo  de  Banco  des- 
de la  notíflcacion  de  la  demanda,  y  costas  del  juicio.  Re« 
pónganse  los  sellos  y  notifíquese  con  el  original. 

Manuel  Z aválela. 

Shaw  apeló  y  concedido  el  recurso  libremente,  espre- 
sando  agravios  dijo  :  que  la  descarga  del  vapor  cMarina», 
no  se  habia  hecho  en  las  ccmdiciones  anormales  que  justi- 
ficaron en  tiempo  de  la  epidemia  el  dublé  lanchage  ;  que  la 
descarga  se  empezó  en  efecto  en  29  de  Mayo  y  concluyó 
I''  de  Junio,  es  decir  en  3  dias,  regularmente  y  sin  dificul- 
tades. Pidió  se  revocara  la  sentencia. 

Corrido  taslado,  contestaron  los  demandantes  que  la  Cá- 
mara Sindical  de  la  Bolsa  habia  informado  que  las  irregu- 
laridades de  la  descarga  de  los  buques  continuó  hasta 
mediados  de  Julio  y  que  por  eso  se  pagó  doble  lanchage  en 
todo  aquel  tiempo. 

Futió  de  ím  [Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Abril  %it  de  1873. 

Vistos!  y  considerando,  que  la  demanda  de  Casares  é 
hijos  por  doble  lanchage,  se  funda  en  un  acuerdo  ó  oonve- 
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nio  hecho  eon  los  agentes  de  los  vapores,  durante  la  feria 
que  se  decretó  con  motivo  de  la  epidemia,  y  cuando  la 
Aduana  estaba  cerrada;  teniendo  dicho  acuerdo  por  causa 
los  desembolsos  que  en  esa  situación  se  veían  obligados  á 
hacer  para  depositar  en  Pontones  las  mercaderías  ciiya  des- 
carga se  les  encomendaba ;  que  Sbaw  reconociendo  el  üa<- 
mento  de  la  tarifa  durante  las  circunstancias  espresadaa, 
al  cual  dice  haber  asentido  él  mismo,  niega  que  tenga 
apKcacion  al  vapor  cMarioa»,  por  haber  ese  buque  entrado 
y  descargado  después  que  aquella  habla  dpsapareeido  ;  que 
consta  en  aut09  y  es  de  pública  notoriedad  que,  concluida 
la  epidemia,  la  Aduana  fué  puesta  de  nuevo  en  servicio 
desde  el  diez  y  seis  de  Mayo  de  mil  ochocientos  setenta  y 
uno,  haciéndose  la  descarga  desde  entonces  en  la  forma 
ordinaria  (informes  de  foja  diez  y  nueve  y  foja  cincuenta  y 
ocho);  que  consta  igualmente  que  el  vapor  cMarina»  no 
entró  al  puerto  sino  muchos  dias  después  de  la  apertura  de 
la  Aduana,  el  veinte  y  nueve  del  citado  mes  de  Mayo,  pre- 
sentando su  manifiesto  el  treinta  y  concluyendo  su  descarga 
el  primero  de  Junio ;  que  aunque  por  algún  tiempo  después 
de  la  epidemia  se  tocasen  algunas  dificultades  para  las  ope- 
raciones de  la  Aduana,  como  se  espresa  en  el  último  de 
los  mencionados  informes,  ellos  sin  embargo  no  eran  de  tul 
naturaleza  en  la  fecha  indicada  que  impidiesen  el  trabajo 
regular  de  las  lanchas,  como  lo  prueba  la  descarga  del 
vapor  cMarina»,  verificada  sin  demora  ni  inconveniente  al- 
guno; y  estando  ya  entonces  á  disposición  del  Comercio 
los  almacenes  de  Aduana,  no  habia  motivo  para  los  gastos 
que  originaron  el  aumento  de  la  tarita  de  lanchages  :  que 
esto  mismo  se  deduce  del  informe  de  la  Cámara  Sindical 
de  la  Bolsa,  pues  lejos  de  afirmar  que  en  el  mes  de  Junio 
se  pagase  doble  lanchage ;  que  era  la  pregunta  del  Juez  de 
Sección ;  solo   dice  que  lo    cobraron    c  los  lancheros  que 
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tuvieron  que  desear|;ar  vapores  de  loi  que  llegaron  al  puerto 
durante  la  epidemia  en  loe  primeroe  meeee  de  mil  oehocientoe 
eetenía  y  uno  t ;  que  por  coMÍ|;uiente,  no  hay  rason  para 
separarse  de  la  tarifa  ordinaria,  ni  es  justo  que  una  medida 
«scepcional  adoptada  para  un  estado  de  oasos  estraordina- 
río,  se  aplique  cuando  ese  estado  de  cosas  habia  dejado  de 
existir.  Se  revoca  por  estos  fundamentos  la  sentencia  ape^ 
lada  de  foja  setenta  vuelta,  y  se  declara  que  Shaw  solo 
esta  obligado  á  pag^ar  el  lanchage  ordinario ;  y  satisfeoiías 
las  costas  según  hayan  sido  causadas,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco   Delgado.  —  José    Barros 
Pazos.  —  José  B.  Gorostiaga. — J 
Domínguez. 
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CAUSÜ.    UUV< 


Don  José  Maranga  con  Don  Jo$¿  Badaraeo^  sobre 
entrega  de  un  buque  vendido. 


Sumario. — lo  Comprado  un  buque  con  la  condición 
de  imputarse  ^u  precio  en  la  cuenta  corriente  del  veni- 
dedor  con  el  comprador,  no  puede  aquel  exigir  que  su 
precio  se  le  abone  de  contado. 

2o  Mucho  menos  cuando  hay  litispendencia  sobre  di- 
cha cuenta  corriente,  y  el  comprador  ofrece  fianza  por 
el  valor  del  buque. 


Caso-^En  8  de  Mayo  de  4872  Don  José  Maranga  vendió 
á  DoD  José  Badaraco  un  buque  que  estaba  concluyendo  de 
construir  en  su  astillero,  comprometiéndose  á  entregarlo 
listo  de  carpinteros  y  herreros,  echado  al  agua,  etc.,  por 
la  suma  de  85,000  $  m/c.  que  le  seria  aoMitada  en 
stt  cuenta  corriente  con  el  comprador  con  lo  cual  el 
vendedor  estuvo  conforme. 

En  6  de  Neviembre  de  1872,  Oon^José  M.  Barsoba 
por  Maranga  se  presentó  ante  el  Juzgado  de  Sección  y 
espusoy  que  estando  listo  el  buque  y  no  habiendo  Ba- 
daraco tomado  posesión  de  él,  se  veía  en  la  necesidad 
de  demandarlo   pidiendo  se  le   condenase  á   recibirlo   y 
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abonar  su  importe  con  mas  los  daños  y  perjuicios  y  las 
costas. 

En  9  del  mismo,  D.  Esteban  Badaraco  por  D.  José 
Badaraco  se  presentó  esponiendo  que  á  pesar  de  que  el 
documento  privado  de  la  venta  había  sido  reconocido  por 
Maranga,  se  negaba  á  concluir  el  buque  y  entregárselo, 
por  cuya  razón  lo  demandaba  y  pedia  se  le  condenase 
al  cumplimiento  del  contrato  y  pago  de  costas. 

Corrido  traslado  de  este  último  escrito,  Bar  soba  por 
Maranga  contestó  que  estaba  dispuesto  á  entregar  al  con- 
trario el  buque,  mediante  el  pago  del  precio ;  pero  que 
no  permitiría  que  esa  suma  se  retuviese,  pues  por  la 
cuenta  corriente  á  que  alude  Badaraco  se  sigue  un  li- 
tigio por  separado,- — y  que  en  esas  condiciones  no  ha« 
bia  razón  para  seguir   pleito  sobre  el  asunto. 

Pidió  se   les    convocara  á  un  juicio  verbal. 

El  Juzgado  llamó  autos  y  convocó  á  las  partes  á  jui- 
cio  verbal. 

No  habiendo  podido  arribar  á  acuerdo  alguno,  el  Juz- 
gado ordenó  que  las  dos  demandas  corriesen  agregadas  y 
que  quedaran  los  autos  en   el   despacho   para  sentencia/ 

En  seguida  el  Juzgado,  pai^a  mejor  proveer,  ordenó  que 
la  parte  de  Maranga  manifestase  si  estaba  dispuesto  á 
eotregac  el  buque  previa  fianza  otorgada  por  Badaraco  de 
pagar  Juzgado  y  sentenciado  para  responder  al  resultisdo 
de  la  gestión    pendiente. 

Barsoba  por  Maranga  manifestó  que  no  estaba  con- 
forme. 

Fftlto  éml  Jíaes  de  tecelMi. 

Buenos  Aires,  Enero  18  de  1873. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  José  Badaraco 
contra  D.  José  Maranga  y   por  este    contra   aqueL  sobre 


emaplimieoto  de  u»   oentf ato   de  coaipratveiita  y  nüttW 
lando: 

1^  Qu6i  según  consta  del  documaiito  privado  de  í.  9 
del  espediente  iniciado  p6r  Badaraob  y  aceié^iá&add  t^or 
la  parte  de  Marangai  este  vendió  L  ^qúe\  el  dk  ^  8f  de 
Mayo  del  año  ppdo.  en  la  óantidad  ^e.  $  85,000  in/oj. 
un  buque  que  estaba  cbneluyande  de  ooasttuír  eli  au  aa 
tillera,  comprometiéndose  á  , en  tragarlo  libre  de  caipiioAa- 
TOS  y  barreros,  echado  al  agua,  &.  ft^,  siendo  po^yémáo 
que  el  precio  de  venta  le  aeria  acreditado  al  vendedor 
en  aa  cuenta  comente  con  lo  que  declaraba  el-  último 
Citar  conforme;     . 

2o  Qoe  casi  simnitáoeamente)  en  el  ases  de  Noviemr 
bre  ultimo,  se  presentaron  ambos  coatratantes  á  este 
Juqfado,  deduciendo  respectivamente  acción  centra  el  coa- 
tratante  para  que .  se  le  obligase  al  cumplimiento  dri  cen- 
trsto,  ó  sea,  solicitando  el  vendedor  se  compeliese  al 
comprador  Badaraco  á  recibirse  del  buque  y  á  abonar  aa 
importe  con  los  daños  y  perjuicios,  y  solioitaiido  al .  cMi* 
prador  se  condenare  al  vendedor  Maranga  ái  entregar. el 
buque  (eacritoa  respectivoa  de  demasdb); 

^  Que  observando  el  Jusgado  que  aai bes  partes  m- 
(an  en  el  fondo  de  acuerdo  y  dispuestos  &  dentar ;  el  con- 
trato, los  convocó  á  un  juicio  verhal  oon  el  objetcí  ida 
poner  un*  término  á  este  pleito^  dando  ppr  resuMado  que 
no  pudieron  coaciliarse  las  pretensiones  reapectivaA^  ¡p(ir 
sostener  el  vendedor  que  el  prepio  d^l  buque  debi^  ser- 
le entregado  en  el  acto  de  recibirse  de  aquel  el  coni- 
prador*  y  sosteo^r  este  que .  con  ^f r^lo  al  contrato!  no 
debía  eptregar  el  precio  sino,  solo  abonarlo,  al  vendar 
en  su  cueola  corriente,  siendo  acrcAdor  pqr  uiift!  .fuqia 
mayor;  .  ... 

4» ,  Qmo  el:  Juwado  propuso  al  yopdador  Marwüa.eo- 
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fregase :el  buque  iMditfate  iflabW'qM  otorgam  ^el  mm^ 
prador  de  pagar  juzgado  y  sentenciado,  no  habiend<^  ñi^ 
^ho  vendedor  ao6|^t»do,  cómo  coneta  á  .fbja  onéé  vuelta 
del  espedtcple  inieiado  por  Badanraoo; 

Y  considerando : —>1  o  Que  estando,  teeóiioeldo  (ai  con- 
trato, y  lá  obligaoipa  qtfe  él  impone  á  ^  parte  4e  Ma- 
raopí  de  eoMef^r  el  bnqoe.  en  las  condiciones  dobarmí^ 
iiadáp:  «n  el  boleto  de  f.  9,  acompañado  por  el  jnismo 
«veaéoéor^  el  único  punto  á  decidir  es  si  Badaroeb  .tiene 
tlerebho  para  '  resistir  ia  entrega  del  precio ; 

9*  Que  loa  térmiiio9  precisos  é  intergiversaUes  ea  que 
está  concebido  el  citado  documento,  deciden  el  punto 
eapreeádo  'en^  ai  precedeilte  oonsidevando  en  favor  del 
oempradori  por  cuanto  aquellos  esprescín  que  la  auma  en 
que  se  vendió  el  buque,  aería  aereditade  al  vendedor  en 
su  cuenta  oorriente  con  el  comprador,  Ip  <cua;l  ímpiliea 
que  eataba  el  último  exonerado  de  la  oUigacion  de  od- 
itregar  el  prei;io  en  di  boro  efeclii0o,>  6  que  lá  obligación 
del  comprador  se  sostit«ria  .á  la  que  pucKera  >  resultar  de 
la  eiienta<  oorriente  con  el  tendedor; 

3o  Que  en  el>  caso  ma#  favorable  para  Maranga,  so- 
fría eifto  á  lo  mas  qn  punte  dudoso,  mientras  que  no 
le  es  la  obligación  que  tiene  por  su  parte  de  entregatr 
él  buque,  y  por  consecuencia  no  podia  resistir  su  etftreí- 
ge*  desdé  que  se  le  garantiera  satisfactoriamente  el  pagb 
del  precio,  en  caso  de  resultar  vencedor  en  el  juicio,  y 
su  negativa  á  aceptar  el  temperamento  propuesto  por  es^ 
te  Juzgado  lOs  complétémetite  contraria  á  la  ley; 

Por  eMds  fundamentos— fallo,  condénéndo  á'  D¿  José 
Marangá  á  entregar  á  D.  José  Badaraco  el  buque  á  que 
se  refiere  él  boleto  de  f.  O,  debiendo  él  precio  de  él 
abonarse  en  la  cuenta  corriente  del  vendedor  con  él 
éénlprador,  y  abonai^se  las  costas  del  juicio  por  la  parte 


Dk  smñóik  Hkti^fííKh. 


1   •   T 


«SI 


de  MaraDga. — Repónganse   los   sellos  y  notifíquese  con 
el  original. 

Manuel  Zavaleta. 

Apelada   esta   sentencia    por    Maranga,  fué   confirmada 
por  ei 

VmOm  de  ím  Suprema  C^rte. 


Bnenós  Aires,  Ahril  Ü  SSe  ifSli. 

* 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada  de  foja  once  vuelta,  satisfechas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

,  •  ■  .1 

Salvador  M.  del  Garml/^-^Francmcó 
Delgado. — José  Barros  Pizos.  — 
J.  B.  GüRosTiAGA.  ^  J.   DomkGutó. 


A       m  n  •r^^^^mi^^^ 


^■— *•»—•* 
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CíAMJ»A    1CL.VI. 


Dfñ  Coñsfancu^  Rimlii  contra  D.  JoU  M^  Gtmzalez, 

por  cobro  de  petos. 


Sumario.  —  1^  La  demanda  debe  contener  la  cosa  ó  can* 
tidnd  demandi^da*  i  • 

2o  No  se  llei^a  i^e  requisito  diciendo  que  ella  puede 
s^r  deteriiiinada  por  peritos»;  y  fn^nos  cuando  se  reconoce 
haberse  recibido  cantidades  á  cuenta  sin  determinar  su 
monto. 

3o  Una  demanda  en  esos  términos  es  defectuosa  y  el 
demandado  no  está  obligado  á  contestarla. 


Caio.  —El  15  de  Enero  del  año  1873,  D.  José  A. 
Barbera,  en  representación  de  D.  Constancio  Rinaldi,  se 
presentó  ante  el  Juzgado'  Fe^teral  de  Buenos  Aires,  y  acom- 
pañando una  papeleta  de  extrangero  perteneciente  á  este 
último,  dijo : 

Que  su  representado  habia  construido  •  en  San  Fernando 
una  casa  por  orden  de  D.  José  María  Gonzalos,  sin  que 
hubiese  mediado  antes  de  su  ejecución  contrato  ni  presu- 
puesto para  el  pago. 


Que  iniralras  se  )eVM(ab«  el  edifieto,  Gotisfles  htkó  á  'su 
poderdaate  durante  algunas  entregaBá  cuenta, 'Habiéndole' 
tato  entregado  liaetan  seis  mesea  lea  Haves  de  la  casa  que 

4 

quedaba  perfectemente  coneluida. 

Que  al  tratar  de  la  chancelación  se  convino  entre  ambois 
en  el  nombramiento  •  de  dos  peritos,  uno  por  cada  parle, 
para  que  él  abono  se  hiciera  eon  arreglo  á  la  tasación  que 
ellod  practieesén. 

Que  efectuada  esta,  Gopzalez  se  negó  á.  sugetarse  á 
ella  y  á  efectuar  el  pago  correspondiente ;  por.  lo  cual  en* 
tablaba  formal  demanda  contra  dicho  González  para  él  pago 
de  la  eaaa  ^pie  su.  repreisentado  lO'  habiiei  construido,  pro- 
testando recibir  en  descargo  lejitittios  y  fustiflca^os  abo- 
nos, y  además  por  los  intereses  del  precio ;  coatoé  y  eos- 
tas  del  juicio. 

Que  no,  habiendo  precio  eatiptdaéo  y  no  habiendo  el  eon^ 
trario  convemdo  en  la  tasación  extra  judicial ,  se  ba^ia  ne^ 
cosario  una  nueva  tasación,  para  lo  cual  ptoponia  .cmao 
perito  á  D.  Viviano  Uriarte ;  debiendo  el  demand^^^  nqw^^ 
brar  otro  de  su  parte,  en  caso  da  no  convenir  en  el  que 
¿I  proponía/ 

Concluyó  pidiendo  que,  admitida  la  demanda,  ae  oorrifse 
traslado  de  ella  á  la  parte  demandada. 

Corrido  traslado,  D.  José  María  González  pronjiovió  artí- 
culo de  defecto  legal  en  la  manera  de  proponer  )a  demap- 
da ;  pidiendo  se  declarase  no  estaba  obligado  á  contestarlas 
por  no  estar  deducida  en  la  forma  que  legalmente  corres^ 
pondo,  sobre  lo  cual  formaba  articulo  de  previo  y  especial 
pronunciamiento. 

Dijo  que  D.'  Constancio  Rinaldi  lo  demanda  por  cobro 
de  pesos  procedentes  de  la  construcción  de  una  casa,  y 
que  manifestaba  que  cuando  se  levantaba  el  edificio,  el  le 
Üio  algufiaa  anifegaa*  de  dinero  á  cuenta' del  precio. 
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CAUSA    ^LiVI 


D^  CohtfMcúk  >Rmm  eqntra  fj¡  j  f 


par  cobro  de   f/i    ^  que  el 

ff^  '<i^^^ixk  •per*' 

•    '^    y /'  ... 

Sumarix).  — 1«  La  dema  '>V  «^'***  '®«  ^^'^^  ^* 

tidtd  demanitedt,  '  "    /  ^  confesaba  ali  pedir  al 

2o  Npr  8«;  Jlaqfi  falr/  ^^  manifestara  qué  canti- 

%ff  d^^^(^inafda  por   '  ^^  '^  ^^''^  í"®  conslruia, 

haberse  recibido   r  ^^^^  manifestaciones, 

n^onto.  ^^^x  recibido  algunas  cantidades,  pro- 

3o  Una  demr       ^ ^  cuenta,  constituyendo  un  descargo  ó 
demandado  n^  //Ruanda  que  cpmplia  probar  á  su  conlragrio 

/V ^' ^  ;^  cumplía  probar' ni  determinar  otro  copa,  * 
^^^;    '^^'¿Ifl  sí^^  constructor  de  una  obra  porr  mapdtto 
^^*®''  y/^^(,z]YÍnieron  en.  que  fuera  abonada , á  tasación; 

^^^    ¡^'  iU^f^^  *^  ^^^?^  nombrando  cada:  parte  un  perito, 
Pf^      .0^  ^jgspo^^  ^®  practicada,  el  demanda  do,  se  oeg^  á  cumr 

^       /íj^, ¿ilación.   '  .  '. 

'^nle^^'  ^^  "^  '^^^  ^^*  el  ^bietp  d»  so»  d«pia94a,  pues 
%í,  ía  demandaba  por  la?  04nti4a4«s  qp^  l^aj^ia  rMÍbido 

/iii0  no  P^N:  tvtiPDisrie  .eoUMkcas  la  desiaoda  por  la  •»* 


^v 
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'^ctodefi^  eofel  ínolo'  de.  pro|)oneiáe^  deaáo» 
^6  iHogano; 

ontestedo  la  dMiiMidaf  en  vírtad.  de  aa 

''O' de  la  constraedeti.  en  quía  se  fiín^ 

^'Id  artíoolacion  «elwe  eaniidadea: 

'^  habiaa  atíbolqeta  dé  la  de« 

y)cion,   que  tocaba  compro* 

^dañase  nombrar  el  perito 

*^nte'  con  tí  ^iropuesto 

« 

y  autos  y  dictó  el  siguiente 
.#'  del  Jíucs  SeccioiMil* 


Buenos  Aíreft,  fMtitfW  iSifOfi  i8r7S«. 

I  vistos  estos  autos,  en  lo  relativo  á  la  escepciop  do 
defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  deducida 
()or.  el  demandado  ;•  eongidaimQdn ;  i""  Que  según  dispone 
^1  incido  3?  dbl-arL  53.  de  la  leyi  de  procedimientos,  la  de« 
«anda  drii0  Q^ntetter  Ifc  cosa  deiíandada;  2o  Que  la  de 
r.  i%  entablada  á  noafara  da^'D.  Constancio  Rinaldi,   se  li- 
mita á  espresar  la  causa  de  donde  procede  la  deuda  sin 
determinar  su  importe ;   que  tamjpoco  puede   determinarse 
previamente  por  la  operación  que  se  solicita  en   la  mis- 
ma, por  cuanto  la  tasación  de  los  trabajos  es  una  operación 
de  prueba   por  la   que  no  puede  iniciarse  el  juicio,  de 
acuerdo  al  art.  56  de  la  ley  de  procedimientos ;  y  3^  Que 
confesando  el  demandante  que  ha  recibido  algunas  canti- 
dades á  cuenta  sin  determinarlas,  no  podria  fijarse  el  monto 
de  la  deuda  ni  con  la  tasación  que  se  pide  contra  la  de- 
terminación esplicita  del  art.    57,    en  su  inciso  6® ;  por 
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eitos  fundamentos»  fallo»  haciendo  lugar  á  la  eseepoion  pro* 
puesta  por  la  parte  de  González  deelarando,  en  su  conse- 
cuencia i  este  último,  libre  de  la  obligación  de  contestar 
la  demande  mientras  no  se  llenen  en  ella  los  requisitos  le«* 
gales»  debiendo  ser  á  cargo  del  demandante  las  costas  caa<- 
sadas.  Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos, 

ügarriza. 

Apelada  est^  sentencia  por  el  apoderado  de  Rinaldji  fíié 
conñrmada  por  este 

Buenos  Aires»  Abril  29  de  1873. 

Vistos:  por  sus  fundamentos»  se  confirma  con  costas»  el 
auto  apelado  de  foja  diez  y  siete»  y  satisfechas  estas  y  re* 
puestos  los  sellos»  devuélvanse. 

Salvador  M.  dbl  Garml.  —  Fran- 
cisco Dblgado.  «^  José  Barros 
Pazos.  —  J.     B.    GorostugAv  — 

X.      DOMIMOOCZ. 
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C1A.USÍ1.    XL.V1I. 


La  Municipalidad  de  San  Martín  contra  Francisco 
Frionif  por  cobro  de  impuestos. 


Sumario. — !<>  El  recurso  de  nulidad  debe  interponer- 
se conjuntamente  con  el  de  apelación. 

2o  Jio  es  admisible  el  recurso  de  apelación  en  las 
causas  de  menor  cuantía. 


Caso. — Ante  el  Juzgado  Federal  de  Buenos  Aires  se 
siguió  un  pleito  por  la  Municipalidad  de  San  Martin  con- 
tra  Don  Francisco  Frioni  por  cobro  de  2,340  $  m/c. 
valor  de  impuestos  municipales,  el  cual  concluyó  por 
este 

Vallo  del  Jíues   de  §eeeioii. 


Buenos  Aires,  Febrero  14  de  1873. 

Y  vistos  estos  autos  iniciados  por  la  Municipalidad  de 
San  Martin  contra  Don  Francisco  Frioni  por  cobro  de 
pesos  procedentes  del  derecho  de  abasto — y  consideran- 

T.  IV.  18 
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do  que  el  art.  2o  de  la  ley  de  26  de  Noviembre  da 
1868,  invocado  por  ambas  partes,  es  esplfcito  y  terminan- 
te respecto  á  la  designación  de  la  Municipalidad  que  de- 
be percibirlo, — fallo  condenando  al  demandado  al  pago 
de  la  cantidad  de  $  2,340  m/c.  que  se  le  cobran  y  á 
pagar  las  costas  del  juicio.  — Hágase  saber  y  repóngan- 
se los  sellos. 

Anirü  Ugarriza. 

De  esta  sentencia  interpuso  Frioni  el  recurso  de  nuli- 
dad, alegando  que  se  habia  violado  la  forma  del  proce- 
dimiento. 

FttUo  de  la  Bupranuí  C^orie. 

Buenos  Aires,  Mayo  1«  de  1873. 

Vistos:  debiendo,  según  lo  dispuesto  por  el  articulo 
doscientos  treinta  y  cuatro  de  la  Ley  de  Procedimientos , 
interponerse  el  recurso  de  nulidad  conjuntamente  con  el 
de  apelación,  y  no  siendo  este  admisible  en  la  presente 
causa  por  ser  de  menor  cuantía,  devuélvanse  los  autos 
previa  satisfacción  de  costas  y  reposición   de  sellos. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado.  -^  José  Barros 
Pazos.  —  José  B.  Gorostiaga. — J. 

Domínguez. 
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CIi%USí1l    1LL.VIII< 


Stephens  y  Vonwiller  contra  Giró  y  DermU,  par 

cobro  ejecutivo  de   pesos.  . 


Sumario.-^ lo  Uo  contrato  para  hacer  reparaciones  y 
composturas  en  un  buque  es  una  locación  de   servicio. 

9fi  El  que  encarga  qna  obra  para  la  que  el  obrero 
debe  poner  Ips  materiales,  puede  á  su  arbitrio  rescindir 
el  contrato  I  aunque  la  obra  esté  ya  empezada  á  ejecu- 
tar. 

3o  Un  contrato  rescindido  no  es  título  hábil  para  eje 
cutar,  ni  puede  dar  lugar  á  otras  acciones  que  para  re- 
clamar todos  los  gastos  y  trabajos  y  lo  que  hubiese 
podido  ganarse  en  la    obra. 


Caso. — En  15  de  Enero  de  1873  los  Señores  Giró  y 
Dermit  propietarios  del  vapor  c  Conde  de  Eu  »  por  una 
parte,  y  por  la  otra  los  Señores  Stephens  y  YoAwiller 
constructores  navales,  celebraron  un  contrato  para  hacer 
en  el  buque  unas   reparaciones  y  composturas. 

Stephens  y  Vonwiller  se  obligaron  á  entregar  todo  el 
trabajo  de  buen  material  y  de  buena  mano  de  obra  por 
la  suma  de  28,000  $  en  el  término  de   95  dias   con- 
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tados  de  la  fecha  en  que  el  baque  fuera  puesto  en  sus 
manos  y  pronto  para  empezar  la  obra. — Por  cada  día 
de  atraso  Stephens  y  Vonwiller  se  obligaron  á  pagar  una 
multa  de  60  jf.,  y  los  dueños  del  buque  se  obligaron 
á  pagar  como  gratificación  á  Stephens  y  Vonwiller  25 
$1  por  cada  dia  que  anticiparan  la  conclusión  de  los 
trabajos. 

Los  g8,000  ^L  valor  de  la  obra  debían  ser  abonados 
del  modo  siguiente : 

3,000  ${.    el   15  de  Enero. 

Febrero. 

c 

Marzo. 

c 

Abril.     • 

c 

Mayo  y 

Junio,   estos    últimos  dos  plazos 
dando  pagarés   descontables. 

También  se  convino  que  faltando  los  dueños  del  vapor 
en  sus  obligaciones  del  pago  en  la  forma  indicada,  ce- 
saría la  obligación  de  los  constructores,  Stephens  y 
Vonwiller. 

En  7  de  Febrero,  Stephens  y  Vonwiller  pidieron  que 
D.  Alfonso  Dermit  por  Giró  y  Dermit  reconociera  la  fir- 
ma puesta  en  el   contrato  mencionado. 

Practicado  el  reconocimiento  y  embargado  el  buque, 
Stephens  y  Vonwiller  siguieron  ejecución  contra  Giró  y 
Dermit  por  8,000  $f.  vencidos  hasta   el  17  de  Febrero* 

Citados  de  remate,  los  ejecutados  opusieron  la  excep- 
ción de  inhabilidad  del  titulo,  diciendo  :  Que  el  contra- 
to invocado  por  los  ejecutantes,  establece  la  obligación 
de  los  constructores  para  verificar  ciertos  trabajos  y  que 


2,000  . 

[   c  4^  t 

3,000  . 

I   (  15  < 

3,000  . 

.   t  4^  c 

4,000  i 

c   <  15  c 

3,000  < 

1     C    4^   C 

3,000  < 

1    €   15  < 

3,500  . 

1   <  15  < 

3,500  . 

1   «  15  < 
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esa  obligación  cosaria  por  falta  de  pago  de  las  cantida- 
des estipuladas. 

Que  el  pago  debía  empezar  antes  de  la  iniciación  de 
los  trabajos  y  que  no  habiéndose  verificado,  habia  de- 
saparecido la  obligación   de  los  constructores. 

Pero  que,  no  habiéndose  hecho  trabajos  ni  existiendo 
!a  obligación  de  practicarlos,  á  ningún  titulo  podian  per- 
seguir el  pago  que  pretenden. 

Que,  según  el  contrato,  los  pagos  debian  hacerse  á 
medida  que  fueran  practicándose  los  trabajos  y  que,  se- 
gún una  cláusula  del  mismo,  dependia  de  los  propieta- 
rios hacer  continuar  ó  cesar   los  trabajos  estipulados. 

Que,  según  confesión  de  los  ejecutantes,  ninguna  obra 
han  hecho  en  el  buque  y  que,  no  habiéndose  hecho  los 
trabajos,  mal  se  podian  mandar  pagar. 

Que  sobre  todo,  ellos,  los  propietarios,  tenian  el  de- 
recho, aun  sin  la  estipulación  espresa  que  habia,  de 
impedir  que  se  verificarau  los  trabajos  estipulados,  pues 
nadie  sino  el  dueño  manda  en  su  propiedad. 

Que  si  no  se  hablan  hecho  los  trabajos,  no  se  podian 
mandar  pagar  trabajos  imaginarios. 

Que  la  cláusula  del  contrato  no  tenia  por  objeto  ga- 
rantir el  derecho  de  los  propietarios  de  disponer  á  su 
antojo  de  lo  que  les  pertenecía,  con  sujeción  á  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios ;  sino  hacer  cesar  la  obli- 
gación de  los  constructores,  siempre  que  por  la  cesación 
de  los  pagos,  se  les  hiciera  conocer  que  no  se  quería 
la  continuación  de  los  trabajos. 

Que  DO  pueden  cobrarse  trabajos  que  no  se  han  he- 
cho. 

Que  para  cobrar  alguna  cantidad  se  necesita  un  títu- 
lo legitimo  y  que  el  único  que  podrían  invocar  los 
constructores  era  el  de  sus  trabajos,  y  que  no  habiendo- 
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los  veriñcado,  faltaba  el  título  que  legitimaria  el   perci- 
bo de  lo  que  cobraban. 

Que  no  pueden  hacerse  trabajos  en  la  cosa  agena 
contra  la  voluntad  de  su  dueño,  ailn  mediando  un  con- 
trato por  el  que   se  estipulen  esos  trabajos. 

QúB  todo  contrato  no  cumplido  se  resuelve  en  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios;  y  que  oponiéndose  ellos 
á  la  ejecución  del  contrato,  todo  lo  que  podián  preten- 
der los  constructores  era  la  indemnización  de  perjuicios 
y  no  obligarlos  á  consentir  trabajos  que  no  querían  ha- 
cer. 

Que  los  constructores  no  podian  cobrarles  daños  y 
perjuicios,  atendiendo  á  la  cláusula  final  del  contrato, 
que  les  dejaba  facultad  para  hacer  cesar  las  obligacio- 
nes y  derechos  acordados  á  ellos. 

Que,  en  el  caso  de  que  se  trata,  los  trabajos  no  so- 
lo no  se  habian  practicado,  sino  que  tampoco  podrían 
practicarse,  aún  contra  la  voluntad  de  los  propietarios, 
puesto  que  su  acreedor  hipotecario  D.  Alejandro  Cornac 
á  favor  de  quien  estaba  especialmente  gravado  el  vapor 
c  Conde  D'Eu » ,  se  habia  presentado  por  el  mismo  Juz- 
gado, oponiéndose  á  que  se  consintiera  alterar  el  esta- 
do  del  buque. 

Que  no  habiéndose  hecho  los  trabajos  que  se  cobran 
y  no  pudiendo  hacerse  en  adelantci  los  constructores  no 
tenian  titulo  legitimo  con  que  ejecutar. 

Pidieron  se  declarase  no  haber  lugar  á  la  ejecución 
con  espresa    condenación   en   costas. 

Corrido  traslado,  Stephens  y  Vonwiller  pidieron  se  re- 
chazara la  escepcion  deducida  con  costas,  llevándose  ade* 
lante  la    ejecución  decretada. 

Dijeron  que  el  titulo  é  instrumento  de  la  ejecución 
es  el  contrato  de  f.  1,  suscríto  por  Giró  y  Dermit. 
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Que  en  él  se  estipula  la  obligación  clara  y  cierta  de 
abonar  una  suma  liquida  por  entregas  ciertas  en  días 
fijos,  con  prescindencia  del  estado  en  que  se  encontré* 
sen  las  obras,  ya   se  hubiesen  empezado  ó  no. 

Que  la  deuda  contraída  era   por  tanto  liquida  y  exi- 


Que  la  habilidad  del  titulo,  que  ee  el  contrato  en  don- 
de se  coQsigna  esa  obligación  de  pago,  resultaba  del 
reconocimiento  que  en  juicio  hicieron  de  él  Giró  y  Der- 
mit  ante  el  Juez  competente. 

Que  dicho  instrumento  era  hábil  y  estaba  comprendí* 
do  entre  los  que  traen  aparejada  ejecución. 

Que  contra  la  existencia  y  autenticidad  del  contrato 
nada  se  oponia  ni  podia  oponerse. 

Que  por  tanto  la  escepcion  que  se  oponia  era  nomi- 
nal y  no  efectiva ;  y  que  no  basta  que  se  evoque  una 
escepcion,  pues  es  necesario  demostrar  en  qué  consiste. 

Que  nada  se  decia  acerca  de  la  nulidad  ó  inhabilidad 
del  contrato  que  establecia  á  su  favor  una  deuda  cier- 
ta, líquida  y  exigible. 

Que  no  se  apuntaba  ningún  vicio  de  los  que  invali- 
dan un  titulo  ejecutivo. 

Que  no  era  cierto  que  ellos  cobrasen  trabsjos  hechos, 
empezados  ó  concluidos. 

Que  en  su  demanda  ejecutiva  no  habian  hecho  refe* 
rencia  á  trabajos  practicados,  sino  á  la  deuda  liquida, 
exigible,  contraida  por  Giró  y  Dermit,  con  plazo  fijo  pa- 
ra su  abono. 

Que  no  se  había  estipulado  en  el  contrato  que  las 
entregas  se  harían  á  medida  que  los  trabajos  fuesen 
practicándose,  ni  asi  que  estuviesen  en  tal  ó  cual  esta- 
do; sino  que  los  ejecutados  se  habian  obligado  á  entre- 
garles sumas  determinadas,  en  dias  fijos,  independiente- 
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mente  del  tiempo  en  que  empezasen  las  obras;  debien- 
do tener  lugar  el  primer  abono  el  dia  en  que  se  firmó 
el  contrato. 

Que  pedian  únicamente  la  entrega  de  las  sumas  que 
habia  debido  hacérseles  en  dias  fijos. 

Que  además  era  incierto  que  no  hubiesen  hecho  tra- 
bajos, pues  lo  contrario  resultaba  del  informe  de  la  Ca- 
pitanía del  Puerto  por  el  que  se  justificaba  que  por  I» 
fuerza  se  les  impidió  llevarlos  adelante. 

Que  puesto  que  habían  suscrito  el  contrato,  estaban 
obligados  á  practicar  las  obras  estipuladas   en  él. 

Que  el  acreedor  hipotecario  de  los  ejecutados  no  te- 
nia personería  para  intervenir  en  el  juicio;  puesto  que 
no  era  parte  en  el  juicio,  ni  habia  intervenido  en  el  con* 
trato,  ni  este  en  nada   le  obligaba,  y  ni  figuraba  en  él. 

Que  la  cláusula  final  del  contrato  les  daba  á  los  eje* 
cutantes  derecho  para  no  llevar  adelante  sus  obligacio- 
nes, en  caso  de  que  los  dueños  del  vapor  no  les  hicie- 
sen los  pagos  respectivos. 

Que  habiendo  faltado  Giró  y  Dermit  al  abono  de  las 
entregas  estipuladas  en  el  contrato,  ellos  habrían  podido 
dejar  de  hacer  las  obras;  pero  que  habían  tenido  dere- 
cho para  ponerlas  en  ejecución  y  para  exigir  indepen- 
dientemente de  eso  que  se  hiciesen  efectivos  dichos  pa- 
gos. 

Que  la  discusión  de  los  puntos  anteriores  podría  ser 
oportuna  en  un  juicio  ordinario  sobre  cumplimiento  del 
contrato  en  cuanto  á  la  confección  de  obras  con  arreglo 
á  lo  convenido;  pero  no  en  un  juicio  ejecutivo  á  pro- 
testo de  una  inhabilidad  opuesta  al  instrumento,  en  vir- 
tud del  cual  se   habia  decretado  el  auto  de  solvendo. 

Que  reconocida  la  habilidad  del  titulo,  el  Xuez  no  po- 
día considerar  en  este  juicio,   sujeto  á  su  procedimiento 
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especial,  las  obseryaciones  que  ae   relacionaaeo    con   el 
fondo  del  contrato. 


Fiülo  dM  JíneB  4e  tt^ecion* 


Buenos  Aires,  Marzo  19  de  1873. 

Vistos  y  considerando :  —  lo  Que  la  escepcion  de  in- 
habilidad del  titulo  la  apoya  la  parte  ejecutada:  1^  En 
que  por  la  cláusula  final  del  contrato  ha  quedado  libra- 
da la  ejecución  de  aquel  á  su  esdusiva  voluntad;  2a 
En  que,  aún  prescindiendo  de  aquel  fundamento,  tendriaii 
el  derecho  de  no  cumplir  la  obligación  que  contrajeron, 
sin  mas  acción  por  parte  de  los  ejecutantes  que  la  de 
reclamar  daños  y  perjuicios; 

2o  Que  la  cláusula  invocada  por  los  ejecutados  solo 
determina  que,  faltando  los  dueños  del  vapor  á  las  obli« 
gaciones  de  pagar  las  cantidades  de  dinero  espresadas  en 
el  contrato,  cesa  la  obligación  de  los  constructores,  que 
son  los  ejecutantes;  y  ella  excluye  de  todo  punto  el 
primer  fundamento  que  sirve  de  base  á  la  escepcion  de 
inhabilidad,  por  cuanto  no  solo  su  tenor  literal  es  com- 
pletamente contrario  á  dicha  cláusula  que  solo  ha  teni- 
do en  vista  eximir  de  toda  obligación  á  los  constructo* 
res  en  caso  que  no  recibiesen  las  cantidades  que  debian 
adelantarles  los  dueños  del  vapor,  sino  porque  seria  ab- 
surdo dejar  á  la  voluntad  de  una  de  las  partes  la  validez 
y  eficacia  del  contrato,  lo  que  seria  contrario,  por  otra 
parte,  al  art.  209  del  Código  de  Comercio,  que  dice  que 
las  obligaciones  no  pueden  ser  revocadas  sino  por  mú* 
tuo  consentimiento; 
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3^  Que  la  i&teIi|^noia  que,  en  el  precedente  eomi'r 
deraodo  se  dá  al  contrato,  no  solo  es  ajustada  á  sa 
tenor  literal,  sino  que  consulta  todos  los  principios  de 
derecho,  porque  estando  á  ella,  las  obligaciones  queda- 
rían revocadas  por  el  mutuo  consentimiento  de  los  inte- 
resados, ó  la  exención  de  obligaciones  á  favor  de  los 
constructores  seria  la  pena  impuesta  á  los  otros  contra- 
tantes, por    la  falta  de  qo    haber  cumplido  el  contrato; 

io  Que  de  lo  expuesto  en  los  precedentes  conside- 
randos claramente  se  desprende  que  la  cláusula  final  del 
contrato  solo  acuerda  á  los  constructores  el  derecho  da 
dar  por  rescindido  el  contrato,  sin  privarlos  del  de  exi- 
gir su  onmplimiento,  si  asi  lo  prefiriesen ;  y  por  conse- 
cuencia, pueden  á  su  voluntad  rescindirlo,  ,6  exigir  su 
cumplimiento,  sin  que  los  otros  contratantes  puedan  rei- 
vindicar igual   derecho  á  su  favor; 

5^  Que  determinando  el  contrato  la  fecha  en  que  los 
dueños  de  los  vapores  deben  entregar  las  cantidades  de 
dinero  que  espresa .  y  por  cuenta  del  mismo,  y  estando 
este  reconocido  en  juicio,  es  título  h&k'ú  para  pedir  eje* 
cativamente  la  entrega  de  dióhas  cantidades  con  arreglo 
á  los  arts.  2^8,  252  y  151  de  la  ley  de  Procedimientos, 
aunque  los  constructores  no  hubieran  comenzado  los  tra- 
bajos, siempre  que  el  contrato  no  haga  depender  de  los 
últimos  el  cumplimiento  de  aquella  obligación; 

6^  Que  la  obligación  que  contrajeron  los  dueños  del 
vapor  de  hacer  dichas  entregas  de  dinero,  es  completa- 
mente independiente  de  la  iniciación  de  los  trabajos  ú 
obras  contratadas,  no  solo  porque  no  se  espresa  la  fe- 
cha en  que  debieran  comenzar  los  últimos  y  se  espresa 
la  en  que  debía  hacerse  las  entregas  de  .  dinero,  sino 
porque  la  primera  de  estas  debia  tener  lugar  el   quince 
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de  Enero  dé  eate  año,  ftcha  del  contrato  y  por  oonsi** 
guieote  antes  de .  empezados   los   trabajos; 

7^  Que  el  seipundo  fundaniento  en  ()ue  se  apoyia  la 
eeeepcion  de  inhabilidad,  no  es  mas  .admisible  que  la 
primera,  porque  no  es  exacto  que  eo  las  obli^oiones  de 
dar,  como  es  la  que  han  contraido  los  dueños  der  va« 
per  c  Conde  d'Eu  >  y  eonsisteate  en  entregar  éste  á  los 
constructores  á  los  objetos  del  contrato  y  en  abonar  el 
precio  en  los  plazos  stóaladost  pueda  tsner  lufar  la  nes<* 
cisión  sino  es  por  mutuo  consentimiento  6  por  pérdida 
6  destrucción  del  vapor,  con  arreglo  á  los  arts.  209  y 
240  del  Código  de  Comerció ,  arts.  56 ;  tít.  T" ,  parta  2a  ^ 
sección  1*,  libro  2"^  del  Código  Civil,  ciróunstaUcias  am^ 
bas  que  no  concurren  en  este,  caso; 

Por  estos  fundamentos:  fallo  úo  haciendo  lugar  á  |a 
eseepeion  de  inhabilidad  deducida  por  los  S3.  Giró  y 
Dermit  propietarios  del  vapor  f  Conde  d'Eu  >  y  mando 
seguir  la  ejecución  hasta  el  completo  pago  á  los  SS* 
Stephens  y  Vonwillers  del  capital,  intereses  y  eostas*  — 
Repónganse  los  sellos  y  notifíquese  con  el  original. 

Manuel  Zavaleia. 

Apelada  esta  sentencia  por  Giró  y  Dermit  fué  revoca- 
da  por  este  . 


Fallo  de  te  Swprenuí  Corte 


Buenos  Aires,  Mayo  i^  de  1873. 

Vistos:  Considerando  que  el  contrato  contenido  en  el 
instrumento  de  foja  primera  y  en  cuya  virtud  se  ha  pro- 
movido el  presente  juicio    ejecutivo,    es  un  contrato    de 
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locación  de  servicios  regido  como  tal  por  las  disposi- 
ciones del  título  sétimo  I  libro  segundo,  Código  de  Co- 
mercio: que  c  el  que  encarga  una  obra  para  la  que  el 
obrero  debe  poner  los  materiales,  puede  á  su  arbitrio 
rescindir  el  contrato,  aunque  la  obra  esté  ya  empezada 
á  ejecutar»,  con  arreglo  al  articulo  quinientos  noventa 
y  seis  del  Código  citado,  conforme  con  el  articulo  ciento 
cuarenta  y  seis  del  Código  Civil,  título  c  De  la  loca- 
ción > :  que  según  esto,  el  contrato  de  foja  primera  ha 
quedado  legalmente  rescindido  desde  que  los  dueños  del 
vapor  c  Conde  d'Eu  >  manifestaron  la  voluntad  de  no  ha- 
cer la  obra  convenida  —  y  asi  lo  entendieron  y  declara- 
ron los  demandantes  en  el  escrito  de  foja  nueve:  que 
por  consiguiente,  dicho  contrato  no  es  título  hábil  para 
ejecutar,  ni  puede  dar  lugar  á  otras  acciones  que  para 
reclamar  las  indemnizaciones  proscriptas  por  el  mismo  ar* 
tículo  quinientos  noventa  y  seis  Código  de  Comercio: 
por  estas  razones,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
cincuenta  y  nueve  á  sesenta  y  tres,  y  satisfechas  las  cos- 
tas y  repuestos  los  sellos,   devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril.— Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 
J.  B.   GoROSTiAGA.  —  J.  Domínguez. 
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C^AUBA    JLMJLJL. 


Don  Juan  Jo9¿  Rodríguez  contra  D.  Fabián  Correa  ^ 
eohre  tereerla  de  mqor  derecho. 


Sumario. — La  tercería  de  mejor  derecho  no  procede  en 
el  caso  de  haber  sido  ya  pagado  el  acreedor  ejecutante  y 
sancionado  este  pago  por  auto  ejecutoriado. 


Caso.  — Don  Juan  José  Rodríguez  opuso  tercería  de  mejor 
derecho  á  una  ejecución  seguida  ante  el  Juez  de  Sección  de 
Mendoza  por  D.  Fabián  Correa  sobre  unos  bienes  de  D. 
Juan  Antonio  Pando.  Fundó  su  tercería  en  unos  documen- 
tos comprobando  ser  cesionario  de  los  derechos  de  D>^  Ra- 
mona Correa,  acreedora  de  Pando  con  hipoteca  sobre  los 
mismos  terrenos  ejecutados  y  vendidos  por  ella  á  Pando 
quien  todavía  le  debia  la  mayor  parte  de  su  precio.  Dijo 
que  él  tenia  derecho  de  preferencia  como  tal  cesionario, 
ya  en  virtud  de  la  hipoteca  especial,  ya  en  virtud  de  ser 
acreedor  de   dominio  de  los  mismos   terrenos. 

Corrido  traslado  el  ejecutante  dijo :  que  no  se  oponia  á 
la  preferencia  alegada ;  que  el  valor  del  remate  alcanzaba 
á  pagar  su  crédito  y  él  de  la  tercería,  y  que  no  habia  ra- 
zón para  suspender  la  terminación  del  juicio. 
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Habiéndose  librado  por  el  juez  algunos  mandamientos 
de  pago  sobre  los  bienes  vendidos  á  favor  de  Correas,  Ro- 
dríguez pidió  se  suspendiera  el  pago  de  las  órdenes  giradas. 

El  juez  fundándose:  lo  que  el  ejecutante  habia  sido 
despachado  con  fecha  anterior  á  la  tercería  dando  la  fianza 
competente;  2o  en  que  pagado  el  ejecutante  habia  un  so- 
brante muy  capaz  de  hacer  frente  al  doble  valor  de  la 
tercería  ;  falló  se  llevara  á  efecto  el  jiro  á  favor  de   Correa. 

Rodríguez  apeló,  se  le  concedió  el  recurso  libremente» 
su  apoderado  en  Buenos  Aires  no  lo  -mejoró  y  la  Suprema 
Corte  lo  declaró  desierto. 

Devueltos  los  autos  al  Juzgado  de  Sección,  Rodríguez  pi- 
dió se  llamaran  autos  para  dictar  sentencia  sobre  la  ter- 
cería. 


■Uto  «leí    Smmm    SeMlmai. 


Mendoza,  Febrero  iO  de  1873. 

* 

Vistosi  y  considerando:  que  por  el  auto  supremo  de  Ene- 
ro catorce  del  setenta  y  tres  se  declaró  desierta  la  impela - 
cion  interpuesta  de  la  resolución  de  Abril  treinta,  y  uno  del 
setenta  y  uno,  y  que  por  consiguiente  esa  resolución  que- 
dó ejecutoriada. 

Que  teniendo  por  objeto  la  tercería  de  mejor  derecho 
evitar  que  se  haga  el  pago  al  acreedor  ejecutante  con  el 
producto  de  los  bienes  embargados  sobre  que  se  alegí)  la 
preferencia,  es  completamente  inoficiosa  la  resolución  so- 
bre mejor  derecho,  una  vez  verificado  el  pago,  po^  cvya 
razón  la  tercería  no  procede  cuando  el  acreedor  ha  sido 
pagado. 
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Que  por  otra  parte,  si  la  tercería  se  resolviese  en  favor 
del  actor,  quedaría  revocado  el  auto  ejecutoriado  de  Abril 
treinta  y  uno,  desde  que  la  cantidad  pagada  al  ejecutante 
volvería  al  depósito,  pues  en  el  juicio  de  tercería  no  está 
obligado  directa  y  personalmente  el  ejecutante,  sino  por 
razón  de  los  bienes  embargadosr  Por  estas  consideraciones 
y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  art.  302  de  la  ley  de 
Procedimientos,  no  ha  lugar  á  la  resolución  que  se  soli- 
cita. Repónganse. 

Juan  C.  Albarradn. 

Rodríguez  apeló  y  coneedido  el  recurao  en  reltcion,  se 
dictó  el  siguiente 


Buenos  Aires,  Hayo  8  de  1873. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja 'oinooenta  y  seis  vuelta,  y  satisfechas 
aquellas  y  repuestos  los  sellos,   devuélvanse. 

Salvador  María  DBL  Garro^,  *-**Fran- 
(USGO  Delgado.  -^  líoi  Bémoa  Pa- 

.   sos.  -*  J.  B,  60ft06TIAGA« -^  J.  D0- 
MINGUU^ 


••••< 
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CAUSA  Ea, 


D.  AnUmio  López  y  compañía^  emtra  D.  Bernardo  Delfino 
y  ompafUaf  oohrc  ejecución  de  una  sentencia. 


Sumario — La  sentencia  no  haciendo  lugar  al  pago  de 
fletes  no  puede  entenderse  que  haya  rechazado  también  el 
pago  de  los  demás  gastosi  cuyo  cobro  se  pidió  junto  con 
los  fletes. 

Como — El  buque  c  Golfredo  Mamelí »  cargó  en  Cádiz  mer- 
cancías para  conducir  á  Buenos  Aijes  á  la  orden  de 
D.  Eduardo  Falcon  y  de  D.  Antonio  López  y  compañia; 
el  buqucí  ¿  pesar  de  no  estar  espresado  en  los  cono- 
cimientosi  que  tocaría  en  ningún  puerto ,  dio  entrada  en 
Montevideo  y  regresó  á  Europa  remitiendo  las  mercan- 
cías á  este  puerto  por  otros  buques. 

Delfino  y  compañía  consignatarios  del  buque  entabla- 
ron demanda  ante  el  Juez  de  Sección  contra  Falcon  y  Ló- 
pez y  compañia  para  que  se  recibiesen  de  las  mercan- 
cías y  pagasen  los  fletes,  las  lanchas  y  gastos  de  de- 
pósito con  intereses  y  costas. 

Los  demandados  opusieron  la  excepción  de  no  tener 
derecho  los  demandantes  para  cobrar  el  fletCi  porque  se 
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había  violado  el  contrato,  hacieodo  esoala  á  Montevideo 
y  mandando  las  mereancias.  con  olroa  buques.  Falcon. 
agregó  que  pagaria  el  flete  si  se  le  pagaran  á  él  loS: 
daños  del  trasbordo  y  demora  que  estimaba  en  el  im- 
porte del  flete.  López  y  compañía  reconvinieron  á  Del- 
fino  por  los  daños   y   perjuicios. 

Corrido  *  traslado,  contestaron  Delfiao  y  compañía  ne* 
gando  los  perjuicios  y  diciendo  que  el  capitán  del  cGol* 
fredo  MameH»  habia  sido  obligado  por  la  circunstancia 
de  la  fiebre  amarilla  á  trasbordar   las  mercancías. 

Et  Juez  no  hizo  lugar  ni  á  la  demanda  de  Delfino  y 
compañía  ni  á  la  contrademanda  de  López  y  compañía. 
Fundó  su  fallo;  lo  en  que  Delñno  y  compañía  no  ha- 
bían cumplido  eon  su  obligación^  no  siendo  atendible  la 
excepción  de  la  fiebre  amarilla  en  cuyo  tiempo  habían 
entrado  muchos  buques  á  este  puerto;  2®  en  que  los 
daúos  por  los  dueños  de  las  mercancías  equivalían  pró- 
ximamente al  importe  de  los  fletes  y  en  ser  natural  que 
las  pérdidas  .86  compensen   eon   los  beneficios. 

Quedada,  ejemitoriada  esta  sentencia,  López  .y  compañía 
pidieron  se  librara  oficio  al  Administrador  de  R.  N. 
para  que  pusiera  las  mercancías  á  su  disposición,  ha- 
ciéndole saber  que  los  gastos  de  depósito  y  la  multa 
establecida  por  el  art.  992  de  las  Ordenanzas  debian  ser 
satisfechas  por  Delfino  y  compañía,  de  conformidad  á  lo 
que  resultaba  de  la  sentencia. 


FaUo  del  Jíuea  de  Beceimt. 


Buenos  Aires,  Marzo  21  de  1873. 

En  cuanto  á  lo  solicitado  respecto  á   que  se  pongan 
i  disposición    de  esta  parte  las  mercancías  espresadas, 

T.  IV.  19 
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ha  lugar  por  no  ser   eitaoto  ^ue  sea  conformo  oon  la 

sentencia. 

ZawUta. 

López  y  compañía  apelaron  en  relación :  dijeron  quo 
pagarían  la  multa  para  evitar  cuestiones,  pero  que  res- 
pectó de  los  gastos  de  depósito^  estos  estaban  incluidos 
en  la  sentencia  que  reohasó  la  demanda  de  DelOno  y 
compañía  en   la   que  se  exigían  también  estos  gastos. 

Concedido  el  recurso  en  relación ,  se  dictó  el  siguiente : 


«Uto  ém  to  «iqpi 


Buenos  Airea,  Majo  13  de  1873. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos  se  confirma  eon  ooetw  el 
auto  apelado  de  foja  ciento  treinta  y  cuatro  VusUa,  y 
satisfeehas  y  repuestos  los  sellos   devuélveose. 

Salvador  M.  del  GARtuL.  —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos. —  J.  B.  GOROSTUOA.  —  J. 

Domínguez. 


D«  vam&k  NAcioKM.  %^ 


CAUfiA    lUL. 


Criminal  contra  D.  Antonio  Lavezxari  por  cobro  de 
pesos  proeedentei  de  derechos  de  aduana  y  sus- 
tracción de  documentos  públicos. 


Smmmo.  — El  delito  de  sustraecioo  de  dooamentoSt  de^ 
finido  por  el  art.  54  de  la  ley  naoional  peoali  es  él 
que  se  refiere  á  los  actos  de  los  archivos»  oficinas  6 
depósitos  públicoSy  y  oo  á  los  que  se  entregan  por  es* 
tas  mismas  oficinas  á  los  particulares. 


Caso.  —  La  contaduría  de  la  Aduana  dio  cuenta  al  ad- 
ministrador de  n.  N.  de  hallarse  impages  5  permies  de 
despacho  firmados,  tres  por  D.  Antonio  Sivori,  uno  por 
D.  Juan  Rivera  y  otro  por  el  Sr.  Vignolo  Schenonger ;  ha- 
ber desaparecido  de  la  oficina  los  5  manifiestos  corres- 
pondientes; y  no  haberse  podido  encontrar  el  paradero 
sino  solo  del  de  Rivera  quien  dijo  haber  satisfecho  el  im- 
porte de  los  derechos  á  D.  Antonio  Lavezzari. 

El  Administrador  pasó  estos  antecedentes  al  Juez  de 
Sección  en  lo  criminal,  diciendo  resultar  de  ellos  i)na  tes* 
tativa  de  defraudacien  al  fisco,  eon  indicios  vehamentes 
de  ser  su  autor  D.  Antonio  Laveisari. 
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Formado  el  sumario,  en  que  Lavczzari  presentó  tres  re- 
cibos referentes  á  tres  de  dichos  parcialei;  el  procura- 
dor fiscal  acusó  á  Lavezzari  de  sustracción  de  documen- 
tos de  aduana  y  defraudación  de  sus  derechos,  pidiendo 
contra  él  la  pena  establecida  en  el  art.  54  de  la  ley 
penal  y  en  los  arts.  1091, '^ÍOdS  ^e  la  ordenanza.  Fun- 
dó su  acusación  en  el  importe  de  los  derechos  recibidos 
por  Lavezzari  que  habia  firmado,  como  fiador,  los  mani- 
fiestos en  la  fecha  de  los  recibos  posteriores  al  informe 
de  la  aduana  y  á  la  iniciación  del  juicio,  y  en  la  reapa- 
rición de  los  otros  dos  manifiestos  impagos  que  era  de 
presumirse  hubiesen  sido  llevados  á  la  oficina  por  el 
mismo  Lavezzari. 

La  defensa  del  acusado  observó,  que  el  procurador 
fiscal  pedia  dos  penas  por  un  solo  delito;  que  fundaba 
su  acusación  en  las  manifestaciones  de  la  aduana  la  que 
no  acusaba  sino  una  tentativa  de  defraudación;  que  no 
habia  prueba  de  delito  alguno;  que  Lavezzari  no  pagó 
porque  no  fué  requerido;  que  los  responsables  del  extra- 
vío de  los  documentos  eran  los  empleados  y  no  Lavezsa* 
ri.  .  Concluyó    pidiendo  la  absolución  de  toda  pena. 

Llamada  la  causa  i  prueba  y  producida  la  que  se 
examina  an  la  sentencia,  se  dictó  el  siguiente 


WmMm  del  Jimb  flleeci«iua. 


Bnenos  Aires,  Febrero  3  de  1873. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  contra  D.  Antonio  Lave- 
•nari  por  cobro  de  pesos  procedentes  de  derechos  de 
Aduana  y  8ustraeoton>  de  los  manifiestos  correspondientes 
á  dichos  derechos  y.  resaltando  de  ellos. — i""    Que  por  los 
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parciales  dúmefo  2996,  5736,  4177,  10910  y  1^99 
fueron  despachadas  las  mercaderías  que  espresan  á  fevor . 
de  D.  Antonio  Sivori,  Juan  Rivera  y  Vignolo  Schenong^r 
que  los  suscriben,  sin  que  hubiesen  pagado  los  derecho! 
correspondientes  por  no  Haberlo  verificado  los  suscritores 
de  dichos  documentos  ni  conocerse  el  fiador  de  ellos  á 
causa  de  haberse  estraviado  los  manifiestos  correspon- 
dientes. 

2^  Que  habiéndose  presentado  á  la  aduana  D.  Juan 
Rivará,  declaró  este  haber  satisfecho  el  valor  de  estos 
derechos  á  -D.  Antonio  Lavozzari,  por  cuya  razón  y  por  es* 
tar  escritos  los  mismos  parciales  con  la  misma  letra  todos, 
vino  en  conocimiento  la  Aduana  de  que  debía  haber  in- 
tervenido en  el  despacho  de  todos  ellos  D.  Antonio  La- 
vezzari,  según  todo  consta  de  la  nota  de  la  Administra- 
ción 'de  Rentas  Nacionales  de  f.  13; 

3^  Que  llamado  ante  el  Juzgado  á  declarar  D.  Anto^ 
nio  Lavezzari  á  f.  15,  reconoció  haber  intervenido  en  los 
parciales  números  2936,  5739  y  1177,  reconociendo  tam- 
bién estar  escritos  por  su  letra,  negando  haber  interve- 
nido en  el  despacho  de  los  números  10910  y  12279; 

4^  Que  el  mismo  Lavezzari  acompañó  de  f.  19  á 
21  tres  recibos  asegurando  que  con  ellos  habian  quedan- 
do pago  los  derechos  de  los  tres  parciales  en  que  habia 
tenido  intervención;         " 

5^  Que  de  las  declaraciones  de  f.  23  y  24  de  Nico- 
lás Rivera  y  D.  Antonio  Sivori  resulta  que  los  derechos 
correspondientes  á  los  parciales  en  que  habian  interve- 
nido ios  declarantes,  habian  sido  entregados  á  D.  Antonio 
Lavezzari ; 

6^  Que  de  la  comparación  de  las  fechas  de  dichos 
recibos  con  la  de  la  iniciación  de  este  juicio,  resulta 
que  el  pago   de  los  derechos  correspondientes  al  priítfero 
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4f  loB  paroiale»  fu4  hecho  después  de  Mmt  paiade  la 
GoDla4uría  la  neta  de  f,  1  y  los  demás  despuea  de  ini** 
eíade  el  juicio  aote  este  Juzgado; 

I""  Que  del  iororrne  de  f.  48  resulta  que  han  sido 
pagados  en  Tesorería  y  presentados  allí  después  de  ini- 
ciado el  juicio  sin  haberse  podido  averiguar  por  quien* 
loa  manifiestos  números  5739,  2936  y  1177,  habiéndose 
acompañado  dichos  manifiestos  que  corren  á  foja  63, 
63  y  64; 

8"^  Que  de  las  declaraciones  de  f.  59  de  D.  Andró- 
nieo  Ifobaton  resulta  que  existia  en  la  oficina  de  gires 
at  manifiesto  número  10910,  el  que  fué  remitido  y  agre- 
gade  á  f.  78,  resultando  de  la  nota  de  f.  74  que  se  ha- 
bia  encontrado  en  la  oficina  de  giros  traspapelado  y  fue- 
ra del  lugar   donde  debía  encontrarse  y; 

9""  Que  el  manifiesto  número  19279  ha  sido  presen- 
tado posteriormente  por  D.  Francisco  Rughi  resultando 
del  informe  citado  de  f.  76  haber  tenido  lugar  este  he* 
cho  después  de  iniciado  el  juicio  y 

Considerando: -^1^  Quede  las  declaraciones  de  los 
empleados  de  f.  51  á  60  resulta  que  existia  en  la  Aduana 
la  práctica  de  entregar  los  manifiestos  á  los  miamos  in- 
teresadoa,  para  que  ocurriesen  con  ellos  á  Tesorería  á 
efeduar  el  pago; 

i?  Que  los  antecedentes  referidos  del  proceso  no  su- 
ministran datos  bastantes  para  apreciar  si  los  manifies- 
tos que  aparecían  perdidos  al  iniciarse  este  juicio,  bubie- 
rail  aido  efectivamente  sustraidos  de  la  oficina  en  que 
debian  estar  archivados,  ó  si  aprovechándose  el  interesa- 
do de  la  viciosa  práctica  que  queda  referida^  se  hubiera 
quedado  con  ellos  para  evitar  el  pago; 

9f  Que  eo  este  seguqdo  caso  ne  puede  decirie  que 
baya  4eliiW  de  auatraooioa  de  doaiuKentos,  tal  einal  \o  de- 


finé  el  aft.  54  de  I»  ley  Petiel,  el  qoe  le  refiera  á  lóe 
efeclOB  y  ectos  de  los  archivos,  oficinas  ó  depósitos  pú* 
blicos  y  no  á  los  que  se  entregan  por  estas  mismas  ofi^ 
einas ; 

A''  Qae  aun  en  el  supuesto  se  hallase  constatada  la  bus. 
tracción,  no  puede  decirse  que  D.  Antonio  Lavezzarí  sea 
el  autor  de  ella,  por  cuanto  la  Gontadoríu  misma  que  re* 
cibió  el  pago  de  los  primeros  manifiestos  que  aparecie- 
ron, no  sabe  qué  persona  se  presentó  á  pagarlos,  habien- 
do aparecido  en  la  misma  oficina  traspapelado,  sin  sa^^ 
berse  quien  hubiese  introducido  el  número  10,910  ; 
en  cnanto  al  42,279  que  ha  sido  presentado  por  Don 
Francisco  Rughi,  si  bien  este  hecho  induce  alguna  pre- 
sunción contra  el  citado  Lavenari  de  haber  retenido  en* 
su  poder  dicho  manifiesto,  no  es  bastante  para  estable- 
cer su  criminalidad,  principalmente  teniendo  en  cuenta 
que  es  el  único  en  que  no  figura  como  fiadora  la  casa 
de  Delfino  representada  por  Lavezzari,  y 

5"*  Que  no  estando  salisíeclios  los  derechos  corres- 
pendientes  á  los  citados  manifiestos  números  10940-  y 
12279,  corresponde  á  la  Aduana  hacer  efectivo  el  pago 
de  ellos;  por  estos  fundamentos  fallo  absolviendo  al  pro- 
cesado D.  Antonio  Lavezzari  de  los  cargos  que  resulta- 
ban contra  él  por  sustracción  de  documentos,  quedando 
A  salvo  las  acciones  de  la  Aduana  para  reclamar  el  pa^ 
go  de  los  derechos  á  quien  corresponde;  en  su  conse- 
cuencia cbancélese  la  flanzai  otoi|;ada  y  bég^ise  saber  le^ 

poniéndose  los  sellos. 

Andrü  ügarriza. 

Apelada  la  sentencia  por  el  procurador  fiscal,  el  Sr. 
Procurador  General,  expresando  agravios,  pidió  se  revocara 
la  sentencia,  y  se  condenara  Lavezzari  i  pagar  los  in- 
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tereses  de  los  derechos  retenidos  por  espacio  de  un  año, 
los  derechos  de  los  manifiestos  impagos  con  sus  intere- 
ses y  una  multa  por  lo  menos  de  500  ^f.  con  arreglo 
al  art.  82  de  la  ley  penal.  Dijo  que  la  Aduana  no  pu- 
do cobrar  ignorando  el  paradero  de  los  deudores  y  del 
fiador,  cuya  firma  exislia  solo  en  los  manifiestos;  que 
nadie  babia  podido  ocultarlos  sino  Lavezzari  que  era  fia- 
dor y  trató  de  salvar  asi  su  responsabilidad. 

Conferido  traslado,  contestó  la  defensa  de  Lavezeari  que 
no  se  babia  producido  por  el  Procurador  General  ningu- 
na  razón  nueva;  y  pidió  se  confirmara  la  sentencia  es- 
tando conforme  en  abonar  á  la  Aduana  los  derechos  que 
no  se  habian  pagado  hasta  ahora;  que  corren  agregado» 
al  espediente  los  documentos. 


WtmMím  de  1»  ñuprewm  Cowim, 

Baenos  Aires,  Mayo  15  de  1873. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia 
apelada  de  foja  ciento,  noventa  y  cuatro,  en  cuanto  ab- 
suelve á  Don  Antonio  Lavezzari  de  la  acusación  por 
sustracción  de  documentos  de  Aduana;  y  se  condena  al 
mismo,  de  conformidad  de  partes,  á  la  satisfacción  de 
los  derechos  que  so  adeudan  por  los  manifiestos  de  fo- 
jas tres  y  cinco  y  que  corren  traspuestos  á  foja  ciento 
diez  de  los  autos.  — -  Previa  reposición  de  sellos  y  pago 
de  costas,  devuélvanse  en  consecuencia  los  autos. 

Francisco  Delgado. — Josa    Barros 

Pazos.  —  J.  B.  Gorostuga.  — *  J. 
Domínguez. 
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CAUSA     EML. 


Criminal   de    faUedad    entre  Don  E^quicl    N. 

Paz  y  Don  Juan  BissOf  escribano  del  /lu* 

gado  nacional  de  k  eeccion  civti. 


to.  —  El  dictamen  fiscal  pidiendo  la  instrucción 
de  un  sumaria  m  haotf  ^li^  do  ostof  y  su  comunica- 
ción no  importa   la  violación  del  secreto  del  mismo. 
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Coio.  —  D.  Ezequiel  Paz  acusó  al  escribano  D.  Juan 
tUsso  por  delito  dé  falsedad  Cometido  en  unas  cédulas 
de  notificación  en  el  espediente  de  ílezzia  y  Salas  contra 
el  vapor  <  Comercio  del   Rosario  »• 

El  procurador  fiscal,  evacuó  en  Marzo  11  de  187?  la 
vista  que. se  le  habia  conferido  diciendo:  que  pareciendo  á  la 
verdad  sospechoáas  dichas  diligencias,  ^^reia  (fe  su  deÍ)er, 
por  el  honor  de  la  administración  de  justicia  nacional, 
pedir  la    instrucción  del   correspondiente  sumario. 

£n  la  crótiica  de  la  «  Pampa »  del.  ÍÁ  de  Marzo  apa- 
reció ta  siguiente  noticia : 

c  KsGBiBÁNá  SUMARIADO.  -^  $í  jucz  fedcraí  del  crimen 
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ha  mandado  sumariar  el  escribano  Risso  por  falsario.  •  • . 

El  fiscal  ha   pedido   el  sumario por  honor  de    la 

administración  de  la  justicia  nacional,  y  por  hallar  fun- 
damento en  los  hechos  en  que  se  fundaba  la  acusa- 
ción  es  probable  que  (el  escribano)  sea  suspen- 
dido como  de  ley. » 

Risso  pidió  se  instruyera  una  indagatoria  para  averi- 
guar quien  del  procurador  fiscal  ó  del  escribano  actuario 
hubiera  faltado  á  su  deber  comunicando  al  redactor  de 
la  c  Pampa »   los  autos  del  sumario. 

El  juez  confirió  vista  al  procurador  fiscal  quien  la  eva- 
cuó diciendo:  que  su  vista  no  era  un  procedimiento  se- 
creto por  haberse  dado  en  juicio  público ;  que  era  ade- 
más anterior  al  sumario  cuya  instrucción  pidió;  que  no 
habia,  por  consiguientOi  violación  de  secreto. 


WwUmú^   Jínea  SecelmMü. 


Buenos  Aires,  Marzo  28  de  1873. 

Por  los  fundamentos  espuestos  por  el  procurador  fiscal 
en  su  vista  anterior,  no  ha  lugar  á  la  instrucción  del 
sumario  que  se  solicita. 

ügarrizi. 

'  Risso  apeló  diciendo ;  que  Paz  habia  pedido  al  actuario 
le  mostrase  el  dictamen  fiscal;  que  el  escribano  se  re- 
sistió; que  Paz  pasó  al  despacho  á  quejarse  de  que  el 
escribano  no  quería  notificarle  por  decir  que  la  causa 
estaba  en  sumario;  que  Paz  se  retiró  sin  obtener  que 
el  juez  ordenara  la  notificación  al  actuario;  que  este  im- 
portaba una  declaración  del  juez  de  que  el  escribano  ha- 
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bia  cumplido  con  su  deber,  y  que  el  dictamen  ñscal  per- 
tenecia  á  la  parte  reservada  del  proceso;  que  por  con- 
siguiente habia  habido  violación  del  secreto,  en  la 
comunicación  que  se  habia  hecho  del  referido  dictamen. 
Concedido  el  recurso  en  relación  se  dictó  el  siguiente : 


Valí*  de   1»  Saprenm   Cowim, 


Buenos  Aires,  Hayo  15  de  1873. 

Vistos  I  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  treinta  y  cuatro  y  satisfechas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  Delgado.  —José 
Barros  Pazos.—  J.  B.  Goros-* 
TUGA— J.    Domínguez. 
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CAUSÜ.   L.III. 


El  Fisco  Nacional  contra  D.  Esteban  '^Spinetto^  por 
cobro  de  derecho$  de  Aduana. 


Sumarie.  -^  1^  Loa  maniflestos  parciales  no  bastan  por 
por  si  solos  para  cono^r  la  forma  en  que  se  ba  veri- 
ficado el  despacho  y  en  que  han  debido  ser  pagados  los 
derechos  correspondientes  á  las  mercaderías  despachadas. 

2o  Los  parciales  no  traen  por  consiguiente  aparejada 
ejecución  contra  el  comerciante  que   los  firma. 


Caeo.-^En  6  de  Setiembre  de  1872,  la  cuarta  divi- 
sión de  la  Contaduría  Nacional  dio  cuenta  al  Presidente 
de  la  misma  que  D.  Esteban  Spinetto  estaba  debiendo 
6,973  ${.  60  es.  por  derechos  de  Aduana  correspondien- 
tes á  despachos  en  los  añOB  i865i  66  y  67,  los  cuales 
Spinetto  no  habia  abonado  no  obstante  habérsele  entre- 
gado repetidos   avisos. 

El  Presidente  de  la  Contaduría  ordenó  se  citase  por 
edictos  á  Spinetto  para  que  en  el  término  de  9  dias 
ocurriese  á  la  Tesorería  General  á  hacer  el   pago  de  la 


I 


supia  ad^ud^ddi  balo  apwpibiiQieatp  ^  l^  que.i^uViftM^ 
lugar  por  derecho. 

Publicados  los  adictos,  Spimttp  ^  prf9^nt<^  al  jíu^a.^. 
do  de  SeQoion  y  espuso  que  teni^  i^l  gpnvenciipieQlo  4» 
que  no  adeudaba  á  la  Aduanii  lo  que  se  le  cobraba  ¡y 
que  no  estando  dispuesto  á  consentir  en  ningún  pago  in- 
debido ni  á  sufrir  perjuicios  por  irregularidades  ó  defi- 
ciencias de  los  eñfipleados  de  Aduana  i  pedia  se  librase 
oficio  al  Presidente  de  la  Gontaduria  General  á  fin  de  que, 
si  pret$ndi$i  que  algo  le  del)ia,   lo  demandase  en  forma. 

Librado  el  oficio  y  de  acuerdo  con  lo  ordenado  por  el 
Departamento  de  Hacienda,  se  remitió  el  espediente '  al 
Juzgado  de  Sección  quien  dio  vista  al  Procurador  Fiscal. 

A  solicitud  del  Procurador  Fiscal  la  Gcntadurie  remitió 
originales  lois  documentos  en  que  se  funda  el  crédito  de 
la  Aduana,  los  cuates  eran  manifiestos  parciales  firmado 
por  Spinetto  en  los  años  Í8ft5,  66  y  67. 

Reconocidos  los  parciales,  el  Procurador  Fiscal  ^spusó 
que  de  )os^  documentos  reconocidos  resultaba  quo  Splne- 
tío  estaba  debiendo  á  la  Aduana  la  suma  de  6919  $t: 
69  es.  por  cuya  -  suma  pedia  auto  de  solvendo  con  ar- 
reglo al  art.  251  de  la  ordenanza.  —  Que  si  Spinetto 
habla  pagado  ésos -derechos,  oportunamente  podría  oponer 
la  excepción  de  pago,  y  comprobarla  como  era  debido;  lo 
cual  le  seria  fácil,  pues  débia  estar  munido  de  los  cor- 
respondientes recibos  de  la  Aduana. 

El  Juzgado  para  (n^PX  prp^seer^  libró  oficio  al  Admi- 
nistrador de  Rentas  para  que  se  sirviese  informar  si 
Spinetto  tenia  afianzadas  todas  las  introducciones  á  plaza 
que  -ftíciéso  dárabté  t\  año  y  en  caso  afirmativo,  remi- 

tiflw  o^giiífilf»  ípj^.  íJocMmwtos  wncpTpipp^es   ^  ^iph^ 

ñm^,  por  Jp3  W  1865,  1866  ^y  1^67,  .     ,   ,     ; 

P .  Adflf^jnjistrfi^or  (iq  Reptaei  iflfofwii  qqp  ^^  ^l  Wfí 
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CIÜLlJAÜL    IJIV< 


Él  fisco  contra  los  Éemrés  kusell  y  Aiidersonj 
por  dctcchos  de  Admna. 


Summa4  -^i^  Las  flúzás  qoe  es  iweetarío  dar  en  bs 
maniñestos  de  la  Aduana  por  todas  las  iolrododoioQek 
á  plaza,  deben  ser  de  mancomún  et  in  solidum  á  fin  de 
poderse  |;ozai^  del  plazo  para  el  pago  de  los  derechos. 
'2o  La  soFidarídad  entre  los  deudores,  es  la  obligación 
impüésftel  S  cada  uito  de  ellos  de  pagar  por  todos,  la  co- 
sa que  deben  en  común,  con  facultad  de  oponer  todas 
las  escepciones  que  resulten  de  la  naturaleza  de  la  obli- 
gación y  las  que  le  sean  personales,  asi  como  las  co- 
munes á  las  demás  deudores. 


Caso.  —  El  Procurador  Fiscal  demandó  ejecutivamente 
ante  el  Juzgado  de  Sección  en  Buenos  Aires  á  los  SS. 
Russell  y  Anderson,  fiadores  de  los  SS.  Demaria  y  Aríga, 
quienes  adeudaban  á  la  Administración  de  Rentas  Nació, 
nales  por  derechos  de  importación  y  exportación  la  can- 
tidad de  Sí.   4,134  43. 

Despachado   el  auto  de  solvendo,  Russell  y  Anderson 
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pidieron  su  revocatoria  por  ser  ellos  meros  fiadores,  y 
por  faltar  la  interpelación  previa  de  los  deudores  prin- 
cipales. 

Dado  vista  al  fiscal,  pidió  este  no  se  hiciera  lugar  á 
la  revocatoria.  Dijo:  que  Russell  y  Anderson  eran  obli- 
gados de  mancomún  et  in  9olidum  por  ser  tal  el  carácter 
de  la  obligación  de  los  fiadores  en  los  despachos  de  la 
Aduana;  que  por  consiguiente  eran  todos  deudores  prin- 
cipales y  el  fiscal  pedia   elegir  entre  ellos. 


Fallo  del  Suem  de  Seeelon* 


Buenos  Airea,  Abril  2  de  1813. 

Vistos  y  considerando :  Que  de  la  nota  de  remisión 
de  f.  11,  como  asi  mismo  de  la  nota  del  contador  de 
Aduana  y  que  corre  á  f .  10  y  11  de  los  antecedentes 
remitidos  á  este  Juzgado  por  la  Administración  de  Rentas 
de  esta  ciudad,  resulla  plenamente  evidenciado  que  los 
Sres.  Russell  y  Anderson,  solo  han  contraido  obligación 
para  con  la  Aduana  como  fiadores  de  los  despachos  so- 
licitados por  los  Sres.  Demaria  y  Ariza ;  y  que  por  con- 
siguiente tienen  derecho  para  oponer  el  beneficio  de  or- 
den ó  excusión,  con  arreglo  á  la  L.  9,  tit.  12,  P.  5^^ 
por  cuanto  si  bien  el  art.  28  del  Código  Civil,  tít.  de 
la  fianza,  excluye  dicha  excusión  cuando  se  trata  de  deu- 
da á  la  Hacienda  Nacional,  que  es  el  caso  actual,  no  es 
aplicable  á  este  por  haber  ocurrido  bajo  el  imperio  de 
la  legislación  anterior  á  dicho  CódigOj  y  porque,  aunque 
es  verdad,  que  Russell  y  Anderson  no  expresan  haber 
firmado  en  calidad  de  fiadores  los  permisos  de  despacho ; 
esta  omisión  está  subsanada  por  el  reconocimiento  de   la 
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ofícina  fiscal,  á  todo  lo  cual  se  agrega  que  en  el  oaso 
de  aceptarse  como  lo  hace  el  Procurador  Fiscal,  que  loa 
dichos  Russell  y  Anderson  no  fuesen  ñadores,  solo  se  les 
consideraría  obligados  por  la  mitad  de  la  deuda,  como 
deudores  mancomunados:  por  tanto  déjese  sin  electo  e) 
auto  de  solvendo,  declarándose  que  el  Procurador  Fiscal 
debe  dirigir  primeramente  la  acción  contra  los  Sres.  De* 
maría    y  Aríza. — Notifíquese  con  el   original. 

Zavaleta. 

En  la  segunda  instancia  el  Sr.  Procurador  General,  es- 
puso :  que  la  sentencia  apelada  consideraba  arbitrariamen- 
te á  los  demandados,  como  meros  ñadores ;  que  el  art. 
119  de  las  ordenanzas  de  Aduana  establece  que  estas 
ñanzas  han  de  considerarse  como  obligaciones  de  man- 
común ¿  insolidum. 


Falki  #e  la   SupreiMi  CH»i*i0. 


Buenos  Aires^  Mayo  20  de  1873. 

Vistos,  y  considerando: — Primero.  Que  según  lo  dis- 
puesto por  los  artículos  ciento  diez  y  ocho  y  ciento  diez 
y  nueve  de  las  ordenanzas  de  Aduana,  las  ñanzas  que  es 
necesario  dar  en  cada  maniñesto,  ó  por  todas  las  intro- 
ducciones á  plaza  que  se  hagan  durante  él  año,  á  ñn 
de  poderse  gozar  del  plazo  para  el  pago  de  derechos,  i^ 
ben  ser  de  mancomún  el  insolidum ;  Segundo.  Que  atéÉ** 
ta  la  prescripción  del  artículo  doscientos  sesenta  y  dos 
del  Código  de  Comercio,  la  solidaridad  entre  los  deudores 
es  la  obligación  impuesta  á  cada  uno  de  ellos,  de  pagai' 
por  todos  la  cosa  que  debeta  en    coknun ;     Tettietú.    Que 
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el  deudor  solidario,  demandado  por  el  acreedor,  puede 
oponer  todas  las  escepciones  que  resulten  de  la  natura- 
leza de  la  obligación,  y  las  que  le  sean  personales,  asi 
como  las  comunes  á  los  demás  deudores,  con  arreglo  al 
articulo  doscientos  setenta  y  dos  del  mismo  Código; 
Ctuirlo.  Que  los  Señores  Hussell  y  Anderson  han  re- 
conocido su  firma  puesta  como  fiadores  en  los  mani>- 
fiestos  de  fojas  una  á  oclio,  cuyos  derechos  consta  que 
no  han  sido  pagados.  —  Por  estos  fundamentos  se  revoca 
la  sentencia  apelada  de  foja  veinte  y  dos,  y  previa  sa- 
tisfacción de  costas  y  reposición  de  sellos,  devuélvanse 
los  autos  al  Juez  de  Sección  para  que  lleve  adelante  la 
ejecución    promovida    en    esta    causa    por   el    Procurador 

Fiscal. 

Salvador  M.  del  Cahhil.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Bahros 
Pazos.  —  J.  B.  Gorostiaga.  — 
J.     Domínguez. 
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CAUSA         L.T. 


Dan  Manuel  Ocampo^  contra  el  Fiteo  Naeiúnal^  par 
cobro  de  pesoi^  iobre  térmiM  probatoria. 


Sutuario.  —  lo  El  auto  con  que  se  abre  de  oficio  un 
jiuevo  término  de  prueba,  no  es  de  los  que  autoriza  la 
ley  de  procedimientos  en  su  art.  16,  para  mejor  proveer, 
y  es  apelable. 

2^  El  término  de  prueba  señalado  por  la  ley  nacional 
de  procedimientos  es  perentorio,  y  las  partes  deben  presen- 
tar dentro  de  él  y  no  después,  las  pruebas  que  convengan 
á  su  derecho,  salvo  las  de  posiciones. 

3*"  El  abrir  un  nuevo  término  de  prueba  equivale  á 
otorgar  de  oficio  restitución  del  término  probatorio,  lo  que 
es  absolutamente  prohibido  por  la  ley  actual. 


Caso.  —  Ejecutoriado  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  de 
27  de  Junio  de  1871  en  los  autos  seguidos  sobre  cobro 
de  pesos  por  D.  Manuel  Ocampo,  contra  el  Fisco  NacionaK 
y  devueltos  los  autos  al  juzgado  nacional  de  Santa-Fé, 
pidió  Ocampo  se  admitiera  á  prueba  la  justificación  or- 
denada por  el  mismo  fallo. 
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Abierta  la   causa  á  prueba  y  presentadas  las  de  una   y 
otra  parte,  se  dictó  el  siguiente : 


Fallo  del  Jues   de   Seeeion* 


Rosario,  Enero  28  de  i873. 

Vistos  y  considerando  :  —  lo  Que  por  la  sentencia  de  la 
Suprema  Corte  se  ordena  que  «  si  D.  Manuel  Ocampo  jus- 
c  tinca  en  cuanto  sea  bastante  que  las  mercaderías  em- 
c  bargadas  y  rematadas  por  la  aduana  son  de  su  propiedad, 
c  se  le  mande  entregar  por  la  Administración  de  Rentas 
c  del  Rosario  los  $  (les.  9627.88  cts.,  producto  liquido  del 
c  remate,  con  deducción  de  los  $  ftes.  2530,  importe  de  los 
c  derechos  correspondientes  á  las  mismas  mercaderías  re- 
c  matadas.  > 

io  Que  en  el  término  de  prueba,  los  únicos  justificati- 
vos presentados  por  la  parte  del  Sr.  Ocampo  para  acreditar 
la  espresada  propiedad  son :  la  factura  de  f.  99,  el  cono- 
cimiento de  f.  31i,  la  compulsa  de  sus  libros  de  f.  315  y 
la  cuenta  de  venta  de  la  administración  de  rentas  de 
foja  290. 

3^  Que  estas  pruebas  no  son  suficientes : 

lo  Porque  la  factura  es  un  documento  de  carácter  pri« 
vado  con  la  sola  firma  del  mismo  interesado,  sin  autoriza- 
ción alguna  que  le  dé  valor  en  juicio  ;  y  que  como  tal  ha 
podido  ser  confeccionado  y  alterado  arbitrariamente. 

2o  Porque  el  conocimiento  que  constituía  por  si  <^oIq 
un  documento  jurídico  de  importancia  en  juicio,  aunque 
tiene  por  principal  objeto  establecer  los  derechos  entre  el 
cargador  y  el  capitán  del  buque,  carece  de  las  formalidades 
indispensables  requeridas  para  su  eficacia,  según  los  auto- 
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res  de  derecho  mercantil  y  espeeialmeote  según  el  art. 
1194  del  Código  de  Comercio  y  demás,  relativos  del  ti t. 
T"",  lib.  3o,  sec.  2^  del  mismo  Cód.;  faltando  á  dicho  co- 
nocimiento el  nombre  del  consignatario,  el  puerto  de  la 
matrícula  y  porte,  la  fecha  de  su  otorgamiento  y  la  firma 
del  cargador. 

3o  Porque  la  compulsa  de  los  libros  solo  puede  hacer 
fé  en  juicio  contra  el  dueño  de  ellos,  en  regla  general,  ó 
á  iu  favor  en  ciertos  y  determinados  casos  y  habiendo 
acreditado  ciertos  estremos,  en  conformidad  con  íos  arts. 
76,  79  y  67  ;  lo  que  no  ha  sucedido :  consideraciones 
tanto  mas  atendibles,  cuanto  que  el  Fisco  que'  no  es  co- 
merciante, no  lleva  cierta  clase  de  libros  que  puedan  exhi- 
birse para  contestar  los  asientos  de  los  de  ellos. 

i""  Que  la  cuenta  de  venta  de  las  mercaderías  embar- 
gadas á  D.  Carlos  Maria  Palacios,  no  constituye  prueba 
alguna  de  que  ellas  pertenezcan  á  D.  Manuel  Ocampo,  pues 
no  tiene  referencia  ninguna  á  él. 

5o  Que  además  de  estas  consideraciones,  el  espresado 
conocimiento  en  varias  de  sus  partidas  no  esté  conforme 
con  la  cuenta  de  venta  de  f.  303,  ni  lo  está  con  la  compulsa 
de  los  libros  de  Ocampo  de  f.  3i5,  viniendo  á  ser  docu*- 
mentes  aislados  sin  la  debida  armonía  y  correlacioi  para 
tener  una  fuerza  concurrente. 

6o  Que  tampoco  el  Fiscal  por  su  parte  ha  presentado 
pruebas  que  acrediten  que  todas,  ó  algunas  dé  eisas  mer- 
caderías, sott  de  propiedad  estraña^  viniendo  en  tal  caso 
á  ser  fiotoríamente  deficientes  las  pruebas  de  una  y  otra 
parte,  sin*  que  el  juez  tenga  por  esta  razón  medios  propios 
de  discernir  la  justicia  y  cumplir  como  Corresponde  lá  re- 
solución de  la  Suprema  Corte. 

7o'  Que  en  tales  casosi  según  el  art.  %  del  Código,  e 
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juez  tiene  la  facultad  de  apreciar  la  prueba^  y  de  exigir  si  lo 
considerase  necesario^  otra  supletoria. 

Por  estas  consideraciones  y  en  uso  de  dicha  facultad, 
ábrese  nuevamente  esta  causa  á  prueba  por  el  término  de 
veinte  dias  comunes. 

Fenelon  Zuviria. 

El  Fiscal  apeló  de  hecho  á  !a  Suprema  Corte  por  ha- 
bérsele neifado  el  recurso  por  el  Juez  de  Sección,  quien 
informó;  que  su  auto  se  fundaba  en  la  falla  de  pruebas 
suficientes  de  una  y  otra  parte,  y  que  había  debido  negar  la 
apelación  por  ser  dicho  auto  intórlocutorio  y  sin  fuerza 
definitiva. 

Fallo  de  1*  ñupretnm  €mrim. 


Buenos  Aires,  Febrero  29  do  1879. 

Resultando  del  precedente  informe  que  el  auto  de  que 
se  interpuso  la  apelación  que  se  ha  denegado  no  .es  de 
los  que  autoriza  á  dictar  la  .Ley  de  Procedimientos  en  su 
articulo  diez  y  seis  para  mejor  proveer,  sino  que  tiene 
por  objeto  abrir  un  nuevo  término  de  oficio,  para  que 
se  adelante  la  ya  producida,  siendo  por  lo  tanto  apelable, 
líbrese  oficio  al  Juez  de  Sección  para  que,  suspendiendo  los 
procedimientos,  remita  los  autos  con  emplazamiento  de  las 
partes  para  que  se  esprese  agravios  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  articulo  doscientos  treinta. 

Salvador  Maiua  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  ~J.  Domínguez. 

Remitidas  los  autos  á  la  Suprema  Górte,  el  Procurador 
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General,    pidió   se  revocara   qI  auto  apelado  y  recusó  en 
forma  al  Juez  de  Sección. 

Dijo :  que  el  abrir  un  nuevo  término  de  prueba  despue^ 
de  vencido  el  ordinario  y  publicadas  las  probanzas,  es  un 
acto  contrario  á  todas  las  reglas  y  principios  del  procedi- 
miento; que  el  juez  no  puede  estender  este  término  fuera 
de  los  limites  señalados  por  la  ley;  que  este  proceder 
traería  necesariamente  fraudes  que  la  ley  ha  querido  evi- 
tar ;  que  él  juez  tenia  bastantes  elementos  para  declarar 
que  las  mercaderías,  de  que  se  trataba  no  eran  de 
propiedad  de  Ocampo  ;  que  el  juez  habia  ya  manifestado 
su  juicio  diciendo  que  Ocampo  no  habia  probado  su  ac- 
ción y  que  además  habia  manifestado  no  conocer  los  tér- 
minos legales  de  la  cuestión  diciendo  que  no  habia  prue- 
bas suficientes  en  el  proceso. 

Corrido  traslado  contestó  Ocampo  pidiendo  se  confirmara 
el  auto  apelado  y  no  se  hiciera  lugar  á  la  recusación  del 
juez. 

Dijo ;  que  la  prohibición  de  la  ley  respecto  al  nuevo 
término  de  prueba  á  abrirse  de  oñcio  por  el  juez,  se  re- 
fiere á  la  sola  prueba  de  testigos  y  no  á  la  prueba  gene- 
ral, s«3gun  lo  esplica  Castro  pág.  97,  citando  las  leyes 
4.  tít.  9,  lib.  4.  R,  C.  y  21,  tít.  24,  lib.  2%  R.  de  In- 
días ;  que  respecto  á  la  recusación  por  haberse  manifes- 
tado el  juez  contrario  á  su  parte,  no  tenia  personería  para 
deducirlo  sino  él  y  no  el  Procurador  Fiscal,  y  la  ignoran- 
cia de  los  términos  legales  no  era  admisible  en  el  juez. 

riillo   de  1*   SupreMia  C)erte. 

Buenos  Aires,  Mayo  21  de  1873. 

Vistos  :  Resultando  que  la  presente  cuestión  consiste 
en  saber,  si  después  de  haberse  recibido  la  cbubb  á  prue- 
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ba,  después  de  vencido  el  término  probatorio,  de  haber 
alegado  las  partes  sobre  el  mérito  de  las  producidas  y  de 
llamados  los  autos  con  arreglo  á  los  artículos  ciento  seten- 
ta y  siete  y  ciento  setenta  y  ocho  de  la  Ley  Nacional  de 
Procedimientos,  puede  el  Juez  de  oficio  abrir  un  nuevo  tér* 
mino  para  que  los  litigantes  adelanten  ó  complementen  la 
prueba  que  antes  hayan  producido ;  y  considerando  que  el 
término  de  prueba  es  perentorio,  segfun  el  articulo  noventa 
y  dos  de  la  ley  citada,  que  fija  el  mínimum  y  el  máícimuth 
de  su  duración,  y  seguu  el  ciento  setenta  y  siete  y  si- 
guientes que  prescriben  como  debe  precederse  inmediata- 
mente después  de  su  vencimiento  :  —  Que  por  consiguiente 
las  partes  deben  presentar  dentro  de  él  y  no  después,  todas 
las  pruebas  que  convengan  á  su  derecho,  salvo  la  de  po- 
siciones que  tiene  también  su  limitación  en  el  artículo 
ciento  ocho :  —  Que  aunque  es  cierto  que  el  juez  debe 
poner  el  mayor  empeño  en  descubrir  la  verdad,  y  con  este 
objeto  el  pleito  no  concluye  para  él  hasta  el  momento  de 
pronunciar  la  sentencia,  sus  facultades  á  este  respecto  se 
limitan  á  lo  que  disponen  los  arts.  diez  y  seis  y  ciento  dos, 
según  los  casos: — Que  él  puede,  de  conformidad  con  esas 
disposiciones,  ordenar  cualesquiera  de  las  diligencias  que 
allí  se  mencionan,  especificándolas. ;  pero  de  ninguna  ma- 
nera autorizar  á  los  litigantes  para  que  hagan  .lo  que  de- 
bieron hacer  en  el  término  competente  :  —  Que  esto  equi- 
valdría á  otorgar,  de  oGcio,  restitución  del  término  pro- 
batorio ;  y  esto  que  por  las  leyes  antiguas  solo  era  permitido 
en  ciertos  y  determinados  casos,  es  absolutamente  prohibido 
por  la  ley  actual  en  el  artículo  ciento  uno  :  —  Que  el  articulo 
setenta  y  seis  del  Código  de  Comercio  no  es  aplicable, 
porque  solo  trata  de  la  prueba  que  resulta  de  los  libros  de 
comercio;  y  la  prueba  supletoria  que  en  el  inciso  cuarto 
autoriza  al  juez  para  exigir  en  cierto  casoí  no  puede  en- 
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tenderse  que  sea  en  otra  forma  que  m  la  de  loa  artículos 
diezysei^y  ciento  dos  de  la  Ley  de  Procedimientos,  —  Por 
estas  razones,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  ciento 
veinte  y  siete,  sin  perjuicio  de  que  el  Juez  de  Sección  man- 
de practicar  las  diligencias  que  crea  necesarias  para  mejor 
proveer  :  ^^Y  en  cuanto  á  la  recusación  de  dicho  Juez  que 
hace  el  Señor  Procurador  General ,  debiendo  ser  deducida 
ante  el  misnao  juez  oon  arreglo  á  los  artículos  treinta 
y  dos  y  siguientes»  no  ha  lugar.  —  Satisfechas  las  costas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos. —  José  Domínguez. 
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CAlV»A  L.VI 


D.    Felipe  Bemant  Norte-americano ^  contra   el  Vicario 
Foráneo  de   Tueuman^  sobre  venta  de  un  terreno. 


Sumario. — Los  bienes  territoriales  dedicados  á  capelle- 
nias  ú  obras  pias  no  salen  del  fuero  común,  y  los  pre- 
lados son  patronos  ó  administradores  ée  Í98  capellanías, 
pero  no  jueces  de  los  pleitos  que  se  originen  sobre  sus 
fondos  ó  rentas. 


Caso. — El  vicario  foráneo  de  Tucuman  por  comisión 
del  obispo  diocesano  puso  en  venta  á  la  mejor  postura 
un   fundo  de   una    capellanía   eclesiástica. 

Vencido  el  plazo,  se  presentaron  cuatro  propuestas,  en- 
tre las  que  estaba  la  de  Felipe  Bernan  por  4500  pesos 
bolivianos  con  la  condición  de  dársele  el  deslinde  ó  las  es- 
crituras viejas  y  de  pagar  2300  pesos  al  contado  y  el 
resto  á  seis  meses   de  plazo. 

Esta  oferta  no  fué  aceptada,  prefiriéndose  la  de  un 
Sr.  Suarez  quien  la  mejoró  verbalmente  en  5  mil  pesos 
en  el  acto  de  abrirse  las  propuestas. 

Bernan   ocurrid  al  Juzgado  de  Sección  de  Tucuman  i 
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dijo  que  su  postura  era  la  mejor;  pidió  se  declarara 
nula  la  venta  hecha  en  favor  de  Suarez  y  se  obligara  al 
Vicario  Foráneo  á  estender  á  su   favor  la  escritura. 

El  juez  pidió  informe  al  Vicario  Foráneo  quien  dijo  que 
la  propuesta  de  Bernan  no  era  aceptable  por  ser  condicio- 
nal; que  la  mejor  de  las  otras  fué  la  del  Sr.  Suarez, 
quien  además  la  mejoró  verbalmente. 

El  juez  pasó  vista  al  Fiscal,  sobre  la  jurisdicción  que 
pudiera  ó  no  tener  en  el  asunto  el  juzgado  federal. 

El  fiscal  opinó  que  el  juzgado  era  incompetente.  Dijo ; 
que  el  Vicario  Foráneo  habia  obrado  como  delegado  del 
obispo ;  que  la  ley  de  i4  de  Setiembre  de  1863  no  autori- 
za al  Juzgado  Nacional  á  examinar  los  actos  de  otra 
autoridad  de  igual  categoría. 


Falto  del  Swnmm  de  fteecton. 


Tucuman,  Setiembre  i  de  1812. 

Vistos,  y  conviniendo  este  Juzgado  Nacional  en  todos 
los  principios  y  fundamentos  espuestos  por  el  Procurador 
Fiscal  en  su  vista  que  procede,  se  declara  incompetente 
para  conocer  y  proceder  en  la  presente  demanda  entablada 
por  D.  Felipe  Bernan  contra  el  Sr.  Vicario  Foráneo :  — 
Devuélvase  al  Sr.  Vicario  el  espediente  original  que  pre- 
sentó  al  Juzgado  solo  ad  effeetum  videndi,  haciéndose  sa- 
ber y  reponiéndose  los  sellos. 

Agustín  Justo  de  la  Vega 

Bernan  apeló  y  espresando  agravios  dijo ;  que  en  esta 
cuestión,  tanto  en  la  forma  como  en  el  fondo  se  discutian 
intereses  puramente  profanos;  que  nuestra  constitución 
politioa  había  abolido  los  fueros  personales  y  esMiblecido 
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que  los  asuntos  temporales  corresponden  esclusivamente 
á  la  justicia  secular  ordinaria. 

Corrido  traslado  al  Vicario  Foráneo,  la  Suprema  Corte, 
en  su  rebeldía,  dio  vista,  para  mejor  proveer»  al  Procura* 
dor  g^eneral  quien  lo  evacuó  como  sigue: 

El  Procurador  General,  evacuando  la  vista  que  se  le  ha 
conrerido  en  el  pleito  seguido  por  D.  Felipe  Bernan,  contra 
el  Vicario  Foráneo  de  Tucuman,  sobre  la  venta  de  un 
terreno,  dice :  Que  la  sentencia  apelada  declarándose  el 
Juez  de  Sección  incompetente,  porque  el  Vicario  resol- 
viendo sobre  esta  venta,  habia  obrado  con  autoridad  y  cono-^ 
ddo  como  Juez  en  un  asunto  de  escluriva  competencia  eele- 
ttáitica^  habría  sido  justa  y  arreglada  á  derecho,  si  se 
hubiera  pronunciado  á  mediados  del  siglo  anterior ;  porque 
entonces  por  las  leyes  de  Indias  los  pleitos  que  se  movian 
sobre  fondos  capellánico  ó  rentas  de  ellos,  aunque  fuesen 
civiles,  y  entre  lej^s  pertenecian  á  la  jurisdicción  eclesiás- 
tica. 

Pero  muy  luego  advirtió  el  consejo  de  Castilla  el  gran 
desorden  y  numerosos  (abusos  que  producía  este  régimen, 
y  sobre  todo  la  ley  15,  titulo  10,  libro  1"*,  R.  Y.  que  inhi- 
bia  á  las  Justicias  Reales]  conocer  en  las  causas  sobre  esti- 
pendios y  réditos  de  capellanías  fundadas  por  particulares. 

Muchas  Reales  Cédulas  se  espidieron  para  reformar  este 
sistema,  de  las  cuales  solo  citaré,  por  ser  la  mas  apropia- 
da al  caso  presente,  la  dada  en  22  de  Marzo  de  1789, 
por  la  cual  se  revoca  espresamente  la  citada  ley  15,  titulo 
10,  sobrogando  en  lugar  de  ella  la  siguiente  :  c  Todas  las 
f  tierras  de  nuestras  Indias  como  propias  de  nuestra  Real 
c  Corona,  aunque  hayan  pasado  á  otras  manos,  por  repar- 
c  timiento  á  otro  cualquier  titulo,  no  han  podido  perder 
1  ni  mudar  su  primitivo  origen  y  naturaleza  realenga,  sin 
c  nuestro  espreso  Real  permiso  ;  en  cuya  consecuencia  de- 
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c  claramos  que  el  conocimiento  de  las  demandas  de  prin* 

<  cipales  y  réditos  de  toda  clase  de  capellanías  y  obras  pías 
t  contra  nuestros  vasallos  legos  y  sus  bienes,  no  toca  á 
c  los  Jueces  eclesiásticos,  sino  á  nuestras  Justicias  Reales» 

<  y  mandamos  que  asi  se  guarde,  cumpla  y  ejecute.  » 

Desde  entonces  ya  fueron  principios  evidentes  de  juris- 
prudencia que  los  bienes  territoriales,  aunque  sean  dedi- 
cados á  capellanías,  ú  obras  pias,  no  salen  por  eso  del 
fuero  común,  ni  se  hacen  eclesiásticos :  Que  los  prelados 
son  patronos  y  administradores  de  las  capellanías  colativas, 
pero  no  jueces  de  los  pleitos  que  se  orijinen  sobre  sus 
fondos  ó  rentas.  Y  Analmente,  lo  que  hoy  es  ya  una  ver- 
dad inconcusa,  que  la  jurisdicción  eclesiástica,  solo  sa 
ejerce  sobre  asuntos  espirituales  ;  porque  la  autoridad  ds 
Jesu-Grislo  solo  fué  espiritual,  y  nunca  se  mezcló  ni  quiso 
mezclarse  en  bienes  materiales  del  mundo. 

Por  consiguiente  el  Juez  de  Sección  no  ha  tenido  razón 
en  decir  que  este  asunto  es  de  esclusiva  competencia  ocla* 
siástica ;  porque  ni  el  fondo  capellánico  que  se  puso  en 
venta  era  bien  eclesiástico,  ni  la  disputa  entre  dos  partí* 
culares  sobre  cual  de  sus  propuestas  debia  aceptarse,  era 
cuestión  eclesiástica  en  ningún  sentido. 

El  Juez  no  ha  debido  considerar  al  prelado,  sino  como 
un  particular,  que  tomaba  intervención  en  la  venta  del 
fundo,  como  administrador  de  la  capellanía ;  pero  de  nin- 
gún modo  como  Juez  y  autoridad,  porque  este  asunto  está 
sujeto  al  fuero  común  ;  y  por  razón  de  las  personas  que 
en  él  se  versan  cae  bajo  la  jurisdicción  del  Juez  de  Sec- 
ción. 

En  esta  virtud  pido  á  V.  E.  se  sirva  revocar  la  senten- 
eia  apelada,  y  mandar  que  el  Juez  de  Sección  conozca  y 
resuelva  en  este  pleito. 

Fraiudieo  Pico. 


^ 
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IWl^  de  to  9u|^i«iiitt  €>»rie. 

Baenos  Aires,  Hayo  27  de  1873. 

Vistos ;  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por 
el  Sr.  Procurador  General,  se  revoca  la  sentencia  apelada 
de  foja  dies  y  siete;  satisfechas  las  costas  y  repuestos 
les  selloa  devuélvanse  al  Jues  de  Sección  para  que  co* 
nozcan  y  resuelva  con  arreglo  á  derecho. 

Salvador  M*  del  Carril.— Francisco 
Delgado. —  José  Barros  Pazos. — 
J.  B.    GoROSTiAGA.  — J.  Domínguez. 


CAUSA    LiVII. 


D.  JuUo  M.  Janát  contra  la  Éudeshn  de  B.  Jvm  Pa- 
rodinif  for  cobro  ejecutivo  de  peso$\  sobre  com- 

pettfícia. 

Sumarió. — El  auto  qué  manda  suspender  los  prooedi' 
mientes  por  estaf  pendiente  una  cuestión  sobre  competen* 
cia,   es   meramente  interlocutorio  é  inapelable. 
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Caso. — D.  Julio  Joñas,  siguió  juicio  ejecutivo  contra 
D*  Matilde  Verueogo  de  Aocioi,  por  la  suma  de  36,000 
pesos,  resultante  de  un  pagaré  por  saldo  de  precio  del 
paylebot  *  Washington  9 . 

Despachado  el  mandamiento,  la  deudora  maDifestó  no 
tener  bienes  que  presentar  á  embargo. 

Joñas  pidió  entonces  se  intimara  á  la  sucesión  de  D.  Juan 
Parodini  comprador  de  la  mitad  de  dicho  buque  el  pago 
de  la  mitad  de  su  precio  bajo  apercibimiento  de  ejecución 
y  embargo. 

Seguidos  estos  autos  ejecutivos  contra  la  viuda  de  Pa- 
rodini, hasta  dictarse  por  el  Juez  de  Sección  la  sentencia 
de  remate;  el  juez  de  !&  instancia  en  lo  civil  de  la  pro- 
vincia le  dirijió  un  oficio,  pidiendo  la  suspensión  de  todo 
procedimiento  y  la  remisión  de  los  autos,  para  que  cor- 
riesen, como  incidente,  en  la  testamentaria  de  Parodini. 

El  Juez  de  Sección  no  hizo  lugar  á  la  inhibición  pe- 
dida por  el  de  la  provincia,  mandando  comunicar  á  este 
su  resolución. 

Estando  pendiente  esta  cuestión  de  competencia,  se 
suspendió  todo    procedimiento   por   el  Juez  de    Sección. 

Igual  resolución  se  adoptó  por  él  de  provincia  comuni- 
cándola con  un  oficio,   al   que  se   proveyó  lo  siguiente. 

Buenos  Aires,  Abril  15  de  1873. 

Agregúese  á  la  causa  y  hágase  saber. 

ZavaUta. 

Joñas  pidió  al  Juez  de  Sección  señalara  al  de  provin- 
cia un  término  perentorio  para  resolver  la  competencia. 
Dijo:  que  las  cuestiones  sobre  competencia  deben  ser 
breves;  que  los  interesados  en  la  sucesión  Parodini  de- 
moraban intenoionalmente  la  contestación  al  traslado  en 
los  autos  ante  el  juez  de  provincia;  y  que  en  caso   de 
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demoras  intencionales,    los  jueces   han  de  adoptar  rnedi* 
das  enérgicas  para  evitarlas. 

Fallo  del  Jues  de  Seceion. 

Baenos  Aires,  Abril  15  de  1873 

Lo   proveído   con  fecha  de  boy  al  oficio    del  Sr.  Juez 

Dr.   D.  Miguel  García  Fernandez. 

ZavaUta. 

Joñas  apeló  de  esta  providencia  que  dijo  ser  contra- 
*  dictoria  al  sistema  de  brevedad  de  los  procedimientos 
nacionales. 

Concedido  el  recurso  en  relación  y  elevados  los  autos 
á  la  Suprema  Corte,  se  dio  vista,  para  mejor  proveer, 
al  Procurador  general,  quien  señalando  varios  defectos 
en  los  procedimientos  de  dichos  autos  manifestó  que  le- 
jos de  autorizar  al  juez  á  que  los  continuara,  debia  de- 
clararse nulo  todo  el  proceso  condenándole  en  las  costas. 

FaUo  de  1»  Suprema  Corte. 

Baenos  Aires,  Mayo  29  de  1813. 

No  siendo  apelable  el  auto  de  foja  sesenta  y  siete  vuel- 
ta por  ser  meramente  interlocutorio,  devuélvanse  los  autos 
al  Juzgado  de  Sección ,  previo  pago  de  costas  y  reposi- 
ción de  sellos. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos. —  J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J. 

Domínguez. 

IV.  22 
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Cü^USÜL  I^TIII. 


Sthephens  y  Vonwiller  contra  Giró  y  Dermit,  por  cobro 

de  daños  y  perjuicios. 


Sumario. — lo  Con  prueba  fehaciente  puede  exigirse  el 
arraigo  del  juicio  al  entablar  la  demanda. 

2f>  Entablándose  juicio  ordinario  á  consecuencia  de  una 
ejecución  rechazada  en  segunda  instancia,  puede  el  Juez 
de  Sección,  á  solicitud  de  parte,  mantener  el  embargo, 
sin  que  esto  importe  violar  la  cosa  juzgada. 

3o  Son  privilejiadas  las  deudas  por  reparaciones  de  un 
buque. 

4o  Por  deudas  privilejiadas  puede  ser  embargado  un 
buque,  después  de  intentada   la  acción  competente. 

6*  En  el  juicio  ejecutivo,  solo  cuando  la  sentencia  es 
conQrmatoria  debe  contener  condenación  en  costas. 


Caso.  —  Revocada  por  la  Suprema  Corte  la  sentencia 
del  Juez  de  Sección  en  la  causa  ejecutiva  seguida  por 
Sthephens  y  Vonwiller  contra  Giró  y  Dermit  por  cobro 
de  pesos,  los  primeros  entablaron  demanda  ordinaria  por 
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iodenmizacion  de  daños  y  perjuicios ;  y  pidieron  además 
que  se  mantuviera  el  embargo  del  buque,  tanto  para  poder 
hacer  la  inspección  pericial  necesaria,  cuanto  para  que 
respondiera  á  las  resultas  de  la  demanda  que  estaba  fun- 
dada en  prueba  fehaciente. 

Corrido  traslado,  Giró  y  Dermit  sin  contestar,  dijeron 
que  ante  todo  el  Juez  debía  desembargar  el  buque,  en 
cumplimiento  de  la  sentencia  de  la  Suprema  Corte,  y 
que  el  Juez  carecía  de  derecho  para  mantener  el  embar- 
go por  un  solo  dia  contra  lo   ordenado  por  el  superior. 

El  Juez  proveyó  que  una  vez  que  fuese  evacuado  el 
traslado  se  proveería. 

También  dijeron  Giró  y  Dermit  que  habiendo  la  Su- 
prema Corte  revocado  la  sentencia  de  remate  dictada  por 
el  Juez,  pedian  se  les  abonase  por  los  ejecutantes  el 
importe  de  los  honorarios  de  su  abogado  y  las  costas  de 
oñcina. 

Fi^llo  del  Jwex  de  Seeeioii. 


Buenos  Aires,  Hayo  5  de  1873. 

No  estando  ordenado  por  la  sentencia  de  la  Suprema 
Corte,  no  ha  lugar. 

Zavaleta. 

De  este  auto  apelaron  Giró  y  Dermit,  y  el  recurso  se 
concedió  en  relación. 

Sobre  el  incidente  de  desembargo  del  buque  insistieron 
diciendo :  que  la  demanda  ordinaria  nada  tenia  que  ver 
con  el  juicio  ejecutivo  concluido;  que  para  entrar  al 
nuevo  juicic  era  necesario  que  la  condición  del  denian^ 
dante  y  demandado  se   igualaran  previamente;  que  ellos 
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tenian  que  contrademandar  y  exig^ir  fianza.  —  Pidieron  que 
en  el  día  se  desembargara  el  buque,  y  que  si  asi  no  lo 
hacia  el  Juez,  no  les  quedaría  mas  arbitrío  que  ocurrir  direo- 
lamente  ante  la  Suprema  Corte,  por  denegada  ó  retardada 
justicia. 

Fall*  del  Jvem  de  Seeeiois« 


Buenos  Aires,  Hayo  9  de  1813. 

Considerando  1<>,  que  aunque  la  sentencia  de  la  Suprema 
Corte  declaró  inhábil  el  título  en  que  se  fundó  la  ejecución 
seguida  por  los  Sres.  Sthephens  y  Vonwiller  contra  los  Sres. 
Giró  y  Dermit,  revocando  la  sentencia  en  este  Juzgado,  lo  que 
implica  que  con  arreglo  á  ella  las  cosas  deben  reponer- 
se al  estado  anterior  á  la  ejecuciony  entablándose  una  de- 
manda ordinaria  por  cobro  de  daños  y  perjuicios  pro- 
cedentes de  la  rescisión  de  un  contrato,  cuya  validez  ha 
sido  implícitamente  reconocida  por  la  misma  Suprema 
Corte,  los  demandantes  han  podido  con  arreglo  al  art. 
55  de  la  ley  de  procedimientos,  inc.  3o,  solicitar  el  arrai- 
go, y  por  consecuencia  el  Juzgado  ha  podido  suspender 
por  causa  .  superviniente  el  cumplimiento  de  la  sentencia 
ejecutoríada,  sin  que  esto  importe  atentar  contra  la  cosa 
juzgada;  —  2^  que  en  el  presente  caso  con  arreglo  al  art. 
596  del  Código  de  Comercio  invocado  por  la  Suprema 
Corte  en  la  sentencia  referida,  hay  de  parte  de  Giró  y 
Dermit  el  deber  de  indemnizar  á  los  demandantes  de. 
todos  los  gastos  y  trabajos  que  hubiesen  hecho,  y  de 
todo  lo  que  hubieren  podido  ganar  en  las  obras  contrata* 
das,  y  existe  la  presunción  de  que  en  algo  habrían  ga- 
nado los  demandantes,  y  por  consecuencia  tienen  dere- 
cho para    exigir    el  arraigo  del  juicio.  — Por  estos  fuo- 
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damentos  no  ha  lugar  á  lo  soticitndo  por  los  Sres.  Giró 
y  Dermil,  quienes  podrán  no  obstante  dar  fianza  de  arrai- 
go para  obtener  el  desembargo  del  buque;  y  atento  á  que 
esta  misma  parte  manifiesta  en  el  precedente  escrito  su 
propósito  de  recurrir  ante  el  Tribunal  Superior  por  de* 
negación  de  justicia,  á  lo  que  se  agrega  que  estos  autos 
deben  remitirse  &  dicho  Tribunal  por  apelación  concedida 
á  los  recurrentes  en  cuanto  á  las  costas  del  juicio  eje- 
cutivo, agregúese  este  escrito  á  dichos  autos  para  que 
el  mismo  Tribunal  pueda,  sí  fuere  de  derecho^  reformar 
este  auto. — Repónganse  los  sellos  y  notiliquese  con  el 
original. 

Zavaleta. 

WmUm  de  la  ttapreaui  Vowim. 


Buenos  Aires,  Hayo  29  de  1873. 

Vistos: — Por  los  fundamentos  de  los  autos  de  foja  noventa 
y  seis  y  ochenta  y  siete  vuelta,  y  teniendo  presente  ade- 
más, en  cuanto  al  primero,  la  disposición  de  los  artícu- 
los mil  veinte  y  nueve  y  mil  veinte  y  uno  del  Código 
de  Comercio;  y  en  cuanto  al  segundo,  que  solo  cuando 
la  sentencia  es  confirmatoria  debe  forzosamente  contener 
condenación  en  costas,  según  el  articulo  trescientos  siete 
de  la  ley  de  procedimientos,  se  confirman  y  satisfechas  las 
costas  y  repuestos   los  sellos,    devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos.— J.  B.  GoROSTiAGA.  —  J.  Do- 
mínguez. 
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G/kUBil.  njWTL. 


Carlos  J.  Guerrero  y  C^  contra  Fusoni  Hnos.  y  Mat^ 

rofff  por  cobro  de  pesos. 


Sumario. — i"*  En  el  contrato  de  trasporte  de  mercade- 
rías, siendo  estas  recibidas  por  el  dueño  sin  protesto  al- 
guno,  hay  la  presunción  de  que  el  porteador  cumplió  sus 
obligaciones  de  tal. 

2o  El  reclamo  por  detrimento  6  avería  en  las  mercade- 
rías porteadas  no  puede  ser  deducido,  trascurridas  vein- 
te y  cuatro  horas  después   de  su  recibo, 

3^  El  reclamo  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  debe 
ser  judicial. 

A^  Mucho  mas  si  privadamente  esa  rechazado  es  recla- 
mado por  el  empresario  de  trasportes. 

5^  Las  mercaderías  sobre  que  se  reclama  deben  ser  de- 
positadas en  almacén  seguro. 


Caso. — En  16  de  Enero  del  año  1873  los  Sres.  Gar- 
los J.  Guerrero  y  G*,  se  presentaron  al  Juzgado  Federal 
esponiondo. 
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Que  los  Sres.  Fusoni  hnos.  y  Maveroff  les  adeudaban 
la  cantidad  de  ;{f  10,929  m/o.,  procedentes  del  trasporte 
de  mercaderias  de  los  buques  Matilde  y  Ravig;liano  hasta 
la  Aduana.  Que  habian  entregado  las  mercancías  en  el 
mismo  estado  en  que  las  recibieron  á  bordo;  pero  que 
los  deudores  demoraban  injustamente  el  pago  por  lo  que 
se  veían  en  la  necesidad  de  demandarlos  por  la  canti- 
dad espresada,   intereses  y  costas. 

La  discusión  de  la   causa  se   detalla  en  el 


Fallo  del  ^ues]  de  fleeeloii. 


Buenos  Aires,  Marzo  10  de  1873. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  los  Sres.  Garlos  J. 
Guerrero  y  G«  contra  los  Sres.  Fusoni  hnos.  y  Maveroff, 
por  cobro  de  la  descarga  de  los  buques  Matilde  y  Ra- 
vigliano  y  resultando:  1^  Que  está  justificado  por  confe- 
sión de  los  demandados  que  Guerrero  y  G^  descargaron  las 
mercancias   que  se  detallan  en  la  cuenta    de  f.  1   y  2. 

2®  Que  lo  está  igualmente  que  dicha  operación  fué 
ordenada  por  los  Sres.  Fusoni  hnos.  y  Maveroff,  quienes 
reconocen  el  deber  de  abonarla,  y  no  han  hecho  obje- 
ción contra  el  importe  de  las  citadas  cuentas,  sino  que 
sostienen  que  los  lancheros  no  han  entregado  las  mercan- 
cías en  el  mismo  estado  en  que  las  recibieron  ;  lo  que, 
á  juicio  de  los  demandados,  priva  á  aquellos  de  todo  de- 
recho para  cobrar  el  porte,  y  acuerda  á  los  dueños  de 
los  efectos  acción  para  reclamar  las  averías  y  fallas  que 
resultasen,  como  lo  hacen  en  el  presente  caso,  deduciendo 
reconvención  por  fallas  y  averias  resultantes  en  las  mer- 
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cancias  de  ambos  buques,   como   detalladamente   se  es- 
presa   en  las  cuentas  que  corren  de  f.  7  á  13. 

3^  Que  los  demandantes  niegan  en  primer  lugar  el  he- 
cho de  que  hubiesen  entregado  las  mercancías  en  peor 
condición  de  la  en  que  las  recibieron,  y  en  segundo  lugar 
desconocen,  aun  admitido  el  hecho  anterior,  todo  derecho 
á  los  cargadores  para  reclamar  fallas  y  averías  por  no 
haber  deducido  su  reclamación  en  el  plazo  determinado 
por  el  art.  175  del  Código  de  Comercio. 

Y  considerando  :  1®  Que  estando  reconocido  el  hecho 
de  haber  los  demandantes  descargado  las  mercancías  que, 
á  la  consignación  de  los  Sres.  Fusoni  Hnos.  y  Maveroff 
condujeron  los  buques  Mathilde  y  Rovigliano,  y  el  derecho 
de  los  lancheros  para  cobrar  dicha  descarga,  la  única 
cuestión  á  resolver  es  si  es  cierto  que  los  lancheros  no 
cumplieron  las  obligaciones  que  tenian  como  empresarios 
de  transporte. 

2o  Que  la  presunción  de  haber  los  lancheros  cumplido 
con  las  obligaciones  de  tales  se  deduce  del  hecho  de 
haber  recibido  los  demandados  las  mercancías  que  les 
pertenecian. 

3^  Que  por  otra  parte  los  lancheros  no  han  otorgado 
recibo  que  hiciera  constatar  que  hubieran  recibido  las 
mercancías  en  buena  condición,  sino  al  contrario  han 
espresado  en  ellos  que  las  mercancías  estaban  en  parte 
averiadas  ó  con  fallas,  como  lo  confiesan  los  mismos  Sres. 
Fusoni  Hnos.  y  Maveroff. 

4^  Que  aunque  es  verdad  que  los  demandados  sostienen 
que  los  lancheros  entregaron  los  canastos  de  papas  con- 
ducidos por  el  buque  Mathilde  con  mas  averías  de  las 
que  espresaba  el  recibo  y  que  las  bordalesas  de  vino  con- 
ducidas por  el  Rovigliano  en  su  totalidad  fueron  entre- 
gadas  por  el  buque  sin  avería  á  pesar  de  espresarse  lo 
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contrario  en  uno  de  los  reciboSi  tos  lancheros  sostienen 
á  su  vez  que,  aún  en  la  hipótesis  de  ser  ciertos  los  he- 
chos afirmados  por  los  demandados  no  tendrían  ellos 
derecho  para  reclamar  indemnización  de  daños  por  haber 
espirado  el  plazo  en  que  debieron  hacerlo,  según  el  art. 
175  del  Código  de  Comercio. 

5^  Que  es  efectivo  que  el  art.  175  citado,  aplicable  á 
los  dueños  administradores  y  patrones  de  lanchas,  según 
el  art.  190  del  mismo  Código,  solo  concede  á  los  dueños 
de  los  efectos  acoion  por  detrimento  ó  avería  dentro  de 
las  a  horas  siguientes  á  su  recibo,  y  consta  de  autos 
que  la  presente  reclamación  ha  sido  deducida,  mucho  des- 
pués, puesto  que  de  las  cuentas  de  f.  1  y  2  consta  que 
en  17  de  Enero  estaban  recibidas  las  mercancías,  y  de 
las  cuentas  presentadas  por  los  demandados,  que  la  en- 
trega era  muy  anterior  á  aquella  fecha ;  siendo  asi  que 
recien  en  29  de  Enero  dedujeron  su  reclamación  los  Sres. 
Fusoni  Hnos.  y  Maveroff,  y  por  consecuencia  después  de 
caducado  el  derecho  á  todo  reclamo. 

B""  Que  aunque  los  dueños  de  las  mercancías  dicen  que 
privadamente  reclamaron  en  tiempo  oportuno  por  los 
deterioros  ó  averías,  el  Código  se  refiere  evidentemente  á 
una  reclamación  judicial  y  á  esto  se  agrega  que,  según  el 
escrito  de  contestación  á  la  demanda,  los  lancheros  no 
admitieron  el  reclamo,  y  por  consecuencia  para  conservar 
su  derecho  debieron  los  primeros  depositar  los  efectos  en 
un  almacén  seguro,  lo  que  no  se  ha  hecho  en  este 
caso. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  condenando  á  los  Sres.  Fu- 
soni Hnos.  y  Maveroff  á  abonar  á  Garlos  J.  Guerrero  y  C* 
el  importe  de  las  cuentas  de  f.  1  y  2  con  los  intereses  de 
banco  desde  la  demanda,  y  absolviendo  á  dicho  Guerrero 
y  C*  de  la   reconvención   deducida  por  los  príroeros   por 
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averías  en  las  mercancías,  y  sin  especial  condenación  en 
costas.  Repónganse  los  sellos  y  notifiquese  con  ei  ori- 
l^inal. 

Manuel  Zavakta. 

Apelada  esta  sentencia  por  Fusoni  hermanos  y  MsverofF 
fué  confirma  por  este. 


SM1«  de  1»  flwpreuMi  €>mwim 


Buenos  Aires,  Ihyo  31  <|p  1873. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  cuarenta  y  tres,  y  satisfechas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril.— Francisco 
Delgado. —  José  Barros  Pazos. — 

J.  B.     GOROSTIAGA.  —  J.  DOMINGUEZ. 
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G/kUBilk    IjIL. 


h.  Antero  Barriga ^  contra  los  herederos  de  Da.  Josefa  Lemas ^ 
sobre  reivindicación  —  Incidente  sobre  competencia. 


Sumario  i""  Pendiente  un  juicio  de  deslinde  ante  la 
jurisdicción  provincial,  no  puede  entablarse  ante  la  nacio- 
nal acción  reivindicatoría  sobre  uno  de  los  fundos  á  des- 
lindarse. 

2o  Iniciado  un  juicio  posesorio  no  puede  intentarse  el 
petitorio  antes  que  aquella    instancia  haya  terminado. 

3o  Radicado  un  juicio  ante  los  tribunales  de  Provin- 
cia debe  sentenciarse  y  fenecer  en  la  jurisdicción  pro- 
vincial. 

Ao  Para  surtir  el  fuero  nacional  por  razón  de  las  per- 
sonas, es  necesario  que  el  derecho  disputado  haya  corres- 
pondido originariamente  y  no  por  sesión  ó  mandato  á 
personas  respectivamente  sujetas  á  la  jurisdicción  nacio- 
nal. 


Caso  —  D.  Antero  Barriga,  estrangero,  demandó  ante  el 
Juez  de  la  Sección  de  Mendoza  á  los  herederos  de  Da. 
Josefa  LemoB,  argentinos,  sobre  reivindicación  del  fundo 
<  Ancón  »    ubicado    en    el   Departamento  de  Tupungato. 
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El  titulo  del  demandante  procedía  de  una  sesión  que  le 
habían  hecho  en  Chile  los  sucesores  de  D.  José  V«  Sán- 
chez,   antiguo  propietario  del  fundo. 

Corrido  traslado,  los  herederos  de  Da.  Josefa  Lemos 
promovieron  artículo  de  incompetencia  fundados  en  que 
ante  los  tribunales  de  la  Provincia  existia  un  juicio  pen- 
diente sobre  deslinde  de   los  terrenos  demandados. 

Sustanciado  el  articulo  con  la  prueba  que  rindieron 
las  partes,  se  dictó  este 


Fallo  úéí  JiieB   fleeeioa. 


Mendoza,  Mano  3  de  1873. 

Vistos,  y  considerando  :  Que  los  Sres.  Sánchez  de  quien 
deriva  su  derecho  el  Sr.  Barriga,  siguieron  juicio  con  Da. 
Josefa  Lemos  sobre  deslinde  de  la  estancia  de  c  Ancón  > 
desde  el  año  54,  cuyo  juicio  pende  aun  ante  el  Supe- 
rior Tribunal  de  la  Provincia,  según  resulta  del  espe* 
diente  traido  á  la  vista.  —  Que  teniendo  por  objeto  el  jui- 
cio de  destinde  que  los  limites  confusos  se  investiguen 
y  demarquen,  no  puede  entablarse  la  acción  reivindica- 
toría antes  que  se  resuelva  el  juicio  de  limites,  mucho 
menos  ante  distinta  jurisdicción,  sin  ocasionar  la  división 
de  la  contienda  de  la  causa,  esponiéndola  al  conflicto  de 
resoluciones  contradictorias  —  Que  por  otra  parte  pende 
ante  la  justicia  local  un  juicio  posesorio  entre  las  mis- 
mas partes  sobre  los  terrenos  que  se  reivindican,  y  el 
juicio  petitorio  no  puede  tener  lugar,  antes  que  la  ins- 
tancia posesoria  haya  terminado. — Por  estas  considera- 
ciones, de  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  art.  i4  de 
la  ley    sobre  jurisdicción   de  los   Tribunales  Nacionales, 
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y  articulo  diez  y  siete,  titulo  tercero,  libro  tercero,  Có. 
digo  Civil,  €8le  Juzgado  se  declara  incompetente  para 
conocer  eu  el  presente  juicio.  Con  costas  al  Sr.  Barri^. 
Devuélvanse  los  espedientes  pedidos  á  la  vista.  Repón- 
ganse. 

Juan  C.  AUnirracin. 


WmUm  4km  te  Siipreaui  €«rie 


Baenos  Aires^  Junio  3  de  1873. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos  y  con  arreglo  á  la  dis- 
posición del  articulo  ocho  de  la  ley  de  jurisdicción  de 
los  Tribunales  NacionaleSi  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  sesenta  y  dos,  satisfechas  y  reptte9tos 
los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  Delgado.  — -  José  Barros 
Pazos.  —  José  B.  Gorostuga.  — 

)0S<  DOMINGUBZ. 
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CIA.USA    M^KM. 


Raeco  Piaggio  i  hijos^  cmtra    Ceresetto  hermanoi  y 
compañía  f  por  cobro  de  pesos. 


Sumario  —  1^  Cuando  los  gaBtoB  de  desembarque  no  htn 
sido  determinados  de  antemano,  debe  abonarse  con  arre- 
glo á  lo  que  se  acostumbra  pagar  en  el  puerto  de  la 
descarga. 

2o  fin  el  puerto  de  Buenos  Aires,  en  que  por  regla 
general  se  hace  la  descarga  en  lanchas  y  carros,  es 
costumbre  abonar  el  carretage  aun  cuando  no  se  em- 
pleen carros,  como  una  indemnización  al  mayor  tiempo 
empleado  y  al  peligro  que  corren  las  lanchas  de  que- 
dar baradas  atracando  al  muelle. 


Caso -^Los  Sres.  Rocco  Piaggio  é  hijos  se  presentaron 
al  Juzgado  Federal  de  Buenos   Aires  esponiendo  : 

Que  los  Sres.  Geresetto  hermanos  y  C*  les  eran  deu- 
dores de  la  suma  de  ;$F  17,500  m/c,  importe  de  lan- 
chage  y  carretage  de  mercaderías  venidas  á  su  consig- 
nación en    el   vapor   c  Esther  » ,  las   que  habian    desem- 
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bareado  sogon  las  condiciones  del  conocimiento  y  que, 
negándose  los  demandados  á  abonar  el  saldo  total  de 
la  coentai  ocurrian  al  Juzgado  á  fin  de  que  fuesen  con- 
denados al  abono    con  los  intereses  y  costas. 

Acompañaron  á  la  demanda  la  siguiente  cuenta: 

LANCHAOS. 

300  pipas  vino  1/25  m/c $  't^OO 

200  bolsas  arroz  1/7 »  1,400  $  8^00 

10  o/o  de  descuento.        8Q0 

$  8010 

GARRETAGE. 

200  bolsas  arroz  6/30 $  1,000 

200  pipas  vino  á  la  Aduana  i/25     i  5,000 

100      »       >    su  casa >  3,500      9500 

S  17510 

Corrido  traslado,  Ceresetto  bermanoa  y  €*  pidiéronse 
rechazara  por  exagerada  la  cuenta  presentada  por  los 
demandantes  y  que  se  les  admitiera  él  pago  del  justo 
precio  adeudado,  haciendo  las  siguientes  observaciones : 
1^  Que  se  le?  cobraba  el  oarretage  de  i6  cuarterolas 
aguafdientCi  20  bolsas  de  arroz  y  200  pipas  de  tino  .'que 
habían  sido  desembarcadas  en  el  muelle  de  la  Aduana 
y  depositadas  en  los  almacenes,  sin  que  hubiesen  «ido 
puestas  en  los.  carros,  lo  que  importaba  un  amnento 
indebido  en  la  cuenta  de  $  6,160  m/c;  2^  Que  el  coüo- 
eimientó  no  autorizaba  á  los  consignatarios  del  b^ique 
para  contratar  la  descanga  de  las  mereaDciaay  por  cuya 
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rason  ellos,  como  dueños  tenian  derecho  para  efectuarla, 
y  que  si  aquellos  la  hicieron  fué  por  culpa  del  buque 
que  se  negó  á  entregar  las  mercancias  á  los  lancheros 
que  al  efecto  hablan  mandado,  y  esto  á  pesar  de  haber  obte- 
nido la  orden  correspondiente  de  los  consignatarios  del 
buque;  y  que  ya  que  estos  habían  hecho  la  descarga 
sin  derecho,  no  podían  cobrar  un  lanchage  mas  alto  que 
el  que  les  cobraba  el  lanchero  con  quien  habían  con- 
tratado. 

Después  de  un  juicio  verbal  en  que  las  partes  die- 
ron algunas  esplícaciones  y  de  producidas  las  pruebas 
que  juzgaron  necesarias,  se  dictó   el   siguiente : 


Fallo  del  Jnea   4e  Secdoii. 


Buenos  Aires,  Marzo  13  de  1873. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  los  Sres.  Rocco  Piaggio 
ó  hijos,  contra  los  Sres.  Geresetto  hermanos  y  G*,  por 
cobro  de  $  17,510  m/c,  importe,  del  lanchage  de  mer- 
oancias  venidas  á  la  consignación  de  los  últimos  en  el 
vapor  c  Esther,  >  del  que  son  agentes  los  primeros  y 
resultando : 

lo  Que  los  demandados  reconocen  en  general  la  cuenta 
de  lanchage  y  carretage  corriente  á  f.  31  y  se  limitan 
á  hacer  las  siguientes  observaciones :  i*  Que  se  cobra 
el  carretage  de  16  cuarterolas  aguardiente,  veinte  bolsas 
arroz  y  200  pipas  de  vino  que  fueron  desembarcadas  en 
el  muelle  de  la  Aduana  y  depositadas  en  los  almacenes 
sin  que  hubiesen  sido  puestas  en  los  carros,  lo  que 
importa  un  aumento  indebido  en  la  cuenta  de  $  6160 
m/o. ;  3^  Qm  el  conocimiento   no  autorizaba  é  bs   oon- 
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signatarios  del  buque  para,  contratar  la  descarfa  de  las 
mercancías,  de  cuyo  lanchage  se  trataba,  por  cuya  razón 
tenían  derecho  los  cargadores  para  hacer  ellos  mismos 
la  descarga,  y  si  no  la  hicieron  fué  por  culpa  del  buque 
que  se  negó  á  entregar  las  mercancías  á  los  lancheros 
que  al  efecto  hablan  mandado  y  este  á  pesar  de  haber 
obtenido  orden  de  los  consignatarios  del  buque ;  y  que 
ya  que  estos  hablan  hecho  la  descarga  sin  derecho,  no 
podían  cobrar  un  lanchage  mas  alto  que  el  que  les 
cobraba  el  lanchero  con  quien  hablan  contratado. 

2o  Que  el  Juzgado  convocó  á  las  partes  á  un  juicio  ver- 
bal con  el  objeto  de  pedir  esplicaciones  sobre  los  he- 
chos ocurridos  á  fin  de  evitar  en  lo  posible  la  recepción 
de  pruebas,  y  la  parte  demandante  manifestó  que  de  las 
mercancías  cuyo  lanchage  y  carretage  cobran,  181  pipas 
de  vino  hablan  sido  descargadas  en  carros,  y  conducidas 
en  los  mismos,  cien  á  la  casa  de  los  demandados  y  ochenta 
y  una  á  los  depósitos  de  Aduana,  y  que  el  resto  ha- 
bla sido  desembarcado  en  el  muelle  de  la  Aduana  sin 
que  hubiera  necesidad  de  emplear  carros;  pero  que  co- 
braban también  el  carretage,  porque  esa  es  la  costum* 
bre  del  puerto,  como  una  indemnización  de  la  demora 
que  sufren  los  buques  y  del  riesgo  que  corren  para 
atracar  al  muelle;  replicando  los  demandados  que  insis- 
tían en  los  hechos  espuestos  en  su  contestación  á  la 
demanda  y  que  la  práctica  Invocada  no  merece  el  nom- 
bre de  tal  sino  de  abuso,  porque  importa  autorizar  á 
cobrar  un  servicio  no  prestado,  no  siendo  cierto  por 
otra   parte  que   todos  los  lancheros  la   observasen ; 

3o  Que  el  Jugado   con  la  calidad   de  para   mejor  pro- 
veer, ordenó    se*   practicasen    las  siguientes  diligencias : 
1*  Que  los  demandados   acompañasen  la  orden  que  dicen 
habérseles  entregado  por  los  .consignatarios  del  buque  para 
T.  IV  23 


322        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

la  descarga  de  las  meroancias,  cuyo  lanchage  se  cobra  ; 
S*  Que  los  mismos  demandados  manifestasen  si  los  pre- 
cios cargados  en  la  cuenta  de  Rocco  Piaggio  é  hijos  por 
descarga  en  lanchas  y  en  carros  están  ajustadas  á  la 
planilla  de  precios  publicada  por  los  lancheros ;  3^  Que 
se  librase  ofício  á  la  Cámara  Sindical  de  la  Bolsa  de 
Comercio  para  que  informase  si  es  de  práctica  que  en 
las  descargas  de  buques  en  este  puerto  se  cobre  carre- 
tage  aun  por*  las  mercancías  que  no  han  sido  conduci- 
das en  carros,  sino  desembarcadas  en  el  muelle  de  la 
Aduana  por  las  lanchas  que  las  recibieron  del  buque  mayor; 
y  4°  Que  se  librase  oñcio  á  la  Administración  de  Rentas 
Nacionales  en  esta  ciudad  para  que  informase  cuantas 
pipas  de  vino  fueron  conducidas  en  carros  á  los  depó- 
sitos   de  Aduana; 

4lo  Que  los  demandados  no  acompañaron  la  citada  or- 
den para  descargar  por  haber »  según  lo  manifestaron,  en- 
tregádola  al  capitán  del  cEsther»  y  manifestaron  que  la 
cuenta  era  ajustada  á  tarifa   ( escrito  de  f.  52 ) ; 

5o  Que  la  Cámara  Sindical  de  la  Bolsa  de  Comercio 
informó  á  f.  55  que  es  costumbre  que  las  lanchas  co- 
bren el  acarreo  en  la  descarga  de  hacienda^  aun  cuando 
no  empleen  carros  para  la  descarga,  designándose  así  las 
mercaderias   que   vienen   en   cajones  ó  fardos ; 

6o  Que,  según  informe  de  la  Aduana  f.  59  á  60  y 
f.  66  á  67,  cien  pipas  fueron  á  despacho  directo  y  por 
consecuencia  se  emplearon  carros  en  ellas,  habiéndose 
desembarcado  las  restantes  por  el  muelle  de  la  Aduana; 

7o  Que  recibida  la  causa  á  prueba  á  efecto  de  acre- 
ditar si  era  verdad  que  los  demandados  recibieron  una 
orden  para  proceder  á  la  descarga  de  las  mercanoids 
que  les  condujo  el  vapor  <(  Esther »  y  que  el  capitán  de 
éste  se  las   negó,  com^  asi  mismo  cual  sea  la  práctica 
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respecto  á  acarreo  y  cual  sea  el  lanchage  que  ordina- 
riamente  cobren  los  lancheros  Jpan  B.  Güeña  y  G^ ;  las 
partes  produjeron  las   que  corren  de   f.  71  á   110; 

8o  Que  de  la  prueba  producida  no  resulta  justificada 
la  orden  que  los  demandados  dicen  haber  obtenido  para 
la  descarga  de  sus  mercancías,  resultando  por  el  con- 
trario demostrado  por  las  declaraciones  de  los  testigos 
D.  Mauricio  Ambrosetti  y  D.  Juan  M.  Ruda  (f.  88  á 
9S )  é  informe  de  la  Administración  de  Rentas  Nacionales 
(f.  138)  que  la  lancha  «Gatalina»  de  los  Sres.  J.  B.  Güeña 
y  G'  desembarcó  170  bultos,  de  los  que  20  únicamente 
de  los  demandados,  y  que  si  Güeña  y  G^,  lancheros  á 
quienes  se  refieren  Geresetto  hermanos,  recibieron  una 
orden  para  descargar  fué  para  recibir,  no  especialmente 
la  carga  de  Geresetto  hermanos  y  G^,  sino  carga  gene- 
ral .  del  buque  y  como  auxiliares  de  los  lancheros,  punto 
que  está  corroborado  hasta  cierto  punto  por  la  cuenta 
y  recibo  de  f.  108,  la  que,  en  caso  de  autenticarse, 
probaria  concluidamente  que  Juan  B.  Güeña  y  G^  ha- 
bían hecho  la  descarga  que  hicieron  por  cuenta  de  los 
consignatarios  del  buque,  y  aunque  no  está  la  firma 
reconocida  por  haberse  presentado  fuera  de  la  estación 
oportuna,  sin  embargo  los  demandados,  absolviendo  po- 
siciones, dicen  á  f.  110  que  les  parece  auténtica  dicha 
cuenta. 

9o  Que  resulta  igualmente  probado  por  las  declaracio- 
nes de  los  testigos  D.  Vicente  E.  Gasares,  D.  Bernardo 
Caray,  D.  Mauricio  Ambrosetti  y  D.  Juan  M.  Ruda,  tes- 
tigos presentados  por  el  demandante  y  D.  Felipe  Link, 
testigo  presentado  por  el  demandado,  que,  cuando  no 
precede  convenio  es  costumbre  abonar  el  lanchage  de 
tarifa,  menos  un  10  p.7o  (declaraciones  de  f.  74  vta. 
á  78  y  de  f.   83  á  92 ) ;  y  pos  las  declaraciones  de  los 
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mismos  testigos,  salvo  el  último,  que  es  costumbre  abo- 
nar al  acarreo,  aunque  no  se  empleen  carros  en  la 
descarga,  punto  ratificado  por  el  informe  de  la  Cámara 
Sindical  dé  la  Bolsa  de  Comercio,  de  que  se  hizo  mé- 
rito mas  antes.  —  Y  considerando  :  1^  Que  la  cuenta  de 
lanchages  y  acarreos  está  ajustada  á  tarifa,  como  lo  han 
reconocido  los  mismos  demandados,  y  es  una  costumbre 
abonar  los  precios  de  tarifa  cuando  no  hubiese  prece- 
dido convenio ;  2^  Que  aunque  los  demandados  opusie» 
ron  la  escepcion  de  haber  precedido  convenio  especial» 
en  virtud  del  cual  debian  personalmente  por  medio  de  los 
lancheros  ejecutar  la  descarga,  no  solo  no  han  conse- 
guido justificar  este  hecho  durante  el  término  de  prueba, 
sino  que  él  está  ademas  contradicho  por  las  constancias 
de  autos,  como  se  ha  visto  al  analizar  la  prueba  ren- 
dida por  las  partes ;  3^  Que  aunque  es  verdad  que  no 
se  ha  empleado  carros  para  toda  la  descarga,  está  jus- 
tificado en  autos  que  la  costumbre  es  abonar  aun  en 
ese  caso  el  acarreo ,  como  indemnización  del  mayor 
tiempo  empleado  y  de  los  peligros  que  corren  las  lan- 
chas de  quedar  varadas  atracando  al  muelle,  no  siendo 
justo  que  este  mayor  peligro  sea  esclusivamente  á  cargo 
de  los  lancheros,  cuando  los  propietarios  de  las  mer- 
cancías reciben  el  mismo  servicio  que  si  se  hubiese  em- 
pleado carros,  y  aun  mayor,  por  evitarse  por  ese  medio 
los  inconvenientes  consiguientes  á  la  entrega  de  las  lanchas 
á  los  carros;  4*  Que  es  de  obligación  estricta  que  el  dueño 
de  las  mercancias  pague  el  costo  del  porte  (art.  i  66,  1186 
y  1251  del  G.  de  Comercio) ;  y  cuando  este  no  ha  sido 
determinado  de  antemano,  debe  estarse  á  la  costumbre 
del  puerto,  con  arreglo  al  espíritu  que  se  desprende  del 
art.  1214  y  á  la  regla  X  del  Código  de  Comercio. 
Por  estos  fundamentos,  fallo :   condenando  á  los  Sres. 
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Geressetto  hermanos  y  G>  á  abonar  á  Rocco  Piaggio  é 
hijos,  dentro  del  término  de  diez  dias  el  importe  de  la 
cuenta  de  f.  2,  procedente  de  lanchage  y  acarreo  de  mer- 
cancías por  el  vapor  c  Esther  > ,  con  los  intereses  de  Banco 
desde  la  demanda  y  con  espresa  condenación  en  costas  — 
Repónganse  los  sellos  y  ootiQqueso  con  el  original. 

Manuel  Zavaleta. 
De  esta  sentencia   apelaron  Geressetto  hermanos  y  G''. 


WmUm  de  ím  ñuprewam  Ciarte. 


Bnenos  Aires,  Junio  7  de  1873. 

Vistos  :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  ciento  cuarenta  y  seis,  satisfe- 
chas  y    repuestos  los   sellos,    devuélvanse. 

Salvador  Maru  del  Garril.  —Fran- 
cisco Delgado.  — José  Barros  Pa- 
zos.—  J,  B.  GoRosTiAGA. — J.  Do- 
mínguez. 
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CLALUSÜL  L.X.II. 


D.    Pedro   Carlos   Raymond^    vice-Cónsul    de    Francia    en 

Mendoza^   contra   el  Sub-delegado   D.  Javier  Molina^ 

sobre  despojo.  —  Incidente  sobre  competencia. 


Sumario.  —i°  Los  Jueces  Nacionales  no  son  por  la  ley 
Jueces   de  residencia  de  los  de  las  Provincias. 

2o  No  pueden,  por  consiguiente,  llevarlos  á  sus  estra- 
dos para  que  den  cuenta  de  sus  juicios  y  de  la  ma- 
nera como  resuelven  las   causas  de  su    competencia. 


Caso.  —  El  Gobierno  de  Mendoza  mandó  que  se  hicieran 
puentes  sobre  unos  canales  de  irrigación  que  interrum- 
pían el  tránsito  de  las  calles.  —  El  costo  de  estas 
obras,  según  una  ley  de  la  Provincia,  debia  ser  pagado 
por  los  ocupantes  de  los  terrenos  que  regaban  aquellos 
canales. 

Hechas  las  obras,  el  comisario  municipal  se  presentó 
al  Sub-delegado  de  Maipú,  D.  Javier  Molina,  pidiéndole 
obligara  á  Da.  Petrona  R.  de  Ojeda  al  pago,  que  ella 
resistia,  de  la  cuota  que  le  correspondia  por  el  terreno 
que  ocupaba  como  arrendataria. 
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El  Sub-delegado  ordenó  el  pago,  y  la  Sra.  de  Ojeda 
lo  verificó,  pero  protestando  que  lo  hacia  apremiada  por 
la  ejecución  con  que  se  le  amenazaba,  y  diciendo  que 
daría  parte    á   su  patrón  D.  Pedro    G.  Raymocd. 

En  12  de  Octubre  de  1872  Raymond,  que  era  vice- 
cónsul de  Francia,  se  presentó  ante  el  Juez  de  Sección, 
demandando  al  Sub-delegado  Molina  y  al  comisario  mu- 
nicipal Dn.  B.  Araoz  la  restitución  de  100  pesos  abo- 
nados por  la  Sra.  de  Ojeda,  calificando  el  acto  como 
un  despojo,  condenado  por  el  arl.  17  de  la  Constitución 
Nacional. 

Corrido  traslado,  Molina    declinó  la    jurisdicción  Nacio- 
nal y  dijo :   Que  él  como  Juez  competente  y  en  ejercicio 
de    su    jurisdicción,    habia    ordenado    el    abono    de    los 
100    pesos;   que  la   demanda  ante  su  Juzgado   no  habia 
sido    contra   el    vice-Cónsul,  sino   contra    una    propiedad 
raiz    que,   como  todas  las  de  la  Provincia,  estaba  afectada 
á    los     impuestos    públicos,    quienesquiera     que    fuesen 
sus  poseedores    ú    ocupantes;    que   si  Raymond  se  creyó 
perjudicado  por   su   sentencia,  debió  ocurrir    al  Juez    de 
Letras  que  era  el  de   apelación   en  el   caso,  y  no  al  de 
Sección,  incompetente   para   aplicar  las  leyes   de  impues- 
tos municipales.  —Araoz  reprodujo  lo   espuesto    por  Mo- 
lina 

FiOlo  del  Juez  4e  ñ^mmkmn. 

Mendoza,  Noviembre  11  de  1872. 

Vistos  :  Y  considerando  sobre  la  incompetencia  de  juris- 
dicción deducida  por  D.  Javier  Molina  y  D.  Benedicto 
Araoz  en  el  juicio  seguido  por  el  vice-Cónsul  de  Fran- 
cia D.  Pedro   C.   Raymond,   por   cobro   de  pesos.  — Que 
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la  demanda  ha  sido  interpuesta  por  el  vice-Gónsul  de  Fran- 
cia por  violación  de  la  garantía  que  acuerda  el  art  17 
de  la  Constitución  Argentina — Que  tanto  por  esta  cir- 
cunstancia como  por  la  persona  del  actor,  el  juicio  es 
de  la  competencia  de  este  Juzgado  —  Que  los  argumentos 
en  que  los  demandados  fundan  la  incompetencia  de  ju* 
risdiccion  tienen  solamente  por  objeto  negar  la  violación 
de  la  garantía  constitucional,  lo  que  solo  puede  tomarse 
en  consideración  en  la  sentencia  definitiva.  Por  estas  con- 
sideraciones y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  art. 
2^,  inc.  3o  de  la  ley  de  4  de  Setiembre  del  63,  sobre 
competencia  y  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales.  — 
Este  Juzgado  se  declara  competente  para  conocer  en  este 
juicio,  debiendo  los  demandados  contestar  la  demanda 
en  el   término  de   tercero  dia. — Líbrese  oficio   al  efecto 

al   Sr.  Subdelegado  . 

Juan  C.  Alharracin. 

De  este  auto  apeló  el  Sub-delegado  y  el  recurso  se 
ie  concedió  en  relación.  Elevado  el  espediente,  la  Supre- 
ma Corte,  para  mejor  proveer,  dio  vista  al  Sr.  Procu- 
rador General,  quien  dijo  que  el  Juez  Federal  carecía  de 
jurisdicción  para  conocer  de  la  demanda,  porque  la  ley 
no  le  ha  dado  el  carácter  de  Juez  de  residencia  de  los 
Jueces  de  Provincia ;  y  por  consiguiente  no  podia  traer- 
los á  sus  estrados  para  que  le  dieran  cuenta  de  sus 
juicios  y  del  modo  como  resolvían  las  causas  de  su  com- 
petencia. Que  Molina  no  era  un  particular  que  hubiese 
cometido  un  despojo  violento,  sino  un  Juez  que,  ejer- 
ciendo su  jurisdicción  legítima,  habia  sentenciado  en  for- 
ma una  causa,  lo  cual  estaba  muy  lejos  de  ser  un  des- 
pojo. 

Que  al  Juez  de  Sección  no   le   competía   averiguar  si 
el   de    Provincia  habia  juzgado  bien   ó    mal;    sino    que 
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había  debido  respetar  su  mandato  como  emanado  de  auto- 
ridad legitima,  y  desechar,  por  consiguiente,  la  demanda 
con    arreglo  al  art.  3^  de  la   ley   de   procedimientos. 

Pidió  á  la  Suprema   Corte  que   revocara    el   auto  del 
Juez  de  Sección. 


Falto  de  ln  Soprem»  C?orte. 


Buenos  Aires,  Jwiio  10  de  1873. 

Vistos :  De  conformidad  con  el  señor  Procurador  Gene- 
ral, y  resultando  que  al  iniciarse  el  procedimiento  para 
el  cobro  del  impuesto,  don  Pedro  Raymond  no  dedujo 
cuestión  de  competencia.;  con  arreglo  al  artículo  cua- 
renta y  cinco  de  la  ley  de  procedimientos,  se  revoca  el 
auto  apelado  de  foja  veinte  y  uno  y  satisfechas  las  cos- 
tas,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.— José  Barros  Pazos 
—  J.  Domínguez. 
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CUSUSA.  LillLIIl 


D.    Eugenio   Bustos^  con  D,   Claudio  Manterolay  sobre 
liquidación  de  dañoi  y  perjuicios  y  compensación 


Sumario.  —  Las  liquidaciones  hechas  con  arreglo  á  sen* 
tencias  ejecutoriadas    deben   ser  aprobadas. 


Caso.  —  En  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  Nacio- 
nal de  Mendoza  entre  D.  Claudio  Manterola  y  D.  Euge- 
nio Bustos,  quedaron  ejecutoriadas  varias  sentencias,  dic- 
tadas   en  los  diferentes  cuerpos   de  autos  que  siguieron. 

En  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  última,  fecha  13  de 
Agosto  de  1870,  las  partes  comparecieron  á  juicio  ver- 
bal y  en  él  nombraron  contadores  liquidadores  ;  la  de 
D.  Eugenio  Bustos  á  D.  Exequiel  Tabanera  y  la  de  Man- 
terola á  D.  Luciano  Yilianueva.  Los  contadores  se  es- 
pidieron en  disconformidad :  Yilianueva  sacaba  un  saldo 
á  favor  de  Manterola  de  pesos  11,359,  641/2  cts.  oro  y 
Tabanera  daba  un  saldo  á  favor  de  Bustos  de  pesos  2,348 , 
55  cts.   oro. 

Habiendo  cada  parte  sostenido  y  pedido  la  aprobación 
de  la  liquidación  hecha  por  el  contador  que  habia  nom- 
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brado^  el  Juez,   teniendo  á  la  vista  todos   los  cuerpos  de 
autos  seguidos  entre  Manterola  y  Bustos,  dictó  ei  siguiente 


Falto  éml  Summ  ém  fleeeiottt 


Mendoza,  Agosto  i^  de  1871. 

Autos  y  vistos :  Habiéndose  hecho  el  estudio  de  los  es- 
pedientes mandados  traer  á  la  vista  por  auto  de  tres  de 
Julio  del   corriente  año  á   f.'  153. 

En  la  divergencia  de  opiniones  en  que  están  los  pe- 
ritos que   han  formado   ambas   liquidaciones. 

Colocado    el  Juez  en  el  deber  de  pronunciarse. 

Acepta  la  liquidación  del  Dr.  D.  Ezequiel  Tabanera 
por  creerla  conforme  á  la  sentencia  de  28  de  Julio  de 
1868;   espediente  No   91. 

Siendo  dicha  sentencia  confirmada  por  el  Superior,  la 
regla  que  debe  seguir  el  Juez,  es  el  espíritu  y  tenden- 
cia de  ella,  que  se  cree  interpretados  en  la  liquidación 
Tabanera. 

Por  tanto  las  costas  se  pagan  por  mitad,  desde  que 
la  ley  reconoce  el  deber  de  observar  esa  liquidación  y 
como  el  Juez  no  puede  atribuir  mala  fé  en  esto,  á  nin- 
guna de  las  partes,  sin  perjuicio  de  sus  derechos,  invito 
á  estos  á  comparendo  con  el  ñn  de  dar  una  solución 
posible  á  la  casa  de  Fornés.  —  Repóngase. 

Palma. 

De  esta  sentencia  apeló  la  parte  de  Manterola.  —  Con- 
cedido el  recurso  y  elevado  el  espediente,  la  Suprema 
Corte,  para  mejor  proveer,  nombró  al  contador  D.  Lo- 
renzo Rodríguez  para  que,  con   sujeción  á  la  sentencia  de 
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2$  de  Julio  de  1868,  oonflrmada  en  20  de  Noviem- 
bre  del  mismo  año,  y  á  las  demás  coostancías  de  los 
autos,  practicara  la  liquidación  que    correspondia. 

El  contador  Rodríguez,  hecha  la  liquidación  y  com- 
pensación correspondiente  hasta  el  31  de  Agosto  de 
1867,  sacó  un  saldo  á  favor  de  D.  Eugenio  Bustos  de 
pesos  5,950,82  cts.  oro  de  Chile ;  cuya  cuenta  fué  defi« 
nitivamente  aceptada   por  esta 


WmU»  de  la   Safirema  Corte. 

Buenos  Aires,  Junio  10  de  1873. 

Vistos:  Y  considerando,  que  las  liquidaciones  sobre 
los  daños  y  perjucios  reclamados  por  don  Eugenio  Bus- 
tos contra  don  Claudio  Manterola,  sobre  el  crédito  de  este, 
contra  don  Eugenio  Bustos,  y  sobre  compensación  de  am- 
bos créditos,  que  ha  practicado  el  contador  nombrado 
don  Lorenzo  E.  Rodríguez,  y  que  corren  á  fojas  doscien- 
tas nueve  y  doscientas  setenta  y  seis  de  estos  autos,  están 
conformes  con  las  sentencias  ejecutoriadas  de  veinte  y  ocho  de 
Julio  de  mil  ochocientos  sesent^i  y  ocho  del  cuaderno  B.  nú- 
inero  noventa  y  uno,  y  de  veinte  y  uno  de  Mayo  de  mil 
ochocientos  setenta  á  fojas  sesenta  y  siete  vuelta  del 
presente  cuerpo  de  autos ;  se  revoca  la  sentencia  apela- 
da de  primero  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y 
uno  á  foja  ciento  cincuenta  y  tres  vuelta,  y  se  aprue- 
ban dichas  liquidaciones,  condenándose  á  don  Claudio 
Manterola  al  pago  á  don  Eugenio  Bustos  del  saldo  que 
por  ellas  resulta  á  su  favor,  de  cinco  mil  novecientos 
cincuenta  pesos  con  ochenta  y  dos  centavos  moneda  sella- 
da  de  Chile,  con  los   intereses  correspondientes  desde  el 
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treinta  y  uno  de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete 
en  que  se  dá  por  hecha  la  compensación  hasta  la  fe- 
cha en  que  se  verifique  el  pago,  á  razón  de  uno  y  me- 
dio  por  ciento  mensual. 

Satisfechas  en  consecuencia  las  costas,  y  el  honorario 
del  contador  Rodríguez,  según  la  regulación  de  fojas 
doscientas  cincuenta  y  cinco,  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse los   autos. 

Salvador  Maru  del  Carril.  —  José 
Barros  Pazos.  —  J.  B.  Gorostuga. 


»ii< 


CAUSA.    íilLlir. 


El  patrm  de  la  goleta  c  Catalanat  >  contra  P.  Aseen^ 

cío  UarcoSf  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  ^o  Para  determinar  en  los  contratos  de  fle- 
tamentos  las  obligaciones  del  fletante  y  fletador,  debe 
estarse  ante  todo  á  las  cláusulas  del  conocimiento. 

9?  Habiéndose  ajustado  el  flete  á  tanto  por  bulto  sano 
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puesto  en  la  lancha  por  el  capitán,  debe  deducirse  que 
era  en  la  lancha  donde  la  carga  debía  ser  recibida  y 
donde  debia  inspeccionarse  para  verificar  el  estado  en 
que  se  entregaba. 

3^  Es  regla  de  interpretación  que  en  el  silencio  de  los 
contratantes  respecto  de  alguna  circunstancia  relativa  al 
cumplimiento  del  contrato,  debe  entenderse  que  han  que- 
rido sugetarse  á  lo  que  es  de  costumbre  en  el  lugar  de 
la  ejecución. 

4®  El  consignatario  de  la  carga  no  puede  ser  condena- 
do á  pagar  estadías  no  justificadas  debidamente  por  el  ca- 
pitán. 

Caso.  —  D.  Juan  Martínez,  patrón  de  la  Goleta  Nacional 
c  Catalana,  9  se  presentó  ante  el  Juzgado  Federal  de  Bue- 
nos Aires  y  espuso  : 

Que  habia  conducido  al  puerto  de  esta  ciudad  un  car- 
gamento de  piedra  consignado  por  D.  José  Raffb  á  favor 
de  D.  Ascencio  Barcos.  Que  el  dia  15  de  Febrero  187^ 
llegó  con  su  buque  á  balizas  esteriores,  é  inmediatamen- 
te se  puso  á  la  disposición  del  consignatario  para  hacer 
la  descarga  ;  pero  que  Barcos  se  habia  negado  á  recibir 
la  piedra  con  el  protesto  de  que  el  patrón  estaba  obligado 
á  descargarla  en  sus  lanchas,  cosa  que  no  habia  sido 
convenida,  como  se  puede  ver  en  el  conocimiento. 

Que  fundado  en  lo  espuesto,  entablaba  formal  demanda 
contra  el  mencionado  D.  Ascencio  Barcos,  pidiendo  se 
le  condenase  á  hacer  la  descarga  del  buque  en  lanchas 
costeadas  por  él  y  á  pagar  las  estadías  por  el  tíempo  que 
el  buque  habia  permanecido  y  permaneciera  en  la  rada 
á  razón  de  fts.  30  diarios  y  al  pago  de  las  costas  de  la 
causa.  Acompañó  á  la  demanda  un  ejemplar  del  cono- 
cimiento, firmado  por  D.  A.  Cuenca  á  nombre  de  D.  José 
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Raffo  en  el  Sallo  el  7  de  Febrero  de  1872.  Consta  en 
él  que  el  capitán  tomó  á  bordo  994  varas  cuadradas  de 
piedras  embarcadas  por  D.  José  Raífo  para  conducir  á 
Buenos  Aires  por  el  flete  de  medio  patacón  por  cada  vara 
cuadrada  sana  que  pusiera  en  la  lancha. 

Corrido  traslado,  después  de  haber  convenido  las  par- 
tes en  un  juicio  verbal  que  se  procediese  á  la  descargai 
proporcionando  Barcos  las  lanchas  necesarias  al  efecto, 
y  quedando  en  depósito  el  importe  del  flete  mientas  se 
resolvia  la  cuestión,  el  demandado  contestó  que  no  era 
cierto  que  Martines  se  hubiese  puesto  á  su  disposición 
el    15   de  Febrero,  como  se  espresa  en  la  demanda. 

Que  tampoco  era  cierto  que  se  hubiese  negado  á  reci- 
bir la  piedra,  ni  que  tuviese  la  obligación  de  poner  las  lan- 
chas para  la  descarga. 

Que  los  antecedentes  del  contrato  fueron  los  siguientes : 
por  mandato  de  D.  Aurelio  Cuenca  fletó  por  medio  de 
los  corredores  Barbera  y  Maglioni  la  zumaca  italiana 
f  Agustina  »  su  patrón  D.  Luis  Baca,  con  las  condiciones 
espresadas  en  la  carta  de  fletamento  Armada  al  efecto. 

Que  el  patrón  de  la  c  Agustina  t  no  pudiendo  llegar 
hasta  el  puerto  donde  debia  tomar  el  cargamento,  trans- 
firió al  patrón  de  la  goleta  arjentina  <  Catalana  t  la  carta 
de  fletamento;  y  este,  aceptándola,  se  presentó  á  Cuenca 
solicitando  le  diera  carga  bajo  las  mismas  condiciones, 
presentando  una  copia  de  la  carta  de  fletamento.  Que 
Cuenca  entonces  le  dio  la  carga  materia  de  la  demanda 
en  la  cual  se  exige  que  él  ponga  las  lanchas  cuando  es 
una  condición  del  contrato  celebrado  con  el  patrón  de 
la  ff  Agustina »  que  debia  recibir  la  carga  en  los  carros 
para  ser  transportada  á  tierra. 

Que  por  otra  parte,  el  precio  de  medio  patacón  esti- 
pulado, es  el  mayor  que  se  paga  en  la  plaza  con  la  con^ 
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dieion  de  poner  el  buque  la  piedra  en  sus  lanchas  ú  otras 
que  él  ponga.  Pidió  se  rechazara  la  demanda  con  espre- 
sa condenación  en  costas. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba  sobre  los  si- 
guientes puntos : 

I""  En  qué  fecha  dio  aviso  el  capitán  de  estar  listo 
para  la  descarga. 

2o  Cuál  fué  la  mente  de  los  interesados  al  convenir 
un  flete  por  cada  vara  coadrada  de  piedra  sana  puesta  en 
la  lancha. 

Con  la  prueba  producida  por  las  partes  y  las  confesio- 
nes exigidas  por  el  Juez,  se  dictó  el  siguiente : 

FmIIo   del    Jues    de    Seeelon. 


Buenos  Aires,  Mano  10  de  1873. 

Vistos :  estos  autos  seguidos  por  D.  Juan  A.  Martínez, 
capitán  de  la  goleta  arjentina  <  Catalana,  >  contra  D.  As- 
cencio  Barcos,  por  cobro  de  cantidad  dé  pesos  proceden- 
tes de  estadías  de  la  espresada  goleta,  y  resultando : 

I""  Que  D.  Ascencio  Barcos  fletó  la  sumaca  italiana 
c  Agustina  >  para  que  se  pusiese  en  marcha  de  vacio,  al 
Salto  Oriental,  donde  ternaria  una  carga  de  piedras  de 
vereda,  conviniéndose  en  el  flete  de  medio  peso  fuerte 
por  cada  vara  cuadrada  que  pusiera  en  este  puerto  en  la 
lancha,  agregando  las  siguientes  palabras  no  siendo  poHble 
que  entre  á  la  Boca  par  tu  mucho  adado  (absolución  de 
posiciones  por  el  capitán  á  f ....  y  copia  de  carta  de 
foja  91.) 

2^  Que  no  podiendo  el  patrón  de  la  c  Agustina  i  cum- 
plir su  contratOi   entregó  al  de  la  c  Catalana »  la  carta 
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original  de  cuya  copia  se  ha  hecho  mérito  en  el  prece- 
dente párrafo,  para  que  la  entregase  á  su  dirección,  y 
procurara  cargar  su  buque,  agregando  el  último  que  ha- 
bia  prevenido  al  primero  que  no  cargaría  bajo  las  mümai 
condiciones^  y  que  solo  lo  baria  sin  la  obligación  de  entregar 
en  carros^  ni  en  planchada^  sino  ánicamente  en  las  lan- 
chas que  fueran  por  la  piedra,  pero  que  se  comprometió 
á  llevar  la  carta  en  la  esperanza  de  hacer  otro  contrato  que 
le  conviniera.  ^Posiciones  y  carta  citada  y  contestación  por 
el  demandante  á  preguntas  del  juzgado  y  que  corren  antes 
de  esta  sentencia. ) 

3^  Que  el  capitán  de  la  goleta  <  Catalana  t  presentó 
efectivamente  la  referida  carta  á  D.  Aurelio  Cuenca,  á 
quien  iba  dirijida,  conviniendo  con  este  en  cargar  su  buque 
con  piedras  de  vereda,  como  cargó,  y  otorgando  el  cono- 
cimiento de  f.  1  que  contiene  la  cláusula  de  abonar  flete 
á  razón  de  medio  peso  fuerte  por  cada  vara  cuadrada  sana 
que  pusiera  en  la  lancha.  (Posiciones  y  conocimiento  ct- 
tados. ) 

i""  Que  el  demandante  pretende  que  al  tratar  con  Cuenoa 
lo  hizo  bajo  condiciones  diferentes  de  las  convenidas  con 
el  patrón  de  la  c  Agustina, »  al  paso  que  el  demandado 
sostiene  lo  contrario,  presentando  como  justificativo  la 
carta  de  f.  7  en  que  se  espresa  que  el  flete  convenido 
era  el  indicado  en  la  carta  de  Barcos  remitida  por  el 
c  Agustina.  » 

5o  Que  el  capitán  ó^patron  de  la  c  Catalana  »  se  presentó 
demandando  el  pago  de  las  estadías  á  razón  de  fts.  30 
por  dia,  fundándose  en  que  desde  el  15  de  Febrero  del 
año  pasado  se  habia  puesto  á  disposición  de  Barcos,  sin 
que  este,  á  quien  correspondía  hacer  la  descarga,  hubiese 
remitido  las  lanchas. 

6o  Que  el  demandado  niega  que  el  capitán  se  hubiese 

T.   lY.  24 
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puesto  á  su  disposición  en  la  fecha  espresada  por  el 
mismo,  como  igualmente,  que  tuviese  la  obligación  de 
poner  las  lanchas  para  la  descarga,  afirmando  que  estas 
debia  ponerlas  el  buque,  por  haber  convenido  en  cargar 
con  las  mismas  condiciones  que  la  c  Agustina,  >  agregan- 
do como  prueba  conjetural,  la  circunstancia  de  que  el 
flete  estipulado  era  el  mayor  que  se  pagaba  en  plaza,  des- 
embarcada la  piedra  por  las  lanchas  del  buque  mismo, 
ú  otras  que  tomase. 

7^  Que  recibida  la  causa  á  prueba  á  fln  de  acreditar  : 
1"^  En  qué  fecha  dio  aviso  el  capitán  de  estar  listo  para 
la  descarga  ;  2^  Qué  entendieron  los  contratantes  al  esti- 
pular el  flete  por  vara  cuadrada  puesta  en  la  lancha,  se 
ha  producido  la  siguiente :  Sobre  el  primer  punto,  el  in- 
forme de  f.  57  y  58  espedido  por  la  Administración  de 
Rentas  que  acredita  que  el  buque  dio  entrada  el  15  de 
Febrero  de  1872  y  presentó  el  manifiesto  al  dia  siguiente, 
principió  la  descarga  el  7  de  Marzo  y  la  terminó  el  13 
del  mismo. 

Sobre  el  segundo  punto,  las  declaraciones  de  los  testi- 
gos D.  José  Botta  y  D.  José  Sivori,  que  examinados   por 
el  Alcalde  Ordinario  del  Salto  Oriental,   aflrman  é  f.  105 
y  106  que  el  flete  fué  convenido  en  las  mismas  condi- 
ciones  del   celebrado    con  el  patrón  de  la   c  Agustina,  > 
aui^ue   sin  dar  razón   de  su  dicho ;  declaración  del  tes- 
tigo D.   Manuel  Piera,    presentado  por  el  demandante   y 
que  á  f.  54  vta.  y  55,  aflrma  que  las  cláusulas  como  las 
que  contiene  el  conocimiento  de  f.  1,  se  entienden  en   el 
sentido  de  que  es  el  buque  quien  debe  poner  las  lanchas 
para  la  descarga,  agregando  que   siempre   tiene   derecho 
el  cargador  para   hacer  descargar  en  los  muelles    de   la 
Boca  ó  de  Barracas,  y  que  si  el  capitán  quiere  descargar 
ea  este  puerto  es  obligación  suya  conducir  la  piedra  en 
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lanchas  costeadas  por  él,  y  que  el  flete  ordinario  en  dichas 
condiciones  es  el  estipulado  en  el  conociimento,  é  informe 
de  la  Cámara  Sindical  de  la  Bolsa  de  Comercio,  que  á 
f.  131,  dice  que  en  las  cláusulas  de  los  conocimientos  con- 
cebidos én  los  términos  en  que  está  el  de  f.  1*,  debe 
entenderse  que  el  lanchage  es  de  cuenta  del  dueño  de 
la  piedra,  y  no  habiendo  cláusula  y  siendo  buque  de  ca- 
botaje, debe  entenderse  lo  contrario,  esto  es,  que  el 
buque  edtá  obligado  á  entregar  la  piedra  en  los  carros 
ó  en  el  Riachuelo  al  costado  del  muelle. 

Y  considerando :  lo  Que  el  punto  principal  que  está 
en  cuestión  y  sobre  el  cual  debe  recaer  una  resolución 
del  juzgado,  es  quien  estaba  obligado  á  proporcionar  las 
lanchas  para  la  descarga,  y  quien  incurría  por  consecuen- 
cia en  mora  en  el  cumplimiento  de  dicha  obligación, 
porque  el  causante  de  la  mora  lo  seria  de  las  estadías, 
é  ipso  fado  se  habría  hecho  responsable  de  las  últimas, 
con  arreglo  al  principio  que  impone  al  deudor  moroso 
la  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  causados  por 
la  mora.  (art.  219  del  Cód.  de  Comercio. ) 

2®  Que  la  cláusula  incluida  en  el  conocimiento  es  am- 
bigua en  el  sentido  de  no  espresar  con  claridad  quien 
debia  poner  las  lanchas  para  la  descarga  de  la  piedra,  y 
de  la  prueba  producida  no  resulta  justiflcado  cual  fué  la 
intención  de  los  contratantes,  ni  cual  es  la  acepción  ge- 
neral que  se  dé  en  el  comercio  á  cláusulas  análogas, 
como  lo  demuestran  las  siguientes  consideraciones :  la 
Haberse  empleado  en  el  conocimiento  los  mismos  con- 
ceptos que  en  la  carta  relativa  al  fletamento  de  la  zumaca 
c  Agustina,  »  sin  que  sea  bastante  á  establecer  una  dife- 
rencia las  palabras  no  siendo  posible  que  entre  d  la  Boca 
por  su  mucho  calado ^  contenidas  en  la  última  que  solo  es- 
presan  la  razón  de  la  descarga  en  este ;  y  estar  consta* 
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tado  por  la  ooofesíon  del  capitán  al  asegurar  en  disUntas 
ocasiones  que  cargó  bajo  condiciones  diferentes  que  la 
t  Agustina  »  que  él  entendia  que  este  estaba  obligado  á 
costear  las  lanchas,  y  por  consecuencia  debe  entenderse 
que  empleándose  los  mismos  términos  se  aceptó  la  misma 
obligación,  tanto  mas  cuanto  que  al  presentar  la  carta  de 
fletamento  del  c  Agustina,  t  debe  presumirse  que  aceptaba 
la  misma  contrata,  aun  sin  tomar  en  cuenta  las  declara- 
ciones de  los  testigos  D.  José  Botta  y  D.  José  Sivori  que, 
aunque  no  dan  razón  de  sus  dichos,  no  teniendo  otra 
tacha,  ni  habiendo  sido  interrogados  sobre  ello,  corroboran 
la  prueba  resultante  de  la  confesión  del  capitán  con  arreglo 
á  las  leyes,  del    título  16,  Partida  3\ 

3®  Porque  aunque  la  Cámara  Sindical  de  la  Bolsa  de 
Comercio  le  dá  una  inteligencia  contraria  á  la  cláusula, 
esta  debe  buscarse  mas  bien  en  la  intención  común  de 
las  partes  (art.  296,  base  primera  del  Código  de  Comer- 
cio) y  se  ha  visto  que  la  intención  de  las  partes  debía 
ser  contraria  desde  que  en  otro  contrato  interpretaban 
una  cláusula  igual  en  sentido  contrario  al  que  le  dá  la 
citada  Cámara  Sindical,  á  lo  que  se  agregaba  que  la  misma 
cláusula  es  entendida  por  un  testigo  hábil,  como  Piera, 
en  un  sentido  diferente  del  que  le  atribuye  aquella  cor- 
poración. 

4^  Que  suponiendo  que  no  pudiese  determinarse  el 
sentido  de  la  citada  cláusula,  debería  considerársele  como 
no  inserta,  y  en  tal  caso  debería  estarse  á  la  costumbre 
general  en  estos  contratos,  y  dicha  costumbre  es,  según 
el  ya  citado  informe  de  la  Cámara  Sindical,  y  según  el 
testigo  Piera,  que  el  capitán  ponga  las  lanchas. 

5""  Que  por  consecuencia  no  ha  podido  haber  mora 
por  parte  del  cargador,  y  no  ha  podido  causar  las  estadías 
que  se  le  cobran,  pues,  para  ello  habria  sido  necesario 


DB  JUSTICIA    NACIONAL.  341 

que  hubiese  demorado  no  eo  el  envío  de  las  lanchas,  sino 
el  recibir  de  estas  las  piedras  que  condujo  la  c  Catalana, » 
lo  que  no  está  justificado  en  autos,  ni  ha  sido  sostenido 
por  el  capitán. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  absolviendo  á  D.  Ascenoio 
Barcos  de  la  demanda  que  por  estadías  le  ha  promovido 
D.  Juan  Martínez,  patrón  y  socio  de  la  Goleta  Nacional 
c  Catalana  >  y  sin  especial  condenación  en  costas. 

Repónganse  los  sellos  y  notifíquese  con  el  original. 

Manuel  ZavaUta. 

De  esta  sentencia  apeló  D.  Nicolás  Canale  por  Mar- 
tínez. 

FaUo  de  la  Suprema  Corte, 

Buenos  Aires,  Junio  10  do  1873. 

Vistos:  Considerando  que  para  determinar  en  los  con- 
tratos de  fletamento  las  obligaciones  del  fletante  y  fletador 
debe  estarse  ante  todo  á  las  cláusulas  del  conocimiento, 
con  arreglo  á  los  articules  mil  ciento  noventa  y  dos,  mil 
ciento  noventa  y  tres  y  mil  ciento  noventa  y  cinco  del 
Código  de  Comercio :  Que  aunque  la  cláusula  del  cono- 
cimiento de  foja  primera  sobre  que  versa  la  presente 
cuestión,  no  sea  del  todo  esplieita,  los  términos  en  que 
aparece  concebida  revelan  suficientemente  á  cargo  de  cual 
de  los  contratantes  deben  ser  los  gastos  de  lanchas  para 
la  descarga;  que  habiéndose  ajustado  el  flete  c  á  rasen 
da  medio  patacón  por  cada  vara  cuadrada  de  piedra  $ana 
que  el  patrón  pusiese  en  la  lancha,  i  debe  deducirse  que 
era  en  la  lancha  donde  la  carga  debia  ser  recibida  y  donde 
debia  inspeccionarse  para  verificar  el  estado  en  que  se 
entregaba,  quedando  desde  entonces  cumplidas  las  obli- 
gaciones del  patrón  y  cesando  toda  responsabilidad  ulterior 
de  su  parte :  Que  si  hubiera  de  entenderse  como  pretende 
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el  consignatario,  el  patrón  no  seria  obligado  solamente  á 
io  que  espresa  el  conocimiento,  sino  además  á  conducir 
la  piedra  basta  los  carros  ó  basta  el  costado  del  muelle  : 
Que  por  otra  parte,  la  costumbre  de  este  puerto  en  casos 
como  el  presente,  es  según  el  infornoe  de  la  Cámara  Sin- 
dical de  la  Bolsa,  que  el  lanchage  sea  de  cuenta  del 
cargador  ;  y  es  regla  de  interpretación  que  en  el  silencio 
de  los  contratantes  respecto  de  alguna  circunstancia  rela- 
tiva al  cumplimiento  del  contrato,  debe  entenderse  que  han 
querido  sugetarse  á  lo  que  es  de  costumbre  en  el  lugar 
de  la  ejecución.  ( artículo  doscientos  noventa  y  siete  del 
Código. ) 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada 
en  lo  relativo  á  gastos  de  lanchas  para  la  descarga,  las 
cuales  se  declara  que  son  de  cuenta  del  dueño  de  la  carga. 

Y  considerando,  en  cuenta  á  las  estadías  reclamadas  por 
el  patrón  ,  que  no  aparece  justificada  la  fecha  en  que  este 
requirió  á  Barcos  para  la  descarga,  á  pesar  de  ser  este 
punto  uno  de  los  designados  en  el  auto  de  prueba ;  pues 
del  certificado  de  la  Administración  de  Rentas,  foja  cincuen- 
ta y  siete  vuelta,  solo  resulta  la  fecha  en  que  el  patrón 
dio  entrada  y  presentó  la  copia  del  manifiesto :  Que  dicho 
patrón  no  hizo  protesta  n¡  acto  alguno  antes  de  la  de- 
manda para  poner  en  mora  al  consignatario  ;  ni  usó  de 
los  medios  autorizados  por  los  artículos  mil  ciento  diez 
y  siete,  y  mil  doscientos  del  Código  :  Se  confirma  dicha 
sentencia  en  cuanto  absuelve  al  consignatario  de  la  de- 
manda de  estadías  :  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril.— Francisco 
Delgado. —  José  Barros  Pazos.— 

J.  B.     GoROSTIAGA.  —  J.  DOMINGUBZ. 
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c^usA  tyx.ir, 


D.  Joié  Raffb^   contra  D.  Feliz  J.  Ibañez^  iobre  demloio. 

Sumario.  —  No  espresándose  agravios  en  el  término  de 
la  ley  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera  rebel- 
día  que  acuse   el   apelado. 


Caso  —  En  los  autos  seguidos  por  D.  José  Raffb,  con- 
tra D.  Feliz  J.  Ibañez,  sobre  desalojo,  á  escrito  presen- 
tado por  el  primero,  acusando .  rebeldia  á  Ibañez  por  no 
haber  eapresado  agravios  dentro  del  término  de  la  ley,  y 
pidiendo    se   declarase   desierta    la    apelación,    se    dictó 

4 

este  : 

Pallo  de   la  Suprema  Oarte. 

Buenos  aires,  Janio  14  de  1873. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certiflcado  y  á  mé- 
rito de  lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos  diez  y 
siete  de  la  ley  de  procedimientos,  declárase  desierta  la 
apelación.  —  Devuélvanse  en  consecuencia  los  autos,  pre- 
vio pago  de  costas  y  reposición  de  sellos  por  el  ape- 
lante. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  — José  Barros  Pa- 
zos.—  J.    B.    GOROSTIAGA. — Í03á 

Domínguez. 
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cülUSül  i^iLin. 


D.  Luis  CarbMe^  contra  D.  Angd  Caffarena^  iobre 

ccmpeteneia. 


Sumario.  —  1®  El  conocimiento  y  decisión  de  las  causas 
que  se  suscitan  sobre  fletamentos,  y  en  general  sobre  todo 
hecho  ó  contrato  concerniente  á  la  navegación  y  comercio 
marítimo,  corresponden  esclusivaroente  á  los  tribunales  na- 
cionales. 

2®  Es  el  Juez  de  Sección  el  único  competente  para  co- 
nocer en  primera  instancia  de  la  nulidad  de  una  sentencia 
arbitral  dictada  sobre  una  cuestión  de  daños  y  perjuicios 
provenientes  de  un  contrato  de  fletamento. 


Caso. — D.  Ángel  Gaffarena  demandó  á  D.  Luis  Carbono 
ante  el  Juez  de  Paz  de  la  2*  Sección  de  Gualeguay,  pi- 
diendo se  declarara  nula  una  transacción  celebrada  ante 
el  mismo  juzgado  sobre  un  pleito  por  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  provenientes  de  un  contrato  de  fleta- 
mento. 

Citado  CarbonOi  el  Juez  de  Paz  propuso  en  un  juicio 
verbal,  y  las  partes  convinieron  en  someter  el  asunto  á 
la  decisión  de  arbitros. 
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Carbone  reclamó  ante  el  Juez  de  Sección  de  Entre-Rios, 
contra  el  laudo  dictado  por  los  arbitros  nombrados  por 
ante  el  Juez  de  Sección  del  Paraná,  pidiendo  se  respetara 
la  transacción  y  se  declarara  nulo  el  laudo. 

Corrido  traslado  de  la  espresion  de  agravios,  Gafferena, 
sin  evacuarlo,  pidió  que  el  juez  de  sección  se  declarara 
incompetente. 

Dijo ;  que  el  juicio  originario  se  habia  radicado  en  la 
Justicia  Provincial  y  ante  el  Juez  de  Paz  que  era  el  com- 
petente en  razón  de  la  suma ;  que  el  juicio  debia  por  con- 
siguiente ser  fenecido  en  la  misma  jurisdicción,  que  debia 
apelarse  contra  el  laudo  ante  el  Juez  de  Paz  y  de  la 
resolución  de  este  interponerse  el  recurso  de  apelación 
ante  el  Juez  de  1*  Instancia  Provincial. 

Corrido  traslado  de  la  escepcion,  contestó  Carbono,  pi- 
diendo se  rechazara  con  costas. 

Dijo;  que  el  primer  juicio  fué  un  juicio  de  concilia- 
ción ;  que  la  demanda  no  hubiera  diversamente  podido 
proponerse  ante  el  Juez  de  Paz  por  ser  de  valor  indeter- 
minado; que  en  el  segundo  juicio  él  protestó  no  aceptar 
la  demanda  y  el  laudo  no  fué  sino  un  medio  de  conci- 
liación aceptado  por  las  partes;  que  entablando  recurso 
de  apelación  contra  un  laudo  corresponde  el  conocimientd 
de  la  apelación  al  Juez  de  1s  Instancia  y  tratándose  de 
una  cuestión  sobre  fletes,  corresponde  en  i'  Instancia  á 
la  jurisdicción  federal. 

VaUo  del  Juem  fleeeional. 

Paraná,  Abril  22  de  1873. 

Y  vistos :  La  escepcion  deducida  por  D.  Ángel  Caffare- 
na  de  incompetencia  en  este  juzgado  para  conocer  en  la 
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apelación  interpuesta  por  el  apoderado  de  D.  Luis  Car- 
bono, del  laudo  arbitral  de  f.  29. 

Considerando:  Que  los  juzgados  federales  no  tienen  una 
jurisdicción  amplia,  sino  limitada  á  aquellos  casos  que, 
señalados  por  la  Constitución  como  fuente  de  jurisdicción 
nacional,  han  sido  espresamente  determinados  por  Ley  del 
Congreso  como  de  su  competencia  ;  porque  ellos  admi- 
nistran la  justicia  espresamente  delegada  por  las  provin- 
cias á  la  Nación,  y  la  administran  en  la  porción  y  forma 
en  que  han  sido  investidos  de  la  autoridad  judicial  por  la 
ley  reglamentaria  del  Congreso. 

Esa  ley  no  ha  conferido  á  los  juzgados  de  sección  mas 
jurisdicción  por  apelación,  que  la  de  aquellos  casos  re- 
gidos por  la  Constitución  y  leyes  de  la  Nación,  articulo  vein, 
te  y  uno  ;  y  de  las  resoluciones  de  los  capitanes  de  puertos. 

El  presente  versa  sobre  daños  y  perjuicios  procedentes 
de  un  contrato  de  fletamento  marítimo ;  él  está  regido 
por  el  Código  de  Comercio  que  es  una  Ley  del  Congreso, 
pero  no  lo  es  de  aquellas  á  que  se  refiere  el  art.  21  de 
la  ley  judiciaria,  según  la  mente  del  artículo  sesenta  y 
siete,  inciso  once  de  la  Constitución,  pues  de  lo  contra- 
rio, todas  las  apelaciones  de  los  Jueces  de  Paz,  y  en  todos 
los  casos,  vendrían  á  los  Juzgados  de  Sección;  él  se  re- 
fiere á  las  leyes  dictadas  para  la  administración  y  gobierno 
de  la  Nación  en  tal  carácter.  El  caso  en  cuestión  no  está 
pues  regido  por  una  ley  del  Congreso,  ni  por  la  Constitu* 
cion,  por  consiguiente  este  Juzgado  no  es  competente 
para  conocer  de  él  por  apelación. 

Por  lo  demás,  la  jurisdicción  federal  originaria  en  el 
caso,  es  esclusiva,  é  improrogable  á  los  Juzgados  de  Pro- 
vincia, de  manera  que,  no  puede  alegarse  para  declinar 
la  jurisdicción  federal,  que  el  juicio  está  radicado  ante 
un  Juzgado  de  Paz,  ni  que  haya  sido  resuelto  por  él. 
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« 

La  jurisdicción  federal  en  los  casos  de  los  arts.  1,  2  y 
3  de  la  ley  judiciaria  de  4863,  es  esdusiva,  y  los  de 
jurisdicción  maritima  comprendidos  en  aquellos,  no  están 
esceptuados  por  el  inciso  4^  del  art.  12,  el  que  solo  alude 
á  los  casos  de  jurisdicción  federal  por  la  calidad  de  las  per- 
soruUf  y  no  por  la  naturaleza  de  la  causa,  como  el  pre* 
senté. 

Por  estos  fundamentos,  este  Juzgado  se  declara  incom- 
petente para  conocer  del  recurso  de  apelación  deducido 
por  la  parte  de  D.  Luis  Carbono :  Con  costas  al  apelante ; 
satisfechas  y  repuestos  los  sellos,  archívese. 

Manuel  de  T.  Pinto. 

Apelada  esta  sentencia  por  Garbone  y  concedido  el  re- 
curso en  relación,  se  dictó  el  siguiente : 


Falto  úm  ím  Sapi^m»  C*«rie. 

Buenos  Aires,  Junio  14  de  1873. 

Vistos;  Y  considerando  que  la  sentencia  arbitral  de  la 
que  se  ha  interpuesto  ante  el  Juez  de  Sección  los  recursos 
de  apelación  y  nulidad,  versa  sobre  la  transacción  de  un 
pleito  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  provenien- 
tes de  un  contrato  de  fletamento  ;  y  correspondiendo  á  los 
Tribunales  Nacionales  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el 
inciso  diez  del  articulo  segundo  de  la  Ley  de  catorce 
de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  sobre  juris- 
dicción y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales,  el 
conocimiento  y  decisión  de  las  causas  que  se  susciten 
sobre  fletamentos,  sobre  cumplimiento  de  las.  obligaciones 
del  capitán,  y  en  general  sobre  todo  hecho  ó  contrato  con- 
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cerniente  á  la  navegación  y  comercio  marítimo,  se  revoca 
el  auto  apelado  de  foja  setenta  y  uno  vuelta.,  y  se  declara 
que  el  Juez  de  Sección  es  competente  para  conocer  en 
primera  Instancia  de  la  presente  causa.  Satisfechas  en 
consecuencia  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse 
los  autos. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos. —  i.      B.     GOROSTUGA.  —  i. 

Domínguez. 


CIA.USA   LilKL^II 


Z).  Adolfo  Michaut  contra  /).   Valentín  Rehollo,   $obre 

prisión  por  deudas. 


Sumario.— E\  caso  de  una  deuda  por  cantidades  co^ 
bradas  al  Gobierno  Nacional  por  un  apoderado  del  acree- 
dor y  que  el  deudor  no  satisface,  no  es  de  los  escep- 
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tuados  en  la  ley  de  26  de  Junio  de  i  872,  suprimiendo 
la  prisión  por  deudas. 


Caso. —  D.  Adolfo  Michaut  demandó  ante  el  Juez  Fe- 
deral de  Buenos  Aires  á  D.  Valentin  Rebollo  la  suma 
de  $  fts.  240  que  hnbia  cobrado  del  Gobierno  Nacional 
como  su  apoderado 

Sustanciada  la  causa,  Rebollo  fué  condenado  en  los 
términos  de  la  demanda. 

Ejecutoriada  la  sentencia  y  hecha  la  liquidación  cor- 
respondiente, Michaut  inició  ejecución  contra  Rebollo. 

Notificado  á  este  el  mandamiento,  espuso  que  no  te- 
nia con  que  pagar. 

En  este  estado  la  parte  de  Michaut  pidió  se  librara 
auto  de  prisión  contra  Rebollo,  sosteniendo  que  el  caso 
estaba  comprendido  en  el  art.  lo,  inc.  2o  de  la  ley 
de  26  de  Junio  de  1872, 


Falto  del  Summ  úb  0cect«B. 

Buenos  Aires,  Abril  25  de  1872 

No  siendo  el  caso  de  la  ley  citada,  no  ha  lugar. 

Zavaleta. 

De  este  auto  apeló  el  ejecutante  y   el  recurso  se  lo 
concedió  en  relación. 

IWto  «•  te  Saprem»  €orto. 

Buenos  Aires,  Junio  17  de  1873. 

Vistos :    No  encontrándose    este  caso   en  ninguna  do 
escepciones  de    la  ley  de  26   de  Junio   de    1872^ 
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86  confirma  coa  costas  el  auto  apelado  de  foja  cien- 
to cuarenta  vuelta;  satisfechas  las  de  la  instancia 
y  repuestos  ios   sellos,   devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
J.  B.  GoROSTiAGA. — i.  Domín- 
guez. 


CAUSÜL    LiX.VllI< 


D.  Aguitin  Rio$  con  D^  Teodora  heos  y  D.  Luis  Scribani^ 

sobre  costas  judiciales. 


Sumario. — No  determinándose  en  la  sentencia  que  la 
condenación  en  costas  sea  solidaria,  es  entendido  que 
los  condenados  en   ellas  deben  pagarlas  á   prorata. 


Caso. —  En  Agosto  de  i  871  D*  Teodora  Iseas  entabló 
demanda  ante  el  Juez  Federal  de  Buenos  Aires  contra  D, 
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Luis  Scribani,  sobre  reevindicacion  de  la   casa   calle   de 
Venezuela,  núm.   464. 

En  Octubre  de  i870  D.  Miguel  Barcos,  por  D.  Agus- 
tín Ríos,  también  se  habia  presentado  ante  el  mismo 
Juez  de  Sección  entablando  demanda  contra  Scribani 
por   reivindicación   de  la    misma   propiedad. 

Uno  y  otro  pleitos  siguieron  por  espediente  separado 
hasta  que  el  Juzgado  ordenó  que  las  partes  manifesta- 
ran si  estaban  conformes  en  que  los  dos  cuerpos  de 
autos  se  acumulasen  y  en  que  las  acciones  deducidas 
en  ambos  fueran  decididas  en  una  sola  sentencia  que 
comprendiese  todas    las   pretensiones  en  litigio. 

En  seguida,  hecha  la  acumulación,  siguió  la  tramita- 
ción de  la  causa  hasta  dictarse  sentencia  deñnitiva,  en 
la  cual  se  declaró  que  D.  Agustín  Ilios  habia  justiñca- 
do  su  acción,  no  habiéndolo  hecho  D*  Teodora  Iseas 
de  la  que  por  su  parte  dedujo,  ni  Scribani  en  cuanto 
á  la  escepcion  que  opuso  contra  Rios,  condenando  en 
consecuencia  á  Scribani  á  entregar  á  Rios  la  casa  en 
cuestión,  con  declaración  de  que  las  costas  causadas  á 
Rios  eran   á  cargo  de   Scribani  y  de  D*  Teodora  Iseas. 

Ejecutoriada  esta  sentencia  y  hecha  la  liquidación  de 
las  costas,  el  procurador  Barcos  pidió  se  dictara  man- 
damiento de  apremio  contra  Scribani  y  D*  Teodora 
Iseas   por  el  importe  de  la  liquidación  que  debían  pagar. 

Proveído  de  conformidad,  la  parte  de  Scribani  espuso 
que,  como  la  liquidación  era  general  y  relativa  á  las 
costas  y  honorarios  de  las  dos  gestiones,  pedia  se  ordena- 
ra al  actuario  certificar  cuáles  eran  las  costas  que  de- 
bía pagar  y  cuáles  las  que  correspondían  á  D*  Teodo- 
ra Iseas,  y  que  el  abogado  regulador  determinase  cuál 
era  la  parte  de  honorarios  que  él  debia  pagar  y  cuál 
D*  Teodora  Iseas. 
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Corrido  traslado,  el  procurador  Barcos  espuso  que  la 
causa  fué  promovida  por  él  á  nombre  de  Rios  contra 
Scribani,  habiéndose  presentado  después  D*  Teodora 
Iseas,  reclamando  la  misma  propiedad. 

Que  en  la  sentencia  deflnitiva  no  se  distingue  si  la 
condenación  en  costas  es  divisible  ó  no ;  pero  que, 
atendiendo  á  los  hechos,  resultaba  que  él  debia  cobrar 
todas  las  costas  á  Scribani,  sin  perjuicio  que  este  pu- 
diese exijir  de  D*  Teodora  la  parte  que  á  ella  corres- 
pondiera  pagar. 

Pidió  que  asi  se  declarase;  y  en  un  otroH  dijo 
que,  habiendo  pasado  el  término  para  observar  la  ta- 
sación,  pedia  que  se   aprobara. 

Fallo  úéi  Juem  úb  9ee«i«M. 

Buenos  Aires,  Abril  30  de  1873. 
Y  vistos:  No  determinándose  en  la  sentencia  que  la 
condenación  en  costas  es  solidaria,  y  siendo  por  con- 
secuencia aplicable  el  principio  en  virtud  del  cual  cuan- 
do dos  ó  mas  se  obligan  simplemente  á  una  cosa  ea 
entendido  que  cada  una  está  obligado  por  mitad;  no 
ha  lugar  á  lo  pedido  en  lo  principal;  al  oíroH  aprué- 
base la  tasación  practicada.    Repóngase   el  sello. 

Manuel  Zavakta. 

Habiendo  apelado  el  procurador  Barcos,  se  dictó  este 

lUlo  de  te  Saprem»  Oorte. 

Buenos  Aires,  Janio  SI  de  1873. 
Vistos :    Por  sus   fundamentos  se   confirma    con   cos- 
tas  el  auto  apelado  de   foja    trescientas  noventa  y   una 
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vuelta  ;    satisfechas    las    de    la    instancia    y    repuestos 
los    sellos,   devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.— Fransisco 
Delgado. —José  Barros  Pazos. 

— J.  B.  GOROSTUGA.— J.  Dq- 
lONGUBZ. 


CAUSA  LillLlliL. 


Da.  Mereedei  ViUegaSf  contra  D.  Apolinario  Rodríguez^ 

par  cobro  de  unas  mulos. 


Sumario.  —  No  mejorándose  el  recurso  dentro  del  tér- 
mino del  emplazamiento,  se  declara  desierta  la  apelación 
á  la  primera  rebeldía  que  acuse  el  apelado. 


Qigo,  —  En  los  autos  seguidos  por  Da.  Mercedes  Ville- 
gas,   contra   D.   Apolinario  Rodríguez,  por  cobro  de  unas 

T.  IV  Í5 
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muías,  ante  el  Juzgado  Nacional  de  San  Juan,  no  habiendo 
la  primera  mejorado  el  recurso  de  apelación  dentro  del 
término  del  emplazamiento,  á  escrito  presentado  por  D. 
Alejandro  Castellanos,  pidiendo  se  le  tuviera  por  parte  á 
nombre  de  Rodríguez,  y  acusando  rebeldía,  se  dictó  el 
siguiente : 

Fallo  úm  te  0uprem»  Cérie. 


Buenos  Aires^  Junio  21  de  1873. 

Téngasele;  y  por  lo  que  resulla  del  precedente  certifi- 
cado, y  á  mérito  délo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos 
catorce  de  la  ley  de  procedimientos,  declárase  desierta  la 
apelación ;  devuélvanse  en  consecuencia  los  autos,  previo 
pago  de  costas  y  reposición  de  sellos  por  el  apelante. 


Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  —  José  Domínguez. 


I 


I 
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CJLUSÜL    LiXILt 


Z).  Vicente  Casares  é  hijos^  contra  D.  Víctor  ClericCf 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  1^  Una  deuda  conresada  judicialmente  que- 
da fuera  de  toda  discusión  y  debe  ser  mandada  pagar. 

2^  Los  servicios  prestados  á  las  personas  que  compo- 
nen una  sociedad  no  pueden  ser  cobrados  á  esta. 


.   Caso.  —  D.  Vicente  Casares  é  hijos,   arjentinos,  deman- 
daron á  D.  Víctor  Glerice,  estrangero,  la  suma  de  $  7898 


I  m/c,  valor  de  maderas  que  le  habían  vendido. 

^  Corrido  traslado  á  Glerice,.  D.   Adolfo  Encina,  por  él, 

contestó  que  lejos  de  ser  deudor  de  Casares  é  hijos,  era 
acreedor  de  ellos  por  $  3770  m/c,  diferencia  entre  la 
suma  cobrada  por  ellos  y  la  consignada  en  la  cuenta  que 
acompañó,  formulando  en  su  mérito  conlrademanda  y 
protestando  las  costas. 

Corrido   traslado  de  la  contrademanda,  Casares  é  hijos 
contestaron   que  reconocida   la    cantidad   demandada   po^ 
ellos,  la  cuestión  quedaba  reducida  á  la  reconvención. 
Que  tenían  entendido  que  Glerice  babia  mantenido  ouen« 
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tas  con  algunas  personas  de  la  familia  de  los  que  com- 
ponen  la  razón  social,  pero  que  esta  nada  le  debia  ni  lo 
había  ocupado  jamás. 

Pidieron  se  rechazara  la  reconvención  con  costas. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba  para  acreditar  la 
legitimidad  del  crédito  á  que  se  refiere  la  cuenta  objeto  de 
la  reconveucion. 

La  prueba  de  Glerice  fué  tendente  á  demostrar  que  su 
cuenta  provenia  de  servicios  prestados  á  D.  Mariano  y  á 
D.  Sebastian  Casares  socios  de  la  razón  Vicente  Casares 
é  hijos ;  y  eso  mismo  confesó  en  preguntas  que  le  hizo 
el  Juez,  para  mejor  proveer. 

Fallo  del  Jaes  éke  BeeeioM. 


Buenos  Aires,  Abril  24  de  1873. 

Y  vistos,  considerando:  1°  que  la  demanda  está  justi- 
ficada en  autos  por  la  coniesion  del  demandado,  y  por 
consiguiente  queda  fuera  de  toda  discusión. 

i^  Que  la  contrademanda  no  está  justificada  por  tra- 
tarse de  servicios  prestados  á  D.  Sebastian  Casares  y  á 
D.  Mariano  Casares,  que,  aunque  sean  socios  de  la  razón 
Vicente  «Casares  é  hijos,  no  los  recibieron  en  calidad 
de  tales,  como  consta  do  la  prueba  rendida  por  el  deman* 
dado  y  de  la  confesión  de  este  mismo  al  absolver  pregun- 
tas que  le  dirijió  el  juzgado. 

3o  Que  por  consecuencia  los  Sres.  Vicente  Casares  é 
hijos  tienen  perfecto  derecho  para  exigir  el  pago  de  la 
cuenta  de  foja  primera,  sin  que  el  demandado  lo  tenga 
para  deducir  la  reconvención  de  que  se  ha  hecho  mérito. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,   condenando  á  D.  Víctor 
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Gleríce  á  pagar  á  los  Sres.  Vicente  Casares  é  hijos  la  can- 
tidad de  siete  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  pesos  mone- 
da corriente  é  intereses  desde  la  notificación  de  la  demanda, 
y  sin  hacer  lugar  á  la  reconvención  deducida.  Repónganse 
los  sellos  y  nolifíquese  con  el  original. 

Manuel  Zavaleta. 

De  esta  sentencia  apeló  D.   Víctor  Glerice  y  el  recurso 
se  concedió  en  relación. 


Fallo  úe  Ui    Suprenuí  Corte. 

Buenos  Aires,  Junio  26  de  1873. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  cuarenta  y  dos  vuelta;  satisfechas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  Josí  Barros 
Pazos.  —  J.  Dohinguez. 
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CülUSA  L.X.1KI. 


D.  Pedro  Gragera^  contra  la  compañía  de  seguros  maritimoi 
c  La  Arjentina  »  por  cobro  de  un  seguro. 


Sumario.  —  No  espresando  agravios  el  apelante  en  el 
término  competente,  se  deolara  desierta  la  apelación  á 
la  primera  rebeldía  que  le  acuse  el  apelado. 


C^so.  —  En  los  autos  seguidos  por  D.  Pedro  Gragera, 
contra  la  compañía  de  seguros  marítimos,  por  cobro  de 
un  seguro,  á  escrito  presentado  por  el  apoderado  de  esta, 
D.  José  Luis  Lamas,  acusando  rebeldía  á  Gragera  por  no 
haber  espresado  agravios  dentro  del  término  competente, 
se  dictó  el  siguiente : 

WsMm  úe  la  Saprenuí  Cmwim, 


Buenos  Aires,  Julio  3  de  1873. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  articulo  doscientos  diez  y  siete  de 
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la  Uy  de  procedimientos,  deolárase  desierta  la  apelaeion, 
devuélvanse  en  consecuencia  los  autos,  previo  pa^  de 
costas  y  reposición  de  sellos  por  el  apelante. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  Josa  Barros 
Pazos. — J.  B.  Gorostuga. — i. 
Domínguez. 


CAU»i%    L.1SL1SLII. 


Loi  Srei.  Benito  Naveira  y  C*  contra  loi  Sret.  Fernandez 

y   C  iobre  cobro  de  pesoh. 


Sumario. — No  habiéndose  elejído  un  domicilio  espe- 
cial para  el  cumplimiento  de  una  oblifcacion,  debe  se- 
guirse el  fuero  del  reo. 

Cato.  —  Naveira  y  G^  del  comercio  de  Buenos  Aires, 
demandaron  por  cobro  de  pesos  á  Pernandet  y  G*  del 
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oomercio  de  la  Coocepcion  del  Uruguay  ante  el  Juega- 
do  de  Comercio  de  Buenos  Aires. 

Los  demandados  declinaron  la  jurisdicción  diciendo 
que  el  autor  debe  seguir  el  fuero  del  reo,  y  que  ellos 
estaban  establecidos  en  la   Concepción  del   Uruguay. 

El  Juez  no  hizo  lugar  á  ia  declinatoria  fundándose 
en  que  la  cuenta  que  se  cobraba  procedía  de  efectos 
comprados  en  esta  plaza. 

Los  demandados  pidieron  revocatoria  de  este  auto. 
Dijeron  que  el  art.  43  del  Código  de  Comercio  no 
podia  aplicarse  al  caso  por  no  haber  las  partes  elejido 
ua  domicilio  especial  en  el  acto  de  la  compra;  que 
el  hecho  de  la  compra  de  las  mercaderías  no  era  su- 
ficiente para  que  se  entendiera  prorogada  la  jurisdicción 
con  arreglo  á  dicho  articulo ;  que  además  ellos  y  los 
actores  eran  vecinos  de  diversas  provincias  y  por  lo  tan- 
to la  justicia  federal  era  la  única  competente  en  el 
caso. 

El  Juez  revocó  su  auto  anterior  declarándose  incom- 
petente. 

Los  demandantes  ocurrieron  entonces  al  Juzgado  Fe- 
deral de  esta  Sección  entablando  la  misma  demanda  con- 
tra Fernandez  y  C*. 


WmBm  del  Sm&m  •aaalMya. 


Buenos  Aires»  Abril  25  de  187^. 

Constando  de  los  antecedentes  acompañados  que  el 
demandado  dedujo  la  excepción  de  incompetencia  de  cual- 
quier tribunal  de  esta  provincia,  por  no  ser  los  de  su 
domioilio;  y  siendo  un   principio  general  que  el  actor 
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debe  seguir  el  fuero  del  reo,  que  es  él  de  su  domi- 
ciliOf  salvo  casos  especiales  en  los  que  no  está  cond" 
prendido  el  presente ,  hágase  saber  á  esta  parte  ocurra 
donde  corresponde. — Repóngase  el  sello. 

Zavaleta. 

Los  actores  apelaron  diciendo ;  que  según  el  Código 
Civil  las  obligaciones  deben  cumplirse  en  el  lugar  en 
que  se  han  contraído,  no  estando  designado  un  lugar 
especial;  que  por  lo  tanto  y  por  ser  competente  la  jus- 
ticia federal,  correspondia  el  conocimiento  del  asunto 
al  juzgado  de  esta  sección. 

Concedido  el  recurso  en  relación  se  dictó  el  siguiente 

WmUm  ém  la  ñmprmmm  Cmwim. 


Buenos  Aires,  Julio  3  de  1873. 


Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas, 
el  auto  apelado  de  foja  cuarenta  y  nueve  vuelta ;  sa- 
tisfechas y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.— Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pa- 
sos. ^—J.   B.    GOROSTUGA. — J. 

DOIONGUBZ. 
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CiUUSA.    L.1L1L1II. 


D,  Mditon  Ibarlucea  contra  el  Fisco  Nacional  tohre 

denuncia  de  obra  nueva. 


Sumario. — No  puede  admitirse  la  denuncia  de  obra 
nueva,  no  acreditándose  por  el  denunciante  el  dominio 
ó  la  posesión  actual  del  terreno  en  que  se  está  edi- 
ficando. 


Coio.  —  D.  Meliton  Ibarlucea,  interponiendo  demanda  de 
obra  nueva,  solicitó  del  juzgado  federal  de  la  sección  de 
Santa  Fé  la  inmediata  suspensión  de  los  trabajos  empe- 
zados por  los  encargados  de  la  construcción  de  la  nue- 
va aduana  en  el  Rosario,  en  un  terreno,  que  dijo  ser 
de  su  propiedad. 

El  Juez  ordenó  la  suspensión  en  una  sola  parte  de 
este  terreno. 

El  procurador  flscal  pidió  se  levantara  la  suspensión 
y  se  rechazara  la  demanda. 

Tuvo  lugar  entonces  una  inspección  ocular  con  reco- 
nocimiento de  peritos,  y  presentados  los  informes  de 
estos  y  varios  documentos  se  dictó  el  siguiente 
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FUI»  #el    Jlues    Seeetonal. 

Rosario,  Marzo  3  de  1873. 

Autos  y  vistos :  considerando,  1®  Que  de  la  vista 
de  ojos  practicada  y  del  informe  de  la  mayoría  de  los 
peritos  (Gaffarena  y  Costa)  resulta  de  un  modo  claro  é 
inequívoco  que  la  barranca  del  rio  alcanza  hasta  diez  y 
s^is  metros  desde  la  muralla  de  ladrillo  construida  en 
4862;  pues  que  la  tierra  en  esa  ostensión  es  absoluta- 
mente distinta  de  la  restante  hacia  la  orilla  del  rio 
que  se  halla  á  corta  distancia ;  siendo  tosca  fuerte  la  com- 
prendida en  los  dUz  y  $eis  metras,  y  tierra  vegetal  la  de- 
más.— 2<>  Que  jamás  la  propiedad  de  Ibarlucea  ha  po- 
dido estenderse  un  palmo  de  tierra  desde  las  barran- 
cas del  rio  I  según  se  comprueba  por  la  relación  mis- 
ma de  sus  títulos  originarios  que  trascribe  en  la  parte 
conducente,  en  el  legajo  testimoniado  presentado  por  él 
en  la  audiencia  y  constante  de  f.  28  útiles;  pues  á  f. 
8  su  misma  parte  confiesa  que  en  1803,  en  que  se 
mensuró  su  propiedad,  como  es  público  y  notorio ^  dice, 
el  rio  era  limitado  por  la  barranca;  debiendo  en  tal  caso 
ser  de  propiedad  fiscal  el  terreno  de  bajo  ó  playa  que 
hubiese  dejado  el  retiro  de  las  aguas  del  rio,  por  ser 
este  navegable  (art.  67,  lib.  3%  tít.  S""  del  Código); 
á  que  se  agrega  que  aun  es  corta  la  distancia  á  que 
se  hallan  las  aguas  de  la  barranca,  y  que  ese  bajo  ha 
sido  terraplenado  para  formar  la  calle  que  corre  por  la 
ribera,  á  costa  del  Gobierno :  consideraciones  que  se  for- 
tifican considerablemente  con  lo  constante  á  f .  7  línea 
4\  á  f.  16  linea  10,  á  f.  21  desde  la  línea  17  hasta 
f.  22  inclusive  del  mencionado  legajo  Acompañado  por 
Ibarlucea;   que  si   bien    terminó    por   un   fallo   arbitral 
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que  se  reputó  malo   por  falta    de  facultades  en  el   Go- 
bierno  de  la  Provincia  para  comprometer  en  arbitros  la 
cuestión,   no    por  eso    dejan  de   agregar  mucha   luz   los 
alegatos    que   hicieron   las    partes  y  fundamentos    de   los 
arbitros  en  disidencia. — 3^  Que   además  todas  las  enaje- 
naciones que   desde  tiempos  atrás  hasta  el   presente   se 
han  hecho  en   los   terrenos  del  bajo^   han  sido  efectua- 
das  por  el   Gobierno  de  la   Provincia,    como   de  terrenos 
fiseales  á  presencia  de  Ibarlucea,  sin  que  haya  deducida 
acción  alguna  judicialmente  en  tantos  años  para  oponer^ 
se  á   esas  enajenaciones,   ni   á  las  muchas  construccio- 
nes  que  se  han   practicado ;   lo  que  induce  á  creer  que 
ha  hecho  un    reconocimiento  implícito   de    su  falta    de 
derecho ;   sin   que  tenga    valor    alguno  legal  en    sentido 
contrarío,  la  protesta  que  acompaña  impresa  en  un  dia- 
rio   de   1856;  pues    basta    hoy  no    ha    usado  de   ella, 
después  de  tales  hechos,  estando  espeditos  y  en  ejerci- 
cio los  tribunales. — 4^  Que  hasta   por  la  dirección  que 
trae  la  barranca  en  el  mismo  plano  presentado,   no  ha 
podido  ella  comprender  todo  el  rectángulo,  objeto  de  la 
cuestión,   sino  solo  despuntar  una  desús  cabeceras;  en 
armonía  con  lo   resultante,   pocos  mas  ó  menos,  de    la 
vista    de    ojos   é    informe   de   peritos   en   mayoría.  —  Y 
omitiendo  otras  muchas  consideraciones  en  hecho  y  de- 
recho,   que  serán    de    mejor    oportunidad   en  el  juicio 
ordinario  de    posesión  ó  propiedad    que   pudiera   susci- 
tarse; se  resuelve:   que  se   mantenga  la  suspensión  de 
la  obra  decretada  en  la  ostensión  de  diez  y  $eis  tnelroi 
desde  la  muralla   de   material   hacia  el  rio   en   toda   la 
latitud   del   terreno;    continuándose  la  obra  en    todo    lo 
restante    del   terreno   en    cuestión.  —  Y    hágase    saber ; 
con  reposición  de  sellos. 

Fenehn  Zuviria. 
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Apeló  Ibarlucea  y  concedido  el  recurso  en  relación, 
el  Señor  Procurador  General  se  adhirió  á  la  apelación  y  dijo 
que  la  demanda  de  Ibarlucea  no  debía  admitirse  por 
DO  haber  probado  su  dominio  en .  el  terreno  en  cues- 
tión ;  que  no  debia  tampoco  sustanciarse  por  tratarse 
en  el  caso  de  una  obra  nacional  y  por  no  ser  la  Na- 
ción demandable  por  los  particulares ;  que  era  nulo  por 
consiguiente  todo  lo  obrado  por  el  Juez  de  Sección. 


FftUe  #e  Ui  ñmprewam  €mrtm. 

Bnenos  Aires,  Julio  3  de  1873. 

Vistos:  No  acreditándose  por  los  documentos  presen- 
tados por  Don  M.  Ibarlucea,  ni  estando  probado  por 
otros  medios,  que  él  tenga  dominio  ó  la  posesión  actual 
del  área  de  terreno  que  ha  dado  oríjen  á  esta  denun- 
cia de  obra  nueva,  y  á  la  interdicción  decretada  por  el 
Juez  a  quOt  se  revoca  el  auto  apelado,  y  se  declara 
que  el  ájente  6  ajontes  del  Poder  Ejecutivo  Nacional 
encargados  de  la  construcción  de  los  almacenes  fiscales 
en  la  ciudad  del  Rosario,  pueden  continuarla  libremen- 
te, y  se  devuelven  previo  pago  de  costas  y  reposición 
de  sellos. 

Salvador  María  del  Carril.  —Fran- 
cisco Delgado.  — José  Barros  Pa- 
zos.—  J.  B.  GoRosTiAGA. — J.  Do- 
mínguez. 
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CAUSA  L.1LXIV 


Criminal^  contra  Pedro  Diaz^  por  suitracdon  de  eorrespon- 

dencia  y  de  valores  contenidoe  en  ella. 


Sumario.  —  Para  que  la  prueba  circunstancial  ó  de 
presunciones  sea  perfecta  y  pueda  servir  de  base  á  una 
condenación,  y  sobre  todo  á  la  imposición  de  una  pena 
grave,  es  indispensable  que  las  circunstancias  que  la  cons- 
tituyen, á  mas  de  ciertas  y  probadas,  sean  graves,  precisas 
y  concordantes. 

Caso.  —  Pedro  Diaz,  portero  de  la  administración  de 
Correos  en  Mendoza,  fué  procesado  por  el  Juez  Nacional 
de  aquella  sección  por  creérsele  autor  del  delito  de  sus- 
tracción de  varias  cartas  certificadas  que  habían  desa- 
parecido. 

El  Procurador  Fiscal,  fundándose  en  el  art.  53  de  la 
Ley  Nacional,  pidió  contra  Diaz  la  pena  de  5  años  de 
trabajos  forzados. 

El  defensor  pidió  la  absolución,  fundado  en  que  no 
se  habia  probado  que  Diaz  hubiese  sustraído  las  cartas 
mencionadas,  ni  que  estas  hubiesen  contenido  documentos 
ó  billetes  de  Banco. 


DE  JUSTICIA  NAGIMAL.  867 

Con  la  prueba  prodaoida  por  las  partea,  se  dictó  esta 


Mendoza,  Febrero  22  de  1873. 

Vistos :  Estos  autos  seguidos  á  instancia  fiscal  por  sus- 
tracción de  la  correspondencia  pública  y  de  valores  con- 
tenidos en  ella. 

Y  considerando :  Que  del  informe  del  administrador  de 
correos,  á  f.  43,  resulta  que  el  5  de  Febrero  del  año 
próximo  pasado  se  recibió  en  esta  administración  una 
carta  certificada  para  Da.  Juana  Suarez,  remitida  por  el 
Correo  del  Rosario:  El  4  de  Abril  otra  para  Damacio 
Arancivia,  procedente  de  San  Rafael. 

Que  dos  cartas  de  San  Juan  para  D.  Saturnino  Fá  y 
D.  Joaquin  Orliz  se  hallan  anotadas  en  la  guía  correspon- 
diente del  19  de  Junio,  recibida  el  22  del  mismo. 

Que  por  las  declaraciones  de  José  E.  Santander  y  Sa- 
turnino Velazquez  consta  asi  mismo  que  las  cartas  llegaron 
á  la  Administración  de  Correos  de  esta  Provincia  y  que 
se  perdieron  la  de  Arancivia,  Fá  y  Ortiz. 

Que  este  último  á  f.  14  declara  que  Fá  le  mostró  una 
carta  de  San  Juan  escrita  por  Leon^  según  recuerda,  en  la 
que  le  dicen  que  en  la  certificada  perdida  venia  una  letra 
y  billetes ;  y  en  la  que  á  él  le  dirijian,  sabe  por  el  remi- 
tente Méndez  que  le  mandaba  un  documento  contra  Mar- 
celino Goya,  por  valor  de  $  700,  con  cuya  declaración  está 
conforme  la  del  Administrador  D.  Pedro  Benegas  á  f.  24, 
la  de  Marcelino  Goya,  f.  27,  y  la  de  Méndez  á  f.  32. 

Que  con  respecto  á  la  carta  de  Arancivia,  de  su  decía* 
ración  á  f.  28  y  de  la  de  D.  Casiano  Vargas  á  f.  31,  re- 
sulta que  la  carta  contenia  $  45  en  billetes  de  Banco. 
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Que  en  31  de  Julio,  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  D.  Da- 
niel V.  Correas,  mandó  certificar  una  caria  que  contenia 
un  billete  moneda  corriente  de  Buenos  Aires  por  valor  de 
f  5,000,  dirijida  á  D.  Agustin  Vidala,  y  por  ser  la  hora 
avanzada  esa  carta  'fué  solamente  franqueada,  y  no  llegó 
á  su  destino,  según  resulta  de  la  nota  del  Sr.  Ministro 
i  f.  36. 

Que  por  consiguiente  está  plenamente  justificado  el  he- 
cho  que  ha  dado  mérito  á  este  sumario. 

Y  considerando,  por  lo  que  respecto  al  acto  de  la 
sustracción: 

Que  los  empleados  Santander  y  Velazquez  manifiestan 
sospechas  que  el  culpable  es  el  portero  Pedro  Diaz,  cuyas 
sospechas  no  son  desautorizadas,  si  se  tiene  presente  que 
Diaz  recibió  el  sobre  de  una  carta  certificada,  donde  fun- 
dadamente se  cree  que  quedaron  ^10  que  remitió  del 
Rosario  á  Da.  Juana  Suarez,  D.  Manuel  Medina,  cuyo 
sobre  se  perdió,  sin  haber  dado  Diaz  razón  alguna  de 
esa  pérdida,  declaraciones  de  fojas  23  y  24. 

Que  Urbano  Fernandez  y  Faustino  Sánchez  presenciaron 
en  las  primeras  noches  de  Agosto  que  Diaz  dio  á  guardar 
á  Floro  Chacón  en'^u  casa  pulpería,  la  cantidad  de  f  207 
en  billetes,  quedándole  aun  50,  60  ú  80  pesos,  y  que 
llamándoles  la  atención  que  Diaz,  siendo  pobre,  tuviese  esa 
cantidad,  indagaron  su  procedencia,  y  este  les  contestó, 
primero,  que  procedia  de  sueldos  atrasados  que  le  habian 
pagado  en  la  Administración  de  Correos,  á  jf  50  mensuales, 
y  al  tiempo  de  recibir  el  dinero,  tres  dias  después,  dijo 
á  Chacón  que  se  lo  habian  mandado  de  San  Isidro  para 
entregarlo  á  D.  Javier  Vidala,  declaraciones  de  fojas  47, 
50  y  56. 

Que  el  Sr.  Administrador  de  Correos  en  su  informe 
de  f.  52  dice  que  Diaz  era  pagado  mensualmente :  Que 


DB  JUSTICIA   NACIONAL  369 

ganaba  ftes.  8,  aunque  se  le  daban  5  mas  para  estimu- 
larlo á  un  buen  servicio  ;  y  que  se  le  prestaron  ^  30  para 
descontarlos  de  sus  sueldos,  lo  que  se  efectuó  á  fínes  de 
Agosto. 

Que  D.  Javier  Videla  á  í.  55  asegura  que  nada  debia 
recibir  de  Diaz,  pues  nunca  tuvo  negocio  con  él  directa 
ni  indirectamente. 

Que  por  tanto  es  completamente  falso  lo  aseverado  por 
Díaz  con  respecto  á  la  procedencia  del  dinero  y  queda  esto 
improbado. 

Que  aunque  en  su  confesión  á  f.  60  vuelta  asegura  Diaz 
que  el  dinero  que  dio  á  guardar  procedía  de  un  billete 
moneda  corriente  de  Buenos  Aires,  valor  de  fies.  200 
que  cambió  á  Manuel  Jorquera,  y  que  ese  billete  se  lo 
dejó  prestado  Miguel  Videla,  tampoco  se  ha  justificado 
el  préstamo,  porque  muy  poca  fé  merece  el  testimonio  de 
Miguel  Videla,  sindicado  de  un  delito  y  preso  en  la  cárcel 
pública  al  tiempo  de  prestar  su  declaración;  porque  hay 
una  notable  contradicción  entre  el  testigo  y  el  procesado, 
asegurando  este  que  el  billete  de  Buenos  Aires  valia  200 
$  bolivianos  y  aquel  que  200  $  fuertes ;  porque  es  raro 
que  Videla  trajese  ese  billete  por  una  cantidad  no  des- 
preciable, cuando  no  es  corriente  en  esta  plaza,  y  lo  pres- 
tase sin  garantía  alguna,  aun  sin  recibo,  á  un  hombre  sin 
responsabilidad ;  y  finalmente  porque  de  la  nota .  del  Sr. 
Juez  del  Crimen  á  í.  90,  resulta  que  se  encontró  en  poder 
de  Diaz  el  papel  de  f.  88,  dirijido  al  testigo,  en  que  lo 
incita  á  ponerse  de  acuerdo  para  obtener  su  libertad,  lo 
que  hace  sospechosa  su  declaración. 

Que  es  bien  notable  la  coincidencia  de  tener  Diaz  dinero 
procedente  de  un  billete  del  Banco  Buenos  Aires,  en 
los  primeras  dias  de  Agosto,  si  se  considera  que  el  Sr. 
Ministro   Videla  y  Correa  puso   en  el  Correo   una  carta 

T.  lY  26. 
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con  un  billete  del  mismo  Banco  por  valor  de  5,000  pesos 
m/c.  el  31  del  mes  anterioPí  cuya  carta  no  llegó  á  su  des- 
tino. 

Que  aunque  el  procesado  alega  que  se  encontraba  ebrio 
cuando  dijo  que  el  dinero  procedía  de  otro  oríjen  que  el 
préstamo  que  le  hizo  Miguel  Videla,  no  consta  que  se 
encontrase  en  tal  estado  que  hubiese  perdido  el  conoci- 
miento, y  por  otra  parte  dijo  á  Floro  Chacón,  tres  dias 
después,  que  se  lo  habían  mandado  de  San  Isidro  para 
entregarlo  á  Javier  Videla,  lo  que  ha  resultado  falso,  como 
antes  se  ha  dicho. 

Que  aunque  la  carta  del  Ministro  Videla  aparece  reci- 
bida por  Santander,  y  este  y  Velazquez  intervinieron,  como 
empleados,  en  el  recibo  de  la  correspondencia  sustraida, 
consta  de  autos  que  Santander  dio  aviso  oportunamente 
á  las  personas  á  quienes  venia  dirijida  la  correspondencia, 
y  Velazquez  pidió  que  antes  de  aceptársele  la  renuncia 
que  hacia  á  causa  de  este  incidente,  se  indagase  quien 
era  el  autor  del  crimen;  no  resultando  por  otra  parte  sos- 
pecha de  complicidad  contra  ellos,  ni  contra  el  adminis- 
trador. 

Que  las  constancias  de  autos  relacionadas  son  suficien- 
tes para  formar  la  convicción  del  Juez  de  que  Pedro  Diaz 
es  el  autor  de  la  sustracción,  máxime  si  se  considera  que 
según  la  Ley  8,  titulo  16,  Libro  S"",  Recopilación  de  Indias, 
el  delito  de  la  sustracción  de  la  correspondencia  es  con- 
siderado de  difícil  prueba  y  le  da  todo  lo  que  en  derecho  basta 
para  la  calidad  del  delito  oculto  y  de  difícil  probanza. 

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  53  de  la  ley  penal  de  14  de  Setiembre 
de  1863,  condeno  á  Pedro  Diaz  á  la  pena  de  trabajos 
forzados  por  cinco  años,  quedando  inhabilitado  para  obte- 
ner cargos  públicos,   con  costas ;  sin  hacerse  lugar  á  lo 
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pedido  por  el  Procurador  Fiscal  en  el  párrafo  último  de 
su  escrito  de  acusación  por  no  tratarse  de  un  delito  de 
derecho  criminal.  Comuniqúese  á  la  Dirección  General 
de  Correos.    Repónganse. 

Juan  C.  Albarradn. 

Apelada  esta  sentencia  por  el  defensori  fué  revocada 
por  este. 

Fallo  41e  la  tmpwwmm  CTovIe. 

Buenos  Aires,  Julio  3  de  1873. 

Vistos :  Resultando  que  los  cargos  que  se  hacen  al  pro- 
cesado Pedro  Diaz  se  apoyan :  en  la  desaparición  del  sobre 
de  la  carta  procedente  del  Rosario  para  Da.  Juana  Suarez, 
sin  que  aquel  haya  dado  razón  de  la  pérdida,  á  pesar  de 
ser  quien  lo  recibió  en  el  Correo  :  en  el  hecho  compro- 
bado por  varios  testigos,  y  confesado  por  el  mismo  Diaz, 
de  tener  en  los  primeros  dias  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
tos setenta  y  dos,  es  decir,  dos  ó  tres  dias  después  de 
ser  entregada  en  la  ofícina  de  correos  la  carta  de  Videla 
Correa  que  no  llegó  á  su  destino,  una  cantidad  de  di- 
nero procedente  del  cambio  de  un  billete  de  Banco,  de 
igual  valor  al  que  conlenia  dicha  carta  ;  y  en  las  con- 
tradicciones y  falsedades  en  que  ha  incurrido  el  procesado 
al  esplicar  la  existencia  del  espresado  billete  en  su  poder. 

Y  considerando:  Que  consta  por  declaración  de  Da. 
Juana  Suarez,  que  ella  en  persona  recibió  su  carta  en  la 
oficina,  rompió  el  sobre  para  sacar  el  pliego,  y  sin  abrirlo 
puso  el  recibo  en  el  mismo  sobre  y  la  devolvió  á  Pedro 
Diaz,  que  fué  quien  se  la  entregó :  Que  no  hay  seguridad 
ninguna  de  que  el  billete  de  diez  pesos,  que  se  dice  iba 
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incluido  en  esa  carta,  quedase  en  el  sobre;  y  es  posible 
que  estando  dentro  del  pliego,  lo  perdiese  la  interesada 
fuera  de  la  oQcina:  Que  la  desaparición  del  sobre  no 
tiene  en  sí  misma  importancia  ninguna,  desde  que  para 
estraer  de  él  el  billete,  en  caso  de  contenerlo,  no  era  ne- 
cesario destruirlo  ni  dejar  rastro  de  ningún  género :  Que 
con  respecto  á  la  carta  de  Videla  Correa,  no  hay  mas 
antecedente  ni  mas  pruebas  que  la  esposicion  de  él  y  la 
de  su  sirviente  Froilan  Morales,  y  de  ellas  resulta  que 
el  empleado  Santander  recibió  la  carta,  no  la  certificó 
por  ser  la  hora  avanzada,  pero  le  remitió  franqueada  con 
otras  introducidas  á  última  hora :  Que  no  hay  evidencia 
por  consiguiente,  de  que  la  pérdida  ó  sustracción  haya 
tenido  lugar  en  la  oficina  de  Correos  de  Mendoza ;  y  sin 
esto  no  es  posible  admitir  como  cierto  que  el  dinero  exis- 
tente en  poder  del  procesado  fuese  el  mismo,  ó  proce- 
diese del  contenido  en  la  correspondencia  sustraída :  Que 
si  bien  no  puede  darse  crédito  á  la  declaración  del  preso 
Miguel  Videla  por  lo  que  resulta  de  la  carta  de  foja  ochenta 
y  ocho,  escrita  al  mismo  por  Pedro  Diaz,  esa  carta  al 
mismo  tiempo  revela  alguna  conexión  entre  las  causas 
de  la  prisión  de  uno  y  otro  y  concurre  á  hacer  mas  oscura 
la  verdadera  procedencia  del  dinero :  Que  no  está  por 
otra  parte  legalmente  justificado  que  las  cartas  estraviadas 
6  sustraídas  contuviesen  billetes  de  banco,  ni  consta  que 
los  interesados  asi  lo  manifestasen  al  introducirlas  en  las 
respectivas  administraciones. 

Considerando :  Que,  para  que  la  prueba  circunstancial 
6  de  presunciones  sea  perfecta  y  pueda  servir  de  base  á 
una  condenación,  y  sobre  todo  á  la  imposición  de  una 
pena  grave ;  es  indispensable  que  las  circunstancias  que 
la  constituyen,  á  mas  de  ciertas  y  probadas,  sean  graves, 
precisas  y  concordantes,  relacionándose  unas  con  otras. 
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de  tal  modo  que  lleven  al  ánimo  del  Juez  la  convicción 
de  que  los  hechos  no  han  podido  suceder  de  otro  modo, 
ó  ser  perpetrados  por  otra  persona ;  y  entretanto,  de  lo 
observado  anteriormente  resulta,  que  en  este  caso,  cual- 
quiera que  sea  el  valor  de  los  indicios  alegados  y  las  sos- 
pechas que  susciten  contra  el  procesado,  hay  vacíos  entre 
ellos  que  solo  pueden  llenarse  por  meras  conjeturas :  Por 
estas  razones,  se  revoca  la  sentencia  apelada,  declarán- 
dose no  estar  suficientemente  probada  la  criminalidad  de 
Pedro  Diaz,  y  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  ^  Fran- 
cisco Delgado,  — José  Barros  Pa- 
zos. —  J.      B.     GOROSTIAGA.  —  J. 

Domínguez. 
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CAI.TSA   L.3L3LT 


D.  Joaquín  Robert  contra  D.  Füemon  Diaz  de  Vivar  por 

cobro  de  pesos. 


Sumario. — 1^  El  demandado  está  obligado  á  contestar 
claramente  los  hechos  enunciados  en  la  demanda. 

i""  Su  silencio  ó  las  respuestas  evasivas  pueden  ser 
tomadas  como   una  confesión. 

3^  Los  contratos  hechos  por  el  factor  ó  encargado 
de  un  establecimiento  comercial  ó  fabril,  obligan  al  pro- 
pietario, aun  cuando  el  factor  no  lo  declarase  al  tiem- 
po de  celebrarlos,  siempre  que  esos  contratos  recai- 
gan sobre  objetos  comprendidos  en  el  tranco  ó  jiro  del 
establecimiento. 


Cofo.— D.  Ignacio  Martinez,  en  representación  de  D. 
Joaquin  Robert,  estrangero,  se  presentó  ante  el  Juzgado 
Federal  de  Corrientes  con  la  cuenta  del  tenor  siguiente: 

D.  Ramón  Siler,  habilitado  de  Ü.  Filemon  Vivar  á 
Joaquin  Robert: 
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Diciembre   6  de   1869,    por    dos   carretillas   de 

mano  á   12  ^F.   una ^P.     24 

Diciembre  19  de  1869,  por  8  herrajes  de  car- 
ro  de  mano  á  5  $¥.    uno c       40 

Marzo  10  de  1870,  dos  carros  para  llevar  la- 
drillos á    10   onzas   oro   uno <     320 

Convenido   que    por   la   suma   me  daria  24.000 

ladrillos SF.  384 

Joaqmn  RoberL 

Espuso  que  habiendo  exijido  de  Vivar  el  pago  de  la 
cuenta  le  habia  contestado  que  su  importe  lo  tenia 
abonado  á  Ramón  Siler  ó  Gonsalez  que  habia  sido  su 
capataz;  que  Siler  por  su  parte  habia  contestado  que 
era  falso  lo  que  decia  Vivar;  que  era  él  quien  debia 
pagar  la  deuda,  tanto  mas  cuanto  que  en  su  poder  exis- 
tían los  útiles  que  espresa  la  cuenta,  los  cuales  habían 
sido  comprados  para  la  fábrica  de  ladrillos   de  Vivar. 

Que  por  tanto  entablaba  formal  demanda  contra  Vivar 
por  la  suma  de  $F.  384  con  los  intereses  y   costas. 

Corrido  traslado,  Vivar  pidió  se  rechazara  la  demanda 
con  espresa  condenación  en  costas.  Que  no  habia  man- 
dado hacer  á  Robert  las  obras  que  se  espresan  en  la 
cuenta;  que  si  ellas  fueron  mandadas  hacer  por  Siler, 
es  á  él  á  quien  debe  cobrarse  su   importe. 

Que  lo  único  que  se  habia  mandado  hacer  bajo  su 
responsabilidad  era  un  carro  cuyo  importe  abonó,  según 
el  recibo  que  acompaña.  El  recibo  es  á  favor  de  Ra- 
món  González  por   j  150,    valor  de  un  carro. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba  sobre  los  pun- 
tos siguientes:    I""  Si  D.  Ramón  Siler  mandó  hacer  los 
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objetos  que  espresa  la  cuenta  de  f.  1^,  y  si  aquel  era 
capataz  del  establecimiento  de  Vivar.  2^  Si  dichos  obje- 
tos eran  para  el  servicio  del  establecimiento  y  se  ha- 
llan en  poder  de  Vivar  ó  se  emplearon  en  el  espresado 
establecimiento. 

El  actor  probó  con  (res  testigos  que  Ramón  Gonzá- 
lez habia  estado  encargado  del  establecimiento  de  ladri- 
llos de  Vivar;  y  que  en  tal  carácter  mandó  construir, 
para  servicio  del  mismo,  las  obras  que  se  espresan  en 
la  cuenta,  añadiendo  el  mismo  González  que  cuando  se 
retiró  del  establecimiento  las  obras  quedaron  sirviendo 
en  el  mismo. 


Fallo  del  #ues  de  Sección. 


Corrientes,  Marzo  21  de  1873. 

Y  vistos :  estos  autos  seguidos  por  D.  Ignacio  Mar- 
tínez, apoderado  de  D.  Joaquin  Robert  contra  D.  File- 
mon  Diaz  de  Vivar,  por  cobro  de  384  pesos  fuertes, 
procedentes  de  obras  de  carpintería  y  herrería  que  D. 
Ramón  Siler,  encargado  de  un  establecimiento  de  hor- 
nos de  ladrillos,  perteneciente  á  aquel,  mandó  hacer  en 
el  taller  de  Robert,  según  se  detalla  en  la  cuenta  que 
corre  á  f.  1*^  con  lo  espuesto  por  las  partes  y  prue- 
bas producidas. 

Y  considerando:  1°  Que  está  legalmente  justificado  por 
las  declaraciones  de  los  testigos  José  da  Valle,  f.  37, 
Francisco  Mouyat,  f.  38  y  Ramón  González  f.  39,  que 
este  último  estuvo  encargado  del  establecimiento  de  la- 
drillos de  Vivar,  y  que  como  tal  encargado  mandó  cons- 
truir para  el  servicio   del  espresado   establecimiento    las 
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obras,  cuyo  importe  cobra  Robert,  las  cuales  fueron 
llevadas  para  este  objeto,  añadiendo  González  que  cuan- 
do él  salió,    quedaron  aun  en  servicio   del   mismo. 

2^  Que  Vivar  contestando  la  demanda  no  ha  negado 
que  Siler  ó  González  fuese  encargado  de  su  estableci- 
miento de  ladrillos,  ni  la  clase  y  valor  de  las  obras 
que  se  cobran,  sino  que  simplemente  ha  dicho  que  Gon- 
zález es  el  responsable  porque  él  contrató  sin  estar  au- 
torizado para  el  efecto;  y  estando  el  demandado  obli- 
gado á  contestar  claramente  la  demanda,  pudiendo  to- 
marse  su  silencio  ó  respuestas  evasivas,  como  confesión 
de  los  hechos  á  que  se  refieren,  según  lo  establece  el 
art.  86  de  la  Ley  de  Procedimientos,  debe  en  este 
caso  darse  por  confesada  la  verdad  de  la  cuenta  de  f. 
i*,  aunque  los  testigos  hayan  discordado  en  pequeños 
detalles,  diciendo  de  Valle  que  fueron  ocho  herrajes  y 
González  seis ;  tanto  mas,  cuanto  que  convienen  en  que 
el  precio  de  las  referidas  obras  fué  veinte  y  cuatro  mil 
ladrillos,   como  lo  espresa  la  cuenta. 

3®  Que  establecidos  estos  hechos,  la  cuestión  queda 
reducida  á  saber  si  Vivar  está  obligado  á  responder  por 
los  contratos  que  haya  celebrado  su  encargado  ó  socio, 
como  administrador,  para  utilidad  del  establecimiento,  ó 
si  es  necesario  que  haya  tenido  poder  de  aquel  para 
que  dichos  contratos  lo   obligasen. 

4^  Que  es  principio  constante  de  derecho  que  los  con- 
tratos hechos  por  el  factor  ó  encargado  de  un  estable- 
cimiento comercial  ó  fabril  obligan  al  comitente  ó  pro- 
pietario del  mismo,  y  esto  aun  cuando  el  factor  no  lo 
declarase  al  tiempo  de  celebrarlos,  siempre  que  tales 
contratos  recaigan  sobre  objetos  comprendidoe  con  el  trá- 
fico  ó  jiro  del  establecimiento ,  ó  que  este  aprobó  su  jestion 
por  hechos  positivos  que  induzcan   presunción   legal,  como 
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lo  dice  terminantemente  el  art.  189  del  Gódi(;o  de  Co- 
mercio, y  mas  claramente  aun  la  Ley  7,  Tit.  1^,  Part. 
5*,  estableciendo  que  cuando  el  encargado  contrae  un 
préstamo  con  ó  sin  mandato  del  dueño,  se  obliga  este, 
si  la  cosa  prestada  se  convirtió  en  su  utilidad;  de  cu- 
yas disposiciones  resulta  que  Vivar  está  obligado  á  pa- 
gar las  obras  contratadas  por  su  encargado,  puesto  que 
estas  fueron  para  el  establecimiento  de  su  propiedad,  y 
se  emplearon  en  él,  lo  que  por  si  solo  hace  presumir 
que  se  hicieron  por  su  mandato  ó  que  aprobó  lo  he- 
cho; pues  de  otro  modo  no  las  habría  usado  devolvién- 
dolas al  que  las  hizo.  * 

5^  Que  no  importa  para  el  caso  presente  averiguar 
la  clase  de  contrato  que  Vivar  tuvo  con  González,  pues 
que  esto  seria  necesario  para  reglar  las  obligaciones  y 
derechos  entre  ambos  y  no  con  un  tercero  que  con- 
trató con  el  que  estaba  encargado  de  administrarlo. 

Por  estos  fundamentos  definitivamente  juzgando  —  fallo 
y  declaro  que  D.  Filemon  Diaz  de  Vivar  debe  abo- 
nar á  D.  Joaquin  Robert  la  cantidad  de  veinte  y  cuatro 
mil  ladrillos,  ó  su  importe,  que  según  espresa  en  la 
cuenta,  son  trescientos  ochenta  y  cuatro  pesos  fuer- 
tes, con  los  intereses  del  uno  por  ciento^  mensual 
desde  el  dia  de  la  demanda,  sin  perjuicio  del  derecho 
que  pueda  tener  Vivar  contra  su  encargado  D.  Ramón 
González,  con  costas.  Hágase  saber  y  repóngase  los  se- 
llos. 

Carlos  Luna. 

Esta  sentencia,  de  que  apeló  Vivar»  fué  confirmada 
por  el  siguiente 
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IWlo  de  I»  Soprem»  C^rte 


Buenos  Aires,  Julio  15  de  1873. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  cos- 
tas el  auto  apelado  de  foja  cincuenta  y  cuatro  vuelta, 
y  satisfechas  estas  y  repuestos  los   sellos,    devuélvanse. 

Francisco  Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.— J.  Domínguez.— J.  B.  Goros- 

TUGA 


CUSUSA   K^^lLiri 


D.  Nicolás  CerruH  contra  la   t  Sociedad  italiana  de  seguros 
mutuos  fluviales  9  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  *— Los  estatutos  son  la  primera  ley  por  la  cual 
deben  resolverse  las  cuestiones  entre  una  sociedad  y  al- 
guno de  los  socios. 
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Caso. — Confirmada  por  la  Suprema  Corte  con  fecha 
24  de  Abril  de  1873,  la  sentencia  del  Juez  de  Sección 
de  Buenos  Aires,  en  que  declaró  que  era  de  arbitra- 
miento forzoso  la  cuestión  promovida  por  D.  Nicolás  Ger- 
ruti  contra  la  c  Sociedad  italiana  de  seguros  mutuos  flu- 
viales, >  y  devueltos  los  autos,  el  demandante  pidió  se 
convocara  á  las  partes  á  juicio  verbal  para  el  nombra- 
miento de  arbitros. 

En  el  comparendo  la  parte  de  Cerruti  espuso  que 
antes  de  proceder  al  sorteo.de  los  arbitros  que,  según 
los  estatutos,  debian  entender  en  la  demanda,  hacia  pre- 
sente la  necesidad  de  que  el  Juzgado  designara  dia  para 
que,  convocada  en  él  la  asamblea  general,  hiciese  esta 
el  nombramiento  de  las  personas  entre  las  que  debian 
insacularse  los  arbitros;  porque,  según  entendía,  dichas 
personas  debian  ser  nombradas  para  cada  caso,  y  porque 
aunque  no  fuese  necesario  el  nombramiento  para  cada 
caso,  sino  uno  solo  para  todos  los  que  ocurrieren ,  no 
le  consta  á  su  parte  si  dicho  nombramiento  se  ha  he- 
cho, ni  en  la  hipótesis  de  haber  tenido  lugar,  tiene  los 
medios  de  saber  si  dicho  nombramiento  fué  hecho  con 
las  formalidades  debidas. 

La  parte  de  la  compañía  contestó  que  la  primera 
cuestión  estaba  resuelta  con  claridad  en  el  sentido  ne- 
gativo por  los  estatutos,  pues  ni  seria  posible  que  hu« 
hiera  de  hacerse  el  nombramiento  para  cada  caso  ocur- 
rente; y  que  la  segunda  cuestión  estaba  resuelta  por  la 
primera,  pues,  dada  la  existencia  de  una  sociedad  que 
está  obligada  á  funcionar  con  arreglo  á  sus  estatutos, 
los  actos  que  practicare  deben  considerarse  ajustados  á 
aquellos  mientras  no  se  alegue  y  pruebe  algún  vicio  6 
irregularidad. 

El    demandante   pidió,  .que  s\  Juzgado   ordenase  á  la 
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compañía  que  exhibiese  copia  legalizada  del  decreto  gu- 
bernativo que  debia  autorizarla  por  ser  sociedad  anónima. 
El  representante  de  la  compañía  contestó  que  la  peti- 
ción del  contrarioi  como  tendente  á  negar  la  persona- 
lidad y  existencia  de  la  sociedad,  reconocida  en  los  an- 
tecedentes del  juicio,  era  ilegal  y  hasta  maliciosa  y  co- 
mo tal  pedia  que  fuese  repelida  con  costas. 


Fallo  del  #ues  de  Seeetoit. 


Buenos  Aires,  Hayo  17  de  1873. 

Con  arreglo  al  art.  56  de  los  Estatutos,  según  el  cual 
es  atribución  de  la  Asamblea  el  nombramiento  de  los 
arbitros,  y  siendo  esta  también  una  atribución  ordinaria, 
y  por  los  fundamentos  aducidos  por  la  parte  de  la  com- 
pañía, no  há  lugar  á  la  articulación  promovida  por  el 
demandante;  declarándose  que  las  partes  están  en  el  de- 
ber de  insacular  los  arbitros  de  entre  los  nombrados 
anualmente  por  la  Asamblea ;  en  su  consecuencia  ejecu- 
toriado que  sea  el  presente  auto,  tráigase  para  señalar 
el  dia  en  que  deba  hacerse  la  insaculación.     Repóngase 

el  sello. 

Manuel  Zavaleta. 

Este  auto  fué  confirmado  por  el  siguiente 

Fallo  de  la   fhiFrema  Corle. 

Buenos  Aires,  Julio  19  de  1878. 

Vistos :  Por  los  fundamentos  del  auto  apelado  foja  cien, 
de  los  cuales  se  desprende  claramente  que  el  sorteo  debe 


882  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

hacerse  de  entre  los  siete  arbitros  nombrados  con  arreglo 
al  artículo  cincuenta  y  ocho  de  los  Estatutos ,  se  confirma 
con  costas,  y  satisfechas  que  sean,  devuélvanse. 

Salvador  M,  del  Carril. — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pa* 
zos.  —  j.  b.  gorostiaga.  —  j. 
Domínguez. 


CA.US/L  K^lLS^VU 


Giró  y  Dermitf  contra  Stephens  y  Vonvillers^  sobre  arraigo. 


Sumario.  —  La  escepcion  dilatoria  de  arraigo  del  juicio 
no  puede  interponerse  contra  estrangeros  domiciliados. 


Caso.  —  Confirmado  por  la  Suprema  Corte  con  fecha  29 
de  Mayo  de  1873  el  auto  del  Juez  de  Sección  por  el  cual 
no  hizo  lugar  al  desembargo  del  vapor  Conde  d'Eu  mien- 
tras Giró  y  Dermit  no  diesen  fianza  de  arraigo  t  y  devueltos 
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los  autos,  los  demandados  contestaron  la  demanda  pi- 
diendo se  declarase  que  no  estaban  obligados  á  indemnizar 
sino  lo  que  por  peritos  se  apreciara  corresponder  por 
utilidades  legítimas  á  los  constructores  en  virtud  de  no 
haberse  llevado  á  efecto  el  contrato  celebrado,  contrade* 
mandando  á  Stephens  k  Vonvillers  por  la  suma  de  ^  Ftes. 
20,000  en  que  aprecian  los  perjuicios  que  dicen  habérseles 
inferido  por  el  embargo  indebido  y  por  los  destrozos  causa- 
dos á  bordo. 

Dijeron  en  cuanto  á  la  reconvención  que  la  detención 
primitiva  como  la  actual  del  buque  la  pudieron  hacer 
cesar  con  la  presentación  de  una  simple  fianza,  tratándose 
de  la  demanda  ordinaria  por  indemnización  de  perjuicios, 
única  acción  legitima  de  los  constructores.  Pero  que  estos 
prefirieron  retirar  la  demanda  ya  interpuesta,  é  iniciando 
un  juicio  ejecutivo,  hicieron  embargar  el  buque;  Que 
desde  ese  momento,  no  pudiendo  disponer  de  él,  perdieron 
un  arrendamiento  por  f  Ftes.  7000  mensuales  que  se  les 
ofrecía,  ocasionándoseles  perjuicios: 

lo  En  dos  meses  veinte  dias  de  arrendamiento  á  ^Ftes. 
7000,  son  í  Ftes.  18,670,  y  el  resto 

2^  En  los  destrozos  hechos  en  el  buque  el  dia  28  de 
Enero  por.  la  cuadrilla  de  trabajadores  que,  no  obstante 
estar  rescindido  el  contrato,  se  introdujeron  por  engaño 
en  el  buque,  y  por  la  violencia  emprendieron  los  trabajos 
de  destrucción. 

En  un  otrosí  dijeron  que  á  fin  de  que  por  cualquier 
arbitrio  malicioso  no  se  hicieran  ilusorios  sus  legítimos 
derechos,  de  acuerdo  con  la  prescripción  de  la  ley  de 
la  materia,  solicitaban  se  ordenase  á  Stephens  &  Vonvillers 
que  afianzasen  las  resultas  del  juicio  que  les  promovian. 
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FaUo  del  #ueB   de    Secelon. 


Buenos  Aires,  Junio  11  de  1873 

En  lo  principal,  traslado  de  la  reconvención ;  al  otrosif 
no  siendo  ajustada  á  derecho  la  pretensión  deducida,  no 
há  lugar. 

Zavaleta. 

Habiendo  apelado  Giró  y  Dermit,  se  dictó  este : 


Fallo  de  la  Suprema  Corle. 

Buenos  Aires,  Julio  19  de  1873. 

Vistos :  Por  los  fundamentos  del  auto  foja  ciento  cua- 
renta vuelta  y  considerando :  Que  Stephens  y  Vonvillers 
tienen  su  domicilio  en  esta  Provincia,  y  no  se  hallan 
por  lo  tanto  en  el  caso  del  articulo  setenta  y  seis  de  la 
Ley  de  Procedimientos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
apelado,  y  satisfechas,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril. — Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos. 
— J.   B.   GoRosTiAGA. — J.  Do- 
mínguez. 
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CAUSA  L.1C.1K.VI1I. 


D.  Vicente  L  Beltran,  contra  los  señores  H.  W. 
Medrano  y  C^^  sobre  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  lo  Se  presumen  exactas  las  cuentas  cuando 
se  deja  transcurrir  un  mes  desde  la  recepción  de  ellas 
sin  hacer  observaciones,  ni  se  presentan  pruebas  en  con- 
trario. 

2o  El  actor  que  demanda  por  mas  de  lo  que  se  le 
adeuda  no  por  dolo  ó  mala  fé,  sino  por  error  ó  des- 
cuido y  que  presenta  sus  cuentas  con  la  cláusula  de 
«salvo  error  ú  omisión»  no  puede  condenarse  á  bi 
pena  de  la  pérdida  de  lo  que  lejitimamente  se  le  adeuda. 

3o  No  puede  tampoco  ser  condenado  al  pago  de  las 
costas  cuando  estas  no  han  sido  causadas  por  el  exceso 
en  la  demanda,  sino  por  excepciones  deducidas  y  no  jus- 
tificadas por  el  demandado. 


Caso. — D.  Vicente  L.  Beitran  demandó  á  Medrano  y 
C«,  por  la  cantidad  de  20,942  pesos,  importe  de  pasto 
suministrado. 

Corrido  traslado  contestaron  los  demandados  que  según 
las  cuentas  y  los  recibos  en  su  poder,  su  deuda  no  era 
sino  de  18,583  pesos;  que  además  en  las  facturas  de 
T.  IV.  27 
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Beltraa  había  un  exceso  de  un  20  ó  25  por  ciento 
en  la  mayor  parte  de  ellas;  que  siendo  evidente  la 
plus  petición  debia  ser  condenado  Beltran  á  la  pérdida  de 
la  suma  que  resultaría  adeudársele  y  al  pago  de  las 
costas  y  costos. 

Llamada  la  causa  á  prueba,  la  única  que  se  produjo 
fué  la  compulsa  de  los  libros  del  actor  de  lo  que  resul- 
taron algunas   diferencias  con   la  cuenta  exhibida   por  él. 


Fidlo  del  JTues   Seedonai. 


Buenos  Aíres^  Hayo  14  de  1873. 

Vistos:  Estos  autos  seguidos  por  D/ Vicente  Beltran* 
estrangero,  contra  H.  Medrano  y  C^,  argentino,  por  oo* 
bro  de  pesos,  procedentes  de  la  venta  de  pasto  y  con- 
siderando :  1^  Que  está  justificado  por  las  cuentas  y  re* 
cibos  exhibidos  por  la  parte  demandada,  y  reconocidos 
por  los  demandantes,  asi  como  por  los  libros  del  últi- 
mo compulsados  por  el  actuario ^  que  en  la  cuenta  da 
f.  2,  solo  debe  debitarse  á  los  demandados  la  cantidad 
de  ps.  36.064.2  rs.  en  vez  de  ps.  36,110.2  rs.  ro/o«,  y 
debe  aumentarse  el  activo  en  ps.  1,500,  omitidos  en  el 
haber,  dando  por  consecuencia  un  saldo  de  ps.  19,396.6 
rs.  en  vez  del  que  á  favor  de  Beltran  arroja  la  cüonit 
de  f.  2  :  2o  Que  aunque  los  demandados  opusieron  contra 
la  cuenta  presentada  por  Beltran  además  de  loa  hechos 
consignados  en  el  precedente  considerando,  la  esoepcion 
de  que  estaba  recargada  en  un  veinte  y  ui  veinle  y 
cineo  por  ciento  en  algunas  partidas,  no  ha  justifieado 
dicha  escepcion  y  antes  por  el  contrario  el  hecho  de 
haber   recibido    las   cuentas  exhibidas    por  los  miamMi 
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eod  ittaf  de  ün  mes  de  añtélabltítl  á  la  cmteil^tAón  á 
la  demanda,  MlVof  lá  últiitíá,  y  dé  M  hñhét  ¡üétiñtháó 
que  hizo  observación  á  ellas,  hace  presumir  que  las 
acepta,  y  por  consecuencia  que  son  verdaderas  salvo 
la  prueba  contraria  (art.  36  del  Código  de  Comercio} : 
3^  Que  aunque  han  justificado  por  las  cuentas  y  recibos 
preseifladeB  y  redoaeoides  que  Beltran  cobraba  ps.  1,500 
y  pico  de  pesos  de  mas  que  el  verdadero  saldo,  esto 
no  prueba  la  mala  fé  de  Beltran,  sino  sale  un  error  ó 
descuido  por  su  parte,  á  lo  que  se  agrega  que  la  cuenta 
contiene  la  excepción  6  cláusula  de  salvo  error  ú  omi- 
sión, por  todo  lo  Gual  no  es  procedente  la  petición  de- 
dttoidar  por  los  demandados  de  que  se  condene  á  los 
demandantes  á  la  pérdida  dé  lo  que  lejitimamente  se  les 
hubiere  adeudado  al  eotablar  la  demanda :  4o  Que  aun- 
que es  verdad  que  aun  en  el  caso  de  no  mediar  en- 
gaño ó  dolo  de  parte  del  demandante,  y  de  haber  el 
demandado  incurrido  en  costas  por  el  esceso  en  la  de- 
manda, tendría  el  último  derecho  á  que  el  primero  se 
la  abonase,  en  este  caso  no  ha  habido  costas  causadas 
por  el  esceso  en  la  demanda,  puesto  que  los  deman- 
dados han  sostenido  que  las  cuentas  estaban  recargadas, 
hecho  que  no  ha  justificado  como  se  ha  visto  anterior- 
mente. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  condenando  á  los  de- 
mandados H.  Medrano  y  C&  á  abonar  dentro  de  diez  dias 
al  demandante  D.  Vicente  L.  Beltran  la  cantidad  de  pesos 
19,396.6  rs.  m/c.  con  sus  intereses  desde  la  notificación 
de  la  demanda,  calculados  por  la  tasa  que  cobra  el  Banco 
de  la  Provincia,  y  debiendo  abonarse  las  costas  en  la 
forma  ordinaria.  Repónganse  los  sellos  y  notifiquese  con 
el  original. 

Manuel  ZavaUta. 
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Apelada  esta  sentencia  por  Medrano  y  G*  y  eoncedido 
•1  recurso  en  relación  se  dictó  el  siguiente 


WmUm  ém  bi  Mwtpwmmam  Cmwie. 

Baenos  Aires,  Julio  22  de  1813. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos  se  conñrma  con  costas 
•1  auto  apelado  de  foja  treinta  y  cinco,  y  satisfechas  aquellas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  —  J.  B.  Goroshaga.  — 
J.  Domínguez. 
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CAUSA.    I^1L3U1C.« 


Los  Sra.  Sánchez  Gm  y  Ca.  can  la  Adminütracion  de 
Rentoi  NacUmaleif  sobre  competaieia. 


Sumario. — Los  Justados  Nacionales  son  competentes 
para  conocer  en  grado  de  apelación  de  las  resoluciones 
de  los  Administradores  de  Aduana  que  contengan  impo- 
sición de  penas  por  infracciones  de  *  reglamentos  adua- 
neroSf  y  no  sean  simples  actos  administrativos. 


Caso. — Sánchez  Gori  y  G&  reclamaron  de  la  Adminis- 
tración de  Aduana  3  bultos  de  yerba  paraguaya  que  dijeron 
faltar  de  una  cantidad  de  421  bultos  introducidos  en  los 
depósitos  fiscales;  y  no  habiendo  hecho  lugar  la  admi- 
nistración, apelaron  contra  su  resolución  ante  el  juzgado 
nacional  de  esta  sección. 

Conferida  vista  al  procurador  fiscal  promovió  este  artí- 
culo de  incompetencia. 

Dijo ;  que  no  se  trataba  de  comiso,  contrabando  ni 
defraudación;  que  por  lo  tanto  no  se  podia  recurrir  en 
este  caso  de  la  resolución  de  la  aduana. 
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Corrido  traslado  contestaron  Sánchez  Gori  y  G*  que 
debía  no  hacerse  lugar  á  lo  solicitado  por  el  Procurador 
fiscal;  que  habia  en  el  caso  resolución  del  administrador,  y 
que  en  todo  caso  en  que  el  administrador  juzga  en  1*  Ins- 
tancia sobre  reclamos  concernientes  á  mercaderías,  los 
particulares  tienen  el  ierscho  de  recurrir  á  la  justicia 
nacional  para  oorrejir  los  agravios. 


WmUm  del  Jíiies  itoeeloiMa. 


Buenos  Aires^  Majo  10  de  1873. 

Y  vistos :  Estos  autos  en  lo  relativo  al  inoidente  pro- 
movido por  el  Procarador  Fiscal  sobre  competencia. 

Y  considerando :  I''  Que  en  el  caso  presente  no  se  trata 
meramente  de  resolver  dudas  entre  el  comerciante  y  e| 
vista,  sobre  la  partida  correspondiente  al  arancel,  lo  que 
constituye  un  caso  administrativo  y  al  único  á  que  se  re- 
fieren los  artículos  142,  144  y  145  de  las  Ordenanzas  de 
Aduana^  sino  resolver  un  caso  de  falsa  manifestación,  lo 
que  constituye  una  infracción  definida  y  penada  por  los 
artículos  134  y  993  de  las  mismas. 

2^  Que  si  bien  para  este  juicio  es  necesario  entrar  á 
apreciar  si  la  mercadería  presentada  á  despacho  es  de  la 
calidad  manifestada,  esto  no  puede  desvirtuar  la  natura- 
lesa  del  asunto. 

3o  Que  á  .pesar  de  estar  derogado  por  elart.  1146  de 
las  Ordenanzas,  el  decreto  de  21  de  Diciembre  de  1865, 
Ifi  resolución  apelada  no  ha  sido  dada  por  el  Tribunal 
d^  Vistas,  sino  por  el  Administrador  de  Aduana,  cuya  comr 
patencia  para  la  resolución  de  este  asunto  es  innegaUi 


^> 
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en  vista  de  la  disposición  espHcita  del  art.  1120  de  las 
Ordenanzas,  no  siendo  del  caso  entrar  á  apreciar,  por  ahora, 
si  es  ó  no  legal  el  procedimiento  que  ha  adoptado  en  la 
prosecución  del  juicio. 

it""  Que  los  Juzgados  Nacionales  son  competentes  para 
conocer  en  grado  de  apelación  de  las  resoluciones  de  las 
Administraciones  de  Aduana,  que  contengan  imposición 
de  penas  por  infracciones  de  reglamentos  aduaneros  (art. 
i  130  de  las  Orden'tnzas.  ) 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  no  haciendo  lugar  al  inci- 
dente promovido  por  el  Procurador  Fiscal  sobre  incompe- 
tencia, y  declarándose  competente  este  Juzgado»  vuélvase 
en   vista  á  este  funcionario,   para   que   se   espida   sobre 

lo  principal. 

Ugarriza 

Apelada  esta  sentencia  por  el  Procurador  fiscal  y  con- 
cedido el  recurso  en  relación,  se  dictó  el  siguiente 


WmXkm  ém  ■•  Swprea»»  0»rte. 

Buenos  Aires,  Julio  22  de  1873. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  cuarenta  y  nueve,  y  satisfechas 
estas»  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  —  J.  B.  Gorostiaga.  —  J. 
Domínguez. 
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CJLUS^Il    EJlfLJLlL. 


D.  Adolfo  Carranza  contra  D.  Juan  Echepare^  par  cobro 
de  pesos.  —  Incidente  sobre  competencia 


Sumario. — 1/  El  conocimiento  y  decisión  de  las  cau- 
sas en  que  sean  partes  un  ciudadano  argentino  y  un 
estranjero,    corresponde  al  poder   judicial  de  la  nación. 

2®  La  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  en 
todas  las  causas  que  aon  de  su  resorte,  es  privativa  y 
escluyente  de  la  de  los  Tribunales  de  Provincia,  con  la 
sola  limitación  de  las  escepciones  especiales  contenidas 
en  el  art.  12  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  compe- 
tencia. 

3*  No  está  comprendida  entre  esas  escepciones  la  re- 
nuncia que  un  estranjero,  demandado  por  un  arjentino, 
haga   del  fuero  nacional. 

4^  El  orden  de  las  jurisdicciones  es  de  interés  ge- 
neral, y  no  puede,  fuera  de  los  casos  permitidos  por 
la  ley,  ser  alterado  por  la  voluntad  de  los  que  son  lla- 
mados á  comparecer  en  juicio. 

5^  No  se  puede  reconocer  al  estranjero  la  facultad  de 
declinar  la  jurisdicción  nacional,  sin  reconocerle  un   prí- 
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vilejio  que  la  ley  no  le  concedei  y  que  podría   servirie 
de  protesto  para  eludir  ó  retardar  loa  juicios. 


Caso. — D.  Manuel  Cainzo,  por  D.  Adolfo  Carranza,  ar- 
jentino,  demandó  ante  el  Juez  Nacional  de  Tucuman  á 
D.  Juan  Echepare,  estranjero,  la  cantidad  de  $¥.  14,832. 

Echepare,  sin  contestar  la  demanda  declinó  la  juris*^ 
dicción  nacional,  sosteniendo,  que  siendo  él  estranjero 
y  teniendo  por  la  ley  el  derecho  de  acojerse  á  la  ju- 
risdicción Nacional  ó  Provincial,  optaba  por  esta  última 
y  pedia  que,  desprendiéndose  el  Juez  del  conocimiento 
de  la  causa,  ordenase  al  demandante  ocurrir  á  la  ju- 
risdicción provincial. 

Corrido  traslado  del  artículo,  Cainzo  contestó  que  era 
inexacto  que  la  ley  hubiese  dejado  á  los  estranjeros  el 
derecho  de  elejir  jurisdicción  en  sus  pleitos  con  los  na- 
cionales, derecho  que  colocaría  á  estos  en  peor  condi- 
ciones que  aquellos,  á  quienes  se  acordaría  un  privile- 
jio.  Que  por  el  contrario  el  inciso  S*"  del  art.  2^  de 
la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribuna- 
les Nacionales  espresamente  niega  tal   privilejio. 

Corrida  vista  al  Procurador  Fiscal,  este  sostuvo,  in- 
terpretando el  inciso  4*"  del  art.  12,  que  el  estranjero, 
demandado  por  un  arjentino,  podia  renunciar  la  jurisdic- 
ción nacional  y  llevar  á  su  contrario  á  la   de   Provincia. 


Tucuman,  Febrero  27  de  1873. 

Visto  el  artículo  promovido  por  D.  Juan  Echepare  de 
nacionalidad  francessi   demandado  anto  este  Juzgado  de 
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Seeeion  por  el  ciudadano  arjentino  D.  Adolfo  E.  Garransa 
por  cobro  de  ofintidad  de  pesos,  declinando  el  primero 
de  jurisdicción  para  ante  el  Juzgado  Provincial  y  opo- 
niéndose el  segundo  á  dicha  declinatoria. 

T  considerando:  lo  Que  las  leyes  sobre  administra- 
ción de  justicia  dictadas  por  el  Soberano  Congreso  Na- 
cional en  Setiembre  de  1863  son  conjeniales  con  los 
principios  y  manifiestas  tendencias  de  nuestra  Constitu- 
ción hacia  el  objeto  de  estimular  la  concurrencia  ó  emi- 
gración estranjera,  proporcionando  á  esta,  á  mas  de 
otras  franquicias  y  garantías,  la  de  ser  juzgados  los  que 
á  ella  pertenezcan  por  leyes  y  Jueces  Nacionales,  uni- 
formando así  para  con  ellos  una  misma  practica  y  ju* 
risprudencia,  como  una  mayor  garantía  para  sus  dere- 
choS|  y  evitar  al  mismo  tiempo  I09  reclamos  quQ  por 
su  parte  ó  de  sus  Gobiernos  pudieran  á  la  vez  oriji- 
narse,  á  causa  de  la  diversa  manera  coa  que  las  Pro* 
vincias  federales  que  componen  la  República,  adminis- 
tran la  justicia  en  sus  asuntos  contenciosos,  habiéndo- 
les la  misma  Constitución  dejado  á  ellas  el  derecho  de 
dictar  ^egun  las  conveniencias  locales  sus  respectivos 
Códigos  de  procedimientos. 

2**  Que  en  conformidad  con  las  consideraciones  es- 
presadas, se  consignó  en  la  citada  ley  nacional,  al  de- 
terminar las  causas  eq  que  debían  conocer  los  Jueces 
de  Sección,  en  el  inciso  S'^  del  art.  S""  lo  siguiente: 
c  Las  causas  civiles  en  que  sean  partes  un  vecino  de 
c  la  provincia  en  que  se  suscite  el  pleito  y  un  vecino 
t  de  otra,  ó  en  que  tean  porte  un  ciudadano  arjentino  y 
€  un  estranjero  •  designando  así  á  este  último  de  un 
modo  terminante  para  cuando  ^ese  demandado,  su  es- 
olusiva  J^m  el  de  Seooí^n,  y  su  propio  {(«ero,  el  Na- 
oional. 


u  JinnoiA  NACioMAii.  99^ 

S^  Qiae  per  con8¡|;uiente,  lo  pvescríto  en  el  incito 
4^  del  art.  i2  de  lit  misma  ley,  no  es  apUoable  «i 
eaao  de  lá  eueetion,  lo  uno  penque  allí  se  fijó  lui  pro- 
eedimíevto  para  el  caso  único  ;  eepeeialmenle  determi^ 
Bado,  de  ser  el  estranjero  demandado  per  un  arjentíno 
ante  los  Tribunalee  de  Profincia,  y  no  oponer  la  es- 
eepeion  de  declinatoria  para  ante  su  propio  Juezi  y  lo 
otro  povque  la  ley  nada  absolutamente  ha  dieho  de 
inlento,  eoando  el  mismo  estranjero  fuese  demandada 
ante  los  Jueces  de  Sección,  como  sucede  actualmente, 
por  cuanto  demandado  ente  sus  propios  Jueces,  mal 
podría  declinar  para  ante  aquellos  que  no  lo  eraní  quipL 
aetw  forum  rá  Meq^útw^  y  solo  podia  arraigar  el  juicio 
en  el  caso  del  inciso  4^  del  art.  12  ante  el  Juez  Pro- 
vincial, prorogando  su  jurisdicción,  como  ya  lo  espresa 
aquella  disposición  legal. 

4*"  Que  de  no  ser  asi  la  intetijencia  de  la  ley  nació* 
nal  de  procedimientos,  resultaría  un  hecho  inadmisible, 
el  de  quedar  de  mucha  mejor  condición  el  estranjero 
que  el  avjentino,  teniendo  aquel  ya  sea  demandante  ó  de- 
mandado el  inmenso  privilejio  de  elegir  entre  dos  Jue- 
ces distintos  y  diverso  fuero  y  este  no. 

5""  y  último.  Que  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  de 
Justicia  Nacional  citado  por  D.  Juan  Echepare  en  apoyo 
de  su  pretensión  es  mas  bien  contn  produeenUf  pues- 
to que  allí  fué  demandado  el  arjentino  por  el  estranjero 
ante  los  Tribunales  de  Provincia  y  sometido  á  su  pro- 
pio fuero  (aunque  también  pudiese  hacerlo  ante  el  na- 
cional), no  pudiendo  por  lo  tanto  declinar  aquel  de  ju- 
risdicción para  ante  los  Jueces  Nacionales,  asi  como  el 
estranjero  siendo  demandado  por  un  arjentino,  como  su- 
cede en  nuestro  caso,  ante  su  propio  Juez  mal  podría 
declinar  para  ante  los  Juzga4pe  de  Provincia,   observan- 
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do  la  jurisprudencia  y  resolución  de  la  misma  Suprema 
Corte  que  tan  mal  ha  sido  interpretada  por  éU— -Por 
tales  fundamentos  y.  á  pesar  de  la  opinión  contraria  ma- 
nifestada por  el  Procurador  Fiscal ;  Fallo  que  debo  de- 
clarar y  declaro :  Que  D.  Juan  Echepare  no  tiene  de- 
recho para  declinar  de  jurisdicción  para  ante  los  Tri- 
bunales Provinciales,  con  motivo  de  la  demanda  enta- 
blada contra  él  ante  el  Juzgado  de  Sección  por  D.  Adolfo 
E.  Carranza  ó  su  apoderadoi  y  que  en  consecuencia» 
debe  contestar  directamente  la  espresada  demanda  en  el 
término  ordinario  de  la  ley.    Hágase  saber  y  repóngase 

el  sello. 

Agustín  Justo  de  la  Vega. 

Habiendo  apelado  Echepare^  se   dictó  este 

IMl»  4e  te  Soprenuí  C^rte. 

Buenos  Aires,  Julio  24  de  1873. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  y  de  conformidad  á  lo 
resuelto  por  esta  Suprema  Corte  en  Junio  primero  de 
mil  ochocientos  setenta  y  dos  en  el  caso  de  Doña  Ro- 
sario Delgado  de  Montero,  contra  Don  Andrés  Astorga, 
se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja  veinte 
y  tres  vuelta,  satisfechas  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

Salvador  M.  del  Carril. — Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos.— J. 
B.  GoROSTtAGA. — J.  Domínguez. 
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CAUSA   L.1K.1L1LI. 


D.  Emeito  Beutefhür  contra  el  Banco  Hipotecario  de  Buo^ 
noi  Airei^  sobre  falta  áe  cumplimiento  de  ttn  contrato. 

Sumario. — Por  el  art.  30  de  los  estatutos  del  Banco 
Hipotecario  de  Buenos  Aires,  no  pueden  los  Jueces  man- 
dar suspender  un  remate  anunciado  por  este,  de  un  fun- 
do que  le  está  gravado. 


Ca$o. — ^D.  Ernesto  Beutefhür,  estranjero,  se  presentó 
ante  el  Juez  Federal  de  Buenos  Aires  esponiendo :  Que 
el  Banco  Hipotecario  le  habia  hecho  un  préstamo  sobre 
un  fundo  de  su  propiedad  ubicado  en  el  Partido  de  Mo- 
reno; Que  el  Banco,  interpretando  mal  el  contrato  y  los 
estatutos,  habia  anunciado  por  los  diarios  el  remate  de 
su  propiedad.  Pidió  que  el  Juez  mandase  suspender  el 
remate. 


Boenos  Aires,  Mayo  23  de  1873. 

De  acuerdo  al  art.  30  de  los  Estatutos  del  Banco  Bl 
potecario,  no  ha  lugar. 

Ugarriu. 
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Apelado  esté  auto  por  Beatefhür,  fué  confirmado  por  el 


WmUm  ú»  ím  0«ipr«Hui  0»rte 


Buenos  Aire8>  Julio  31  de  1873. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  trece  vuelta;  satisfechas  y  re- 
pueatoe  les  sellos ,  devuélvanse. 

Frángisgo  Delgado.  — José 
Barros  Pazos.—  J.  B.  Goros- 
tiaga— j.    domingijez. 


m  iBwrmk  naoiomal.  S9# 


CL%ue;iL  LmiLiLii. 


D.  Raimufido    Gatcia   Tizm  emita  el  agente  del  vapor 
itaUaño  c  Liguria ,  i  par  entrega  de  un  tnáio. 


Sumario. — Lá  acoioD  para  reclamar  la  entrega  del 
eargameiitoi  y  per  eónstyuienU  la  obUgaeioa  que  le  ee 
relativa  I  se  preseríbe  por  un  añO|  á  eontar  désdtt  el 
dia  en  que  aeabé  el  fiajei 


Ooie.— Eti  la  de  Febrero  de  487d  D.  Máiítiél  Lois, 
per  el  prasbitei^  D.  Raimuado  García  Tixon  te  ptésbú- 
16  ante  el  Jfutgado  Federal  de  Boenoa  Aire^  ¿aponien- 
do: qiie  á  fines  de  Mayo  de  1870  fueron  embarcados 
en  el  puerto  de  Bareelena  en  el  vapor  italiano  c  Ligu- 
ria, »  dos  cajones  consignados  á  sa  nombh^i  \oi  cuáles 
no  babia  pedido  eonseguir  á  pesar  de  las  d9i^¿ias 
practicadas. 

Que  uno  de  ellM,  Obifteniétidtr  Kbtt><i  babia  sabido  que 
se  encontraba  en  un  depósito;  pero  el  otro,  eonteoien- 
do  ropa,  no  se  sabia  donde  estaba. 

Qw  D.  José  LaVarello»  ageste  y  eoesignatarie  del  ta- 
pet,  aoalaaia  que  les  doe  buMos  estaban  en  hi  Mtfum 
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existiendo   constancia   de    ello    sin    que   la  hubiese   ex- 
hibido. 

Que  como  la  Aduana  neg;aba  el  hecho  con  relación 
al  cajón  conteniendo  ropa,  se  veía  en  la  necesidad  de 
demandar  á  Lavarello  á  fin  de  que  fuese  condenado  á 
restituirlo,  ó  en  su  defecto  á  pagar  su  importe  que 
estima  equitativamente  en  jF.  1000  y  al  pago  de  las 
costas  del  juicio. 

Corrido  traslado,  Lavarello  contestó  que  en  el  viaje  á 
que  se  refiere  la  demanda^  el  vapor  c  Liguria  >  trajo  va- 
rios bultos  rotulados,'  según  se  espresa  en  los  mani- 
fiestos respectivos,  y  esos  bultos  se  desembarcaron  y 
depositaron  en  la  Aduana,  como  es  de  práctica,  cesan- 
do desde  ese  momento  su  responsabilidad  como  agente. 

Que  el  despacho  de  la  Aduana  se  pide  por  los  due- 
ños respectivos,  siendo  del  fisco  la  responsabilidad  si 
los  bultos  no  se  encuentran  en  los  depósitos.  Que  asi 
lo  ha  comprendido  el  demandante  limitando  su  reclamo 
al  baúl  con  ropas  de  uso,  en  razón  de  que  el  otro 
se  encontraba  en  los  depósitos  de  Aduana. 

Que  fuera  de  esto  la  acción  está  prescripta,  según  lo 
prescribe  el  art.  1006  inciso  3^  del  Código  de  Comer- 
cio, que  señala  un  año  para  la  prescripción  de  la  acción 
sobre  entrega  del  cargamento  ó  por  daños  causados  en 
él|  siendo  de  advertir  que  el  €  Liguria  >  desembarcó  en 
Julio   de  1870. 

■ 

Pidió  se  rechazara  la  demanda  con  costas. 

Buenos  Aires^  Abril  17  de  1873.. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  el  presbítero  Don  Raimun- 
dp  Garcia   Tison  contra   D.  Juan  Lavarelloi   ícente  del 
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vapor  c  Liguria,  •  por  cobro  de  un  cajón  recibido  4 
bordo  de  aquel  en  et  puerto  de  Barcelona  para  ser  con<- 
ducido  á   esla   ciudad  y  recluitando  : 

i^  Qtie  según  el  escrito  de  demanda  el  objeto  recla- 
mado fué  entregado  á  fines  dé  Mayo  de  1870  y  la 
demanda  ha  sido  deducida  en  el  mes  de  Febrero  de 
este  año  ; 

2^  Que  el  demandado  ha  opuesto  la  escepcion  de 
prescripción  de  la  obligación  de  entregar  la  carga,  ase- 
guri^ndo  á  la  vez  que  lo  que  se  reclama  fué  desem- 
barcado y  entregado    en   la  Aduana;  y 

Considerando  :  1^  Que  en  el  presente  caso  se  trata  de 
exijir  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  del.  fletante 
para  con  el  fletador. 

2^  Que  las  obligaciones  se  extinguen  por  la  prescrip- 
ción (articules  918  y  997  del   Código  de   Comercio]; 

3°  Que  la  acción  para  reclamar  la  entrega  del  car- 
gamento y  por  consecuencia  la  obligación  que  le  es  re- 
lativiai,  se  prescribe  por  un  año,  á  contar  desde  el  dia 
en  que  acabó  el  viaje  (inciso  3""  del  arl.  10Ó6  Código 
de  Comercio ) ;  ^ 

4^  Que  el  plazo  acordado  para  la  prescripción  ha 
trascurrido  con  exceso  en  este  caso,  como  lo  prueba  el 
hecho  de  haber  trascurrido  casi  tres  años  entre  la  en- 
trega del  cajón  reclamado  y  la  demanda,  porque  el  tér- 
mino ordinario  de  un  viaje  de  Europa  á  este  puerto 
en  buque  á  vapor  es  de  poco  mas  de  pn  mes,  y  lio 
se  ha  espuesto  circunstancia  alguna  que  haga  presumir 
ni  remotísímamenle  que  el  viaje  haya  sido  estraordina- 
rísimo  y  hasta  fabuloso,  como  seria  necesario  para  que 
no  se  hubiese  efectuado  la  prescripción  ; 

5®  Finalmente,   que  el  demandante,    con  conocimiento 
4e  los  hechos    espresados  .en. la  contestación  á  la  de* 
T,  IV  28 
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maodií  al  entr^arse  la  copia  de  la  misma,  ño  ha  ooa- 
tradioho  el  hecho  capital  para  la  pres^rípolpot  el  de  la 
terminación  del  viaje,  ni  ha  manifestado  que  ia  pires- 
cripcipn  se  hubiese  ioterruoipido  por  alguna  de  lan  oau- 
sas  rspresadas  en  el  art.  1010  del  Código  de  Comer* 
cío,  como  tampoco  ha  manifestado  propósito  de  acojer- 
se  á  la  disposición  contenida  en  el  art.  1009  del  mis-« 
mo  Código. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  absolviendo  á  D.  Juan 
Lavarello  de  la  demanda  deducida  por  D.  Raimundo 
Garcia  Tizón  por  cobro  de  un  cajón  conteniendo  ropa 
y  que  debió  ser  conducido  por  el  vapor    c  Liguria*  > 

Sin  especial  condenación  en  costas. — Repónganse  los 
sellos  y  notifiquese  con  el  original. 

Manwl  Zavahta. 

Ante  la  Suprema  Corte,'  la  parte  de  Lavarello  pre- 
sentó unas  posiciones,  las  cuales  pidió  fueran  absueltas 
por  Garcia  Tizón,  y  el  Tribunal  las  reservó  para  pro- 
veer después  de  la  vista. 


FaU»  4e   te  Swprenuí  C)orte. 

Buenos  AireS)  Jalio  31  de  1873. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  veinte  y  una ;  satisfechas  y 
repuestos  los  sellos  devuélvanse,  entregándose  á  la  par- 
te de  Lavarello   el  pliego   de   posiciones  presentado. 

Salvador  M.  del  Carril. — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos.—  J.  B.  GOROSTIAQA. — J. 
DomNGDEZ. 
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CAUSA   L.1LSL1LI11. 


El  Procurador  Fiscal  de  Entre-RioSf  contra  D.  Uigud  £antm, 

sobre  cobro  ejecutivo  de  pesos. 


Sumario.  —  lo  La  oota  de  un  adminUtrador  de  Rentas 
Nacionales  conteniendo  un  estracto  de  los  libros  de  la 
Aduana  y  firmada  por  él,  tiene  la  calidad  de  instru- 
mento público. 

2o  La  deuda  resultante  de  ese  instrumento  es  ejecu* 
tivaí  má&ime  si  nó  ha  sido  negado  por  el  deudor  el  hecho 
de  su  origen. 


Caso.  —  Cl  administrador  de  Rentas  de  la  Victoria  dio 
cuenta  al  Juez  de  Sección  de  Entre-Rios  de  un  reclamo 
que  tenia  que  hacer  contra  el  comerciante  D.  Miguel 
Lanteriy  quien  debia  á  la  Aduana  612  pesos  fuertes  y 
3  cent.,  en  razón  de  haber  esportado  frutos  para  Mon- 
tevideo, y  haber  pagado  solo  la  mitad  de  los  derechos 
cuyo  total  ascendía  á  1224  pesos  fuertes  y  6  cent. 

D.  Miguel  Lanierl  se  rehusaba  á  pagaf  fofs  612  pesos 
y  8  oent.  dTciendo»  í^úb  en  la  epoda  de  la  esportaeion 
regia  un  decreto  de  López  Jordán  reducieAdo  á  la  nñtaíA 
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los  derechos  fijados  por  la  Ley  Nacional  para  la  espor- 
tacioQ  y  que  él  habia  fundado  su  especulación  en  este 
decreto. 

Pasada  la  nota  del  administrador,  al  procurador  flscal, 
este   entabló  juicio  ejecutivo  contra    Lanieri. 

El  Juez  despachó  el  auto  de  solvendo  que  fué  noti- 
ficado  á  Lanieri   por  el  Juez   de   Paz  de  la   Victoria. 

Trabado  en  seguida  el  embargo,  se  ordenó  la  citación 
de  remate.  Lanieri  espuso  ante  el  Juez  de  Paz  que  él 
nada  debia  al  Fisco  por  las  referidas  razones,  y  que  el 
embargo  se  habia  hecho  contra  su  voluntad.  El  procu- 
rador fiscal  pidió  se  dictara  sentencia  de  remate  por  no 
haber  el  ejecutado  opuesto  escepcion   alguna. 


Paraná,  Abril  26  de  1873. 

Autos  y  vistos :  La  ejecución  seguida  por  el  procurador 
fiscal  contra  D.  Miguel  Lanieri,  por  derechos  de  espor- 
tacion  que  se  dice  deber  éste  á  la  Aduana  Nacional  de 
la    Victoria,  y  considerando: 

Que  la  nota  de  la  Administración  de  Aduana  de  la 
Victoria,  corriente  á  f.  1»  en  la  que  únicamente  se  funda 
la  ejecución  hasta  aquí  seguida,  no  es  un  titulo  que 
traiga  aparejada  ejecución,  según  lo  estatuido  por  el 
artículo  doscientos  cuarenta  y  nueve  de  la  ley  judiciaria 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  ni  es  tampoco  una 
cuenta  estraida  de  los  libros  fiscales  y  autorizada  por  el 
encargado  de  llevarlos  como  seria  necesario  para  que 
hiciese  fó  prima  facie^  según  la  prescripción  del  articulo 
primero,  título  tercerOi  sección  segunda,  libro  segundo 
del  Código  Civil 
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Que  dicho  documento  es  menos  hábil  todavía  para 
fundar  una  ejecueioQ  si  se  atiende  al  origen  do  la  obii- 
gacion,  pues,  mediando,  según  él,  una  cuestión  de  dere- 
cho, seria  necesario  resolver  esta  previamente  en  el  juicio 
correspondiente,  cualquiera  que   sea   su  importancia. 

Por  estos  fundamentos  se  declara  que  no  ha  lugar  á 
la  ejecución  seguida  por  el  procurador  fiscal  contra  D. 
Miguel  Lanieri,  debiendo  levantarse  el  embargo  trabado 
en  sus  bienes :  hágase  saber  y  repuestos  los  sellos,  s[ 
no  hubiere  apelación,  archívese. 

T.  Pinto. 


El  fiscal  apeló  y  se  le  concedió  por  el  Juez  el  recurso 
en  reiatfion. 

La  Suprema  Corte  para  mejor  proveer  dio  vista  al  Pro- 
curador General,  y  este  pidió  se  revocara  la  sentencia 
apelada  mandando  llevar  adelante  la  ejecución. 

Dijo  ;  que  el  Fiscal  pidió  la  ejecución  en  virtud  de 
una  nota  del  Administrador  de  Rentas  de  la  Victoria 
refiriendo  que  de  los  libros  de  la  Aduana  resultaba  la 
deuda  de  Lanieri ;  que  la  contestación  de  Lanieri  probó 
la  verdad  asegurada  por  el  administrador  de  que  solo 
habia  pagado  la-  mitad  de  los  derechos,  aprovechándose 
de  un  decreto  del  rebelde  López  Jordán ;  que  el  Juez 
a  quo  ha  desconocido  la  fuerza  de  esos  documentos,  de 
los  que  el  primero  tiene  la  calidad  de  instrumento  público 
y  el  negundo  es  una  confesión  ó  reconocimiento  de  la 
parte  demandada  ante  el  Juez  de  Paz ;  que  por  úl- 
timo no  podia  llamarse  cuestión  de  derecho  la  de  saber 
si  López  Jordán  tenia  ó  no-  facultad  legítima  de  rebajar  los 
impuestos  nacionales. 
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WéUm  4e  te  ñupreamm  C%rte. 


Buenos  Aires,  Julio  31  de  1873. 

Vistos :  De  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por 
él  señor  Procurador  General,  se  revoca  la  sentencia  ape* 
lada  de  foja  diez  y  nueve  vuelta ;  y  devuélvanse  al  Juez 
de  Sección  para  que  lleve  adelante  la  ejecución,  adjun- 
tándose la  planilla  de  costas  para  que  la  haga  cobrar 
y  remitir  eu  importe   á  la   Secretaría. 

Salvador  M'  del  Carril. — Fkan- 
GisGO  Dülgado.  —Josa  Barros  Pa- 
zos. —  J.     B.  Gorostuga.  —  J. 

DoMIiNGUEZ. 
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Doña  Émma,   Doña  Sofia  y  Doña  Ruth  Pousset^  contra  í)o- 
ña  Benigna  Carretón  de  Silva  ^  sobre  comyetencia. 


Sumario. —  1^  El  reconocimiento  hecho  por  él  ápódé->- 
rado  de'  la  nacionalidad  argentina  de  6u  repre^éútada, 
en  Conformidad  con  los  principios  sancionados  por  lA 
Constitución  y  las  leyes,  no  puede  menos  de  séf  aóé^- 
tado  y  de  surtir  en  juicio   sus   efectos  legales. 

2^  En  el  caso  de  una  acción  de  condominio  en  qué 
cada  uno  de  los  participes  puede  ejercitarla  por  él  todo 
y  ninguno  de  ellos  puede  reivindicar  individualmente  uña 
(ifarte,  tiene  necesariamente  aplicación  el  art.  1^  de  lá 
iéy  de  14  de  Setiembre  de  1863,  que  en  caso  dé  una 
acción  ú  obligación  solidaria  exije,  para  establecer  lá 
competencia  nacional,  que  cada  uno  de  los  demandan- 
tes ó  de  los  demandados  tengan  individualmente  el  de- 
recho de  demandar  6  ser  demandado  ante  los  tribuna- 
les  naciotiales. 

8^  No  puede  hacerse  lugar,  en  una  acción  de  cdri- 
dominio  promovida  por  los  condóminois  ánté  la  justiéiá 
nacional,  al  desistimiento  de  utib  de  éHos  que  pbv  ü6 
tener  el   derecho   de  demandar   ante   los   tribunales   ñá'- 
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cionales  se  reserva  él  de  ocurrir  á  la  justicia  provin- 
cial; porque  no  puede  admitirse  que  un  condómino  re- 
vindique  una  parte  del  condominio  ante  los  tribunales 
nacionales  y  otro   otra    parte   ante    los  de    la   Provincia. 


Caso. — Las  señoras  Emma,  Sofía  y  Ruth  Pousset,  hi- 
jas y  herederas  de  D.  Franklin  Pousset  antiguo  vecino 
y  Cónsul  de  S.  M.  Británica  en  Buenos  Aires,  deman- 
daron ante  el  Juzgado  Federal  de  esta  Sección  á  D* 
Benigna  Carretón  esposa  de  D.  Adolfo  Silva  é  hija  y 
heredera  de  D.  Juan  Antonio  Carretón  que  compró  en 
remate  público  una  finca  hereditaria  de  D.  Franklin 
Pousset,  pidiendo  su  restitución,  previa  declaración  de 
nulidad  del  rem^te. 

Corrido  traslado  contestó  D.  Adolfo  Silva  por  su  es- 
posa D^  Benigna  Carretón  promoviendo  artículo  de  in- 
competencia. 

Dijo:  que  D.  Franklin  Pousset  en  el  acto  solemne  da 
su  testamento  declaró  que  su  hija  D'  Emma  nació  en  Bue- 
nos. Aires  en  Agosto  16  de  1826;  que  aunque  los  de- 
mandantes sean  tres  basta  que  una  sola  sea  argentina 
para  que  escluya  la  jurisdicción  nacional  con  arreglo  al 
art.  10  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863;  y  que 
la  sucesión  de  D.  Franklin  Pousset  se  abrió  en  Lon- 
dres y  que  por  lo  tanto  esta  cuestión  no  corresponde 
á  los  tribunales  argentinos  sino  á   los  ingleses. 

Corrido  traslado  de  las  escepciones  contestó  D.  Fede- 
rico Moore  procurador  de.  las  demandantes;  que  admi- 
tid la  nacionalidad  argentina  de  D*  Emma  Pousset;  pero 
que  el  referido  artículo  tiene  aplicación  en  el  caso  de 
ser  socios  los  demandantes  y  de  ejercer  una  accii»n  so- 
lidaría y  no   en  el    caso   presente    en  que    se    Irat^   d 
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oondóminos  entre  quienes  no  existe  solidaridad ;  que  de* 
sistiendo  por  lo  tanto  á  nombre  de  D*  Emma  reservan- 
dose  hacer  aso  de  sus  derechos  ante  la  justicia  pro* 
vincial,  insistía  respecto  á  D*  Sofía  y  Doña  Ruth  Pous- 
set  para  la  competencia  del  fuero  nacional;  que  por 
último  la  cuestión  actual  no  es  un  incidente  de  la  tes- 
tamentaría Pousset,  ni  puede  rejtrse  por  otras  leyes  que 
por  las  del  lugar  del  bien  raíz   materia  del  litigio. 


Fallo  del  Jíuea   Seccional. 


Buenos  Aires,  Abril  28  de  1873. 

Vistos  y  considerando:  1^  Que  el  presente  caso  solo 
puede  caer  bajo  la  jurisdicción  federal  por  razón  de  las 
personas  interesadas  en  él,  esto  es,  ó  por  ser  entre 
estrangeros  y  ciudadanos,  ó  entre  vecinos  de  diferentes 
Provincias  pues  no  versa  sobre  punto  rejido  por  la 
Constitución  ó  las  leyes  d^l  Congreso,  sino  se  trata 
puramente  de  un  asunto  meramente  civil  como  es  la 
nulidad  de  la  venta  de  una  Anca  situada  en  esta  Pro- 
vincia, y  oomo    tiil  sujeto  á  la  legislación   común  ; 

2^  Que  en  el  caso  de  tratarse  de  negocio  judicial 
en  que  son  partes  estrangeros  por  una  parte  y  ciuda- 
danos por  la  otra,  es  indispensable  que,  habiendo  va- 
rios que  pretendan  el  mismo  derecho,  sean  todos  es- 
trangeros ó  hijos  del  país,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  10  de  la  ley  nacional  de  14  de  Setiembre 
de  1863  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribu- 
nales de  la  Nación; 

3^  Que  en  el  presente  caso  deducida  la  demanda  co- 
mo si  todos   los  demandantes   fuesen  ciudadanos  estran- 
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geros,  las  partes  han  aceptado  posteríordieiite  qoe  uno 
de  ellos  es  argentiDOi  y  su  represeütaDte  ha  enitieada'* 
do  la  demanda,  limitándola  i  sus  poderdantes  éstran- 
gerotf^  y  reservándose  deducirla  en  la  parte  que  corres- 
ponda á  su  comitente  argentino  ante  los  Tribunales  de 
la  Provincia; 

4""  Que  la  ley  nacional  citada  hace  una  escepoion  á 
los  casos  análogos  al  presente,  esóluyéndolos  de  la  ¡u* 
risdiccion  federal  y  ordenando  se  ventilen  ante  la  Pro* 
viucial  y  terminen  en  ella  sin  recurso  para  ante  la  Na- 
cional, cuando  el  estrangero  demandase  ante  la  jurisdic- 
ción provincial,  lo  que  prueba  que  puede  renunciar  por 
un  acto  de  su  voluntad  á  la  jurisdicción  nacional  crea- 
da espresamenle  en  su  beneficio,  y  prorogar  ipso  facto 
la  jurisdicción  provincial  aun  contra  la  voluntad  del  hijo 
del   país  (art.   12,    inc.   i^   de  la   ley   citada); 

5o  Que  para  que  tenga  lugar  la  espresada  renuncia 
de  la  jurisdicción  nacional  y  consiguiente  próroga  de  la 
provincial,  no  es  indispensable  que  se  realice  precisa* 
mente  el  hecho  de  demandar  ó  de  contestar  á  la  de-^ 
manda  ante  la  última,  sino  que.  basta  qub  conste  la 
voluntad  de  prorogarla,  pues  dicha  voluntad  és  la  que 
resulta  de  cualquiera  de  aquellos  actos,  y  es  lo  impor« 
tante   para  producir  la   prorogacion; 

6^  Que  lo  espuesto  en  el  precedente  considerando  está 
corroborado  por  las  leyes  comunes  al  declarar  compe* 
tente  al  Juee  del  lugar  designado  en  el  contrato  ó  de 
aquel  en  que  fué  celebrado,  aunque  dichos  jueces  no 
sean  los  del  domicilio  de  los  contratantes  (art.  S4,  tit. 
l^  Seo.  la,  lib.  2»  del  Código  Civil,  art.  43  del  Gó^ 
digo   de  Comercio    y  ley  32,   tít.  2%  p,  3»); 

7^  Que  la  doctrina  espuesta  en  los  procedentes  con- 
siderandos és   aplicable   al  tíasó   en   que  la  jurisdicctMi 
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provincial  es  concurreote  con  la  nacional,  oomo  es  el 
pendiente,  no  solo  porque  no  milita  en  ellos  razón  hU 
guna  especial  que  pueda  autorizar  una  escepcion  á  su 
respecto,  sino  porque  no  se  trataría  de  llevar  al  hijo 
del  país  ante  un  juez  estraño,  sino  ante  un  juez  ordi« 
nario,  ante  aquel  que  decide  la  jeneralidad  de  los  casos 
análogos,  y  creado  espresamente  por  la  ley  para  diri-» 
mir  las  cuestiones  de  igual  género  que  se  suscitaren 
entre  las  personas  domiciliadas  dentro  de  su  jurisdicción; 

8^  Que  en  el  caso  sometido  á  la  decisión  de  este 
Juzgado  por  una  parle  ha  tenido  lugar  la  renuncia  de 
la  jurísdiccion  nacional  por  los  demandantes  estrangeros 
al  constituir  apoderado  que  los  representase  en  esta 
ciudad,  como  lo  demuestran  las  siguientes  considera- 
ciones : 

1^  Que  no  es  indispensable,  como  se  ha  establecido 
mas  antes,  que  la  renuncia  se  haya  hecho  en  términos 
espresos,  sino  que  resulte  de  actos  que  virtualmente  la 
envuelvan,  pues  las  obligaciones  se  contraen  y  los  de- 
rechos se  renuncian  toda  vez  que  conste  la  voluntad  de 
obligarse  ó  de  renunciar  á  la  obligación  contraida,  y 
esta  voluntad  puede  resultar  de  actos  que  implícitamen- 
te la  envuelvan  (art.  8%  tít.  6,  Sec.  1*,  y  9o,  lít.  lo, 
Sec.   3%   lib.  2^  del   Código  Civil); 

2^  Que  si  bien  es  verdad  que  en  este  caso  no  ha 
habido  de  parte  de  los  demandantes  estrangeros  espre- 
sion  de  su  voluntad  de  renunciar  á  la  jurisdicción  na* 
cional,  y  consiguientemente  de  prorogar  la  provincial, 
dicha  voluntad  resulta  del  hecho  de  haber  por  un  mismo  acto 
con  un  hijo  del  pais  constituido  apoderado  para  la  presen- 
te causa  y  á  una  misma  persona,  lo  que  demuestra 
que  es  su  voluntad  que  los  derechos  que  le  competan 
se  gestionen  y  decidan  en  un  solo  juicio  y  bajo  la  mis- 
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ma  dirección,  corriendo  todos  la  misma  soerte  favora- 
ble ó  adversa,  lo  cual  implica  á  h  vez  que  era  su 
voluntad  que  la  cuestión  fuese  llevada  ante  aquel  juez 
ó  tribunal  que  fuesH  competente  para  todos,  y  por  con- 
secuencia ante  la  jurisdicción  provincial,  única  compe- 
tente ratione  materm,  y  cualesquiera'  que  sean  las  per- 
sonas interesadas,  y  no  ante  los  tribunales  nacionales 
que  no  serian  competentes,  como  se  ha  reconocido  por 
el  representante  de  los  demandantes,  puesto  que  no  to- 
dos los  últimos  son   estrangeros ; 

3^  Porque  la  misma  voluntad  de  prorogar  la  jurisdic- 
ción debe  presumirse  del  hecho  de  ser  una  misma  la 
acción  pro  hmreio^  de  recaer  sobre  la  misma  cosa  ú 
objeto  y  de  ser  contra  la  misma  persona,  siendo  esta 
presunción  tanto  mas  fundada  cuanto  que  cada  uno  de 
los  herederos  supuestos  tiene,  según  el  art.  7®,  tlt.  4®, 
lib.  4^  del  Código  Civil,  los  derechos  del  actor  de  una 
manera  indivisible,  de  lo  cual  se  deduce  que  la  mente 
de  la  ley,  á  la  que  debe  presumirse  se  conrorníian  los 
herederos,  es  que  un  solo  juez  decida  acerca  de  aque- 
llos  derechos ; 

4&  Porque  el  interés  de  la  justicia  exije  que,  cuando 
dos  ó  mas  personas  tienen  derecho  á  la  misma  cosa, 
en  virtud  de  un  mismo  titulo,  y  deben  deducirlo  con* 
tra  la  misnia  persona,  no  sean  varios  los  jueces  que 
entiendan  y  decidan  de  la  acción  que  competa  á  cada 
heredero,  corriendo  por  este  medio  el  peligro  de  que 
la  misma  acción  sea  decidida  de  diverso  modo  por  cada 
juez,  con  menoscabo  de  la  administración  de  justicia, 
y  acreciendo  considerablemente  las  costas  procesales, 
y  el  tiempo  invertido  en  la  discusión  de  los  pleitos, 
sin  que  otras  ventajas  puedan  compensar  tantos  incon- 
venientes ; 
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9""  y  ñnalmente^  que  la^  acción  deducida  es  la  de  nu- 
lidad de  venta  en  almoneda,  autorizada  y  aprobada  por 
un  Juez  de  Provincia,  y  ventilarla  ante  los  de  la  Na- 
ción, seria  hasta  cierto  punto  convertir  á  estos  en  jue- 
ces de  los  procedimientos  de  aquellos,  contra  la  termi- 
nante prescripción  de  la  ley  nacional  que  solo  en  de- 
terminados casos,  y  diferentes  de  este,  admite  recurso. 
Y  esto  para  ante  la  Suprema  Corte  y  jamás  ante  los 
Jueces  de  Sección. 

Por  estos  fundamentos,  dechWase  incompetente  este 
Juzgado,  para  entender  en  la  presente  demanda,  hacién- 
dose saber  al  apoderado  de  los  demandantes,  ocurra 
dónde  y  cuándo  viere  convenirle.  Repónganse  los  se- 
llos y  notifíquese  con  el  original. 

Manuel  Zavaleta. 

De  esta  sentencia  apelaron  las '  señoras  Pousset.  Para 
mejor  proveer  se  dio  vista  al  Procurador  General  quien 
pidió  la  revocación  de  la  sentencia. 

Dijo ;  que  D'  Emma  Pousset  aunque  nacida  en  Bue- 
nos Aires,  siendo  hija  de  padres  ingleses  y  hallándose 
hoy  domiciliada  en  Inglaterra  es  por  la  ley  inglesa,  por 
la  nuestra  y  por  el  derecho  público  subdita  natural  de 
S.  M»  B. ;  que  D*  Emma  nació  además  en  1826  bajo 
la  bandera  inglesa  y  siendo  su  padre  cónsul  inglés  en 
una  época  en  que  se  daban  á  los  cónsules  todas  las 
prerogativas  de  ministros  diplomáticos;  que  aunque  las 
partes  hayan  reconocido  la  nacionalidad  argentina  no 
debe  atenderse  á  los  errores  de  los  partes,  sino  á  la  verdad 
de  los  hechos  y  á  las  prescripciones  del  derecho  público ; 
que  por  último  el  poder  dado  á  un  hijo  del  país  por 
las  demandantes  no  debe  interpretarse  como  una  renun- 
cia á  la  jurisdicción   nacionali    pues  laa    renunoitti  dq 
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dtbea  soponerse  ni   deducirse  de    actos   que  no  tienen  ^ 

reUciop  eon  ellos. 


raía  de  1»  SujprenMi  Corto. 

Buenos  Aires,  Julio  31  de  1873. 

Vistos:  Considerando  que  el  apoderado  de  las  herma^ 
ñas  Pomset  ha  reconocido  ser  argentina  ona  de  sus 
ref^resenladaSf  Doña  Emma  Federica,  por  haber  nacido 
en  el  territorio  de  la  República :  que  siendo  este  reco- 
nocimiento conformo  con  el  principio  sancionado  en  el 
inciso  once,  artículo  sesenta  y  siete  de  la  Gonslitueioni 
y  con  lo  dispuasto  en  el  inciso  primero  articulo  prime- 
ro de  la  ley  de  ocho  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  nueve,  no  puedo  menos  de  ser  aceptada  y 
de  B<irtir  en  juicio  sus  electos  légrales:  Considerando 
en  consecuencia  que  las  personas  que  han  interpuesto 
conjuntamente  la  demanda,  no  se  hallan  en  las  condi- 
ciones requeridas  por  el  articulo  diez  de  la  ley  de  ca- 
toroe  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres 
para  poder  ocurrir  ante  la  jurisdicción  nacional :  que 
teeiendo  la  acción  deducida  por  objeto  la  reivindicación 
de  una  finca  que  las  demandantes  pretenden  pertenecer- 
ías en  común,  es  de  derecho  espreso  que  cada  partíci- 
pe pueda  ejercitarla  por  el  todo,  y  que  ninguna  de 
ellas  puede  reivindicar  individualmente  una  parte  (arti- 
culo siete,  titulo  fdel  condominio  t — dos  y  su  nota  tí- 
tulo cdel  estado  de  indivisión  t  Código  Civil  ^ — que 
existe,  según  esto,  en  casos  como  el  presente  la  razón 
fundamental  del  citado  artículo  dies,  y  debe  por  tanto 
apUcaree   tu   diepomoion ;  sin   que   pueda   obstar  el  de^ 
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sistH]bi«Dto    hecho  á  nombre  ée    Doña    Eninuí    Federica 
Pousset  con  el    único  y  deliberailo  objeto   do  eludir   la 
ley,  y  después  de  promovido  el  artículo  de  incompeten- 
cia,  porque   para    ello   seria    preciso    admitir,    contra   lo 
eAtaJbleeído    anteriormente,    que  unas    heredera»    pueden 
MvtAdioav  una  parte  de  la  (inea  ante  los  Tribunales  Na» 
cBonciles,  y  iriras  otra    parte  ante    los  Tribunales  de  U 
Provincia  :-i^  Por   estas  razones,   se  confirma  con  costas, 
#1  auto  apelada»  eatisfechas  y  repuestos   los   sellos,  de- 
Tuélvansa* 

Salvapor  M.  Wh  CAaBU..~FRAmiSCO 

Delgado. —  José  Barros    Pa^os* 
— j .  b.  gorostuga— j .  doiunquez. 


m»**  1 1  'f*»>9jmy^jpi#*f*v 


clalUsa.  Í4iLyLJLir. 


Cárlo$  Grogntí  y  Cv  contra  Don  Jo$4  Antonio  Ferr^r^ 

por  cobro  qccutivo  d$  po9os. 


Sumario — 1^  Una  sentencia  no  apelada  en  tiempo  hace 
^sa  jusgdda  para  las  partes. 

2^  Loe  Ju6cee  Nacionales  carecen  de  jurisdicoíon  para 
aonocer  de  tíoíos  que  se  «leffiíi  oometidoB  en  loe  TiüninaK 
lea  de  las  proviatias. 
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3o  Probadas  por  el  deudor  las  excepoiones  de  quitas  y 
esperas,  la  ejecución  debe  ser  rechazada. 


Caso — En  la  oiudad  del  Rosario  de  Santa  Fé  el  13  de 
Marzo  de  1872,  Don  José  Antonio  Ferrer  firmó  un  pagaré 
á  la  orden  de  Garlos  Grognel  y  G*.  por  la  suma  de  806  $ 
4  c.  bolivianos,  valor  de   mercaderías  compradas. 

Reconocido  el  pagaré  y  acreditado  el  fuero  nacional  por 
la  distinta  vecindad  de  las  partes,  Don  Francisco  Bustos 
por  Grognet  y  Ga.  inició  ejecución  contra  Ferrer  ante  el 
Juez  Federal  de  Mendoza. 

En  la  citación  de  remate,  Don  Pedro  J.  Anzorena  por 
Ferrer  opuso  las  excepciones  de  quita  y  esperas. 

Que  Grognet  había  sido  debidamente  citado  á  las  reunio- 
nes que  habian  tenido  los  acreedores  de  Ferrer  en  el  juicio 
promovido  por  este  solicitando  quitas  y  esperas ;  y  habia 
sido  también  notificado  de  la  sentencia  pronunciada  en  re- 
beldía de  los  inasistentes,  obligándolos  á  pasar  por  las 
quitas  y  esperas ;  que  le  concedieron  los  concurrentes. 

Que  esta  sentencia,  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada, 
habia  acordado  á  Ferrer  quita  de  intereses  y  de  un  50p.  o^^ 
de  capital,  y  espera  de  10,  20  y  30    meses  por  el   otro  50. 

Pidió  se  rechazara  con  costa  la  ejecución. 

Bustos  contestó  que  prescindiendo  de  las  informalidades 
judiciales  de  que  adolecía  el  espediente  en  que  el  deudor 
funda  las  escepciones,  basta  hacer  presente  que  Grognet  y 
G'.  no  habia  sido  citado  en  él,  circunstancia  que  deja  para 
ellos  sin  valor  lo  resuelto  en  el  juicio  referido. 

Que  en  exhorto  librado  para  la  citación  de  Jos  acreedores 
de  Buenos  Aires  y  el  Rosario  que  no  quisieron  Armar 
la  noüficaeton,  se  les  señalábala  una  y  media  del  dia  once 
de  Octubre  1872  para  la  reunión.    Que  esta  no  tuvo  lüg«i| 
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por  falta  de  asistencia  de  acreedores,  razón  por  la  cual  se 
transfirió  la  reunión  para  el  iSdel  mismo  mes,  sin  citarse 
á  Grognet  y  G*.  Que  en  acta  que  se  levantó  en  esa  reunión 
consta  que  fueron  negadas  por  unanimidad  Jas  quitas  y  es- 
peras, nombrándose  un  sindico  que  no  aceptó  el  cargo,  que 
dando  así  definitivamente  resuelta  la  denegación  de  las  pro 
porciones  del  deudor,  según  el  art^.  1621  del  Código  de 
Comercio . 

Que  posteriormente  se  inició  por  algunoer  acreedores  la 
concesión  de  quitas  y  esperas,  solicitud  á  que  se  accedió 
indebidamente,  y  sin  citación  de  Grognet  y  Ck  Que  ade- 
más debe  hacer  notar  que  el  Juez  civil  siguió  conociendo 
del  asunto»  no  obstante  estar  pendiente  un  incidente  sobre 
incompetencia  deducido  por  un  acreedor,  y  se  puso  al  fallido 
en  posesión  de  los  bienes  sin  que  nunca  hubiesen  sa- 
lido de  su  poder. 

Pidió  se  rechazaran  con  costas  las  excepciones  opuestas. 

Con  la  prueba  producida  por  las  partes,  se  dictó  el 


Fallo  del  Jíuess  de  Seeeton. 


Mendoza,  Abril  25  de  1873. 

Vistos :  D.  Francisco  Bustos  en  representación  de  los  SS. 
Grognet  y  C\  del  comercio  del  Rosario  de  Santa  Fé,  eje- 
cutó á  D.  José  Ferrer  en  virtud  del  documento  de  f.  2  reco 
nocido  judicialmente.  En  oportunidad  dedujo  el  ejecutado 
las  escepciones  de  esperas  y  quitas. 

Y  considerando:  Que  estas  escepciones  han  sido  justifica- 
das con  la  resolución  corriente  en  copia  á  f.  25  y  siguien- 
tes, ^or  cuya  resolución  se  compele  á  los  acreedores  incon- 
T.  IV  20 
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currantes  á  la  junta  á  astar  y  pasar  por  las  esperas  y  qui- 
tas conoedídas  por  la  mayoría  de   acreedores  presentes. 

Que  esa  acta  fué  notificada  por  exhorto  á  los  S.S.  Grognet 
y  G>.  en  21  de  Diciembre  del  año  ppdo.,  sin  que  basta  el 
presente  hayan  interpuesto  recurso  alguno  legal.  Que  por 
consiguiente,  la  referida  resolución  es  concluyente,  y  este 
Juzgado  no  puede  entrar  á  conocer  de  ios  vicios  ó  defectos 
que  asegura  el  ejecutante  invalidan  el  juicio  de  esperas, 
sin  desconocer  la  independencia  de  la  justicia  local,  en 
materias  que  son  de  su  esclusiva  competencia  y  sin  some- 
ter sus  actos  á  la  revisión  de  este  Juzgado. 

Por  estas  consideraciones  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
en  la  ley  1*  título  14,  P.  3^,  articulo  doscientos  setenta  y 
siete  de  la  ley  Nacional  de  catorce  de  Setiembre  del  se- 
senta y  tres.  Declaro:  que  no  hay  lugar á  la  ejecución  con 
costas  al  actor.  Ep  consecuencia  entregúese  la  cantidad 
depositada.  Repónganse. los  sellos  y  archívese  en  oportu- 
nidad. 

Juan  C.  Albarraein. 

Habiendo   apelado  el  ejecutante,  se  dictó  este : 

Fallo  de  la  Suprema  Tarie. 


• 

Buenos  Aires,  Agosto  2  de  1873. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  oostas  el 
auto  apelado  de  foja  treinta  y  cinco ;  satisfechas  y  repuestos 
los   sellos  devuélvase. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros 
Pazos. — J.  Domínguez. 
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C^US^    I.1IL1IL1LVI. 


D.  Jo$¿  Chavarri,   cotitra   D,    César  Palacios,    sobre 

rendición  de  cuentas. 


Sumario,  —  No  mejorándose  el  recurso  dentro  del  tér- 
mino del  emplazamiento,  se  declara  desierta  la  apelación 
á  la  primera  rebeldía  que  acuse   el    apelado. 


Caso. —  En  los  autos  seguidos  por  D.  José  Ghavarri, 
contra  D.  César  Palacios,  sobre  rendición  de  cuentas,  á 
escrito  presentado  por  D.  Adolfo  Blaye,  pidiendo  se  le 
tuviese  por  parte  en  representación  de  Ghavarri  y  acu- 
sando rebeldía  á  Palacios  por  no  haber  mejorado  el 
recurso  de  apelación  que  se  le  concedió  por  el  Juez 
Nacional  de   Medonza,   se  dictó   el  siguiente  : 


FaIIo  d«  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  5  de  1873. 

Téngasele  ;   y  por   lo    que   resulta  del    precedente  cer- 
tiñcado,    y    á    mérito    de    lo    dispuesto    en    el    artículo 
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doscientos  cntorce  de  la  Ley  de  Procedimientos,  de- 
clárase desierta  la  apelación,  y  devuélvanse  los  autos  al 
Juzgado  de  su  procedencia;  previo  pago  de  costas  y 
reposición    de   sellos  por   el  apelante. 

Salvador  M.  del  Círril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  — José  Barros  Pa- 
zos.—  J.  Domínguez. 


*'—t 


C:í%1.7M.%   L«11111ILVII< 


Rocca  hermanos^  contra  ü.  Felipe  Hecalde,  por  cobro  de 

una  letra  de  cambio. 


Sumario.  —  lo  Por  regla  general,  puede  oponerse  en  el 
juicio  ejecutorio,    la  escepcion    de    inhabilidad  del  título : 

2o  Esceplúase  el  caso  en  que  la  ejecución  se  funde 
en  una  letra   de  cambio  protestada  en    forma. 
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Ca$o.  —  Kn  3  de  Abril  de  1872,  el  Gobierno  del  ?a^ 
raguay  giró  una  letra  de  cambio  por  valor  de  14,809 
peaos  64  cent  fuertes,  contra  0.  Felipe  Recalde,  Cónsul 
General  en  Buenos  Aires  y  á  la  orden  de  A.  Roeca  y 
hermanos.  Esta  letra  fué  aceptada  en  19  de  Abril  del 
misma  año,  por  el  girado,  U.  Felipe  Hecalde,  Cónsul 
General. 

Vencida  la  letra  y  requerido  por  el  pago  el  Sr.  Recalde 
contestó  á  que  hacia  algunos  dias  que  habia  c  dejado 
de  ser  Cónsul  del  Paraguay  en  razón  de  habérsele 
aceptado  la  renuncia  que  elevó  de  ese  cargo  ;  y  que 
no  tenia  en  su  poder  fundos  del  Gobierno  de  aquella 
República.  —  Que  anteriormente  habia  sido  encargdo  del 
Consulado  D.  Vicente  Zavala,  quien  hallándose  presente, 
enterado,  manifestó  que  no  tenia  fondos  para  verificar 
el  pago,  oido  lo  que,  el  Escribano  les  protestó  á  nom- 
bre de  los  señores  A.  Hocca  y  hermanos,  contra  el 
Gobierno  de  la  República  del  Paraguay  ó  contra  quien 
hubiese  lugar,  por  el  capital  etc.,  etc.  > 
Henho  el  protesto  en  estos  términos,  el  procurador 
1).  Juan  Sagasta  por  A.  Rocca  y  hermanos  entabló  ejecución 
contra  D.  Felipe  Recalde,  ex-Gónsul  General  de  la  República 
del  Paraguay. 

Citado  de  remate,  D.  Felipe  Recalde  opuso  la  escef^cioo 
de  inhabilidad  del  titulo,  fundándola  ; 

lo  En  que  el  texto  de  la  letra  demuestra  que  no  se 
trata  de  un  negocio  particular  suyo,  sinó  de  un  docu* 
mentó  del  Gobierno  del  Paraguay  en  el  cual  tuvo  que 
intervenir  en  su  carácter  de  empleado  público  de  aquel 
Gobierno,  que  era    el    responsable. 

2o  En  que  la  letra  no  fué  protestada  al  esponentei 
como  correspondía  si  él  hubiese  sido  el  deudor,  habiendo 
por  el   contrario  el  mismo  ejecutante  dirijido  al   principio 
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SU  acción  contra  el  Cónsul  Sr.  Machain,  como  repre- 
sentante legal  del  Gobierno  Paraguayo,  lo  cual  prueba  que 
el  acreedor  mismo  entendía  que  el  responsable  era  aquel 
Gobierno. 

3o  En  que  el  Gobierno  del  Paraguay  manifiesta  por  su 
parte  que  es  él  único  responsable  del  valor  de  la  letra, 
estando  dispuesto  á  pagarla,  y  que  la  persona  de  Recalde 
nada  significa. 

Pidió  al  Juzgndo  que  rechazase  con  costas  la  escepcion 
opuesta. 

F*llo  del  Jiies  de  Seeeion. 


Buenos  Aires,  Julio  i  3  de  i 873. 

Vistos:  Y  considerando.  —  ^^  Que  la  ejecucíou  iniciada 
procede  de  una  letra  de  cambio,  girada  por  el  Ministro 
de  Iliicienda  del  Paraguay  contra  D.  Felipe  Recalde, 
Cónsul  General  de  dicha  República  en  esta  ciudad,  y 
aceptada  por  dicho  Recalde  estando  en  ejercicio  de  las 
funciones  y  título   de  Gónsal. 

2®  Que,  según  la  sentencia  de  la  Suprema  Corte 
corriente  á  f .  16  y  17,  este  Juzgado  es  competente  para 
entender  en  el  presente  juicio  y  según  el  auto  del  mismo 
Tribunal  que  corre  á  f.  73,  dicha  competencia  está  justi- 
ficada aunque  la  ejecución  se  haya  iniciado  después  de 
haber  el   aceptante   cesado   6n  su   carácter  de  Cónsul. 

3o  Que  el  ejecutado  ha  opuesto  la  escepcion  de  inha- 
bilidad del  titulo  fundándose  en  que  no  se  trata  de  una 
letra  aceptada  por  él  por  negocios  particulares,  sino  de 
una  letra  girada  por  el  Gobierno  del  Paraguay  por  el 
órgano  de  su  Ministro  de  Hacienda  contra  el  Cónsul  Ge- 
neral de  dicha  República  en  esta  ciudad,    por  cuya  razón 
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fué  protestada  contra  el  referido  Gobierno,  no  contra  el 
ejecutado  como  se  vé  de  la  nota  puesta  al  dorzo  de  la 
citada  letra. 

4o  Que  la  escepcion  de  inhabilidad  del  título,  aunque 
autorizada  por  regla  general  por  el  articulo  270  de  la 
Ley  de  Procedimientos,  está  escluida  en  el  caso  por 
disposición  especial  del  Código  de  Comercio  que  en  su 
artículo  852  limita  Ids  escepciones,  que  contra  la  acción 
ejecutiva  de  las  letras  de  cambio  pueden  oponerse,  á 
'as  enumeradas  en  dicho  articulo,  y  entre  ellas  no  está 
comprendida   la   de   inhabilidad. 

5o  Que  por  otra  parte,  la  escepcion  de  inhabilidad 
está  destruida  por  la  cosa  juzgada,  según  la  cual  el 
ejecutado  ha  contraido  la  obligación  personal  de  abonar 
la  letra  á  su  vencimiento  (considerando  lo  de  la  sen- 
tencia de  f.  16  y  17.) 

Por  estos  fundamentos,  se  declara  que  el  ejecutado  D. 
Felipe  Recaído,  no  ha  opuesto  escepcion  legitima,  y  por 
consecuencia  ordeno  llevar  adelante  la  ejecución  y  hacer 
trance  y  remate  en  los  bienes  embargados  hasta  hacer 
efectivo  pago  á  los  ejecutantes  A.  Rocca  y  hermanos, 
del  capital,  intereses  y  costas.  Repónganse  los  sellos  y 
aotifíquese  ron  el   original. 

Manuel  Zavaleta. 
Habiendo   apelado  Recaído,   se  dictó  este : 


Fallo  de  ím  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  9  de  1878. 
Vistos :   Por  sus  fundamentos,   se  ocníirma  con  costas 
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el  auto  apelado  de  foja  ciento   setenta  y  cinco  vuelta,   y 
aalisFechas   aquellas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M»  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado,— José  Rarros  Pa- 
zos.—  José  Domínguez. 


r^fr»- 


C>%USilL     L.1ILX11VIII 


D.  Cosnic  Grillo^  contra  D.   José   B.  Gil,  sobre  colara 

de  pesos. 


Sumario.  — No  es  admisible  el  recurso  de  nulidad  que 
no  se  funde  en  las  causales  prescriplqs  por  el  artículo 
233  de   la  ley  de    procedimientos. 


Caso. — D.    Cosme  Grillo    demandó  ante    el  Juez    de 

«  • 

Sección   de  Mendoza  á  D.  José  B.  Gil   por   la  cantidad 
de  200   pesos. 
Corrido  traslado,  contostó  Gil  que  no   debia   esta  can- 
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lidad  sino  150  pesos;  que  estos  procedían  de  imn 
deuda  de  juego;  y  que  por  haberte  demandado  Grillo, 
los  habría  cedido  roas   bien  al    Hospital. 

Recibida  la  causa  á  prueba  sobre  la  causa  de  la 
obligación  y  fl  monto  de  la  deuda  se  dictó  el  si- 
guíenle  : 

Vtello  del  Jluea  Sec«ioiuil. 


Meodoza,  Abril  2  de  1873. 

Vistos:  D.  Tomás  Rios  con  poder  de  D.  Cosme  Gri- 
llo interpuso  demanda  contra  D.  José  Gil,  por  la  can- 
tidad de  pesos  300  que  dice  adeudarle.  El  demandado 
contesta  que  no  debe  esa  cantidad,  sino  peso  150, 
que  le  ganó  Grillo ,  y  que  siempre  estuvo  dispuesto  á 
pagar ;  pero  que  por  haberlo  demandado,  antes  quería 
ceder  ese  dinero  al  Hospital.  La  causa  fué  recibida  á 
prueba.  Y  considerando,  que  aunque  los  testigos  Marcos 
Mereaa  y  Tomás  Segundo  Pacheco,  declaran  que  el 
Sr.  Grillo  no  era  de  la  partida  de  juego,  de  las  decla- 
raciones de  D.  José  Zapata,  dueño  de  la  casa,  y  de  la 
de  D.  Saturnino  Reinales,  diputado  á  la  Lejislatura , 
resulta  que  Grillo  era  de  la  partida  de  juego,  y  á  medi- 
da que  el  demandado  perdía,  el  demandante  le  propor- 
cionaba dinero  hasta  enterar  los  'doscientos  ó  ciento 
cincuenta  pesos  porque  le  demandaba;  que  estas  decla- 
raciones son  mas  esplícitas  que  las  de  los  testigos  del 
actor,  y  por  otra  parte,  dados  los  antecedentes  del  prés- 
tamo es  de  creerse  que  este  se  hizo  para  jugar  con  el 
mismo  demandante;  que  según  la  disposición  terminan- 
te do  los  artículos  primero,  sección  primera  ,  quinto  y 
diez,    titulo    once,   sección    torcera  del  libro   segundo  del 
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Código  Civil,  no  hay  acción  eficaz  para  demandar  deu- 
das  de  juego:  por  estas  consideraciones  y  de  acuerdo 
con  lo  dispuesto  en  ia  ley  !>,  tít.  14,  Part.  3^.  Absuelvo 
de  la  demanda  á  D.  José  B.  GiK  sin  especial  condena- 
ción en  costas,  y  á  los  efectos  de  la  cesión  á  favor 
del  hospital,  transcribase  esta  resolución  al  Sr.  Admi- 
nistrador de  ese   establecimiento. 

Juan  C.  Albarraán. 

Grillo  interpuso  recurso  de  nulidad,  diciendo  que  el 
auto  apelado  desechaba  la  declaración  de  dos  testigos, 
contestes;  y  que  el  Juez  no  habia  fallado  por  lo  alega- 
do y  probado  sino   por  presunciones. 


Fallo  de  te  Su|irenui  Corle 


.  Bnenos  Aires^  Agosto  9  de  1873. 

Vistos  :  No  estando  fundado  el  recurso  de  nulidad 
en  las  causales  prescriptas  por  el  articulo  doscientos 
treinta  y  tres  de  la  ley  de  procedimientos,  no  ha  lugar 
A  h  nulidad,  y  satisfechas  las  costas  por  el  recur- 
rente   y     repuestos    los    sellos,   devuélvanse. 

Salva]k>r  M.  del  Carril.  ~  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  —  José  Domínguez. 


■   ■■■■■>  I  »M»*M«»^^^ 
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CIAUS^    I.IIL^XIX. 


D.  Fidel  /.  de  Lara,  contra  doña  Feliherta  Suamabar, 

par  cobro   de  pesos. 


Sumario. — No  mejorándose  el  recurso  en  el  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierta  la  apelación  á 
la  primera  rebeldía  que  acusa  el  apelado. 


Caso.  —  En  los  autos  seguidos  por  D.  Fidel  J*  de  Lara 
contra  doña  Feliberta  Suasnabar,  por  cobro  de  pesos 
ante  el  Juzgado  Nacional  de  Santiago  del  Estero,  á  es- 
crito presentado  por  Lara,  acusando  rebeldía  á  aquella 
señora  por  no  haber  mejorado  el  recurso  de  apelación 
en  el  término  del  aplazamiento,  se  dicto  el  siguiente 


Falto  de  to  gwpreí»   Cmrim. 


Buenos  Aires,  Agosto  9  de  1873. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado,  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto   en    el   artículo   doscientos   catorce  de  la 
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Ley  de  Procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación, 
devuélvanse  en  consecuencia  los  autos  previo  pago  de 
costas  y  reposición  de  sellos  por  el  apelante. 

Salvador  M.  del  Carril. — Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos.— J. 
Domínguez. 


■►—•4 


CilJS.^   ^c 


A  Benites  y  C*  contra  Feh  Seifj^rs  y  C\  sobre  cumplimiento 

de  un  contrato. 


Sumario. —  i°  Los  actos  de  las  partes,  posteriores  á 
la  celebración  de  un  contrato,  pueden  servir  de  base 
para  interpretarlo. 

S"*  Los  intereses  corren  desde  la  interpelación  judi- 
cial, aunque  el  deudor  crea  de  buena  fó  no  ser  deu- 
dor. 


DK   JUSTICIA  NACIONAL  42!l 

3"^  Una  oblación  no   aceptada   no   surte  los  electos   de 
pago. 


Caso. —  En  30  de  Mayo  de  4871  los  Sres.  Benilez 
y  G'  vendieron,  con  intervención  de  los  corredores  Gus- 
tavo Napps  y  G»,  á  los  Sres.  Fels  Seiffers  y  C*,  un  car- 
gamento de  inas  ó  menoH  8,000  cueros  salados  que 
debian  beneñciarse  en  el  saladero  de  los  vendedores  en 
Gualeguaychú,  al  precio  de  45  reales  fuertes  la  pesada, 
debiendo  el  buque  cargador  ser  fletado  por  los  com- 
pradores con  el  conforme  de  los  vendedores. 

En  virtud  de  este  contrato  Benitez  y  G*  entregaron  con 
fecha  7  de  Junio  á  los  compradores,  una  orden  para  que 
el  encargado,  del  saladero  tes  entregase  8.000  cueros, 
orden  que  estos  endozaron  á  favor  de  los  corredores 
interventores. 

Gon  fecha  7  de  Julio ,  las  mismas  partes  celebraron 
otro  contrato  por  todos  los  demás  cueros  que  necesitase 
el  buque  para  completar  su  cargamento  al  precio  de 
48  I  ris.  la  pesada  ;  y  en  esta  virtud  Benitez  y  G^  dieron 
orden  al  saladero  para  entregar  los  cueros  que  necesitase 
el  buque  que  estaba  cargando  8,000,  advirtiendo  al  ad- 
ministrador que  debia  tomar  recibo  por  separado  del 
exceso  de  los  8,000. 

Esta  carta-órden  también  fué  endosada  por  los  com- 
pradores á  favor  de  Gustavo  Napp  y  G». 

Habiendo  el  buque  recibido  9600  cueros,  Benitez  y  C* 
pasaron  una  cuenta  á  Fels  Seiffers  y  G^  cobrándole  8,000 
cueros  á  razón  del  precio  del  primer  contrato,  y  el  resto 
á  razón  del  bCgundo. 

Los  demandados  contestaron  que  la  cláusula  mas  ó  menos 
8000   cueros,  empleada  en  el  primer  contrato,  es  enten- 
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dida  siempre  en  beneficio  del  comprador,  y  autoriza  á 
éste  para  recibir  un  10  o/^  mas  ó  menos  de  la  cantidad 
designada.  Que  según  esto,  por  el  primer  contrato  tu- 
vieron derecho  para  recibir  8,800  cueros,  y  que  solo  el 
exceso  dabia  imputarse  al  segundo.  Sobre  esta  base  ofre- 
cieron oblar  el  saldo  que  reconocían  deber. 
Tramitada  la  causa,  se  dictó  este 


Vallo  del   Jl«es  de  Seceion. 


Buenos  Aires,  Hayo  7  de  1873. 

Vistos:  Estos  autos  seguidos  por  A.  Benitez  y&  de 
nacionalidad  argentina,  contra  los  Sres.  Fels  Seiffers  y  C^. 
ciudadanos  estrangeros,  por  cobro  de  cantidad  de  pesos 
diferencia  de  precio  de  venta  en  dos  contratos  de  compra 
venta  de  cueros  salados,  del  saladero  de  los  primeros  en 
Gualeguaychú  y  resultando : 

1^  Que  en  30  de  Mayo  de  1871,  y  con  intervención  de 
los  corredores  Gustavo  Napp  y  G&«,  los  Sres.  Benitez  y  C*. 
vendieron  á  los  Sres.  Fels  Seiffers  y  G^.  un  cargamento  de 
mas  ó  menos  ocho  mil  cueros  de  novillo  y  de  vaca  salados, 
que  debian  beneficiarse  en  el  saladero  de  los  vendedores 
en  Gualeguaychú  al  precio  de  45  rls.  fts.  la  pesada  y  de- 
mas  condiciones  determinadas  en  el  contrato,  siendo  una  de 
estas  que  los  vendedores  pasarían  oportunamente  aviso  para 
que  los  compradores  procediesen  á  fletar  el  buque  que 
debía  recibir  el  cargamento,  fletamento  que  debia  hacerse 
con  el  conforme  de  aquello$  ( Escritos  de  demanda  y  contes- 
tación y  contrato  original  corriente  á  f.  17). 

2''.  Que  los  vendedores  entregaron  á  Fels  Seiffers  y  C>. 
la  carta  de  f.  3,  de  7  de  Junio  del  mismo  año,  -ordenando 
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al  encargado  del  saladero  entregasen  á  la  orden  de  los  úl- 
timos 8000  cueres  salados  que  les  habian  vendido  según 
el  contrato  de  que  le  habian  remitido  copia,  carta  que  fué 
endosada  por  los  demandados  á  favor  de  los  corredores  in- 
terventorejg. 

3o.  Que  con  fecha  7  de  Julio  del  mismo  año  los  mismo 
corredores  Gustavo  Napp  y  G^.  compraron  á  A.  Benitez  y  G*., 
por  cuenta  de  Fels  Seíífers  y  G>.,  todos  los  cueros  de  no- 
villo salados  que  se  necesitasen  para  completar  el  carga- 
mento del  Bcmhard  al  precio  de  iS  {  rls.  fts.  la  pesada, 
pagaderos  1500  el  dia  siguiente,  8  del  mes  espresado,  y 
los  vendedores  entregaron  la  carta  de  t  4  en  que,  con  la 
misma  fecha  7  de  Julio,  ordenan  entregar  todos  los  cueros 
salados  de  novillo  que  fuesen  necesarios  para  completar  e^ 
cargamento  del  buque  Bernhard  que,  agregaban,  está  car 
gando  8000  cueros  de  ese  saladero,  previniéndole  ademas 
que  era  entendido  que  tomaría  recibo  por  separado  del  exce- 
so sobre  8000  cueros  que  entregase ;  carta  que  fué  endo- 
sada por  los  compradores  á  favor  de  los  corredores  ó  re- 
conocedores Gustavo  Napp  y  Ck 

4^.  Que  á  virtud  de  dichos  contratos  el  saladero  entregó 
9600  cueros  salados,  como  lo  añrman  los  demandante  á 
f.  11   y  lo  reconocen  los  demandados  al  contestar  á  la  de- 
manda y  por  el  hecho  de  haber  exhibido  la  cuenta  de  f.  16. 
5^.  Que  los  vendedores  fundándose  por  una  parte  en  que 
por  el  primer  contrato  solo  estaban  obligados  á  entregar 
8000  Cueros,  mas   ó   menos,   y  que  su   obligación  estaba 
cumplida  entregando  exactamente  8000,  como   mandaron 
entregar  por  la  carta  orden  de  f.  2  que  aceptaron  los  com- 
pradores, y  por  la  otra,  en   el  segundo  contrato  que  seña- 
laba un  precio  mas  alto  á  los  cueros  y  en  el  número  efec- 
tivo que  habian  entregado,  se  presentaron  demandando  á 
Fels  Seiífers  y  G*.  por  el  pago  de  F.  3057.2  c.  saldo  que 
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arroja  la  cuenta  de  f.  1^,  en  la  que  se  cargan  8000  cueros 
¿il  primer  contrato  y  el  resto  al  segundo. 

O''.  Que  los  demandados  oponen  que  la  cláusula  mas  ó 
menos^  ocho  mil  cueros,  empleada  en  el  primer  contrato, 
es  entendida  siempre  en  beneficio  del  comprador  y  autoriza 
á  este,  según  la  práctica  general  del  comercio,  para  reci* 
bir  un  diez  por  ciento  mas  ó  menos  de  la  cantidad  desig- 
nada, práctica  que  dicen  estar  ajustada  á  la  naturaleza  de 
las  cosas,  porque  no  se  puede  determinar  con  exactitud  el 
número  de  cueros  necesario  para  completar  el  cargamen- 
to de  un  buque,  de  lo  que,  deduciendo  que  han  debido  recibir 
basta  8800  cueros  en  virtud  del  primer  contrato,  formulan 
ia  cuenta  de  f.  16  que  arroja  solo  un  saldo  contra  ellos  $  í. 
1711.55  c,  el  que  están  dispuestos  á  oblar  para  que  se 
entregue  á  los  demandantes,  asi  que  lo  ordene  el  Juzgado 
y  que  no  se  les  entregó  porque  solicitaron  que  se  les  abo- 
nase ei  interés  correspondiente  á  dicha  suma  desde  la  fe- 
cha en  que  ofrecieron  hacer  la  oblación  y  haber  los  de- 
mandados resistido  dicha  exigencia. 

Y  considerando :  lo  Que  hay  dos  puntos  á  resolver  en 
la  presente  óausa:  I"*  cuál  es  la  inteligencia  que  debe 
darse  al  primer  contrato,  y  qué  cantidad  de  cueros  debió 
entregarse  según  él ;  S"*  si  el  contrato  de  8  de  Julio  es 
una  novación  del  primero. 

2o  Que  en  cuanto  al  primer  punto,  el  contrato  contiene 
elementos  bastantes  para  arribar  con  su  auxilio  á  la  des- 
cision  que  corresponda,  al  determinar  la  cantidad  de  8000 
cueros  mas  ó  menos,  y  que  estos  deberían  cargarse  en  el 
saladero  de  los  vendedores  en  el  buque  que  los  compra- 
dores fletasen  con  el  conforme  de  los  vendedores,  lo  que  im- 
porta decir  que  para  cumplir  fíelmcnte  el  contrato  debian 
concurrir  dos  circunstancias,  la  de  la  cantidad  mas  ó 
menos  8000  cueros  y  la  de  que  el  buque  cargador  fueiSe 
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fletado  con  consentimiento  de  los  Sres.  Benítez  y  G»,  6 
que  fuese  tal  que  dichos  vendedores  no  pudiesen  oponer 
una  resistencia  legitima  ó  racional  al  fletamento,  porqué 
de  lo  contrario  resultaría  que  se  dejaría  la  eflcacia  del 
contrato  á  uno  de  los  contratantes,  mente  que  no  puede 
atribuirse  á  estos  con  arreglo  á  las  bases  1'  y  3^  de 
art.  296  del  Código  da  Comercio. 

3''  Que  las  citadas  cláusulas  demuestran  que  la  inten- 
ción de  las  partes  fué  contratar  un  completo  cargamenld 
áe  un  buque  que  cargara  8000  cueros  mas  6  menos» 
como  lo  demuestran  las  siguientes  consideraciones :  1^ 
Que  la  práctica  de  fletar  buques  es  para  un  completo 
cargamento,  porque  ni  los  capitanes  se  conforman  con  fletar 
para  menos  carga  de  la  que  pueden  cargar,  ni  los  car- 
gadores consienten  en  pagar  flete  por  la  totalidad  del 
buque,  :sino  cuando  esperan  cargar  realmente,  y  de  aquí 
ei  que  los  fletamentos  se  hagan  en  esos  términos,  y  como 
consecuencia  el  que  los  contratos  que  se  celebren  para 
proporcionar  dicha  carga  deban  ajustarse  á  aquel  y  vice- 
versa. 2^  Porque  la  interpretación  aludida  se  robustece  mas 
si  se  tiene  en  cuenta  que  en  el  primer  contrato  relativo 
á  la  venta  de  cueros  se  estipuló  como  condición,  que 
el  del  fletamento  del  buque  cargado  debia  hacerse  con 
acuerdo  de  los  vendedores,  y  no  tratándose  de  un  nego- 
cio en  que  tuvieran  parte  estos,  su  intervención  no  seria 
justificada  sino  es  por  la  obligación  que  tienen  de  entre- 
gar carga  para  dicho  buque  y  con  el  objeto  de  habilitar* 
lo  para  impedir  por  esta  intervención  que  los  compra-^ 
dores  pudieran  fletar  un  buque  demasiado  grande  ó 
demasiado  pequeño  con  perjuicio  de  los  vendedores,  pues 
no  puede  presumirse  que  el  contrato  contuviera  una  cláusula 
inútil.  3o  Porque  si  bien  la  cláusula  mas  ó  menos  debe  inter-^ 
pretarse  ségun  el  informe  de  la  Cámara  Sindical  corriente 
T.  IV  80 
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á  f....  un  5  ^^  mas  ó  menos  de  la  cantidad  que  se  esprese, 
no  habiendo  dicha  Cámara  tenido  á  la  vista  el  contrato, 
debe  entenderse  que  dicho  cinco  por  ciento  es  el  limitativo 
del  máximum  ó  minimum  de  la  carga,  y  el  que  sirve  de 
norma  para  juzgar  si  la  resistencia  de  los  vendedores  ó 
la  exigencia  de  los  compradores,  es  ó  no  legitima,  por- 
que de  lo  contrarío  el  contrato,  ó  podria  quedar  ilusorio, 
6  se  estenderia  á  cantidades  muy  superiores  á  las  que 
tuvieron  en  vista  los  contratantes  y  á  lo  que  pudieren 
entregar  los  vendedores. 

4o.  Que  aunque  de  lo  espuesto  al  final  del  precedente 
considerando  se  deduce  que  los  compradores  tienen  el  de- 
recho de  fletar  un  buque  que  pudiere  cargar  8000  cueros 
mas  ó  menos  un  5  7o)  en  este  caso,  sin  embargo,  era  da 
su  derecho  exigir  y  su  deber  recibir  tanta  carga  cuanta 
admitiese  el  buque,  puesto  que  esta  debía  ser  fletado  pre- 
vio acuerdo  de  ambos  contratantes,  y  estos  habían  acep- 
tado el  contrato  por  la  totalidad  de  la  carga,  lo  cual  im- 
posibilitaba que  el  contrato  quedara  defraudado  ó  sa  am- 
pliara á  términos  inconvenientes  para   los  contratantes. 

5o.  Que  la  deducción  legitima  é  incontestable  es  que  los 
compradores  no  tenían  necesidad  de  un  nuevo  contrato  pa- 
ra completar  la  carga  del  buque,  estando  al  tenor  del  con« 
trato  de  80  de  Mayo,  y  que,  si  celebraron  un  contrato 
posterior  con  el  mismo  objeto,  dieron  ip$o  fado  por  cum- 
plido aquel,  pues  no  puede  admitirse  que  celebraran  un 
nuevo  contrato  sobre  lo  mismo  que  era  ya  materia  de 
otro  anterior. 

6**.  Que  establecido  el  hecho  de  que  ambos  contratantes 
dieron  por  cumplido  el  contrato  sin  que  el  vendedor  en- 
tregara la  cantidad  neoesaria  de  cueros  para  completar  el 
cargamento,  la  cuestión  á  resolver  es  con  cual  cantidad  le 
daban  por  cumplido,  porque  conocida  la  intención  de  las 
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parles  debe  estarse  á  ella  con  arreglo  á  la  base  primera 
del  art.  296  del  C.  de  Comercio,  y  porque  los  contratan- 
tes pueden  de  mutuo  consentí mien/o  desistir  del  contrato 
celebrado  siendo  [su  voluntad  la  primera  ley  á  que  deben 
ajustarse  (arlo.  64,  lít^  lo.  Seo.  3%  libo.   2o  del   C.  Civil). 

7o  Que  no  habiendo  determinado  esplícitamenle  la  can.' 
tidad  con  cuya  entrega  consideraban  ampliado  el  contrato, 
debe  buscarse  la  mente  de  los  contratantes  en  los  demás 
hechos  que  sirvan  para  revelarla,  porque  los  hechos  dé 
los  contratantes,  posteriores  al  contrato  y  que  tengan  re- 
laciones con  el  punto  en  discusión,  son  la  mejor  explica- 
ción de  la  intención  de  las  partes  al  tiempo  de  celebrarlo 
(base  4^  del  articulo  y  Código  citados  en  el  precedente  con^ 
siderando). 

8°  Que  los  hechos  ocurridos  con  posterioridad  á  ambof 
contratos  están  demostrando  que  la  mente  de  los  contra- 
tantes fué  que,  en  virtud  del  contrato  de  30  de  Mayo,  solo 
debían  entregarse  8000  cueros  vacunos,  como  lo  prueban 
las  siguientes  observaciones:  lo  Porque  la  carta  orden  dé 
los  vendedores  dirigida  con  fecha  7  de  Junio,  ó  sea  7  dias 
después  del  contrato,  al  encargado  del  saladero  para  la  en- 
trega de  los  cueros,  entregada  por  aquellos  á  los  compra- 
dores y  endosada  por  estos  á  favor  del  corredor  interven- 
tor, versa  ánicaínente  sobre  8000  cueros,  lo  que  demues- 
tra que  todos  estaban  de  acuerdo  en  que  se  entregará 
aquella  cantidad,  y  no  mas  ni  menos :  2o  Porque  al  cele- 
brar el  contrato  de  7  de  Julio  para  completar  el  cargamento 
del  Bemhardj  los  vendedores  espidieron  otra  orden  á  favor 
de  los  compradores  y  endosada  por  estos  también  al  cor- 
redor, espresando  que  se  entregasen  los  cueros  de  novilld 
que  fuesen  necesarios  para  completar  el  cargamento  dé 
dicho  buque  está  cargando,  agregan,  8000  cueros  de  ese 
saladero,  palabras  que  limitan  la  cantidad  del  primer  coil- 
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trato  á  aquella  cifra  y  que  no  habiendo  sido  protestadas  por 
los  compradores,  se  presume  que  las  aceptaron  y  con  ellas 
dicha  limitación. 

9°  Que  prescindiendo  da  la  demostración  que  fluye  de 
las  cartas  citadas  anteriormente,  el  solo  hecho  de  haber 
los  interesados  procedido  á  celebrar  un  nuevo  contrato, 
el  do  siete  de  Julio,  sin  espresar  cuál  era  la  cantidad  que 
debía  entregarse  en  virtud  del  primer  contrato  cuando 
está  demostrado,  que  según  él  debia  enterarse  el  carga- 
mento, es  una  prueba  de  que  lo  consideraban  ejecutado 
mediante  la  entrega  de  8000  cueros,  puesto  que  las 
palabras  mas  ó  menos  del  contrato  que  significaban  el 
completo  cargamento,  no  tenian  ya  importancia,  debian 
considerarse  como  -suprimidas,  y  por  consecuencia  el 
contrato  quedaba  ejecutado  por  los  vendedores  entregando 
solo  ücho  mil  cueros,  única  cláusula  que  quedaba  en 
pié. 

lO"*  Qiíe  la  interpretación  admitida  en  los  precedentes 
considerandos  se  corrobora  por  el  hecho  de  no  haberse 
fletado,  según  consta  en  autos  por  las  declaraciones  de 
los  interesados,  ol  buque  cargador,  previo  conforme  6 
consentimiento  d^  los  vendedores,  como  lo  prevenia  el 
contrato  de  treinta  de  Mayo,  lo  cual  impedia  cumplirlo 
estrictamente,  y  hacia  necesario  un  nuevo  contrlito,  contra 
lo  que  sostienen  los  demandados,  de  que  no  ha  habido 
modificación  al  primero. 

11^  Que  de  los  antecedentes  espuestos  resulta  perfec- 
tamente justificada  la  demanda  deducida  por  A.  Benitez 
y  G«,  contra  Fels  SeiíTers  y  C>  y  que  estos  han  resistido 
indebidamente  el  pago  da  la  cantidad  objeto  de  ^este 
juicio* 

12^  Que  es  un  principio  general  que  los  intereses 
corren  desde   la  interpelación  judicial  aunque  el  obligado 
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creyese  de  buena  fé  no  ser  deudor  (^art.  707  del  Código 
de  Comercio )  y  sin  que  sea  bastante  para  eiconerar  á  los 
demandados  de  parte  de  los  intereses  que  oblaron,  porque 
dicha  oblación  no  podía  surtir  efectos  de  paga  con  ar- 
reglo al  artículo  949  del  Código  de  Comercio,  19,  33 
y  35,  titulo  primero,  sección  primera,  libro  segundo  del 
Código  Civil,  y  porque  aun  en  el  caso  de  que  en  la  senten- 
cia hubiese  prevalecido  la  interpretación  que  los  deman- 
dados atribuyen  al  contrato,  debieron,  para  exonerarse 
del  pago  de  intereses,  haber  hecho  la  oblación  al  ser  no- 
tificados do  la  demanda  ó  con  los  intereses  desde  dicha 
notificación,  ya  que  la  hicieron  con  posterioridad,  puesto 
que,  según  el  Código  de  Comercio  en  su  art.  707,  los 
ixitereses  son  de  estricto  derecho. 

Por  estos  .fundamentos,  fallo,  condenando  á  los  Sres. 
Fels  Seiñcrs  y  C'  á  abonar  á  los  demandantes  A.  Benitez 
y  C',  dentro  del  término  de  diez  dias,  el  saldo  que  arroja 
la  cuenta  de  f.  1^  con  sus  intereses  computados  á  ]a 
tasa  que  cobra  el  Banco  de  la  Provincia,  á  contar  desde 
la  notificación  de  la  demanda,  y  sin  especial  condenación 
en  costas.  Repónganse  los  sellos  y  notifíquese  con  el 
original. 

Manuel  Zavaleta. 

Habiendo  apelado  los  demandados,  se  dictó  este 

Fallo  de  la  Suprema  Corie. 

Buenos  Aires,  Agosto  9  de  1873. 

Vistos:  Considerando  que  cualquiera  que  sea  la  in- 
telijencia  que  en  jeneral  se  dé  en  el  comercio,  á  la 
cláusula  mas  6  menos,   inserta  en  un   contrato   de  venta 
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de  cueros,  y  cualquiera  que  fuese  la  interprelacion  que 
debiera  darse  al  contrato  de  f(»ja  diez  y  siele,  si  se 
tratase  simplemente  de  sa  cumplimiento,  resulta  de  la 
carta  de  foja  tres,  que  el  encargado  del  saladero  de 
Benitez  y  Gompania,  no  podia  entregar  mas  de  ocho  mil 
cueros  :  que  al  hacerse  el  nuevo  contrato  de  foja  diez  y 
pcho,  no  se  espresó  que  debiera  entregarse  mayor  nú- 
mero por  cuenta  del  anterior ;  y  al  contrario,  la  carta 
de  foja  cuatro,  demuestra  que  se  contrataba  sobre  la 
base  de  los  ocho  mil  cueros  mandados  entregar  en 
virtud  del  primer  contrato,  y  por  el  escedente  que  so- 
bre ese  número  fuese  necesario  para  completar  el  car- 
gamento, aceptando  los  compradores  que  de  su  escó- 
denle se  hiciese  cuenta  separada;  por  estos  fundamentos 
y  por  lo  espuesto  en  el  duodécimo  consideranda  de  la 
sentencia  apelada  respecto  de  los  intereses,  se  confirma 
con  costas  la  sentencia  de  fuja  ciento  trece;  satisfe- 
chas las  cuales   y  respuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  —  J.  Domínguez. 
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C/kUS/k  ULCI 


Loi  Sra.  D.  Vicente  Casares  é  hijo^  con  los  Sra.  D. 
Jorge  Bell  é  hijo^  sobre  cobro  de  pesos. 


Sumario, —  No  habiendo  convenio  acerca  del  precio 
del  lanchaje,  debe  estarse  al  de  tarifa  y  al  establecido 
por  el  uso  del  puerto. 


Caso. — Casares  é  hijo  demandaron  á  Bell  é  hijo,  por 
11,004  $  m/c.  importe  de  la  descarga  de  mercaderías 
venidas  á  su  consignación. 

Corrido  traslado,  contestaron  los  demandados  que  estaban 
prontos  á  pagar,  con  escepcion  de  una  partida  referente  á 
ia  descarga  de  un  fierro  galvanizado  por  lo  que  cobraban  los 
demandantes  ^  ^  $  fot  quintal  y  cuyo  transporte  no  debia 
pagarse  sino  á  razón  de  50  $  por  tonelada. 

Pedido  informe  á  la  Cámara  Sindical  de  la  Bolsa,  se  dictó 
el  siguiente ; 


4iO  FALLOS   DE  LA  SUIMlKMA   COUTB 


fallo  del  Jucs  SeccIoiíAl. 


3uenos  Aires,  Mayo  20  de  1873. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  los  Sres.  Vicente  Casares 
é  hijo,  contra  los  Sres.  Jorge  Bell  é  Iiíjo,  por  cobro  de 
lanchages. 

Y.  considerando :  i^  Que  la  \ínica  objeción  hecba  por 
la  parte  demandada  es  relativa  al  fierro  galvanizado  car- 
gado á  razón  de  S  ^  {  ^h'  ^'  quintal,  diciendo  los  deman- 
dadlos que  debe  ser  á  ^  50  la  tonelada. 

2o  Que  no  habiendo  precedido  convenio,  con  arreglo 
á  la  práctica  general  del  comercio  y  á  la  jurisprudencia 
constante  de  estos  tribunales,  deben  rejirse  los  casos  de 
esta  naturaleza  por  los  precios  de  tarifa  y  conforme  á  los 
usos  del  puerto. 

3<>  Que  la  tarifa  de  los  lancheros  flja  el  precro  pof 
^4^  por  quintal  de  alambre  y  clavos,  artículos  análogos 
al  fierro  galvanizado,  especialmente  el  primero,  á  lo  que 
se  agrega  que,  según  informe  de  la  Cámara  Sindical  de  la 
Bolsa  de  Camercio,  la  descarga  del  fierro  galvanizado  es 
costumbre  abonarla  á  ra^on  de  cuatro  y  medio  pesos  por 
quintal. 

Por  esto^  fundamentos,  fallo,  condenando  á  los  Sres. 
lorge  Bell  é  hijos  á  abonar  dentro  del  término  de  diez  dias 
á  los  &res.  Vicente  Casares  é  hijos  la  cuenta  de  f.  1* 
con  los  intereses  de  banco  desde  la  notificación  de  la  de- 
Knanda  y  sin  especial  condenación  en  coalas.  Repónganse 
^08  9^UoyB  y  noi¡f(quese  Qon  el  original. 

Manuel  Zavekta. 
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Bell  é  hijo  apelaron  y  se  concedió  el  recurso  libre- 
mente. 

Espresando  agravios  presentaron  un  certificado  de  5 
lancheros  y  otro  de  i  comerciantes  declarando  que  por 
lanchage  de  fierro  galvanizado  cobraban  los  primeros  y 
pagaban  los  segundos  á  razón  áe  ^  $  por  quintal. 

Corrido  traslado  contestaron  Casares  é  hijo,  que  los 
referidos  certificados  no  eran  de  testigos,  ni  de  peritos; 
que  no  constaba  su  autenticidad ;  que  nada  habia  que 
oponer  á  la  autoridad  de  la  Cámara  Sindical  de  la  Bolsa, 
única  legítima  en  esta  materia. 


Fallo  de  la  Suprema  Certe. 


Buenos  Aires^  Agosto  12  de  1873. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  trece  vuelta,  y  satisfechas  las 
costas   y  repuestos   los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  dbl  Carril.  ^Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos. —  Josa  Domínguez. 


^W^**^f^^*^^S^^m 
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CÜLUS/k     SLCII. 


D,  Nicanor  y  Doña  Carolina  Solá^  contra  D.  Luis  Arcardini, 

sobre  interdicto   de  obra  nueva. 


Sumario. —  lo  Se  presume  medianera  una  pared  que 
sirve  de  separación  de  dos  edificios  contiguos  que  car- 
gan   sobre  ella. 

2o  Admitida  la  medianería  de  una  pared,  los  colin- 
dantes tienen  derecho  de  servirse  de  ella  para  todos 
los  usos  á  que  está  destinada,  con  tal  que  no  lo  cau- 
sen deterioro  ni  comprometan  su  solidez  ni  estorben  el 
ejercicio  de   iguales    derechos  para  el  vecino. 

3o  Reconociendo  un  título  de  propiedad  el  derecho 
de  cargar  sobre  las  paredes  de  los  costados,  se  reco- 
noce también  que  no  hay  esclusiva  propiedad  sobre  esas 
paredes. 

Caso.—'  D,  Nicanor  Sola  y  doña  Carolina  S.  de  Gó- 
mez ,  se  presentaron  ante  el  Juez  de  Sección  de  la 
ciudad  de  Buenos  Aires,  esponiendo  :  Que  eran  le- 
jílimos  propietarios  de  la  casa  calle  de  Estados - 
Unidos  números  248  al  252.  Que  sobre  la  pared 
occidental    de    esta    casa     habia     comenzado     á    levan- 
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tarse  un  ediGcio  por  el  lindero  D.  Luis  Arcardini,  cre- 
yendo tener  derecho  para  establecer  esa  carga;  y  que 
á  pesar  de  habérsele  desconocido  ese  derecho  habia 
levantado  una  pared  que  tenia  ya  una  altura  conside- 
rable, por  lo  que,  entablando  el  correspondiente  inter- 
dicto de  obra  nueva,  pedían  se  mandara  suspender  la 
obra,  y  que  oportunamente  se  condenara  á  Arcardini  á 
su  demolición  con  pago  de  daños  y  perjuicios  y  las 
costas   del  proceso. 

El  Juez  de  Sección  mandó  suspender  la  obra  y  con- 
vocó á  las  partes  á  juicio*  verbal,  debiendo  presentarse 
con  sus  títulos,    y  decretó  una    inspección  ocular. 

En  el  juicio  verbal  el  demandante  espuso  que  su  de- 
nuncia de  obra  nueva  se  fundaba  :  1^  en  que  la  pared 
sobre  que  habia  cargado  Arcardini  es  de  la  esclusiva 
propiedad  del  demandante,  no  solo  porque  asi  se  es- 
presa en  su  título  y  por  la  posesión  esclusiva  de  mas 
de  40  años,  sino  también  porque  Arcardini  no  posee 
mas  terreno  según  su  título,  que  el  comprendido  en- 
tre la  casa  de  los  demandantes  y  la  contigua  al  Oeste 
del  terreno  del  denunciado.  En  que  aun  cuando  re^ 
conocen  que  Arcardini  tendría  derecho  á  exijirles  la 
venta  de  la  medianería  de  la  pared,  no  reconocen  sin 
embargo  el  derecho  de  cargar  sobre  ella  mientras  no 
se  haga  la  compra.  Pidieron  se  hiciera  á  costa  del  [de- 
mandado la  demolición  de  la  obra  levantada  y  se  le 
condenase  en   costas. 

Arcardini  contestó  que  creia  temeraria  la  demanda 
por  cuanto  de  los  titules  de  Sola  no  resultaba  que  el 
muro  en  cuestión  fuese  de  su  esclusiva  propiedad ;  que 
hacia  mas  de  30  años  que  existia  la  carga  denunciada, 
que  aun  cuando  el  muro  no  fuese  medianero,  no  ha- 
bia  derecho   para   intentar   el   interdicto   de    obra  nueva. 
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que  se  limita  al  caso  en  que  uno  de  los  linderos 
edifique  en  terreno  de  otro ;  que  cuando  mas,  supo- 
niendo que  el  muro  fuese  esclusivamente  del  deman- 
dante, su  derecho  se  limilaria  á  exijir  el  pago  de  la  carga. 

Agregó  también  que  á  fin  de  evitar  cuestiones,  habia 
pedido  y  oblt^nido  de  Sola  el  permiso  de  levantar  la  pared 
de  que   se    trata. 

El  demandante  replicó  que  era  inexacto  que  hubiese 
existido  antes  la  carga  sobre  su  pared ;  que  lo  que 
hubo  fué  que  el  padre  del  esponente  dio  permiso  tran- 
sitorio para  que  se  apoyasen'  en  su  pared  los  tirantes 
de  un  edificio  de  mediagua  que  se  habia  construido; 
pero  que  jamás  se  habia  constituido  una  servidumbre 
ni  por  contrato  ñi  por  uso.  Que  Sola  no  habia  permi- 
tido la  carga  á  Arcardini,  sino  que  le  habia  dicho 
que  cargara  si  tenia  derecho  porque  ignoraba  hasta  qué 
punto  podría  oponerse  á  esa  carga.  A  lo  cual  se  agre- 
gaba que  ese  permiso  condicional  no  habia  sido  otor- 
gado por  doña  Catalina  Sola.  Arcardini  contestó  que 
ignoraba  que  hubiese  otro  propietario,  y  con  tanta  mas 
razón  cuanto  que  Sola  le  pidió  un  documento  para 
garantirse  de  perjuicios  que  pudiera  ocasionar  la  cons- 
trucción, documento  que  le   otorgó  el  esponente. 

Practicada  la  inspección  ocular  y  producido  un  infor- 
me del   maestro    mayor   D.  Miguel    Cabrera,   se    dictó  el 


FaUo  del  JTues  de  Seeeion. 


Buenos  Aires^  Mayo  29  de  1873. 

Vistos    y    resultando:   1*    Que  está  justificado  en  au- 
tos  por  la  inspección  ocular,   por    el  informe  pericial   y 
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aun  por  confesión  de  ambas  partes  que  ha  habido  edi- 
ficio de  cada  lado  de  la  pared  en  cuestión  y  que  car- 
gaban sobre  la  misma,  de  la  que  se  deduce  que  la 
pared  divide    dos  edificios   antiguos; 

S""  Que  los  títulos  exhibidos  no  dan  dicha  pared 
divisoria  cerno  propiedad  esclusiva  de  alguno  de  los 
colindantes; 

3o  Que  según  el  informe  del  maestro  mayor,  el 
terreno  de  Arcardini,  comprendido  dentro  sus  muros  es 
de  una  ostensión  de  16  varas  de  frente,  con  la  sola 
escepcion  del  frente  de  la  calle  que  da  diez  céntimos  de 
vara  menos,  y  el  terreno  de  Sola,  incluyendo  toda  la 
pared  divisoria  con  Arcardini  es  de  34  varas,  60  cén- 
timos á  la  calle  y  de  35  varas,  75  céntimos  al  fondo, 
siendo  de  notar  que  las  escrituras  del  último  dan  un 
frente  de  34  1/2  varas,  y  la  escritura  á  favor  de  Arcardini 
dan  un  frente  de  16  varas,  aunque  los  títulos  de  sus 
causantes  que  datan  del  año  trece,  dan  un  frente  de 
mas  de  77  varas. 

4®  Que  tanto  la  pared  divisoria  entre  Arcardini  y  Sola 
como  la  del  Oeste,  están  construidas  del  lado  de  la  pro- 
piedad contigua  á  la  de  Arcardini,  como  lo  demuestra  el 
maestro  mayor  en  su  informe. 

Y  considerando:  1^  Que  aunque  la  escritura  do  venta 
á  favor  de  Arcardini  dá  una  área  que  seria  menor  que 
la  que  resultaría  incluyendo  en  ella  las  paredes  divisorias, 
lo  que  haría  presumir  que  estas  no  están  construidas  eo 
terreno  de  Arcardini,  es  sin  embargo  de  notarse  que  di- 
cha escritura  se  refiere  á  la  venta  de  un  inmueble  deter- 
minado con  indicación  del  área  y  por  un  precio  único 
(Inc.  5«  del  art.  23,  til.  2%  Sec.  3a,  lib.  2«  del  Código 
Civil),  caso  en  que  la  venta  subsiste,  aunque  resulte  un 
área  mayor  que  la  designada. 
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2(>  Que  la  circunstancia  de  haberse  designado  una  área 
menor  no  es  bastante  para  limitar  la  propiedad  del  com- 
prador ai  área  designada,  mientras  no  conste  que  los  ven- 
dedores solo  tenian  derecho  á  la  última,  porque  constando 
la  voluntad  de  vender  la  casa  á  que  se  refiere,  consta 
que  quisieron  venderla  con  todo  el  terreno  que  le  pertenecía. 

3o  Que  según  los  títulos  de  los  causantes  de  Arcardini, 
de  fecha  anterior  á  los  exhibidos  por  los  Sola,  pues 
aquellos  datan  de  1813  y  los  últimos  de  1829,  el  terreno 
comprado  por  Arcardini  se  componia  de  mas  de  17  varas 
de  frente,  sin  que  conste  el  titulo  por  el  cual  haya  que* 
dado  reducido  á  16  varas  de  frente,  lo  que  solo  puede 
esplicarse  por  el  hecho  de  referirse  la  escritura,  al  hacer 
la  designación  del  área,  á  la  tasación  de  ^la  finca,  opera- 
ción que  se  hizo  tal  vez  sin  presencia  de  los  títulos,  y 
quedándose  únicamente  los  tasadores  ó  por  la  influencia 
de  los  colindantes,  ó  por  la  circunstancia  de  estar  cons- 
truidas las  paredes  del  lado  de  las  propiedades  colindan- 
tes, circunstancia  en  que  sin  duda  se  funda  también  en 
este  caso  el  maestro  mayor  Cabrera  para  afirmar  que  las 
paredes  divisorias  están  construidas  en  terreno  de  los 
colindantes  de  Arcardini,  á  lo  que  se  agrega  que  no  es 
raro  que  por  el  hecho  de  tratarse  de  una  finca  de  una 
testamentaría  ilíquida,  los  herederos,  por  el  pequeño  inte- 
rés que  tuviese  cada  uno  por  si,  no  hubiesen  fiscalizado 
prolijamente  la  operación  de  tasación  que,  aunque  aceptada 
por  los  interesados,  ni  quita  ni  dá  derechos  sobre  el 
terreno. 

4^  Que  á  estar  á  lo  espuesto  en  los  precedentes  con- 
siderandos la  pared  divisoria  entre  Arcardini  y  Sola  debía 
estar  construida  en  terreno  del  primero  atendiéndose  es^ 
elusivamente  á  los  títulos,  porque  de  estar  á  estos  deben 
preferirse  los  de  fecha  anterior* 
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5o  Que  si  la  preteasion  no  está  fundada  en  los  títulos» 
para  que  sea  atendible  deberían  justificar  por  otros  me- 
dios la  propiedad  esclusiva  de  la  pared,  y  para  obtener 
este  justificativo  no  basta  el  hecho  de  que  la  pared  esté 
construida  del  lado  de  Sola,  porque  difícilmente  se  en- 
contrará el  caso  de  una  pared  divisoria  edificada  de  ambos 
lados,  y  porque  aquella  circunstancia  no  es  una  presun* 
cion  juris  de  que  la  pared  pertenezca  al  dueño  del  ter- 
reno de  cuyo  lado  fué  construida. 

6o  Que  prescindiendo  de  la  doctrina  espuesta  en  los 
precedentes  considerandos,  y  con  tanta  mayor  razón  cuan- 
to que  Arcardini  no  pretende  un  derecho  esclusivo  sobre 
la  pared  divisoria,  y  suponiendo  que  los  títulos  nada 
tengan  que  ver  con  la  cuestión,  tratándose  de  una  pared  ^ 
divisoria,  que  sirve  de  separación  de  dos  edificios  con- 
tiguos, y  en  la  que  cargaba  el  edificio  de  Arcardini ,  debe 
presumirse  que  dicha  pared  es  medianera,  no  solo  porque 
asi  lo  determinan  los  arts.  46  y  47,  tít.  8o,  lib.  3o,  Có- 
digo CiviJ,  sino  porque  no  es  de  presumirse  que  el  edi- 
ficio de  Arcardini,  conocidamente  antiguo,  descanzase  so- 
bre la  pared  en   cuestión   sin  derecho   para  ello. 

7^  Que  admitida  la  medianería  de  la  pared,  Arcardini 
tenia  el  derecho  de  servirse  de  ella  para  todos  los  usos 
á  que  está  destinada  según  su  naturaleza  con  tal  que  no 
causen  deterioros  en  la  pared,  no  comprometan  su  solidez, 
ni  estorben  el  ejercicio  de  iguales  derechos  para  el  vecino 
(art.  58,  tít.   8«,   lib.  3o,  Código  Civil.J 

8o  Que  los  demandantes  nada  han  alegado  que  induzca 
á  presumir  que  Arcardini  se  encuentra  en  la  escepcion  de- 
terminada por  el  último  artículo  citado,  y  por  consecuen' 
cia  no  han  tenido  derecho  para  pedir  las  suspencion  de 
las  obras  practicadas  por  Arcardini. 

Por  estos  fundanentos,   déjase  sin   efecto   el  auto   que 
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ordenó  la  suspensión  de  las  obras  practicadas  por  Arcar- 
dini  sobre  el  costado  de  la  pared  divisoria  con  Sola,  de- 
clarándose que  las  costas  deben  ser  á  cargo  de  los  deman- 
dantes. Repónganse  los  sellos  y  notífiquese  con  el  original. 

Manuel  Zavaleta. 
Habiendo  apelado  la  parte  de  Sola,   se  dictó  este 


FaUo  de  I»  Suprema  Corie. 


Buenos  Aires,  Agoslo   16  de  1873. 

Vistos :  Por  los  fundamentos  consignados  en  los  consi- 
derandos sesto  y  séptimo  de  la  sentencia  de  foja  cincuenta 
y  dos  vuelta,  y  constando  de  los  títulos  presentados  por 
los  Solé  que  ellos  les  dan  solamente  el  derecho  de  car- 
gar sobre  las  paredes  de  los  costados,  lo  que  importa 
reconocer  que  no  son  de  su  esclusiva  propiedad  ;  se  con- 
firma dicha  sentencia  con  costas,  y  satisfechas  estas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran« 
cisco  Delgado.  —  Josi  Barros 
Pazos.  —  J.  Domínguez. 


DB    JUStlCIA  NACIONAL.  Hd 


CAVmA   ULClIi 


Los  Sres.  Sleffenino  y  Garbolino  con  los  Sres.  F.  E.  Nuñei 
y  Hno,^  sobre  entrega  de  un  cajón  encomienda. 


Sumario.  —  Las  convenciones  de  las  parles  son  ley  pard 
los  contrayentes  y  sus  herederos;  por  consiguiente,  aun- 
que en  principio  general  el  fletante  está  obligado  á  la 
entrega  de  la  cosa  fletada  ó  al  pago  de  su  equivalente  ^ 
los  daños  sufridos  en  caso  de  pérdida,  estas  obligaciones 
se  desvirtúan  por  el  pacto  contenido  en  la  cláusula  dé 
ignorar  el  fletante  el  contenido  y  de  no  responder  por  maeí 
de  una  onza  de  oro. 

Caso.  —  Steffenino  y  Garbolino  consignaron  á  F.  E.  Nu* 
ñez  y  Hno.,  una  encomienda  para  ser  remitida  á  la  Asun- 
ción. Nuñez  y  Hno.  la  recibieron  poniendo  en  el  recibo 
la  cláusula  de  ignorar  el  contenido  y  de  no  responder  por 
mas  de  una  onza  de  oro.  fil  cajón  encomienda  no  fué 
embarcado  en  el  vapor  convenido  y  no  fué  recibido  por 
la  persona  á  quien  iba  consignado.  Steffenino  y  Garbolino 
demandaron  á  Nuñez  y  Hno.,  por  la  restitución  del  cajón 
ó  su  importe  con  mas  los  daños  y  perjuicios  y  costos. 

Corrido  traslado  contestaron  Nuñez  y  Hno.,  que  ignorare 

T.  IV  3t 
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ban  ellos  el  contenido  y  no  respondían  sino  por  una  onza 
de  oro,  que  por  consiguiente  la  demanda  era  temeraria. 

Librado  oflcio  al  Administrador  de  Rentas  Nacionales  y 
recibido  informe  de  no  haber  sido  embarcado  el  cajón, 
se  dictó  el  siguiente  : 


Fallo  del  JTues   SeceloiaAl. 

Buenos  Aires,  Janio  18  de  1873. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  SteiTenino  y  Garbollno 
contra  F*  E.  Nuñez  y  Hno.  agentes  del  vapor  c  Emilia  i 
reclamando  la  entrega  de  un-  bulto  encomienda  entregado 
á  dichos  agentes  con  destino  al  Paraguay,  ó  en  su  defecto 
el  pago  de  la  cantidad  de  S  ^^05.4  rls.  m/c.  en  que  «s- 
iiman  dicha  encomienda  y  resultando : 

lo  Que  está  constatado  por  el  recibo  de  f.  la  que  los 
demandaates  entregaron  á  I09  demaiidados  para  que  re- 
mitieran por  el  vapor  «  Emilia  i  á  la  Asunción  del  Para- 
guay un  ca|on  encomienda. 

2o  Que  dieho  recibo,  que  hace  las  veces  de  conoci- 
miento en  este  caso,  contiene  la  cláusula  de  ignorar  con- 
tenido y  de  no  responder  por  mas  de  una  onza  de  oro 
por  cada  bulto,  cualquiera  que  sea  su  contenido. 

30  Que  dicho  cajón  no  ha  sido  entregado  á  la  persona 
á  quien  iba  consignado,  como  lo  justifica  el  conocimiento 
exhibido  por  los  demandantes  y  el  silencio  que  sobre  este 
punto  guardan  los  demandados  en  la  contestación  á  la 
demanda. 

4rO  Que  no  consta  en  la  Aduana  el  embarque  del  es- 
presado cajón,  como  resulta  del  informe  espedido  por  la 
Administración  de  Rentas  de  esta  Ciudad,  que  corre,  agre- 
gado en  autos  de  f.  25  á  27. 
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Y  considerando  :  1^  Que  aunque  en  principió  general  el 
fletante  eslá  obligado  á  entregar  la  cosa  fletada,  y,  en 
caso  de  pérdida  de  esta  por  causa  no  justiflcada  é  impu- 
table al  mismo,  tiene  la  obligación  de  restituir  su  equiva- 
lente, ó  de  indemnizar  la  pérdida  sufrida,  estas  obligaciones 
ceden  ante  la  convención  de  las  partes  que,  según  el 
art.  209  del  Código  de  Comercio,  es  ley  para  los  contra- 
yentes y  para  sus  herederos. 

2o  Que»  consecuente  con  el  .principio  establecido  en  el 
precedente  considerando,  el  fletante,  que  en  este  caso  lo 
es  la  parte  de  F.  E.  Nuñez  y  Hno.,  estaría  obligado  á  res- 
tituir en  caso  de  pérdida  de  la  cosa  á  indemnizarla  com- 
pletamente, salvo  convención  en  contrario  ante  la  cual 
debería  ceder  dicha  obligación  con  arreglo  al  articulo 
antes  citado. 

3o  Que  según  se  ha  visto  en  la  primera  parte  de  está 
sentencia  en  el  caso  sub  judice  se  estipuló  espresamente 
que  en  caso  de  pérdida  de  la  encomienda,  y  cualquiera 
que  fuese  su  contenido,  F.  E.  Nuñez  y  Hno.  solo  respon- 
derían por  el  valor  de  una  onza  de  oro. 

4o  Que  la  conclusión  espuesta  en  el  precedente  consi- 
derando es  también  arreglada  al  espíritu  de  la  disposición 
contenida  en  el  art.  206  del  Cód.  de  Com.,y  por  conse- 
cuencia los  fletantes  solo  responden  de  aquello  á  que  se 
obligaron,  salvo  que  se  justificase  que  hubo  dolo  por  parte 
del  fletante,  hecho  que  no  ha  sido  mencionado  en  el  juicio. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  absolviendo  á  los  Sres.  F. 
E.  Nuñez  y  Hno.  de  la  demanda  deducida  contra  ellos  por 
Steifenino  y  Garbolino,  declarando  que  solo  están  obligado^ 
á  abonar  una  onza  de  oro,  y  sin  especial  condenación  eri 
costas.  Repónganse  los  sellos  y  notiflqüese  con  el  ori- 
ginal. 

Manttel  Zavaleta 
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Steñenino    y  Garbolino  apelaron   y  se   les  concedió  él 
recurso  en  relación. 


Pallo  lie  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  19  de  1873. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas 
*1  auto  apelado  de  foja  veinte  y  ocho  vuelta,  satisfechas 
estas  y  repuestos  les  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  —  J.  B.  Gorostiaga. 


C/LUSA   ILCIV 


D.  Gregorio  Garda  y  Raya^  contra  D.  Santiago  Eche- 

goyeuj  sobre  recusación. 


Sumario.  —  No  puede  alegarse  por  el  ejecutado  en  la 
estación  de  la  citación  de  remate,  como  prejusgamiento 
y  causal  lejitimo  de  recusación  del  juez,  un  auto  provo- 
cado anteriormente  por  él,   promoviendo  un  articulo  es- 
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temporáneo,  y  que,  como  tal,  no  podia  ser  juzgado  como 
escepcion  lejitima  y  oportuna. 


Caso.  —  Los  Sres.  Rasetto  y  G',  en  un  incidente  promo- 
vido ante  el  juzgado  federal  de  la  Sección  de  Sdnta-Fé, 
contra  el  capitán  de  la  goleta  c  Emilia  »  fueron  condenados 
en  las  costas. 

Los  honorarios  correspondientes  en  i*  Instancia  al 
abogado  y  procurador  del  capitán,  fueron  regulados  en 
169.75  S  bol. 

Aprobada  la  regulación  y  no  verificado  su  pago,  se  libró 
á  pedido  de  D.  Gregorio  García  y  Haya,  apoderado  del  ca- 
pitán, el  auto  de  solvendo  por  la  referida  cantidad  de 
169.75  í  bol- 

No  se  pudo  notificar  este  auto  á  los  Sres.  Rasetto  y 
C'  por  estar  ausentes,  y  Garcia  y  Raya  pidió  se  entendiera 
el  decreto  de  solvendo  con  el^  apoderado  de  ellos  D.  San- 
tiago Ecbegoyen. 

Se  libró  el  auto  de  solvendo  contra  Echegoyeír,  pero  no- 
habiendo  podido  encontrarse  este  en  su  domicilio»  no  pudo 
cumplirse  con  el  mandamiento  del  juez. 

Garcia  y  Raya  denunció  entonces  unos  bienes  pertene- 
cientes á.  Echegoyen  y  á  su  pedido  se  mandó  trabar  en 
ellos  el  embargo  decretado. 

En  este  estado  Echegoyen  pidió  se  ordenara  la  cesación 
de  su  intervención  en  la  causa  y  sus  incidentes  por  haber 
sido  suspendido  en  la  procuración  por  disposición  del  juez 
de  la  provincia  en  lo  criminal. 

El  juez  no  hizo  lugar  por  ser  las  obligaciones  contraidas 
por  Echegoyen  en  su  carácter  de  apoderado  con  fecha 
anterior  á*la  suspensión. 

Echegoyen  entregó  230  ps.  bol.  en  calidad  de  depósito, 
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9Ía  perjuicio  de  la^  escepcionefi  que  habría   deducido  en 
^iempo  oporluQO. 

Y  hecha  en  seguida  la  citación  de  remate  opuso  escep- 
pión  de  inhabilidad  del  tituloi  fundándola  en  que  debía 
la  acción  entablarse  únicamente  conloa  sus  representados, 
y  recusó  ei),  un  atrQsi  al.  juez  por  haber  prejuzgado  en 
^ste  lilis. 

Fali^  ilal  Summ  Seocipnpil* 


Rosario  y  Junio  5  de.  1873. 

Y  vistos:  considerando  en  cuanto  al   otrori  del  escrito 
<lef.  18: 

1^  Que  la  parta  de  Echegoyen  ha  recusado  al  Juez  por 
«aponer  que  ha  prejuzgado  respecto  á  la  escepcion  qtie 
pe$i9abfi  aqud  preuntar  en  tiempo  oportuno^  y  que  aun  no 
podia  deducir^  por  no  ser  la  estación  de  haceirlo,  lo  que. 
hace  imposible  que  el  juez  pudiera  anticipar  un  juicio  legal 
sobra  lo  que  le  era  absolutamente  desconocido,  pues  no 
podia  saber  si  realmente  Echegoyen  tuviese  alguna  escep- 
cion que  presentar,  ni  cuál  fuese  ella  en  caso  de  tenerla» 
.  2o  Que  Iqs  fundamentos  dej  auto  de  18  de  Abril  de  f. 
13,  en  que  dice  el  recusante  que  consiste  el  prejuicio, 
no  contiene  un  solo  concepto  respecto  de  ninguna  escep- 
cion legal,  pues  no  se  hab¡9  propuesto  todavía  por  no 
ser  tiempo,  sieudo  Iqs  fundamentos  de  ese  auto  necesarios 
y  solo  referentes  al  intempestivo  articulo  promovido  por  el 
mismo  á  f.  11,  contrariando  éste  el  órd^n  del  procedi- 
miento ejecutivo,  que  tiene  sus  estaciones  determinadas 
por  derecho,  para  que  el  ejecutado  se  oponga  á  la  ejecu- 
ción y  use  do  los  recursos  que  esta  clase  de.  juicio  le 
panquea. 
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3""  Que  si  tal  doctrina  hubiese  de  aceptarse,  nada  seria 
mas  fácil  á  un  ejecutado  de  mala  fé,  que  trabar  el  proce- 
dimiento y  separar  al  juez  que  lo  sigue,  promoviendo  un 
artículo  estemporáneo  y  falsamente  una  escepcion  cual- 
quiera. 

4^  Que  si  fuese  aceptable  la  causal  de  recusación  ale- 
gada, tendríamos  también  en  consecuencia,  que  todo  man- 
damiento de  solvendo  librado  legalmente  sobre  un  docu- 
mento revestido  de  ciertas  formas,  seria  causa  de  recusa- 
ción por  prejuicio,  desde  que  el  ejecutado  se  propusiera 
deducir  escepciones  contra  la  validez  de  ese  titulo,  lo  que 
es  absolutamente  inadmisible,  pues  que  hay  estación  en 
que  el  ejecutado  puede  reden  aponer  y  el  Juez  recien  apre- 
ciar conforme  á  derecho  el  valor  legal  de  esa  escepcion 
y  de  sus  pruebas. 

Por  estos  fundamentos,  y  siendo  notoriamente  sin  causa 
la  recusación  ¿e  la  parte  de  Echegoyen,  y  en  conformidad 
al  art.  37  de  la  Ley  de  Procedimiento,  no  há  lugar  á  ella 
con  costas.  En  lo  principal  háse  por  interpuesta  la  escep- 
cion de  inhabilidad  del  título  :  traslado  y  autos.  Repón- 
ganse los  sellos. 

Fenelon  Zuviria. 


Echpgoyen  apeló ;  dijo  que  el  juez  en  otra  resolución 
anterior  le  habia  declarado  obligado,  con^o  procurador, 
al  pago  de  las  costas  debidas  por  sus  representados ;  que 
por  consiguiente  la  recusación  deducida  estaba  perfecta- 
mente justificada. 

Se  concedió  el  recurso  en  relación  y  se  dictó  el  si- 
guieate 
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Falto  de  la  Suprenuí  Carie 


Buenos  Aires,  Agosto  21  de  1813. 

Vistos  :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  veinte  vuelta,  satisfechas  y  repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos.—  J.  Domínguez. 


CAlUS^  x^cv. 


Don  Tomás  Armstrong  oeHonario  de  las  Sres.  La  Torre  y  C, 
contra  D.   Augusto  Segovia^  sobre  tercería. 


Sumario. — lo  Las  provincias  argentinas  son  Estados 
independientes  entre  sí,  y  por  consiguiente  es  aplicable  á 
ellas  la  prescripción  del  Código  Civil  vigente,  que  manda 
protocolizar  los  contratos  de  transferencia  de  bienes  raices 
celebrados  en  paises  cxtrangeros. 
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2o  Por  consiguiente  la  escritura  de  venta  celebrada  en 
una  provincia  no  es  sufíciente  para  transferir  el  dominio 
de  los  bienes  vendidos  situados  en  otra  provincia,  mien- 
tras no  se  haya  protocolizado  en  esta  por  orden  del  juez 
competente. 

3"*  Las  sentencias  en  juicio  posesorio  no  hacen  cosa 
juzgada   para  la  cuestión  de  propiedad. 


Caso.  —  En  los  autos  ejecutivos  seguidos  por  Segovia 
contra  Borda  ante  el  Juzgado  de  Sección  de  Mendoza,  se 
trabó  embargo  sobre  la  estancia  de  S.  Rafael  situada  en 
Mendoza;  como  perteneciente  al  mismo  Borda  é  hipotecada 
por  él  á  Segovia. 

Trabado  el  embargo  La  Torre  y  G'  dedujeron  oposición  de 
tercería  escluyente  por  razón  de  dominio. 

Dijeron:  que  Borda  les  habia  vendido  la  referida  es- 
tancia antes  de  hipotecarla  á  Segovia  ;  que  ellos  habían 
obtenido  la  posesión  de  ese  fundo  en  juicio  contradictorio 
seguido  ante  el  juzgado  por  sentencia  confirmada  por  fallo 
de  la  Suprema  Corle. 

Corrido  traslado,  contestó  Segovia  que  no  debia  hacerse 
lugar  á  la  oposición  deducida. 

Dijo  :  que  la  venta  celebrada  á  favor  de  La  Torre  y  C*, 
debia  considerarse  mas  bien  como  simulada;  que  las  es- 
crituras relativas  se  otorgaron  en  Buenos  Aires  y  no  ha- 
bían sido  registradas  en  la  oficina  de  Mendoza  á  donde 
están  situados  los  bienes  que  se  suponen  vendidos ;  que 
por  consiguiente  eran  nulas  con  respecto  á  terceros. 

En  rebeldía  del  ejecutado  se  recibió  la  causa  á  prueba 
para  justificar  el  dominio  de  La  Torre  y  C%  y  se  dictó  el 
siíguiente : 
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Ftttto  dM   Summ  Secetounl. 


Mendoza,  Marzo  24  de  1873. 

Vistos,  estos  autos  sobre  tercería  de  dominio  deducida 
por  D.  Victor  Miranda  en  representación  de  D.  Lisandro 
de  La  Torre  y  C^,  en  la  ejecución  que  sigue  D.  Augusto 
Segovia   contra   D.  Benito    Borda. 

En.  la  estación  oportuna  se  recibió  á  prueba  la  causa 
sobre  el  dominio  de  los  bienes  á  que  el  Sr.  Miranda  sale 
en  terceria.  Y  considerando  que  el  titulo  en  que  el  tercer 
opositor  funda  el  dominio  es  la  escritura  pública  de  T.  32, 
otorgada  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires  á  14  de  Octubre 
áe  1870,  por  cuya  escritura  D.  Juan  Bursaco  vende  á  la 
sociedad  colectiva  c  Lisandro  de  La  Torre  y  C^  »'  los  in* 
muebles  que  en  ella  Be  espresan,  habiéndolo»  Bursaco 
obtenido  por  compra  al  apoderado  de  Borda,  U.  Félix 
Arzac,  el  30  de  Abril  del  mismo  año  70  ante  el  Escribano 
D.  Pedro  de  Agustini.  Que  no  hay  constancia  en  autos 
de  que  esa  escritura  haya  sido  protocolizada  por  orden 
del  Juez  de  esta-  Provincia  donde  se  encuentran  los  bienfes 
vendidos.  Que  por  tanto,  es  insuOciente  para  transferir 
el  dominio,  asi  por  la  legislación  vigente  al  otorgarse  la 
escritura  de  venta  que  exige  se  haga  ante  el  escribano 
del  lugar  donde  se  encuentran  los  bienes  ó  se  registren 
allí  por  mandato  judicial,  como  por  el  Código  Oívil  vigente* 
cuando  establece  que  la  tradición  de  los  bienes  raíces  no 
se  juzgará  hecha  con  efectos  jurídicos  habiéndose  cele- 
brado el  contrato  de  transferencia  en  país  cxtrangero, 
mientras  no  se  haya  protocolizado  por  orden  de  un  Juez 
competente    Que  esta  disposición  es  perfectamente  aplicable 
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á  las  enagenaciones  de  bienes  raices  hechas  en  otra  Pro- 
vincia donde  los  bienes  no  se  encuentran,  porque  siendo 
estas  independientes  entre  sí  en  su  régipaen  interno,  deben 
considerarse  para  el  efecto  de  que  se  trata,  comprendidas 
en  la  disposición  del  Código.  Que  si  así  no  fuese,  se 
haría  muy.  difícil  la  enagenacion  de  la  propiedad  raíz,  des- 
de que  seria  muy  embarazoso  indagar  si  un  inmueble  es- 
taba ó  no  enagenado,  y  podria  fácilmente  burlarse  la 
buena  íé  de  los  acreedores  que  contasen  con  la  garantía 
de  los  bienes  del  deudor,  por  enagenacion  de  que  no  han 
podido  tener  conocimiento.  Que  aunque  el  tercer  opositor 
alega  que  se  le  mandó  dar  la  posesión  en  juicio  de  inter- 
dicto, la  sentencia  en  juicio  posesorio  no  hace  cosa  juz- 
gada para  la  cuestión  de  propiedad. 

Por  estas  consideraciones  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
en  las  leyes  7a,  tít.  23;  U,  tít.  12;  2»,  tít.  16;  libro 
lo.  Novísima  Recopilación.  L.  29,  tít.  13,  libr.  8^  Recopi- 
lación de  Indias ;  art.  75,  tít.  1"",  Sec.  3%  libro  2o  Código 
Civil,  no  ha  lugar  á  la  terceria.de  dominio  interpuesta  por 
D.  Victor  Miranda.  En  consecuencia  llévele  adelante  el 
juicio  ejecutivo.  Sin  especial  condenación  en  costas.  Re- 
pónganse. 

Juan  C.  Albarraán. 

Apelaron  La  Torre  y  C^,  y  se  le  concedió  el  reeurso  libre- 
mente. 

D.  Tomás  Armstrong,  cesionario  de  ellos,  reprodujo  la 
expresión  de  agravios  presentada  por  los  apelantes  y  dijo : 

Que  debia  revocarse  la  sentencia  apelada  ;  que  no  existe 
ninguna  ley  exigiendo  la  formalidad  de  la  protocolización 
de  las  escrituras  otorgadas  en  otra  Provincia ;  que  la  es- 
critura pública  puede  hacerse  en  cualquier  parte ;  que 
|>onsar    diversamente   seria  destruir   el  comercio  ;  que   las 
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leyes  antiguas  citadas  por  la  sentencia  tenían  por  objeto 
garantir  el  pago  del  derecho  de  áhabala]  que  el  art.  75  del 
Código  Gfvil,  citado  también  por  la  sentencia  se  reflere  á 
contratos  hechos  en  país  extrangero  y  no  puede  estenderse 
su  aplicación  á  las  Provincias  argentinas;  que  los  títulos 
reconocidos  por  válidos  en  el  juicio  posesorio  no  pueden 
hoy  considerarse  como  nulos  ;  que  los  jueces  no  pueden 
declarar  mas  nulidades  que  las  establecidas  en  el  Código ; 
que  la  hipoteca  á  favor  de  Segovia  como  posterior  á  la 
venta  era  simulada  y  nula. 

Corrido  traslado  contestó  Borda,  que  las  prescripciones 
de  las  antiguas  leyes  eran  terminantes  en  exigir  la  escritura 
pública  ante  los  escribanos  del  lugar;  que  su  objeto  no 
fué  el  pago  de  la  alcabala  sino  que  fueron  sancionadas 
para  conformarse  á  las  legislaciones  de  muchos  Reinos: 
que  se  trata  aquí  de  establecer  la  validez  del  contrato  no 
entre  los  contrayentes  sino  respecto  á  terceros ;  que  no  se 
ha  dicho  por  la  sentencia  apelada  que  la  venta  en  cuestión 
es  nula,  sino  que  no  tiene  valor  respecto  á  tercero  ;  que 
las  Provincias  entre  sí  son  Estados  independientes  y  pue- 
den, y  deben  considerarse  á  este  respecto  como  extrange- 
ras  entre  sí ;  que  los  escribanos  de  Buenos  Aires  no  tienen 
carácter  públicQ  en  Mendoza;  que  sin  la  protocolización 
de  los  actos  otorgados  en  otras  provincias  no  habría  segu- 
ridad alguna  en  las  hipotecas  y  translaciones  de  dominio ; 
que  los  títulos  en  cuestión  fueron  reconocidos  como  váli- 
dos en  el  juicio  posesorio  porque  no  se  oponían  á  tercero; 
que  por  lo  que  se  reñere  al  Estado  de  Mendoza  la  hipo- 
teca á  favor  de  Segovia  fué  anterior  á  la  venta  á  favor  de 
La  Torre   y  C\ 

Borda  reprodujo  la  expresión  de  agravios  de  1.a  Torre  y  C^; 
dijo  que  la  suma  porque  aparece  extendida  la  hipoteca  á. 
favor  de   Segovia  no    le  era   debida  ;  que  él  dio  la  hipor 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  4G1 

teca  en  la   duJa  do  ser  deudor,  pero  hoy  tiene  documentos 
para  probar  que  él  es  acreedor  de  Segovia. 


Fallo  úe  te  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires^  Agosto  21  de  1873. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  y  resultando  que  á  la 
fecha  de  la  hipoteca  constituida  á  favor  de  Segovia,  la 
posesión  de  los  bienes  hipotecados  no  habia  sido  trasmitida 
á  los  que  aparecen  como  compradores,  se  confirma  con 
costas  la  sentencia  apelada  de  foja  cuarenta  y  siete  vuelta ; 
satisfechas  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse,  debiéndose 
previamente  pasar  en  vista  al  Señor  Procurador  General 
por  lo  que  resulta  de  la  nota  de  foja  ciento  treinta  y  cinco 
vuelta. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos.— J.  Domínguez. 


*•—* 
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De  las  cansas  ;  materias  eontenidas  en  este  coarto  tomo  de  b  2»  serié: 


Páginas 

Acuerdo  de  la  Suprema  Corte  nombrando  conjueces  para  el 

año  de  4813 v 

Acuerdo  nombrando  Ugier  de  la  Suprema  Corte vi 


Afto  de  ti§98. 

CAUSA  I. 

Pini  y  Roncoroni  Hnos. ,  contra  Antonio  López  y  C*  |  so- 
bre pago  de  artículos  natales. 

Sumario.  —  i<>.  La  Suprema  Corte  puede  mandar  practicar 
ante  ellas  las  diligencias  probatorias  de  primmi  instancia  que 
estimare  yiciosas  ó  insuficientes. 

2«.  Contratada  la  reparación  de  un  buque  por  un  tanto, 
los  que  suministran  los  objetos  para  ella,  consenran  el  privi- 
legio  del  articulo  1,021  del  Código  de  Comercio»  si  al  Ten- 
derlos al  maestro  calafate,  no  siguieron  la  fé  de  este,  ni  se 
les  dio  conocimiento  de  su  contrato. 

3®.  Mucho  mas  en  el  caso  en  que  los  dueños  del  buque  no 
justifiquen  concluyentemente  haber  pagado  á  aquel  el  precio 

de  las  obras  contratadas» i 7 

32. 
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CAUSA  II. 

Faginas 

D.  Ciriaco  Guevara  contra  D.  Vicente  Soto,  por  cobro  eje- 
cutivo de  pesos. 

Sumario*  —  1^.  El  término  de  la  prescripción  para  ejecu- 
tar por  un  documento  privado,  se  cuenta  desde  que  adquiere 
fuerza  ejecutiva. 

S<^.  La  existeneia  en  poder  del  que  se  dice  acreedor  del 
documento  de  crédito,  hace  presumir  que  la  deuda  no  ha 
sido  pagada 18 

CAUSA  m. 

D.  Juan  José  Rodríguez  con  D.  Juan  A.  Pando,  sobre  co- 
bro de  pesos. 

Sumario.  —  No  mejorándose  la  apelación  en  el  término  del 
emplazamiento  y  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera 
rebeldía  que  acusa  el  apelado 23 

CAUSA  IV. 

Los  señores  D.  Luis  BergaUo  y  C*  contra  D.  José  A.  Fer- 
rer,  por  cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Sumario.  —  La  escepcion  de  juicio  pendiente  no  está  com- 
prendida en  las  únicas  admisibles  en  el  juicio  ejecutivo,  con 
arreglo  al  artículo  270  de  la  Ley  de  Procedimientos  Nacionales    24 

CAUSA  V. 

Donssinaque  Hnos.  contra  D.  Cesáreo  Ravanaque,  por  co- 
bro de  fletes. 

Sumario.  —  i®.  La  convención  es  la  primera  ley  á  que  de- 
ben someterse  los  contratantes. 

2^  En  asuntos  menores  de  200  pesos  fuertes,  se  admite 
la  prueba  de  testigos. 

3^.  El  convenio  die  conducir  sin  lucro  unas  mercadeas, 
no  importa  obligarse  también  al  pago  de  los  gastos  que  aque- 
llas demandan. 

4^.  El  acreedor  Hene  derecho  á  retener  las  cosas  áe  las 
que  procede  su  crédito. 

S*.  Aunque  el  iinporte  del  crédito  sea  menor  del  que 
pretende,  la  retención  no  infiere  peijuicios  al  deudor,  si  este 
no  M6  lo  que  realmente  debía,  ó  no  dio  fianza  por  elb. . .    26 


DE  JUSTICIA   NACIONAL.  465 

CAUSA   VI. 

Páginas 

D.  Juan  Marchall  con  D.  Miguel  Lanieri,  sobre  sustitución 
de  personería. 

Sumario. —  i"".  No  habiéndose  evacuado  un  traslado  ni  en 
el  término  ordinario,  ni  en  el  de  24  horas  señalado,  bajo 
apercibimiento  de  rebeldía,  no  puede  conferirse  nuevo  tras- 
lado, y  debe  darse  por  evacuada  el  conferido. 

2o.  No  puede  subrogarse  un  deudor  á  otro  sin  el  consen- 
timiento del  acreedor,  art.  14,  tit.  2,  Sec.  1«,  lib.  2,  Código 
Civil 32 

CAUSA  VII. 

D.  Juan  Giraldes  contra  D«  Petrona  de  Hercadal,  por  cobro 
de  pesos. 

Sutnario.  —  1^.  Un  recurso  de  rescisión  deducido  después 
de  vencido  el  término  que  marca  la  ley,  debe  ser  rechazado. 

2».  Ese  término  empieza  á  contarse  desde  la  publicación 
de  la  sentencia  de  que  se  pide  rescisión. 

3^,  En  las  demandas  en  que  una  de  las  partes  es  argen- 
tina y  la  otra  estranjera,  la  Justicia  Nacional  es  siempre  com- 
petente, cualquiera  que  sea  la  cantidad  que  se  litigue 35 

CAUSA  vm. 

Della  Zoppa  hermanos,  con  el  Fisco,  sobre  revocación  de 
una  resolución  de  Aduana. 

Sumario.  — 1<>.  La  resolución  de  las  diferencias  que  surgen 
entre  los  comerciantes  y  los  vistas  de  la  Aduana,  sobre  aforo 
de  merraderias,  corresponde  según  los  artículos  142,  144  j 
145  de  las  Ordenansas  de  Aduana  de  14  de  Agosto  de  1866, 
á  la  Dirección  General  de  Aduanas. 

2''.  No  habiéndose  creado  aun,  ni  establecido  esta  Direc- 
ción General  de  Aduanas,  el  P.  E.  es  la  única  autoridad  com- 
petente para  resolverlas,  con  arreglo  al  artículo  149  de  Iw 
mismas  Ordenansas 42 

CAUSA  IX. 

D.  José  Lavarello  contra  D.  Tomás  Pietranera  y  D.  Ángel 
Basso,  sobre  liquidación  de  una  sociedad. 
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Páginas 

Sumario.  —  1®.  Todas  las  cuestiones  sociales  que  se  susci- 
ten entre  socios  durante  la  existencia  de  la  sociedad^  su  li- 
quidación ó  partición,  deben  ser  decididas  por  jueces  arbi- 
tradorcs  nombrados  por  las  partes.  (Art.  511  y  1,035  del 
Código  de  Comercio). 

2^.  La  liquidación  social  debe  comprender  el  arreglo  de 
las  cuentas  y  responsabilidades  de  cada  socio  para  con  la 
sociedad 41 

CAUSA  X. 

Los  señores  Roberto  Doudall  y  C*  con  el  Procurador  Fis- 
caly  sobre  revocación  de  una  resolución  de  la  Aduana. 

Sumario.  —  1°.  En  todos  los  casos  de  falsa  manifestación 
hay  infracción  de  las  Ordenanzas  de  la  Aduana,  ya  sea  que 
la  manifestación  proceda  de  error  ó  de  mala  fé. 

V.  En  el  caso  de  error  evidente  é  imposible  de  pasar 
desapercibido,  la  ley  confiere  únicamente  á  los  administra- 
dores la  facultad  de  admitir  este  hecho  como  circunstanda 
atenuante  (art.  1,122)   6  escusante   (art.   1,223). 

3o.  Siendo  los  propósitos  de  esta  ley  que  los  administra- 
dores solos,  quienes  por  su  posición  están  mas  al  cabo  de 
los  antecedentes,  aprecien  las  referidas  circunstancias,  no  es 
admisible  que  sus  resoluciones  á  este  respecto  puedan  ser 
susceptibles  de  una  apelación 50 

CAUSA  XI. 

Los  señores  Forrest  y  C*  contra  el  capitán  del  vapor  c  En- 
tre Ríos  » ,  por  cobro  de  daños  y  perjuicios. 

Sumario. — No  hay  derecho  á  retener  los  fletes  para  res- 
ponder á  los  daños  que  se  pretenden  sufiridos  por  la  carga, 
cuando  el  fletador  no  hace  oposición  al  crédito  de  aquellos, 
y  el  fletaate  no  se  halla  en  el  caso  de  deber  arraigar  el  juicio    54 

CAUSA  XII. 

D.  Ángel  Texo  contra  D.  Carlos  De  Mot  y  D.  Juan  Cnu  Vá- 
rela, sobre  competencia. 

Sumario. — El  conocimiento  de  la  ejecución  de  un  laudo 
sobre  cuestiones  sociales,  seguida  de  común  acuerdo  ante  Ja 
Justicia  Provincial^  debe  continuarse  ante  ella,  aunque  entre 
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PáftDaí 

dichas  cuestiones  se  comprenda  una  referente  á  la  propiedad 
de  un  Tapor •••..     57 

CAUSA  xm. 

D.  Antonio  Lacorte  con  D*.  Mauricia  Abacá  de  Troncóse, 
por  locación  de  obra. 

Sumarlo.  —  1^.  Un  presupuesto  de  obras  con  su  precio  fir- 
mado por  el  locador,  importa  un  principio  de  prueba  por  es- 
crito, que  hace  verosímil  el  convenio  de  locación  de  obras. 

i^.  El  herho  de  haberse  principiado  estas,  sin  nueva 
convención,  supone  que  las  partes  se  han  referido  al  pre- 
supuesto. 

3o.    Las  modificaciones  en  la  ejecución  de  los  trabajos  in- 
sinuadas por  el  dueño  j  aceptadas  por  el  locador  sin  oposi- 
ción alguno  j  sin   prevención  de  que  serian  pagadas  á  roas  , 
del  premio   del   presupuesto,  se   suponen    comprendidas  en 
este  sin  alterarlo 61 

CAUSA  XIV. 

D*.  Griselda  Robledo  con  D.  Ranon  Guzman,  sobre  cobro 
de  pesos. 

Sumario.  —  I®.  La  confesión  de  la  deuda  hace  prueba 
plena  de  ella. 

2«.  No  pueden  hacerse  valer  en  2»  instancia  los  documen* 
tos  que  no  han  sido  presentados  en  la  primera^  sin  haberse 
manifestado  razón  para  no  presentarlos,  teniéndolos  en  su 
poder,  y  sin  que  conste  su  autenticidad. 

3^.  Mucho  mas  cuando  en  ellos  no  ha  tenido  intervención 
la  contraparte 66 

CAUSA    XV. 

D.  Ciríaco  Guevara  contra  D.  Juan  Fourcand,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario.  ^E\  comisionado  de  hacer  cobrar  un  crédito  del 
Gobierno  Nacional,  debe  satisfacer  su  importe  al  comitente, 
demostrándose  que  el  crédito  fué  pagado 7i 

CAUSA   XVL 

Don  Arturo  Amiguet,  contra  Don  Luis  M.  Saavedra,  sobre,  rei-- 
vindicación  de  un  caballo. 


*t 
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Sumario.  —  1»  Los  Juzgados  de  Sección  son  competentes 
j[>ara  conocer  de  demandas  en  que  una  de  las  partes  es  argen- 
tino y  la  otra  extrangero. 

2o  El  dueño  de  un  caballo  que  se  encuentra  en  poder  de 
otro  tiene  derecho  para  reinvindicarlo  toda  vez  que  no  conste 
que  salió  de  su  propiedad  por  alguna  cosa  legal. 

3o  En  causas  de  menor  cuantía  es  admitida  la  prueba  tes- 
timonial.. 

4®  Para  cobrar  la  compra-venta  en  el  caso  del  número 
anterior  se  necesitan  cuando  menos  dos  testigos  hábiles  que 
declaren  constarles  de  ciencia  propia  el  convenio  de  transferencia 
de  la  cosa  por  un  precio  cierto. 

5»  El  dueño  de  una  cosa  tiene  derecho  para  ser  indemniza- 
do de  los  daños  y  perjuicios  que  le  irrogue  la  retención  por 
otro. 

6«  Es  una  estimación  moderada  de  los  daños  y  perjuicios, 
el  interés  del  valor  de  la   cosa. 

7*  En  este  caso  el  precio  puede  ser  determinado  por  el  ju- 
ramento del  dueño  de  la  cosa  demandada 76 

CAUSA  XVU. 

P.  Carlos  Justo  contra  D.  Antonio  Serra  y  D.  Juan  Gaber- 
nf'U  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  El  auto  de  prueba  no  es  apelable^  sea  que  se 
haya  dictado  á  solicitud  de  parte,  ó  que  haya  sido  dictado  de 
oficio 88 

CAUSA  xvin. 

Don  Agustin  Rios  con  Doña  Teodora  Iseas  y  D.  Luis  Scriba- 
ni,  sobre  propiedad  de  una  finca.  —  Incidente  sobre  notificación 
al  escribano  D.  José  V.  Cabral. 

Sumario,  —  No  puede  notificarse  una  sentencia  á  quien  no 
ha  sido  parte  ni  tenido  intervención  en  el  juicio 90 

CAUSA  XIX. 

Con  Jatínto  Febrés  de  Rovira  con  la  municipalidad  de  la 
Ciudad  de  Buenos  Aires,  sobre  despojo.  ' 
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Sumario,  —  No  mejorándose  la  apelación  en  el  término  del 
emplazamiento^  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera 
rebeldía  que  acuse  el  apelado 93 

CAUSA  XX. 

Los  consignatarios  de  la  barca  francesa  «c  Ville  de  Lille » 
con  el  Dr.  D.  Eduardo  Costa,  sobre  estadías. 

Sumario.  —  1^  La  escepcion  de  fuerza  mayor  no  es  admisible 
cuando  esta  acaece  después  de  haber  caido  en  mora  el  de- 
mandado. 

Í9  Caido  en  mora  el  fletador  de  un  buque  por  su  sola  culpa, 
está  en  la  obligación  de  pagar  al  capitán  los  gastos  que  se  hu- 
bieren originado  al  buque 94 

CAUSA  XXL 

Los  Señores  Pini  Hermanos  y  C<^.  con  D.  Helville  Bagley  — 
sobre  competencia. 

Sumario,  —  !<>  La  Justicia  Nacional  no  es  competente  para 
los  casos  que  ninguna  Ley  Nacional  clasiflque  como  delitos. 

2^  No  es  admisible  acción  alguna  relativa  4  clasificación  de 
patente  de  invención  sino  se  acompaña  esta 103 

CAUSA    XXU. 

Don  Nicolás  Artigas  con  D.  Miguel  Moragas,  sobre  nulidad 
de  un  contrato. 

Sumario.  —  No  mejorándose  la  apelación  en  el  término  del 
emplazamiento,  se  dedara  desierto  el  recutso  á  la  primera 
rebeldía  que  acuse  el  apelado 405 

CAUSA  xxin. 

Don  Agustín  Justo  con  Don  Simón  Filíppi,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario.  —  i^  El  capitán  que  ha  recibido  del  dueño  del 
buque  una  «cantidad  de  dinero  para  emplearla  en  determinados 
objetos  para  el  buque,  está  obligado  á  rendir  cuenta  de  su 
gestión  al  referido  dueño,  y  á  devolver  la  cantidad  cuya  inversión 
no  se  justifica. 

V  Partiendo  un  buque  de  un  puerto  intermedio  por  orden  de 
su  dueño  ó  del  representante  de  este  durante  la  lejitima  ausen- 
cia del  capitán,  debe  considerarse  á  este  como  despedido  sin 
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justa  causa,  y  por  lo  tanto  con  derecho  á  que  se  le  abonen  sus 
sueldos  j  gastos  de  viaje  hasta  su  regreso  al  punto  de  partida, 
los  que  no  estando  justificados  deben  estimarse  prudenciaímente.  107 

CAUSA  XXIY, 

fion  José  Manuel  Estrada  con  la  Municipalidad  de  Buenos 
Aires^  sabré  competencia. 

Sumario.  —  1<>  No  puede  recurrirse  de  las  sentencias  del  Su- 
perior Tribunal  de  Justicia  de  las  Provincias  ante  la  Suprema 
Corte,  sino  en  los  casos  enumerados  por  el  art.  14  de  la  ley 
de  14  de  Setiembre  de  1863  sobre  jurisdicción  y  competencia 
40  los  Tribunales  Nacionales. 

2<>  No  está  comprendido  en  estos  el  de  una  sentencia  deci- 
diendo sobre  competencia  de  dos  autoridades  provinciales  en  la 
delineacion  y  apertura  de  calles  públicas,  y  no  siendo  definitiva 
la  resolución  de  la  autoridad  declarada  competente 115 

CAUSA    XXV. 

D.  Estanislao  de  la  Reta  contra  D.  Antero  Barriga,  sobre  cum- 
plimiento de  contrato. 

Sumario.  —  1®  El  juicio  declarativo  de  quiebra  en  país  extran- 
gero,  no  puede  cumplirse  en  la  República  en  perjuicio  de  ter- 
ceros, contra  los  cuales  no  tiene  la  autoridad  de  cosa  juzgada. 

V  Djscaido  el  demandado  del  derecho  de  contestar  la  deman- 
da, el  actor  obtiene  1q  que  pide  si  fuera  justo  y  para  hacer 
coi^star  esta  justicia  el  juez  está  autorizado  por  los  art.  185 
y  186  de  la  ley  de  enjuiciamiento  para  recibirla  causa  á  prueba. 

3<>  La  parte  que  ha  consentido  el  auto  de  prueba  y  aprovecha- 
do su  término,  no  puede  sostener  que  el  juez  no  tenia  derecho 
á  dictarlo. 

4<»  El  simple  certificado  de  un  escribano  declarando  haberse 
tomado  razón  de  uña  hipoteca,  no  es  prueba  suficiente  del 
carácter  hipotecario  de  la  escritura  relativa,  m&xime,  cuando 
fjeilten  en  ella  la  constancia  de  su  registro,  y  la  determinación 
de  los  limites  y  linderos  de  la  finca  que  se  dice  hipotecada. 

5o  No  es  válida  contra  los  terceros  la  toma  de  razón  de  hi- 
poteca, verificada  después  que  el  fundo,  que  se  persigue  como 
hipotecario,  salió  del  poder  del  deudor 1 18 
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Páginas 

Doña  Pilar  Lobo  de  Arrieta  contra  D.  Augusto  Liebe,  sobre 
desalojo. 

Sumario.  —  El  fallecimiento  de  uno  de  los  socios  es  causa 
de  disolución  del  contrato  de  sociedad 126 

CAUSA  xxvn. 

Don  Juan  Van  Deurs  con  D.  Carlos  Villamonte,  sobre  arbitra- 
miento. —  Recurso  de  queja. 

Sumario.^  Con  documentos  simples  no  reconocidos  en  juicio, 
no  se  puede  interponer  compensación  en  un  juicio  ejecutivo.. .  129 

CAUSA  xxvm. 

El  Banco  de  Mendoza  contra  el  Banco  c  La  Union  de  Casas, 
Raffo  7  C*,  •  sobre  entrega  de  una  cantidad  de  dinero. 

Sumario.  —  í^  En  la  obligación  alternativa  de  pagar  plata  bo- 
liviana ó  su  equivalente  en  moneda  de  ley,  por  plata  boli- 
viana debe  entenderse  aquella  especie  de  esta  moneda  que  es 
consentida  generalmente  por  los  usos  del  comercio  y  tiene 
un  valor  estable. 

2o  La  moneda  boliviana  conocida  con  el  nombre  de  Melgarejos 
no  es  consentida  por  los  usos  del  comercio,  ni  tiene  valor  esta- 
ble. 

3^  El  interés  que  debe  pagar  el  deudor  moroso  es  él  que 
cobran  los  Bancos  Públicos  del  lugar « 132 

CAUSA   XXIX. 

Criminal,  contra  Severo  Blanco,  por  rebelión. 

SumariOé  —  í^  El  hecho  de  regresar  un  individn»  á  su 
casa^  en  un  Departamento  ocupado  por  la  rebelión,  cediendo 
á  las  instancias  de  la  familia  para  protejerla  contra  las  viden- 
cias y  depredaciones  de  los  rebldes^  organizar  á  sus  eapensas 
una  partida  de  voluntarios  con  el  propósito  de  protejer  el  De- 
partamento, usar  de  su  influencia  con  los  rebeldes  para  hacer 
devolver  especies  tomadas  por  ellos ,  y  tomar  sumas  prestadas 
para  dar  í  los  rebeldes,  á  fin  de  evitar  saqueos  y  exacciones, 
no  son  hechos  que  constituyen  el  delito  de  rebelión. 

2<»  No  puede  imponerse  pena,  sin6  con  pruebas  claras  como 
la  luz. 
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3**  Es  tachable,  y  por  consigiente  debe  ser  rechazada,  la  de- 
claración de  uQ  eaemigo  capital  del  acusado ¿ 137 

CAUSA  XXX. 

Don  Manuel  Costas,  contra  Don  Darío  Fernandez,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario.-'  i»  Ningún  servicio  se  supone  prestado  gratuita- 
mente mientras  no.se  pruébelo  contrarío. 

2o  La  falta  de  patente  de  fonda  no  influye  para  que  los  que 
concurren  á  comer  en  una  casa  se  consideren  desobligados  de 
pagar  lo  que  consumen. 

3^  No  habiéndose  hecho  en  la  contestación  objeción  alguna 
respecto  de  las  partidas  de  una  cuenta,  que  funda  la  demanda, 
debe  esta  repntarsé  exacta. 

4o  Solo  puede  el  juez  moderar  el  quantum  en  la  parte  que 
creyere  exagerada 145 

CAUSA  XXXI. 

D.  Teodoro  Shoders,  contra  D.  Ricardo  Yaldez,  sobre  cum- 
plimiento de  un  contrato. 

Sumario,  —  1®  Las  excepciones  opuestas  á  una  demanda  de- 
ben ser  probadas  por  el  demandado. 

2o  Los  testigos  que  declaren  de  ciencia  propia  son  mas  fide- 
dignos qué  los  que  lo  hacen  por  referencias. 

3o  Los  testigos  presentados  por  las  dos  partes  no  pueden  ser 
tachados. 

4o  Sus  tachas  para  ser  admhidas  deben  probarse  en  el  término 
de  la  prueba. 

5o  El  autor  de  un  despojo  está  obligado  á  restituir  la  cosa 
despojada  y  pagar  daños  y  peijuicios. 

6o  Cuando  no  es  posible  constatar  la  identidad  de  la  cosa, 
debe  restituir  al  valor  que  tenia 150 

CAUSA  xxxn. 

Los  Señores  D.  Alejandro  Roca  y  Hermanos,  contra  D.  Fe- 
lipe Recalde.—  Sobre  competencia. 

Sumario.  —  lo  Los  jueces  federales  son  competentes  en  las 
causas  que  versen  sobre  negocios  particulares  de  un  cónsul  ex- 
trangero. 
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2o  Sometido  un  acto  desde  el  principio  á  la  jorísdiccion  fe- 
deral por  consentimiento  de  las  partes,  el  hecho  personal  de 
ana  sola  no  es  bastante  para  cambiar  la  jarisdiccion  reciproca* 
mente  aceptada «^ 16i 

CAUSA  XXXIII. 

Don  Juan  Martin  Nuñez,  contra  Don  Antonio  Harechal^  sobre 
daños  7  perjuicios. 

Sumario.  —  i^  No  puede  decirse  probado  un  contrato  de 
venta  por  cartas  de  un  socio  declarando  haber  comprado^  si 
resulta  haberse  prevenido  por  este  socio  al  vendedor  qae  era 
necesario  terminar  el  contrato  con  su  consocio  y  no  se  pre- 
senta prueba,  en  que  conste  el  consentimiento  de  éste  en  el 
mismo. 

i*  Para  que  el  vendedor  pueda  usar  de  las  acciones  que  le 
acuerda  el  art.  535  del  Cód.  de  Com.  contra  el  comprador  mo- 
roso ó  que  sé  niega  á  cumplir  lo  pactado,  es  necesario  que 
cumpla  con  lo  que  prescribe  el  mismo  artículo  respecto  del  de- 
pósito é  interpelación  judicial. 

3^  Dísuelta  una  sociedad,  no  puede  hacerse  por  uno  de  los 
socios  nada  de  nuevo,  que  altere  el  estado  de  las  cosas  y  com- 
prometa la  responsabilidad  de  los  demás  socios 166 

CAUSA  XXXIV. 

D.  Bonifacio  Minos,  contra  D.   Juan  Bernis^  sobre  restitución  - 
de  un  depósito. 

Sumario.  —  1®  Aun  cuando  el  contrato  de  depósito  no  puede 
probarse  por  testigos^  cuando  excede  de  doscientos  pesos  fuer- 
tes ;  sin  embargo  la  prueba  será  completa  si  concurre  la  confe- 
sión del  depositario, 

2o  El  contrato  de  depósito  no  está  subordinado  á  forma  alga- 
na  particular  y  se  considera  consumado  en  el  hecho  de  estar 
en  poder  del  depositario  la  cosa  del  deponente. 

3o  El  consentimiento,  en  los  casos  en  que  no  se  requiere  una 
voluntad  espresa,  puede  manifestarse  por  hechos. 

4<>  Son  hechos  de  esta  naturaleza  en  el  contrato  de  depósi- 
to, el  permitir  dejar  la  cosa  en  casa  del  depositario  y  trasladarla 
después  á  su  habitación  para  mayor  seguridad. 
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b^  El  depositario  debe  poner  en  el  cuidado  de  las  cosas  depo- 
sitadas el  mismo  cuidado  que  en  las  suyas  propias ;  y  no  res- 
ponde del  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor  sino  cuando  estos 
acaecen   por   su  culpa. 

6o  La  prueba  del  caso  fortuito  ó  de  la  fuerza  mayor  y  de  la 
inculpabilidad  corresponde  ai  depositario. 

7»  Mucho  mas  cuando  del  proceso  resultan  presunciones  de 
que  el  depositario  hurtó  el  depósito. 

8^  El  que  demanda  arca  cerrada  ó  cellada,  no  está  obligado 
á  probar  la  cantidad  ó  cosa  que  ccmtenia,  en  caso  de  haber 
sido  abierta  por  el  depositario  ó  por  su  culpa,  debiendo  estarse 
entonces  ala  manirestacion  jurada  que  haga  el  deponente 175 

CAUSA  XXXV. 

Criminal,  contra  Luis  Basso  y  Mariana  Podestá,  por  hurto  á  bordo. 

Sumario,  — 1<>  La  circunstancia  de  haberse  encontrado  en 
poder  del  acusado  la  mayor  parte  de  los  objetos  hurtados,  sin 
que  pueda  dar  una  esplicacion  satisfactoria  de  la  procedencia, 
establece  prueba  completa  de  ser  aquel  el  autor  del  hurto. 

2o  El  hurto  á  bordo  cometido  con  premeditación  y  efrac- 
cion,  puede  ser  penado  con  cuatro  años  de  trabajos  forzados.  187 

CAUSA  XXXVL 

D.  Adolfo  Modet  con  D.  José  Flotard  capitán  del  buque 
cGeorge  et  Mathilde»,  sobre  cobro  de  flete  é  indemnización 
de.  daños  y  perjuicios. 

Sumario.  —  1®  El  contrato  de  fletamento  de  un  buque  debe 
probarse  por  escrito. 

^  Igual  prueba  debe  existir  para  acreditar  el  convenio  de 
cambio  de  ruta. 

3®  Cuando  los  efectos  cargados  han  sido  entregados  bajo  la 
cláusula  de  ignorarse  peso  y  contenido,  el  capitán  no  está  obli- 
gado á  entregar  en  el  puerto  de  descarga,  sino  los  efectos  que 
se  encontraren  en  el  buque,  á  no  ser  que  se  probare  falta  ó 
rotura  de  efectos  por  culpa  del  capitán  ó  de  la  tripulación. 

4o  El  cargador  que  recibe  los  efectos  cargados  sin  embar- 
go de  haber  sido  prevenido  de  que  babia  faltas  ó  roturas,  y 
no  pide  el  examen  judicial  de  los  efectos  en  las  48  horas 
después  de  la  descarga,  pierde  el  ¡derecho  á  todo  reclamo. .  191 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  475 

CAUSA   XXXVU. 

Páginas 

D.  Mariano  Puig,  con  D.  Pedro  del  Carril,  sobre  exhibición 
de  uDos  títulos. 

Sumario.  —  i^  El  articulo  55  de  la  ley  de  procedimientos 
no  autoriza  á  pedir  la  exhibición  de  títulos  de  propiedad  para 
fundar  en  ellos  una  demanda. 

2<>  El  Juez  no  puede  ordenar  de  oficio  una  diligencia  no  pe- 
dida por  la  parte  antes  de  entablar  demanda 200 

CAUSA  XXXVIIl. 

D.  Jacinto  Castro,  contra  D.  José  Alciaturi,  j  el  gerente 
del  Banco  de  Montevideo,  sobre  cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Sumario.  —  i^  Los  Tribunales  Nacionales  son  competentes 
en  el  conocimiento  de  un  incidente  cuyo  principal  corresponde 
á  su  jurisdicción. 

2<»  No  habiendo  declaración  de  quiebra,  no  puede  aplicarse 
la  disposición  del  artículo  1531  del  Código  de  Comercio,  res- 
pecto de  la  preferencia  de  los  acreedores  residentes  en  el  Es- 
tado, sobre  los  acreedores  estraujeros. 

3^  El  reconocimiento  de  la  firma  de  un  documento  privado 
no  prueba  la  verdad  de  su  fecha  respecto  á  terceros,  aun  en  ma- 
teria comercial,  cuando  no  haya  el  medio  particular  de  asegurar 
la  verdadera  fecha  con  la  mención  qae  se  haga  del  documento 
en  los  libros  debidamente  tenidos 

4®  La  compra-venta  de  títulos  de  la  deuda  Nacional  no  es'un  acto 
de  comercio,  máxime  cuando  los  contrayentes  no  son  comercian- 
tes, como  son  un  rentista  y  un  transeúnte,  y  cuando  no  conste 
haberse  celebrado  la  compra-venta  con  la  mira  de  especular. 

5<»  La  cláusula  de  afectarse  al  pago  de  una  deuda  los  fondos 
depositados  en  poder  de  un  tercero,  no  puede  considerarse 
ni  como  hipoteca,  porque  esta  no  puede  constituirse  siné  sobre 
bienes  inmuebles^  ni  como  prenda  cuando  no  se  entreguen  los 
títulos  al  acreedor,  y  no  se  notifique  la  celebración  del  relativo 
contrato  al  depositario. 

6°  En  el  caso  de  dos  embargos  sucesivos  debe  respetarse  el 
primero  á  preferencia  del  segundo,  cuando  el  acreedor  á  cuya 
solicitud  se  ha  trabado  el  segundo  no  tiene  un  privilegio  espe- 
cial sobre  los  fondos  embargados. 
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70  A  las  luces  y  prudencia  de  los  jueces  está  confiada  la  apre- 
ciación de  las  presunciones  no  establecidas  por  la  ley 205 

CAUSA  XXXIX. 

Don  José  Viñas^  contra  Don  Agustín  Basso,  sobre  cumplimien- 
to de  un  contrato  de  fletamento. 

Sumario. — i^  Si  bien  el  articulo  10  de  la  Ley  de  Procedi* 
miento  impone  al  actor  la  obligación  de  producir  con  su  de- 
manda las  escrituras  y  documentos  que  justifiquen  su  derecho, 
dicha  obligación  no  es  tal  que  su  omisión  autorice  al  demandado 
para  rehusarse  á  contestar  la,  demanda,  formando  articulo  de 
previo  pronunciamiento. 

Í9  El  Código  de  Comercio  no  legisla  sobre  procedimientos,  ni 
la  disposición  del  art.  1211  puede  fundar  una  escepcion  dila- 
toria 

3^  En  un  contrato  de  fletamento,  al  que  se  dice  dueño  de  la 
carga  y  que  contrató  con  el  Capitán,  no  puede  desconocérsele 

la  personería  legítima  para  litigar  con  este 21^ 

CAUSA  XL. 

Doña  Clemencia  Perora,  contra  D.  Eugenio  Aldas,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario.  —  i»  Declarado  en  rebeldía  el  demandado,  el  actor 
debe  obtener  lo  que  pidiera  siendo  justo. 

2o  Es  justo  que  ano  pague  lo  que  debe,  constante  en  escritu- 
ra pública. 

3<>  Habiendo  mora  en  el  cumplimiento  de  una  obligación,  el 
deudor  debe  abonar  los  intereses  moratorios. 

i^  Obligándose  el  deudor  á  pagar  la  deuda  y  sus  intereses 
cuando  mejore  Je  fortuna,  es  obligación  del  acreedor  para  cobrar 
intereses  anteriores  á  la  demanda,  acreditar  que  antes  de  ella  se 
cumplió  la  condición 224 

CAUSA  XLI. 

D.  Joaquín  Lecube,  contra  D.  loan  del  Campo,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumaria.  —  1^  Para  proeedorse  ejecutivamente,  ea  necesario 
que  sa  d^ernaade,  con  un  instrumento  que  tmiga  a|Mrejada  eje- 
cución, ttva  cantidad  liquida  ó  cuya  base  de  liquidación  exista 
en  el  titulo  de  obligación. 
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io  {jn  documento  por  el  cual  un  comerciante  se  obliga  á  pa- 
gar á  un  acreedor  el  saldo  que  resulte,  de  lo  que  este  perciba 
del  concurso»  no  tiene  base  suficiente  de  liquidación 229 

CAUSA  XLII. 

Los  Sres.  Rocca  y  C,  contra  D..  Felipe  Recaído,  por  cobro  de 
una  letra  de  cambio. 

iStimar to. «— En  el  juicio  ejecutivo  el  auto  de  embargo  es  ina- 
pelable  235 

CAUSA  XLUI. 

D.  Nicolás  Cerruti,  contra  la  Sociedad  italiana  de  Mutuos  Se- 
guros Fluviales,  sobre  cobro  de  seguro. 

Sumarte.  —  1^  La  competencia  del  juez  no  excluye  la  de  ju- 
risdicción arbitral,  sea  que  esta  provenga  de  la  ley,  sea  que 
nazca  de  la  convención  de  las  partes;  porque  en  uno  y  otro 
caso  debe  haber  un  juez  competente  para  compeler  á  las  partes 
á  acatar  y  ejecutar  lo  que  la  ley,  ó  ellos  mismos  hubiesen  pros- 
cripto. 

2»  Los  estatutos  de  una  Sociedad  son  una  ley  para  los  socios 
y  deben  interpretarse  sus  cláusulas  en  el  sentido  del  cual  re- 
sulta la  eficacia  de  los  mismos 236 

CAUSA  XUV. 

D.  Vicente  Casares  é  hijo,  contra  D.  Juan  Shaw,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario.  —  No  es  justo  que  una  medida  escepcional,  adop- 
tada para  un  estado  de  rasos  estraordinarios,  ne  aplique  cuando 
este  estado  de  cosas  haya  dejado  de  existir  ;  y  por  consiguiente 
la  tarifa  doble  de  lanchage  que  se  convino  por  la  descarga  de 
los  buques  en  el  tiempo  de  la  epidemia  en  que  estuvo  cerrada 
la  Aduana,  no  puede  cobrarse  en  el  caso  de  una  descarga  efec- 
tuada varias  dias  después  de  puesta  de  nuevo  en  servicio  la 
Aduana '. 2il 

CAUSA  XLV. 

Don  José  Maranga  con  Don  José  Badaraco,  sobre  entrega  de 
un  buque  tendido. 

Sumario.  —  1^  Comprado  un  boque  con  la  condición  de  im- 
putarse su  precio  en  la  cuenta  corriente  del  vendedor  con  el 
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comprador^  no  puede  aquel  exigir  que  su  precio  se  le  abone 
de  contado. 

2"*  Mucho  menos  cuando  hay  litis-pendencia  sobre  dicha 
cuenta  corriente,  y  el  comprador  ofrece  fianza  por  el  valor  del 
buque 247 

CAUSA  XLVI. 

Don  Constancio  Rinaldi,  contra  D.  José  M'  González,  por 
cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  1^  La  demanda  debe  contener  la  cosa  ó  cantidad 
demandada. 

if*  No  se  llena  este  requisito  diciendo  que  ella  puede  ser 
determinada  por  peritos,  y  menos  cuando  se  veconoce  haberse 
recibido  cantidades  k  cuenta  sin  determinar  su  monto. 

3*  Una  demanda,  en  esos  términos  es  defectuosa  y  el  deman- 
dado no  está  obligado  á  contestarla 258 

CAUSA  XLVn. 

La  Municipalidad  de  San  Martin,  contra  Francisco  Fríoni,  por 
cobro  de  impuestos. 

Swnario.  — 1<»  El  recurso  de  nulidad  debe  interponerse  con- 
juntamente con  el  de  apelación. 

2<»  No  es  admisible  el  recurso  de  apelación  en  las  causas  de 
menor  cuantía 257 

CAUSA  XLVffl. 

Stephens  y  Vonwiller,  contra  Giró  y  Dermit,  por  cobro  eje- 
cutivo de  pesos. 

Sumario.  —  1°  Un  contrato  para  hacer  reparaciones  y  com- 
posturas en  un  buque  es  una  locación  de  servicio. 

2*  £1  que  encarga  una  obra  para  la  que  el  obrero  debe 
poner  los  materiales^  puede  á  su  arbitrio  rescindir  el  contrato, 
aunque  la  obra  esté  ya  empezada  á  ejecutar. 

3o  Un  contrato  rescindido  no  es  titulo  hábil  para  ejecutar, 
ni  puede  dar  lugar  á  otras  acciones  que  para  reclamar  todos 
los  gastos  y  trabajos  y  lo  que  hubiese  podido  ganatse  en  la 
obra • 259 
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Don  Juan  José  Rodríguez,  contra  D.  Fabián  Correa,  sobre 
tercería  de  mejor  derecho. 

Sumario,  —  La  tercería  de  mejor  derecho  no  procede  en  el  ' 
caso  de  haber  sido  ya  pagado  el  acreedor  ejecutante  y  sancio- 
nado este  pago  por  auto  ejecutoriado * 269 

CAUSA  L. 

D.  Antonio  López  y  compañía,  contra  D.  Bernardo  Delñno  y 
compañía,  sobre  ejecución  de  una  sentencia. 

Sumario, — La  sentencia  no  haciendo  lugar  al  pago  de  fletes 
no  puede  entenderse  que  haya  rechazado  también  el  pago  de 
los  demás  gastos,  cuyo  cobro  se  pidió  junto  con  los  fletes 272 

CAUSA   LI. 

Criminal,  contra  D.  Antonio  Lavezzarí,  por  cobro  de  pesos 
procedentes  de  derechos  de  aduana  y  sustracción  de  documen-» 
tos  públicos. 

Sumario.  —  El  delito  de  sustracción  de  documentes,  definido 
por  el  art.  54  de  la  ley  nacional  penal,  es  el  que  se  refiere 
á  los  actos  de  los  archivos,  oficinas  ó  depósitos  públicos,  y  no 
á  los  que  se  entregan  por  estas  mismas  oficinas  á  los  particu- 
lares  275 

CAUSA   LII. 

Criminal,  de  falsedad  entre  Don  Ezeqoiel  N.  Paz  y  Don  Juan 
liisso,  escribano  del  juzgado  nacional  de  la  sección  civil. 

Sumario,  —  El  dictamen  fiscal  pidiendo  la  instrucción  de  un 
sumario  no  hace  parte  de  este,  y  su  comunicación  no  importa 
la  violación  del  secreto  del  mismo 281 

CAUSA  LIIL 

El  Fisco  Nacional  contra  D.  Esteban  Spinetto^  por  cobro  de 
derechos  de  Aduana. 

>  Sumario,  —  i^  Los  manifiestos  parciales  no  bastan  por  sí 
solos  para  conocer  la  forma  en  que  se  ha  verificado  el  des- 
pacho y  en  que  han  debido  ser  pagados  los  derechos  corres- 
pondientes k  las  mercaderías  despachadas. 

33. 
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2o  Los  parciales  no  traen  por  consiguiente  aparejada  ejecu- 
ción contra  el  comerciante  que  ios  firma. 284 

CAUSA  LIV. 

El  Fiaco  contra  los  Señoras  Aosell  y  Anclerson,  por  dere- 
chos de  Aduana. 

.Sumaríp.  —  1^  Las  fianzas  que  es  necesario  dar  en  los  mani- 
fiestos de  la  Aduana  por  todas  las  introducciones  á  plaza, 
deben  ser  de  mancomún  eí  in  soUiwn  á  fin  de  poderse  gozar 
del  plazo  para  el  pago  de  los  derechos. 

if*  La  solidaridad  entre  los  deudores,  ,es  la  obligación  impuesta 
á  cada  uno  de  ellos  de  pulgar  por  todos,  la  cosa  que  deben  en 
eomuQ,  con  facultad  de  oponer  todas  las  escepciones  que  re- 
sulten de  la  naturaleza  dp  la  obligación  y  las  que  le  sean  per- 
sonales, «si  como  Ias  comunes  á  los  demás  deudores 288 

CAUSA  LV. 

Don  Manael  Oeampo,  contra  el  Fisco  Nacional,  por  cobro  de 
pesos,  sobre  término  probatorio. 

Sumario.  —  i^  £1  auto  con  que  se  abre  de  oficio  un  MMro 
término  de  prueba,  no  es  de  los  que  autoriza  la  ley  de  procedi- 
mientos en  mx  art.  16,  para  mejor  proveer,  y  es  apelable. 

2*>  Si  térmiso  de  prueba  señalado  por  la  ley  nacional  de 
proceáiiiáeatos  es  pereniorio,  y  las  partes  deben  presentar  den- 
tro de  él  y  no  después,  las  pruebas  ^ne  convengan  á  su  dere- 
-cho,  salve  las  de  posiciones. 

3^  El  abrir  un  nuevo  término  de  prueba  equivale  á  otorgar 
de  ofeM  lestit^óon  del  técmino  probatorio,  lo  que  es  absoitt- 
iamente  prohibido  por  la  ley  actual. « 292 

CAUSA  LVI. 

)).  Felipe  Bernan,  Norte-americano,  contra  el  vicario  Forá- 
neo de  Tucuman,  sobre  venta  de  nn  terreno. 

Sumario.  —  Los  bienes  tecriloriales  dedicados  á  capellenias 
ú  obras  pias  no  salen  del  fuero  común,  y  los  prelados  son  pa- 
tronos ó  administradores  de  las  capellanías,  pero  no  jueces  de 
los  pleitos  que  se  originen  sobre  sus  fondos  6  rentas 299 

CAUSA  LVIL 

D.  Jalio  H.  lonas  contra  la  sucesión  de  D.  Juan  Parodini, 
por  cobro  ejecutivo  de  pesos;  sobre  competencia» 
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Súmári0.  —  El  auto  qde  liiandá  sasjpeilder  ios  procedimien- 
tos f(xr  estar  pendiente  una  cuestión  sobre  competencia^  es  me- 
ramente interloentorio  é  iiiápelable ...••.•.¿...  3QÚ 

CAUSA  LVffl. 

Sthepheñs  j  Yonwiller  contra  Giró  y  Dermit,  por  cobro  dé 
daños  y  perjuicios. 

Sumario.  —  !<>  Con  prueba  fehaciente  puede  exigirse  el 
arraigo  del  juicio  al  entablar  la  demanda. 

2°  Entablándose  juicio  ordinario  á  consecuencia  dé  una  eje- 
cución rechazada  en  segunda  instancia,  puede  el  Juez  de  Sec- 
ción, á  solicitud  de  parte,  mantener  el  embargo^  sin  que  esto 
importe  violar  la  cosa  juzgada. 

3»  Son  privilejiadas  las  deudas  por  reparaciones  dé  un 
buque. 

4®  Por  deudas  privilejiadas  puede  ser  embargado  un  buque, 
después  de  intentada  la  acción  competente. 

5»  En  el  juicio  ejecutivo,  solo  cuando  la  sentencia  és  con- 
firmatoria debe  contener  condenación  en  costas. ........     ...  306 

CAUSA  LiX. 

Caries  j.  Guerrero  y  C*  contra  Fusoni  Hnos.  y  Haveroff,  poi* 
cobro  de  pesos. 

Sumario.  ^^í^  En  el  contrato  de  trasporté  de  mercaderías, 
siendo  estas  recibidas  por  el  dueño  sin  protesto  alguno,  hay  la 
presunción  de  qué  él  porteador  cumplió  sus  obligaciones  de  tal. 

Í9  El  reclamo  por  detrimento  ó  averia  en  las  mercaderías 
porteadas  no  puede  ser  deducido^  trascurridas  veinte  y  cuatro 
horas  después  de  su  recibo. 

3»  El  reclamo  dentro  de  las  Veinte  y  cuatro  horas  debe 
^er  judicial. 

4<>  Mucho  mas  si  privadamente  ese  rechazado  és  reclamado 
por  el  empresario  de  trasportes. 

5o  Las  mercaderías  sobre  que  se  reclama  deben  ser  depo- 
sitadas en  almacén  seguro 3l0 

CAUSA  LX. 

i).  Antero  Barriga,  contra  los  herederos  de  Da.  Josefa  Lentos 
sobre  reivindicación  —  Incidente  sobre  competencia^ 
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Sumario.  —-  i^  Pendiente  un  jaicio  de  deslinde  ante  la  juris- 
dicción provincial,  no  puede  entablarse  ante  la  nacional  acción 
reivindica toria  sobre  uno  de  los  fundos  á  deslindarse. 

2o  Iniciado  un  juicio  posesorio  no  puede  intentarse  el  peti- 
torio antes  que  aquella  instancia  haya  terminado. 

3®  Radicado  un  juicio  ante  los  tribunales  de  Provincia  debe 
sentenciarse  y  fenecer  en  la  jurisdicción  provincial. 

A9  Para  surtir  el  fuero  nacional  por  razón  de  las  personas, 
es  necesario  que  el  derecho  disputado  haya  correspondido 
(«riginariamente  y  no  por  sesión  ó  mandato  á  personas  respec- 
tivamente sujetas  á  la  jurisdicción  nacional 315 

CAUSA  LXI. 

Rocco  Piaggio  é  hijos,  contra  Ceresetto  hermanos  y  compa- 
,  ftia,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  \^  Cuando  los  gastos  de  desembarque  no  han  sido 
determinados  de  antemano^  debe  abonarse  con  arreglo  á  lo 
que  se  acostumbra  pagar  en  el  puerto  de  la  descarga. 

2o  En  el  puerto  de  Buenos  Aires,  en  que  por  regla 
general  se  hace  la  descarga  en  lanchas  y  carros,  es  costum- 
bre abonar  el  carretage  aun  cuando  no  se  empleen  carros, 
como  una  indemnización  al  mayor  tiempo  empleado  y  al  peli- 
gro que  corren  las  lanchas  de  quedar  baradas  atracando  al 
muelle 318 

CAUSA  LXII. 

D.  Pedro  Carlos  Raymond,  vice-Cónsul  de  Francia  en  Men- 
doza, contra  el  Sub-delegado  D.  Javier  Molina,  sobre  despojo. 
—  Incidente  sobre  competencia. 

Sumario.  —  1^  Los  Jueces  Nacionales  no  son  por  la  ley 
Jueces  de  residencia  de  los  de  las  Provincias. 

9*  No  pueden,  por  consiguiente,  llevarlos  á  sus  estrados  para 
que  den  cuenta  de  sus  juicios  y  de  la  manera  como  resuelven 
las  caus9s  de  su .  competencia 326 

CAUSA  LXIIL 

D.  Eugenio  Bustos,  con  D.  Claudio  Manterola,  sobre  liqui- 
dación de  daños  y  perjuicios  y  compensación. 
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Sumario.  —  Las  liquidaciones  hechas  cod  arreglo  á  senten- 
cias ejecutoriadas  deben  ser  aprobadas 330 

CAUSA   LXIV. 

El  patrón  de  la  goleta  c  Catalana,  »  contra  D.  Ascencio 
Barcos^  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  i^  Para  determinar  en  los  contratos  de  fleta- 
mentos  las  obligaciones  del  fletante  y  fletador^  debe  estarse 
ante  todo  á  las  cláusulas  del  conocimiento. 

2o  Habiéndose  ajustado  el  flete  á  tanto  por  bulto  gano  pues- 
to en  la  lancha  por  el  capitán,  debe  deducirse  que  era  en  la 
lancha  donde  la  carga  debia  ser  recibida  y  donde  debía  ínspec* 
cionarse  para  aerificar  el  estada  en  que  se  entregaba. 

3<>  Es  regla  de  interpretación  que  en  el  silencio  de  los  con- 
tratantes respecto  de  alguna  circunstancia  relativa  al  cumpli- 
miento del  contrato,  debe  entenderse  que  han  queriio  sugetarse 
á  lo  que  es  de  costumbre  en^  el  lugar  de  la  ejecución. 

io  El  consignatario  de  la  cai^  no  puede  ser  condenado  á 
pagar  estadias  no  justificadas  debidamente  por  el  capitán.....  333 

CAUSA   LXV. 

D.  José  Raffb^  centra  D.  Feliz  J.  Ibañez,  sobre  desalojo. 

Sumario.  —  No  espresándose  agravios  en  el  término  de  la 
ley  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera  rebeldía  que 
acuse  el  apelado 343 

CAUSA  LXVI. 

D.  Luis  Carbone,  contra  D.  Ángel  Caffarena,  sobre  compe-* 
tencia. 

Sumario.  —  !<>  El  conocimiento  y  decisión  de  l»s  causas  que 
se  suscitan  sobre  fletamentos,  y  en  general  sobre  todo  hecho  ó 
contrato  concerniente  á  la  navegación  y  comercio  marítimo, 
corresponden  esclusivamente  á  los  tribunales  nacionales. 

2**  Es  el  Juez  de  Sección  el  único  competente  para  conocer 
en  primera  instancia  de  la  nulidad  de  una  sentencia  arbitral 
dictada  sobre  una  cuestión  de  daños  y  perjuicios  provenientes 
de  un  contrato  de  fletamento 344 
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CAUSA  Lxvn. 

D.  Adolfo  Micbaut  contra  D.  Valentín  Rebollo^  sobre  prUion 
por  deudas. 

Sumario.  —  £1  caso  de  una  deuda  por  cantidades  cobradas  al 
Gobierno  Nacional  por  un  apoderado  del  acreedor  y  que  el 
deudor  no  satisface,  no  es  de  los  esceptuados  en  la  ley  de 
26  de  Junio  de  1872,  suprimiendo  la  prisión  por  deudas.,...  34S 

CAUSA  Lxvm, 

D.  AgusÜB  Ríos  con  D*  Teodora  Iseas  y  D.  Luis  Scribani, 
sobre  costas  judiciales. 

Sumario. —  No  determinándose  en  la  sentencia  que  la  conde- 
nación en  costas  sea  solidaria,  ea  eatendida  que  los  condenados 
enelips  deben  pagarlas  iprorata ..,, ,....  350 

CAUSA  hm. 

Da.  Mercedes  Villegas,  contra  D.  Apollnario  Rodrigues,  por 
cobro  de  unas  muías. 

Sumario.  —  No  mejorándose  el  recurso  dentro  del  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera 
rebeldía  que  acuse  el  apelado...., \ 353 

CAUSA  LXX. 

D.  Vicente  Casares  é  hijos,  contra  D.  Victor  Clerice,  por 
cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  1**  Una  deuda  confesada  judicialmente  queda 
fuera  de  toda  discusión  y  debe  ser  mandada  pagar. 

29  Los  servicios  prestados  á  las  personas  que  componen  una 
sociedad  no  pueden  ser  cobrados  á  esta.., 355 

CAUSA  LXXI. 

D.  Pedro  Gragera,  contra  la  compañía  de  seguros  maritimos 
f  La  Arjentina  >  por  cobro  de  un  seguro. 

/Sumario.  — No  espresando  agravios  el  apelante  en  el  término 
competente,  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera  re- 
)^elbi9 ({qe  le  apuse  el  apelado...,,, ..•••« 359 
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CAUSA  LXXir. 
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Los  Sres  Benito  Naveira  y  G*  contra  los  Sresl  Fernandez  y  C* 
sobre  cobro  de  pesos. 

Sumario. —  Ño  habiéndose  elejido  un  domicilio  especial  para 
el  cumplimiento  de  una  obligación,  debe  seguirse  el  fuero 
del  reo 359 

CAUSA  Lxxni. 

D.  Heliton  Ibarlucea  contra  el  Fisco  Nacional  sobre  denuncia 
de  obra  nueva.  ^ 

Sumario.  —  No  puede  admitirse  la  denuncia  de  obra  nueva, 
no  acreditándose  por  el  denunciante  el  dominio  ó  la  posesión 
actual  del  terreno  en  que  se  está  edificando 362 

CAUSA    LXXIV. 

Criminal,  contra  Pedro  Diac,  poi*  sustracción  de  correspon- 
dencia y  de  valores  contenidos  en  ella.     , 

Sumario.  —  Para  que  la  fínieba  circunstancial  ó  de  presun- 
ciones sea  perfecta  y  pueda  servir  de  base  áuüa  condenación,  y 
sobre  todo  á  la  imposftíon  de  una  pena  grave,  es  indispensable 
que  las  circunstancias  que  la  constituyen,  á  roas  de  ciertas  y 
probadas,  sean  graves,  precisas  y  concordantes 366 

CAUSA   LXXV. 

D.  Joaquín  Robert  contra.  D.  Filemon  Diaz  de  Vivar  por 
cobro  de  pesos. 

Sumario. —  1®  El  demandada  está  obligado  á  contestar  clara- 
mente .  los  hechos  enunciados  en  la  demanda. 

i^  Su  silencio  ó  las  respuestas  evasivas  pueden  ser  tomadas 
como  una  confesión. 

3«  Los  contratos  hechos  por  el  factor  6  encargado  de 
un  establecimiento  comercial  6  fabril,  obligan  al  propietario, 
aun  cuando  el  factor  no  lo  declarase  al  tiempo  de  celebrarlos, 
siéknpre  que  esos  contratos  recaigan  sobre  objetos  comprendi- 
dos en  el  tráfico  6  jiro  del  establecimiento 374 

CAUSA  LXXYL 

D .  Nicolás  Cerruti  aontra  la  c  Sociedad  italiana  de  segoroa- 
mutuos  fluviales  >  por  cobro  de  pesos. 
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Sumario.  —  Lq$  estatutos  son  It  primera  ley  por.  la  cual 
deben  resolv^erse'  las.  cuestiones  entre  una  sociedad  y  alguno  de 
los  socios 379 

CAUSA  LXXVD. 

Giró  y  Dermít,  contra  Stephens  y  Yonwillers,  sobre  arraigo. 
Sumnrio.  —  La  escepcion  dilatoria  de  arraigo  del  juicio  no 
•pjuede  interponerse  conira  estrangeros  domiciliados 382 

CAUSA  Lxxvm. 

D.  Vicente  L.  Beltran,  contra  los  señores  H.  W.  Hedrano  y 
C*,  sobre  cobro  de  pesos. 

Sumario.  ^  i^*  Se  presumen  exactas  las  cuentas  cuando  se 
deja  transcurrir  un  mes  desde  la  recepción  de  ellas  sin  hacer 
observaciones,  ni  se  presentan  pruebas  en  contrario. 

2o  Ei  actor  que  demanda  por  mas  de  lo  que  se  le  adeuda  no 
por  dolo  ó  mala  fé,  sino  por  error  6  descuido  y  que  presenta 
sus  cuentas  con  la  cláusula  de  c  salvo  error  ú  omisión  »  no  pue- 
4^  condenarse  á  la  pena  de  la  pérdida  de  lo  que  lejítimamente 
%e  le  adeuda. 

3^  No  puede  tampoco  ser  condenado  al  pago  de  las  costas 
cuando  estas  no  han  sido  causadas  por  el  exceso  en  la  deman- 
da^  siiiü  por  escepciones  deducidas  y  no  justificadas  por  el 
demandado \ 38^ 

CAUSA  LXXIX. 

Los  Sres.  Sánchez  Gori  y  C<^,  con  la  Administración  de  Rentas 
Nacionales,  sobre  competencia. 

ISumario.  —  Los  Juzgados  Nacionales  soin  competentes  para 
conocer  en  grado  de  apelación  de  las  resoluciones  de  los  Ad- 
ministradores de  Aduana  que  contengan  imposición  de  penas 
por  infracciones  de  reglamentos  aduaneros,  y  no  sean  simples 
actos  administrativos 389 

CAUSA  LXXX. 

D.  Adolfo  Carranza,  contra  D.  Juan  Echepare,  por  cobro  de 
pesos. -^  Incidente  sobre  competencia. 
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Sumario.  —  í^  El  conocimiento  y  decisión  «do,  Jas  causas  en 
que  sean  partes  un  ciudadano  aijentino  ;  un  estranjlsro,^  corres- 
ponde ai  poder  judicial  de  la  naciun. 

Í9.  La  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  en  todas  las 
causas  que  son  de  su  resorte^  es  privatiYa  y  esclúsente  de  la 
de  los  Tribunales  de  Provincia,  con  la  sola  limitación  de  (as 
escepciones  especiales  contenidas  en  el  art.  12  de  la  ley  sobre 
jurisdicción  y  competencia. 

3o  No  está  compiendida  entre  esas  escepciones  la  renuncia 
que  un  estranjero,  demandado  por  un  arjentino,  haga  del  fuero 
nacional. 

4»  El  orden  de  las  jurisdicciones  es  de  interés  general,  y 
no  puede,  fuera  de  los  casos  permitidos  por  la  ley,  ser  alterado 
por  la,  voluntad  de  los  que  son  llamados  á  comparecer  en  jui- 
cio. 

6^  No  se  puede  reconocer  al  estranjero  la  facultad  de  decli- 
nar la  jurisdicción  nacional,  sin  reconocerle  un  privilejio  que 
la  ley  no  le  concede,  y  que  podria  servirle  de  protesto  para 
eludir  6  retardar  los  juicios .» 392 

CAUSA  LXXXI. 

D.  Ernesto  Beutefbúr,  contra  el  Banco  Hípoiecario  de  Buenos 
Aires,  sobre  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato. 

Sumario.  —  Por  el  art.  30  de  los  Estatutos  del  Banco  Hipo- 
tecario de  Buenos  Aires,  no  pueden  los  Jueces  mandar  suspen- 
der un  remate  anunciado  por  este,  de  un  fundo  que  le  está 
gravado 391 

CAUSA  Lxxxn. 

D.  Raimundo  García  Tizón,  contra  el  agente  del  vapor  italiano  ' 
€  Liguria,  >  por  entrega  de  un  bulto. 

Simario.  —  La  acción  para  reclamar  la  entrega  del  cargamen- 
to, y  por  consiguiente  la  obligación  que  le  es  relativa,  se  pres- 
cribe por  un  año,  á  contar  desde  el  dia  en  que  acabó  el 
viaje ^ 399 

CAUSA  LXXXin. 

El  Procurador  Fiscal  de  Entre-Rios,  contra  D.  Higuel  Laníeri» 
sobre  cobro  ejecutivo  de  pesos. 
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SumariOi  -*  1<»  I^a  boUi  de  un  Adminisirador  de  Rentas  Na^ 
cionalea  conteniendo  un  estracto  de  los  libros  de-  la  Aduana  y 
firmada  por  él,  tiene  la  calidad  de  iastramento  público. 

2o  La  deuda  resultante  de  ese  instromeoto  es*  ejecutiva, 
máxime  si  no  ha*  sido  negado  por  el  deudor  el  hecho  de  sui  ori*- 
gen..,.^ 403 

CAUSA  LXXXIV- 

Doña  Emma,  Doña  Sofia  y  Doña  Ruth  Péusset,  contra  Doña 
Benigna  Carretón  de  SiWa,  sobre  competencia. 

Sumario.  —  í^  El  reconocimiento  hecho  por  el  apoderado  de 
la  nacionalidad  arjentina  de  su  representada,  en  conformidad 
con  los  principios^  sancionados  por  la  Constitucian  y  las  leyes, 
no  puede  menos  d^  ser  aceptado  y  de  surtir  en  juicio  sus  efec- 
tos legales. 

i^  En  el  caso  de  una  acción  de  condominio  en  que  cada 
uno  de  los  participes  puede  ejercitarla  por  el  todo  y  ninguno  de 
ellos  puede  reivindicar  individualmente  una  parte,  tiene  necesa- 
riamente aplicación  el  art.  !<>  de  lá  ley  de  14  de  Setiembre 
de  1863,  que  en  caso  de  una  acción  ú  obligación  solidaria  éxije, 
para' establecer  la»  competencia  nacional,  que  cada  uno  de  los 
demandantes  6  de^  lea  demandados  tengan  individualmente  el 
derecbe  de  demandar  ó  ser  diemandado'  ante  loa  tribunales  na^ 
donalesi- 

,  3«  No  {tuedoi  hacerse  lugar,  en  una  acción  de  oondoroimo 
promovida  por  los  condóminos  ante  la  justicia  nacional^  al  de- 
sistimiento de  uno  de  ellos  que  por  no  tener  el  derecho  de  de- 
mandar ante  los  tribunales' natiomtre^  se  reserva  él  de '.ocurrir 
á  la  justicia  provincial ;  porque  no  puede  admitirse  que  un  con- 
dómino revindique  una  parte  del  condeminio  ante  los  trihun»- 
les  nacionales  y  otro  otra,  parte  ¡ante  losde  la  Provincia. •  407 

CAUSA  LXXXV. 

Carlos  Grognét  y  C^  contra  Don  José  Antonio  Ferrar,  por 
cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Suwmük.  —  V  Unat  sentenciaino  a|idada  en  tiempo  hace  cosa 
juzgada  para  las  partes. 
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2®  Loi$  Jnetes  NAeíoiiale&  cantoeA  d»  jurisdiceton  para  eoao- 
cer  de  vicio»  qtte  se  alagan  ceinetidaB  en  log  Tribunales  de  las 
provincias. 

3»  Probadas  per  el  éeador  las  escepciones  de  qaiUs  y  espe- 
ras, la  ejecución  debe  ser  recbazada 415 

CAUSA  LXXXVL 

D.  José  Chavarri,  contra  D.  César  Palacios,  sobre  rendición 
de  cuentas, 

Sumario.  —  No  mejorándose  el  recurso  dentro  del  término  « ^ 
del  emplaasmioAlo,  se  d/eclara  desierta  la  apelación  &  la  primera 
rebeldía  que  acuse;  el  apelado ^... .,..  419 

CAUSA  Lxxxvn. 

Rocca  bermaoos,  contra  D.  Felipe  Recalde,  por  cobro  de  una 
letra,  ée  cambio. 

Sumario. -^  i^  Por  regla  general,  puete  tponetae  en  e>  jmicio 
ejecutorío,  la  escepeion  de  iataabüidad  del  tünlo  . 

i^  Esoeptúase  el  caso  en  cpie  la  ejeeocíon  se  funde  en  una 
etra  á^  cambio  protestada  en  forma 420 

CAUSA  Lxxxvm, 

< 

D.  Cosme  GríHo,  costra  D.  José  B.  Gil,  sobre  cobre  de 
pesos. 

Swmrio.  —  No  es  aNkmsiUe  el  recurso  de  nulidai  que  no  se 
funde  en  las  causales  prescripUis  por  el  artículo  233  de  la  Ley 
de  Procedimientos  <  • » • ; . .  424 

CAUSA  LXXXIX. 


D.  Fidel  J.  de  Lara,  contra  Doña  FeUberta  Suasnabar,  por 
cobro  de  pesos. 

Sumario.  ^^Jio  mejorándose  el  recurso  en  el  término  del 
emplazamiento,  se  declara  desierta  la  apeladon  á  la  prinera 
rebeldia  que  acusa  el  apelado • 427 

CAUSA  XC. 

A.  Benitez  y  C*,  contra  Fels  Seiifers  y  C«,  sobre  cumpUmiento 
de  un  contrato. 
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Sicfliiarío.  —  i^  Los  actos  de  las  parles,  posteriores  á  la  cele- 
braeioa  de  un  contrato,  pueden  servir  de  base  para  interpre- 
tarlo. 

^  Los  intereses  corren  desde  la  interpelación  judicial,  aun- 
que el  deudor  crea  de  buena  fó  no  ser  deudor. 

3o  Una  oblación  no  aceptada  no  surte  los  efectos  de  pago 420 

CAUSA  XCI. 

Los  Sres.  D.  Vicente  Casares  é  hijo,  con  los  Sres.  D.  Jorge 
BeH  é  hijo,  sobre  cobro  de  pesos; 

Sumario.  —  No  habiendo  oonvenio  acerca  del  precio  del  lan- 
chage,  debe  estarse  al  de  tarifa  y  al  establecido  por  el  uso 
del  puerto 439 

CAUSA  XCO. 

D.  Nicanor  y  Doña  Carolina  Sola,  contra  D.  Luis  Arcardiní, 
sobre  interdicto  de  obra  nueva. 

Sumario.  —  1®  Se  presume  medianera  una  pared  que  sirve 
de  separaeion  de  dos  edificios  contiguos  que  cargan  sobre  ella. 

2*  Admitida  la  medianería  de  una  pared,  los  colindantes  tienen 
derecho  de  servirse  de  ella  para  todos  los  usos  á  que  está  des- 
tinada, con  tal  que  no  le  causen  deterioro  ni  comprometan  su 
solidei  ni  estorben  el  ejercicio  de  Iguales  derechos  para  el 
vecino. 

S»  Rocenociendo  un  titulo  de  propiedad  el  derecho  de  car- 
gar sobre  las  paredes  de  los  costados,  se  reconoce  también  que 
no  hay  esclusiva  propiedad  sobre  .esas  paredes 442 

CAUSA  xcm. 

Los  Sres.  SteíTenino  y  Garbolino  con  los  Sres.  F.  E.  Nuilez  y 
Hno.,  solire  entrega  de  un  cajón  encomienda. 

Sumario.  •—  Las  convenciones  de  las  partes  son  ley  para  los 
contrayentes  y  sus  herederos  ;  por  consiguiente,  aunque  en 
principio  general  el  fletante  está  obligado  á  la  entrega  de  la 
cosa  fletada  ó  al  pago  de  su  equivalente  y  los  daños  sufridos 
en  caso  de  pérdida,  estas  obligaciones  se  desvirtúan  por  el 
pacto  contejiido  en  la  cláusula  de  ignorar  el  fletante  el  conte- 
nido y  de  no  responder  por  mas  de  una  onza  de  oro 449 
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D.  Gregorio  Garcia  y  Raya,  contra  D.  Santiago  Echegoyen, 
sobre  recusación. 

Sumario.  —  No  puede  alegarse  por  el  ejecutado  en  la  esta- 
ción de  la  citación  de  remate^  como  prejuzgamiento  y  causal  le- 
jitimo  de  recusación  del  juez,  un  auto  provocado  anteriormente 
por  él,  promoviendo  un  articulo  estemporáneo,  y  que,  como  tal, 
no  podia  ser  juzgado  como  escepcion  lejitima  y  oportuna 452 

CAUSA  XCV. 

Don  Tomás  Armstrong  cesionario  de  los  Sres.  La  Torre  y  &, 
contra  D.  Augusto  Segovia,  sobre  tercería. 

Sumario. —i^  Las  Provincias  Arjentinas  son  Estados  inde- 
pendientes entre  si,  y  por  consiguiente  es  aplicable  á  ellas  la 
prescripción  del  Código  Civil  vigente,  que  manda  protocolizar 
los  contratos  de  transferencia  de  bienes  raices  celebrados  en 
paises  estrangeros. 

2°  Por  consiguiente  la  escritura  de  venta  celebrada  en  una 
provincia  no  es  suficiente  para  transferir  el  dominio  de  los  bie- 
nes vendidos  situados  en  otra  provincia,  mientras  no  se  haya 
protocolizado  en  esta  por  orden  del  juez  competente. 

3^  Las  sentencias  en  juicio  posesorio  no  hacen  cosa  juzgada 
para  la  cuestión  de  propiedad i56 
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